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Tu  áecus  omne  Uiis.  V\rg* 


El  Lic.  Don  Miguel  Lar  rey  naga  presidente  Ce  la 
¿cailemiu  dixv 

Exmo.  Sr, 

El  nombramiento  de  Consejero  de  Fstado  hecho 
tpor  las  Cortes  generales  de  la  nación  en  la  persona 
«Je  V.  E.  es  un  acontecimiento  importante  que  interesa 
i  todos  los  habitantes  de  este  rey  no  en  general.  Tam- 
bién interesa  en  particular  á  todas  sus  clases  por  di- 
ferentes respetos  y  titulos.  Quando  V.  E.  no  fuese  mas 
que  un  vecino  privado  y  ciudadano  nuestro ,  nacido 
en  este  suelo,  criido  y  educado  entre  nosotros  ,  testigo 
de  nuestras  necesidades  comunes,  expectador  del  ge- 
nio de  ios  habitantes,  y  participe  en  un  todo  de  nu- 
estros bienes  y  nuestros  males;  nosotros  nos  llenaría- 
mos de  un  gozo  extremado,  de  una  satisfacion  suma 
al  verle  colocado  entre  el  rey  y  los  ciudadanos,  en- 
tre el  gobierno  y  el  pueblo.  Nuestra  imaginación  conci- 
biendo las  esperanzas  mas  lisongeras  nos  retrataría 
como  cercano  el  remedio  de  nuestros  males.  Pues  aho- 
ra, siendo  V.  E.  no  solo  Un  ciudadano  y  vecino  privado, 
sino  perteneciendo  ademas  á  diferentes  comunidades  y 
cuerpos  ,  como  entre  otros  especialmente  al  colegio  de 

Abogados  de  la  Real  Audiencia  ;  la  satisf&cion  de  sus 

indi- 


individuos  con  trntivo  de  éste  nombramiento  sube  de 
plinto  hasta  un  grado  inexplicable.  V.  E.  es  individuo 
del  M.  N.  Ayuntamiento  de  esta  capital ,  en  cuyo  cu- 
erpo de  conformidad  con  los  otros  miembros  suyos  hk 
trabajado  en  bentficio  común  ;  ha  conocido  sus  recur- 
sos ,  actuales  y  posible*,  sus  facultades  y  las  mejorag 
que  pue.'e  ad  nitir:  también  ha  conocido*sbs  obstacii- 
los  y  las  dificultades  que  encuentra  al  paso.  ¿  Pues 
quanta  uq  deberá  ser  su  satisfacción -y  confianza  entre 
las  otras  razones  comunes  por  sola  esta.de  haber  recay- 
do  el  nombramiento  en  un  individuo  suyo?  Es  también 
individuo  y  g  fe  de  las  milicias  de  esta  ciudad,y  co- 
mo cororel  de  ellas  ha  conocido  su  actual  fuerza  y 
disciplina  y  las  reformas  que  han  de  admitir,  estas  que 
en  lo  sucesivo  han  de  llevar  el  glorioso  titulo  de  mir 
licias  nacionales.  Es  igualmente  O. rector  de  la  Socie- 
dad económica  del  reyno  ,  cuya  corporación  trab;^ 
en  descubrir  las  riquezas  naturales  del  su.  lo,  las  fiim- 
tes  dtl  trabajo  y  de  las  ojupaciones  utiks,  la  causa  de 
Japoblaciuiiy  de  las  buenas  costumbres.  Pues  como 
j.»<  se  alegrarán  estos  bienhechores  de  la  hu  uauidad 
qut  toman  parte  en  las  miserias  agenas  en  ver  á  V.  K. 
cercano  al  rey  ,  itifoi  mandóle  de  e.-tos  climas,  de  estas 
producciones  ,  de  est¿b  índoles  ,  de  estos  brazos  y  de 
e^tos  genios  dóciles  de  que  como  se  han  hecho  uno$ 
solo  vivientes  ,  se  pudieran  haber  hecho  uno»  hom- 
bres, asi  mismo  Abogado  y  iembro  dtl  Cole- 
gio de  la  Real  Audiencia  y  profesor  de  ota  facultad;  y 

como 


ictomotti  ha  reconocido  !ás  leyes  políticas  y  civiles  y 
el  pueblo  que  es  su  hechura  ,  ha  conocido  la  parcia- 
lidad de  algunas  ,  la  ineficacia  de  otras,  la  obscuridad 
de  muchas  ,  las  que  sobran  y  las  que  faltan.  Ha  visto 
quantos  bienes  pudieran  producir  si  fuesen  impacia- 
les como  la  justicia,  y  siu  las  pasiones  que  avergüen- 
zan á  los  hombres.  Pues  qual  no  debe  ser  la  satisfa- 
cen de  los  otros  profesores  de  las  leyes  que  las  han  es- 
tudiado y  servido  y  que  con  su  trato  les  han»  cobraJo 
amor  independiente  del  respeto  con  que  las  consultan. 
V.  E.  mismo  se  halla  en  este  caso,  por  que  justamente 
la  profesión  de  Abogado  es  la  suya  propia  y  la  qie 
•brazó  por  vocación.  Las  otras  de  que  he  hablado  y  loa 
«tros  títulos  que  hé  omitido  por  ser  muchos  no  han 
sido  otra  cosa  que  unos  oficios  honrosos  y  unos  em- 
pleos de  Üignidad  que  vinieron  á  buscar  á  V.  E.  para 
ser  bien  servidos.  Pero  la  de  Abogado  es  la  que  V.  E. 
fue  á  buscar  y  Ja  que  se  puso  á  aprender  desde  sus  pri- 
meros años  ,  la  que  le  ocupó  en  dias  mas  descansados 
y  la  que  ha  seguido  ocupándole  hasta  los  presentes.  Asi, 
ella  misni3  es  la  que  ha  de  ayudarle  en  el  alto  empleo 
que  va  á  txercer  y  de  donde  podra'  sacar  sanos  docu- 
mentos de  administración.  FlConsrjo  de  Estado  será  el 
que  proponga  al  rey  los  reglamentos  de  buena  poli- 
cía ,  las  reformas  conveniente,  los  establecimientos  ne- 
cesarios. ¿De  donde  sacará  V.  E.  las  nociones  que  ne- 
cesite sobre  estos  puntos  sino  de  la  bnena  jurispru- 
dencia I  Promoverá  la  mejora  de  las  costumbres,  las 
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costumbres  civiles  ,  solidas  y  laboriosas ,  origen  del 
bien  y  el  secreto  de  losGobiernos  ilustrados.  Pues  V. 
E.  frailará  de  estos  documentos  en  el  estudio  de  la 
buena  legislación.  Quando  trate  deque  se  cultiven  los 
desiertos  inmensos  de  este  reyno  ,  los  campos  felices 
que  solo  esperan  un  golpe  de  hadada  y  una  gota  de 
sudor ;  V.  K.  hallará  en  la  Jurisprudencia  política  el 
n)odo  de  conseguirlo.  Por  muy  agenas  que  parezcan 
xlei  estudio  de  tes  leyes  las  materias  que  promueva 
el  Consejo  de  Estado,  siempre  para  promoverlas  habrá 
de  auxiliarse  de  las  leyes  y  emplearlas  con  discreG- 
xion.  Leyes  se  han  hecho  para  contener  el  hurto  que 
lo  han  fomentado;  y  otras  para  desterrar  la  embriaguez 
pe  la  hin  do  niciiia Jo.  La  guerra  tiene  sus  kyes  y 
el  hacerlas  requiere  su  conocimiento. 

Asi  ,  nosotros ,  el  Colegio  de  Abogados  damos 
o  Y.  g,  h  enhorabuena  por  haber  recaído  en  su  per-» 
sona  tan  di^no  nombramiento;  y  entre  otras  razones 
eonjuneí  a  tojos  los  vecinos  de  esta  cjudaxi  ,  de  esta 
provincia  y  de  este  reyno  ,  nos  congratulamos  por  se- 
para Jo  de  que  hubiese  sido  en  un  individuo  de  la 
profesión  ,  que  al  propio  tiempo  que  la  ¡lustrara  y  lle- 
nará de  gloria  y  explendor  con  sus  luces,  con  su 
a ,.  L<  :  i  Jacl ,  can  su  nombre  y  con  la  suavidad  de  sus 
costumbres;  la  reformará  de  los  abusos  que  ha  con- 
tra :do  en. tiera pos  desgraciados,  y  la  convertirá  toda  al 
bien  y  felicidad  de  los  pueblen  ;  y  asi  mismo  se  apro-, 
vecíiarü  de  sus  conocimientos  y  máximas  para  desern* 
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pefíar  la  confianza  de  la  Nacicn.  En  señal  de  nuestra 
satiafacfon  ofrecemos  á  V.  E.  un  ensayo  de  Jos  traba- 
jos de  la  Academia  fornado  porunode  sus  alumnos 
sobre  Ja  importancia  y  atribuciones  del  Consejo  de 
Estado  en  el  qual  todo  el  Colegio  desea  á  V.  E.  y 
espera  una  sene  larga  y  sin  fin  de  aciertos  y  aplau- 
sos que  inmortalice  su  nombre  y  lo  trasmita  á  nu- 
estros venidtros. 


oa 


SOBRE  EL  OBJETO, 
Y  ATRIBUCIONES  DEL  CONSEJO  DE  ESTADO. 
PRONUNCIADA 
EN  LA   REAL  ACADEMIA 
DE  JURISPRUDENCIA  DE  GUATEMALA 
POR.  SU  INDIVIDUO  REVISOR 
B.  D.  MJRCUb  ZEBADÚA 
EN  SESION  PÚBLICA  QUE  SE  DEDICÓ 
AL  EXMO.  Sr.  CONSEJERO  DE  ESTADO 

D.R  D.  JOSE  DE  AYZINENA 

EL  DIA  15.  DE  NOVIEMBRE  DE  181* 

GUATEMALA. 

£«  la  Imprenta  de  D.  Ignacio  Btftt&* 


PETICION  6.a  DELAS  CORTES  CjEírEBRADAS 

EN  BURGOS  EN    FEBRERO  DE   1 367.  Y  SU  RESPUESTA! 

A  lo  que  nos  dixeron,  que  porque  los  usos  e  costumhres% 
é  los  fueros  de  las  Cibiades  é  Pillas  e  Lugares  de 
nuestros  Regnos  puedan  ser  mejor  guardados  é  man- 
tenidos, que  nos  piden  por  merced,  que  mandásemos  to- 
mar doce  homes  bonos  que  fuesen  del  nuestro  Consejo, 
e  lets  dos  homes  bt>nos  que  fuesen  del  Regno^  de 
Castiella,  é  los  otros  dos  de  tierra  de  Galicia,  é  los  otros 
dos  del  Regno  de  hzon e  los  otros  dos  del  Regm 
de  Tuledo,  é  los  otros  dos  de  las  Extremadu- 
ras,  é  los  otros  dos  de  la  Andalucía;  e  estos  •  homes* 
bonos  que  fuesen,  de  mas  de  los  oficiales,  quien  la  nues- 
tra merced  fuese,  e  que  les  ficiejemo*  merced  porque  lo 
ellos  puditsen  bien  pasar,  A  esto  respondemos,  que  nos 
flace,  e  tenemos  por  bien  : ; :  :  : 
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IParece  qué  los  cuerpos  civiles  se  hallan  expu- 
estos á  las  mismas  vicisitudes  que  los  seres  físicos  que 
los  componen.  Ya  porque  un  orden  invariable  cuya 
penetración  no  se  haya  concedido  á  los  hombres,  go- 
bierne también  el  mundo  político,  ya  porque  sus 
miembros  comuniquen  al  todo  las  virtudes  sociales 
que  forman  su  prosperidad,  6  los  vicios  de  que  re- 
sulta su  disolución  y  su  ruina,  qualquiera  que  sea  lá 
causa,  yo  observo;  que  esos  formidables  imperios 
que  se  han  visto  brillar,  y  desaparecer  sobre  la  tier- 
ra, han  tenido  su  nacimiento  y  su  infancia:  que  mi- 
entras la  austeridad  en  las  costumbres,  el  honor  y 
el  amor  á  la  patria  han  sido  los  caracteres  distin- 
tivos del  ciudadano,  y  la  rectitud  y  la  sabiduría  el 
norte  de  los  gefes  encargados  de  su  dirección,  ellos 
han  llegado  á  robustecerse,  y  aumentando  sus  fuer- 
zas han  podido  dar  la  ley  señoreándole  de  Jos 
demás:  y  en  fin  que  se  han  elevado  á  un  pun- 
to, que  ha  sido  el  ultimo  grado  de  su  pn-speridad,  y 
el  primero  de  su  decadencia. 

Volvamos  los  ojos  á  los  tiempos  que  nos  han 
precedido.  Observemos  á  Romulo  a  la  cabtza  de  un 
puñado  de  desertores  de  Alba  con  una  cuerda  en 
la  mano  delineando  las  murallas  de  la  capital  del  mun- 
do, y  dexando  pasar  algunos  siglos,  entremos  al  Capi- 
tolio, y  contemplemos  á  Cesar  sentado  en  el  trono  dic- 
tando la  Jey  al  universo.  ¡Que  contraste  tan  mara- 
villoso! 


villoso!  Pero  ;<5  suerte  desgraciada  de  los  imperios!  Ro- 
ma ha  llegado  á  la  cumbre  del  honor,  y  no  puede 
ya  sostenerse:  su  mismo  peso  la  agobia,  y  va  á  ser 
oprimida  entre  sus  ruinas.  Mientras  una  constitución 
prudente,  y  un  Senado  lleno  de  luces  y  sabiduría,  han 
sabido  dirigir  á  un  pueblo  frugal  y  virtuoso,  Ro- 
ma se  ha  llenado  de  gloria;  mas  luego  que  las  rique- 
zas han  engendrado  la  corrupción  y  el  afeminamiento 
en  el  pueblo,  y  el  Gobierno  debilitado  y  sin  fuerzas 
suelta  las  riendas  que  no  puede  ya  manejar,  el  im- 
perio se  desploma,  es  ocupado  por  unas  naciones  bar- 
baras á  quienes  en  otro  tiempo  hubiera  hecho  tem- 
blar, y  hallándose  en  sus  ultimas  convulsiones,  no 
se   encuentra  un  Decio  que  salve  la  patria. 

Tenemos  á  nuestra  vista  un  exemplo  mas  reci- 
ente. La  España,  señores,  tuvo  su  siglo  de  magestad 
y  de  gloria  en  que  recorriendo  sus  armas  victoriosas  la 
Europa,  se  hacia  obedecer  de  la  Italia,  y  de  la  Flan- 
des:  en  que  castigaba  con  prisiones  á  las  Reyes  de 
la  Francia,  y  hacia  que  sus  émulos  postrados  á  sus 
pies  confesasen  su  imperio:  en  que  sus  armadas  inr 
Yencibles  recorrian  los  mares,  y  descubriendo  nue- 
vos mundos  volvían  cargadas  de  riquezas:  en  que  sus 
usos  y  costumbres  distinguían  á  las  naciones  que 
aspiraban  á  la  civilización,  y  se  tenían  por  sabios 
los  que  hablaban  nuestro  idioma:  en  que...  ¡O  Patria 
mia  l   3  Haré  yo  estos  tristes  recuerdos  para  que  te 
sea  mas  sensible  tu  estado  presente,  6  para  que  corrí- 


da  de  tu  vergonzosa  indiferencia  en  el  ultimo  reyna- 
do,  vuelvas  á  tomar  tu  nativo  esplendor?. 

Yo  creo  que  la  prosperidad  de  las  naciones 
tiene  su  nivel  asi  como  los  líquidos,  y  que  no 
puede  ser  comprimida  en  un  estado,  sin  que  se 
escape  inmediatamente  á  ocupar  algún  otro  que  se 
halle  dispuesto  á  recibirla.  La  España  ciertamente 
había  llegado  al  colmo  de  la  felicidad,  y  deslumbrada 
por  su  misma  brillantez,  dexó  adormecer  sus  natu- 
rales virtudes:  olvidó  sus  primitivas  leyes,  sus  usos 
y  costumbres:  desatendió  su  comercio,  su  agricultura 
y  su  industria:  ya  no  produce  aquellos  héroes  que 
habían  hecho  resonar  por  el  mundo  el  eco  de  sus  ha- 
zanas:  vé  sin  alterarse  desterrados  á  sus  sabios,  y 
consiente  que  el  despotismo  aprovechando  los  mo- 
mentos de  su  demencia,  le  ponga  al  cuello  las  ca- 
denas. Entre  tanto  su  vécina,  esa  Francia  de  cuyo 
contacto  parece  que  quiso  naturaleza  libertarla  por 
medio  de  una  barrera  inaccesible  de  montes,  ese  pue- 
blo que  juzga  a  sus  Reyes,  y  los  pone  en  un  ca- 
dalso para  arrancar  de  sus  manos  el  cetro  ensan- 
grentado, y  trasladarlo  á  las  de  un  hombre  que 
acaba  de  salir  como  un  hongo  del  estiércol,  recoge 
en  sn  seno  á  la  desdeñosa  prosperidad  que  huye 
de  nosotros:  se  viste  de  los  despojos  que  nos  ha  ido 
quitando  sin  sentirlo,  y  Luis  XVI.  á  su  frente  la 
hace  brillar  entre  los  pueblos  de  la  Europa. 

La  España  exhausta  ya  entonces,  falta  de 
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tropas,  escasa  de  recursos,  y  casi  en  los  últimos 
alientos,  siente  prosperar  á  su  rival,  y  teme  las 
conseqüencias  que  no  puede  impedir.  Vé  palpitar 
sobre  un  patíbulo  la  desgraciada  cabeza  del  último 
de  los  Reyes  de  Francia,  y  tiembla  á  la  vista  de 
tan  horrible  atentado  cuyo  exemplo  podia  ser  fu- 
nesto á  las  testas  coronadas.  Decreta  el  exterminio 
de  una  nación  sacrilega,  y  quiere  manifestar  al  mun- 
do que  aun  puede  vengar  la  inocencia,  y  reprimir 
la  audacia.  Ensaya  sus  fuerzas;  pero  se  le  cae  la  es- 
pada que  sus  manos  acostumbradas  al  ocio  no  sa- 
ben ya  sustentar.  La  Francia  sin  gefe  que  la  gobi- 
erne ,  empiesa  á  sufrir  las  funestas  conseqüen- 
cias de  su  crimen,  y  no  puede  alejar  de  si  los  ma- 
les que  ha  buscado  ella  misma  por  su  mano.  Los 
miserables  pueblos,  que  pagan  siempre  sin  ser  culpa- 
dos los  delitos  de  las  grandes  capitales-,  son  el  ju- 
guete de  las  negras  maquinaciones  de  los  que  se 
disputan  la  usurpación  del  trono.  AI  desorden  se  sigue 
la  prostitución,  el  latrocinio  y  el  horror.  La  muerte* 
corre  por  todas  partes,  y  el  Sena  vé  teñidas  sus  agu- 
as con  la  sangre  de  las  victimas.  Pueblos,  que  no 
teméis  los  tristes  resultados  de  una  revolución,  he 
alli  un  exemplo:  vosotros  seréis  la  presa  del  hom-. 
bre  mas  despreciable  con  tal  que  sepa  aprovecharse 
de  las  tinieblas  para  asaltaros. 

Asi  sucedió  á  la  nación  de  que  voy  hablando. 
Bonaparte  se  apoderó  de  ella,  y  nuestro  dcbil  Go- 
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bierno  dirigido  por  un  Favorito,  que  gordamante  iva 
minando  los  cimientos  de  la  libertad  pan  des- 
plomarla en  un  abismo,  no  tarda  en  hacer  la  paz» 
y  aun  en  tener  por  amigo  al  pueblo  que  poco  antes 
quisiera  haber  hecho  desaparecer  de  la  fierra.  Con- 
siente que  el  Usurpador  se  lleve  nuestras  fuerzas 
y  caudales:  y  en  cambio,  á  la  sombra  de  la  amis- 
tad, introduce  en  el  Reyno  á  los  cómplices  de  sus 
latrocinios.  Están  yá  tomadas  las  plazas:  millares  de 
soldados  aguerridos  han  penetrado  hasta  la  capital 
del  Imperio:  la  Nación  se  halla  sin  tropas,  y  sin  ar- 
mas con  que  defenderse :  es  robado  su  Rey  para 
aprovecharse  de  la  anarquía,  si  se  resiste  á  doblar  la 
cerviz  bajo  el  yugo  que  la  amenaza:  todo  está  pre- 
venido, y  no  duda  el  Traydor  contar  entre  sus  rapi- 
ñas una  Nación  heroica,  que  pospone  su  ruina  al  res- 
peto de  sus  Monarcas.  La  trama  se  descubre  al  fin^ 
y  la  capial  grita,  traycioa,  traycion  contestan  las 
provincias,  y  el  eco  se  repite  por  los  confines  del 
Reyno. 

Al  sonido  de  esta  voz  despierta  la  Naci- 
ón de  su  letargo.  Un  sacudimiento  la  hace  revi- 
vir sus  facultades  entorpecidas,  circulan  de  nuevo 
sus  humores,  y  los  resortes  comprimidos  por  la 
opredon  dando  un  estallido,  recobran  su  antigua  ehs- 
t;  idad.  Todos  corren  á  tomar  las  armas,  y  afron- 
tan al  enemigo:  el  canon  humea  por  todas  parir?,  y 
la  victoria  lleva  uncidos  á  su  carro  los  B'éspé  É 
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subalternos  de  la  Francia.  ¡O  España,  Nación  su- 
blime, pueblo  niagestuoso,  t;ue  aun  haces  brillar 
los  tristes  restos  de  la  libertad  de  los  hombres!  Yo 
te  veo  haciendo  esfurzos  por  romper  las  prisiones 
que  te  ha  puesto  la  arbitrariedad.  Te  oygo  bramar 
de  rabia,  y  vomitar  la  venganza  contra  los  auto- 
res de  tu  ruina.  Tu  arrepentimiento  y  tu  heroi- 
cidad presente,  te  hacen  mas  honor,  que  humillación 
te  causaron  tus  sufrimientos  pasados.  Tropiezo  por  tus 
campos  regados  de  sangre,  con  los  cadáveres  de  tus 
héroes  sacrificados  por  ti.  Ya  te  reconozco,  Nación 
magnánima:  correpondes  á  quien  eres.  Manes  de  Car- 
los V.  los  españoles  no  han  degenerado,  y  aun  son  los 
mismos  que  te  llenaron  de  gloria. 

g  Pero  quien  dirigirá  en  estos  momentos  de  con- 
fusión, y  de  desastres  á  una  Na:ion  enfurecida  que 
hallándose  sin  gefe  que  la  guie,  se  vé  expuesta  á 
caer  en  el  horroroso  abismo  de  la  anarquía?  Ella 
misma,  Señores.  Manda  á  sus  guerreros  que  "repri- 
man la  audacia  de  los  que  han  atentado  contra  su 
independencia,  y  á  sus  sabios  les  dice:  id,  y  reu- 
nios :  tomad  las  insignias  de  la  soberanía  que  os 
delego,  y  sentados  sobre  mi  solio,  poned  los  funda- 
mentos de  un  imperio,  que  jamas  se  vea  expuesto  á 
J  , ;  debilidades  de  un  Monarca  inepto,  y  á  ser  e\ 
juguete  de  los  aduladores  me  rodean  su  trono. 
Las  Cortes  serán  en  lo  futuro  el  garante  de  mi 
libertad. 
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Un  nuevo  orden  de  cosas  se  me  presenta  a 
la  vista.    Los  Diputados  del  reyno  forman  y?,  fa 
Asamblea  nacional,  y  sancionando  una  Constitución 
sólida  y  permanente,  fixan  los  limites  al  poder  del 
Monarca,  y  aseguran  los  sagrados  derechos  de  la 
Nación.  ¡Que   encadenamiento  tan   maravilloso  de 
sucesos  imprevistos   han  ido  preparando  la  futura 
felicidad  de  la  España!  ¡Ha  sido  necesaria  la  mu- 
erte afrentosa  de  un  gran  Rey,  y   el  sacrificio  de 
mas  de  un  millón  de  victimas   para  que  dexe  de 
ser  esclava!  Por  que  ¿  no  es  verdad    que  nuestra 
feliz  revolución  está  encadenada  con  la  de  la  Fran- 
cia, y  que  el  decreto  infame  en  que   esta  mandó 
decapitar  á  su  Soberano,  fué  el  primer  paso  que  se 
dió  á  nuestro  favor?  ;  Jomo  los  grandes  atentados, 
y  las  desgracias  de  los  unos  suelen  traer  consigo 
la  prosperidad,  y  la  dicha  de  los  otros!  ¿  Y  no  era 
necesario  todo  esto  para  preparar  la  crisis  afortu- 
nada de  la  Monarquía?  Era  indispensable,  como  tam- 
bién el  que  la  Nación  obrase  por  sí  sola,  en  plena 
libertad  y  sin  ningún  miram'ento;    y  para  esto  el 
Numen  tutelar  que  vela  sobre  su  suerte,  consiente 
en  el  rapto  de  su  Rey,  por  que  es  verdad  que  ei 
amor  suele  hacer  que  una  madre  tenga  con  su  hijo 
condescendencias  de  que  arrepentirse. 

Ella,  pues,  por  sí  misma,  llena  de  magestad 
y  sabiduría,  como  propietaria  de  sus  derechos  que 

acaba  de  recobrar,  y  árbitra  para  depositarlos  todos 

ó  * 
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o  en  parte,  baxo  ja  forma  que  mejor  acomode  í  sus 
intereses,  y  con  la  mira  mas  de  su  propia  felicidad 
que  la  del  ciudadano  a  quien  los  confia,  asigna  al 
K^y  el  poder  executivo  en  toda  su  extensión,  re- 
serva para  si  la  facultad  legislativa,  y  delega  á  los 
funcionarios  públicos  la  distribución  de  la  justicia 
con  arreglo  á  las  Jeyes,  Mas  como  se  debe  suponer 
por  una  parte  al  Gobierno  haciendo  siempre  esfu- 
erzos por  romper  los  diques,  y  absorver  todas  Jas 
facultades;  y  por  otra  á  la  Asamblea  legislativa,  po- 
niendo trabas  á  la  arbitrariedad  ,  no  se  contenta 
con  haber  hecho  la  división  del  poder,  sino  que 
previéndolo  todo,  pasa  á  formar  un  cuerpo  respe- 
table, que  con  sus  luces  pueda  dirigir  Ja  marcha 
del  Gobierno,  y  que  mediando  entre  el  Rey,  y  la 
Nación,  sea  como  una  gran  peña  en  que  se  rom- 
pan por  un  Jado  Jos  impulsos  del  despotismo,  y  por 
el  otro  haga  sombra  al  grande  poder  de  las  Córtes. 
Ebte  es,  Señores,  el  objeto  del  Consejo  de  Estado, 
y  es  también  lo  que  procuraré  manifestar,  si  tenéis 
la  bondad  de  escucharme, 

La  experiencia  de  muchos  siglos,  por  no  de- 
cir de  la  España,  ha  comprobado,  que  todo  el  po- 
der en  manos  de  un  solo  hombre,  ha  sido  siempre 
funesto  á  las  naciones  que  han  tenido  la  ligereza 
de  confiarlo  en  toda  su  extensión,  6  la  debilidad  de 
ver  con  indiferencia  el  que  se  les  fuese  usurpando, 
y  que  Ja  firmeza  de  un  gobierno  consiste  en  divi- 
dir- 


dirlo  de  modo  que  contrapesándose  sus  partes,  'ba- 
gan permanecer  Ja  balanza  en  un  justo  équílibrioí 
Una  fuerza  mayor  debe  arrastrar  después  de  sí  á 
otra  inferior  que  no  pueda  oponer  igual  resistencia. 
Los  cuerpos  políticos  tienen  también,  de  Ja  misma 
suerte  que  los  tísicos,  su  acción  y  reacción.  Si  el 
principe  tiene  mayor  poder ,  si  sus  facultades  no 
están  bien  demarcadas,  si  se  le  dexa  una  brecha  por 
donde  asaltar  las  de  la  nación,  no  tardará  esta  mu- 
cho   tiempo   en  ser  esclavizada,  6  el  principe  co-» 
menzará  á  seño  en  el  momento  en  que  perdido  e| 
equilibrio,  se  reúnan  en  la  nación  todas  Jas  atri- 
buciones de  la  soberanía.  De  consiguiente,  si  urí 
pueblo  no  quiere  ser  esclavo,  si  un  Rey  no  se  con- 
tenta con  solo  el  nombre,   deben  estar  divididas, 
y  para  que  permanezcan  en  sus  justos  límites  sht 
usurparse  recíprocamente  las  unas  á  las  otras,  es 
preciso  que  la  ley  fundamental  provea  de  un  reme-' 
dio  capaz  de  mantenerlas  en  Jos  términos  pres- 
Criptos. 

Este  es  un  dogma  político  que  no  necesita' 
de  discutirse,  ni  ha  sido  tampoco  una  feliz  inven- 
ción de  nuestros  dias.  Lo  conocieron  algunos  le- 
gisladores de  la  antigüedad.  Kómulo,  sancior-afido  lá 
Constitución  de  su  imperio,  dividió  el  poder  entre' 
el  Rey  y  la  Nación.  Asimismo  nuestros  mayores, 
quizá  mas  sólidos  y  juiciosos,  aunque  menos  pora-'8 

posos  que  nosotros,  siguieron  aquella  regla,  y*  no  - 
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tuvieron  otro  objeto  en  el  sabio  instituto  de  las 
Cortes,  que  dar  al  pueblo  una  representación,  que 
pudiese  hacer  frente  á  las  usurpaciones  del  Trono» 
y  que  protegiese  igualmente  la  libertad,  haciendo 
efectivas  las  facultades  que  habia  tenido  á  bien  re- 
servarse en  obsequio,  tanto  de  sí  mismo,  como  del 
gefe  encargado  de  su  dirección. 

Sin  embargo,  como  la  Monarquía  se  halla- 
ba sin  una  constitución  universal   que  baxo  un  sis- 
tema pudiese  comprender  á  toda  ella:  como  sus  le- 
yes fundamentales  estaban  dispersas  en  una  multi- 
tud de  códigos,  y  confundidas  entre  otras  infinitas 
de  diversa  naturaleza,  lo  qual  las  hacia  accesibles 
únicamente  á  los  sabios  y  á  los  curiosos:  como  los 
Fueros  de  cada  reyno,  aunque  todos  se  dirigían  á 
un  fin  principal,  eran  diversos  y  peculiares  de  cada 
uno:  como  el  Rey  por  este  motivo  podia  atacarlos 
separadamente  abusando  de  la  fuerza,  sin  temor  de 
comprometer  á  la  Nación  entera:  como  las  Cortes  no 
eran  perpetuas,  ni  podían  ser  convocadas  sino  de 
orden  del  Rey  :  y  sobre  todo,  como  nuestro  sis- 
tema constitucional  carecía  de  un  medianero  entre  unas 
y  otras   facultades,   debía  suceder ,  ó   que  pre- 
valeciese la  opinión  pública  contra  el  Monarca,  y  en- 
tonces el  Trono  vacilaba,   6  que  la  Nación  ame- 
drentada de  los  furores   del  despotismo,  y  envi- 
lecida  por   sus  propios  infortunios  se  encontrase 

en  la  mayor  opresión.  De  uno  y  otro  se  han  vis- 
to 


to  exemplos:  Juan  IIo.  de  Aragón  fue  depuesto  so- 
lemnemente en  Cataluña,  y  Carlos  IV.  hizo  que  la 
España  perdiera  hasta  la  idea  de  su  dignidad. 

Todas  las  tareas  del  Congreso  actual  se  han 
dirigido á  precaver  en  lo  sucesivo  aquella  alternati- 
va siempre  funesta.  Nuestras  leyes  fundamentales 
forman  ya  un  código  separado  en  que  cada  ciudadano 
leerá  las  credenciales  de  su  libertad:  las  Cortes  ve- 
larán continuamente  sobre  su  observancia,  y  apoya- 
das en  la  opinión  pública  siempre  á  su  favor  por 
el  conocimiento  que  cada  uno  tendrá  de  sus  dere- 
chos, harán  valer  el  carácter  magestuoso  de  la  re- 
presentación nacional.  Las  facultades  del  Rey  están 
detalladas.  Ya  no  será  un  Señor  absoluto,  y  de  un 
poder  indefinido;  será  sí  el  primer  Ciudadano  de  la 
Monarquía  con  todo  el  esplendor  y  dignidad  que 
debe  adornarle,  como  al  gefe  que  á  su  frente  la 
ha  de  hacer  respetar  de  las  demás,  y  que  coloca- 
do en  el  centro,  tendrá  la  mira  exclusiva  de  su 
prosperidad  ,  consultando  en  todo  al  bien  general 
del  ciudadano,  asegurando  sus  derechos,  y  prote- 
giéndolos contra  la  prepotencia  siempre  dispuesta 
á  asaltarlos. 

Pero  estando  divididas  las  atribuciones  de 
la  Soberanía  entre  el  Rey,  y  la  Nación:  teniendo 
aquel  limitadas  las  que  le  pertenecen:  no  reunien- 
do en  sí  todo  el  poder  soberano  para  darle  una 

dirección  uniforme  de  manera  que  todas  sus  partes 
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coincidan  en  un  fin  ¿cama  se  verificará  aquella 
unidad  que  es  el  alma  de  un  gobierno,  que  forma 
la  armonía  y  concierta  en  todas  las  operaciones,  y 
que  concille  al  misino  tiempo  la  energía  con  la  li- 
bertad civil  de  la  Nación?  Aun  quando  se  supon- 
ga en  el  Rey  un  corazón  benéfico,  y  un  amor 
decidido  á  sus  vasallos  ¿  podrá  creerse  que  reu- 
airá  todos  los  conocimientos  necesarios  para  dar 
Ja  sanción  á  la  ley,  declarar  la  guerra,  ratificar  la 
paz,  dirigir  la  fuerza  armada,  ver  por  el  orden  y 
tranquilidad  publica,  cuidar  de  la  defensa  exterior* 
y  por  decirlo  de  una  vez,  hacerla  enteramente 
feliz?  ¿Oyrá  el  dictamen  de  un  Ministro  cuyo  in- 
fluxo  nos  sea  tan  funesto  como  acabamos  de  ex- 
perimentar, ó  á  los  viles  egoístas  que  por  desgra- 
cia siempre  le  ocultan  la  verdad,  y  que  para  llegar 
á  alcanzar  sus  favores  ponen  primero  los  pies  sobre 
su  patria?  g  Quien,  pues,  sera  este  mediador  lleno 
de  sabiduría  para  dirigir  los  buenos  deseos  del  Prin- 
cipe, de  fortaleza  para  resistirlos  quando  se  opon- 
gan al  bien  general,  de  patriotismo  para  no  ofender 
los  derechos  de  la  Nación,  de  desinterés  para  no 
sacrificar  el  bien  público  al  suyo  propio,  y  de  cuya 
mediación  entre  los  dos  poderes  ha  de  resultar  aque- 
Ha  consonancia  dichosa  en  que  estriba  nuestra  fu- 
tura felicidad?  Quien?  El  Consejo  de  Estado  :  'ese 
cuerpo  aristocrático  que  el  augusto  Congreso  acaba 
de  crear  baxo  una  nueva  forma,  que  ocupa  un  lu- 
gar 


gar  distinguido  en  la  ley  fundamental  entrando  en 
su  combinación*  y  que  proporciona  un  nuevo  ali- 
ciente al  honor  y  al  merecimiento» 

El  Obispo  que  por  su  zelo,  prudencia  y  doc- 
trina sea  digno  del  sagrado  ministerio  que  obtienen 
el  eclesiástico  benemérito  que  por  su  actividad  en  el 
desempeño  de  sus  obligaciones,  y  en  recompensa  de 
sus  servicios,,  se  halle  constituido  en  dignidad:  el  Gran- 
de que  funde  su  presunción  en  el  propio  mérito  ,  y 
no  en  el  de  sus  mayores  á  quienes  infame  en  el  seno 
de  la  molicie  y  de  la  abundancia!  el  diplomático 
que  no  hubiere  sacrificado  la  buena  fe  al  infíuxo 
y  al  interés  en  el  exercieio  de  sus  funciones:  el  mi- 
litar que  poseído  de  aquella  intrepidez-  hija  de  la 
pericia ,  y  del  convencimiento  de  Ta  propia  capa- 
cidad ,  haya  pospuesto  su  vida  á  la  salud  de  la  Na- 
ción: el  economista  que  no  ignore  las  verdaderas  fu- 
entes de  la  prosperidad  pública  ,  y  sepa  dar  todo  su 
impulso  á  la  industria  y  al  comercio  :  y  por  ultimo- 
el  Magistrado  que  no  se  hubiese  envilecido  á  los 
Gjos  del  pueblo,  consumiendo  en  distracciones  frivo- 
las el  tiempo  destinado  i  exercer  la  mas  sagrada  fon- 
dón de  la  humanidad  ,  la  de  distribuir  á  los  hombres 
la  justicia son  llamados  á  ocupar  sus  plazas,  de- las 
quales  no  serán  removidos  sin  causa  justificada  ante 
el  Tribunal:  supremo  de  justicia  ;  porque  por  fortuna 
liemos  llegado  ya  á  un  tiempo  en  que  los  Consejeros^ 
pueden:  ser  hombres  de.  bien  impunemente. 


A  la  verdad,  en  este  cuerpo  deben  morar  jun- 
tas la  sabiduría  y  te  virtud  para  que  sea  digno  de  la 
alta  confianza  á  que  se  le  destina.  Debe  ser  el  cen- 
tro de  donde  dimanen  las  luces  que  han  de  iluminar 
á  la  Monarquía,  para  volver  después  á  él  como 
las  lluvias  al  Océano  :  debe  reunir  todos  los  cono- 
cimientos políticos ,  para  poder  ilustrar  los  diversos 
ramos  de  la  administración  pública,  y  mover  los  re- 
sortes de  la  maquina  complicada  del  estado,  prefirien- 
do siempre  los  mas  sencillos :  debe  ser  detenido  en 
sus  pensamientos,  imparcial  en  sus  resoluciones  ,  fir- 
me en  sostenerlas ,  inflexible  á  la  lisonja  ,  al  ínteres 
y  al  valimiento,  amante  de  su  R?y  para  no  ocultarle 
su  verdadero  bien  ,  amado  de  la  Nación  para  que 
oyga .  con  gusto  sus  oráculos.  Tal  será  el  Consejo, 
no  lo  dudo  :  y  si  es  de  desearse  que  lo  sea  en  todo 
tiempo  ,  mucao  mas  ahora  en  que  la  patria  atri- 
bulada ancia  por  ver  realizadas  las  esperanzas  que 
ha  comprado  con  su  sangre»  Al  presente  es  quando 
importa  cimentar  las  máximas  saludables  que  han  de 
dirigirla  en  lo  sucesivo  con  acierto  ,  y  quando  se  han 
de  arrancar  de  raíz  los  males  envejecidos.  Si  al  prin- 
cipio se  yerra  ,  los  vicios  que  se  introduzcan  serán 
perpetuos,  los  abusos  vendrán  á  servir  de  regla, y 
ja  Nación  continuará  gimiendo  sin  consuelo,  si  no 
dirigí  la  sabiduría  y  la  prudencia  á  un  estableci- 
miento de  que  se  espera  tanto  bien» 
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De  otra  snerte  no  podría  desempeñar  las  sa- 
gradas funciones  que  se  le  confian»  La  que  man- 
tiene el  orden  en  la  sociedad,  el  consuelo  único 
del  desvalido,  el  freno  de  los  espíritus  fuertes,  la 
imagen  de  la  eterna  Sabiduría,  la  ley,  ha  de  ser  san- 
cionada por  el  Monarca,  y  p3ra  esto  debe  oír  eí 
dictamen  del  Consejo.  iQue  extensión  tan  inmensa 
de  conocimientos  se  necesita  para  darlo  como  cor- 
responde! Es  preciso  mirar  de  un  golpe  de  vista 
todas  las  ventajas  que  pueda  ofrecer,  todos  los 
perjuicios  que  pueda  ocasionar,  todas  las  dificultades 
que  puedan  retardar  su  efecto,  todos  los  medios 
por  donde  el  artificio  pueda  eludirla,  comparar  sus 
relaciones  con  las  demás  leyes,  y  tener  un  cono- 
cimiento profundo  del  corazón  del  hombre,  del  ca- 
rácter de  la  Nación,  de  sus  costumbres ,  y  aun  de 
sus  preocupaciones.  Si  se  acierta,  los  pueblos  bendicen 
á  su  autor ,  si  se  yerra  sus  lagrimas  recaen  sobre 
aquel. 

Que  rectitud!  Que  discernimiento!  jquanta  jus- 
ticia ha  de  adornar  al  Consejo  para  hacer  las  propu- 
estas de  los  beneficios  eclesiásticos ,  y  la  provisión  de 
los  empleos  de  judicatura!  De  ios  primeros  depende 
la  propagación  de  Ja  sana  doctrina^  eí  arreglo  en  las 
costumbres ,  el  decoro  y  bien  de  la  Santa  iglesia: 
de  los  segundos ,  la  execusion  de  la  ley  ,  lo  qual  es 
mas  difícil  que  sancionarla,  el  orden  interior  de  la 
república ,  la  seguridad  individual  y  real  del  ciuda- 
dano 


<3ano:  y  de  la  discreclcn  con  que  se  destribuyan,  el 
exacto  desempeño  de  las  obligaciones  de  los  unes, 
y  los  otros;  por  que  yo  no  dudo,  que  todos  procurarán 
servir  sus  destinos  cerno  corresponde  ,  si  el  honor 
y  la  virtud  ha  de  ser  la  escala  para  llegar  á  un  pu- 
esto henorifico,  y  que  los  hombres  serán  viles,  y  cor- 
rompidos- mientras  la  Jisonja„el  .cohecho,  y  la  intriga 
sean  los  medios  privilegiados  para  Jlegar  á  ser  algo. 
J3s  necesario  recompensar  el  mérito,  hacerse  sordo 
á  los  estímulos  de  la  sangre  y  de  Ja  amistad  ,  repar* , 
tirios  con  proporción  entre  Jos  habitantes  beneméri- 
tos, ya  de  la  Península,  ya  de  la  America,  nacidos  en 
las  capitales  que  lo  absorven  todo  ,  <5  fuera  de  ellas, 
y  lo  que  es  aun  mas  importante,  conocer  á  los  pre- 
tendientes por  sus  mismas  acciones  ,  y  no  por  infor- 
mes exagerados,  y  muchas  veces  falsos. 

El  derecho  tremendo  de  la  guerra  cuyos  ma* 
les  son  llevaderos  únicamente  por  evitar  otros  ma~> 
yores  ,  el  de  la  paz  que  nos  trae  consigo  la  dul- 
zura y  la  abundancia,  son  numerados  entre  Jas  atri- 
buciones del  Monarca.  El  Consejo  xie  Estado  es  qui- 
en con  sus  luces  y  patriotismo  ha  de  dirigirlos  de 
modo ,  que  su  abuso  r¡o  nos  traiga  consigo  la  per- 
dida de  la  libertad,  y  la  ruina* -de  la  Nación,  com- 
prometiéndola en  una  guerra  dispendiosa,  movida 
únicamente  por  intereses  de  familia  ,  por  sostener 
un  capricho,  por  satisfacer  una  pasión,  por  colocar' 
á  un  pariente,  por  las  miras  personales  de  los  Mi- 

nis- 
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liistros  i,  o  •  por  esa  manía  "inveterada  de  aumentar, 
unos  imperios  con  Iüs  escombros  de  los  oíros.  De 
su  sabiduría  depende  aprovechar  el  momento  feliz-; 
para  hacer  una  paz  ventajosa,  y  sacar  de  los  ira.-) 
tados  las  mayores  utilidades  posibles  á  la  seguridad) 
de  la  Nación,  y  á  su  comercio.  > 

Abusaría,  Señores,  demasiado  de  vuestra  aten- 
ción, si  me  detuviese  aun  en  recorrer...  todos  los  ne- 
gocios graves  sobre  que  el  Rey  debe  oír  el  dictamen 
de  éste  cuerpo  ilustre  en  que  Guatemala  tiene  ya  ej 
honor  de  ver  colocado  á  uno  de  sus  hijos,  al  Exmo. 
Sr.  D.  José  Ayzinena.  Este  concurso  respetable  le  co- 
noce, y  yo  no  puedo  agregar  nada  al  juicio  que 
haga  de  su  mérito. 

Vosotros  también,  jóvenes  estudiosos,  que  em- 
pezáis ahora  á  subir  las  gradas  del  santuario  de  la 
Justicia,  y  que  algún  día  seréis  los  intérpretes  de 
la  ley,  y  los  canales  por  donde  se  comunique  al 
miserable  hombre  la  paz  y  la  tranquilidad  en  ti  go- 
ce de  sus  derechos  ,  podéis  aspirar  á  un  honor  se- 
mejante. Desde  el  seno  de  esta  Academia,  hasta  el  tro- 
no de  la  Soberanía,  veo  abierto  un  camino  por  donde 
podéis  correr  sin  tropiezo,  y  sentaros  á  su  lado.  He 
allí  un  nuevo  estímulo  á  la  aplicación,  y  la  recompen- 
sa de  la  virtud  y  del  merecimiento. 

La  patria  tiene  derecho  á  exigir  nuestros 
homenages.  £1  toldado  la  debe  su  valor  y  su  sangre, 
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el  rico  sus  taucfate»,  ñ  artesano  su  industria,  ét 
labrador  sus  sudores,  y  el  sabio  sus  luces  para  ilus- 
trarla. Procuremos  serlo  nosotros,  y  contribuyendo  coa 
quantoesté  de  nuestra  parte,  preparemos  la  felicidad 
de  las  futuras  generaciones  para  que  no  nos  puedan  ha- 
cer cargo  con  justicia  de  los  males  que  les  trans- 
nitamos,  6  de  los  bienes  deque  se  priven  por  nuea* 
Ira  indolencia.  ' 


3~o  o,  o  o"3To~o  cfcTo  o  oo  o  o  'o  o  o  o 

lo" 


Presentado  al  Juzgado  2.°  de  1.'  inst.* 


DE 


ESTE  DEPARTAMENTO,  i 

En  el  Mis  sobre  que  st  dcvuclvanú  la  Señora  María  Josefa  Retes  de-  g 
Buslamante  bs  bienes  que  le  cnagenó  el  (¡ubicriy»  de  829;  % 

POR  1 

SU  APODERADO 

El  Dr.  y  Maestro  Andrés  Amlmi, 

¿bogado  de  la  Corle  Suprema  de  justicia  ¿ 
¡  DEL  ESTADO  DE  GUATEMALA,  '  \ 
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Jl  importe  q'  un  cxcmplc  memorable 
el  utilc  soil  donné,  pour  quetous 
apprcnnent,  que  les  grandes  injvs- 
ticcs  doive,-/,  avec  le  te-mps,  obtenir 
de  grandes  reparalüms. 

M.  Martignac.  ' 

Sr,  juez  de  primera  instancia, 

A  causa  que  se  presenta  hoy  al  conocimiento 
de  U.,  es  la  causa  de  la  justicia.  Puesta  en  mis 
manos,  y  después  de  haber  sufrido  todos  los  estro- 
piezos  que  puede  oponer  nuestro  foro,  y  nuestras  pre- 
sentes circunstancias,  siento  una  verdadera  satisfaciort 
al  ver  llegar  el  momento  de  hacer  valer  sus  dere- 
chos. El  aplauso  que  puede  obtener  la  elocuencia  de 
un  abogado:  la  gloria  que  le  resulta  del  triunfo  en 
un  negocio  intrincado,  son  muy  pequeñas  recompen- 
sas, comparadas  con  el  grato  placer  de  hacer  el  bien, 
obteniendo  la  reparación  de  un  grave  daño.  Yo  la 
espero  en  el  reclamo,  que  con  poder  bastante  de  la 
Señora  Maria  Josefa  Retes  de  Bustamante,  he  instau- 
rado, para  que  se  le  devuelvan  sus  bienes,  ocupa- 
dos por  el  Gobierno  del  Estado  en  el  año  de  1829. 

Este  no  es  un  negocio  común:  es  bien  g-rave  ba- 
jo cualquiera  aspecto  que  se  considere.  Las  diversas 
cuestiones  que  voy  á  ventilar,  uo  quedarán  sepulta- 
das en  el  obscuro  rincón  de  un  archivo. 1  Si  bien  ellas 
interesan  á  la  Sra.  Retes  con  respeto  á  su  interés 
particular,  afectan  de  una  manera  muy  directa  á  to- 
dos los  guatemaltecos.  Se  trata  de  hechos  dimanados 
de  las  Autoridades  Supremas:  de  excesos  cometidos  con- 


tra  los  derechos  sociales,  y  contra  el  fin  cardinal  de 
]a  sociedad,  se  trata  en  fin  de  la  inviolabilidad  de  la 
propiedad.  Los  ataques  del  poder  contra  un  individuo, 
refluyen  de  un  modo  muy  directo  contra  la  sociedad 
entera;  y  cuando  aquellos  se  repiten,  cuando  intentan 
sostenerse  bajo  las  capciosas  argumentaciones  de  or- 
den, de  regularidad,  de  crédito  del  Gobierno,  es  ne- 
cesario ponerlos  de  manifiesto,  y  hacer  sentir  al  mun- 
do entero,  que  las  grandes  injusticias  deben  obtener 
grandes  reparaciones. 

Se  ha  hablado  mucho  del  presente  negocio.  El 
interés  pecuniario  de  los  actuales  poseedores  de  los  bie- 
nes de  la  Señora  Retes:  el  interés  de  partido  de  to- 
dos los  que  directa  ó  indirectamente  contribuyeran  á 
su  ocupación  y  engáenacion:  el  orgullo  resentido  de 
los  •  que  creyeron  infalibles  los  dogmas  proclamados 
■en  aquella  época  de  nuestra  revolución,  todo  con- 
¿ribuye  á  que  este  asunto  se  pinte  bajo  diversos  as- 
pectos. Se  cree  por  algunos,  que  se  ha  promovido 
or  espíritu  de  contradecir  lo  que  se  hiciera  por 
ombres  de  otra  administración:  se  piensa  que  los 
jueces  y  tribunales  fallarán  por  espíritu  de  parti- 
do. La  verdad  y  la  justicia  no  pertenecen  á  las  fac- 
ciones. Podrán  obscurecerse,  podrá  dilatarse  su  triun- 
fo; pero  al  fin  brillan  con  todo  su  esplendor,  cuando 
la  borrasca  de  las  pasiones,  da  lugar  á  la  razón  pa- 
ra ser  escuchada. 

El  público  debe  ser  instruido  de  una  causa  en 
que  tiene  tanto  interés;  y  por  esto  le  doy  conoci- 
miento de  ella.  No  es  mi  ánimo  prevenir  la  opinión 
para  imponer  la  de  los  tribunales.  Tampoco  solicito 
celebridad.  Deseo  si  presentar  este  asunto  en  su  ver- 
dadero punto  de  vista,  para  deshacer  las  falsas  voces 
que  derraman  los  que  intentan  confundir  la  verdad, 
para  evitar  una  resolución  en  justicia.  Esta  es  mi  norte: 
diré  solo    la  verdad.   Apoyaré  mi  relación    en  do- 


cumentos  fehacientes,  y  mis  alegaciones  en  el  tesot 
literal  de  las  leyes. 


Dona  Josefa  de  Retes  estaba  en  posesión  de  cinco 
casas  ubicadas  en  esta  ciudad,  de  las  que  su  padre 
D.  José  Vicie*  ia  de  Retes  la  habia  instituido  here- 
dera usufructuaria,  dejándole  facultad  de  disponer  li- 
bremente de  la  mitad  del  valor  de  estos  bienes,  en 
caso  de  morir  con  sucesión.  En  820,  D.  Juan  Anto-, 
nio  Diles  de  Busíamante,  marido  de  la  Señora  Re- 
tes, á  causa  de  su  salud,  se  vió  precisado  á  salir  de 
Centro- A mérica  y  se  dirijió  para  Campeche,  de  cu^ 
yo  punto  partió  para  la  Isla  de  Cuba,  en  compañía 
de  su  muger,  qne  seguía  su  destino  El  antiguo  rei- 
no de  Guatemala  se  proclamó  independiente  en  Se- 
tiembre de  1821,  y  entonces  nació  nuestra  revolución^ 
Ni  \a  Señora  Retes,  ni  su  marido  tomaron  parte  en  los 
sucesos  políticos  de  ninguna  época;  y  permanecieron 
tranquilos,  disfrutando  de  las  rentas  de  sus  fincas,  que 
percibían  por  medio  de  un  agente  constituido  en  es- 
ta ciudad.  En  829  se  verificó  un  cambio  notable  en 
la  admístracion  de  la  República,  y  especialmente  en 
el  Gobierno  de  Guatemala.  Un  ejército  que  se  de- 
nominó, protector  de  la  ley,  triunfó  para  restablecer 
un  Congreso,  una  Asamblea  y  un  Gobierno,  que  d?r! 
<•  irando  haber  restablecido  la  constitución  y  el  imperio 
de  las  leyes,  se  sobrepusieron  á  la  misma  -constiíu-; 
cion  y  á  las  mismas  leyes.  Se  proscribió,  se  confiscó 
y  todo  se  hizo  legislativa  y  gubernativamente.  Son  har- 
to recientes  los  sucesos,  y  hasta  hoy  se  experimen- 
tan sus  resultados. 

Los  bienes  de  la  Señora  Retes  eran  considera- 
bles. Era  preciso  ocuparlos,  v  no  habiendo  un  motivo 
ostensible,  se  le  supuso  muerta,  y  sin  herederos,  para 


que  el  fisco  la  succediese.  Fortunosamente  su  apo- 
derado pudo  comprobar  su  existencia,  y  por  entonces 
nuestra  tesorería  no  pudo  heredarla.  Pero  el  fallo  esta- 
ba pronunciado.  Un  general  español  invado  las  costas 
de  Méjico;  y  aunque  sin  suceso,  y  después  de  que  todo 
estaba  concluido,  la  Lejisiatura  de  Guatemala  emitió 
el  célebre  decreto  de  23  de  Noviembre  de  829,  au- 
torizando al  Gobierno,  para  ocupar,  ■■■jnder  y  dispo- 
ner de  los  bienes'  de  todos  los  que  residiesen  en  do- 
minios del  Rey  de  España. 

La  Señora  Retes  residia  en  la  Isla  de  Cuba.  Este 
fué  todo  su  proceso.  Sus  bienes  fueron  ocupados,  y 
el  Gobierno,  usando  de  aquella  autorización,  dispuso 
de  ellos  de  la  manera  mas  arbitraria.  El  apoderado  de  la 
Señora  Retes  era  una  persona  influente  en  aquella  épo- 
ca. Representó  enérgicamente,  que  era  solo  usufruc- 
tuaria de  las  casas:  que  era  Guatemalteca:  que  no 
había  cometido  delito  alguno:  que  no  se  le  habia 
oído  ni  citado:  que  el  decreto  no  hablaba  de  sus  bie- 
nes. Estas  representaciones  fueron  dirijidas  á  la  Asam- 
blea, al  Consejo,  y  al  Gobierno;  pero  fueron  inútiles: 
las  casas  se  vendieron,  y  se  consumó  fríamente  la  ruina 
de  una  persona  inocente.  Si  no  existieran  los  docu- 
mentos auténticos  que  comprueban  estos  hechos:  si 
solo  fuera  una  narración  histórica,  estoy  seguro  que 
nadie  Ies  daría  crédito.  Es  imposible  suponer  tanta  li~ 
jereza  en  un  negocio  tan  grave,  en  que  aíropellando 
á  una  persona  ausente,  se  conculcaban -tantos  principio 5 
proclamados,  y  se  destruían  todas  las  garantías  socia- 
les. 

Por  fortuna  las  protestas  que  hizo  el  apoderado 
de  la  Señora  Retes  sobre  la  nulidad  de  los  remates 
de  sus  bienes,  quedaron  consignadas;  y  después  de 
doce  anos,  han  podido  promoverse  sus  derechos.  En 
efecto,  la  revolución  tomó  otro  giro,  y  pudo  conocerse 
lo  injusto  y  bárbaro  de  aquellos  procedimientos.  La 


A>  C.  anuló  los  decretos  de  proscripción,  y  de  con- 
fiscaciones, dictados  aun  contra  los  que  habían  toma- 
do parte  en  la  revolución;  y  finalmente,  se  conoció 
la  necesidad  de  reparar  las  injusticias  cometidas. 

Esta  voz  llegó  á  la  morada  de  la  Señora  Retes: 
creyó  que  en  electo  Guatemala  su  patria,  á  quien  no 
habia  ofendido  y  (pie  se  habia  conducido  con  ella  con 
tanta  dureza,  estaba  en  el  caso  de  repararle  los  males 
causados.  A  pesar  de  su  salud  achacosa:  apesar  de  los 
riesgos  de  un  largo  viage  por  mar  y  tierra,  y  aban- 
donando su  casa  y  familia,  vino  á  reclamar  sus  fincas, 
y  los  perjuicios  enormes  que  le  causó  su  ocupación 
y  su  venta.  Desde  luego,  dirijió  una  carta  atenta  á 
los  poseedores  de  ellas,  Señores  Doroteo  Castillo,  Doc- 
tores Quiriuo  Flores  y  Antonio  Colom,  manífestando- 
lez  que  se  creia  dueño  de  sus  fincas:  que  de  ellas 
habia  sido  despojada  revolucionariamente;  y  que  espe- 
raba, que  persuadidos  de  su  justicia,  se  las  devolve- 
rían con  sus  frutos.  Los  poseedores  contestaron  ne- 
gándose absolutamente  al  reclamo  de  la  Señora  Re- 
tes, y  manifestándole,  que  ellos  habian  comprado  al 
Gobierno  en  la  hasta  pública,  y  que  podia  dirijir- 
se  contra  el  fisco  como  vendedor,  y  muy  alarma- 
dos ocurrieron  al  Gobierno,  pidiéndole  que  se  pre- 
viniese á  la  Señora  no  se  dirijiese  contra  ellos,  como 
si  el  Gobierno  pudiera  impedir  el  libre  uso  de  los  de- 
rechos civiles.  [13 


[1]  S.  G.  Los  que  subscribimos  con  el  respeto  y  de  la  manera  que  mas  nos  conven- 
ga venimos  á  quejarnos  de  vejaciones  con  que  se  nos  amenaza  en  nuestros  intere- 
ses, á  causa  de  habernos  fiado  de  los  actos  solemnes  del  Ejecutivo,  practicados 
en  entera  consonancia  con  lo  dispuesto  por  una  ley. 

Es  el  caso:  que  el  Gobierno  Supremo,  en  obedecimiento  de  la  disposición  que 
mandó  ocupar  los  bienes  de  los  subditos  del  Rey  de  España,  residentes  en  tei- 
ritorio  español,  á  causa  de  estar  invadido  el  suelo  americano  por  aquella  po- 
tencia, mr  ndó  sacar  á  la  hasta  pública  estos  bienes,  á  cuya  postura  ocurrieron 
muchas  peí-tonas,  persuadidas  de  que  los  actos  de  im  Gobierno  prestan  seguri- 
dad incuestionable.  Las  fincas  fueron  rematadas:  la  hacienda  pública  percibió 
las  cantidades  ofrecidas,  y  á  los  interesados  se  estendieron  las  escrituras  cor- 


No  quedó  otro  arbitrio  á  la  Señora  qne  instau- 
rar su  demanda  en  este  juzgado,  reclamando  la  de- 
volución de  sus  fincas,  de  cuyo  dominio  nadie  la  ha 
podido  despojar,  y  usando  contra  los  poseedores  de  la 
acción  rei  vindicatoria.  He  aqui  el  origen  de  este 
litigio.  Seria  inútil  referir  las  causas  por  que  se  ha 
prolongado,  y  los  medios  que  los  poseedores  usaron 
para  eludirlo  en  lo  principal.  Recusaciones  al  juez: 
escusas  y  recusaciones  de  los  acompañados:  articula- 
ciones para  que  se  declarase  que  no  eran  partes  ellos 
sino  la  hacienda  pública:  solicitudes  al  Gobierno:  in» 
terpelaciones  al  fiscal,  en  fin,  cuanto  pudo  inventar- 
se, para  eludir  una  cuestión,  en  que  seguramente  no 
podían  entrar  con  ventaja.  Sin  embargo,  el  texto  es- 
preso de  la  ley  33  tit.  5  part.  5,  los  obligó  á  contes- 
tar la  demanda;  pero  como  siempre  lo  hicieron  Hac- 
inando al  fiscal,  siempre  alegando  el  titulo  de  la  com- 
pra celebrada  con  el  Gobierno,  yo  intenté  la  acción 


respondientes  de  ventas,  con  la  expresa  cláusula  de  saneamiento. 

Con  todas  estas  solemnidades ,  los  tenedores  son  hoy  inquietados  por  la  Señó- 
la María  Josefa  Retes  de  Bustamante,  que  Ka  iciúdo  la  osadía  de  juzgar  por 
iUnaS/Coi  losaatét  del  Soberám)  Estado  de  Guatemala;  y  no  se  ha  uirijido  á  su  Go- 
tóei  io,  paja  arreglar  con  él  la  indemnización  á  que  se  crea  con  derecho. 

Mucho  pudiéramos  decir  en  el  caso;  mas  nos  diiijimos  á  un  Gobierno  ilustra- 
do, que  con  una  ojeada  so'ui  ve.rála  moslniosidad  de  los  pasos  qua  se  pretenden 
dar;  y  por  que  queremos  no  dilatar  un  instante  en  poner  el  negocio  en  el  al 
to  conocimiento  del  Ejecutivo.  Acompañamos  sí,  una  de  las  cartas  dinjidas  á 
los  interesados,  pues  ella  suministra  una  exacta  idea  de  lo  avanzado  de  las  pre- 
tensiones de  la  expresada  Señora  Retes.  Por  tanto;  y  para  que  el  Gobierno  sal- 
ga á  nuestra  defensa  conforme  está  obligado. 

Al  S.'fioi  ProoidontP  suplicamos  se  sirva  pro reer;  que  se  intime  k  la  Seño- 
ra Retes,  gue  solo  al  Gobierno,  ó  contra  el  Gobierno  se  dirija  en  el  particular. 

Protestamos  nuestros  respetos,  y  esperamos  del  S.  P.  E.  toda  la  protección  á 
que  tenemos  derecho. 

Guatemala,  Julio  13  de  1841. 

Por  ai  y  por  el  apoderado  de  la  Por  si  y  por  el  Sr.  P.  Pe- 

testamfent.  de  hí.  Betmett.  dro  Ruíz  de  Bustamante, 


(Jarlos  A.  Mean  y. 


A  nlo /rio  Cohin. 


Quirino  Flores. 
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de  nulidad  de  dichas  ventas  y  la  dirijí  contra  el  ven- 
dedor, para  que  en  defensa  de  los  poseedores,  saliese 
á  sostener  la  validez  de  aquellos  contratos.  Para  ello 
me  facultaba  la  misma  ley,  y  llenando  los  deseos  de 
los  poseedores  para  que  este  juicio  lo  sostuviese  la 
representación  de  la  hacienda  pública,  entable  la  de- 
manda por  la  nulidad  de  las  ventas  que  se  hicieron 
de  las  ñucas  de  la  Señora  Retes. 

De  esta  manera,  el  fiscal  no  podia  eludir  el  jui- 
cio, á  pretesto  de  que  el  vendedor  es  libre  para  sa- 
lir» ó  no  á  la  eviccion:  tuvo  que  contestar,  y  asi  el 
negocio  se  recibió  aprueba,  y  hoy  está  en  el  caso 
de  alegarse  de  bien  probado,  y  de  demostrar  que  las 
ventas  de  las  casas  han  sido  de  ningún  valor  ni  efecto. 

Entremos  pues  en  materia.  Este  asunto  tiene  dos  as- 
pectos bajo  los  cuales  debe  considerarse:  uno  político  y 
otro  judicial.  Su  origen  pende  de  una  resolución  legisla- 
tiva, á  la  cual  se  acojen  los  poseedores  de  las  casas;  y  es 
muy  debido  examinarla  para  averiguar  si  el  Gobierno 
pudo  mandar  vender  las  casas  de  la  Señora  Retes.  Exa- 
minar pues  esta  ley  y  su  aplicación,  será  lo  primero  de 
que  me  ocupe:  examinar  el  modo  y  forma  con  que  se  ve- 
rificó la  venta,  será  lo  segundo,  para  de  mostrar  que  por 
ningún  aspecto  puede  sostenerse  su  validez. 

Yo  creo  de  buena  jé,  que  la  Asamblea  Lejislativa  de 
Guatemala  no  tenia  facultades  para  autorizar  al  Go- 
bierno para  disponer  de  lo  ageno,  y  creo  que  sobre 
esto  puedo  dar  razones  incontestables.  Meditemos  la 
mentada  ley  de  23  de  Noviembre  de  829,  y  compa- 
rémosla con  los  principios  adaptados  en  el  pais,  con 
las  leyes  de.  las  naciones  cultas,  con  los  principios  del 
derecho  de  gentes;  y  encontraremos  que  á  todos  se 
contravino,  que  todos  se  hollaron  de  una  manera  es» 
candalosa.  El  decreto  dice: 

Art.  1 .  °   Se  autoriza  al  Gobierno  para  que  ocu* 


y- 


pe  todas  ¡as  'propiedades  que  existan  en  el  Estado  y 
pertenezcan  a  cualesquiera  subditos  de  la  monarquía  es- 
pañola. 

¿De  donde  dedujo  la  Asamblea  esta  facultad  de 
disponer  de  la  propiedad  particular?  No  se  me 
podrá  negar  que  las  Asambleas  Legislativas  de  los  Es- 
tados, no  tenían  mas  facultades  que  las  que  les 
diera  la  Constitución  federal,  y  la  particular  del  Es? 
tado.  Por  ellas  existían,  y  por  ellas  solas  ejercían  su  po- 
der. Pues  bien,  la  Constitución  de  la  República  dijo: 
(l)JYo  podran  el  Congreso,  &jrni  las  Asambleas, 
■ni  las  demás  autoridades,  tomar  la  propiedad  de  ninguna 
perdona,  ni  turbarle  en  el  libre  uso  de  sus  bienes,  si?io  es 
en  favor  del  público,  cuando  lo  exija  una  grave  urgencia, 
legalmente  comprobada,  garantizcindose  previamente  la 
justa  indemnización.  La  Constitución  del  Estado,  dijo: 
Ninguna  autoridad  del  Estado  es  superior  a  la  ley:  por 
ella  ordenan,  juzgan  y  gobiernan  las  autoridades.  Nin- 
guno puede  ejercer  autoridad  en  nombre  del  Estado, 
ni  llenar  ninguna  función  pública,  sin  estar  autori- 
zado por  la  ley:  la  Constitución  garantiza  la  invio- 
labilidad, de  todas  las  propiedades,  el  libre  uso  de  los 
bienes  de  todos  los  habitantes  y  corpovaciones ,  y  la  justa 
indemnización  de  aquellos,  cuyo  sacrificio  exija  con 
grave  urgencia  la  necesidad  pública,  legal  y  previa- 
mente justificada,  garantizíndose  también  previamen- 
te. (2.) — Muy  bien.  La  Constitución  federal  dijo:  no  po- 
dran las  Ammbleas  tomar  la  propiedad  particular,  y 
la  Asamblea  de  Guatemala  en  829.  mandó  ocupar  las 
de  los  subditos  del  Hey  de  España.  La  Constitución 
del  Estado  dijo:  que  ella  garantizaba  la  inviolabili- 
dad de  la  propiedad,  y  la  Asamblea  autorizó  al  Go- 
bierno, para  yender,  enagenar  y  empeñar  aquellas,  y 

fl]  Artículo  175.  §.  4. 

[2]  Constitución  del  Estado,  artículos  7.  11.  y  31. 


en  consecuencia,  cuatro  casas  de  la  Señora  Reíes,  fue- 
ron vendidas,  sin  contar  con  ella,  sin  comprobar  pre- 
viamente la  utilidad  pública,  y  sin  garantir  prévia- 
mente  su  indemnización.  La  Constitución  del  Estado 
dijo:  ninguuo  puede  ejercer  ninguna  función  pública, 
sin  estar  autorizado  por  la  ley;  y  la  Asamblea  no  solo 
no  estaba  autorizada  para  tomar  los  bienes  ágenos, 
sino  que  le  era  terminantemente  prohibido  por  la  ley- 
fundamental;  no  solo  se  sobrepuso  á  ella,  sino  que 
Ja  violó  de  una  manera  escandalosa. — ¿Habrá  pues, 
quien  con  disposiciones  tan  terminantes,  se  atreva  á 
conceder  á  la  Asamblea  de  829,  la  facultad  que  se 
abrogó  al  emitir  la  resolución  de  que  trato? 

¿Cual  seria  la  suerte  de  la  sociedad,  si  pudiera 
suponerse,  que  los  Gobiernos  tenían  la  facultad  de  de- 
cidir sobre  e]  sagrado  derecho  de  propiedad,  y  que 
sus  actos,  solo  por  ser  suyos,  habiari  de  ser  firmes? 
¿Para  qué  declarar  la  inviolabilidad  de  la  propiedad, 
si  cuando  ésta  es  atropellada,  el  subdito  debe  some- 
terse en  silencio,  y  sufrir  la  pérdida  que  le  ocasiona 
quien  debiera  evitársela,  quien  está  puesto  solo  coa 
éste  fin?  No  hay  un  solo  publicista  que  no  establezca 
el  derecho  de  propiedad,  como  la  primera  causa  del 
órden  social,  y  que  no  niegue  al  Gobierno  la  facul- 
tad de  disponer  de  la  de  los  particulares.  Entre  ellos 
Rayneval  dice:  "El  primer  objeto,  el  primer  deber 
de  la  autoridad  instituida  para  la  conservación  de  la 
eociedad,  es  el  protejer  las  propiedades,  y  poner  al 
propietario  á  cubierto  de  todo  ataque,  y  de  toda  usur- 
pación é  incomodidad,  pues  que  con  este  objeto,  se 
han  establecido  las  leyes  civiles;  pero  aqui  se  presenta 
la  cuestión,  de  hasta  donde  es  obligatoria  esta  ley  pa- 
ra la  Nación,  y  para  el  Estado:  mas  ¿puede  éste  existir, 
pregunto  yo,  en  el  caso  de  que  se  halle  el  Gobierno 
autorizado  para  quebrantarla?" 

Estos  principios  universales,  fueron  no  solo  re» 


conocíaos,  fino  consignados  de  la  manera  mas  so^ 
lemne,  por  nuestros  legisladores,  en  todas  las  cons- 
tituciones de  los  Estados  y  de  la  República.  A  pre-- 
testo  de  sostener  éstas,  se  hizo  una  «Hierra  sanírrienta- 
en  el  pais;  y  cuando  aun  humeaba  la  sanare  de  las 
víctimas  sacrificadas  al  sostenimiento  de  los  principios 
proclamados,  la  Asamblea  Legislativa  de  Guatemala, 
por  un  contra  sentido  inaudito,  viola  estos  mismos  prin- 
cipios, y  sg  hace  reo  de  los  misinos  hechos,  por  que 
se  acriminara  al  vencido. 

Léase  la  ley  citada:  toda  ella  es  un  cúmulo  de 
injusticias,  y  en  el  fondo,  resolución  impolítica. 

Maudar  ocupar  todos  los  bienes  de  los  subditos  da 
un  vasto  imperio,  cuando  ea  él  existían  bienes  de" 
centro-americanos  en  mayor  cuantía,  c(ue  los  que  aquí' 
podían  ocuparse,  era  provocar  la  ocupación  do  aque- 
llos, y  causarle  una  pérdida  mayor  al  Estado.  Dar  una 
autorización  tan  ilimitada  ai  Gobierno,  sin  prescribir- 
le las  regias  á  que  debia  sujetarse,  ni  medios  de  ¡na-- 
uejarse  en  negocio  tan  comprometido,  era  obrar  con 
tanta  premura,  como  acaloramiento.  La  Asamblea  Le- 
gislativa de  Francia,  tribunal  terrible  y  revoluciona- 
xio,  no  se  atrevió  á  ocupar  de  hecho  los  bienes  de 
los  emigrados:  les  fi}>  uo  término  dentro  del  cual 
debían  volver  á  su  país;  es  decir,  crióla  pena  con  an- 
terioridad á  su  ejecución,,  y  basta  que  se  venció  mucho 
mas  del  término  señalado,  se  dió  el  decreto  de  con- 
fiscación. (3)  No  asi  nuestra  Asamblea*  Sin  requeri- 
miento; sin  previo  examen:  sin  delito  cometido,  dijo 
al  Gobierno;  ocupa:  vende:  empeña:  dispon  de  lo 
ageno. 

Es  muy  digno  de  notarse  el  ejemplo  de  Francia 
-que  he  citado.  La  Asamblea  Legislativa  dió  el  de- 
creto contra  los  emigrados,  declarándolos  traidores,  si 

[3]  Decretos  de  la  Asamblea  Legislativa  de  Francia  ¿c  9,  de  Noviembre  de  1791, 
J¡  ik  y.  de  Febrero  de  1792. 


dentro  de  dos  meses  no  volvían  á  su  patria:  no  vol- 
vieron en  el  término  señalado,  y  entonces  sus  bienes 
fueron  confiscados,  como  una  pena  contra  los  traido- 
res. Pero  aquellos  emigrados,  no  eran  hombres  que 
se  habían  alejado  de  su  patria  por  miras  particulares, 
eran  enemigos  del  Gobierno,  y  que  en  masa  se  ha- 
bían ido  a  unir  al  extranjero,  para  volver  sobre  su 
mismo  pais;  y/  sin  embargo,  no  se  dijo  al  Gobierno, 
vende  sus  bienes,  ni  ocupa  sus  propiedades;  al  con-" 
trario,  requiérelos,  apercíbelos  con  una  pena,  y  si  na 
cumplen,  so  hará  efectiva.  La  confiscación  de  bienes 
era  una  pena  establecida  en  Francia  con  anterioridad, 
y  nada  tenia  de  estraíio  que  se  conminase  con  ella; 
pero  entre  nosotros,  estaba  abolida  para  siempre  (4), 
y  ejecutarla  de  hecho  sin  establecerla,  fué  una  tira- 
nía sin  ejemplo. 

M.  Labbey  de  Pompíerres  decía:  fíque  la  emí- 
„  gracion  mas  fatal  á  la  Francia,  la  que  se  armó 
,,  contra  ella,  la  que  fué  á  excitar  al  extranjero 
,,  contra  la  patria,  comenzó  en  1789:  entonces  la 
„  Francia  estaba  en  paz  con  el  universo,  la  mayor 
„  tranquilidad  reinaba  en  el  interior:  un  decreto  11a- 
,,  mó  a  los  emigrados:  todos  los  obstáculos  se  les  alla- 
,,  naron;  pero  una  fatal' obstinación  los  hizo  seguir  el 
,,  camino  de  Coblentz,  No  escuchando  mas  que  á  sus 
,,  preocupaciones,  y  sin  consideración  á  las  proscrip- 
,,  clones  que  amenazaban  á  sus  padres,  mugeres  é 
,,  hijos,  á  los  peligros  que  acumulaban  sobre  cabezas 
,,  tan  queridas,  llamaron  á  'la  Europa  á  dividirse  el 
,,  botin  del  pais  que  los  vió  nacer,  de  la  tierra  que 
,,  los  había  alimentado,  que  aun  subvenía  á  su  existén- 
,,  cía  por  la  interposición  de  sus  familias.  Habían  apa- 
„  recido  los  manifiestos  de  Berlín  y  del  Duque  de  Brtíhs-» 
„  wick:  la  guerra  había  comenzado,  cuando  se  decretó 
„  la  confiscación.  Esta  medida  era  ley  de  aquel  tiempo; 


£4J  Constitución  federal,  artículo  175.  pár,  6.,  id,  del  Estado,  artículo 


,,  lo  era  hacia  tres  mil  anos,    de  todas  las  naciones 
TT  conocidas.  .... .  La    confiscación  tubo  dos  motivos:- 

, .  uno,  subvenir  á  los  gastos  de  una  guerra  suscitada 
„  por  aquellos,  cuyos  bienes  tornaba  la  nación;  y  otro 
„  privar  de  una  parte  de  sus  rentas'  á  los  que  des- 
pedazaban  el  seno  de  la  patria'"'  (5) 

Yo  bien  sé,  que  los  defensores  de  estos  actos,  no 
putJienJo contestar  razones  tan  poderosas,  alegadas  ha- 
ce tiempo  contra  esta  disposición,  dicen,  que  no  fué  una 
íey  confiscatoria:  que  tampoco  fué  ocupación  de  bienes, 
para  ocurrir  á  una  urgencia  pública  legalmente  com-" 
probada;  pero  que  estando  invadidas  las  costas  de 
•América  por  un  general  español,  la  ocupación  de  los 
bienes  de  los  sú'bditos  de  aquel  monarca,  se  hacia  por 
"via  de  represalias,  y  para  ocurrir  á,  tos  gastos  de  ia 
guerra,  que  debía  hacerse  en  defensa  de  la  indepen- 
dencia del  pais.  Veamos,  pues,  con  detenimiento  la 
diplomacia  de  nuestros  legisladores,  y  examinemos  su? 
derecho  de  gentes. 

Es  bien  sabido  que  el  General  Barradas  invadió 
las  costas  de  Méjico  en  el  año  de  829.,  y  la  noticia 
de  su  rendición  se  recibió  en  esta  ciudad  el  17.  de 
Octubre  del  mismo  ano.  Se  publicó  en  el  dia  por  ban- 
do solemne,  se  celebró  como  debia,  con  repiques,  salvas 
de  artillería  cet.  cet,  y  el  18.  se  dijo  misa  de  gra- 
cias por  tan  feliz  acontecimiento.  (6)  Sin  embargo, 
hasta  el  23.  de  Noviembre  siguiente,  nuestra  legisla- 
tura empezó  á  obrar.  El  enemigo  que  habia  acorné»- 
lido  las  costas  de  Méjico,  estaba  vencido,  habia  ca- 
pitulado; pero  nuestra  Asamblea,  comenzó  por  decre- 
tar represalias,  mandando  ocupar  los  bienes  de  los 
subditos  del  Rey  de  España.  La  misma  legislatura!, 
no  pudo  ocultar  esta  verdad,  y  se  vió  precisada  á  de- 


[5]  Gallois,  hist.  de  Francia,  tomo  4.  pág.  859. 

[<;]  Boieiin  del  Estado  número  16,  de  5,  de  Noviembre  de  82<).-La  Antorclmí  nú- 
aero  l¿.  de  ¿i,  de  Octubre  de  id,-  ' 


cír  eti  el  razonamiento  de  su  ley:  (e  que  saliendo  de 
aqui  las  rentas  y  productos  de  esos  bienes,  van  á 
eng-rosar  los  fondos  con  que  el  Monarca  emprende 
provectos  de  reconquista,  que  aunque  desgraciadas  co- 
mo han  sido  hasta  ahora  esas  empresas,  cet.  cet.  Todo 
habia  desaparecido,  y  no  habia  teñior  fundado  de  que 
se  repitiese  otra  tentativa;  y  sin  embargo,  la  legisla- 
tura decretaba  sus  represalias,  á  ciencia  cierta  de  lo 
que  pasaba. 

Los  tratadistas  de  derecho  de  gentes,  dicen:  que 
las  represalias  son  un  acto,  en  virtud  del  cual,  una  na- 
ción se  hace  asi  justicia,  por  una  denegación  que  ellaT 
ó  uno  de  sus  miembros,  ha  experimentado,  de  parte 
de  otra  nación,  ó  de  un  individuo.  El  Estado  de  Gua- 
temala no  era  nación  en  829.,  tampoco  era  soberano, 
sino  en  su  régimen  interior  (7);  ¿de  donde,  pues,  le 
nacia  á  la  legislatura  la  facultad  de  decretar  repre- 
salias"? El  derecho  de  gentes  no  reconoce  este  poder, 
sino  en  el  soberano,,  en  quien  reside  el  derecho  de  de- 
clarar la  guerra  y  hacer  la  paz,  y  este  derecho  estaba 
cometido  exclusivamente  al  Congreso  federal,  asi  co- 
mo el  de  hacer  tratados,  y  celebrar  alianzas  con  otras 
naciones,  (8)  Si  se  concede  á  la  Asamblea  Legisla- 
tiva de  un  Estado  particular,  la  facultad  de  decretar 
represalias,  también  debe  concedérsele  la  de  decretar 
la  guerra;  pues  estos  derechos  son  enteramente  igua- 
les, y  hasta  ahora  no  he  oido  á  un  solo  individuo,  que 
supusiera  esta  facultad  en  los  Estados,  cuando  esta- 
ban unidos  por  el  pacto  federal.  Que  se  me  cite  so- 
bre todo,  la  ley  particular,  ó  el  artículo  constitucio- 
nal que  facultó  á  la  legislatura  de  Guatemala,  para 
decretar  represalias;  y  si  no  lo  hay,  es  evidente  que 
se  infrinjió  el  artículo  14.  de  te  Constitución  parti- 
cular del  Estado. 


|7]  Constitución  del  Estado,  artículo  3. 

18)  Constitución  Federal,  articulo  Cü.  par.  16.  y  17,- 


El  mismo  Congreso  federa!,  á  quien  espresamenf© 
estaba  cometida  esta  facultad,  no  tubo  á  bien  decre- 
tarlas, sin  duda  por  que  no  lo  creyó  oportuno  ni  po-» 
Utico  ¡y  si  lo  tubo  á  bien  la  legislatura  particular 
de  uno  de  los  cinco  Estados  que  componían  la  Fe* 
deracion!. . . .  Yo  no  tengo  noticia  de  que  en  ningún 
otro  Estado,  se  haya  dictado  medida  semejante. 

Mas  yo  quiero  suponer,  que  la  legislatura  tubiera 
las  facultades  que  le  negaron  las  terminantes  leyes 
.que  he  citado:  quiero  suponer  que  el  Estado  en  829. 
era  una  nación  independiente;  que  podía  decretar  la 
guerra  y  hacer  la  paz;  pues  ni  aun  en  este  caso,  la 
legislatura  pudo  dar  al  Gobierno  la  autorización  de 
ocupar  los  bienes  de  españoles,  Todas  las  circunstan» 
cias  se  habían  previsto,  y  con  ellas  á  la  vista,  la 
Asamblea  Nacional  Constituyente,  dijo: — it  ni  a  tí- 
tulo de  represalias,  &3" ni  en  tiempo  de  guerra, 
ni  por  ningún  otro  motivo,  •podran  confiscarse,  secues-> 
trarss,  ni  embargarse  dichas  propiedades  (de  los  ex- 
tranjeros) á  no  ser  las  que  pertenezcan  a  los  Gobier-. 
nos  que  se  hallen  en  guerra"  (9).  Esta  ley  generosa, 
esta  ley  verdaderamente  liberal,  fué  emitida  de  acuerdo 
con  las  doctrinas  de  escritores  célebres,  y  entre  ellos 
Mr.  de  Gregoire,  que  establecen;  que  jamas  deben  em» 
Largarse  los  bienes  de  particulares  en  tiempo  de  guer- 
ra, pues  es  injusto  hacerlos  sufrir  la  pena  de  hechos 
y  de  causas  que  tal  vez  ignoran;  y  que  la  moral  pe-? 
litica  exije,  que  solo  recaigan  las  represalias,  sobre 
los  bienes  de  los  gobiernos  beligerantes.  Esta  ley 
vigente  entre  nosotros,  fué  infrinjida  por  la  Asam- 
blea Legislativa,  jen  su  decreto  de  23.  de  Noviero. 
>e  de  829. 

•Creo  haber  demostrado  que  la  legislatura  de  aquel 
ano,  no  solo  no  tubo  facultad  para  emitir  aquella  re* 
solución,  sino  que  obró  contra  el  tenor  espreso  de  la, 


(9)  Articulo  1.  del  decreto  de  31,  do  Diciembre  de  1833. 


Jey  fundamental,  conculcando  los  derechos  mas  sagrados 
tlel  hombre  en  sociedad,  y  haciendo  desaparecer  todas 
las  garantias  sociales.  Consideremos  ahora  esta  ley, 
ton  respecto  al  cumplimiento  que  le  diera  el  Poder 
Ejecutivo* 

Apenas  se  dictó,  cuando  el  terror  se  apoderó  de 
todos.  El  Gobierno  á  virtud  del  artículo  6."  (10.)  nom- 
bró sus  comisionados;  que  penetrando  en  el  sagrado 
recinto  del  hogar  doméstico,  turbaron  el  reposo  de  las 
familias,  é  inquirieron  lo  m?.s  secreto  de  las  corres- 
pondencias.- libios  de  cuentas,  testamentos  cet,,  tod@' 
Fué  registrarlo.  Hubo  Comerciante  que  cayese  redondo 
al  presentarse  en  sü  casa  los  agentes  del  'Gobierno, 
que  iban  á  imponerse  en  sus  libros  y  en  sus  cuentas. ... . 

Sin  embargo,  la  ley  parece  que  no  tubo  otro  fin 
<}ue  las  casas  de  la  Señora  Retes;  Solo  en  ella  se' hizo 
©lectiva,  pues  solo  sus  bienes  fueron  ocupados,  por 
que  siendo  raices,  era  imposible  ocultarlos.  Yo  no 
tengo  noticia  de  que  el  Gobierno  haya  ocupado  otros 
bienes  de  españoles;  pues  aunque  el  Señor  Doroteo 
Castillo  dijo:  que  só  habían  véndi¡t$o  otras  casas  de 
españoles,  y  entre  ellas  las  de  la  Señora  Retes, 
esta  especie  es  falsa  absolutamente. — ¿No  existirían 
en  todo  el  Estado  mas  bienes  de  subditos  del  Rey  cié 
España  que  las  casas  de  la  Señora  Retes?  ¿Por  qué, 
pues,  solo  en  los  de  ella  se  hizo  recaer  todo  el  peso 
<le  la  ley?  ¿No  es  esto,  Señor,  una  cosa  que  verda- 
deramente llama  la  atención? 

No  se  escribió  una  sola  linea  para  ocupar  estos 
bienes:  todo  se  hacia  de  orden  verbal  del  Supremo 
Gobierno;  y  asi  es,  qüe  no  aparece  comprobante  nin- 
guno que   cubriese  el  manejo  del  gobernante,  y  de 


(10)  Él  comisionado  queda  autorizado  por  esta  ley,  para  recibir  declaraciones, 
reconocer  testamentos,  libros  de  caja,  y  cualesquiera  otros  documentos  por  donde 
i>«eda  descubxüse  la  existencia  de  alguna'  propiedad  española, 
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sus  agentes  inferiores.  Las  casas  de  la  Retes  fueron 
tomadas,  suponiéndolas  de  su  marido  Don  Juan  An- 
tonio Diles  de  Bustamante  que  era  español,  y  á  quien 
en  documentos  públicos  se  le  suponia  emigrado,  para 
cohonestar  el  procedimiento  contra  sus  bienes.  Asi  con?» 
ta  en  los  remates,  en  las  escrituras  de  venta,  y  en  la 
declaración  que  en  este  juzgado  dió  el  Escribano  de 
hacienda  que  autorizó  todos  estos  actos,  Señor  Fran» 
pisco  Quiroz.  El  apoderado  que  entonces  tenia  aquí 
la  Señora  Retes,  Señor  Miguel  Molina,  como  ya  he 
dicho,  hizo  presente  cuantos  actos  de  perfidia  se  ce* 
inetian  en  este  negocio.  Manifestó  que  las  casas  no 
eran  de  Bustamente,  sino  de  su  muger;  dijo  que  esta 
era  guatemalteca,  y  que  tampoco  era  dueño  absoluto 
de  ellas,  sino  simple  usufructuaria;  dijo  mas,  que  las 
casas  eran  del  Hospital,  después  de  los  dias  de  la  Rea- 
tes, por  ver  si  asi  las  salvaba;  pero  nada  bastó,  Las 
casas  se  ocuparon:  se  dispuso  de  sus  rentas,  y  después 
se  enagenaron;  y  lo  mas  escandaloso,  es,  que  no  exis- 
ten  agregados  á  ningún  espediente  de  venta,  los  re- 
clamos del  Señor  Molina,  ni  tampoco  se  han  encon- 
trado en  el  archivo  del  Gobierno.  ¡  Bien  se  calculaba 
que  algún  dia,  á  pesar  de  la  revolución,  se  habían 
de  quebrantar  las  puertas  de  bronce  que  se  heeha- 
ran  al  templo  de  Themis!. 

Las  casas  permanecieron  embargadas  muchos  me- 
ses, y  redituando  en  favor  del  Gobierno,  pues  no  era 
fácil  que  hubiera  compradores,  mientras  no  se  cal- 
culase la  duración  de  aquella  administración.  Mientras 
tanto,  la  guerra  de  independencia  desapareció,  y  el 
Congreso  federal  abrió  los  puertos  de  la  República 
al  comercio  español,  por  decretos  de  12.  y  29.  de 
Noviembre  de  830.  (11).  El  Gobierno  federal  estaba 
entonces  en  Guatemala:  las  discusiones  eran  públicas; 


tyV)  Gaceta  federal,  atímeróa  31,  y  33. 


)as  leyes  se  comunicaban  al  Gobierno  del  Estado,  se 
imprimían  en  una  gaceta  oficial,  ¿podría  ignorarlas  el 
Gobierno  del  Estado,  estando  á  cien  pasos  de  distan- 
cia"? Seria  imposible;  y  entonces  se  vió,  que  mientras 
el  Congreso  federal»  en  quien  residía  el  derecho  de 
hacer  la  paz  y  Je  decretar  la  guerra,  abría  los  puertos 
de  la  República  al  comercio  español,  mientras  se  in,-. 
vitaban  por  el  Gobierno  general  de  la  República,  para 
que  traficasen  con  nosotros  á  los  que  se  tenían  por 
enemigos,  el  Gobierno  del  Estado  vendia  públicamén-. 
te  los  bienes  de  una  Señora  hija  de  Guatemala,  que 
no  tenia  mas  delito  que  vivir  con  su  marido  en  la 
isla  de  Cuba.  Las  casas,  de  la  Señora  Retes  se  ven- 
dieron en  Enero  y  Febrero  de  831.  Si,  Señor,  e\  mis- 
mo dia  que  en  la  plaza  pública  se  vendian  efectos 
de  españoles,  introducidos  bajo  la  garantía  de  las  le- 
yes federales,  el  pregonero  en  la  puerta  del  palacio  ar- 
zobispal, anunciaba  el  remate  de  los  bienes  de  la  Señora 
Retes.  ¿Habrá  algún  guatemalteco  honrado  que  nada 
sienta  al  oir  la  relación  de  estos  hechos? 

De  aqui  se  infiere  naturalmente,  que  el  Gobierno 
federal  tubo  por  nulo  el  decreto  de  23.  de  Noviembre 
(le  la  legislatura  del  Estado;  pues  si  lo  hubiera  con- 
siderado con  alguna  fuerza,  sena  preciso  acusarlo  del 
mayor  acto  de  perfidia,  por  que  abrir  los  puertos  al 
comercio  español,  existiendo  aquel  decreto,  era  lo 
mismo  que  presentarle  al  Gobierno  del  listado  bienes 
que  confiscar;  y  semejante  modo  de  proceder,  no  cabe 
en  el  corazón  mas  corrompido. 

Podría  yo  referir  otros  hechos  semejantes;  pero 
me  parece  que  oigo  exclamar  á  Jas  partes  contra- 
rias: enhorabuena,  no  defendemos  la  ley,  ni  incul- 
camos la  justicia  de  su  resolución:  tampoco  nos  me- 
temos en  la  manera  con  que  fué  cumplida  por  el  Su- 
premo Poder  Ejecutivo,  y  nos  limitamos  a  decir:  que* 
el  juez  no  tiene  la  potestad  competente  para  declararla 


nulidad  del  decreto,  en  virtud  del  cual  se  hicieron  las" 
venías  de  las  casas,  ni  para  calificar  su  justicia:  que* 
seria  una  mostruosidad  en  derecho,  y  obrar  contra  el 
sistema  establecido,  que  con  un  auto  judicial  se  de- 
rogasen leyes  de  los  cuerpos  legislativos. 

ííé  aqui,  una  cuestión  muy  importante  para  no-' 
sotros,  y  que  hace  poco  comenzó  á  conocerse.  Es  ne- 
cesario   examino  ría  con  alg  ún  detenimiento,  por  que- 
de fijarla  con  claridad,  estoy  persuadido  que  depende 
la  realidad  de  las  garantías  sociales. 


Cuando  se  trata  de  sostener  una  disposición  del' 
poder  que  nos  favorece,  la  creemos  infalible:  se  da 
nn  gran  valor  á  una  ley,  sea  cuál  fuere:  se  levanta- 
un  muro  entre  el  legislador  y  el  juez,  ó  se  supone 
á  esté  un  vil  esclavo,  ó  un  cruei  instrumento  de  aquel.- 
¿Pero  estas  ideas  serán  conformes  con  los  principios 
del  derecho  público  constitucional'?  ¿Serán  conformes  á* 
nuestra  legislación?  La  carta  fundamental  establece  Jas' 
mas  efectivas  garantías  en.  favor  de  la  persona  y  de  la- 
propiedad:  las  declara  inviolables.  Sin  embargo,-  el  Po- 
der Legislativo  las  conculca  y  las  atropella  contra  unos,, 
en  favor  de  otros.  Entonces  estos  gritan,  que  el  Po- 
der Legislativo  es  absolutamente  independiente:  que- 
nadie  tiene  derecho  de  examinar  la  justicia  de  su  re- 
solución, ni  el  poder  con  que  la  emitiera;;  que  el. 
juez  no  puede  dx?clarar  la  nulidad  de  una  ley,  ni  me- 
nos derogarla. 

Yo  convengo,  cu  que  el  juez  no  puede  derogarla,, 
en  cpie  ía  npoco  puede  declararla  nula  como  si  fuera- 
el  mismo  legislador;  pero  siendo  una  ley  inconstitu- 
cional, deberá  aplicarla  en  sus  tallos,  á  los  casos  ■par- 
ticulares que  se  le  presentan?  lie  aquí  el  verdadero  pun- 
to de  vista  de  la  cuestión.  Yo  suplico  se  fije  la  atención 
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en  olla:  la  defiendo  en  favor  del  pueblo,  contra  la 
tiranía  legislativa,  contra  la  tirama  de  muchos. 

Si  el  poder  judicial  tiene  que  someterse  ciega- 
mente, y  sin  examen  á  lo  que  le  prescriba  el  Poder 
Legislativo,  ¿donde  está  su  poder,  donde  su  indepen- 
deri'día?  En  los  paises  democráticos  y  en  Jos  gobiernos 
constitucionales,  es  ya  un  punto  decidido  la  facultad 
de  los  jueces  para  no  juzgar  por  las  leyes  contrarias 
á  la  Consíitucion;  y  este  poder  entre  nosotros  está  es- 
tablecido en  nuestra  legislación,  y  nuestros  tribunales 
en  posesión  de  ejercerlo.  Hamilton  escribiendo  sobre 
esta    materia    en    Norte- América,    se    espresa  asi: 

"  La  completa  independencia  de  las  cortes  de 
justicia,  es  peculiarmente  esencial  en  una  constitución 
limitada.  Por  constitución  limitada  entiendo  la  que  con- 
tiene ciertas  limitaciones  especificadas  á  la  autoridad 
legislativa;  tales,  por  ejemplo,  como  que  no  pueda 
dar  leyes  de  proscripción  e.v  -post  fado,  y  otras  se- . 
mojantes.  Limitaciones  de  esta  clase,  no  pueden  pre- 
servarse en  la  práctica,  sino  por  medio  de  las  cortes  de 
justicia,  cuyo  deber  es  declarar  nulos  todos  los  actos  con- 
trarios al  tenor  manifiesto  de  la  Constitución.  Sin  esto, 
nada  serian  to.aas  las  garantías  establecidas  en  favor 
de  los  derechos  individuales". 

"  Con  respecto  al  derecho  que  tienen  las  cortes 
de  justicia  de  declarar  nulos  los  actos  legislativos, 
ha  nacido  alguna  duda,  por  haberse  imaginado,  que 
esa  doctrina  daba  una  superioridad  al  poder  judicial 
sobre  el  legislativo.  Se  alega,  que  la  autoridad  que 
puede  declarar  nulos  los  actos  de  otra,  debe  nece- 
sariamente ser  superior  á  aquella  cuyos  actos  son  de- 
clarados tales.  Como  esta  doctrina  es  de 'grande  im- 
portancia en  todas  las  constituciones  americanas,  no 
vendrá  mal  una  breve  discusión  de  las  razones  en  que 
se  funda,,. 

"  No  hay  aserto  que  dependa  de  principios  mas 
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claros,  que  el  que  iodo  acto  de  una  auí r  idad  dele* 
g-ada,  contrario  al  tenor  de  la  delegación,  bajo  la  cual 
se  ejerce,  es  nulo.  Por  tanto,  ningún  acto  legislativa 
contrario  á  la  Constitución,  puede  ser  Valido.  El  ne- 
gar esto,  seria  afirmar,  que  el  comisionado  es  mayor 
que  el  comitente:  que  el  criado  es  superior  á  su  amo: 
que  los  representantes  -del  pueblo,  son  superiores  al 
pueblo  mismo:  que  hombres  que  obran  en  virtud  de 
poderes,  no  solo  pueden  hacer  aquello  á  que  no  los 
autorizan  sus  poderes,  sino  aun  lo  que  les  prohiben. 

*'  Se  dice,  que  el  Cuerpo  legislativo,  es  el  juc* 
constitucional  de  sus  propios  poderes,  y  <jue  lá  in- 
terpretación íiUe  él  les  dá,  es  decisiva  sóbré'los  otros 
departamentos  del  poder.  Se  puede  contestar,  que  esta 
no  es  la  presunción  natural,  puesto  que  no  se  deduce 
de  ningunas  disposiciones  particulares  contenidas  en 
la  Constitución.  Por  otra  parte,  no  deí>e  suponerse 
cpie  la  Constitución  intentara  habilitar  á  ios  repre* 
sentantes  del  pueblo,  para  sustituir  su  voluntad  á  !& 
de  sus  agentes.  Es  mucho  mas  racional  suponer,  que 
las  Cortes  fueron  designadas  para  que  fuesen  un  cuer- 
po intermedio,  entre  el  pueblo  y  la  le  gislatura,  coa 
el  objeto,  entre  otras  cosas,  de  mantener  á  la  ú  1  ti* 
na,  dentro  de  los  limites  demarcados  á  su  -autoridad* 
La  interpretación' de  las  leyes,  es  una  atribución  pro- 
pia y  peculiar  de  las  ¡cortes.  Una  Constitución  es  en 
realidad  y  debe  ser  Considerada  por  los  jueces,  como 
una  ley  fundamental.  Debe  por  tanto  pertenecerles  ave- 
riguar el  sentido  de  ella,  asi  como  también  el  de 
cualquier  acto  particular  que  proceda  del  Cuerpo  Le- 
gislativo. Si  aconteciere  que  hubiese  una  desavenencia 
irreconciliable  entre  las  dos,  del) 3  ser  preferida  la  que 
tenga  una  obligación  y  Validez  superior:  en  otras  pa- 
labras, la  Constitución  debe  ser  preferida  á  las  leyes 
«comunes,  la  intención  del  pueblo  á  la  de  sus  agentes"» 
'*  Dq  ninguna  manera  supone  esta  conclusión  una 


"superioridad  del  poder  judicial,  sobre  el  legislativo. 
Supone  únicamente  que  el  poder  del  pueblo,  es  su- 
perior á  áinbos;  y  <jue  cuando  la  voluntad  de  la  le- 
gislatura, declarada  en  las  leyes  comunes,  está  en  opo- 
sición con  la  del  pueblo,  declarada  en  la  Constitu- 
ción, los  jueces  de  bou  ser  gobernados  por  la  última, 
y  no  por  la  primera.  Deben  .  arreglar  sus  decisiones 
por  las  leyes  fundamentales,  y  no  por  las  que  no 
lo  son  (12).,, 

Esta  doctrina  lia  sido  esplicada  en  nuestros  dia&» 
por  Mr.  Alejo  de  Tocqueville,  profundo  observador  de 
las  instituciones  del  Norte,  y  digno  admirador  de 
ellas;  y  hablando  del  poder  judicial,  dice:  "Los  ame- 
ricanos, han  reconocido  en  jos  jueces,  derecho  para 
fundar  sus  sentencias,  mas  bien  en  Ja  Constitución  que 
en  las  leyes;  ó  con  otros  términos,  les  han  permitido 
el  no  aplicar  las  leyes  que  les  parezcan  inconstitu- 
cionales. Bien  sé  <que  semejante  derecho  le  han  re- 
clamado algunas  veces  los  tribunales  de  otros  países, 
mas  nunca  se  ha  accedido  á  «lio.  En  América  le  re- 
conocen todos  los  poderes,  y  no  se  encuentra  un  par- 
tido,  y  ni  Siquiera  un  hombre  que  le  conteste. . . .  Los  ame- 
ricanos han  conferido,  pues,  á  sus  tribunales,  un  in- 
menso poder  político;  pero  obligándoles  a  solo  atacar 
las  leyes  con  medios  judiciales,  han  disminuido  mu- 
cho  los  inconvenientes  de  este  poder.  Si  el  juez  pu- 
diera impugnar  las  leyes  de  un  modo  teórico  y 
general,  tomar  la  iniciativa  y  censurar  al  legislador, 
entrara  con  osplendor  en  la  escena  política,  y  siendo 
defensor  ó  adversario  de  un  partido,  llamara  á  todas 
las  pasiones  que  desavienen  «1  pais,  a  tomar  parte 
en  la  contienda.  Mas  cuando  el  juez  -contrarresta  una 
¿ley  en  nn  debate  obscuro,  y  acerca  de  una  aplicación 
¿particular,  oculta  'en  parte  la  importancia  del  embiste 


<12)  The  Federalist.  num.  V8. 


3  las  miradas  del  publico.  Su  sentencia  no  tiene  por 
objeto,  mas  que  el  descargar  el  golpe  sobre  un  i¡. teres 
personal,  y  la  ley  solo  se  encuentra  ofendida  por  ca- 
sualidad. De  todos  modos,  la  ley  asi  censurada,  no 
queda  destruida:  se  disminuye,  sí,  su  fueiza  moráis 
pero  no  se  suspende  su  efecto  material.  S<  lo  perece 
por  fin  poco  á  poco,  y  con*  Jos  golpes  re  doblados  de 
la  jurisprudencia.  I£s  fácil  de  comprende  r,  ademas,  que 
encargando  al  interés  particular,  el  promover  la  cen* 
sura  de  las  leyes,  enlazando  intimamente  el  proceso 
hecho  á  la  ley,  con  el  proceso  hecho  a  un  hombre, 
hay  seguridad  de  que  la  legislación  no  sufrirá  leve 
detrimento,  no  quedando  ya  espuesta  con  este  siste-» 
ma,  á  las  agresiones  diarias  de  los  partidos.  Seña- 
lando las  faltas  del  legislador,  se  rinde  á  una  urgen? 
cia  real:  se  parte  de  un  hecho  positivo  y  apreciable, 
.puesto  que  debe  servir  de  base  á  un  proceso,,. 

"El  poder  dado  á  los  tribunales  americanos,  de 
fallar  sobre  leyes  inconstitucionales,  forma  tedavia  el 
mas  fuerte  antemural,  que  nunca  se  haya  levantado  con- 
tra la  tiranía  de  las  Asambleas  políticas  £13].,, 

Bien  se  vé,  pues,  por  doctrinas  y  hechos  tan  tei> 
minantes,  qut-  no  es  una  niostruosidad  en  derecho,  ni 
contrario  á  nuestro  sistema  el  poder  de  los  jueces,  de 
desechar  en  sus  juicios  las  leyes  anticonstituciona- 
les. Los  norte-americanos  reconocen  este  poder;  y 
sin  embargo,  alia  los  poderes  son  independientes:  rer 
conocen  este  poder,  y  allá  si  hay  garantias,  y  la  pro- 
piedad es  religiosamente  respetada.  Las  palabras  mos- 
iruosidad  en  derecho,  contra  el  sistema  adoptado  cet. 
soi  palabras  huecas,  por  que  nada  dicen,  por  que  na- 
da prueban. 

,  ¿  Y  nuestros  tribunales,  no  han  estado  en  po- 
sesión   de    este    derecho?    ¿  y  nuestros  legisladores 


[13]  De  la  Democracia  en  América,  tónv  L°  cap.  C,  Traducida  pox  Sánchez  de. 
Euíiainante. 


no  lo  han  reconocido?  En  829.  el  Congreso  fede- 
ral, emitió  su  memorable  decreto  de  22.  de  Agosto, 
confiscando  y  proscribiendo;  y  tal  era  la  fuerza  de  esta 
doctrina,  que  en  el  momento  mismo  en  que  se  sobre- 
ponía á  las  leyes,  no  pudo  menos  que  proclamarla, 
cuando  en  el  tercer  considerando  del  mismo  decreto, 
dijo.:  n  Que  cuando  los  mismos  gobiernos  se  sobreponen 
á  las  leyes,  sus  actos  administraUvos,  no  deben  serré* 
conocidos". 

La  Corte  de  justicia  en  21.  de  Enero  de  880.  acor- 
dó, de  conformidad  con  lo  pedido  por  su  fiscal,  Licen- 
ciado Manuel  Moriega,  no  darle  cumplimiento  al  de- 
creto de  9.  de  Setiembre  de  829.,  por  anti  •constitu- 
cional. La  misma  Corte  se  negó  á  obedecer  aquella' 
memorable  ley  jimia  de  que  tanto  se  habló  entre  no- 
sotros; y  esta  minina  Corte  en  831.,  dio  un  ejemplo 
memorable  de  vr.lor  y  de  justificación,  que  le  hará 
honor  en  todo  tiempo. 

Un  reo  fué  condenado  á  muerte  por  sentencia 
ejecutoriada,  y  puesto  en  ea pitia.  Pero  habia  entre 
los  di pvrtados  alguna  per?ona  influente  que  se  inte- 
resaba por  él.  El  Consejo  convocó  extraordinariamente' 
ñ  la  Asamblea.  Esta  se  reunió  en  el  dia,  y  dió  una  ley, 
derogando  otra,  en  virtud  de  h  cual  el  reo  habia 
si*do  condenarlo,  y  declarando,  que  debia  cumplirse, 
aun  en  los  reos  en  capilla.  En  la  misma  noche,  (por 
que  esto  fué  de  noche)  el  Consejo  sancionó  la  ley,  y 
el  Gobierno  la  promulgó.  Sin  embargo,  la  Corte  mani- 
festó una  firmeza  inalterable:  le  negó  la  obediencia 
á  la  ley,  y  el  reo  fué  pasado  por  las  armas  á  la  vista 
de  todo  el  pueblo,  y  con  su  aprobación,  dejando  á- 
la  Asamblea  y  al  Gobierno,  presentarse  en  ef  ridicula 
á  que  dieron  lugar.  La  misma  Asamblea,  no  pudo 
menos  que  reconocer  la  legalidad  del  procedimiento 
<le  la  Corte,  y  derogó  su  ley  inmediatamente.  La  Cons- 
titución entonces,  fué  defendida  por  la  Corte  dejus*- 


ticia:  se  vio  de  manifiesto  el  poder  de  la  ley  funda-* 
mental,  y  la  vindicta  pública  quedó  satisfecha. 

En  829.  la  Asamblea  Legislativa  por  una  fey  es-, 
presa,  sancionada  también  por  el  Consejo,  mando  ven-* 
der  los  bienes  del  Licenciado  Manuel  Garrote.  Se 
vendieron,  en  efecto,  y  la  familia  de  aquel,  fué  des- 
pojada gubernativamente  de  cuanto  le  pertenecía..  La 
viuda  en  835.,  intentó  la  devolución  de  sus  bienes: 
el  Gobierno  declaró,  que  el  asuntó  debía  decidirse  jut 
dicialmente,  y  lo  sentenció  el  juez  de  hacienda.  Cuando 
el  negocio  estaba  sentenciado  en  2.a  instancia,  en  fa- 
vor de  los  herederos  de  Garrote,  el  comprador  de 
ellos,  era  diputado,  y  logró  se  espidiese  una  orden, 
declarando,,  que  los  tribunales  no  debían  conocer  de 
aquella  venta,  por  que  el  Gobierno  la  verificó,  auto^ 
rizado  por  el  Cuerpo  Legislativo.  [14}.  Esta  es  la 
ley  en  que  el  señor  Fiscal  se  apoya  en  su  contesta- 
ción á  mi  demanda,  y  con  la  cual  intenta  inhibir  á 
este  juzgado,  del  conocimiento  de  este  negocio;  perc* 
yo  le  recuerdo,  que  la  Corte  no  obedeció  á  tal  or- 
den: que  apesar  de  ella,  los  herederos  de  Garrote, 
están  en  plena  posesión  de  sus  bienes;  y  que  aun 
cuando  la  hubiera  obedecido,  esta  resolución  es  per- 
sonalisima,  en  favor  del  Señor  Doroteo  Corzo,  de  quien 
únicamente  habla,  y  no  de  la  Señora  Retes. 

El  Señor  Fiscal  en  su  contestación,  prohijó  las 
contestaciones,  que  á  la  demanda  de  la  Señora  Retes, 
dieron  los  poseedores  de  sus  casas  cuando  se  las  re- 
clamó. Permítame,  pues,  el  Señor  Fiscal,  adoptar  por 
mias  las  razones  que  él  emitió,  contra  la  misma  ley 
en  que  ahora  intenta  apoyarse,  en  el  negocio  de  los 
herederos  de  Garrote.  Yo  creo  que  las  contestaciones 
de  los  poseedores,  adoptadas  por  el  Señor  Fiscal,  tie- 
nen mas  el  caráter  de  bastardas,  que  las  suyas  pro- 
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hijadas  por  mi.  En  30.  de  Marzo  de  840..  el  Señor 
Fiscal  dijo  ante  el  Gobierno. 

Ni  se  diga  que  esta  sentencia  debe  contemplar- 
se nula,  a  virtud  de  lo  dispuesto  en  la  orden  señalada 
con  el  nitm.  64.  en  que  los  legisladores  nefand'stas 
de  aquella  época,  quisieron  asegurar  al  detentador 
de  los  bienes  de  Garrote,  en  la  posesión  que  de  he- 
cho h;d>ia  adquirido;  haciendo  con  tan  depravado 
fin,  declaratorias  ex  post  í'acto,  retroactivas  y  contra- 
rias á  ta  Constitución  que  ha  rejido.- — Tampoco  se  di- 
ga que  esta  órden  necesita,  ser  invocada  por  la  Asam- 
blea, por  que  estando  vigente  la  ley  de  garantías,  no 
debe  contemplarse  como  disposición  legislativa,  ni  re- 
putarse por  tal,  siendo  como  es,  ipso  jure  nula,  y  aten* 
tutoría  al  poder  judicial,  y  a  las  mismas  garantías  con- 
signadas en  la  referida  ley.  Menos  se  diga,  que  dicha 
orden  ala  las  manos  á  los  jueces;  por  que  en  ella  se 
quiso  inhibirlos  del  conocimiento  de  la  subsistencia  del 
remate  de  los  bienes  de  Garrote;  por  que  ya  este  co- 
nocimiento  estaba  tomado,  y  el  remate  se  había  decla- 
rado nulo,  cuando  se  expidió  tal  orden,  que  no  obtnbo 
la  sanción  haslal8.de  ¡Setiembre  de  8?>6.=Mucho  me- 
nos se  diga,  que  la  orden  citada,  invalida  la  sentencia 
que  pronunció  la  cámara,  asi  por  que  según  se  ha 
dicho,  estaba  ya  pronunciada,  como  por  que  el  Cuerpo 
Legislativo  sin  un  escandaloso  abuso,  no  tenia  facul- 
tad de  anular  las  resoluciones  del  peder  judicial;  y  la 
que  se  dictó  en  este  asunto,  solamente  pudo  ser  revo- 
cada por  la  misma  Corte,  a  virtud  de  un  recurso  legal, 
oportunamente  introducido  y  formulado  con  arreglo  á 
derecho. 

Bastaría  lo  expuesto  para  demostrar  que  los  tri- 
bunales tienen  la  facultad  de  arreglar  sus  fallos  al 
tenor  de  la  Constitución,  contra  las  leyes  comunes 
que  se  le  oponen:  es  una  facultad  fundada  en  el  de- 
recho público  constitucional,  y  en  la  práctica  cons- 
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tante  de  nuestros  mismos  tribunales;  pero  entre  no- 
sotros, no  es  solo  una  facultad  fundada  en  doctrinas*, 
es  un  deber  de  los  jueces,  establecido  en  una  ley  es- 
prosq,  vigente  entre  nosotros,  y  cuyos  artículos,  1.° 
y  J.J  dicen  asi:  Ninguna  leí/  evidentemente  contraria 
a  la  Constitución,  subsiste,  ni  puede  subsistir.  Cuando 
se  presente  alguna  leí/  notoriamente  contraria  á  la 
Constitución,  los  tribunales  deberán  arreglarse  en  sus 
juicios  cd  sentido  claro  de  la  fundamental,  informando 
en  seguida  al  Cuerpo  Legislativo  (.15). 

Veamos  ahora  la  venta  de  las  casas  de  la  Se- 
ñora Retes,  respecto  solo  á  las  leyes  civiles,  y  como 
podría  verse  cualquiera  ée  los-  otros  contratos  sobre 


[15]  Decreto  de  20'  de  Febrero  de  838.  Esta  ley  se  emitió  previo  informe  de 
una  comisión  que  la  componían  los  Síes..  Diputados  Domingj  Diegne?,  José  Bar* 
rundía  y  Bernardo  Escobar,  que  dijeron: 

En  cuanto  á  la  primera  parle  de  dicha  proposición,  (la  que  dio  mérito  al  derretj 
citado)  parece  no  haber  necesidad  de  hacer  dcc'araloria  alguna,  -por  qUA nadie  ha  dv-- 
dado  hasta  ahora  que  la  constitución  da  un  Estado  es,  por  su  naturaleza,  inaUefable; 
y  qu:  las  Asambleas  iw  pueden  invadirla,  si). o  en  los  nasos  y' forma  que  espresa  el  tí-- 
tu/o  \\  de  nuestra  ley  fundamental. 

El  Dr.  Molina,  en  elnúm.  3  del  Reda-íor  Legislan' v  >.  ampliando  este  concepto, 
dijo:  

El  precede nJe  dictamen  fué  aprobado  por  la  Asa.nl 'ea,  y  en  su  consecuencia  se  dio- 
el  decreto  de  20  de  Febrero  del  presente  año;  no  habiéndose  acordado  la  revisión  dejas 
leyes  que  e'.  autor  de  la  proposición  pedia,  por  las  razones  que.  espuso  la  comisión.  Sin> 
embargo,  lo  que  se  decretó  es  bastante  para  dar  una  garantía  á  la.  ley  fundamental  No 
basta  suponer  que  ella  debe  ser  preferida  á  tod/£S  las  tei/e$j  que  debiendo  ser  einanacioiC 
suya,  ó  por  lo  menos  no  ser  contradictorias  á  sw  texto,  '  á  cst:  principalmente  se  debe  aten- 
der en  cualquiera  particular  ocurrencia:  era  jrreciso  esprrsarlo  asi  para  evitar  el  con-- 
jliiiu  de  los  que  aplican  y  ^obedecen  las  leyes,  cuando  si  eiu  uciitrun  gravadespor  int 
juramento  contradictorio.  La  legislatura  misma  obligarla,  como  constituida  que  es,  ú 
respetarla  ley fundamental,  debia  imponerse  la  regla  de  no  traspasarla  en  sus  dél:r mi na- 
ciones. Emitido  el  decreto  de  que  vamos  hablando,  si  alguna  VSZ  por  equivocación  >> 
por  el  iifftujo  de  las  circunstancias  se  estrada  de  la  senda  constitucioiul,  sabrá  ella  mis- 
m'i  que  semejantes  determinaciones  f^Tno  serán  ohedecida^J^  ó  que,  por  lo  menos,  se- 
rán reclamadas  por  los  demás  funcionarios  públicos.  Si  lia  de  haber  cunslilucion  y  no* 
he  mus  hemos  de  gobernar  por  ella,-cs  menester  que  tenga  lodo  el  prest  ijio  y  rcspetal.  ílidad 
que  merece  ¿Es  verdad  que  el  pueblo  debe  obedecer  ¿t  ías  autoridades  públicas?  No  hay 
duda.  Pero  es  verdad  igualmente,  que  solo  por  las  leves  merecen  las  autoridades  respe- 
to y  obediencia?  Es  principio  consignado  en  la  ley  fundamental.  Luego  los  manda- 
tarios del  pueblo  para  tener  un  derecho  á  su  obediencia;  no  le  deben  mandar  cosa  yttdf 
la  ley  ronden/'.  La  constitución  se  jniede  reformar  por  los  Representantes  del  pueblo  y, 
rigiin  l '<;  reírlos  que  e'la  misma  prescribe;  pero  los  Representantes  del  pueblo  no  tienen 
autoridtd  para  atacarla  indirectamente  en  sus  dctcrminncwu"*,  ni  para  obligar  á  los 
iuuiuios  a  <¿ue  obedezcan  estos  decretos;  en  que  ellos  lian  i'altado  á  su  deber,- 
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que  se  promoviese  una  cuestión  entre  dos  particu- 
lares. Yo  no  debilito  la  fuerza  de  los  argumentos 
de  las  partes  contrarias,  antes  bien  se  la  aumento, 
•cuando  no  copio  sus  mismas  palabras.  Quiero  supo- 
ner (se  entiende  sin  concederlo)  que  la  Legislatura 
hubiera  tenido  una  facultad  constitucional  para  emitir 
el  decreto  de  23.  de  Noviembre  de  829.:  y  que  en 
la]  concepto,  el  Gobierno  hubiera  podido  vender;  pues 
aun  en  este  caso,  la  venta  fué  nula  y  de  ningún  va- 
lor ni  electo;  y  no  me  será  difícil  demostrarlo. 

Ocupadas  las  casas  por  el  Gobierno,  la  Inten- 
dencia las  mandó  vender.  Desde  luego  se  anunció  la 
•venía  de  las  casas  del  español  Don  Juan  Antonio 
Bustamante,  suponiéndolo  emigrado  del  pais.  Por  las 
escrituras  que  se  han  presentado,  aparece  que  las  finr 
cas  eran  de  la  Señora  Retes,  y  qpe  su  padre  á  ella 
sola  se  las  había  dejado.  Suponerlas  pues,  de  otro 
dueño  por  que  era  español,  es  falsedad  con  que  se 
intentaba  engañar  para  atraer  compradores,  como  su- 
cedió. Si  se  hubiera  dicho  que  las  casas  eran  de  la 
Señora,  habría  habido  menos  compradores;  pues  siendo 
•ésta,  hija  de  Guatemala,  que  se  habla  ido  siguiendo 
i'i  su  marido*  no  podia  suponerse  que  el  Gobierno 
•estaba  autorizado  para  despojarla  de  su  haber.  Mas 
era  preciso  anunciar  qre  los  bienes  eran  de  un  ene- 
migo, para  cohonestar  el  procedimiento  del  Gobier- 
no. Asi  pues,  pudo  lograrse  que  hubiera  postores 
con  facilidad,  á  merced  de  un  engaño.  En  los  carte- 
les, en  los  remates,  en  todos  los  actos  que  precedie- 
ron á  la  venía  indicada,  solo  se  hizo  mención  de  Bus- 
tamante, nunca  de  la  Señora,  .erdadero  dueño  de  los 
bienes  que  se  vendían. 

No  convenia  anunciarlos  como  de  la  Señora,  por 
que  sus  bienes  no  esían  comprendidos  en  el  tenor  de 
•la  ley;  esta  dice  en  su  articulo  1.°:  les  bienes perte* 
necientes  a  subditos  del  Rey  de  España.  En  las  eserjj 
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turas  de  compra  de  las  casas,  y  en  la  cláusula  17. 
de  la  Memoria  de  Don  José  Victoria  de  Retes,  apa- 
rece que  las  fincas  se  compraron  para  que  la  Señora 
subsistiese  con  sus  rentas:  Retes  constituyó  á  su  hija, 
heredera  del  dominio  útil  de  sus  bienes,  durante  su 
vida,  y  administradora  del  caudal,  para  que  fundase 
á  su  arbitrio,  ciertas  obras  pias  en  beneficio  del  Hos- 
pital, ó  de  las  ánimas  del  purgatorio,  cet.;  y  por  es- 
to las  escrituras  de  las  casas  están  firmadas  por  el 
defensor  de  obras  pias,  que  lo    era  el  Señor  Licen- 
ciado José  Antonio  Larra  ve,    prohibiéndose  en  ellas 
á  la  Señora,    poder    venderlas,    «i-ravarlas  y  enage- 
narlas,  sino  es  la  mitad  de  su  valor,  en  el  caso  que 
tubiese  succesion.  No  era,  pues,  la  Señora  dueño  del 
dominio   directo  de  las  casas;  y  asi  no  le  pertene- 
cian  á  un  subdito  del  Rey  de  España,  aun  cuando  se 
suponga  que  la  Señora  Retes  lo  era,  por  vivir  con 
su  marido  en  la  Ciudad  de  la    Habana.  Todo  esto 
se  ocultó  maliciosamente  para  la  enagenacion  de  las 
casas,  de  donde  resultó,  que  la  Legislatura  facultó  al 
Gobierno  para   la  enagenacion  de  los  bienes  de  los 
subditos  del  Rey  de  España,  y  aquel  vendió  los  :.e 
las  ánimas  del  purgatorio:  que  el  mismo  Gobierno  se 
tomó  facultades  sobre  los  bienes  de  la  Señora,  que 
ella  misma  no  tenia.  ¿Pregunto  yó  ahora,  será  válida 
la  venta  que  se  hizo  de  unos  bienes  no  compren- 
didos en  la  ley  que  tanto  se  vocifera?  Supongamos 
que  la  Asamblea  hubiera  dicho:  el  Gobierno  venderá 
los  bienes  de  Juan;  y  el  Gobierno  vendiólos  de  Pe- 
dro, ¿será  válida  la  venta?  Pues  los  bienes  que  se 
vendieron,  suponiéndolos  de  Don  Juan  Antonio  Bus- 
tamante,  no  eran  de  él:  los  que   se  vendieron  de  la 
Señora  Retes,  no  eran  de  ella,  sino  consignados  á  las 
obras  pias  que  ella  misma  debía  fundar.  ¿Y  las  obras  pias 
eran  subditos  del  Rey  de  España?  Por  estos  motivos 
dije  en  mi  escrito  de  demanda,  que  la  venta  se  ha* 
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bia  hecho  dolosamente,  y  bajo  supuestos  falsos;  y  que 
las  casas  de  la  Señora  Retes,  no  están  comprendidas 
en  la  ley  de  23.  de  Noviembre  de  829. 

No  es  menos  nula,  si  se  atiende  á  la  forma  y 
modo  de  proceder  que  se  usó  en  la  enajenación 
de  las  casas.  Yo  no  quiero  molestar  demasiado,  con 
largas  alegaciones  sobre  esta  materia:  el  Señor  Fis- 
cal me  ha  ahorrado  este  trabajo,  y  le  suplico  me  per- 
mita hacer,  en  este  lugar,  otra  adopción  de  sus  mismas 
ideas,  emitidas  en  el  expediente  de  igual  naturaleza, 
que  la  viuda  del  Dr.  V.  Carranza  inició  por  una  casa 
que  le  vendió  el  Gobierno,  en  el  mismo  año  de  829. 
En  el  pedimento  que  emitió,  dijo: 

Las  ( leyes  J  que  establecen  el  dominio:  las  que  deta- 
llan las  facultades:  los  títulos  con  que  este  dominio  se  ad-, 
quiere  y  la  esíenv'on,  y  las  limitaciones  de  lasprero- 
gativas  que  de  él  dimanan,  forman  el  derecho  que  se 
llama  común;  es  decir:  aquel  código,  cuyas  disposición 
nes  son  propias  de  todas  las  naciones,  de  todos  lospai- 
sss,  y  de  todas  las  sociedades  del  mundo.  Según  estas 
disposiciones,  solo  el  señor  de  la  cosa:  solo  el  que  tiene 
domi>iio,  puede  disponer  de  ella,  venderla,  donarla,  ó 
enagenarla  de  cualesquier  modo  que  le  parezca:  á  me- 
nos que  una  ley  preexistente,  voluntad  del  testador,  ó 
alguna  convención  ó  convenio  particular,  hayan  des- 
pojado al  señor  de  esta  facultad,  que  es  inherente  al 
dominio,  y  que  constituye  toda  su  esencia  y  naturaleza. 
De  estos  principios  de  jurisprudencia  universal,  de- 
ducen los  tratadistas  que  solamente  en  el  caso  de  que 
el  dueño  de  una  cosa  se  haya  obligado  al  cumplimien- 
to de  un  contrato,  consignando  á  la  seguridad  y  fir- 
meza suya  la  misma  cosa,  puede  ser  despojada  de  la  fa- 
cultad y  derecho  de  disponer  de  ellos.  Y  aun  en  esta 
hipótesis,  siempre  se  verifica  que  la  cosa  recíbela  ley 
de  su  propio  dueño,  por  que  él  fué  el  que  contrayen- 
do voluntariamente  una  obligación^  se  desapropio  de 
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SU  señorío,  de  la  misma  manera  que  se  desapropia  el 
que  la  vende  ó  ladona.  Di  aquí  ss  injiere,  que  el  do- 
minio de  la  casa  reclamada,  solamente  pudo  trans- 
ferirse, ó  por  voluntad  expresa  del  Doctor  Carranza, 
ó  por  justicia  judicial,  dictada  en  juicio  contradicte- 
rio, con  audiencia  de  parte  para  hacer  efectivo  algún 
contrato,  ú  obligación  que  el  referido  Carranza  hu- 
biera contrahido,  y  rehusase  cumplir.  De  cualquier  otro 
w/oefo  que  la  enagenacion  sea  hecha,  es  nula,  y  jamas 
jjodra  merecer  otro  nombre,  que  el  de  una  usurpacioii 
escandalosa  y  subversiva  de  los  derechos  mas  sagra- 
dos que  corresponden  al  hombre  en  la  sociedad.  Sin  un 
lamentable  olvido  de  estos  derechos  y  de  la  importan- 
cia de  conservarlos  siempre  ilesos,  como  la  salvaguardia 
de  la  propiedad  individual^  y  del  orden  phblibo,  iam* 
poco  podrá  sostenerse,  que  el  dominio  de  la  casa  del 
Doctor  Carranza,  ha  sido  legalmente  transferido,  por 
que  dicha  casa  se  vendió  en  pública  subasta;  ni  poi- 
que se  satisfizo  el  importe  en  que  pareció  conveniente 
venderla;  y  mucho  menos  por  que  todas  estas  usurpa* 
Clones  hayan  sida  consumadas  por  el  Gobierno,  con 
manifiesta  violación  de  los  principias  mas  esenciales 
del  derecho  común,  y  mas  fundamentales  de  la  carta 
constitucional  de  la  República.  Escandaloso  seria  sos* 
tener,  que  el  dueño  déla  cosa  vendida,  solamente  puede 
7  eclamar  el  precio  en  que  se  hizo  la  venta,  y  no  la 
cosa  misma.  El  señor  ele  la  cosa  tiene  jqs  in  rern,  es 
decir,  derecho  en  la  misma  cosa;  y  de  este  derecha 
nace  la  facultad  de  perseguirla  y  revindicarla  de  cual- 
quiera  poseedor.  La  deducción  de  este  derecho  no  co- 
noce  respicencia  nivelación  alguna  con  la  persona  que 
haya  dado  mérito,  ú  ocasión  a  usar  de  él,  por  que, 
como  dicen  los  tratadistas,  no  es  la  persona  sino  la 
cosa  la  que  está  obligada,  y  la  que  debe  volver  al  do- 
minio, de  que  no  pudo  salir  sin  voluntad  expresa  del 
HcTior  de  ella.  Escandaloso  seria  sostener  también,  que 
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Ui  viuda  deí  Doctor  Carranza  únicamente  pnede  re 
clamar  el  precio  en  que  la  casa  fue  vendida,  por 
que  esto,  equivalía  á  sancionar  un  hecho  tan  aten- 
tatorio a  la  propiedad,  como  la  usurpación  de  la  pro- 
piedad. Las  cosas  no  deben  ser  enagenadás^  sino  por 
el  valor  en  que  su  dueño  las  estima.  Las  leyes  han 
querido  respetar  este  principió,  hasta  él  punto  que  aun 
en  el  caso  de  haber  de  subastar  los  bienes  de  un  deu- 
dor comprometido  y  obligado  por  documentos  feha- 
cientes cl  cumplir  un  contrato,  prohiben  que  se  pro- 
ceda a  la  enagenacion.,  sin  que  precedan  valuos,  y  jus- 
tiprecios practicados  por  peritos  que  nombre  el  mismo 
dueño  de  ellos.  Fundado  cu  estos  principios  cree  el  Fis- 
cal, f§3~que  si  la  cnagenacion  de  la  casa  que  se  re- 
clama, no  fué  hecha  con  la  voluntad  y  consentimiento 
c.rpreso  del  Doctor  Carranza;  o  en  virtud  de  una  sen- 
tencia d'bida  mente  formulada  y  legal  que  decrétasela 
subasta  de  dicha  casa,  la  enagenacion  es  nula,  y  de 
ningún  calor  ni  efecto 

Los  espedientes  de  la  enagenacion  de  las  casas  de 
Ja  Señora  Retes,  están  manifestó ndo  el  desprecio  que  se 
hacia  de  todas  las  leyes  y  de  los  principios  mas  cla- 
ros del  derecho  común.  Ni  para  los  valúos^  ni  para 
el  remate,  ni  para  nada  se  contó  con  ella:  todo  se 
hacia  de  orden  de  la  Intendencia,  sin  guardar  los. 
trámites  nías  precisos,  siquiera  para  cohonestar  el  pro- 
cedimiento, siquiera  por  modestia.  En  efecto,  no  solo  no 
se  oyó,  no  se  llamó,-  ni  se  citó  á  Ia<  Señora  Retes, 
sino  que  se  despreciaban  las  representaciones  de  su, 
apoderado:  Yo  na  sé  como,  pues,  pueda  suponerse 
transferido  el  dominio  en  los  compradores  de_  éstas, 
cuando  es  evidente  que  solo  la  voluntad  del  Señor  es- 
presa, ó  presunta  puede  enagenar  la-  cosa.  Cuando  la 
ley  preexistente  por  medio  de  la  prescripción,  nos  quita- 
el  dominio  de  una  cosa,  supone  en  el  dueño  la  volun- 
tad de  abandonarla,  cuando  ño  la  reclama,  viendo  a» 
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otro  disfrutarla  por  un  considerable  espacio  de  tiem- 
po. El  juez  vende  la  cosa  agena;  pero  vende  á  nom- 
bre del  deudor,  en  cumplimiento  de  una  obligación 
que  rehusa  cumplir;  pero  el  juez  nunca  dice,  vendo  por 
mí,  vendo  lo  mió,  vendo  á  mi  nombre,  sino  á  nom- 
bre del  dueño  de  la  cosa,  para  hacerlo  cumplir  una 
obligación  preexistente.  La  ley  siempre  justa,  siem- 
pre respetuosa,  jamas  deja  sin  defensa,  ni  aun  al  mas 
criminal.  Si  procesa  á  un  reo  ausente,  le  nombra  de- 
fensor: si  juzga  á  un  rebelde,  lo  apercibe,  y  hasta  le 
dá  vida  á  los  estrados  del  juzgado,  para  que  se  vea, 
que  no  hay  caso,  ni  el  mas  remoto  en  que  pueda  uno 
ser  despojado  de  sus  bienes  sin  su  audiencia. 

En  el  espediente  que  se  instruyó  para  la  venta 
de  la^casa  de  la  esquina  del  Sagrario,  verificado  en 
el  Señor  Carlos  Mean  y,  suplico  al  Señor  juez,  fije 
toda  su  atención.  Comienza  por  los  valúos  hechos  de 
orden  de  la  Intendencia  de  hacienda;  y  con  fecha  16. 
de  Diciembre  de  830,  se  señaló  para  el  remate  el 
20.  del  mismo  mes.  Es  decir,  tres  dias,  ¿  y  los  prego- 
nes? Y  la  publicidad  que  la  ley  exije  para  vender 
en  almoneda? — No  se  remató  el  dia  señalado,  y  des- 
pués se  dieron  los  pregones  de  tres  en  tres  dias,  y 
se  señaló  para  el  remate  el  7.  de  Enero  siguiente. 

Luego,  el  Señor  Intendente  dió  orden  verbal  pa- 
ra suspender  el  curso  del  negocio,  y  se  suspendió  sin 
que  nadie  supiera  por  qué.  De  repei  te  con  fecha  23. 
de  Febrero  de  831.  sin  solicitud  de  nadie,  también 
de  orden  verbal  del  Señor  Intendente,  se  señaló  otra 
vez  para  el  remate  el  26.  de  Febrero,  y  entonces  se 
remató  la  casa  en  el  referido  Señor  Carlos  Meany: 
¿por  qué  tan  de  prisa?  ¿porqué  no  decretaba  el  In- 
tendente bajo  su  firma,  sino  que  daba  ordenes  verbales? 
Yo  lo  voy  á  decir:  nada  se  debe  omitir  en  este  ne- 
gocio: el  publico  todo  debe  instruirse  en  sus  por- 
menores. 
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La  Legislatura  estaba  reunida,  y  en  18.  de  Fe- 
brero expidió  un  decreto,  derogando  el  de  23.  de 
Noviembre  de  829.,  en  cuyo  articulo  2.°  decia:  "Se- 
ran  inmediatamente  devueltos  los  intereses  y  picas  que 
se  hubieren  embargado,  y  que  existan  sin  enagenar- 
se  (*)— El  apoderado  de  la  Señora  Retes  que  supo 
de  este  decreto,  se  presentó  inmediatamente  al  Go- 
bierno, pidiendo  se  suspendiese  todo  procedimiento, 
mientras  se  sancionaba;  y  este  escrito  produjo  la  or- 
den verbal  de  rematarla  casa;  pero  por  mas  que  se 
hizo,  siempre  resultó  el  remate  hecho  diez  días  des- 
pués de  la  ley. 

Esta  fué  la  última  casa  que  se  remato:  era  la 
mas  útil  de  las  cuatro  vendidas,  y  el   apoderado  de 
la  Señora  Retes,  deseoso  de  conservarla,  intento  con 
arreólo  á  la  ley,  abrir  el  remate  por  el  diezmo,  so- 
bre la  postura,  como  bienes  de  la  hacienda  publica. 
El  no«-oció  mudó  entonces  de  aspecto.  La  casa  se  su- 
ponía =de  la  hacienda  pública;  asi  es  que  cuando  se 
preo  onó,  después  de  no  haber  habido  postor  el  pvimer 
cli*  señalado,  lo  fué  por  nueve  «lias;  y  como  se  acos- 
tumbra con  los  bienes    fiscales.    Cuando  se  intento 
abrir  el  remate,  entónces  la  casa  ya  no  era  de  la  ha- 
cienda pública,  sino  de  un  particular  a  quien  no  com- 
petían los  privilegios  del  fisco.  Asi  lo  aseguro  el  Se- 
ñor Mean v  en  sus  escritos  por  estas  terminantes  pa- 
lnpras:  H&la  casa  vendida,  no  es  de  la  hacienda  pu- 
blica    ..Es  verdad  que  la  venta  la  ha  hecho  el  Es- 
tado, pero  no  de  bienes  suyos. ...y  la  casa  cuya  pos- 
tura se  intenta  abrir,  no  es  de  ^af^.J^f¿ 
sino  de  un  particular,  y  de  un  particular  ^fdf  jf 
Beu  de  España,  pues  si  la  venta  la  hace  el  Estado 
no  la  verifica  de  cosa   suya,  sino  de  un  deposito  que 
ha  tomado  $\Jp& 


(*)  Decreto  de  18-  de  Febrero  de  1831. 


*** 
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El  espediente  siguió  su  curso  ante  el  Juez  de 
hacienda;  y  estando  allí  radicado,  el    Señor  Mcany, 
en  Marzo  de  832.  se  presento  al  Gefe  del  Estado, 
pidiendo  que  le  mandase  al  Ciudadano  Miguel  Molina, 
pagarle  las  costas  que    habia  causado  en  aquel  espe- 
diente. El  Gefe  del  Estado   mandó  pasar  en  comi- 
sión   el  asunto  á  Don  Félix  Mejia,   y    este,  consti- 
tuyéndose en  juez  de  autoridad  propia,  se  avocó  los 
autos,  y  los  falló  del  modo  mas  escandaloso.  Yo  su- 
plico al  Señor  juez,  se  sirva  leer  desde  el  folio  80.  aquel- 
la resolución,  muy   digna    de    correr   en   los  autos 
de  este  negocio.    Mejia  sin  nombramiento,    sin  ha- 
"ber  sido  propuesto  en  terna,  sin    prestar  juramento, 
y  por  que  le  pasaron  en  comisión  un  escrito,  se  hi- 
zo juez  de  hacienda  en  un  solo  negocio,  y  determi- 
nó: '$3~que  la  Intendencia  era  un  juez:  que  de  sus  re- 
soluciones debía  APELARSE  ALGOB1ERNO:  que  no 
habiendo  apelado  Molina  el  fallo,  en  que  la  Intendencia 
declaró  sin  lugar  la  apertura  del  remate,  estaba  ejecuto? 
riado:  que  las  gestiones  del  Ciudadano  Molina,  desde 
que  solicitó  la  apertura  del  remate,  fueron  varias,  te- 
merarias é  ilegales,  por  dirijirse  contra  un  fallo  eje' 
cutoriado  y  por  gestionar  ante  un  juez  incompelelente 
(el  de  hacienda  a  quien  le  arrancó  los  auíos,  y  donde 
pendian),  lo  condeno  en  todas  las  costas.  )¿)Se  podrá 

creer  ésto  oespues  de  diez  años  de  pasados  los  he- 
chos? Ahí  están  los  autos  originales.  Se  vé  lo  obra- 
do en  eliosj  y  apenas  puede  uno  persuadirse  de  que 
sea  cierto.  Aun  hay  mas;  á  folios  7.  se  vé  un  escrito 
de  puño  y  letra  de  Mejia,  firmado  por  el  Señor  Mea- 
ny,  pidiendo  la  aprobación  del  remate.  A  folios  «0.  se 
se  vé  la  sentencia  de  puño  y  letra  del  mismo  Mejia, 
declarando  sin  lugar  la  apertura  del  remate,  en  favor 
del  Señor  Meany,  y  condenando  á  Molina  en  las  cos- 


[*J  Sjn  las  mismas  palabras  de  la  sentencia. 
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tas.— ¡Juez  el  mismo  Abo^ado!!!=La  misma  letra  en 
los  escritos  que  en  la  sentencia!!!.... 

De  éstos  hechos  resulta  un  argumento  cuya  fuer} 
za  está  al  alcance  de  todos.  Si  la  casa  era  de  un  par- 
ticular, g  por  qué  se  vendió  como  bienes  fiscales,  abre- 
viando los  términos  y  sin  contar  con  el  particu- 
lar, sin  citarlo  y  vencerlo  por  derecho?  Si  era  de  la 
hacienda  pública,  ¿  por  qué  no  se  abrió  el  remate 
por  la  puja  del  diezmo,  siendo  asi  que  se  intentó  den-^ 
tro  los  noventa  dias  que  señala  la  ley?.... 

Muy  bien,  Señor  Juez,  á  la  vista  de  U.  están 
los  autos:  allí  los  documentos  originales  en  que  de  un 
modo  innegable  aparecen  -estos  hechos,  y  otros  mu- 
chos que  ya  no  analizo  por  no  fastidiar:  ante  la  ra- 
zón, ante  la  justicia,  ante  la  moral  sobre  todo,  se  po- 
drá declarar  válidas  las  ventas  de  las  casas  de  la  Se- 
ñora Retes? — Si  lo  son,  dicen  los  poseedores,  por  que 
la  ley  53.  tit.  5.°,  part.da  5.a  dice:  Vendiendo  b 
dando  el  Rey  cosa  agena,  como  suya,  pasa  el  señorío 
de  aquella  cosa,  al  que  la  vende  ó  al  que  la  dá  &. 


Los  Reyes  de  España  para  quienes  fué,  dada  aquel- 
la ley,  eran  Reyes  absolutos,  señores  da  vidas  y  ha- 
ciendas, y  al  leerla  ocurre  preguntar,  ¿  quien  era  el 
Rey  entre  nosotros  ?  ¿  La  Asamblea  ?  ¿  El  Gefe  del 
Estado?  ¿serían  los  dos  juntos  ?...  .Por  otra  parte, 
qué  ventajas  habríamos  reportado  de  la  independen- 
cia y  del  establecimiento  de  un  gobierno  pátrio,  si 
hubiéramos  transportado  el  eétro  español  á  nuestro 
suelo  ?  ¿qué  seria  de  la  libertad,  si  en  vez  de  un 
Gobierno  representativo  y  constitucional,  limitado  por 
la  ley  en  sus  funciones,  hubiéramos  criado  Asambleas 
Reyes,  Gefes  de  Estado  Reyes  ?  y  que  por  librar- 
nos de  la  dominación  de  uno,  nos  hubiéramos  some-, 
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tido  á  la  de  muchos? 

Pero  es  justo  que  examinemos  la  ley,  supuesto 
que  sirve  de  apoyo  alas  partes  contrarias.  Vendiendo 
el  Bey  cosa  agena  como  suyn,  dice  la  ley. — Pues  el 
Gobierno  jamas  vendió  en  el  concepto  de  que  las  ca- 
sas eran  suyas,  tanto  que  en  los  mismos  remates  se 
dijo:  las  casas  del  Español  Don  Juan  Antonio  Bus- 
tamante;  y  en  éste  concepto  se  compraron  como  se 
ha  visto  anteriormente.  Gregorio  López  «-losando 
ésta  ley  dice  (glosa  2  £ >):,  requi  füur  quod  Princeps 
credat  rem  esse  suani  cum  donat;  nam  si  scivet  alie'iam 
non  habet  locum  ista  lex,  et  hcec  est  communis  opinio: 
el  si  donaret  ut  suum  quod  sciebat  alienum,  non  pro- 
desset  Lícet  expressé  diceret,  dono  ut  meum.  Es  pues 
evidente  que  ésta  ley  no  puede  ser  aplicable  ai  ca- 
so presente;  aun  cuando  se  suponga  este  un  dere-. 
cho  concedido  al  Supremo  Gobernante,  y  no  un  pri- 
vilegio puramente  personal  del  Rey,  como  yo  lo  creo. 
El  Gobierno  sabia  que  vendía  cosa  agena,  la  legis- 
latura mandó  ocupar  los  bienes  ágenos  y  que  eu  este 
concepto  se  enagenasen,  por  que  si  los  hubiera  creído 
del  Estado,  no  hubiera  mandado  devolver  su  precio. 

Los  mismos  Reyes  españoles  tan  absolutos  como 
lo  eran,  no  se  creyeron  jamas  con  poder  de  hacer 
loque  nuestra  Legislatura. — Eu  la  ley  2.\  tít.  l.> 
part^.  2a  dicen:  QUE  PODER  HA  EL  EMPE- 
RADOR Y  COMO  DE  FE  USAR  DEL  IMPERIO. 
Oh  'o  si  dezimos,  que  cuando  el  Emperador  quisiere 
tomar  heredamiento,  ó  alguna  otra  cosa  a  algunos  pa- 
rji  si,  ó  para  darlo  á  otro;  como  quisr  que  él  sea  Se- 
ñor de  todos  los  del  imperio,  para  ampararlos  de  fuerza 
y  para  mantenerlos  en  justicia,  |$¡3r con  todo  csso  non 
puede  tomar  á  ninguno  lo  suyo  sin  su  placer,  JT1$  si 
non  ficíesse  tal  cosa,  por  que  lo  deuiesse  perder  segund  leij. 
La  31.  út.  18.  part.  3.;\  se  espresa  asi:  Contra  de- 
recho natural  non  deue  dar  preuil/ejo,  niu  caria  Epft 


perador  n,n  Rey,  ni  otro  Señor. — E  SI  LA  DIERE 
NON  DEUE  'VALER:  é  contra  derecho  natural  se- 
ria, si  diessen  por  preuillejo  ¿as  cosas  de  un  orne  a 
otro,  non.  auiendo  fecho  cos  í  por  que  das  deuiesse  per' 
der  aquel  cuyas  eran. 

Tal  es  el  lenguaje  de  los  Reyes,  de  los  Réyes 
déspotas,  que  se  creían  señores  de  vidas  y  haciendas; 
ellos  misinos  declaraban  nulos  sus  actos  inicuos,  y 
proclamaban  entre  sus  deberes,  el  respeto  á  la  pro- 
piedad agena.  Compárese  la  ley  citada  por  los  po- 
nedores de  las  casas  de  la  Retes,  y  las  dos  anterio- 
res, y  decida  la  sana  razón  y  la  "imparcialidad,  cua- 
les son  aplicables  al  caso  presente,  esto  es  en  el  su- 
puesto de  que  aquella  esté  vigente. 

No  puede  suponerse  vigente  tal  ley  entre  no- 
sotros. Aun  cuando  no  se  hubieran  emitido  los  artículos 
17o.  de  la  Constií-x-ion  federal,  y  el  31.  de  la  del  Estado; 
los  mismos  reyes  de  España  dieron  disposiciones  pos- 
teriores y  contrarias  a  osla  ley  de  partida,  citada  con 
tanto  énfasis.  Las  leves  2.a  y  7.a,  tit.  13.  lib.  4.°  de  la  Re- 
copilación de  Castilla,  dicen  asi:  Defendemos  que  nin- 
gún alcalde,  ni  juez,  ni  persona  privada  no  seanossa- 
dos  de  despojar  de  su  possesion  á  persona  alguna,  SIN 
SER  PRIMERAMENTE  LLAMADO,  Y  OIDO  Y 
VENCI QO  POR  DERECHO:  y  si  pareciere  CARTA 
NU ESTRA  por  donde  mandciremos  dar  la  posession  que 
uno  tenga,  a  otro,  y  la  tal  carta  fuere  sin  audiencia, 
que  sea  obedecida  $$¿Jry  no  cumplida:  «Jpg  y  si  por  las 
tales  cartas  o  albalaes,  algunos  fueren  despojados  de 
sus  bienes  por  un  alcalde,  que  hs  otros  alcaldes  de  la 
ciudad,  ó  de  donde  acaeciere,  RESTITUYAN  A  LA 
PARTE  DESPOJADA,  hasta  tercero  día:  y  pasado 
el  tercero  dia,  que  lo  restituyan  los  oficiales  del  Con- 
sejo.— Si  acaeciere  que  NOS  hubiéremos  dado  6  die- 
remos cartas  para  que  algunos  sean  despojados  desús 
bienes  y  oficios,  y  de  ellos  hiciéremos  merced  á  otros, 
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vuestra  merced  y  voluntad  es,  que  las  tales  cartas  sean 
obedecidas,  $jty  no  cumplidas:  y  no  entendemos  ha- 
cer merced  de  bienes,  ni  de  oficios  de  personas  algunas, 
sin  que  primeramente  sean  llamadas  y  vencidas;  y  se 
guarde  lo  que  las  ley?s  de  nuestro  rey  no  en  tal  caso 
mandan;  las  cuales  mandamos  que  se  guarden  en  lodo, 
y  por  todo,  según  y  como  en  ellas  se  contiene. 

ífe  aquí,  pues,  á  los  Reyes  soberanos,  verdade- 
ramente poderosos  y  grandes,  mandando  á  un  sim- 
ple Alcalde  negar  el  cumplimiento  á  sus  decretos, 
y  previniéndole,  devuelvan  sus  bienes  á  aquellos  que 
sin  audiencia,  hubieren  sido  despojados,  aun  por  sus 
rescriptos.  Pero  nosotros  republicanos,  liberales,  pro- 
clamando garantías  y  el  imperio  de  las  leyes,  que- 
remos despojar  á  nuestros  tribunales  del  primero,  y 
mas  sagrado  de  sus  deberes,  del  de  prótejer  la  pro- 
piedad, tan  solo  por  que  se  dice  que  el  Gobierno 
dispuso  de  ella,  y  que  sus  actos  no  están  sujetos  a  los 
jueces.  ¡Contradicción  que  no  sé  como  podrá  espli- 
carse! 

Pero  el  acto  de  vender  una  cosa,  podrá  llamarse 
acto  administrativo  del  Gobierno,  no  sujeto  á  la  de- 
cisión de  los  tribunales  comunes?  Ningún  hombre  de 
sentido  común,  podrá  afirmarlo.  Hasta  ahora  nadie  ha 
atribuido  á  ningún  juez,  facultad  para  fallar  sobre  un 
tratado  de  amistad  y  alianza,  celebrado  con  otro  Es- 
tado: sobre  el  nombramiento  de  un  empleado  y  otros 
semejantes;  pero  cuando  el  gobernante  desciende  de 
su  solio  á  vender  bienes  ágenos:  cuando  celebra  un 
contrato  con  arreglo  á  las  leyes  comunes:  cuando 
otorga  una  escritura,  en  la  cual  se  obliga -á  la  evic- 
cion  y  saneamiento  de  una  cosa  que  vende,  ¿quien 
es  el  que  duda,  de  buena  fé,  que  sobre  estos  actos 
no  pueda  decidir  la  autoridad  judicial"?  Los  mismos  po- 
seedores que  alegan  estas  razones,  quieren  que  el 
Gobierno  los  defienda,  cuando  son  demandados  y  lo 


.  mi 

interpelan  judicialmente;  bien,  es  verdad  que  desean 
que  la  defensa  se  haga,  imponiendo  silencio  á  la  parte 
actora.  Pero  este  es  yá  un  punto  decidido  por  una  eje- 
cutoria, y  no  molestaré  mas  la  atención  del  juzgado 
con  él.  5 


Con  el  objeto  de  alarmar  al  Gobierno  sin  duda, 
se  llama  la  atención  con  laá  siguientes  palabras:  "Si 
„  ahofa  por  una  providencia  judicial,  se  anulan  las  ven- 
das de  las  casas,  celebradas  en  virtud  de  una  dispo- 
„  sicion  legislativa,  nadie  en  lo  succesivo  se  espondrá 
„  á  tratar  con  el  Ejecutivo  que  exista,  sean  cualesquiera 
„  las  circunstancias  favorables  que  le  rodeen.  De  aqui 
„  la  falta  de  recursos  en  los  grandes  apuros  del  Es- 
,,  íado,  y  de  aqui,  que  nadie  prestará  auxilios  de  nin- 
„  guua  clase,  temiendo'  perder  sus  cosas,  ó  comprome- 
„  terse  en  un  pleito. 

Ciertamente,  el  modo  mas  eficaz  de  hacer  efec- 
tivas tas  garantías  en  favor  de  la  propiedad,  ¿no  será 
el  decl  atar  nulos  todos  los  actos  que  se  cometan  ile- 
gahnente  contra  ella?  El  Gobierno  no  se  atreverá  á 
atacarla,  por  que  sabe  que  sus  actos  no  serán  reco- 
nocidos, por  el  poder  encargado  de  conservar  ilesos 
los  derechos  particulares.  Ninguno  se  atreverá  á  com- 
prar lo  que  vende  "el  Gobierno,  no  siendo  suyo;  y 
los  gobiernos  no  se  atreverán  á  tomar  lo  ageno,  sa- 
biendo que  el  pueblo  no  querrá  comprar,  por  que  no 
podrá  sostener  una  propiedad  mal  adquirida.  Después 
de  una  declaratoria  de  esta  naturaleza,  el  propietario 
descansará  tranquilo;  pues  si  la  fuerza,  la  intriga,  la 
envidia,  ó  una  cabala  política,  lo  despojan  hoy  de  su 
haber,  sabe  que  aquellos  actos  no  se  sostienen  ante 
Ja  ley,  y  que  aunque  sean  sus  nietos,  podrán  reparar  el 
daño  causado  injustamente.  Ninguno  querrá  tratar 
con  el  Ejecutivo.  Enhorabuena,  que  ninguno  trate,  si 
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ha  de  tratar  atrepellando  las  leyes,  y  conculcando  los 
derechos  mas  preciosos  del,  hombre,  he  faltaran  re- 
cursos: no  le  faltarán.  El  propietario  tranquilo,  y  se- 
guro de  que  no  será  despojado  impunemente,  sabrá 
subministrarlos:  la  seguridad  auméntala  el  trabajo,  y 
éste  la  riqueza  pública:  le  faltarán,  si,  lo,s  que  se  pro- 
porcione como  se  proporcionó  el  valor  de  las  casas 
de  la  Señora  Retes:  le  faltarán  para  sostener  el  agio- 
taje, y  para  alentar  la  codicia  de  los  que  lacran  con 
el  favor  del  gobernante,  y  en  el  desorden  de  la  re- 
volución; pero  se  salvará  la  propiedad:  se  conserva-» 
rán  ias    leyes,   y  se  respetará  la    moral  pública. 

No  se  diga,  Señor,  que  la  Asamblea  Constituí 
vente  del  Estado  en  su  decreto  de  16.  de  Setiembre 
de  839.,  sancionó  estos  hechos,  por  que  mandó  de- 
volver las  exacciones  ejecutadas  por  el  decreto  de 
4.  de  Junio  de  829,  y  todos  los  demás  prestamos 
forzosos  y  voluntarios.  Esto  seria  añadir  un  nuevo 
insulta  á  tantas  injurias  cometidas.  La  Señora  Retes 
ni  puede  exijir,  ni  quiere  el  precio  de  sus  casas, 
mientras  las  leyes  le  concedan  una  acción  positiva  con 
qué  reclamarlas.  Pedir  su  precio,  seria  lo  mismo  que 
ratificar  su  venta;  y  si  no  puede  vender  según  la  vo- 
luntad de  su  padre,  tampoco  seria  válida  la  ratifi- 
cación que  hiciera.  Los  poseedores  y  el  Gobierno, 
no  quedarían  seguros  con  ella,  por  que  después  de 
sus  dias,  vendrían  las  obras  pias  á  reclamar  sus  de- 
rechos, y  á  hacer  efectiva  la  voluntad  de  Don  José 
Victoria  de  Retes.  El  decreto  ántes  citado,  es  inapli- 
cable a  nuestro  caso:  habla  de  las  exacciones  de  la 
ley  de  4.  de  Junio  de  829.:  habla  de  los  préstamos 
forzosos  y  voluntarios,  y  yó  reclamo  la  ocupación  y 
enajenación  arbitraria  de  los  bienes  de  la  Señora 
Retes:  los  reclamo  con  la  acción  de  dominio,  con  la 
acción  que  le  dá  la  ley. 

El  Señor  Fiscal  en  su  contestación  intentó  per-* 


suadir  al  juzgado,  que  esta  acción  no  le  correspondía, 
á  la  Señora  Retes,  por  que  no  gozando  del  dominio 
pleno  de  las  casas,  no  podia  concedérsele.  Permítame 
el  Señor  Fiscal  preguntarle,  ¿  cual  es  la  ley  que  le 
quita  al  Señor  de!  dominio  útil,  la  acción  sobre  la  cosa? 
El  heredero  fideicomisario,  no  es  propietario,  ¿y  no 
tiene  la  acción  real  para  reclamar  los  bienes  heredi- 
tarios ?  El  depositario,  el  enfiteuta,  el-  inquilino  cuan- 
do ha  tratado  á  cierto  tiempo,  ¿no  pueden  recla- 
mar la  cosa  que  Ies  es  obligaba'?  La  Señora  Retes  no 
ha  dicho  que  se  le  declare  propietario  absoluto  de 
las  casas:  que  se  le  devuelvan  pide,  para  disponer  del 
usufructo  de  que  es  dueño  absoluto,  y  para  cumplir 
la  voluntad  de  su  padre  en  lo  demás.  Entabla  por 
sí  la  acción  de  dominio  por  el  usufructo,  y  la  enta- 
bla corno  heredera  fideicomisaria,  para  llenar  la  volun- 
tad del  testador;  en  fin,  lo  que  quiere  es,  que  se  le  res- 
tituyan sus  derechos  y  él  goce  de  sus  casas:  tal  cual 
lo  disfrutaba  antes  de  la  ley  de  23.  de  Noviembre 
de  829. 

Basta  ya,  Señor  Juez.  He  molestado  demasiado 
la  atención  de  U.  Mas  la  naturaleza  del  negocio  que 
jne  ha  tocado  ventilar,  así  lo  exijia.  Me  era  preciso 
dar  una  idea  exact;\  de  cuanto  ha  ocurrido  en  él,  pa- 
ra esclarecer  la  verdad  y  demostrar  la  justicia  de  mi 
causa:  creo  que  lo  hé  conseguido,  pues  me  parece 
que  hé  manifestado: 

Que  la  Asamblea  Legislativa  de  829.,  no  solo  no 
tubo  facultad  para  emitir  el  decreto  de  23.  de  No- 
viembre de  aquel  año,  sino  que  le  era  terminantemen- 
te prohibido  por  la  Constitución  general  de  la  Re- 
pública, y  la  particular  del  Estado. 

Que  aun  cuando  la  Asamblea  hubiera  tenido 
aquella  facultad,  el  Gobierno  al  usar  de  ella,  se  exce- 
dió, ocupando  bienes  que  no  estaban  comprendidos  en 
la-  ley:  enagenándolos  sin  contar  con  su  dueño,  y  ven-r 
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diendo  aun  los  que  estaban  mandados  devolver. 

Que  siendo  la  ley  contraria  á  la  Constitución, 
los  jueces  no  deben  aplicarla  en  sus  tallos,  de  cuyo 
poder  están  en  posesión,  y  se  les  previene  por  una  ley 
espresa,  y  vigente  entre  nosotros. 

Que  los  bienes  de  la  Señora  Retes  no  están  com- 
prendidos en  la  ley  de  23.  de  Noviembre  de  829. 

Que  fueron  enajenados  sin  ninguna  formalidad, 
y  contraviniendo  alas  leyes  2  $  .  y  7  rt  .  tit.  13.,  íib. 
4o.  déla  Recopilación    de  Castilla. 

Que  la  53.  tit.  5  o.,  parí.  no  esta  viden- 

te, ni  es  aplicable  á  nuestro  caso,  corno  lo  son  las 
fflfhk  tit.  Io-,  part.  2rt„  y  la  31.,  tit.  18.  pnrt.  3.  * 

Que  la  Señora  Retes  es  d^eño  del  dominio  útil 
de  las  casas,  y  legitima  administradora  del  directo,  y 
como  tal  há  dirijido  bien  su  acción  de  dominio  reiüiu- 
dicaLoria. 

"  Y  filialmente,  que  la  venta  de  sus  casas  por 
todos  éstos  motivos,  es  nula,  de  ningún  valor  ni  efec- 
to,, y  que  deben  devolvérsele  sin  demora  ,, 

Tal  es  la  resolución  que  espero  dictará  la  justi- 
ficación de  este  juzgado.  La  exije  la  justicia,  la  pre- 
viene la  ley,  'y  la  demanda  el  crédito  del  mismo  Go- 
bierno. Yo  conozco  que  ella  se  llevará  tras  si  el  interés 
de  los  actuales  poseedores;  pero  el  interés  de  la  so- 
ciedad entera  la  reclama:  ella  hará  efectivas  las  ga- 
rantías consignadas  en  tantos  decretos,  proclamadas 
en  tantos  documentos  públicos:  ella  en  iin,  estable- 
cerá un  principio,  y  dará  una  lección  muy  importante 
á.  los  Gobiernos:  que  las  circunstancias  en  virtud  de 
las  cuales  se  creen  autorizados  para  obrar  el  mal,  pa- 
san con  rapidez;  pero  que  el  mal  queda,  y  con  el 
tiempo  exije  grandes  reparaciones. 

Guatemala,  Octubre  24.  de  1842. 


Andrés  Andreu. 


PUBLICACION 
DE  LA. 

SENTENCIA 

QUE  LA  CAMARA  DE  2.»  INSTANCIA  HA  PRONUNCIADO 
CONTRA  EL  Sr.  MANUEL  AVALA, 
EN  EL  JUICIO  EJECUTIVO  QUE  CONTRA  EL  SIGUE 
LA  REPRESENTACION  DEL  FINADO  CASTR1CI0NES 

POR  DIEZ  MIL  PESOS; 
Y  ESPRES10N  DE  AGRAVIOS  QUE  SU  APODERADO 
HA  PRESENTADO  A  LA  CAMARA 
DE   3.»  INSTANCIA. 


ANO    ©E  1841. 


SALVADOREÑOS. 


CüNSTITUlDOS  bajo  un  Gobierno  republicano,  popular  re» 
r-resentativo,  es  ejercido  por  tres  podeTes  distintos  y  se  q¡U 
vide  en  Lejislativo,  Ejeculivo  y  Judicial.  Este  último  tie- 
nen mas  á  la  vista  los  ciudadanos,  y  la  jeneralidad  no  se 
fija  en  el  modo  de  dictar  las  leyes,  sinó  en  las  consecuen- 
cias ruinosas  que  traen  su  ejecución  cuando  son  mal  inter- 
pretadas; y  como  en  su  verdadera  aplicación  encuentra  ei 
individuo  asegurada  su  vida,  honor  y  propiedad,  enanco 
se  falta  á  ellas,  se  resiente  y  no  puede  menos  que  censu- 
rar el  abuso  que  se  hace  del  peder  Tal  es  el  hecho 
de  que  voi  á  hablaros,  persuadido  de  que  los  hombTes  sen- 
satos é  imparciales,  no  negarán  que  se  me  ha  faltado  á  la 
justicia  con  ofensa  de  las  leyes,  como  se  manifiesta  por  el 
escrito  que  adelante  se  vera. 

Ya  el  público  ha  visto  el  alegato  que  ante  el  Juez  de 

1.  a  instancia  de  esta  Corte  presenté,  desarrollando  las  ecep- 
ciones  que  opuse  en  el  juicio  ejecutivo  que  la  representa- 
ción del  finado  D.  Gregorio  Caslriciones  sigue  contra  mi  tío 
el  Sr.  Manuel  Ayala,  por  diez  mil  pesos  que  se  supone  se 
adeudan  del  valor  de  las  haciendas  la  Barranca  y  el  Rosa- 
rio, por  las  que  no  podia  sentenciarse  la  causa  de  remate. 
También  ha  visto  el  dicláir.en  que  en  este  litis  emitió  el 
Licenciado  Francisco  Saldivar,  por  el  que  se  sentenció  en 
l.i  instancia  que  se  subastasen  dichas  haciendas,  y  con  su 
producido  se  pagasen  los  diez  mil  pesos  que  se  cobran.  Esta 
determinación,  todos  los  hombres  imparciales  la  vieron  con 
horror,   y  no  dudaron  que  seria  revocada  por  la  Cámara  de 

2.  a  instancia.  Yo  la  vf  de  la  misma  manera,  y  no  vacilé 
un  momento  en  anunciar  al  publico  que  tal  sentencia  no 
subsisliria,  tanto  porque  el  dictamen  que  la  halia  producido 
era  i¡  fundado  en  todos  conceptos,  como  porque  la  causa  iba 
á  ser  vista  por  Mojistrados  que  según  la  Carta  fundamental 
del  Estado,  art.  46,  son  los  abogados  mas  acreditados,  y 
jamas  podían  faltar  á  la  justicia,  á  la  lei  y  á  la  rectitud  de 
hombres  sabios  y  justos.  Estas  consideraciones,  y  la  deque; 
en  la  espresion  de  agravios  se  demostraron  de  varias  mane- 
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Tas  los  erroTes  en  que  incurrió  el  Asesor  Saldivar,  crei  por 

10  tanto  que  dicha  sentencia  fuese  revocada.  Mas  todo  fué 
en  vano;  porque  los  señores  Majistrados  Damián  Villacorta 
y  Estevan  Castro,  secundando  la  opinión  de  aquel  letrado, 
confirmaron  la  sentencia  apelada.  En  vano  se  demosttó  co- 
mo la  luz  del  medio  día,  la  justicia  que  le  asiste  á  mi  tio. 
En  vano  se  esforzó  el  Abogado  que  me  dirije,  en  esclare- 
cer con  sólidos  y  fundados  argumentos,  que  la  casa  de  Cas- 
iriciones  no  tiene  ningún  derecho  á  la  cantidad  que  recla- 
ma; 1.°  porque  ha  presciipto  no  solo  la  acción  ejecutiva,  si- 
no también  la  ordinaria:  2.°  porque  la  deuda  está  pagada 
con  tinta  añil  que  se  le  entregó  á  Castriciones:  S.°  que  no 
hai  una  cantidad  líquida  para  que  la  acción  entablada  pue- 
da ser  fjecutivri;  y  4.°  porque  los  Castriciones  perdieron 
cualquier  derecho  que  pudieran  tener,  por  el  despojo  vio- 
lento que  se  le  hizo  á  mi  tio  el  alio  de  82o,  de  sus  hacien- 
das mencionadas.  Mas  nada  de  esto  se  ha  tenido  en  con- 
sideración,  y  mas  bien  ha  declarado  la  Cámara  que  no  hai 
leyes  que  favorezcan  á  mi  tio. 

No  obstante  esta  declaratoria  sobre  no  haber  leyes  para 
determinar  el  negocio,  los  salvadoreños  verán  que  si  las 
hai  mui  terminantes,  é  igualmente  doctrinas  de  Autores  res- 
petables que  en  el  dia  se  hallan  en  práctica.  Llamo  sobre 
esto  la  atención  del  público.  Las  mismas  autoridades  que 
han  mandado  restituir  á  mi  tio  sus  haciendas  con  todos  sus 
bienes,  y  los  danos  y  perjuicios  que  se  le  causaron  por  el 
despojo,  estas  mismas  declaran  hoi  que  no  tiene  lugar  la 
ecepcion  de  que  Castriciones  pierda  por  el  despojo  cual- 
quier derecho  que  pudi  r  i  tener  al  valor  de  las  haciendas. 
Una  es  la  lei  que  mand  :.  <  1  despojado  sea  restituido  an- 
te omnia,  y  una  sola  ejs  la  que  por  este  solo  hecho  pierde 
el  des  pojador  cualquier  der  cifro  fyue  pudiera  t^ner  en  la 
cosa  despojada.  .Y  porqué  se  cumple  con  la  lei  en  aquella 
parle  y  en  esta  nó? — A  la  verd  id  que  no  se  sabe  cual  sea 
la  causa. 

Por  el   escrito  que  á    la  Cámara  de  3.a  instancia  he 
al.-,  ando  contra  la  sentencia  de  los  señores  Vi- 

11  co.la  Castro,  se  ve  c  aramente,  que  no  está  fundada 
en  las  leyes  y  doctrines  que  deciden  el  punto  en  cuestioli, 
y  que  por  lo  tanto  debe  ser  revocada;   la  cual  dice: 


'„ Cámara  de  2.a  instancia  San  Salvador,  Setiembre  vein- 
te y  ocho  de  mil    ochocientos  cuarenta  y  siete  —Visto  en 
grado  de  apelación   el   proceso  ejecutivo  instruido    por  el 
Juez  de  1.a  instancia  de  esta  Capital  por  demanda  que  for- 
malizó la  representación  del  finado  D.  Gregorio  Castricio- 
nes  contra  el  Sr.  Manuel  Ayala,  por  cantidad  de  diez  mil  ps. 
xle  plazo  cnmpl  do  que  le  es  en  deber,  por  cuenta  del  pre- 
cio en  que  le  vendió  las  haciendas  Barranca  y  Rosario  del 
distrito  de  O.  cu;  1a:  resultando  de  autos:  que  el  apodera- 
do jeneral  de  la  casa  del  finado  Castriciones  se  presentó  so- 
licitando que  se  obligase  Ayala  á  pagar  ejecutivamente  los 
dií  z  mil  pesos  que  debía  pagar  por  razón  de  la  compra  de 
las  me  i  ci  v.ad  is  haciendas,  apoyando  su  demanda  en  el  do- 
cum  ni  >  de  fojas  l.a  de  la  pieza  principal  de  autos,  en  el 
cu  ií  hac/e  con.ttr  el  débito  que  reclama  y  que  había  sido 
reconocido  judicialmente  por  la  parte,  con  las  formalidv'es 
de  la  lti:  q :ie  en  su  consecuencia  se  apercibió  de  pago  y 
en  seguidas  se  libró  ejecución  y    embargadas  las  mismas 
fincas,  di  los  ios  pregone,  y  hecho  citación  de  remate  en  el 
artículo  de  oposición,  produjo  Ayala  una  certificación  del  mis- 
mo Juzgado  de  varias  piezas  que  constan  en  los  autos  se- 
guidos a  su  instancia  sobre  los   perjuicios  causados  en  el 
despojo  de  sus  haciendas,  en  la  cual  se  insertan  las  piezas 
siguientes:  1.a  la  ejecutoria  que  recayó  en  19  de  Enero  de 
831  en  los  autos  relativos  al  despojo  en  que    se  condena 
á  la  casa  de  Castriciones  á  la  restitución  de  las  haciendas 
Barranca  y  Rosario  con  la  reparación  de  daños  y  perjui- 
cios, previniéndose  á  Ayala  diese  la  fianza  de  las  leyes  IT 
v  19»   Partida  5.a  ó  la  2.a  lít.  21,  lib.  4.°  de  la  Recopila- 
ron conque  quedase  cubierta  la  casa  de  Castriciones  si  su 
apoderado  no  se  avenía  con  Ayala  en  liquidarse  amig  ble- 
mente:  2.a  otra  ejecutoiia  de  18  de  Agosto  de  832,  d<  cla- 
ran io  que  Ayala  solamente  debió  prestar  la  fianza  de  arrai- 
go ó  de  estar  á  derecho:  3.a  una  información  en  que  decla- 
ran ios  testigos  Manuel  y  Jervacio  Avellaneda  el  1.°  entre 
otras  cosas,  que  él  habia  liquidado  las  cuentas  con  vista 
de  tres  ó  cuatro  cuadernos  donde  constaban  dos  informacio- 
nes   de  testigos,  acreditando   que  Ayala   habia  entregado 
tr-inta  y  tantas  mil  libros  de  tinta,  y  que  rebajado  el  valor 
de  las  haciendas  salía  restando  Castriciones  treinta  y  un  mil 
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y  docientos  pesos-  y  el  2.°  que  los  cuadernos  de  que  ante, 
riormente  se  habla  y  que  habían  sido  estraidos,  él  mismo 
los  había  presentado  en  el  Tribunal,  y  que  le  consta  el  con- 
tenido de  lo  declarado  por  el  primer  testigo:  4.a  otra  suma- 
ria infirmación,  en  la  cual  por  la  deposición  de  varios 
testigos  se  acredita  que  Ayala  remitía  anualmente  á  Castri- 
ciones de  catorce  á  quince  tercios  de  añil  desde  el  ano  de 
8oo  hasta  el  de  82o:  í>.a  una  certificación  de  la  Tesorería  je- 
neral  sacada  del  libro  de  tomas  de  razón  de  la  dirección  del 
montepío  de  cosecheros  por  donde  constan  los  precios  de 
provincia  que  en  los  mencionados  anos  desde  cinco  hasta 
veinte  tubieron  los  añiles;  6, a  por  último  otra  certificación 
estendida  por  la  Secretaria  de  Cámara  de  este  Tribunal,  de 
las  sentencias  que  recayeron  en  2  a  y  3.»  instancia  en  12 
de  Agosto  de  84:6  y  12  de  Febrero  del  corriente,  en  que  se 
declaran  los  perjuicios  que  deben  ser  indemnizados  por  la 
casa  de  Castriciones:  que  por  el  ejecutante  se  produjo  una 
información  de  cinco  testigos  que  declaran  constarles  de 
vista  que  Castriciones  habilitó  á  Ayala  por  mucho»  anos 
para  los  trabajos  de  sus  haciendas,  pero  solo  de  oidas  sa- 
ben  que  quedó  debiendo  por  cuenta  de  habilitaciones:  2.°  una 
certificación  di  la  Secretaria  de  Cámara  en  que  constan  las 
posiciones  que  á  pedimento  del  ejecutante  evacuó  Ayala  quien 
entre  otros  puntos  declara  que  la  casa  de  Castriciones  des- 
de  8o4  lo  habilitó  para  trabajar  añiles  en  pequeñas  canti- 
dades, y  desde  8or>  hasta  el  de  2o  entregó  cada  ano  toda 
la  tinta  que  fabricaba  pagando  siempre  la  habilitación 
y  el  sobrante  que  quedaba  según  el  co  ilrato,  por  cuen- 
ta del  pago  de  las  haciendas;  y  S.°  otra  certificación 
del  escribano  Sr.  Manuel  Castillo  que  da  fe  de  que  en 
los  libros  que  Uebava  el  finado  Cadriciones  se  encuentra 
la  cuenta  que  su  casa  tenia  con  Ayala  en  razón  de  ha- 
bilitaciones y  del  contrato  de  las  haciendas,  insertando  en 
ella  con  espresion  por  menor  cala  una  de  las  partidas  de 
cargo  y  data  y  el  alcance  de  habilitaciones  que  iba  resul- 
tando c  da  aflD  hasta  el  de  ochocientos  veinte  en  que  apa- 
rece un  alcance  conlra  Ayala  de  tres  mil  quinientos  trein- 
ta y  ocho  pesos  tres  reales,  á  cuya  cantidad  agregada  la 
de  diez  mil  pe.sos  en  que  fueron  vendidas  las  haciendas,  y 
mil  dociejitos  setenta  pagados  al  montepío  de  cosecheros. 
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resulta  de  ambas  cuentas  contra  Ayala  un  alcance  de  cafor. 
ce  mil  ochocientos  ocho  pesos  tres  reales:  4.°  un  reconoci- 
miento practicado  por  los  señores  Buenaventura  Nuila  é  Ig- 
nacio Pérez,  los  cuales  declaran  que  han  visto  los  libros  y 
los  han  cotejado  con  la  cerlitificacion  que  se  les  puso  de  ma- 
nifiesto: que  están  totalmente  conformes  todas  las  partidas 
exactamente  sacadas:  que  ni  en  su  letra  ni  en  el  estilo,  ni 
en  la  manera  de  llevar  los  libros  se  encuentra  suplanlacion 
ni  alteración,  y  que  son  de  considerarse  lejílimas  por  la  for- 
malidad con  que  se  llevaban.  Considerando:  que  la  parte  e- 
jecutada  apoyándose  en  los  comprobantes  de  que  va  hecha 
mención  propone  cuatro  ecepciones  que  lo  eximen  de  la  res- 
ponsabilidad pecuniaria  de  que  se  le  hace  cargo,  y  son  las 
siguientes.  1.a  que  está  prescripta  la  deuda  que  se  demanda:* 
2.t  que  está  pagada:  3.a  que  está  ilíquida:  4.»  que  está 
perdida:  que  en  cuanto  á  la  prescripción  deba  observarse 
que  por  la  ejecutoria  de  19  de  Enero  de  831  consta  que  por 
parte  de  Uastriciones  en  el  juicio  de  despojo  por  vi  i'de  e- 
cepcion  se  aseguró  que  Ayala  voluntariame.ite  había  entre- 
gado las  haciendas,  de  que  por  una  consecuencia  necesa- 
ria se  sigue  que  junto  con  esto  se  alegó  y  espresó  la  Cá. 
niara  de  esta  devolución  que  fue  precisamente  la  de  no  ha- 
ber pagado  el  precio  en  que  le  habían  sido  vendidas;  pues 
no  podía  alegarse  que  Ayala  de  su  voluntad  hubiese  entre- 
gado unas  fincas  de  su  propiedad  que  había  comprado  y 
pagado;  deduciéndose  de  aquí  que  una  de  las  acciones  para 
cuyo  reclamo  se  salvó  y  cubrió  á  Castriciones  la  secuela  del 
juicio  petitorio  en  la  predicha  ejecutoria  fué  lo  que  proce- 
día de  la  venta  -de  dichas  haciendas;  de  donde  se  infiere  que 
siendo  la  fecha  de  aquella  sentencia  del  año  de  831.  aun 
no  habían  corrido  los  diez  anos  para  la  prescripción  del  de- 
recho ejecutivo  cuando  se  reconoció  el  documento  respecti- 
vo á  esta  deuda:  que  prescindiendo  de  esto,  por  la  pres- 
cripción de  las  acciones  personales  en  la  via  ordinaria  que 
establece  la  lei  6*  tí t.  15  lib.  4.°  de  la  Recopilación  es  ne- 
cesario el  curso  de  veinte  anos  sin  una  interrupción  legal: 
que  esta  puede  verificarse  por  alguna  de  las  circunstancias 
que  espresa  la  lei  29.  tít.  29.  Parí.  3.a,  entre  las  cuales  se 
encuentra  la  interpelación  judicial,  reclamándose  el  crédito 
judicialmente  con  citación  de  la  parte  contraria:  que  en  tal 


concepto,  debiendo  suponerse  que  los  plazos  establecidos-  en 
el  contrato  de  venta  por  la  saBsfa^c/on  del  precio  que  ahora 
s<?  repite  fueron  vencidos  en  814  ó  13  según  se  manifiesta 
del  relato  del  mismo  documento,  la  prescripción  de  veinte 
anos  que  pudo  incoaren  aqu-llas  fachas  quedó  legalmen- 
te interrumpida  el  23  de  Juüo  d?  831  en  que  el  acodera- 
j>o  de  la  casa  de  Castriciones  se. presentó  contra  Ayala  so- 
licitando  que  para  el  seguro  de  ios  plazos  de  dichas  hacien- 
das .se  embargasen  y  pusiesen  en  seguro  depósito,  y  veri- 
lijado  se  procediese  á  lo  que  demás  hubiese  lugar,  con  cu- 
ya  solicitud  y  citación  de  la  parte  contraria  pasaron  los  au- 
los  en  consulta  de  letrado:  que  á  mas  de  esta,  Ayala  en  las 
luiciones  que  evació  y  corren  á  f  jas  121  de  la  pieza  prin- 
Ci¡Jal  de  autos  confiesa  que  las  tintas  que  anualmente  re- 
{?  tía  á  Castriciones  eran  por  cuenta  de  las  pequeñas  ha- 

litaciones  ¡ue  recibía,  y  el  sobrante  para  el  pago  délas 
haciendas,  de  que  se  deduce  que  hasta  el  ano  de  veinte  en 
suspendieron  las  remesas  de  añil  ajuicio  del  renu- 
ente, no  habia  satisfecho  en  su  totalidad  aquella  deuda  ó 
por  la  menos  lo  ignoraba;  y  por  tanto,  careciendo  de  fun- 
<U  nenio  para  juzgarse  lib  e  de  este  débito,  hasta  aquella 
fcchi  no  pudieron  comenzar  les  veinte  anos  de  prescrip- 
ción para  la  via  ordinaria  por  falta  de  buena  fé,  cuyo  re- 
quisitp  es  necesario  según  el  autor  de  la  Curia  Filípica; 
parte  2  a  j.  jfo  n/]!n.  8.  Parladorio  cap.  l.°§.  9.  núm.  2. 
<"'ast.Ha  en  sus  controversias  forences  lib.  6.°  cap.  26  núm. 
9-  y  oíros  q,qe  citan:  que  por  otra  parte  la  lei  no  señala  la 
fecha  en  que  deben  comenzar  á  contárselos  diez  anos  para 
5a  prescripción  del  derecho  ejecutivo,  de  que  resulta  que 
1  s  autores  están  diverjentes  con  respecto  á  los  vales  ó  do- 
quínenlos  simples  rec  nocidos  judicialmente,  sosteniendo  unos 
que  debe  contarse  desde  la  fecha  del  contrato  ú  obligación, 
y  oíros  desde  el  reconocimiento  del  vale:  que  en  tal  conflic- 
to de  opiniones,  enco  itrándose  el  fallo  de  1  ,B  instancia  con- 
í  r me  con  la  doctrina  de  juristas  recomendables  en  el  foro 
como  el  Dr,  Alvarez  en  el  tomo  4.1  di  sus  instituciones  páj. 
1  *f)  citando  al  Sr.  Vela,  el  cual  habiendo  sido  miembro  de 
1/.  Audiencia  de  Sevilla,  testifica  que  muchas  veces  se  confir- 
U^arQi)  ejecutorias  librad  is  contra  deudores  reconvenidos  des- 
pu  s  di  diez  anos,  y  loriad mo  que  en  el  lib.  l.°  cap.  l.° 


n  

del  lí'úni.  11  al  14  sienta,  que  si  el  documento  se  recono- 
ce simplemente  sin  ópoiursé  ecepcion  de  pago  ú  otra  \ejL 
tima,  aunque  sea  después  de  diez  años  después  de  la  fe- 
cha  de  su  otorgamiento  adquiere  vigor  ejecutivo,  y  hallán- 
dose como  en  efecto  ie  hálito  vijénte  la  acción  ordinaria,  la 
sentencia  apelada  no  contiene  con  respecto  á  este  punto  gra- 
vamen contra  el  apelante  por  no  poderse  sostener  (pie  sea 
opuesta  á  las  leyes  que  rijen:  que  respecto  á  la  ecepcion 
de  pago,  cualquiera  que  sea  el  mérito  que  producen  las 
pruebas  dadas  por  las  partes  en  orden  á  los  añiles  entre- 
gados por  Ayala,  se  observa  que  la  deuda  respectiva  al  pre- 
cio de  las  haciendas  es  mui  distinta  de  la  de  habilitaciones, 
por  ser  distintas  las  obligaciones  y  contratos  de  que  proce- 
den; y  por  esto  es  que  la  cuenta  de  la  una  no  puede  con- 
fundirse con  la  de  la  otra,  ni  los  pagos  hechos  en  añil  por 
el  deudor  pueden  aplicarse  á  cuenta  del  precio  en  que  fue- 
ron vendidas  las  haciendas  sin  que  primero  se  haya  cubierto 
y  liquidado  la  de  habilitaciones;  así  porque  siendo  esta  re- 
facción, tiene  hipoteca,  y  por  consiguiente  prelacion  á  la 
del  valor  de  las  haciendas  que  siendo  un  débito  simple  de- 
be postergarse  en  el  pago  según  lo  ensena  el  autor  de  la 
Curia  Filípica  lib.  2.°  §.  1.°  núm.  4o,  como  porque  el  mis- 
mo deudor  en  sus  posiciones  de  foj.  121  y  vuelta  déla  pie- 
za principal  declara  que  las  tintas  que  anualmente  entrega- 
ba eran  para  el  pago  de  la  habilitación,  y  el  sobrante  que- 
daba pof  cuenta  del  pago  de  las  haciendas;  que  en  tal  ca- 
so el  mismo  destino  debe  darse  á  los  añiles  según  el  sen- 
tir del  autor  que  acaba  de  citarse  en  el  mismo  párrafo  n.° 
34,  y  por  tanto  hallándose  ilíquida  la  cuenta  de  habilita- 
ciones, pues  la  presentada  por  el  ejecutante  ni  está  aproba- 
da por  el  Juez  ni  consentida  por  las  partes,  siendo  por  con- 
siguiente incierto  el  alcance  que  pueda  resultar  abonable 
al  pago  del  precio  de  las  haciendas;  debiendo  éste  haberse 
comprobado  de  una  manera  cierta  y  efectiva  en  los  diez  días 
encargados  por  la  lei,  es  indudable  que  la  ecepcion  de  pa- 
go no  está  legalmente  justificada:  que  la  liquidación  y  pago 
á  que  fué  condenada  la  casa  de  Castriciones  de  que  hablan 
los  testigos  Manuel  y  Jervacio  Avellaneda  no  merecen  en 
ningún  concepto  la  consideración  judicial,  pues  por  ellas  no 
consta  la  forma  ni  las  condicionen  conque  debe  hacerle  el 
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pago,'  ni  tampoco  si  la  sentencia  que  contiene  esta  conde- 
natoria fué  emití  la  con  las  formalidades  de  derecho,  si  la 
precedió  un  juicio  seguido  por  todos  los  trámites  que  esta- 
blece  la  lei;  si  fje  consentida,  desierta  ó  d  clarada  en  au- 
toridad de  cosa  juzgada,  o  si  habiendo  corrido  todas  sus 
instancias,  recayó  ej-cutoria,  cuyas  circunstancias,  que  son 
esenciales,  no  pueden  aparecer  sino  por  la  vista  del  proce- 
so, y  de  ningún  modo  por  declaraciones  de  testigos,  cuyo 
testimonio  en  -el  caso  será  siempre  jeneral  bago  fc  incierto: 
que  la  tercera  de  las  ecepciones  se  funda  en  que  la  deuda 
que  se  cobra  es  ilíquida,  para  cuya  resolución  debe  notar- 
se, que  la  cantidad  que  resa  el  documento  de  la  demanda 
es  de  catorce  mil  pesos  en  que  se  vendieron  las  haciendas, 
de  cuya  suma,  deducidos  los  cuatro  mil  de  capitales  con- 
que estaban  gravadas,  quedan  líquidos  los  diez  mil  sobre 
que  se  despachó  ejecución:  que  esla  deuda  no  se  constituye 
líquida  con  los  añiles  entregados  por  Ayala;  pues  estos  no 
deben  abonarse  á  ella  sino  á  ia  de  habilitaciones,  la  cual 
es  esencialmente  distinta,  y  por  esto  el  alcance  que  pueda 
resultar  de  ella  no  puede  constituir  ilíquida  la  cantidad  que 
se  demanda  que  es  muí  diversa:  que  en  la  ejecutoria  de  12 
de  Febrero  último  en  los  autos  sobre  perjuicios  causados  en 
el  despojo  de  dichas  haciendas  se  declaró  sin  lugar  la  com- 
pensación que  se  propuso  por  parte  de  Castriciones.  el  cual 
solicitaba  que  el  importe  de  los  perjuicios  demandados  por 
Ayala  se  aplicasen  á  cuenta  de  habilitaciones  y  precio  de 
las  haciendas  de  que  era  deudor;  fundándose  esta  negativa 
en  que  el  crédito  que  se  pretendía  compensar  no  estaba  lí- 
quido, pues  aunque  se  habia  presentado  una  liquidación, 
eMa  carecía  de  las  formalidades  necesarias,  y  por  tanto  el 
crédito  que  resultaba  en  ella  como  lejítímo  alcance,  no  era 
abonable  por  no  ser  cierto  ni  legalmente  probado:  que  en 
dicha  liquidación  se  encontraba  también  la  partida  que  en 
este  juicio  se  reclama,  cuya  cantidad  tampoco  pudo  conside- 
rarse entonces  abonable,  á  causa  de  estar  {.endiente  de  la 
resolución  que  debia  recaer  en  el  juicio  ejecutivo  que  se  ha- 
bía promovido  ya,  y  en  que  la  parte  ejecutada  habia  protes- 
tado estar  pagada  Ja  cantidad  demandada,  ofreciéndolo  jus- 
tificar en  su  oportunidad;  y  teniendo  un  derecho  paTa  ser 
oida  y  atendidas  sus  ecepcioneo,  la  Cámara  que  dictó  aquella 
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sentencia  estimó  esta  partida  como  débito  incierto  é  ilíquido 
como  las  demás  que  contenia  aquella  liquidación:  que  en 
el  dia  se  halla  el  negocio  en  un  estado  mui  distinto,  porque 
habiéndose  oído  al  ejecutado  y  atendido  á  sus  ecepciones, 
resulta  que  el  pago  que  ha  propuesto  es  incierto  como  de- 
pendiente del  excito  que  pueda  tener  el  juicio  de  liquidación 
de  una  cuenta  procedente  de  contrato  como  es  el  de  habi- 
litaciones; que  tampoco  está  justificado  que  la  deuda  que  se 
demanda,  la  haya  perdido  1  acreedor  por  despojo  de  las 
haciendas  que  vendió,  pues  siendo  esta  una  pena  que  la  leí 
impone  al  despojador,  es  indispensable  que  para  su  imposi- 
ción se  le  oiga  y  convensa  de  su  culpa,  lo  cual  demanda 
un  juicio  seguido  por  todos  sus  trámites  en  cada  una  délas 
instancias  que  la  lei  concede,  lo  que  hasla  ahora  no  cons- 
ta que  se  haya  practicado:  que  en  todos  nuestros  Códigos 
no  se  encuentra  lei  ni  derecho  alguno  que  establezca  que  la 
pérdida  de  la  deuda  impuesta  al  despojador  la  sufra  ipso/ac- 
to,  esto  es,  que  se  le  imponga  con  solo  la  prueba  del  he- 
cho y  sin  audiencia  de  parte:  que  aun  cuando  la  hubiera; 
seria  preciso  estimarla  derogada  por  el  art.  1  f>  de  la  Cons- 
titución, cuya  garantía  rije  desde  la  publicación,  aun  res- 
pecto  á  los  derechos  de  propiedad  adquiridos  antes,  cuales- 
quiera  que  sean  las  responsabilidades  á  que  esl  tibies  en  afec- 
tos, por  esto  es  que  aunque  el  despojo  está  justificado,  la 
ecepcion  que  se  propone  es  inadmisible  en  este  juicio*-  re- 
sultando de  todo  que  el  documenlo  en  que  se  apoya  la  de- 
manda fué  reconocido  por  el  deudor  con  las  formalidades  que 
el  derecho  previene,  confesando  lisa  y  llanamente  ser  suya 
la  firma  y  cierto  el  contenido  del  documento  en  todas  sus 
partes  sin  negar  la  deuda,  ni  oponer  en  el  acto  paga  ni  o- 
Ira  ecepcion  lejíiima:  que  aunque  fue  reconocido  el  vale  des- 
pués de  muchos  anos  de  otorgado,  estando  subsistente  y  no 
prescripta  la  deuda,  se  hizo  ejecutiva  según  el  sentir  de  ju- 
ristas respetables,  no  encontrándose  competentemente  justifi- 
cada la  ecepcion  de  paga  y  demás  que  propone  la  parte  e- 
jecutada,  de  que  se  deduce  que  el  fallo  pronunciado  en 
1.»  instancia  es  conforme  alas  leyes  5.»  y  6.»  tít.  21.  11  • 
4.°  de  la  Recopilación.  Con  vista  de  ellas,  de  las  doctrinas 
de  los  Autores  y  razones  de  que  se  ha  hecho  mérito.  En  nom» 
bre  del  Estado  del  Salvador,  se  confirma  con  costas  la  sen- 
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t*ncía  que  el  Juez  de  I.»  instancia  de  esta  Capital  pronunció 
el  28  de  Junio  último,  por  la  cual  se  manda  llevar  adelan- 
te la  ejscueion  trabada  en  las  haciendas  Barranca  y  Rosa- 
rio y  hacer  trance  y  remate  de  ellas  y  demás  bienes  embar- 
gados, satisfaciendo  con  su  producto  á  la  casa  de  Castricio- 
nes lo?  diez  mil  pesos  que  le  cobra  y  las  costas  de  la  eje- 
cución, otorgándose  previamente  la  fianza  de  la  lei  de  To- 
ledo; declarando  al  ejecutado  salvo  su  derecho  para  que  en 
la  via  correspondiente  reclame  el  valor  de  los  añiles  que 
«segura  haber  entregado  á  la  referida  casa  de  Castriciones; 
queda  igualmente  al  ejecutado  espedito  su  derecho  (*)  para  a- 
cusar  la  substracción  de  autos  que  se  atribuye  á  los  apo- 
derados de  la  .misma  casa  de  Castriciones,    haciéndolo  en 

(*)  El  documento  de  contrata  g  que  la  Cámara  declara 
dejar  el  derecho  á  salvo  para  acusar  á  los  apoderados  de 
Castriciones  la  substracción  que  se  supone;  hai  que  notar  una 
cosa  de  mucha  consideración  y  sobre  esto  llamo  la  atención  de 
loshom  bres  pensadores* 

En  el  juicio  de  despejo  que  se  siguió  contra  la  casa  de  Cas- 
triciones, presento  mi  tio  como  una  de  sus  prueba s  el  citado  do- 
cumento que  ya  existió  en  su  p  nler  porque  las  haciendas  las  te- 
nia pagadas.  ¿Y  como  habiéndose  perdido  juntamente  con  los  au- 
tos de  despojo,  resulta  el  año  de  838  en  poder  del  Sr.  Fran- 
cisco Padilla  apoderado  entones  de  dicha  casa,  denunciando  con 
fl  las  capellanías  que  mi  tio  reconoció,  é  igualmente  la  alca- 
bala de  la  venta  de  las  haciendas^  Es  por  esto  gui  cuando  se 
pidió  ejecución  ante  el  Juez  de  \.*islancia  de  esta  Corte,  pedí 
que  se  averiguase  ante  omnia  di  qué  manera  habia  pasado  á  po- 
der de  los  ajenies  de  Castriciones  dicho  documento,  y  no  obstan- 
te esta  justa  observación,  se  llevó  adelante  la  ejecución. 

El  dia  de  la  vista,  manifesté  esto  mismo  á  la  Cámara;  y 
como  lo  que  en  aquella  época  alegué  ante  dicho  Juez,  consta  de 
autos,  supliqué  á  la  Cámara  que  tomase  en  consideración  lo  es- 
puesto,  pi  es  no  podio,  consentir  que  los  Castriciones  tubiesen  ac- 
ci/i  con'.ra  mi  tio  por  los  diez  mil  pesos  por  el  documento,  porgue 
este  jué  presentado  en  el  juicio  de  despojo,  para  com- 
probar que  eran  suyas  las  haciendas.  Lo  cierto  es  que  la  Cá- 
mara dijo  lo  que  se  ve  en  la  sentencia,  á  pesar  de  estar  sufi- 
cientemente probado  que  los  cutos  de  despojo  se  perdieron» 


—Il- 
la forma  y  anle    quien  corresponde — Hágase  saber — Villa- 
cortu — C  astro. -^-Jost  María  Peralta,  Srio. 

El  escrito  de  que  anles  he  hablado  es  el  siguiente. 

Cámara  de  8.*  instnncia=M.arce\o  Ayala,  apoderado  .  de 
mi  tio  el  Sr.  Manuel  Ayala,  en  la  causa  ejecutiva  que  con- 
tra él  sigue  el  representante  de  la  casa  de  D.  Gregorio  Cas- 
triciones,  esprosando  agravios  de  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Cámara  de  2.a  instancia  en  28  del  mes  próximo  pa- 
sado en  que  se  confirma  la  de  remate  proferida  por  el  Sr. 
Juez  de  I.»  instancia  de  esta  Corte  el  28  de  Junio  ultimo, 
en  la  mejor  forma  de  d<  recho  ante  la  Cámara  digo:  que 
los  fundamentos  en  que  estriba  la  sentencia  de  la  Cámara 
de  2.a  instancia  no  son  sólidos  ni  legales;  y  que  ellos,  lo 
mismo  que  el  último  escrito  de  la  parte  contraria,  corrobo- 
ran mas  y  mas  mis  ecepciones  alegadas  y  probadas  en  tiem- 
po y  forma. 

Antes  de  hablar  de  caáa  una  de  las  ecepciones  en  par- 
ticular, haré  ciertas  observaciones  jenerales  contestando  la 
que  se  ha  dicho. 

Las  pruebas  que  produje  en  el  término  del  encargado, 
dice  la  parte  contraria  que  no  son  legales  porque  no  están 
producidas  en  dicho  término,  ante  el  Juez  de  la  causa,  y 
con  citación  de  la  parte  contraria;  y  aun  la  sentencia  se 
espresa  así:  ,, Cualesquiera  que  sea  el  mérito  que  producen  las 
pruebas  dadrts  por  las  partes  en  orden  á  les  añiles  entregados  por 
Ayala."  Cuaderno  corriente  foj.  21,  líneas  1.»  ,  2.a  y  3.a 

Ante  el  Juez  de  1.a  instancia  de  esta  Cort^  seguí  cau- 
sa contra  el  apoderado  de  Castriciones  sobro  resarcimien- 
to de  los  perjuicios  causados  por  ei  despojo,  devolución  de 
los  bienes  no  entregados;  y  pago  <ie  los  auiies,  cuya  causa 
fue  determinada  en  todas  tres  instancias.  Citando  dicha  cau- 
sa se  recibió  á  prueba,  el  Juez  de  ella,  á  solicitud  mía  y 
con  citación  contraria  exhortó  al  de  Olocuilta,  y  allí  se  pro- 
dujeron las  principales  pruebas  de  testigos.  El  apoderad)  de 
Castriciones  demandó  ejecutivamente  á  mi  tio  ante  ei  mis- 
mo  Juez  de  1.a  instancia  de  esta  Corte,  y  citado  yo  de  re- 
mate  pedí  que  con  citación  contraria  se  testimoniasen  las 
pruebas  producidas  en  la  causa  ya  dicha,  y  que  se  tuvie«. 
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sen  por  reproducidas,  foj.  12,  Cuaderno  ejecutivo;  y  133  id. 
(Véase  la  lei  21,  lít.  16  part.  3.a)  En  las  causas  civiles,  di- 
ce el  Autor  de  la  Curia,  cuando  los  testigos  se  hayan  de  exa. 
minar  juera  de  la  jurisdicción  donde  se  trata  la  causa,  se  ha  de 
dar  para  ello  requisitoria,  y  receptória  para  que  las  justicias 
donde  estuhiereil,  los  examine.  Parte  1.a,  §.  17,  n.°  16;  y 
Febrero  Nov.  se  espresa  así:  ,, También  ha  de  reproducir 
(la  pnrte)  en  el  término  de  prueba  la  hecha  por  testigos, 
instrumentos,  6  de  otra  manera  en  otro  juicio  con  el  cooli. 
ligante  6  su  causante,  como  cuando  siguiendo  via  ejecutiva 
sobre  paga  de  alguna  suma  intentó  al  mismo  tiempo  otra 
acción  ordinaria,  y  sobre  esto  se  le  reservó  su  derecho  para 
el  juicio  correspondiente,  en  cuyo  caso,  si  la  prueba  con- 
duce á  la  acción  6  ecepcion  ordinaria,  debe  reproducirla, 
pidiendo  se  haya  por  reproducida  y  entienda  con  la  prue- 
ba, á  lo  que  se  deferirá,  y  tal  vea  no  necesitará  hacer  mas, 
pues  sino  la  reproduce  ni  hace  otra,  como  que  es  visto  no 
querer  aprovecharse  de  ella,  se  quedará  indefenso."  Lib. 
S.°  tí t.  2.°  del  juicio  ordinario.  Cap.  lo  de  la  prueba  <§  83. 
A  esto  aluden  las  doctrinas  de  la  Curia,  Parte  1. a  §.  8.°  n.° 
12,  y      14.  n.°  14. 

Las  pruebas  pues,  producidas  por  las  partes  en  un  jui- 
cio, pueden  reproducirse  en  otro  entre  las  mismas  partes  o- 
portunainente  y  con  citación  contraria,  y  esta  es  la  práctica 
constante  de  los  Tribunales. 

Se  dice  que  las  ecepciones  no  son  legales,  porque  la 
prescripción  y  la  pérdida  de  la  acción  por  el  despojo  no 
pueden  oponerse  en  la  via  ejecutiva.  En  esta  tienen  lugar  sin 
duda  todas  las  ecepciones  opuestas  como  puede  verse  en  el 
Febrero  que  esplica  la  lei  citada  por  la  parte  contraria,  y 
otra  de  que  se  hace  cargo,  lib.  3.°,  iít.  3.ü  del  Juicio  eje- 
cutivo, cap.  5.rt  de  la  oposición  del  ejecutado,  §.  3.°  y  si- 
guientes. La  misma  lei  3.*  ya  dicha  contiene  esta  cláusula. 
,,y  tal  quede  derecho  se  debe  i  recibir-."'  la  primera  del  mismo 
título  y  libro  e^ta  otra:     salvo  si  dentro  de  diez  dias  mostrase 
la  tal  paya  6  lejüimi  ecepcioih**  y  la  tercera  siguiente  esta:, 
,,alegasen  paya  (i  oifa  ecepCio:\  que  se  haya  de  recihir.  Por  fin 
el  Autor  de  la  Cirii  se  empresa  así:  ,,Y  sepuelen  alegar 
y  oponer  (en  la  via  ejecutiva)  y  han  de  admitir  para  esto 
cualesquiera  ecepcioue>>,  múlaas  peticiones,  de  compensado- 
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nes  y  reconvenciones,  y  las  demás  lejítiinas  ec°peiones,"  que 
en  la  vía  ordinaria  se  pueden  y  deben  poner,  y  admitir, 
sin  distinción  ni  especialidad  alguna."  Parte  2  a,  §.  2o,  n.* 
1.°  al  medio 

No  es  necesario  que  las  ecepciones  de  p'igo  <J¡¿,  se  prue- 
ben como  se  quiere,  con  escrituras  ó  documentos,  pues  bas- 
ta y  es  suficiente  la  pruebi  de  testigos,  conforme  la  Lei  1.a* 
tít.  28,  lib,  II.  Nov.  Recopilación,  salvo,  dice,  si  dentro 
de  diez  dias  mostrase  la  tal  paga  ó  lejítima  ecepcion  sin 
alongamiento  de  malicia,  por  olía  tal  escritura  como  fué  el 
contrato  de  deuda,  6  por  albalá  que  haga  fé,  ó  por  confe- 
sión de  la  parte,  ó  por  testigos;'1  y  la  Curia  en  el  lugar 
cilado  continúa  así:  ,,Y  se  pueden  y  bastan  probar  (las  ecepcio- 
nes) por  escrituras  6  pruebas  de  testigos;  por  lo  menos  de 
dos,  6  por  los  demás  modos  de  ella,  t¡ue  en  la  via  ordinaria 
se  puede  hacer,  sin  mas  particularidad,  como  consta  de  unas 
leyes  de  la  Recopilación  esplicadas  por  Asevedo. 

Las  ecepciones  que  se  han  alegado  son  las  qup  pre- 
senta el  negocio  en  el  estado  actual,  y  no  se  destruyen  unas 
á  otras.  Mi  tio  dice,  he  pigado  la  deuda;  pero  co  no  se  per- 
dió la  causa  primitiva  y  se  ha  alegado  que  no  está  proba- 
da dicha  paga,  repone,  está  pues,  prescripta  la  deuda.  Si  aun 
esto  se  duda,  insiste  en  que  se  perdió  el  derecho  de  cobrar  por 
el  despojo;  y  si  aun  esto  se  quiere  controvertir,  sostiene  por 
fin,  que  ladeada  está  ilíquida;  deforma  que  aunque  todas  tie- 
nen lugar  en  el  dia,  una  sola  de  ellas  es  b  istante  para  e- 
nervar  la  ejecución. 

Puede  ser  que  pronto  permilan  á  mi  lio  las  escaseces 
en  que  se  halla  publicar  la  última  sentencia,  y  lo  alegado 
por  las  paries;  y  el  público  imparcial  juzgará;  y  en  todo  caso 
yo  haré  uso  ante  las  Cámaras  Lejislativas  del  derecho  que 
la  Constitución  me  consigna. 

Supóngase  que  alguna  ecepcion  ó  todas  ellas  se  presen- 
tan como  dudosas;  aun  en  este  caso  no  h\  podido  sentenciar- 
se la  causa  de  remate,  porque  las  leyes  requieren,  y  los  Au- 
tores enseñan:  que  el  instrumento  6  causa  en  virtud  de  que 
se  pide  la  ejecución  la  traigan  ciertamente  aparejada,  tít.  28, 
lib.  11,  Nov.  Recopilación.  Curia  Filípica,  Parte  2.a,  §.  14. 
Padre  Salas,  lib.  S.°.  tít.  Ib,  números  1.°  hasta  el  4o;  y  si 
«1  Juez  conoce  que  resulta  alguna  d.ida  en  las  ece^cLones, 
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debe  recibir  la  causa  á  prueba,  y  no  sentenciarla  de  Témale. 
Feb.  Nov,  lib.  3.°,  tít.  3.°  del  juicio  ejecutivo.  Gap.  6.°  §.  2.° 

Siguiendo  mi  método  adoptado,  trataré  de  cada  una  de 
las  ecepciones  propuestas,  haciéndome  cargo  en  cada  cual 
de  ellas,  de  las  especies  principales  en  que  se  apoya  la  sen- 
tencia de  2.a  instancia,  y  de  las  que  alegó  últimamente  el 
apoderado  de  la  parte  contraria,  pues  que  en  último  resul- 
tado todas  ellas  corroboran  mis  ecepciones, 

PMMERA. 
La  prescripción  del  derecho  ejecutivo» 
Nada  se  ha  contestado  hasta  ahora  sobre  que  no  esté  ejecu- 
toriado el  auto  que  declaró  ejecuüva  la  acción;  lo  cierto  es 
que  la  parle  contraria  no  ha  presentado  la  ejecutoria  porque 
aun  está  pendiente  el  negocio. 

La  sentencia  afirma  que  no  está  prescripta  la  acción 
ordinaria  porque  ha  sido  interrumpida.  Convenimos  en  que 
la  lei  29,  tít.  29  Part.  3.a  es  la  regla  en  la  materia,  y  an- 
tes de  hacerme  cargo  de  los  fundamentos  que  espone  la  Cá- 
mara, sentaré  varias  proposiciones. 

Primera — El  emplazamiento  ó  citación  formal,  interrum- 
pen la  prescripción;  pero  si  el  prescribente  vense  en  el  plei- 
to, su  prescripción  subsiste  porque  se  corrobora  su  buena  fé. 
<,,Peristationem  tamen,  dice  el  Padre  Murillo,  vel  etiam  perli- 
tis  contestatioiiem  non  veré  interrumpitun  sed  sólum  sub  con- 
ditione,  si  prescriLens  sucumhat:  guod  si  alsolvatur,  prescriptio 
censetur  continúala,  ac  si  perltlis  contestationem  non  fnissst  in- 
terrupta,  lib.  2.°  d  >  las  Decretales,  tit.  26,  núm.  234,  en  don- 
de cita  á  Molina,  De  just.  et.  jur. 

Segunda — Para  que  la  ciíacion  judicial,  y  aun  la  sen- 
tencia interrumpan  la  prescripción,  han  de  ser  precisamen- 
te sobre  la  misma  acción  y  punto  controvertido,  y  no  sobre 
otro  diferente.  „Civiliter.  son  palabias  del  Autor  citado,  i/j- 
terrnmpitur  prescriptio,  guando  exliiujuitur  per  aliguen  actum  /«- 
ridieum,  ut  fit  per  sententiam  judkialem,  que  guiden  diré  ele  ten» 
dat  contra  presa iptionem:  non  st  aüos  ardculos  consernzt  pres- 
criptiom  non  nocel;"  y  el  Sr.  Gregorio  López  al  fin  de  la 
glosa  3.a  de  la  lei  29,  tit.  29,  partida  3.a,  dice:  Isla  civi- 
les inlerrnptio  fit  tautiun  super  actione  proposita,  et  non  super 
alta,  ut  tradil  Paul  de  Castro.'* 

Tercera — Petra  que  la  paga  inrerrnmpa  la  prescripción 
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debe  ser  dada  con  ánimo  de  renovar  la  deuda,  pagando  vo- 
luntariamente parte  del  precio  de  ella.  Lei  21,  til,  21,  par- 
tida 3.a 

Cuarta. — Para  que  la  fianza  interrumpa  la  prescripción 
es  necesario  que  íe  de  voluntariamente  con  ánimo  de  reno- 
var la  deuda  y  recaiga  sobre  la  misma  cosa  debida,  dicha 
lei  21,  y  Sr.  Gregorio  López,  glosa  4  a 

Esto,  supuesto  dice  la  Cámara  que  el  apoderado  de  Cas- 
triciones  aseguró  spgun  se  infiere  de  la  sentencia  ejecutoria- 
da de  11  de  En  ero  de  831,  foj  1.a,  cuaderno  principal,  que 
Ayala  voluntariamente  habia  entregado  Jas  haciendas,  y  de 
esto  presume  que  el  apoderado  de  Castriciones  alegó  y  es- 
presó que  la  causa  de  la  devolución  de  las  haciendas  fué 
precisamente  el  no  haber  pagado  Ayala  el  precio  de  ellas, 
cuaderno  corriente,  foj.  2b  vio.  línea  1.a  y  siguientes. 

¿Conque  lo  que  una  parte  alega,  y  aun  lo  que  se  quie- 
re  conjeturar  que  aquella  alegó,  es  bastante  para  interrum- 
pir la  prescripción.'' 

Aunque  el  apoderado  de  Castriciones  haya  alegado  lo 
dicho,  el  hecho  és  que  en  la  misma  sentencia  se  declaró 
que  hubo  despojo,  y  que  por  consiguiente  no  habia  habido 
tal  entrega  voluntaria  de  las  haciendas  por  parle  de  Ayala. 

De  lo  que  la  Cámara  infiere  que  alegaría  el  apoderado 
de  la  casa  de  Castriciones,  deduce  también  foj.  dichas,  lí- 
neas lo  y  siguientes:  que  una  délas  acciones  para  cuyo  re- 
clamo se  salvó  y  cubrió  á  Castriciones  la  secuela  del  jui- 
cio petitorio  en  la  predicha  ejecutoria,  fué  la  que  precedía 
de  la  venta  de  dichas  haciendas.  ,,No  es  la  fianza  judicial 
que  se  dá  de  órden  del  Jaez,  y  no  voluntariamente  (Dr.  Al- 
varez,  lib.  4.°  til.  11.)  sino  la  convencional  y  otorgada  con 
intención  de  renovar  la  deuda,  la  que  interrumpe  la  pres- 
cripción, Lei  21  1ií.  21,  partida  3.a 

Lo  que  asegura  la  Cámara  contiene  una  equivocación 
de  mucha  gravedad  deshecha  en  la  ca:  sa.  Con  la  ejecutoria 
indicada  se  suscitó  la  disputa  de  la  clase  de  fianza  que  de- 
bería dar  Ayala,  y  sustanciado  y  determinado  el  artículo  en 
1.»  instancia  foj  4  y  siguientes,  cuaderno  principal,  se  sen- 
tenció en  2.a  y  se  tuvo  por  ejecutoriada  la  sentencia  que  se 
rejistra  en  la  ejecutoria  de  foj,  S?,  cuaderno  principal,  de- 
clarando que  Ayala  debia  prestar  solamente  la  fianza  de  ar- 
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migo,  foj.  36,  líneis  15  y  siguiente  .  De  consiguiente  no 
h  ¡  habido  U  tal  fituzi  que  supone  la  (Jamara  sobre  el  va- 
lor de  las  haciendas,  6  acciones,  de  Castriciones  sino  sim- 
plemente la  déar raigo,  foj.  24,  cuaderno  principal. 

Asegura  también  la  Cámara  foj.  2b  vto.  líneas  19  y  si- 
guientes: que  los  veinte  anos  de  la  prescripción  fueron  in- 
terrumpidas pir  el  escrito  de  foj.  18,  cuaderno  principal, 
en  que  el  apoderado  de  Castriciones  pidió  que  se  embarga- 
sen los  bienes  de  Ayala.  No  es  cualquiera  presentación  en 
juicio  la  que  interrumpe  la  prescripción,  sino  el  emplaza- 
miento 6  citación  formal  sobre  la  cosa  6  acción  que  se  pres- 
cribe, Dr.  Alvarez,  lib.  2.°,  tit.  G,°,  páj.  162,  citando  la  lei 
29,  tit.  29,  part.  3.».  Mas  la  misma  solicitud  que  se  ha  cita- 
do de  foj.  18,  cuaderno  principal,  fue  desechada  por  la  sen- 
tencia ejecutoriada  de  foj.  Sb  y  siguientes,  cuaderno  princi- 
pal, de  que  la  Cámara  no  se  acordó,  y  en  cuya  sentencia, 
no  obstante  la  solicitud  dicha  del  apoderado  de  Castriciones, 
se  declaró  que  Ayala  debia  ser  puesto  en  posesión  de  sus 
haciendas,  y  que  solo  estaba  obligado  á  dar  la  fianza  de 
arraigo. 

^ue  se  diga  en  que  época  ha  sido  demandado  formal- 
mente, emplazado  ó  citado  mi  lio  por  el  valor  de  las  ha- 
ciendas, ó  en  el  juicio  posesorio. 

Continua  la  sentencia  sosteniendo  foj.  26,  líneas  14  y 
siguientes,  que  mi  tio  en  las  posiciones  confesó  que  las  tin- 
tas que  anualmente  remitía  á  Castriciones,  eran  por  cuenta 
da  las  pequeñas  habilitaciones  que  recibia,  y  el  sobrante 
para  p\  pago  de  las  haciendas;  de  que  se  deduce  que  hasta 
el  alio  de  2o  en  que  se  •:>  n dieron  las  remesas  de  añil 
á  juicio  del  remitente,  n  »  ubia  satisfecho  en  su  totalidad 
aquella  deuda,  ó  poi  Lo  menos  lo  ignoraba,  y  de  c  ^siguien- 
te ya  no  t  nia  buena  fé,  y  s^  interrumpió  la  prescripción. 

Paja  que  la  paga  interrumpa  la  prescripción  debe  ser 
dando  voluntariamente  parte  del  precio  debido  con  intención 
de  renovar  la  deuda  como  apresamente  lo  resuelve  la  lei 
29,  tit.  29,  parí.  3.»  Mi  lio  tenia  cuentas  con  Castriciones 
por  las  habilitaciones  y  valor  de  las  haciendas:  reclamó  mu- 
chas veces  su  liquidación,  porque  estala  seguro  qUe  ya  ha- 
bía sali^fícho  el  valor  de  estas,  y  se  le  entretenh  de  dia  en 
dia;  daba  no  obstante  las  tintas  porque  recibia  algunas  ha- 
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bilitaciones, y  porque  la  casa  de  Castriciones  era  rica,"1  y  se 
le  cuLririan  todos  sus  alcances,  verificada  que  fuera  la  li» 
quidacion.  No  entregaba  pues,  mi  lio  las  tintas  por  que  du- 
dase de  que  había  pagado  el  valor  de  las  haciendas,  sino 
por  que  las  cosechaba  para  venderlas,  y  se  las  entregaba  á 
un  comerciante  que  se  las  podia  pagar  en  la  liquidación  y 
que  se  le  abonaba  á  un  precio  justo,  cual  eTa  el  de  Provin- 
cia, y  con  quien  habia  tenido  relaciones  de  comercio. 

Contestó  mi  tio  en  las  posiciones  á  una  pregunta  je- 
«eral.  Se  le  interrogó  sobre  porqué  entregaba  tintas  á  Cas- 
triciones  desde  el  ano  de  8o4  en  que  tomó  las  haciendas, 
y  contestó  que  por  las  habilitaciones,  y  el  sobrante  quedaba 
según  el  contrato,  por  cuenta  del  pago  de  las  haciendas, 
foi.  121  vto.  cuaderno  ejecutivo:  su  confesión  no  es  pues, 
como  dice  la  sentencia,  absoluta,  sino  relativa  al  documen- 
to del  contrato,  y  no  puede  suponerse  que  se  reputaba  deu- 
dor  del  valor  de  las  haciendas  hasta  el  ario  de  2o;  y  es 
una  verdad,  pero  que  se  refiere  por  el  mismo  confesante  al 
tiempo  en  que  según  el  contrato  se  pagaron  las  haciendas. 

La  misma  sentencia  asegura  que  las  tintas  se  pagaban 
por  las  habilitaciones,  foj.  21,  cuaderno  corriente.  ¿Como 
pues,  se  quiere  que  este  pago  interrumpa  la  prescripción  res- 
pecto del  valor  de  las  haciendas? 

El  que  paga  en  duda  de  si  debia  ó  no.  puede  cobrar 
lo  pagado,  y  por  lo  mismo  su  duda  no  lo  constituye  en  ma- 
la féi  Lei  3o,  tit.  14,  part.  5.a 

Aun  cuando  Ayala  dudase  si  habia  6  no  pagado  las  ha- 
ciendas,  como  esta  duda  pendía  de  un  hecho  ajeno,  á  saber 
la  liquidación  de  las  cuentas,  no  le  perjudicaba  á  su  buena 
fé,  como  lo  ensena  el  Padre  Murillo  lib.  2.°,  tit.  26,  nóm. 
231  y  siguientes. 

Al  pagar  Ayala  las  tintas  haciéndolo  en  su  concepto  póf 
las  habilitaciones,  y  porque  debían  pagársele  los  alcances, 
no  incurría  en  mala  fé  respecto  del  valor  de  las  haciendas, 
á  menos  que  se  le  hubiese  advertido  que  se  recibían  las 
tintas  precisamente  por  el  valor  de  dichas  haciendas;  esto  se 
prueba  de  la  lei  lo,  tit.  29  part.  3.a  que  se  espresa  así:  „Maí 
si  por  auentura,  cuando  el  comprarse  la  cosa,  ñ  la  ouiesse  por 
alguna  derecha  razón,  cuydarre  que  era  de  aquel  que  la  enaye- 
nana,  t  non  fuesse  apercebido  que  era  de  otri,  assi  como  sobre* 
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dicho  ?s,  estonse  entenderle  yá,  que  auria  luena  jé  en  tenerla] 
fasta  que  se  protiase  el  contrario." 

Se  funda  ademas  la  sentencia  foj.  26  vto.  línea  3,  que 
estando  los  Autores  diverjentes  en  cuanto  á  la  época  en  que 
comienzan  á  correr  los  diez  anos  para  la  prescripción  de 
la  ejecución  en  los  vales;  no  ha  causado  agravio  la  sen- 
tencia del  Juez  de  1.a  instancia,  fundada  en  la  doctrina  del 
Dr.  Alvarez  que  se  cita,  no  obstante  que  ésta  como  obra  e- 
lemental  no  puede  considerarse  tinto  en  las  diversas  cues- 
tiones del  foro,  ¿Y  no  es  acaso  agravio  desatender  á  una 
doctrina  tan  espresa  y  respetable  como  la  de  la  Curia  Filí- 
pica, Parte  2.a  §.  l.°  de  la  via  ejecutiva  números  5.°  y  6.° 
Auíot  seguido  constantemente  en  los  Tribunales?  La  misma 
diverjencia  de  los  Autores  es  la  razón  porque  debiera  ab. 
solverse  al  reo,  y  no  condenarlo. 

No  hai  leí,  se  dice,  y  de  consiguiente  no  se  ha  hecho 
agravio,  La  lei  de  24  de  Febrero  de  1 826,  espresamente  dis- 
pone; que  la  Corte  funde  sus  sentencias  en  las  causas  civiles,  en 
leyes  terminantes  que  resuelvan  el  caso,  \j  que  cuando  no  se  en- 
cuentren estas  se  arreglen  á  las  doctrinas  de  los  Autores  que  se 
hallen  conformes  con  la  práctica.  No  está  pues,  al  arbitrio  de 
los  Señores  Majistrados  la  calificación  de  los  Autores,  sino 
que  debe  en  el  Estado  atenderse  á  los  que  están  recibidos 
en  la  práctica.  No  es  preciso  ademas  que  haya  lei,  bástala 
razón  y  la  autorida  l  de  un  Autor  muí  recomendable  para 
suponerse  inferido  un  agravio.  No  es  solo  la  Curia:  he  ci- 
tado también  al  Olea,  como  puede  verse  en  Febrero. 

Procede  ademas  la  Cámara  bajo  un  supuesto  falso  por- 
que sienta  que  subsiste  la  acción  ordinaria,  lo  cual  no  es  así. 

La  parte  contraria  quu  r  infundadunente  que  yo  pruebe 
que  concurren  en  la  prescripción  las  condiciones  requeridas 
por  derecho.  Del  documento  de  foj.  I .a  cuaderno  1 ."  consta: 
que  mi  tio  posea  las  haciendas  por  un  juslo  título  traslati- 
vo de  dominio,  y  que  su  posesión  data  desde  el  año  de  8o4r, 
y  también  está  persuadido  que  las  ha  pagado.  Según  la  lei 
1o,  tit.  29  part.  3.a  se  supone  que  el  poseedor  tiene  buena 
fé  mientras  no  se  prueba  lo  contrario.  Ademas,  yo  no  he 
e  itablado  una  acción,  sino  que  he  propuesto  una  ecepcion. 
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SEGUNDA. 
Está  pagada  la  deuda. 
Sostiene  la  Cámara  foj.  21,  líneas  1.»  y  siguientes  que  la 
deuda  respectiva  al  precio  de  las  haciendas,  es  mui  distin- 
ta de  la  de  habilitaciones  por  ser  distintas  las  obligaciones 
y  contratos  de  que  proceden,  y  por  esto  es  qne  la  cuenta 
de  la  una  no  puede  confundirse  con  la  de  la  otra,  ni  los  pa- 
gos hechos  en  añil  por  el  deudor  pueden  aplicarse  á  cuen- 
ta del  precio  en  que  fueron  vendidas  las  haciendas  sin  que 
primero  sea"  cubierta  y  liquidada  la  de  habilitaciones,  ¿ten 
qué  se  apoya  la  Cámara  para  suponer  que  son  distintos  ics 
contratos,  y  diversas  las  obligaciones? — En  nada. 

Mui  al  contrario,  el  documento  de  foj,  1.a  cuaderno 
1.°  en  virtud  de  que  se  ejecuta,  demuestra  que  uno  solo  es 
el  contrato;  á  saber,  el  de  venta  de  las  haciendas  Barranca 
y  Rosario,  cuyo  valor  se  obligó  á  pagar  Ayala  con  las  tin- 
tas que  cosechase  en  las  haciendas,  después  de  pagada  la 
habilitación  que  había  de  subministrarle  Castriciones  para 
una  y  otra;  es  decir  que  la  obligación  de  subministrar  ha- 
bilitaciones era  una  condición  del  contrato,  no  uno  distinto. 
Uno  solo  fué  el  contrato  celebrado;  esto  és,  el  de  la  venta 
de  las  haciendas:  las  vendió  Castriciones  por  cieiía  cantidad, 
y  se  convinieron  en  que  Ayala  satisfaría  ésta  en  tintas,  des- 
pués de  pagada  la  habilitación  que  habia  de  subministrarle 
Castriciones  para  los  trabajos  de  una  y  otra  hacienda:  las 
habilitaciones,  el  valor  de  las  haciendas,  y  los  añiles  recibi- 
dos, todos  tres  nacen  de  un  contrato,  cuyo  único  documento  es. 
el  citado.  Si  se  presentara  un  instrumento  sobre  habilitacio- 
nes, y  otro  sobre  venta  de  las  haciendas,  podría  decirse  que 
eran  dos  contratos;  pero  cuando  no  hai  mas  que  un  solo 
documento  que  tiene  por  objeto  la  venta  délas  haciendas; 
y  que  en  cuanto  á  la  manera  de  pagarlas,  espresa  que  se 
hará  en  tintas  el  pago,  debiendo  para  esto  habilitar  Castri- 
ciones á  Ayala  para  el  trabajo  de  las  haciendas:  se  sigue  que 
no  hai  mas  que  un  solo  contrato  con  las  condiciones  que  las. 
partes  quisieron  imponerse.  Uno  solo  es  el  documento:  uno 
el  acto:  unos  los  contrayentes;  y  una  la  causa  del  contrato; 
á  saber,  la  venta;  y  las  diversas  causas  con  las  que  clasi- 
fican los  diferentes  contratos,  Dr.  Alvarez,  lib.  3.°,  tif. 
§  o.°,  páj  8b.  ¿íue  se  propusieron  las  partes? — La  venta  de 
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las  haciendas  la  Barranca  y  el  Rosario:  lie  aquí  la  cansa, 
¿^ue  pactaron?— íue  Caslríciones  vendía  á  Ayala  las  hacien- 
das en  cierta  cantidad,  la  cual  seria  pagada  en  añiles  cose- 
chados en  una  y  otra  hacienda;  para  lo  cual  Castriciones 
habilitaría  á  Ayala.  *Iue  el  pago  sea  en  lintas  cosechadas 
en  las  haciendas,  es  una  condición,  y  que  para  dichas  co« 
«echas  se  subministrasen  habilitaciones,  otra  condición;  pero 
él  contrato  era  uno?  á  saber:  la  venta  de  las  haciendas. 

Todo  contrato  produce  diversas  acciones  y  obligaciones 
entre  las  parte,  según  su  naturaleza  y  condiciones. 

Las  habilitaciones  están  conexas  con  el  pago  de  las  ha- 
ciendas, porque  este  debía  hacerse  en  añiles  cosechados  en 
aquellas;  y  para  cuyas  cosechas  se  habían  de  subministra! 
habilitaciones;  y  la  cuenta  es  una,  aunque  ton  diferentes  res- 
pectos. 

Con  las  tintas  debían  satisfacerse  las  habilitaciones,  y 
el  valor  de  las  haciendas#  No  están  liquidadas  dichas  habi- 
litaciones, dice  la  Cámara:  enhorabuena;  pero  ellas  nun- 
ca podrán  ser  mas  que  lo  que  dice  el  habilitador,  y  este  ha 
sido  mi  argumento.  Supóngase  que  las  habilitaciones  mon- 
tan la  cantidad  que  asegura  la  casa  de  Castriciones:  agré- 
guese  á  ellas  el  precio  de  las  haciendas;  he  aquí  el  cargo. 
Se  han  recibido  treinta  y  un  mil  quinientas  lihras  de  añil  á 
doce  reales  lihra',  es  decir,  cuarenta  y  siete  mil  docientos  cin- 
cuenta pesos-,  luego  no  solo  se  han  pagado  las  habilitacio- 
nes y  el  valor  de  las  haciendas,  sino  que  hai  un  alcance 
á  favor  del  comprador. 

Del  documento  consta  y  la  Cámara  sienta  repetidas  ve- 
ces que  1¿¡s  tintas  se  entregaban  por  las  habilitaciones  y  el 
valor  de  las  haciendas,  pero  nc  se  ha  probado,  dice  la  Cá- 
mara, foj.  27  vio.  línea  1.a  y  siguientes,  de  una  manera  cier- 
ta y  efectiva  en  el  término  del  encargado,  cuanto  sea  el  al- 
cance que  resulte  de  las  tintas,  pagada  la  habilitación. 

Ei  el  término  dicho,  reproduje  leg  luiente  las  pruebas 
en  que  eAk  plenamente  justificado  que  mi  tio  entregó  trein- 
ta y  un  mil  quinientas  libras  de  añil  abonables  á  doce  reales  li- 
bra, precio  de  Provincia;  luego  tengo  comprobado  el  pago. 
Esle  es  líquido  porque  la  ú  .ica  operación  que  falla  es  la 
material  de  sumar  que  se  verifica  en  un  momento.  ¿Cuanto 
es  el  alcance,  se  dice,  que  resulta  á  favor  de   Ayala?  He 
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dicho  y  repito  que  se  suponga  que  las  habilitaciones  son 
las  que  la  casa  de  Castriciones  indica  en  su  cuenta,  puesto 
que  no  podía  asegurarse  que  eran  mas  y  aun  en  semejante 
hipótesis  pues,  están  pagadas  no  solo  las  habilitaciones,  sino 
todo  el  valor  de  las  haciendas,  y  el  alcance  se  suma  en  un 
momento. 

Dice  la  (Jamara:  que  la  prueba  producida  por  los  dos 
testigos  contestes  Señores  Manuel  y  Jervacio  Avellaneda  no 
es  bastante,  p  rqne  no  se  conlrae  á  las  particularidades  que 
espresa  foj.  27  vto.  Se  ha  traido  esta  prueba  para  demos- 
trar  que  está  liquidada  \¿¡  deuda  con  un  alcance  considera- 
ble  á  favor  de  mi  tío,  y  el  Padre  Murillo,  Aulor  naüi  re- 
comendable  como  práctico,  y  porque  apoya  sus  d  ¡ctrinas  no 
solo  en  el  derecho  canónico,  sino  mui  especialmente  en  las 
leyes  que  nos  han  rejido,  enseria  lo  contrario  de  lo  que  di. 
ce  la  Cámara,  ^^uot  si  forte,  dise,  actn  judicialia  nmittamtur, 
omnia  i/i  Mis  contente:  probari  possunt  per  dúos  tester  giii  depo- 
nal,  se  ca  vidise  &.  Uyisse,"  lib.  2.  de  las  Decretales,  tit. 
19,  ntiiñ.  1 43,  al  fin. 

Los  testigos  han  declarado  que  vieron  fornndt  la  li- 
quidación en  la  causa  que  se  ha  perdido,  y  no  era  posible 
que  dijesen  otra  cosa  sin  tener  á  la  vista  dicha  cansa;  y 
esta  prueba  se  corrobora  con  el  escrito  de  f>j.  7  cuaderno 
principal  en  donde  se  citan  hasta  las  foj.  del  c  ¡  i  lerno  en 
que  corría  la  liquidación,  á  la  cual  no  negó  el  Juez  el  ca- 
ráter  de  ejecutiva,  foj.  7  vto.  cuaderno  principal.  La  su- 
ma referida  en  el  escrito  es  igual  á  la  declarada. 

El  apoderado  de  Castriciones  foj.  18,  cuaderno  corrien- 
te, que  en  la  venta,  el  pago  se  hace  en  dinero. 

En  los  contratos  hai  co^as  esenciales,  naturales,  y  ac- 
cidentales, y  las  segundas  pueden  variarse  de  consentimien- 
to de  las  partes,  Dr.  Alvarez,  lib.  3.°,  tit.  24,  páj.  133.  Con- 
viene el  apoderado  en  que  el  primer  plazo  del  valor  de  las 
haciendas  debia  pagarse  precisamente  en  añiles,  y  yo  fe  pre- 
gunto, si  no  obstante  esto  hai  compra  y  venta  ó  nó.  Lláme- 
se como  él  quiera:  las  partes  entendieron  su  contrato  por 
compra  y  venta,  no  obstante  las  condiciones  que  pusieron, 
y  en  este  sentido  se  ha  tomado.  Nómbresele  si  se  quiere 
permuta,  que  para  el  caso  es  lo  mismo. 

¿Conque  el  primer  plazo  debia  pagarse  en  añiles?-— Pues 
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en  el '  mismo  fruto  debian  satisfacerse  los  demás,  porque 
el  documento  debe  entenderse  según  todo  su  contesto,  y  en 
los  segundos  plazos  no  se  espresó  que  debia  hacerse  en  di- 
nero, y  la  espresion  ,,y  en  los  años  siguientes  á  un  mil  pesos 
en  cada  tino,  ó  lo  mas  que  de  esta  cantidad  pudiere,"*  está  rejida 
por  la  primer  cláusula,  y  como  aquella  era  una  cantidad 
indefinida,  esta  segunda  la  fija,  pero  no  varia  el  fruto  en 
que  debia  pagarse. 

TERCERA. 
Es  ilíquida  la  deuda. 
La  Cámara  asegura  foj.  27.  vto.  líneas  19.  y  siguien- 
tes, que  la  deuda  no  es  ilíquida,  porque  las  tintas  se  en- 
treg-iban  por  las  habilitaciones;  y  como  la  cantidad  á  que 
asiendm  estas,  está  ilíquida,  mientras  no  se  liquide  no  se 
sabe  si  hai  cantidad  abonable  por  el  valor  de  las  ha- 
ciendas. 

Por  lo  mismo  que  la  cantidad  de  las  habilitaciones  es- 
tá ilíquida,  lo  está  también  el  valor  de  las  haciendas.  He 
justificado  plenamente  que  mi  tío  ha  hecho  pagos  de  grue- 
sas y  determinadas  cantidades,  y  era  necesario  que  las  ha- 
bilitaciones estubiesen  líquidas  para  ver  si  se  absorvian  en 
ellas  las  cantidades  pagadas  porque  de  lo  contrario  debe 
suponerse  que  pagó  no  solo  las  habilitaciones,  si  no  todo  6 
parte  del  valor  de  las  haciendas.  ¿Con  que  razón  quiere 
amortizarse  una  paga  cierta  y  determinada,  con  soló  una 
de  uda  ilíquida  cual  es  ia  de  las  habilitaciones?  Mientras 
lio  se  pruebe  que  estas  suman  mayor  cantidad  que  los  pa- 
gos recibidos,  no  se  sabría  si  mi  lio  deba  del  valor  de  las  ha- 
ciendas, ni  puede  ejec litársele. 

Cuando  uno  es  deudor  de  dos  cantidades,  una  líquida r 
y  otra  ilíquida,  los  pagos  se  entienden  consignados  á  la 
líquida,  y  no  á  la  ilíquida*  como  lo  ensena  terminantemen- 
te la  Curia  Filípica,  lib  2.°  cap.  7.°  nnm.  37.  al  fin,  y  lo 
dicta  la  razón  natural.  D.?bia  mi  tio  diez  mil  pesos  por  es- 
tas: ha  pagado  en  treinta  y  un  mil  quinientas  libras  de  añil, 
cuarenta  y  siete  mil  docieiríos  cincuenta  pesos,  ¿Se  debe  el 
resto?  No*,  se  dice,  porque  se  le  dieron  habilitaciones  ¿Cuan- 
tas montan  estas?  No  se  sabe,  se  contesta,  porque  están 
ilíquidas;  luego  tampoco  se  sabe  si  se  ha  pagado  todo,  6  par- 
te del  valor  de  las  haciendas;  y  no  sabiéndose,  ¿podrá  lie- 
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Tarse  adelante  la  ejecución.? 

En  las  mismas  cuentas  presentadas  por  la  casa  de  Caí. 
triciones  consta:  que  el  primer  ano  no  solo  pagó  mi  tio  las 
habilitaciones,  si  no,  por  parte  del  valor  de  las  haciendas,* 
trecientos  veinte  y  un  peso  siete  reales,  foj.  123  vio.,  cua- 
derno ejecutivo. 

Conviene  la  parte  contraria  en  que  el  primer  plazo  del 
valor  de  las  haciendas  debía  pagarse  en  añiles:  se  entre- 
garon estos,  ¿7  cuantas  fueron  las  habilitaciones;?  No  se  sa- 
be hasta  ahora;  luego  está  también  ilíquido  el  valor  de  las 
haciendas,  porque  de  un  pago  que  se  hizo  por  ellas,  y  por 
1  i s  habilita ciones,  no  se  sabe  cuanta  cantidad  debe  abonar- 
se á  cada  una  de  ellas;  y  necesariamente  se  ha  reunido  co- 
mo he  dicho,  citando  á  Febrero,  lo  liquido  con  lo  ilíquido- 

Esplica  la  Cámara  la  senlencia  ejecutoriada,  que  espre- 
sa y  terminantemente  declara  que  la  deuda  es  ilíquida. 

¿Como  ha  podido  la  Cámara  de  2.a  Instancia  esplicar 
una  sentenca  ejecutoriada  de  la  3.a,  y  fuera  del  término 
legal,  y  sin  que  las  parles  lo  hayan  pedido.? 

La  sentencia  ejecutoriada  se  estima  como  una  verdad,  y 
es  necesario  atenerse  á  su  literal  tenor. 

El  apoderado  de  la  casa  de  Castriciones  pidió  que  se 
compensacen  los  diez  mil  pesos  del  valor  de  las  haciendas 
y  otras  canlidades,  con  los  danos  y  perjuicios  del  despo- 
jo, y  la  sentencia  ejecutoriada  declaró  que  no  había  lugar 
á  la  compensación,  porque  dicho  crédito  de  Castriciones 
era  ilíquido;  de  forma  que  el  fundamento  de  la  negativa 
estrivó  en  que  estaba  ilíquida  la  cantidad  que  cobraba  la 
casa  referida.  La  vía  ejecutiva  tiene  lugar  precisamen- 
te por  una  cantidad  liquida,  y  la  sentencia  de  remate  no 
es  la  que  la  liquida:  estaba  ya  trabada  la  ejecución  por 
virtud  del  documento  de  foj.  1.a  ,  cuaderno  ejecutivo,  y  no 
obstante  que  este  se  contralle  á  los  diez  mil  pesos,  y  que 
por  ellos  se  había  despachado  la  ejecución,  la  Cámara  dijo; 
que  no  estaba  liquidada  la  cantidad,  y  si  hubiese  estimado 
líquida  la  de  los  diez  mil  pesos,  habría  admitido  la  com- 
pensación en  esta  parte,  porque  la  deuda  m^nor  dismi- 
nuye la  mayor,  y  se  admite  la  compensación  de  diversas 
cantidades  hasta  la  concurrente,  Dr.  Aivarez,  lib.  3.°,  tit. 
5o,  paj.  293. 
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Sostiene  también  que  no  eslá  ilíquida,  porque  los  pigos 
se  han  hecho  por  las  habilitaciones,  y  cabalmente  esto  mismo 
és  lo  ijtie  persuade  lo  contrario.  ¿Se  han  hecho  pagos  efecti- 
vos? Si:  pero  por  las  habilitaciones.  ¿Y  cuanto  montan  estas? 
No  se  sabe;  luego  tampoco  se  sabe  si  se  ha  pagado  lodo  6  par- 
te del  valor  de  las  haciendas,  y  como  los  pagos  son  de  canti- 
dad determinad  n  mientras  no  se  pruebe  que  las  habilitaciones 
los  saldan,  se  sigue  que  hai  alcances,  y  cualesquiera  que 
sean  estos  hacen  la  deuda  ilíquida. 

íue  estubiese  6  no  la  acción  ejecutiva  pendiente  de  la 
sentencia,  no  le  quitaba  que  ya  se  estimase  liquida  la  can- 
tidad de  los  diez  mil  pesos,  puesto  que  se  había  despachado 
la  ejecución;  y  como  para  la  compensad  >n,  lo  que  reque- 
ría la  Cámara  era  que  estubiese  líquida  la  cantidad,  si  no 
se  admitió,  fué  puntualmente  porque  no  lo  era. 

Se  dice  que  el  pago  es  incierto  porque  depende  del 
éxito  de  la  liquidación  de  las  habilitaciones. 

Puede  suponerse  incierto  en  cuanto  á  los  alcances,  y 
esto  mismo  hace  ilíquida  la  deuda;  pero  está  probado  que 
se  han  hecho  pagos,  y  el  mismo  apoderado  de  la  casa  de 
Castxiciones  confiesa  que  efectivamente  se  han  recibido  las 
tintas  en  pago  de  las  habilitaciones  y  valor  de  las  haciendas; 
pero  que  no  han  sido  bastantes  á  cubrirlo  todo;  mas  era 
necesario  que  probase  esto  último,  porque  su  negativa  de 
hecho,  envuelve  una  afirmativo,  pues  confesando  que  ha  re- 
cibido  pagos,  es  necesario  que  él  pruebe  que  estos  no  han 
sido  bastante^,  como  dice,  para  cubrir  las  habilitaciones,  Feb. 
Nov.  Ubi  3.°,  tit.  2.°,  del  Juicio  ordinario,  Cap.  lo,  déla 
prueba,  §.  9.°  Mas  los  pagos  ciertos  y  líquidos  no  pueden 
compensarse  con  una  den  la  dudosa,  cual  es  la  de  las  ha- 
bilitaciones, y  ánñqiite  esta  debiera  pagarse  primero,  es  ne- 
cesario qne  el  habilita  lor  pruebe  lo  que  montan,  para  que 
salde  con  ellas  los  pagos  efectivamente  recibidos,  porque 
según  las  condiciones  del  contralo,  estos  se  hacen  también 
por  el  valor  de  las  haciendas. 

Quiero  observar  sobre  esto  una  especie  que  llama  mu- 
cho la  atención. 

Febrero  NoV.  advierte  que  para  despacharse  la  ejecu- 
ció  i  d-be  examinarse  si  la  confesión  es  clara  y  de  canti- 
da.l  líquida  ,, porque  si  hai  duda,  son  sus  palabras,  por  lev* 
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que  sea~,  no  se  debe  despachar"?  lib.  3.ft,  til.  S.ft,  del  juicio 
ejecutivo,  Cap.   4.°,  §.  l.° 

¿Y  quediria  este  Autor  en  vista  de  la  cuestión  actual? 
cuando  sobre  todo  lo  que  se  ha  dicho,  que  por  lo  menos  no 
podrá  negarse  que  vuelve  dudosa  la  liquidación,  se  sostie- 
ne no  obstante  la  sentencia. 

CUARTA. 

La  casa  de  Castriciottes  perdió  por  el  despojo  todo  el  derecho  que 

tupiera  por  el  valor  de  las  haciendas. 
Dice  la  Cámara,  foj.  28  vio.  línea  5  y  siguientes:  que  sien, 
do  esta  una  pena,  no  puede  imponerse  sin  oír  y  convencei 
al  despojador. 

Ya  se  ha  dicho  que  los  delitos  producen  dos  acciones, 
una  persecutoria  de  la  cosa  6  del  daño,  y  otra  penal.  Cuan- 
do se  intenta  la  primera,  se  obra  civilmente,  y  cuando  la 
segunda  criminalmente.  Oír  y  vencer  es  relalivo  á  la  sus- 
tanciacion  que  debe  recibir  el  juicio  según  su  naturaleza,  y 
conforme  á  las  leyes:  hai  juicios  criminales,  sumarios  y  *U- 
marísimos,  y  en  el  juicio  de  despojo,  el  despojado  debe  ser 
restituido  ante  omnia;  á  no  ser  que  en  concepto  de  la  Cámara 
todo  esto  ya  no  subsista. 

Se  ha  seguido  una  causa  ruidosa  en  todas  instancias  y 
en  diversas  épocas,  se  ha  oído  ademas  sobre  mis  ecepciones 
varias  veces  al  apoderado  de  Castriciones.  ¿íue  mas  se  quie- 
re?— Yo  no  solicito  castigo,  ni  dednsco  acción  criminal,  sino 
que  intento  la  acción  civil  por  via  de  ecepcion,  y  no  de  ac- 
ción. Está  oído  y  vencido  en  el  juicio  de  despojo,  y  se  ie 
está  oyendo  en  inis  ecepciones. 

A  nadie  se  puede  despojar  del  derecho  de  propiedad  sin 
ser  oído  y  vencido  conforme  á  la  Constitución,  dice  la  Cá- 
mara. ¿Y  no  se  le  oyó  y  venció  en  1.*  y  en  2.1  y  en  &\*  ins- 
tancia?— ¿Y  no  se  le  ha  oído  y  se  le  está  oyendo  en  cuanto 
á  mi  ecepcion? 

No  se  encuentra  lei  en  nuestros  Códigos»  repfttte 
mará,  que  imponga  ipso  facto  al  despojador  la  jpér«5Í<áa  dte  stt 
deuda  ¿y  la  5.t  tit.  34,  lib.  11.  Nov.  Kecopilaci©ni»  m>  es  «o* 
lei? — Pues  ella  espresamente  dispone:  que  en  las  penas  iufc» 
puestas  por  las  leyes  del  Reino  contra  los  que  despojan  sus 
deudores  de  sus  bienes  6  prenden  sus  personas,  se  incurra» 
por  el  mismo  hecho.  Está  dicha  lei  fcjg^fáte^iíi  tálcMt.TSfe 
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cíe  la  Constitución,  contesta  la  Cámara,  y  mostrando  respeto 
por  la  lei  fundamental,  la  quebranta,  por  que  quiere  tenga 
etéútQ  retroaclivo,  pues  á  pesar  de  haberse  dado  el  18  de  Fe- 
brero de  841,  la  retrotrae  al  despojo  que  se  verificó  el  ano 
de  182o. 

El  Sr.  Gregorio  López  en  la  glosa  2.a  de  la  lei  14,  lít. 
lo,  part.  7.a  que  después  trascribiré,  enseña  terminantemente: 
que  la  pérdida  del  derecho  por  el  despojo  se  reclama  y  debe 
reclaaiar  civilmente,  sin  perjuicio  de  que  pueda  usarse  de  la 
acción  criminal.  La  Curia  se  espresa  así:  ,,El  que  privadamente 
de  su  autoridad  despoja  á  otro  de  su  posesión  por  fierzi.  5  en 
otra  manera  sin  su  voluntad,  (demás  de  la  pena  del  delito)  pier- 
de el  derecho  y  accio'i  que  tubiere  según  una  lei  de  Partirla  cor- 
roborada por  otra  de  Recopilación/''  y  cita  las  leyes  14,  15  y 
16,  lít.  lo,  parí.  7,a  y  la  5.a  tít.  13,  lib.  4.°  tfecp.  que  es 
la  5.a,  tít.  34,  Hb.  11.  N.  debiendo  verse  también  la  1.a  del 
mismo  lít.  Parte  2.a  §.  2o,  núm.  2.°.  ..Escriche,  palabra  des- 
pojo, habla  así:  la  acción  violenta  conque  uno  es  privado  de  la 
cosa  que  poseía,  sea  muelle  o  raiz.  Por  este  mero  hecho  pier- 
de el  despojante  cualquier  derecho  que  tubiere  en  la  cosa  quitada 
y  no  teniéndole,  deberá  pagar  al  despojado  tanto  como  valiere 
la  cosa,  restituyéndola  en  ambos  casos  con  todos  los  frutos  y  uti- 
lidades  que  hubiere  percibido,  y  satisfaciendo  ademas  la  estimación 
ie  cualquier  daño,  perjuicio  ó  menoscabo  que  hubiese  aquella  es- 
peri mentado  desde  que  se  hizo  el  despojo." 

Dice  la  parte  contraria  que  la  lei  priva  al  despojador 
del  derecho  en  la  cosa,  pero  no  á  la  cosa.  La  Curia  contes- 
1a  en  la  doctrina  preinserta,  y  la  lei  14,  tít.  lo,  part.  7.a  se 
espresa  así;  "Atrevidos  son  á  las  vegadas  ornes  y  ha,  de  tomar 
por  fuerza,  como  en  razón  de  prenda,  ó  de  paga,  algunas  cosas 
de  aquellas  que  les  deuen  algo,  é  como  quier  que  aquellos  sean 
sus  deudores,  tenemos  que  facen  disaguisado.  Cá  por  aquesto  son 
puestos  los  Juzgadores  en  los  lugares,  porque  los  ornes  alcancen 
derecho  por  mandamiento  de  ellos,  é  non  lo  pueden  por  ellos  mis- 
mos facer.  E  por  ende  dezimos,  que  si  alguno  contra  esto  frie- 
re, tomando  alguna  cosa  di  casa,  6  de  poder  de  su  deudor,  que 
si  a'gun  dendio  hauia  eu  aquella  cosa  que  tomó,  que  la  debe 
perder  porende;  (  si  derecho  no:i  hauia,  debe  tornar  lo  que  tomo'; 
f  por  la  osadia  que  fiso  deve  perder  el  deudo  que  auia  de 
auer  de  aquel  á  quien  lo  forzó;  £  de  allí  adelante,  non  es  tenudo  el 
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deudor  de  responder  porenle.  E  ha  lugar  esta  pena,  cuanlo  aquel 
que  prendó  6  su  deudor,  lo  fizo  por  fuerza,  ó  de  otra  manera 
sin  derecho?  sin  placer  del."  ¿Puede  pedirse  una  desicion  mas 
terminante? — La  lei  pnes,  autoriza  á  mi  tío  á  no  responder 
de  la  deuda  que  se  cobra. 

Metiere  también  que  no  se  imponen  en  el  dia  mas  pe- 
nas que  las  del  Código;  bien  ¿y  esle  no  es  acaso  cierlo  que 
deja  lugar  á  las  indemnizaciones  de  perjuicio',  resarcimien- 
to de  danos,  y  que  se  contrae  á  las  penas  que  se  imponen 
á  los  delitos,  y  no  cuando  se  obra  civilmente  por  via  de 
ecepcion?  Pero  nada  de  esto  hace  al  caso,  porque  la  lei  de 
24  de  Marzo  de  821  declaró:  que  en  los  delitos  cometidos 
anles  de  la  publicación  del  Código,  impusiesen  los  jueces 
penas  según  su  arbitrio  y  prudencia,  considerando  las  cir- 
cunstancias de  la  persona,  hecho,  lugar  y  tiempo. 

Para  hacei  mas  palpable  la  ecepcion  controvertida,  re- 
pito el  ejemplo  que  propuse  en  mi  escrito  anterior,  y  que 
adopta  la  parte  e  ntraría.  Dése  que  una  mujer  cacada  comete 
adulterio:  por  él  perdió  su  dote;  lei  23,  til.  11,  parí.  4.a  ,:  des- 
pués la  cobra  ella  ó  sus  herederos,  y  el  marido  tiene  dere« 
cho  para  retenerla  ecepcionándof-e  con  el  adulterio  cometido, 
lei  3.a  del  mismo  tít.  y  part,  Padre  Sala,  lib.  !.°  tít  5.°; 
núm.  lo. 

Caslriciones  despojó  á  mi  lio  de  las  haciendas;  segun 
está  d' clarado  por  sentencia  ejecutoriada.  Perdió  el  derecho 
que  tenia  al  valor  de  ellas,  leyes  1.a  tít.  34,  lib.  11,  Nov. 
Kecop.  y  14,  lít.  lo,  part.  7.a:  cobra  dicho  valor,  y  mi  tio 
se  ecepciona  con  la  acción  que  nace  del  despojo  á  favor  su- 
yo. El  Sr.  Gregorio  López  en  la  glosa  1.a  di  la  lei  14,  tít. 
lo,  pavt.  7.a  no  deja  sebre  esto  la  menor  duda,  dice:  ,,Si 
ergo  res  eral  invasori  debita,  perdil  invasor  fus  qued  habebat  in 
ré  sen  ad  illam  rern,  el  si  ammodo  agat  excepíione,  repellelur;"' 
luego  úso  legalmente  de  la  ecepcion  de  despojo,  cuando  se 
cjuiere  cobrar  de  mi  tio  el  valor  de  las  haciendas  despojadas. 

Se  alega  que  estas  leyes  no  están  en  uso.  Pueden  ci- 
tarse ejemplos  de  la  llamada  Real  Audiencia  de  Guatemala, 
y  aun  de  la  Corte  de  Justicia  del  Estado,  que  han  aplica  !o 
cumplidamente  las  ley?s  de  que  se  trata;  pero  sea  de  esío 
lo  que  fuere,  la  escusa  de  no  estar  en  uso  las  leyes,  no  es 
motivo  vastante  para  dej^r  de  observarlas,  como  espresa'men- 


—28— 

fe  lo  dispone  la  leí  11,  ti t.  3.°,  lib.  3.®  Nov.  R^cop;  porque 
de  otra  suerte  seria  dejarlo  todo  al  arbitrio  del  Jaez,  y  que 
las  leyes  no  produjesen  efecto  alguno. 

9ueda  pues  demostrado  que  son  justas  y  legales  las 
ecepciones  que  he  propuesto,  y  reproduciendo  mis  escritos  de 
foj.  133,  cuaderno  ejecutivo,  y  4  y  siguientes,  cuaderno  cor- 
riente, cuyos  fundamentos  subsisten  en  su  vigor  y  con  la 
claridad  que  han  recibido  en  la  discusión, 

A  LA.  CAMAKA  rendidamente  pido  se  sirva  revocarla 
sentencia  suplicada,  como  igualmente  la  de  remate  con  cos- 
tas. Es  justicia  que  imploro,  juro  lo  necesario  &a.=*San  Sal- 
vador, Octubre  13  de  1847. — Cámara  de  3.a  instancia — Mar- 
celo Axjala* 

Cualquiera  que  sea  el  fallo  que  la  Cámara  de  3.a  instancia 
pronuncie  en  este  asunto,  será  publicado. 
San  Salvador,  Octubre  3o  de  1847. 

Marcelo  Ayali 

-og&go- 
Imprenta  Industria  Centro — Americana* 


Seíwr  Director  de  la  Imprenta  del  Album. 

San  José. 

Puntarenas,  Noviembre  14  de  1860. 
Muy  Señor  mió. 

Mi  hermano  Don  Cipriano  Alvarado  me  ha  remitido 
una  copia  testual  y  exácta  de  algunos  pasages  de  las  ac- 
tuaciones que  tiene  pendientes  ante  los  Tribunales  de 
Guatemala,  con  motivo  de  diversas  cuestiones  que  se  venti- 
lan entre  él  y  Don  Manuel  Larrave,  por  resultas  de  una 
compañía  que  celebraron.  Por  ellas  verá  U.  que  es  verda- 
deramente aflictiva  la  situación  de  mi  hermano,  encon- 
trando en  la  posición  asaroza  de  defenderse  de  los  ata- 
ques de  un  adversario  injusto,  que  tiene  á  su  favor  las 
simpatías  de  aquel  pais,  la  influencia  de  su  situación  so- 
cial, y  el  poder  del  dinero  qué  acaso  vale  mas  que  todo; 
pues  si  alguna  cosa  tiene  de  cierto  la  fábula  del  Conde  de 
Montecristo,  es  que  con  el  dinero  todo  se  compra  y  no. 
hay  cosa  que  no  se  halle  de  venta.  Dolido  de  la  posición 
de  mi  hermano,  y  deseoso  de  defender  su  reputación  y 
buen  crédito  que  siempre  ha  sabido  conservar  mediante 
una  conducta  intachable  y  limpia,  yo  me  intereso  en  la 
publicación  de  las  copias  adjuntas,  por  que  espero  since- 
rarle á  los  ojos  del  público,  de  las  negras  calumnias  con 
que  se  le  ha  querido  manchar,  y  por  que  no  creo  justo 
que  se  lo  lleven  sin  resistencia  las  poderosas  oleadas  de 
un  rio  revuelto,  que  una  verdadera  desgracia  le  impele  á 
atravezar.  Preciso  es  apelar  al  juicio  de  las  personas 
sensatas,  destruir  equivocaciones,  presentar  los  hechos 
cuales  son  y  pasan,  y  que  la  intriga  y  el  favor  no  se  es- 
condan de  la  luz  pública  para  enterrarse  para  siempre  en 
los  archivos  empolvados  de  los  Tribunales.  Mi  hermano 
me  interesa  porque  es  mi  hermano,  porque  yo  le  crie  y 
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le  eduqué,  porque  yo  soy  quien  formé  su  corazón  y  por 
que  estamos  identificados  de  tal  suerte,  que  son  mias  las 
injurias  que  a  él  se  hacen,  mios  sus  disgustos  y  pecares, 
y  niia  su  suerte,  y  la  de  su  infeliz  familia.  Por  eso  me 
valgo  de  la  prensa,  por  eso  no  quiero  evitar  gasto  apesar 
de  mis  circunstancias,  y  por  eso  haré  que  circulen  las  im- 
presiones que  á  U.  suplico,  tanto  en  este  mismo  pais 
donde  se  conoce  bien  á  mi  hermano,  como  allá  en  Guate- 
mala, donde  se  le  mira  bajo  el  aspecto  y  color  que  quiere 
darle  su  enemigo,  bien  que  eso  no  sucede  sino  solo  entre  las 
personas  de  su  círculo,  y  con  aquellas  á  quienes  el  soni- 
do metálico  produce  una  remoción  monetária,  que  arras- 
tra sus  convicciones,  su  conciencia  y  su  saber  á  los  pies 
de  un  díscolo,  tan  poderoso  como  la  providencia,  porque 
esos  hombres  no  temen  lo  que  hay  mas  allá  del  sepulcro, 
ni  al  Juez  que  ha  de  pronunciar  un  dia  sobre  la  bondad  ó 
malicia  de  sus  acciones. 

Por  no  ser  mas  largo  concluyo  suplicando  á  U.  se  sirva 
poner  cuanto  ántes  en  obra  la  impresión  á  que  me  he  re- 
ferido, y  oportunamente  mandarme  300  ejemplares,  junto 
con  la  planilla  de  su  costo  y  la  órden  de  pago  que  hará 
con  toda  puntualidiad  su  afectísimo  servidor,  Q.  B.  S.  M. 

Gil  Chacón. 


Señor  Don  Gil  Chacón. 

Puntarenas. 

Guatemala,  Setiembre  20  de  1860. 

Querido  hermano. 

Cumpliendo  con  lo  que  te  ofrecí  en  mi  anterior,  te  re- 
mito un  legajo  con  sesenta  y  siete  fojas.  En  él  encontré 
rás  una  idea  general  de  la  mayor  parte  de  las  cuestiones 
que  actualmente  se  ventilan  entre  el  Señoj,-  Larrave  y  yo, 


— 3— 

por  las  injurias  y  calumnias  que  inventó  para  procurar  la 
disolución  de  la  compañía,  apoderarse  de  cuanto  me  per- 
teneciera y  vindicarse  de  algnn  modo  de  su  mal  compor- 
tamiento conmigo,  puesto  que  muehos  de  sus  amigos  le 
hacían  cargos  manifestándole  que  como  era  eco  que  hacia 
poco  tiempo  le  habían  oido  decir  á  él  mismo,  que  no  ha- 
bía hombre  igual  á  mi  en  honradez,  trabajo  etc.  También 
me  falta  que  mandarte  los  gatos  sobre  la  demanda  que  le 
entablé  para  que  pague  á  Don  Bartolomé  Blanco  de  Nue- 
va York,  el  adeudo  que  contraje  para  traer  los  instrumen- 
tos y  maquinaria  que  por  su  orden  fui  á  comprar,  al  mis- 
mo tiempo  que  al  cumplir  otra  comisión  del  mismo.  Jun- 
to con  esto  que  me  falta,  te  remitiré  los  demás  autos  y 
sentencias  que  recaigan,  escritos  y  alegatos  que  se  for- 
mulen en  todos  los  negocios  ya  dichos,  y  con  ellos  te  irán 
también  los  autos  en  que  demando  al  mismo  Larrave,  pol- 
los sueldos  de  quince  meses  que  le  sirvió  en  Santa  Elena 
Don  Jesús  Alvarado,  como  administrador  de  ella  y  bajo 
mi  dirección. 

Tú  me  preguntas  como  ha  empezado  esta  cuestión  y 
porque  se  ha  estendido  á  tal  estremo:  el  contarte  menu- 
damente todos  sus  antecedente  y  causas,  seria  no  acabar, 
pero  teniendo  tú  una  idea  general  del  principio  de  tan 
malhadado  negocio  y  dándote  mucha  noticia  también  las 
copias  que  hoy  te  mando,  me  concretaré  únicamente  á 
darte  un  extracto  por  encima  de  lo  que  ha  ocasionado  es- 
tos acontecimientos. 

Ya  recordarás  la  causa  que  motivó  la  compañía:  así 
mismo  como  me  concreté  yo  y  toda  mi  familia,  no  solo  al 
servicio  de  la  sociedad,  sino  los  propios  intereses  de  Larra- 
ve,  pues  que  hubo  ocasión  que  abandonara  los  de  la  compa- 
ñía para  atender  á  los  suyos  propios.  El  pues  se  propuso  es- 
quilmar mis  intereses  y  el  sudor  y  trabajo  mió  y  de  todos 
los  que  me  pertenecían:  este  fué  su  plan  desde  el  origen  de 
la  sociedad,  el  cual  se  echa  de  ver  del  todo  de  su  corresppn- 
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dencia  y  de  sus  ulteriores  comportamientos;  mas  yo,  cre- 
yendo en  su  fementida  amistad,  cerraba  necio  los  oidos  á 
todo  lo  que  muchas  buenas  gentes  me  decían  sobre  este 
particular;  á  saber,  que  con  el  tiempo  yo  acabaña. mal  con 
ese  hombre,  porque  así  era  su  modo  de  proceder.  Efecti- 
vamente, tu  recordarás  las  cartas  que  le  escribia,  dicien- 
dole  que  no  me  convenia  hacer  grandes  gastos  en  la  finca, 
ni  entrar  en  la  empresa  mas  ailá  de  lo  que  podían  mis  fa- 
cultades, porque  no  quería  verme  en  trabajos  mas  ade- 
lante, ni  verme  dominado  por  él  al  tiempo  de  la  disolu- 
ción si  yo  le  estaba  debiendo,  ó  que  pudiera  suceder  que 
después  de  que  emprendiésemos  en  grandes  á  él,  no  le 
conviniese  adelantar  mas  íjpndos,  y  entonces  la  empresa 
se  quedaba  á  medio  andar,  y  que  el  perjudicado 
seria  yo.  Recordarás  al  mismo  tiempo  las  contestaciones 
que  me  daba  á  estas  cartas,  que  aunque  ya  encerraban  la 
malicia  y  perfidia  que  quería  usar  conmigo,  no  ha  dejado 
de  condenarse  apesar  de  eso  en  ellas,  porque  no  podia  es- 
quivar de  contestar  mis  párrafos  aunque  fuera  de  una 
manera  indirecta  como  lo  hacia,  porque  de  lo  contrario 
me  descubría  sus  miras,  y  ya  entónces  no  habría  podido 
llevar  adelante  su  plan;  y  aunque  en  sus  propias  cartas 
todo  se  lo  reservaba,  contestarme  á  nuestras  vistas,  al  fin 
muchas  veces  se  le  fué  la  pluma  y  confesó  claro  y  termi- 
nantemente no  solo  la  obligación  que  había  contraído  ha- 
cia mí,  sino  también  la  perfidia  que  quería  jugarme.  Y 
para  que  veas  la  verdad  de  estos  hechos  te  repeti- 
ré unos  pocos  de  sus  párrafos,  al  menos  los  que  se  me 
vengan  á  la  memoria  mas  pronto;  y  entiendo  que  algunos 
de  ellos  habrás  visto,  y  siéndome  difícil  recordar,  pues  mu- 
cha parte  de  esta  correspondencia  se  encuentra  agregada 
en  los  diferentes  espedientes  que  se  han  formado,  entre 
los  que  recuerdo  te  diré  los  siguientes:  en  su  carta  de  17 
de  Junio  de  1857  en  que  me  contesta  varias  mias  sobre 
observaciones  que  le  hago,  sobre  que  no  me  convenia  ha- 


cer  grandes  gastos  en  la  finca,  me  contesta  y  me  dice, 
que  aunque  opina  como  yo,  me  repite  que  todo  gasto  en 
la  finca  sera  útil,  porque  asegura  el  resultado  de  lo  que  se 
proyecta-  así  como  le  gustarán  todos  los  ensayos  en  obje- 
tos nuevos.  En  su  carta  de  30  de  Octubre  del  mismo  año 
dicbo,  cuando  me  faculta  para  comprar  el  terreno  de  las 
hojas,  me  anima  á  emprender  en  el  negocio  de  caña  y  ra- 
padura, y  entre  otras  cosas  me  dice  así:  "que  por  pisto, 
como  yo  digo  en  las  mías,  que  no  repare,  que  habrá  pa- 
ra las  fincas,  para  cargar  el  buque  tuyo,  y  para  lo  mas 
que  se  ofrezca;  y  que  no  tenga  miedo,  que  piense  y  calcule, 
porque  él  no  lo  tiene.  Así  me  asegura  en  su  carta  de  12  de 
Diciembre  del  mismo  año,  en  la  cual  me  anima  á  no  des- 
mayar; y  por  último,  cuando  ya  empezó  a  sentir  los  gas- 
tos, y  que  yo  le  escribí  atormentado  sobre  esto,  no  tan- 
to por  lo  que  él  desembolsara,  sino  por  lo  que  á  mi  me 
tocaba,  me  contesta  el  9  de  Mayo  de  1858,  y  en  su  pár- 
rafo 3'.'  dice  así:  mis  compromisos  no  influirán  (mientras 
tenga  recursos  que  agotar,)  en  los  trabajos  de  U.  y  del 
liaron  Median,  en  estas  empresas  mi  interés  y  mi  reputa- 
clon  así  como  la  de  U.  y  él  ¿consentiré  en  que  se  suspendan? 
Por  este  tenor  te  podría  copiar  muchísimas  líneas  suyas, 
pero  reria  no  acabar,  y  solo  me  limitaré  á  hacerte  una  ob- 
servación sobre  el  último  párrafo  que  te  he  copiado  de 
una  de  sus  cartas.  Para  infundirme  confianza,  y  hacer 
que  yo  no  le  echara  por  tierra  su  único  plan  de  meterme 
en  enredos  mas  allá  de  mis  facultades,  y  que  no  le  tuvie- 
ra miedo  al  compromiso  que  él  se  habia  echado  ensima, 
de  auxiliarme  con  todo  lo  que  a,  mí  me  faltara  para  la 
conclusión  de  la  empresa,  me  puso  ese  párrafo  compa- 
rándome la  oblgacion  que  tenia  hácia  mí,  y  aun  ponién- 
dome en  primer  lugar,  y  antes  que  el  Barón  Du-Tell. 
El  compromiso  con  éste  era  de  treinta  mil  pesos  que  le 
habia  acéptado  en  letras  á  plazos  fijos.  Ahora  si  se  con- 
sidera que  Larrave  me  pone  á  mí  de  preferencia  ¿cuál  se- 


ría  el  compromiso  que  tenia  para  conmigo?  A  tu  consi- 
deración lo  dejo  y  sigo  con  mi  cuento.  Como  tú  recorda- 
rás, desde  principios  de  58,  hasta  Abril  de  59,  los  nego- 
cios del  Señor  Larrave  absorvian  toda  mi  atención  y 
tiempo,  ya  no  solo  estaba  ocupado  de  sus  negocios,  sino 
también  todos  los  de  mi  familia  y  todos  los  operarios  y 
agentes  de  la  finca  de  la  compañía,  y  sin  embargo  no  bas- 
tábamos para  el  cumplimiento  de  las  órdenes  que  me 
mandaba,  y  las  dificultades  que  sus  negocios  presenta- 
ban; mas  habiendo  abandonado  mis  propios  intereses  por 
salvar  los  suyos,  y  viendo  que  el  hombre  no  se  daba  ni 
por  entendido  con  mis  negocios,  y  que  el  tiempo  de  la 
disolución  se  acercaba,  que  cada  dia  mas  me  recargaba 
sus  recomendaciones  apesar  de  los  reparos  que  sobre  el 
particular  le  hacia,  que  no  daba  providencia  de  vender 
sus  fincas  no  obstante  las  propuestas  que  tenia  por  ellas, 
ó  que  no  ponia  una  persona  que  se  las  manejara;  y  por 
último,  viendo  que  después  de  que  se  las  había  salvado 
de  la  ruina  total,  que  les  amenazaba,  debido  á  sus  órde- 
nes torpes  y  contradictorias  unas  con  otras,  cuando  fué 
á  la  temporada,  el  año  de  59  observé,  que  no  solo  no 
agradecía  el  trabajo  que  yo  y  todos  los  mios  nos  habia- 
mos  tomado  por  salvarle  sus  intereses  y  ponérselos  en 
estado  de  producir,  hizo  que,  antes  bien  lejos  de  estimar 
el  trabajq  que  nos  habíamos  tomado,  empezó  á  dar  órde- 
nes tercas  y  necias,  k  hacer  y  deshacer  disparates  ocasio- 
nando grandes  gastos,  y  queriéndose  meter  en  lo  que  no 
sabia,  haciéndose  maestro  de  todo  y  oficial  de  nada,  co- 
mo dicen.  Entonces  me  llama  el  administrador  Don  Je- 
sús Alvarado  y  me  dice  que  no  continuaba  en  la  finca, 
porque  Don  Manuel  daba  una  orden  por  la  mañana  y  en 
la  tardo  contra  órden,  ó  le  hacia  variaciones:  que  estaba 
haciendo  dos  mil  disparates,  que  mientras  que  nosotros 
habíamos  hecho  ;í  nuestro  albedrio  las  cosas  sin  atender 
á  sus  órdenes,  habíamos  podido  salvar  la  finca  con  gran- 


de  economía  y  ponerla  en  estado  de  producir  10  ó  12,000  $ 
de  cosecha,  y  que  estando  presente  el  Señor  Larravéj 
no  se  podia  menos  de  ejecutar  sus  órdenes,  y  que  al  paso 
que  iba  talvez  no  produciría  3,000  8'  de  cosecha,  y  se 
gastaría  12  ó  15,000  8  sin  fruto  alguno,  y  que  el  resulta- 
do de  nuestro  trabajo  seria  el  descrédito  como  les  había 
sucedido  á  varios  por  haber  cumplido  sus  órdenes  al  pié 
de  la  letra,  en  cuenta  Don  Cayetano  Batres  y  Don  Fa- 
cundo García,  y  que  se  iba  á  cumplir  en  nosotros  el  ada- 
gio que  dice,  unos  lavan  la  lana  y  otros  cargan  la  firna, 
y  que  él  no  quería  llegar  á  este  caso.  Yo,  pues,  conven- 
cido de  estos  hechos  no  solo  aprobé  su  resolución  á  Don 
Jesús,  sinó  que  llamé  á  capítulo  al  Señor  Larra  ve  y  le 
manifesté  francamente,  como  un  verdadero  amigo,  los 
hechos  y  la  resolución  que  teníamos,  y  al  mismo  tiempo 
le  hice  ver  que  yo  había  perdido  el  trabajo  en  los  intere- 
ses de  la  compañía,  cerca  de  dos  años,  por  estar  ocupa- 
do en  sus  negocios:  que  se  aproximaba  el  tiempo  de  la 
disolución  de  la  empresa  sin  haber  podido  hacer  mayor 
cosa  en  ella,  por  la  causa  antes  dicha,  y  por  el  caso  for- 
tuito del  cólera  en  el  año  de  57,  y  que  una  de  dos,  ó  se 
aumentaba  el  término  de  la  disolución  por  tres  años  mas} 
ó  se  hacia  un  esfuerzo  y  se  gastaban  50,000  S  para  con- 
cluirla cuanto  antes,  y  sacar  en  el  tiempo  que  faltaba  el 
provecho  que  nos  habíamos  propuesto  al  emprender  en 
grande  la  negociación:  entonces  me  manifestó  el  S,eñor 
Larrave  que  no  le  convenia  alargar  el  tiempo  por  tres 
años  mas  en  razón  de  su  edad  tan  avanzada:  que  se  alar- 
garía lo  que  se  considerase  necesario  y  útil  á  los  intere- 
ses de  los  dos,  cuando  se  cumpliera  el  que  teníamos  pre- 
fijado: que  mas  le  comvenia  hacer  el  desembolso  de  50,000 
%  para  la  conclusión  breve  de  la  finca,  que  alargar  el 
tiempo;  pero  que,  para  hacer  el  desembolso  también  se 
encontraba  en  dificultades  porque  no  tenia  fondos  dispo- 
nibles y  estaba  debiendo  á  premio  sobre  cien  mil  pesos; 


pero  que  le  dejara  algunos  dias  de  término  para  pensar  6 
ver  como  sanjabamos  las  dificultades  en  que  estaba.  Efec- 
tivamente regresó  de  la  temporada  con  su  familia  y  vol- 
vió á  Escuintla  solo,  y  entonces  me  propuso  que  fuese  yo 
a  los  Estados-Unidos  a  vender  los  frutos  de  cuatro  fincas 
que  él  podia  disponer  en  Escuintla,  y  que  contratara  por 
su  propia  cuenta  veinticinco  mil  quintales  de  azúcar  y 
nueve  mil  quintales  de  café,  entregadero  todo  en  tres 
años,  sin  limitación  de  precios,  y  debiendo  pedir  un  ade- 
lanto de  50,000  S  para  los  gastos  de  la  finca  en  compañía, 
pudiendo  asegurar  el  pago  de  dicha  suma  con  las  mismas 
fincas  y  sus  productos,  reconociendo  un  interés  de  seis 
por  ciento  sobre  el  adelanto,  y  que  al  mismo  tiempo  po- 
dia pasar  yo  á  la  Habana  y  perfeccionarme  en  el  cultivo  y 
elaboración  de  azúcar,  y  ver  tanto  allí  como  en  los  Esta- 
dos-Unidos las  mayores  máquinas  é  instrumentos  que  se 
usaban,  y  traerlas  ya  de  una  vez;  y  que  sino  se  conseguia 
el  dinero,  que  entonces  veria  él  que  traza  se  daba  por  acá, 
y  en  último  recurso  se  alargaría  el  plazo  que  yo  decia. 
La  propuesta  no  me  parecia  mala,  tanto  mas  que  era  en 
favor  de  sus  propios  intereses  y  los  mios,  y  que  al  mismo 
tiempo  no  solo  adquiria  conocimientos  y  traía  los  útiles 
que  se  necesitaban  en  la  finca,  á  mi  gusto,  sino  que  yo 
podría  hacer  algún  negocito  por  mi  propia  cuenta,  y  tam- 
bién en  la  pasada  por  la  Habana  podría  ver  el  estado  en 
que  estaban  los  negocios  de  mi  suegra  y  su  hija;  y  en- 
tonces pedir  al  Señor  Larrave  unos  dias  para  pensar  en 
el  viage  y  responderle  definitivamente.  Asi  fué,  á  los  po- 
Cos  dias  me  vine  á  esta  capital,  arreglé  con  el  Señor  Ti- 
bie un  negocio  de  grana,  y  con  mi  madre  política  que  de- 
sistiera de  un  viage  que  ella  proyectaba  á  su  pais  y  se 
quedase  acompañando  á  su  hija,  llevando  yo  el  poder  pa- 
ra arreglar  sus  negocios.  Entonces  avisé  al  Señor  Lar- 
rave que  casi  estaba  hecho  el  viage,  pero  que  iba  á  resol- 
verlo á  Escuintla  después  que  consultara  con  mi  familia, 
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y  efectivamente  á  los  pocos  (lias  no  mas,  me  escribe  el 
Licenciado  Don  Nicolás  Larrave,  á  nombre  de  su  tio  di- 
ciendome,  que  si  al  fin  hacia  el  viage  á  los  Estados- 
Unidos,  lo  cual  les  contesto  y  les  digo  que  si,  y  les  cuen- 
to los  arreglos  y  compromisos  que  habia  hecho;  y  á  po- 
cos días  me  vine  á  esta  Ciudad  á  concluir  el  arreglo  que 
se  necesitaba.  De  suerte  que  el  10  de  Junio,  procedí  pri- 
mero á  la  liquidación  de  cartas  con  el  Señor  Larrave,  y 
la  manera  de  pagarle  lo  que  le  saliese  a  deber,  y  pase  por 
tudas  las  cantidades  que  me  quiso  cargar  ilegalmente,  y 
por  los  intereses  usurarios  que  me  liquidó,  porque  se  pu- 
so por  condición  espresa  que  yo  debia  pagar  esta  suma  so- 
lo con  la  parte  de  productos  que  rindiera  y  me  corres- 
pondían en  la  finca  de  la  compañía  del  año  de  60  en  ade- 
lante. Día  11  le  otorgué  la  escritura  de  reconocimiento, 
especificando  esas  condiciones:  el  dia  13  del  mismo  mes, 
hizo  el  calculo  el  Señor  Larrave  de  su  propio  puño  y  le- 
tra de  los  frutos  que  podia  enagenar,  y  se  me  dio  la  car- 
ta instrucción  en  que  se  me  facultaba  para  el  negocio,  y 
una  carta  de  recomendación  para  su  consignatario  en 
Nueva-York,  Don  Bartolomé  Blanco,  dicíendole  el  obje- 
to de  mi  viage,  la  sociedad  que  tenia  conmigo,  y  dándo- 
le á  conocer  mi  firma.  Te  acompaño  copia  de  esos  tres 
documentos  mas. 

Yo  inocentemente  hice  el  viage:  no  calculaba  la  que  mi 
hombre  me  preparaba,  y  fui  con  la  mejor  intención.  Mas 
él  ya  la  habia  premeditado  bien;  así  fué  que  al  irme  para 
Escuintla  me  escribió  diciendome  que  se  iba  á  despedir 
de  mi:  lo  verificó  cumplidamente  y  quedó  en  Escuintla 
cuando  salí  de  allí,  y  al  siguiente  dia  de  mi  marcha  le 
convidaron  algunas  personas  para  que  se  viniese  á  esta 
Ciudad  en  compañia  de  ellas,  el  26  del  mismo  Junio,  y 
les  manifestó  que  no  lo  podia  hacer  hasta  que  no  tuviese 
la  noticia  que  yo  me  habia  embarcado,  porque  antes  de 
venirse  quería  contrariar  todas  mis  órdenes,  mandar  sus- 
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pender  los  trabajos  y  arreglarlos  a  su  modo.  No  faltó  en 
nada  á  su  palabra:  mandó  suspender  todo  trabajo,  de  lo 
cual  resultó  el  perjuicio,  que  se  perdieron  como  tres  mil 
pesos  en  materiales  que  estaban  acopiados  para  concluir 
las  obras,  dejaron  al  sol  y  al  agua  22  carretas  que  hubo 
que  hacerlas  nuevas  a  mi  vuelta,  porque  estaban  ya  inúti- 
les, se  perdieron  las  habilitaciones  que  debían  los  obreros 
que  trabajaban^  por  no  pagai  cerca  de  cuatrocientos  pe- 
sos que  era  lo  que  habia  que  desembolsar  para  la  conclu- 
sión de  las  oficinas  y  obras  que  habia  dejado  contratadas; 
se  retrasaron  todos  los  trabajos:  se  enmontó  el  cafetal,  se 
secaron  como  ocho  mil  arboles  por  el  monte,  se  vino  la 
cosecha  de  café  y  no  permitió  que  cogiesen  é  hiciesen  lo 
que  yo  habia  mandado  á  su  tiempo,  y  se  perdieron  como 
quinientos  quintales;  y  por  último  mandó  moler  la  caña 
tierna  en  invierno  para  que,  si  habia  de  producir  diez  solo 
produgera  uno,  y  ya  que  estaba  todo  arreglado  á  su  modo, 
dio  principio  por  echarse  encima  de  todo,  empezando  por 
Ja  ladrillera  que  tenia  Don  Pedro  Gutiérrez,  y  no  habién- 
dose dejado  éste  y  resistido  se  alarmó  mi  familia,  trata- 
ron de  ponerle  un  dique  á  su  ambición,  y  entonces  él  vió 
que  no  podia  llevar  á  rabo  su  plan  y  se  asustó  con  todo 
lo  que  habia  hecho;  y  el  único  modo  que  encontró  de  sa- 
lir del  apuro,  fué  inventando  la  multitud  de  injurias  y  ca- 
lumnias que  antes  hé  dicho.  Esto  le  imposibilitó  su  plan 
porque  tal  vez  sin  ellas  yo  habría  cedido  á  todas  sus  pre- 
tensiones por  evitar  pleitos;  pues  como  tu  sabes  jamas,  ja- 
mas hé  tenido  uno  ni  chico  ni  grande;  pero  no  solo  se  me 
quería  despojar  de  mis  intereses,  mi  trabajo  de  tanto 
tiempo,  mi  dinero  y  el  ageno,  sinó  también  quitarme  mi 
reputación  por  puro  capricho  y  altanería,  sin  ningún  mi- 
ramiento y  á  título  de  rico  y  hombre  de  intrigas  y  trapa- 
serias,  como  él  dice  en  su  carta  de  14  de  Marzo  de  1858, 
que  te  mandé:  esto  me  puso  en  el  compromiso  de  defen- 
der mi  honor  y  dignidad,  única  cosa  que  el  hombre  debe 
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conservar  aunque  sea  coa  sacrificio  de  su  vida;  y  ya  pues- 
to en  el  caso  de  pelear  por  mi  reputación,  también  debía 
defender  mis  intereses  aunque  no  fuera  mas  que  por  Jos 
ágenos  que  existían  en  mi  poder. 

A  mi  regreso  aqui,  pues,  como  no  tuvo  efecto  el  negocio 
de  los  Estados  Unidos,  de  enagenacion  de  frutos  porque 
la  casa  de  Larrave  no  tenia  allí  buen  crédito,  y  el  Sr. 
Blanco  me  dijo  francamente  á  presencia  de  Don  Manuel 
de  Lorenzo,  y  de  el  Secretario  del  Señor  Irisarri  que  el 
no  respondía  por  el  Señor  Larrave,  porque  no  quería  ne- 
gocios con  hombres  que  no  conocía  bien  y  que  estaban  á 
largas  distancias,  y  tanto  mas  que  había  hecho  grandes 
perdidas  en  Centro-América  por  esos  adelantos.   Ya  el 
Señor  Larrave  ó  tenia  que  buscar  los  50,000  8  ó  alargar 
el  plazo;  y  con  sus  malos  comportamientos  durante  mi 
ausencia,  pues  no  solo  hizo  lo  que  antes  he  dicho,  sin/» 
que  á  mas  de  desacreditarme  le  negó  á  mi  Señora  lo  nece- 
sario para  sus  gastos,  sin  embargo  de  haber  quedado  com- 
prometido á  suministrárselos,  y  que  lo  verificó  solo  en  el 
primer  mes;  así  es  que  desde  que  supo  mi  llegada,  desem- 
bainó  su  espada  ó  mas  bien  dicho  su  tilosa  lengua  y  cuan- 
do me  contestó  mi  primera  carta  en  que  le  noticio  mi  llega- 
da, ya  fué  hablandome  de  disolución.  Solo  ocho  dias  estu- 
ve al  lado  de  mi  familia:  allí  supe  todas  sus  infamias 
y  entonces  me  convencí  de  su  perfidia,  sin  embargo  su- 
frí con  calma  y  me  vine  á  procurar  un  arreglo  amigable. 
Entré  á  su  casa  con  Don  Luis  Carrillo,  que  por  casualidad 
lo  encontré  en  la  calle  y  le  supliqué  fuese  conmigo.  ¿Cómo 
crees  que  me  recibió?  Como  si  nunca  nos  hubiésemos  encon- 
trado ni  visto,  ni  la  mano  me  dió;  por  sorpresa  se  levantó 
del  asiento  del  susto  de  verme,  y  luego  que  le  pedí  espli- 
caciones  sobre  sus  cartas,  su  contestación  fué,  decirme,  que 
no  continuaba  la  compañía  porque  yo  era  un  pillo,  que,  lo 
que  quería  era  arruinarle;  á  esto  le  contesté  que  pensara 
con  calma  un  medio  de  salir  de  las  dificultades  en  que  él 
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nos  había  puesto,  y  que  me  escribiera  proponiendo  medios 
razonables;  y  aunque  me  dijo  que  lo  pensaría,  me  indicó 
que  yo  no  podia  pelear  con  él  porque  era  hombre  rico,  de 
influencia  y  tenia  muchos  amigos,  y  sabia  lo  bastante  para 
meterme  á  mí  en  la  cárcel:  este  fué  el  principio  de  la  lu- 
cha, y  puede  figurarse  si  yo  seria  capaz  de  volver  á  su  ca- 
sa. El  12  de  Noviembre  de  5í)  se  me  pasó  la  primer  órden 
de  comparendo  al  Tribunal  mercantil  para  que  nombrara 
arbitro:  el  18  se  otorgó  la  escritura  que  encabeza  las  co- 
pias que  te  mando,  y  de  esta  fecha  datan  todas  las  cues- 
tiones y  ocurrencias  de  que  dan  una  idea  los  papeles  que 
te  mando.    Y  si  he  acusado,  ocurrido  de  hecho  y  formu- 
lado quejas  ante  los  Tribunales  ete,,  ha  sido  en  mi  defen- 
sa y  ya  desesperado  de  ver  como  me  querían  atropellar, 
y  gracias  a.  eso  estoy  parado,  y  ya  no  son  tan  continua- 
dos los  hechos  y  me  dan  tiempo  de  respirar,  y  á  hablar- 
te francamente,  sino  fuera  que  en  la  Suprema  Corte  he 
encontrado  alguu  amparo  y  que  el  negocio  principal  lo  ra- 
diqué ante  el  Juez  2f>  ,  que  aunque  veas  ese  ocurso  y  su 
informe  y  mi  alegato,  es  lo  mas  activo  que  aqui  hay  y  el 
que  se  ciñe  mas  á  las  leyes,  yo  no  sé  que  habría  hecho;  pues 
en  el  Consulado  me  habrían  hecho  trizas  tiempos  ha.  Su- 
pone el  Tribunal  mercantil  compuesto  de  legos,  de  hom- 
bres ligados  de  negocios  con  mi  socio,  como  los  dos  Aguir- 
res,  sugeto  éste  Tribunal  al  dictámen  del  Asesor,  por 
<pic  (por  la  ley  deben  seiíirse  á  su  opinión)  los  anteceden- 
tes que  yo  tengo  con  el  famoso  ¿\sesor:  luego  el  escribano 
del  Consulado  es  la  persona  que  hace  allí  después  del 
Asesor,  y  es  el  mismo  que  sirve  de  escribano  en  el  Tribu- 
nal de  Alzadas,  que  es  á  donde  se  ocurre  en  las  apela- 
ciones del  Consulado.    El  Juez  de  Alzadas  es  un  hombre 
idiota,  que  ya  le  faltan  los  cinco  sentidos,  creo  que  es 
mas  de  viejo  que  de  otra  cosa:  suponte  un  Juez  sordo, 
que  ya  no  vé  ni  puede  andar,  ¿cuáles  serán  los  fallos  que 
él  ponga,  si  no  ha  oído  las  razones  que  han  espuesto  las 
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partes?  Luego  que  se  quedan  solos,  el  informe  que  a  gri- 
tos le  dé  el  escribano  y  lo  que  quiera  escribir,  eso  es  lo 
que  él  firma;  así  es  que  ya  yo  no  hago  ni  ocurro  en  las  ape- 
laciones á  ese  Tribunal,  porque  veo  que  es  pejrder  mi  tiem- 
po. Los  negocios  de  ínteres  metálico  están  allí  arraiga- 
das, y  hace  como  dos  meses  ni  veo  ni  oigo  á  esos  Jueces: 
no  voy  ni  Tribuna!:  dan  un  auto,  cuando  me  lo  notifican, 
contesto;  mando  mis  escritos  y  ocurro  á  la  Corte  á  que- 
jarme si  es  necesario,  nada  mas. 

Tú  me  dices  que  porque  no  procuro  un  arreglo:  mil  y 
mil  veces  lo  he  procurado  cediendo  todos  mis  derechos  y 
sometiendo  el  pleito  al  último  resultado  que  tendría, 
perdiendo  yo  en  todas  sus  partes,  y  solo  exigiendo  que 
se  me  dé  una  satisfacción  pública  por  los  ultrages  y  ca- 
lumnias, y  que  pague  los  créditos  privilegiados  que  debo; 
y  como  Larrave  dijo  también  que  estos  son  supuestos, 
le  propuse  que  los  sometiéramos  á  una  sentencia  de  gra- 
dos, y  que  serian  pagados  por  lo  que  ella  ordenara;  pero 
el  hombre  lo  que  quería  era  apropiarse  la  finca,  que  e^  la 
que  le  ha  llamado  su  atención,  en  razón  de  la  cantidad 
excesiva  que  ha  producido  en  el  poco  tiempo  que  duró  la 
compañía,  apesar  de  estarse  formando  y  de  haber  perdi- 
do el  año  de  57  con  el  cólera  y  el  de  58  y  59,  abandonada 
por  asistir  lo  de  él:  lo  que  él  deseaba  era  que  la  finca  ie 
quedase  sin  aflojar  medio  a,  nadie,  pero  eso  no  podría  ser, 
y  apesar  de  todo  lo  espuesto,  yo  he  hecho  poderíos  por 
transar,  he  facultado  á  las  personas  que  he  considerado 
de  mas  confianza,  capacidad  é  influencia  para  que  lo 
transen  de  la  manera  que  á  ellos  Ies  pareciese;  pero  todo 
ha  sido  en  vano,  su  contestación  es  que  los  recursos  se 
me  acabaran  y  entonces  él  acaba  conmigo:  asi  se  lo  ha 
manifestado  á  varios,  y  por  esa  razón  él  se  obstina  y  no 
cede,  y  aunque  tenga  que  trabajar  al  jornal  ó  pida  una 
limosna  yo  concluiré  el  pleito,  y  para  darte  una  idea  de 
los  esfuerzos  que  he  hecho  por  transar,  he  echado  em- 
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peños  para  que  el  Señor  Presidentejse  interese  en  una 
transacción,  y  le  mandé  suplicar  me  permitiese  una  en- 
trevista para  informarlo  del  asunto,  decirle  el  estado  en 
que  está  y  las  causas,  las  probabilidades  del  buen  éxito 
que  tengo,  y  los  derechos  que  cedo  y  ventajas  que  le  re- 
sultan al  Señor  Larrave  de  un  avenimiento;  pero  hoy  y 
después  que  le  ofreció  á  una  persona  que  me  recibiria  en 
su  casa,  fui  antes  de  ponerme  á  escribir  por  el  correo,  y 
le  mandé  suplicar  con  un  ayudante  una  entrevista  ó  au- 
diencia y  me  salió  á  decir  su  secretario  que  decia  el  Se- 
ñor Presidente  que  no  tenia  negocios  conmigo.  La  con- 
testación que  le  di  a!  otro  á  pesar  de  mi  sonrojo,  fué  que 
efectivamente  decia  la  verdad  el  Señor  Presidente  y  que 
yo  me  había  equivocado,  que  tuviese  la  bondad  de  discul- 
parme. Y  así  es  hermano  que  me  he  desquitado  con  comu- 
nicarte á  vos  todos  mis  males  que  me  afligen  en  este  pais, 
quedándome  el  consuelo  que  siquiera  me  desahogo  con- 
tigo, que  me  ayudarás  á  sentir  mis  crugidas  que  paso  y 
las  que  me  falten  hasta  la  conclusión,  pues  no  pienso  ya 
en  transacción  ni  en  nada,  sino  es  concluir  el  litigio  ó  mo- 
rir en  la  batalla,  siempre  con  honor  y  decencia. 

Ya  estoy  muy  cansado  de  escribir,  por  el  próximo  va- 
por con  turnaré  esta  mi  carta  y  te  daré  noticia  de  todo  lo 
que  ocurra  notable,  y  mientras,  si  todavía  te  parece  poco 
lo  que  te  mando  para  leer,  en  el  cajón  cito  que  te  mandé 
con  Rujas  y  te  digc  no  me  lo  abrieras,  y  solo  lo  guar- 
daras, allí  está  la  vida  y  milagros  de  Larrave  y  su  familia 
desde  el  a  fio  de  27:  en  ella  verás  cosas  muy  buenas,  en 
particular  en  tiempo  del  Dr.  Galves;  esos  legajos  están 

rotulados  así:  vita  ct  moribus  de  números;  mas  te 

prohibo  que  hagas  ningún  uso  de  todos  esos  papeles,  ni 
persona  alguna  los  vea,  como  igualmente  los  otros  apun- 
ten que  tienen  de  rótulo.   OJO.   Uve  of  mer  

Salióla  á  toda  la  familia,  recibe  til  las  de  ésta  y  man- 
da como  siempre  á  tu  hermano  que  te  ama. 

Cipriano  Alvarado. 
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En  la  Nueva  Guatemala  á  18  de  Noviembre  de  1859, 
ante  mi  el  infrascrito  Escribano  Nacional  y  testigos  que 
se  espresarán,  comparecieron  el  Lic.  Don  Nicolás  Larra- 
ve  y  Don  Cipriano  Alvarado,  mayores  de  edad,  vecino 
el  primero  de  esta  capital,  y  el  segundo  de  la  villa  de 
Escuintla,  á  quienes  doy  te  conocer  y  digeron:  que  el  pri- 
mero es  apoderado  general  de  su  tio  Don  Manuel  Larra- 
ve,  según  consta  del  que  le  confirió  en  30  de  Abril  de 
1858  ante  el  Lic.  Don  Mariano  Micbeo,  Escribano  Na- 
cional, cuyo  testimonio  exhibe  y  tengo  á  la  vista,  de  que 
doy  té,  y  cuyo  instrumento  entre  otras  facultades  con- 
tiene la  de  comprometer  cualquier  negocio  al  juicio  de 
arbitradores  ó  amigables  componedores;  que  Don  Ma- 
nuel Larrave  celebró  compañía  de  agricultura  con  el  Se- 
ñor Alvarado,  por  escritura  ante  el  presente  Escribano 
para  la  plantación  y  cultivo  de  un  cafetal  en  jurisdicción 
de  Escuintla,  y  que,  habiendo  surgido  algunas  dificulta- 
des entre  ambos  socios,  de  manera  que  han  producido  ya 
algún  desacuerdo,  conforme  á  lo  estipulado  en  dicha  es- 
critura de  compañía,  sus  desavenencias  á  este  respecto 
deben  sugetarlas  al  juicio  de  arbitros,  y  en  consecuencia 
nombran  para  que  juzgue  las  que  actualmente  tienen  al 
Lic.  Don  Antonio  Ortiz  y  Urruela,  y  á  fin  de  que  esto 
conste  en  debida  forma  que  mejor  en  derecho  lugar  haya, 
otorgan:  que  nombran  al  referido  Lic.  Don  Antonio 
Ortiz  y  Urruela,  arbitrador,  amigable  componedor  para 
que  juzgue  y  determine  sobre  todas  las  cuestiones  que 
entre  ambos  socios  surgen  actualmente,  según  su  saber  y 
entender,  que  consisten. 

1'?  Larrave  demanda  a  Alvarado  el  cumplimiento  del 
artículo  2°  de  la  escritura  de  la  compañía,  en  el  que  se 
consigna  que  los  gastos  de  la  finca  sean  sufragrados  por 
entrambos  socios. 

2°  Larrave  pretende  que  la  finca  pase  á  otra  adminis- 
tración durante  el  tiempo  que  falta  para  concluirse  la 
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compañía. 

3o  Alvarado  reclama  de  Larrave  el  total  de  los  gastos 
de  la  tinca  por  razón  de  la  correspondencia  que  con  el  ha 
llevado  según  sus  cartas,  por  las  cuales  le  ha  dado  mas 
ensanche  á  la  negociación,  de  lo  que  podría  en  sus  facul- 
tades pecuniarias,  pues  por  tal  correspondencia,  que  la 
estima  tan  fuerte  como  la  escritura  de  compañía,  se  ha 
creído  facultado  á  ello,  por  lo  que  reclama  los  daños  y 
perjuicios  por  pérdidas  ocasionadas  por  sus  órdenes  y 
consejos  y  se  lleve  adelante  su  presupuesto. 

4o  Alvarado  alega  que  no  puede  separársele  de  la  ad- 
ministración de  la  finca,  mientras  no  se  le  declare  inhábil 
para  ello  por  justas  causas. 

5n  Alvarado  probara  que  todos  los  perjuicios  que  él  ha 
recibido  particularmente  y  en  compañía,  emanan  de  la 
correspondencia  y  negocios  del  Señor  Larrave,  por  los 
que  pide  reparación. 

60  Así  mismo  Alvarado  pide  liquidación  de  cuentas  é 
interés  hasta  la  fecha,  por  lo  que  en  derecho  lugar  haya. 

7(\  Alvarado  no  se  crée  obligado  á  saldar  sus  créditos 
con  el  Señor  Larrave,  sino  con  la  parte  que  le  correspon- 
de en  los  productos  de  la  finca,  deducidos  sus  gastos. 

Que  tales  puntos  quedan  sugetos  al  juicio  del  Señor 
Orti¿,  ante  quien  espondrán  verbalmente  ó  por  escrito  to- 
das las  razones  y  documentos  en  que  cada  uno  apoya  sus 
pretensiones,  lo  cual  harán  en  el  tiempo  que  el  Señor 
Orüz  señale  y  crea  conveniente  y  cuando  él  estime  no  ser 
necesarios  mas  documentos  ni  conferencias,  pronunciara 
su  juicio  ó  laudo  dentro  del  término  que  él  lo  crea  conve- 
niente, obligándose  ambas  partes  á  estar  y  pasar  por  lo 
que  dicho  Señor  determine  y  disponga,  renunciando  el 
derecho  de  apelar  para  ante  ningún  Juez  ni  Tribunal,  ni 
á  La  reducción  ó  albedrio,  ó  juicio  de  Buen  Varón,  por 
ningún  protesto  ni  motivo,  pues  tal  laudo  lo  tendrán  y 
cumplirán  como  sentencia  ejecutoriada  y  declarada  tal; 


y  si  algún  recurso  intentaren,  quieren  no  se  les  oiga  ni 
admita,  ante  será  condenado  en  las  costas  el  que  lo  pro- 
moviese, á  todo  lo  cual  obligan  sus  bienes  presentes  y 
futuros,  con  sumisión  á  los  jueces  competentes  para  qué 
á  ello  los  compelan  por  todo  rigor  de  derecho  y  como  si 
dimanase  de  sentencia  ejecutoriada  y  declarada  tal,  re- 
nunciando las  leyes,  fueros  y  privilegios  de  su  favor,  con 
la  general  que  (o  prohibe,  firman  con  los  testigos  que  son 
los  Señores  José  María  Monterrozo  y  Simón  Salvatierra, 
ambos  de  este  vecindario  de  todo  lo  que  doy  fé, — Nicolás 
Larrave.— Cipriano  Alvarado.— José  María  MontorroZo. 
— Simón  Salvatierra. — Ante  mi,  Juan  Andreu. 


Guatemala,  Diciembre  21  de  1859. 

Vista  por  el  Juez  arbitrador  la  articulación  promovida 
por  Don  Manuel  Larrave  contraída  á  denunciar  la  venta 
que  Don  Cipriano  Alvarado  ha  hecho  al  Lic.  Don  Ma- 
nuel Valladares  de  cierta  cantidad  de  café  producida  pol- 
la finca  que  tiene  en  compañía,  y  está  denominada  Mo- 
delo; y  considerando:  lo  que  por  el  artículo  2o  de  la  Es- 
critura constitutiva  de  la  sociedad,  los  frutos  de  la  finca 
mencionada,  son  partibles  entre  los  dos  interesados,  por 
mitad;  de  donde  se  deduce,  que  de  la  mitad  correspon- 
diente al  Señor  Larrave,  no  puede  disponer  el  Señor  Al- 
varado:  2"  que  esta  imposibilidad  de  disponer  de  lo  que 
á  otro  pertenece,  no  cesa  aunque  contra  este  último  se 
tenga  derecho  para  exigirle  alguna  prestación,  cual  pre- 
tende el  Señor  Alvarado  tenerle  contra  el  Senñor  Larra- 
ve,  para  que  contribuya  con  la  mitad  de  los  gatos  de  la 
finca;  pues  ha  debido  pedir  á  quien  corresponde,  que  le 
apremie  á  esa  prestación,  mas  no  hacerse  justicia  por  su 
mano,  procediendo  á  disponer  del  café  en  la  parte  que 
corresponde  al  Señor  Larrave:— 3?   Que  aunque  el  Señor 


Alvarado  levanto  una  protesta,  que  es  la  que  ha  presen- 
tado, señalada  con  el  número  4°  ,  este  acto  no  pasa  de 
ser  en  lo  judicial  privado,  aunque  en  lo  instrumental,  se 
haya  elevado  á  escritura  publica,  SE  DECLARA  que 
Don  Cipriano  Alvarado  no  ha  debido  vender  todo  el  café 
de  la  finca;  y  en  consecuencia,  pase  el  autuario  oficio  al 
Señor  Valladares,  para  que  retenga  en  su  poder,  á  ley  de 
depósito,  la  mitad  del  valor  del  cate,  que  le  ha  vendido 
Don  Cipriano  Alvarado.  Mas  considerando  también,  que 
la  finca  debe  necesitar  gastos  urgentes  para  su  conserva- 
ción, a  los  cuales  está  el  Señor  Larrave  obligado  á  con- 
tribuir por  mitad;  del  cual  deber  no  se  puede  eximir, 
mientras  no  alcance  determinación  que  á  ello  lo  autori- 
ce, ni  aun  alegando  que  le  debe  mas  el  Señor  Alvarado, 
porque  en  la  Escritura  de  11  de  Junio  último,  cuyo  testi^ 
monio  el  mismo  lia  exhibido  no  se  hizo  novación  alguna 
al  artículo  2<J  de  la  escritura  de  la  compañía;  y  que  es- 
tá eiitre  tanto  vigente  en  cuanto  continuar  el  Señor  Lar- 
rave contribuyendo  con  su  mitad  de  gastos;  SE  DECLA- 
RA: que  el  expresado  Señor  Larrave  debe  seguir  hacien- 
do la  indicada  prestación,  pudiendo,  si  le  conviene,  po- 
ner á  su  costa  un  interventor  en  los  gastos  de  la  finca, 
mientras  que  llegando  la  cuestión  principal  á  estado  de 
determinarse,  se  pronuncia  sobre  la  subsistencia  ó  diso- 
lución de  la  compañía,  llagase  saber. — Ortiz. — José  Ma- 
ría G  tvarrete,  Escribano  Nacional. 


Guatemala,  Enero  13  de  1860. 

Desgloeese  el  quedan  otorgado  por  el  Señor  Valladares 
cuya  devolución  exige  este  para  entregar  el  dinero  que 
corresponde  al  Señor  Larrave,  v*erifieandosé  esta  opera- 
ción con  noticia  del  Señor  Alvarado;  y  en  atención  á  que 
entre  los  puntos  sometidos  por  pane  del  Señor  Larrave 
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á  la  decisión  del  Señor  Juez  arbitrador,  no  se  encuentra 
de  conocer  en  los  incidentes  que  surjan  del  contrato  con- 
tenido en  la  escritura  de  fojas  dos  y  tres,  SE  DECLARA: 
que  no  está  en  la  facultad  del  infrascrito  ordenar  la  reten- 
ción de  lo  que  por  resto  del  valor  de  la  parte  que  le  corres- 
pondió en  los  frutos  vendidos  al  Señor  Balladares,  deba 
mn  esto  al  Señor  Alvarado.— Notitíquese,— Ortiz.— Jo- 
sé María  Gavarrete. 


Guatemala,  13  de  Enero  de  1860. 

Visto  los  reparos  que  Don  Manuel  Larrave  opone  á  las 
planillas  producidas  por  Don  Cipriano  Alvarado,  y  con- 
sideradlo: lo   que  aunque  el  trámite  ordinario  debería 
ser  el  de  dar  traslado  de  estos  reparos  para  que  el  Señor 
Alvarado  los  satisfaga  ó  se  conforme  con  ellos,  y  con  el 
resultado  fallar  sobre  la  legitimidad  ó  ilegitimidad  de  las 
partidas;  el  proceder  así  fuera  desviarse  de  la  letra  é  ir 
contra  el  espíritu  de  la  legislación  mercantil:  2o  que 
mucho  m  is  reparable  seria  semejante  procedimiento  en 
un  arbitrador,  pues  aun  el  derecho  común  al  facultarle 
para  presindir  de  formalidades  y  aun  separarse  del  estric- 
to tenor  de  las  leyes,  parece  que  recomienda  la  adopción 
de  aquellos  medios  estraordin  arios  que  el  caso  exige  y  la 
prudencia  recomienda  para  dar  fin  á  las  cuestiones  que 
somate  i  á  su  resolución:  3?   que  en  el  presente  caso  el 
arbitrador  ha  llegado  a  convencerse  de  dos  puntos,  á  saber: 
que  no  es  posible  lograr  avenencia  entre  las  partes  ni 
traerlas  á  una  discusión  pacífica,  porque  la  prolongación 
del  juicio  no  serviría  mas  que  para  exarservar  los  áni- 
mos y  producir  acaso  mayores  motivos  de  resentimien- 
to:^ 4^  y  por  último,  que  el  dar  ahora  una  resolución 
dfeanitiva  ademas  de  ser  conforme  á  las  leyes  que  facultan 
ampliamente  al  arbitrador,  puede  servir  siquiera  no  sea 


—20- 
mas  que  para  evitar  la  divagación  del  debate  judicial;  en 
caso  de  que  las  partes  quieran  seguirlo,  si  talvez  con  él 
se  lograra  poner  fin  á  estas  enojosas  contiendas:  por  tan- 
to cítese  alas  partes  para  oir  sentencia  sobre  todos  los 
puntos  sometidos  á  la  decisión  del  Juez  arbitrador,  reco- 
giendo el  actuario  todos  los  antecedentes  del  negocio,  y 
reunidos  en  una  sola  pieza  sin  admitir  nuevo  escrito  ni 
alegato,  dé  cuenta  al  arbitrador;  quien  si  necesitare  al- 
guna esplicacion  sobre  puntos  de  hecho  se  reserva  la  fa- 
cultad de  pedirla  á  las  partes,  pero  SE  DECLARA:  que  lo 
providenciado  es  sin  perjuicio  del  valúo  de  la  finca  deno- 
minada Modelo,  antes  bien,  necesitándose  el  resultado  de 
esa  operación  para  mejor  resolver  el  negocio  en  lo  princi- 
pal, oficíese  atentamente  al  Señor  Juez  de  Ia  Instancia 
de  Escuintla  para  que  se  sirva  hacer  que  cuanto  antes 
vengan  los  informes  de  los  peritos.  Hágase  saber,  y  la  ofi- 
cina no  admita  respuesta  en  el  acto  de  la  notificación. — 
Ortiz. — José  Maria  Gavarrete. 


Vista  por  el  Juez  arbitrador  nombrado  por  Don  Ma- 
nuel Larrave  y  Don  Cipriano  Alvarado,  la  escritura  que 
otorgar»u  éstos  Señores  en  dieziocho  de  Noviembre  últi- 
mo ante  el  Escribano  Nacional  Don  Juan  Andreu  com- 
prometiendo en  el  infrascrito  las  cuestiones  que  entre 
ellos  se  han  sucitado,  con  motivo  de  haber  hecho  una 
compañía  de  agricultura,  cuya  constitución  se  encuentra 
reglamentada  en  otro  instrumento  público  que  pasó  ante 
el  mismo  cartulario  á  veinte  y  nueve  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  cincuenta  y  siete,  el  cual  se  ha  tenido  tam- 
bién presente:  considerando  que  por  el  desacuerdo  positi- 
vo é  irremediable  y  trascendental  en  que  se  encuentran  los 
socios,  así  como  por  la  violencia  del  lenguage  que  se  ha 
usado,  especialmente  por' uno  de  ellos,  por  escrito  y  de 
palabras,  se  verifica  en  este  caso  uno  de  los  que  supone 


la  ley  14,  título  10,  partida  5a  ,  en  los  cuales  se  acaba  la 
«onapafiias  atendiendo,  ademas,  que  la  demanda  del  Se- 
ñor Larrave,  sobre  trasladar  la  administración  de  la  fin- 
ca á  otras  manos,  estraña  la  disolución  del  pacto  primi- 
tivo de  sociedad,  no  solo  por  haberse  estipulado  en  su  ar- 
tículo primero,  que  el  Señor  Alvarado  dirigiría  la  misma 
finca  y  que  se  le  abonaría  por  eso  un  sueldo  mensual;  si- 
no lo  que  os  mas,  porque  dar  la  dirección  a  un  estraño, 
pudiera  lustrar  del  todo  las  miras  con  que  se  emprendió 
el  negocio;  SE  DECLARA:  en  cuanto  á  los  dos  primeros 
artículos  de  la  escritura  de  compromiso,  que  son  los  some- 
tidos al  arbitramento  por  parte  del  Señor  Larrave,  que  la 
sociedad  entre  él  y  el  Señor  Alvarado,  queda  disuelta 
desde  la  notificación  del  presente  laudo;  y  en  consecuen- 
cia, no  ha  lugar  á  proveer  sobre  prestación  de  fondos  por 
parte  del  Señor  Alvarado,  ni  á  nombrar  otro  que  la  ad- 
ministre a  nombre  de  lo  sociedad,  removiendo  al  mismo 
Señor  Alvarado.  Y  examinados  los  artículos  sometidos 
por  este  último  al  arbitramento,  resultando  que  no  ha 
habido  formal  contrato,  por  el  cual  se  obligará  el  Señor 
Larrave  á  cubrir  todos  los  gastos  de  la  finca,  contra  io 
pactado  en  el  artículo  2<J  de  la  escritura  de  compañía; 
pues  aunque  en  la  correspondencia  del  Señor  Larrave  con 
el  Señor  Alvarado  aparece  que  aquel  hizo  a  este  algunas 
proposiciones  á  tal  propósito,  ellas  no  son  bastante  cla- 
ras para  inducir  obligacion,-ni  consta  que  el  Señor  Alva- 
rado las  aceptase  antes  que  el  Señor  Larrave  se  arrepin- 
tiese de  ellas,  ni  se  las  puede  dar  la  latitud  que  el  Señor. 
Alvarado  ha  pretendido;  se  deshecha  la  primera  pretensión 
del  Señor  Alvarado,  mucho  mas  quedando  disuelta  la 
compañia,  en  virtud  de  la  primera  declaratoria  de  este 
laudo.  Declárase  respecto  á  la  segunda  pretensión  del 
Señor  Alvarado,  que  es  la  contenida  en  el  artículo  cuarto 
de  la  escritura  de  compromiso,  no  haber  lugar  á  proveer 
sobre  administración,  presupuesta  la  misma  declaratoria 
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primera  del  presente  laudo.  Respecto  á  la  tercera  preten- 
sión del  Señor  Alvarado,  se  le  deja  su  derecho  á  salvo 
para  que  repita  contra  el  Señor  Larrave,  por  los  daños  y 
perjuicios  que  alega  haberle  causado  éste.  En  cuanto  á 
la  cuarta  pretensión  del  mismo  Señor  Alvarado,  se  pre- 
viene á  las  partes  nombren  contadores  para  la  liquidación 
de  cuentas;  con  declaratoria  espresa  de  no  ser  de  legítimo 
cargo  contra  el  Señor  Alvarado  ningnn  interés  que  pase 
del  legal;  y  que  aunque  alguno  mayor  se  haya  liquidado,  y 
puesto  en  escritura,  puede  el  mismo  Señor  Alvarado  repe- 
tir el  exeso,  sin  compensarle  descontándole  de  lo  que  de- 
ha  al  Señor  Larrave.  Y  acerca  de  la  ultima  pretensión 
del  Señor  Alvarado,  de  no  ser  responsable  á  pagar  lo  que 
deba'  al  Señor  Larrave  sitió  es  con  la  parte  que  le  corres- 
ponde en  los  frutos,  SE  DECLARA  sin  lugar;  pues  no 
hay  clausula  espresa,  ni  subentendida  por  donde  pueda 
colegirse  que  el  Señor  Larrave  quisiera  donar  al  Señor  Al- 
varado  lo  que  le  supliese,  y  este  no  pudiera  pagar  con  los 
frutos  de  la  finca.  En  consecuencia  de  estas  declarato- 
rias, se  ordena:  1»  que  se  lleve  adelante  el  avaluó  de  la 
finca  por  peritos;  y  que  mientras  esta  operación  se  veri- 
fica, supuesta  la  desconfianza  que  el  Señor  Larrave  mani- 
fiesta de  que  continué  administrándola  el  Señor  Alvara- 
do, se  ponga  en  depósito,  nombrándose  al  efecto  deposi- 
tario ai  Señor  Don  Rafael  ArizaJ  y  si  él  no  aceptare  el 
cargo,  al  Señor  Don  Javier  Du-Jell:  2o  que  nada  se 
podrá  estraer  de  la  finca  á  no  ser  conocidamente  de  la 
esclusiva  propiedad  de  uno  de  los  socios,  mientras  dure 
el  depósito:  3"  que  hecho  el  avaluó  se  proceda  á  la  di- 
visión de  la  finca,  si  la  admite  naturalmente  cómoda;  y 
cu  caso  contrario  que  se  venda,  prefiriendo  á  los  socios 
por  el  tanto,  y  si  los  dos  la  quisieren,  al  que  de  ellos  dé 
inris.  4"  y  por  último,  que  las  costas  de  este  juicio  de- 
ben cubrirse,  pagando  cada  una  las  suyas,  y  las  comunes 
por  mitad.   Notií'íquese  el  presente  laudo,  y  dense  de  el 


las  eértiScaelonés  que  se  pidieren. — José  Antonio  O.  Ur- 
niela. — \J  de  Enero  de'  1860. — José  Maria  Gavarreíe. 

Notificado  el  Señor  Larrave  dijo:  que  para  el  cumpli- 
miento del  laudo  anterior  en  la  parte  que  previene  el  de- 
pósito, pide  se  exhorte  al  Señor  Juez  de  1»  instancia  de 
Escuintla. 

Guatemala,  Enero  2/  de  1860. 

Visto  los  escritos  en  que  Don  Cipriano  Alvarado  intcr* 
pone  primeramente  el  recurso  de  apelación  y  después  el 
de  nulidad,  contra  el  laudo  proferido  en  1/  del  corriente 
por  el  Infrascrito  Juez  arbitrador;  y  oidás  las  contesta* 
cioues  que  acerca  de  ambos  puntos  ha  dado  Don  Manuel 
Larrave,  en  la  audiencia  que  se  le  dio. — -Considerando, 
en  cuanto  a  la  apelación:  1(?  ser  expreso  en  la  legislación 
vigente  n>  haber  apelación  de  los  pronunciainíenñtos  he- 
chos en  juicio  arbitral,  si  las  partes  al  comprometerse  no 
se  reservaron  ese  derecho;  y  2°  que  en  el  presente  caso 
lejos  de  contenerse  en  la  escritura  de  compromiso  tal  re- 
serva, está  consignada  en  eila  espresamente  la  renuncia 
de  ese  derecho;  SE  DECLARA,  con  costas,  sin  lugar  la 
apelación  interpuesta  por  el  Señar  Alvarado.  En  cuanto  al 
fecfirso  de  nulidad,  que  se  funda  en  haber  determinado 
el  arbitrad  >r  sobre  un  punto  no  sometido  á  su  fallo,  cual 
es  el  de  la  disolución  de  la  compañía,  considerando:  Io 
que  por  derecho  na  están  los  jueces  de  esta  clase  sugetos 
ai  tenor  estricto  de  las  leyes,  antes  bien  su  principal  ofi- 
cio es  buscar  las  vías  de  avenencia;  debe  entenderse  que 
entra,  por  punto  general,  en  sus  facultades,  adoptar  todos 
los  medios  de  conseguir  la  paz  entre  los  contendientes: 
2<]  que  en  el  presente  caso  no  cabia  otro  recurso,  papa 
conseguir  aquel  objeto  que  el  de  separarlos:  3°  qne  en 
este  sentido,  el  punto  de  disolución,  estaba  implícitamen- 
te comprendido,  en  los  que  de  un  modo  espreso  se  sotne- 
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tieron  á  la  determinación  del  arbitrador:  4°  que  así  lo  en- 
tendió éste,  y  lo  espresó  al  final  de  su  anto  de  21  de  Di- 
ciembre último  que  se  registra  á  folios  24  y  25;  anun- 
ciando á  las  partes  de  un  modo  terminante,  que  su  reso- 
lución final  recaería  sobre  la  subsistencia  ó  disolución  de 
la  compañía;  5"  y  por  ultimo  que  este  auto  fué  consenti- 
do, quedando  así  fijada  la  materia  del  laudo  con  que  debía 
tener  término  el  juicio  arbitral;  SE  DECLARA:  igualmen- 
te inadmisible  el  recurso  de  nulidad,  sin  especial  condena- 
ción de  costas.  Y  habiendo  interpelado  el  Señor  Larrave 
al  arbitrador,  para  que  mande  á  ejecutar  su  pronuncia- 
miento, exhartando  al  Señor  Juez  lo  de  la  instancia  de 
Escuintla,  para  el  efecto  SE  DECLARA:  que  no  ha  lugar 
a  esta  solicitud,  porque  para  los  funcionarios  públicos,  los 
jueces  de  avenencia  no  pasan  de  ser  meros  particulares;  y 
así  esta  parte  pedir  donde  corresponda  la  homologación  y 
ejecución  del  laudo.  Notifíquese,  y  si  se  solicitare  certifica- 
ción de  este  auto,  dése  á  costa  de  quien  la  pida. — Ortiz. — 
José  María  Gavarrete. 


C.  S.  de  J. 

Cipriano  Alvarado  de  este  vecindario,  por  via  de  ocurso 
de  hecho  ó  como  mejor  proceda,  ante  esta  superioridad 
respetuosamente  espongo:  que  habiendo  surgido  algunas 
dificultades  entre  Don  Manuel  Larrave  y  yo,  con  motivo 
de  una  compañía  agrícola  que  celebramos  el  año  de  185/, 
de  común  acuerdo  resolvimos  someter  la  resolución  de 
nuestras  disidencias  al  juicio  arbitral  del  Señor  Lic.  Don 
«losé  Antonio  Ortiz  Urruela,  determinando  los  puntos 
que  debían  ser  objeto  del  arbitramento.  En  su  consecuen- 
cia, el  Señor  Larrave  me  puso  demanda  para  que  se  me 
declarase  obligado  a  contribuir  con  la  mitad  de  gastos  de 
la  finca,  y  2°.  para  que  esta  pasase  ú  una  administración 
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cstraña  hasta  el  vencimiento  del  término  de  la  compañía. 
Respondiendo  á  la  demanda,  no  solo  me  opuse  a  los  dos 
puntos  que  abraza,  sino  que  lo  reconviene  por  los  daños  y 
perjuicios  inferidos  con  motivo  de  su  mal  comportamien- 
to, reservándome  otros  cargos  mas  que  debia  hacerle  en 
el  discurso  del  asunto. 

En  mi  propio  escrito  de  contestación  enuncié  la  nece- 
sidad de  que  el  pleito  se  recibiese  á  prueba  para  fundar  los 
derechos  de  mi  defensa,  una  vez  que  esta  se  apoyaba  pre- 
cisamente en  puntos  de  hecho,  cuya  justificación  era  indis- 
pensable; sin  embargo,  el  Señor  Ortiz,  con  la  mayor  fes- 
tinación y  parcialidad,  proveyó  llamando  los  autos  para 
sentencia,  con  prohibición  expresa  de  que  se  admitiesen 
a  las  partes  peticiones  ni  pruebas;  pues  en  caso  de  nece- 
sitar alguna  esplicacion,  él  la  pediría  in  voce  á  aquel  que 
debiera  darla. 

Por  este  motivo,  y  creyendo  en  mi  calidad  de  lego  que 
el  Señor  Ortiz  pediría  todas  las  pruebas  necesarias  pa- 
ra la  demostración  de  los  hechos:  que  no  coartaría  el  de- 
recho sagrado  de  la  defensa,  y  que  menos  procedería  á 
faltar  sin  obtener  antes  un  pleno  conocimiento  de  causa, 
para  administrar  rectamente  la  justicia,  nada  espuse  con- 
tra aquel  proveído  y  hube  de  esperar  sus  ulteriores  provi- 
dencias; pero  cual  fué  mi  sorpresa  cuando  lejos  de  obrar 
de  la  manera  mas  justa  y  racional  que  correspondía,  se 
me  notifica  el  laudo  definitivo  pronunciado  en  la  cuestión, 
proferido  aun  sin  esperar  que  se  exhibiesen  los  vahíos  de 
la  finca  común,  conforme  él  mismo  lo  había  acordado,  a[ 
llamar  los  autos  á  la  vista,  estimándolo  necesario  para 
la  atinada  resolución  que  se  le  había  sometido.  Y  cual  no 
fué  mi  sorpresa,  repito,  al  ver  que  en  el  laudo  referido  no 
solo  no  se  resolvieron  los  capítulos  de  discusión,  sitió 
que,  traspasando  las  instrucciones  sometidas  en  la  escri- 
tura de  compromiso,  vino  á  resolver  sobre  la  disolución 
de  la  compañía;  punto  que  no  fué  propuesto  por  ninguna 


—26— 

de  las  partes,  y  que,  por  consiguiente,  menos  pudo  discu- 
tirse en  el  curso  de  la  cuestión.  Ahora  pues,  no  habién- 
dose determinado  los  artículos  cuestionables  y  resolvién- 
dose fuera  de  ellos  y  contra  la  intención  manifiesta  de  las 
partes,  la  nulidad  del  referido  laudo,  es  un  hecho  incuestio- 
nable y  evidente;  esto  es,  aun  prescindiendo  de  que  tam- 
bién induce  esa  misma  nulidad  el  hecho  de  haber  coarta- 
do de  una  manera  violenta  y  mal  intencionada  el  derecho 
sagrado  de  la  defensa.  Parece  que  el  Señor  Ortiz  se  ha 
propuesto  arruinar  mi  fortuna,  arruinar  á  mi  familia  y 
arruinar  mi  reputación  en  obsequio  de  la  contraria.  Cier- 
tamente, eso  de  resolver  sobre  puntos  que  no  se  conocen, 
sobre  puntos  que  no  se  han  ventilado  y  que  tampoco  se 
sometieron  al  arbitramento,  no  manifiesta  otra  cosa  que 
festinación  y  arbitrariedad. 

Por  estas  razones  al  notificárseme  el  laudo  repetido,  in- 
terpuse contra  él,  el  recurso  de  apelación,  alegando  al 
propio  tiempo  la  nulidad  de  que  adolecía;  pero,  en  la  in- 
certidumbre  de  que  dicho  recurso  se  me  admitiese,  por 
haberle  renunciado  en  la  escritura  de  compromiso,  inter- 
puse también  el  extraordinario  de  nulidad,  no  dudando  de 
su  pocedencia,  una  vez  que  no  tuviere  lugar  el  primero. 
Porque  de  este  último  no  puede  alegarse,  según  la  ley 
adicional  de  852,  sinó  como  incidente  fie  la  apelación,  eso 
es  en  el  concepto  de  que  esta  sea  ejercitable  y  espedita; 
mas  no  pudiéndose  interponer  entonces,  conforme  las  le- 
yes españolas,  conforme  la  opinión  de  los  jurisconsultos  y 
conforme  la  práctica  de  los  Tribunales,  el  recurso  de  nuli- 
dad tiene  cabida  por  sí  mismo,  á  falta  del  recurso  ordina- 
rio de  la  apelación.  Pero  el  Señor  Ortiz,  interpretando  á 
su  modo  las  leyes  y  haciendo  uso  de  una  argumentación 
sofística,  dirigida  a  sostener  sus  opiniones  y  suceptibili- 
dad,  que  en  esta  vez  andan  de  acuerdo  con  los  intereses 
de  mi  contraria,  me  ha  denegado  abiertamente  ambos  re- 
cursos, abriendo  un  anchuroso  camino  á  la  contra-parte 
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para  que  se  aproveche  en  el  acto  de  la  monstruosidad  de 
su  sentencia. 

No  exagero,  no  exagero  Señores  Magistrados;  los  he- 
chos hablan;  los  antecedentes  vendrán  á  vuestro  conoci- 
miento, y  yo  someto  ala  calificación  ilustrada  del  Tribunal, 
la  justicia  ó  injusticia  de  mis  reclamos. 

Hasta  el  Señor  Gavarrete,  que  ha  actuado  como  Escriba- 
no en  el  asunto  á  que  me  refiero,  ha  procedido  también 
on  notable  parcialidad  y  favor  de  mi  contraria.  Apenas 
se  me  habia  notificado  ese  laudo  que  impugno,  y  ya  habia 
dado  certificación  de  él  al  Señor  Larrave,  estando  pen- 
dientes los  recursos  interpuestos,  sin  mi  citación  y  audien- 
cia y  hasta  sin  mandato  judicial;  y  por  cuya  grave  falta 
le  he  acusado  criminalmente  ante  el  Señor  Juez  lo  de 
1»  instancia,  no  sin  haber  hecho  antes  indicaciones  so- 
bre el  particular  al  Juez  de  la  causa. 

Por  último,  para  poner  en  mayor  evidencia  la  parciali- 
dad y  la  injusticia  con  que  se  ha  procedido,  diré  que  el 
Señor  Ortiz  dispensó  del  juramento  al  Señor  Don  Manuel 
Larrave  en  las  posiciones  que  pedí  absolviera;  tínica  prue- 
ba que  se  me  admitió  y  que  fué  desvirtuada  por  la  falta  de 
observancia  de  dicho  requisito;  pues  aunque  tengo  docu- 
mentos justificativos  no  pude  producir  ninguno  de  ellos. 

En  virtud  de  todo  lo  espuesto: — 

Al  Supremo  Tribuna!  pido  se  sirva  mandar  que  el  Se- 
ñor Escribano  Don  José  María  Gavarrete  venga  á  hacer 
relación  de  los  autos  referidos;  señalar  dia  para  la  vista; 
y  oportunamente  declarar  que  hay  lugar  al  recurso,  y  que 
los  autos  se  le  entreguen  á  las  partes  por  su  orden, 
para  que  espongan  su  derecho.  Otro  si  digo:  que  entre 
tanto  que  este  Supremo  Tribunal  tome  conocimiento  del 
negocio  y  resuelve  lo  conveniente,  se  prevenga  al  arbitra- 
dor  la  suspensión  de  toda  providencia. 

Es  justicia  etc. 
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Córte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala,  quince  de  Fe- 
brero de  mil  ochocientos  sesenta. — Vistos  los  autos  que 
por  ocurso  de  hecho  ha  traido  á  este  Supremo  Tribunal 
Don  Cipriano  Alvarado,  seguidos  con  Don  Manuel  Lar- 
rave,  sobre  cuestiones  provenientes  de  una  compañía  de 
agricultura,  las  cuales  sujetaron,  por  medio  de  compro- 
miso solemne,  á  un  arbitramento,  nombrando  al  efecto 
arbitro  arbitrador  y  amigable  componedor,  al  Lic.  Don 
Antonio  Ortiz  Urruela,  quien  pronunció  el  laudo  que  se 
registra  a  fojas  ciento  dieziseis  de  la  pieza  principal,  y 
contra  el  que  se  alega  de  nulidad  por  parte  de  Alvarado. 
Considerando:  que  una  vez  interpuesto  el  recurso  de  he- 
cho, era  un  deber  del  Tribunal,  mandar  que  el  Escribano 
respectivo  viniese'  á  hacer  relación,  si  ti  que  esto  en  mane- 
ra alguna  importase  una  declaratoria  de  competencia  pa- 
ra conocer  en  dichos  autos:  que  apareciendo  de  ellos  que  el 
Lic.  Ortiz  no  tuvo  el  carácter  de  Arbitro  juris,  sino  el 
de  simple  arbitrador,  no  corresponde  á  la  Córte  de  Justicia 
el  conocimiento  por  recurso  de  apelación  ó  de  nulidad, 
puesto  que  el  artículo  veinte  y  cinco  de  la  ley  adicional  de 
veinte  y  tres  de  Diciembre  de  mil  ocho  cientos  cincueuta  y 
uno,  se  contrae  únicamente  á  las  sentencias  pronunciadas 
por  lus  Jueces  ái-bitos  juris:  con  presencia  de  dicha  dis- 
posición, de  la  ley  23  título  4«  partida  3»  y  de  la  cuarta, 
título  17,  libro  once  de  la  Novísima  Recopilación,  se  de- 
clara no  ser  de  la  competencia  de  este  Supremo  Tribu- 
nal el  conocimiento  del  recurso  introducido  por  Don  Ci- 
priano Alvarado.  llágase  saber,  y  devuélvanse  los  autos 
con  certificación. — Azmitia,  Molina. — Escobedo. — J.  Do- 
mingo Toriello. 


Sobre  nulidadad  del  lando. 

Córte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala,  Abril  catorce 
de  mil  ocho  cientos  sesenta. — Visto  el  auto  apelado  de  diez 
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de  Marzo  próximo  anterior,  en  el  que  el  Juez  primero  de 
primera  instancia  de  este  Departamento  SE  DECLARA 
incompetente  para  conocer  del  recurso  de  nulidad  inter 
puesto  por  Don  Cipriano  Alvarado,  del  laudo  «pie  en  diezL 
siete  de  Enero  último  profirió  el  Lic.  Don  Antonio  Ortiz 
Urruela,  en  concepto  de  arbitrados1  nombrado  por  el  mis- 
mo Alvarado  y  por  su  contrincante  Don  Manuel  Larrave, 
á  consecuencia  de  cuesti<mcs  surgidas  entre  ambos,  con 
motivo  de  una  compañia  celebrada  entre  ellos  para  el  cul- 
tivo y  exportación  de  café  y  azúcar.  Considerando:  que 
aunque  la  parte  reclínente,  para  fundar  la  incompetencia 
del  Tribunal  consular,  se  ba  esforzado  en  sostener,  por 
una  parte,  que  la  compañia  ajustada  con  Larrave  es  pu- 
ramente de  industria  agrícola  y  no  comercial,  y  por  otra, 
que  las  reales  órdenes  de  dieziseis  de  Marzo  de  mij 
setecientos  noventa  y  cinco  y  primero  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  dieziseis,  que  hacen  ostensiva  la  jurisdic- 
ción mercantil  para  conocer  de  las  causas  que  ocurran 
entre  comerciantes,  hacendados  y  cosecheros,  sobre  la 
venta  y  compra  de  efectos  comerciales  y  frutos  para  es- 
portar, no  tienen  fuerza  de  ley,  la  primera,  por  deber, 
dice,  estimarse  derogada  por  las  leyes  de  la  Novísima 
Recopilación,  que  prohiben  á  los  labradores  renunciar  su 
Fuero;  y  la  segunda,  por  no  estar  comunicada,  ni  tener  el 
pase  de  esta  audiencia;  es  de  tenerse  en  cuenta  respecto 
á  la  primera  objeción:  que  la  compañia  celebr  ada  entre 
Alvarado  y  Larrave,  no  debe  conceptuarse  de  industria 
simplemente  agrícola,  puesto  que  según  se  consigna  en  el 
artículo  cuarto,  tenia  por  objeto,  no  solo  el  cultivo  del 
café  y  azúcar,  sinó  también  la  esportacion  de  dichos  fru- 
tos, conviniéndose  eutre  los  contratantes  deber  ser  parti- 
bles  las  concesiones  ó  primas  del  Gobierno,  relativas  á 
dicha  exportación;  y  por  lo  respectivo  á  la  segunda  de  las 
objeciones,  es  de  tenerse  presente:  que  el  Código  de  la 
Novísima  Recopilación  invocado  por  parte  de  Alvarado, 
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como  vigente  entre  nosotros,  dispone  en  el  artículo  veinte 
y  siete  de  la  ley  catorce,  título  segundo,  libro  nueve, 
3o  mismo  idénticamente  que  la  real  orden  de  primero  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  dieziseis,  la  cual  reitera  y 
reencarga  la  puntual  observancia  de  dicha  ley  recopi- 
lada, y  de  consiguiente  en  nada  influye  el  que  la  precita- 
da real  orden  haya  ó  nó  obtenido  el  pase  de  la  audiencia: 
que  por  leyes  espresas  y  terminantes,  está  dispuesto  no 
haber  fuero  alguno  privilegiado  en  los  negocios  mercanti- 
les como  el  de  que  se  trata,  y  es  por  esto  que  el  mismo 
Código  de  la  Novísima  que  establece  privilegios  en  bene- 
ficio de  los  labradores,  y  prohibe  la  renuncia  de  ellos,  in- 
hibe á  toda  autoridad  del  conocimiento  de  los  negocios 
atribuidos  esclusivamente  á  los  Tribunales  de  comercio: 
que  aunque  se  ha  hecho  mérito  de  algunas  ejecutorias 
en  que  el  consulado  de  esta  capital  se  declaró  incompe- 
tente, no  hay  identidad  entre  los  negocios  en  que  se  hizo 
tal  declaratoria,  y  el  presente,  ni  aun  cuando  la  hubiese, 
podrían  formar  ley  consuetudinaria.  Considerando  así 
mismo:  que  conceptuado  como  mercantil  el  que  se  ver- 
sa entre  Al  varado  y  Larrave,  el  consulado  de  comercio 
es  el  Juez  ordinario  que  debe  conocer  acerca  del  recurso 
de  nulidad  interpuesto  por  el  primero,  puesto  que  á  él 
habría  correspondido  conocer  del  negocio  principal,  sind 
hubiera  mediado  el  compromiso  arbitral,  según  doctrina 
de  los  mas  acreditados  civilistas  que  así  entienden  y  es- 
plican  la  ley  veinte  y  tres,  título  cuarto  partida  tercera, 
y  cuarta,  título  diezisiete,  libro  once  de  la  Novísima 
Recopilación.  Con  presencia  de  lo  espucsto  por  las  par- 
tos y  de  los  fundamentos  del  auto  apelado,  se  confirma» 
Notifíquese,  y  devuélvanse  los  de  la  materia  con  certifica- 
ción de  esta  providencia,  á  efecto  de  que  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  los  remita  al  Tribunal  consular. — Molina» 
— Valenzuela. — Escobedo. — J.  Francisco  Flores» 
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En  Guatemala,  á  diez  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
¡cuarenta  y  tres.  El  Tribunal  habiendo  traído  á  la  vista 
el  juicio  en  que  el  Señor  Don  Juan  Andreu  en  represen- 
tación de  la  Señora  Dolores  Nagera  demanda  cantidad 
de  pesos  al  Señor  Lic.  Don  Feüpe  Prado,  así  como  las 
demás  diligencias  que  corren  á  folios  ochenta  y  cinco  y 
noventa  y  tres  vueltos,  en  que  aparece  que  el  demandado 
ha  declinado  la  jurisdicción  de  este  Tribunal,  alegando 
no  ser  competente  para  conocer  y  resolver  la  presente 
demanda  por  no  tener  su  origen  de  un  contrato  de  co- 
mercio, y  considerando:  Io  que  el  consulado  es  para  co- 
nocer de  bis  pleitos  que  ocurren  entre  mercaderes  ó  co- 
merciantes sus  socios  y  factores,  y  sobre  sus  negociacio- 
nes, según  el  artículo  2o.  de  la  Cédula  de  erección,  cuya 
disposición  es  conforme  al  número  dos,  capítulo  primero 
de  las  ordenanzas  de  Bilbao,  y  á  la  ley  28  título  46  libro 
í)°  de  la  Recopilación  de  Indias,  mandadas  observar  por 
la  misma  Cédula  Erectiva  en  el  artículo  citado:  2o  que 
aunque  de  las  posiciones-  absueltas  por  el  Señor  Lic.  Pra- 
do resulta  que  hubo  un  negocio  de  compañía,  entre  él  y 
la  parte  actora  para  cultivar  moreras  de  la  india,  fué 
una  compañía  de  industria  agrícola,  y  no  comercial,  y 
no  está  acreditado  haber  habido  frutos  ni  se  litiga  en  ra- 
zón de  ellos,  para  cuyo  caso  está  ámplia  la  jurisdicción 
del  consulado  por  real  orden  de  16  de  Marzo  de  l~J9: 
3<J  que  esta  jurisdicción  no  puede  prorogarsc  ó  esten- 
derse á  otros  que  aquellos  en  cuyo  favor  se  ha  introduci- 
do; pues  por  ser  privilegiada  ó  favorable  es  odiosa,  y  mas 
bien  debe  restringirse  que  ampliarse,  según  opinión  de 
la  Curia  Filípica  en  el  §  11  capítulo  15  libro  2o.  Com.  ter- 
restre, y  atendido  á  todo  lo  alegado  por  las  partes,  y  á  lo 
demás  que  resulta  de  las  citadas  diligencias,  el  Tribunal 
DECLARA;  que  no  es  competente  para  conocer  de  la 
referida  dem  inda,  y  que  la  parte  de  la  Señora  Dolores 
Nagera  debe  ocurrir  á  donde  corresponde  á  hacer  uso  de 


—32— 

su  derecho. — Hágase  saber,  y  dénse  las  certificaciones  que 
se  pidan. — Ubico. — Tribunal  del  consulado,  Guatemala, 
Octubre  diecisiete  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  tres. 
— Visto  el  dictamen  del  Señor  Asesor  específico  Lic. 
Don  Manuel  Ubico,  emitido  con  fecha  diez  del  corriente 
en  la  demanda  de  la  Señora  Dolores  Nagera,  llágase  lo 
que  aconseja  en  su  dictamen. — Yela. — González. — Ma- 
nir! Santa  Cruz. 

Tribunal  de  Alzadas  del  consulado  de  Guatemala,  Di- 
ciembre primero  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  tres. — 
Vastos:  se  confirma  el  auto  del  Tribunal  del  consulado  de 
diecisiete  de  Octubre  último,  en  que  declaró  no  ser 
competente  para  conocer  en  la  demanda  puesta  por  Ja 
Señora  Dolores  Nagera,  al  Señor  Lic.  Don  Felipe  Prado; 
y  devuélvase  el  espediente. — Larreynaga. — Castillo. — Al- 
io orza. — Juan  José  Flores. 


Tribunal  del  Consulado  de  Guatemala,  Diciembre  cin- 
co de  mil  ochocientos  cuarenta  y  tres.  Ejecútese  y  hága- 
se s.ibcr. — Samayoa. — Yela. — Pavón. 


Visto:  el  artículo  de  declinatoria  promovido  por  Don 
Mariano  Trabanino,  como  Albacea  de  su  hermano  políti- 
co Don  Manuel  Rubin,  en  la  demanda  entablada  contra 
él  por  Don  Braulio  Novales  por  resto  del  valor  de  un  no- 
pal que  le  vendió;  y  atendiendo  á  que  las  letras  presenta- 
das por  el  actor,  no  proceden  de  negocios  de  que,  según 
la  real  cédula  de  erección  deba  conocer  este  Tribunal, 
SE  DECLARA:  que  el  conocimiento  de  la  espresada  de- 
manda de  Don  Braulio  Novales  no  corresponde  al  fuero 
mercantil. — Benites. — Peralta. — Martinez.— Juan  Andrea. 

Tribunal  de  Alzadas,  Guatemala,  Julio  veinte  y  nueve 
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de  mil  ochocientos  cincuenta  y  cuatro. 

Visto  en  grado  de  apelación  el  artículo  promovido  so- 
bre declinatoria  de  fuero  del  consulado  en  el  asunto  á 
(pie  se  refiere  este  espediente,  de  que  resulta:  que  Don 
Braulio  Novales  vendió  á  Don  Manuel  Rubín  un  nopal 
asemillado  de  grana  en  los  términos  que  espresa  el  docu- 
mento relativo  á  dicho  contrato,  su  fecha  ocho  de  No- 
viembre del  año  próximo  anterior,  habiendo  ademas  ji- 
rado  letras  el  primero  y  aceptadolas  el  segundo  por  can- 
tidades parciales  del  precio  en  que  fué  ajustada  la  venta; 
y  debiendo  considerarse:  lo  que  por  las  leyes  que  ha 
establecido  el  consulado  de  comercio  y  reglamentan  el 
ramo,  su  fuero  concedido  a  los  comerciantes  y  mercade- 
res tan  solo  para  los  negocios  y  contratos  que  se  versan 
sobre  mercaderías  y  objetos  del  giro,  y  á  los  hacendados 
y  cosecheros  en  cuanto  á  las  ventas  y  compras  de  efec- 
tos comerciales  y  frutos  para  esportar,  no  incluyendo  los 
bienes  raices:  2<?  que  por  consiguiente  el  negocio  de  que 
se  trata,  relativo  á  cosa  raíz  no  está,  ni  puede  estimarse 
comprendido  en  el  fuero  mercantil:  3  0  que  aunque  el 
contrato  comprende  la  grana  de  que  estaba  asemillado  el 
nopal,  tal  fruto  era  y  debe  tenerse  por  accesorio  y  seguir 
la  suerte  de  lo  principal  para  los  efectos  legales  de  que 
se  trata,  mediante  á  estar  confundidas  ambas  cosas  en  el 
contrato  y  documento  respectivo,  en  el  cual  no  se  hizo 
separación  de  lo  inmueble  y  de  los  frutos,  ni  de  otra 
suerte  ha  podido  esclarecerse  y  justificarse  tal  separación, 
apesar  de  la  diligencia  practicada  el  día  de  ayer  con  este 
objeto,  examinando  á  las  partes  sobre  el  particular;  y  4° 
que  aunque  la  demanda  se  ha  entablado  á  virtud  de  las 
espresadas  letras,  estas  provienen  del  mismo  negocio,  cir- 
cunstancia que  no  puede  dejarse  de  exáminar  y  atender 
para  fijar  el  concepto  en  que  deban  ser  estimadas  para  el 
surtimiento  de  fuero,  debiendo  seguir  la  suerte  del  con- 
trato de  que  proceden  y  estar  sugetas  al  fuero  que  cor- 


responda:  todo  bien  y  atentamente  meditado,  y  con  vista 
de  las  disposiciones  del  derecho  aplicables  al  caso,  el  Tri- 
bunal de  Alzadas  á  nombre  de  la  República  de  Guatema- 
la, confirma  el  auto  pronunciado  por  el  consulado  en 
veinte  de  Junio  próximo  pasado,  por  el  cual  SE  DECLA- 
RA: que  no  corresponde  al  fuero  mercantil  el  conocimien- 
to del  asunto  promovido  por  Don  Brauliio  Novales  con- 
tra la  testamentaria  de  Don  Manuel  Rubin. — Hágase  sa- 
ber y  devuélvanse  los  autos  con  certificación  al  Tribunal 
de  su  origen. — Urrutia. — Rodríguez. — Coloma. — Juan  An- 
dreu. 


No  lia  mucho  tiempo  que  habiendo  tenido  una  cuestión 
Don  Lorenzo  Zepeda  y  Don  Carlos  Grageda  por  valor  de 
unas  cargas  de  panela  productos  del  ingenio  del  Colora- 
do, entablaron  el  juicio  ante  el  Señor  Juez  Io  de  la  Ins- 
tancia de  esta  capital,  el  cual  declaró  que  debia  ventilar- 
se en  el  Tribunal  mercantil;  mas  habiendo  apelado  del 
auto,  la  Córte  Suprema  de  Justicia  en  auto  de  5  de  Ma- 
yo de  1859,  revocó  la  sentencia  del  Juez  y  declaró  que 
no  debía  ventilarse  en  el  fuero  mercantil;  y  lo  mas  origi- 
ginal  es,  que  los  que  fallaron  en  este  auto  fueron  los 
mismos  Señores  Magistrados. — Molina. — Valenzuela  y 
Escobedo. 

Podrían  citarse  otros  muchos  hechos  mas,  sobre  este 
particular,  y  aun  copiar  las  propias  leyes  citadas  en  que 
apoyan  las  resoluciones  en  mi  contra,  por  las  cuales  se 
podría  ver  que  mis  negocios  no  debieron  haber  ido  al 
Tribunal  mercantil,  de  cuyo  Tribunal  he  sufrido  tanto 
por  la  irregularidad  de  sus  procedimientos  y  el  ningún 
miramiento  para  ceñirse  en  sus  providencias  con  arreglo 
á  derecho;  así  es  que,  todos  los  males  que  yo  he  sufrido, 
emanan  del  lando  proferido  por  el  Señor  Ortiz  Urruela  y 
de  las  providencias  arbitrarías  del  consulado;  y  por  esta 
razón,  he  dicho  diré  y  no  me  cansaré  de  decir  nunca  que 
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la  Suprema  Corte  de  Justicia  fué  la  que  me  hizo  este 
mal  por  haberse  declarado  incompetente,  diciendo  que  la 
ley  que  yo  citaba  en  mi  apoyo,  solo  hablaba  de  los  arbi- 
tros juris  y  no  de  los  amigables  componedores,  cuando 
esta  entendido  por  todos  los  legistas  antiguos  y  moder- 
nos, que  la  ley  que  habla  de  lo  mas  comprende  lo  de  me- 
nos, y  esta  es  la  causa  también  que  todas  las  quejas  jus- 
tas que  he  formulado  contra  el  Tribunal  mercantil  las  he 
elevado  á  la  Suprema  Corte,  para  que  se  vea  de  donde 
emanan  los  males  que  se  me  han  sobrevenido. 


Tribunal  Consular. 

Cipriano  Alvarado,  en  uso  de  la  audiencia  que  se  me 
manda  dar  de  la  solicitud  de  Don  Manuel  Larrave,  rela- 
tiva á  que  se  mande  continuar  el  depósito  de  tres  carre- 
tas y  sus  respectivos  aperos,  decretado  provisionalmente 
por  el  Alcalde  2»  Municipal,  respetuosamente  parezco 
y  digo:  que  este  Tribunal  es  incompetente  para  conocer  y 
decidir  dicho  artículo;  y  que  .  aunque  no  lo  fuera  nunca 
debería  accederse  á  la  temeraria  pretensión  de  que  se  hace 
mérito. 

Es  incompetente  el  Tribunal,  así  porque  este  negocio 
pende  en  el  Juzgado  2<?  de  1*  instancia,  donde  ocurrí  á 
quejarme  del  estraño  y  arbitrario  procedimiento  del  Alcal- 
de, como  porque  hallándose  ante  el  Sr.  Juez  Io  el  ocurso 
de  hecho  que  introduge  á  efecto  de  que  se  me  admita  el  re- 
curso de  nulidad  contra  el  laudo  pronunciado  en  el  asunto 
principal,  y  del  que  dependen  directamente  todas  las  in- 
sidencias  que  promueve  el  Señor  Larrave,  aun  no  puede 
saberse  todavía  á  que  autoridad  compete  legalmente  la 
decisión  de  todos  y  de  cada  uno  de  los  puntos  que  se 
cuestionan.  Por  tanto  pues,  el  Tribunal  se  halla  en  el  caso 
imprescindible  de  declararse  incompetente,  y  de  mandar 
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que  dicha  solicitad  pase  al  Si\  Juez  2^  de  la  instancia,  que 
ha  comenzado  á  conocer  ya  del  asunto  desde  el  veinte  y 
cuatro  del  corriente  que  presenté  ante  él,  mi  repetido 
escrito  de  queja,  y  en  cuya  virtud  mandó  que  informara 
el  Señor  Alcalde  2?.  De  otra  suerte,  podría  suceder 
que  sobre  un  mismo  negocio  se  dictasen  resoluciones  con- 
trarias, no  sin  comprometer  la  dignidad  de  la  justicia  y 
los  intereses  de  las  partes. 

Si  este  Tribunal  se  ha  prcq)asado  á  conocer  en  algunas 
incidencias  ocurridas  con  motivo  de  la  sagaz  feloníaconque 
el  Señor  Larrave  se  empeña  en  perjudicarme,  no  solo  he 
protestado  la  incompetencia  del  Tribunal,  sino  que,  cuan- 
do eso  no  he  hecho,  ha  sido  porque  se  ha  obrado  sin  mi 
consentimiento,  como  sucedió  cuando  se  mandaron  em- 
bargar en  la  administración  algunos  caldos  ultramarinos 
que  se  suponian  pertenecerme. 

Y  para  concluir  sobre  este  punto,  manifestare  con  fran- 
queza: que  aunque  mas  tarde,  que  no  lo  espero,  fuera 
este  Tribunal  el  llamado  á  conocer  de  las  cuestiones  pen- 
dientes, nunca  permitirla  que  el  personal  de  los  Señores 
Celtranena,  Aguirre  y  Lic.  Rodríguez,  formaran  parte 
del  Tribunal  que  sobre  ellas  debiese  resolver:  estos  Seño- 
res son  íntimos  amigos  del  Señor  Larrave,  y  ademas  el 
primero  de  estos  es  su  acreedor  por  una  suma  considera- 
ble, y  sus  frecuentes  negociaciones  sobre  comercio  y  usu- 
ra, no  son  el  mejor  antecedente  para  esperar  la  rectitud 
y  la  imparcialidad.  En  cuanto  al  Señor  Lic.  Rodríguez, 
ha  sido  antes  de  ahora  el  abogado  y  director  de  la  casa 
del  Señor  Larrave;  y  con  este  antecedente  por  mas  justi- 
ficada que  sea  su  reputación,  hay  aun  motivo  suficiente 
para  temer  que  en  sus  manos  peligre  la  justicia  de  mis 
derecho». 

Y  para  que  se  vea  que  no  carezco  de  razón  en  dudar  y 
tener  poca  fé  en  las  pcrsomis  mencionadas,  voy  a  referir 
hechos  realizados  por  el  mismo  Tribunal,  que  altamente 
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caracterizan  la  arbitrariedad  y  la  injusticia  con  que  ha 
procedido  respecto  de  mi  persona. 

Hallándose  pendientes  de  un  arbitramento  las  cuestiones 
suscitadas  entre  Don  Manuel  Larrave  y  yo,  ocurrió  dicho 
Señor  á  este  consulado  solicitando  que  se  mandasen  á 
embargar  unas  cajas  de  vinos  que  existen  en  la  adminis- 
tración; y  sin  atenderse  a  que,  fueran  cual  fuesen  sus 
derechos  aun  no  se  habia  resuelto  sobre  ellos,  puesto 
que  se  hallaban  sujetos  á  litigio,  el  Tribunal  despachó 
desde  Luego  la  interdicción,  sin  siguiera  citarme  ni  oirme, 
y  sin  observar  ninguno  de  los  requisitos  prescriptos  pol- 
la ley.  Mas  aun,  cuando  he  pedido  de  viva  voz  y  por  es- 
crito el  desembargo  de  los  vinos  repetidos,  entonces  el 
Señor  Aguirre  se  escusa  de  conocer  sobre  el  particular, 
diciendome  á  mi  mismo  que  por  ser  amigo  de  Larrave  no 
podia  intervenir  en  el  negocio,  y  el  Señor  Rodríguez  se 
evadió  diciendo  que  era  necesario  sustanciar  claramente 
para  saber  si  el  Tribunal  debia  conocer  de  mi  negocio. 
¿Se  me  exigirá  acaso  una  prueba  mas  demostrativa  de  la 
injusticia  que  se  ha  cometido?  ¿Con  que  el  Señor  Aguir- 
re pudo  conocer  para  el  efecto  de  que  se  decretara  el  em- 
bargo y  no  puede  conocer  para  que  se  levante?  Con  que 
el  Tribunal  fué  competente  para  embargar,  pero  no  para 
desembargar,  pues  ya  era  necesario  sustanciar  si  compe- 
tía á  él  ó  no  el  conocimiento  de  mis  negocios.  Cierta- 
mente que  esta  es  la  prueba  flagrante  de  lo  que  puede  la 
amistad  cuando  falta  la  conciencia  judicial,  y  cuando  se 
juega  con  el  deber  como  un  niño  que  se  entretiene  con  la 
pelota.  Aun  hay  mas,  en  la  última  audiencia  estuve  en 
este  consulado  desde  las  doce  del  dia  hasta  las  tres  y 
media  de  la  tarde,  hora  en  %ue  salió  el  Tribunal,  y  aun- 
que pedí  audiencia  no  se  me  concedió,  entre  tanto  que  al 
Señor  Larrave  se  le  llamó  por  dos  veces  sin  que  la  hubie- 
se pedido,  y  en  este  tiempo  con  el  mayor  cuidado,  esme- 
ro y  dedicación,  el  Tribunal  se  ocupaba  precisamente  en 
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proveer  a  todas  las  solicitudes  presentadas  por  aquel,  es- 
tando presente  el  mismo  Señor  Aguirre.  Desmostrada  la 
incompetencia  del  Tribunal,  así  por  no  pertenecerle  ei 
conocimiento  de  este  negocio,  como  porque  no  merecen 
mi  confianza  las  personas  que  lo  componen,  voy  á  pasar 
ya  á  la  segunda  parte  de  la  proposición. 

Aunque  el  Señor  Larrave  grita  una  y  mil  veces  que  yo 
soy  un  hombre  malo,  ladrón  y  perverso,  esto  solamente  le 
daria  derecho  á  acusarme  ante  los  Tribunales,  y  antes 
deberia  probar  sus  asertos  para  fundar  los  graves  temo- 
res que  alega  con  el  objeto  de  apoderarse  de  mis  bienes. 
El  Señor  Larrave  es  un  hombre  que  agota  todas  las  inju- 
rias para  abrumar  mi  reputación:  que  agota  toda  la  sa- 
gacidad maligna  de  que  es  suceptible  para  sorprender  á 
las  autoridades,  al  propio  tiempo  que  apura  también  su 
favor  y  parcialidad;  pero  el  Señor  Larrave  no  puede  pro- 
barme un  solo  hecho  que  me  deshonre,  ni  un  acto  solo  de 
que  pudiera  avergonzarme.  Y  llama  la  atención  Señores, 
que  ante  la  justicia  se  tolere  con  tanta  mansedumbre 
que  se  viertan  injurias  tan  insultantes,  que  empañan  el 
decoro  y  la  dignidad  del  mismo  Tribunal.  Siquiera  por 
esto,  ya  no  porque  las  leyes  mas  espresas  y  terminantes 
mandan  que  se  repriman  esos  excesos,  el  Tribunal  no  de- 
biera ser  tan  condescendiente  ni  tan  omiso  sobre  este  par- 
ticular. 

Es  falso  que  en  la  escritura  de  compañía  se  esprese  que 
ninguno  de  los  objetos  de  la  finca  pueda  servir  acciden- 
talmente al  uso  particular  de  alguno  de  sus  socios;  y 
aunque  tal  fuera,  yo  interpelo  al  Señor  Larrave  para  que 
diga  ¿sino  ha  usado  muebas  veces,  no  solo  de  algunos 
útiles  y  objetos  de  la  finca  común,  sino  también  de  los 
que  son  absolutamente  peculiares  mios:  que  diga  si  infi- 
nitas veces  no  le  han  servido  mis  carretas  y  mis  bueyes: 
sino  tiene  en  su  herrería  un  fuey  de  mi  pertenencia:  si- 
no se  sacó  de  cusa  de  mi  suegra  una  cantidad  de  cajas 
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vanas  sin  contar  con  ninguno  de  la  familia;  y  por  último 
•sino  retiene  aun  todos  esos  objetos  y  otros  muchos  mas 
que  seria  largo  referir? 

El  Señor  Larrave  con  el  objeto  de  apropiarse  la  finca 
que  hemos  cultivado  en  compañía,  suscita  cuestiones  y 
desavenencias  inconcebibles. — A  su  sombra  obtiene  que 
el  Juez  arbitro  decrete  la  intervención  de  un  tercero  pa- 
ra la  administración  de  la  finca:  y  entonces  nombra  á 
Don  Juan  Menendez,  hombre  de  mala  conducta  y  de  mal 
fondo,  y  muy  á  propósito  para  prestarse  á  sus  siniestras 
intenciones,  y  esto  sin  que  el  auto  mencionado  lo  faculte, 
nombra  á  dos  mayordomos  de  su  misma  condición  que 
me  vigiieo  y  asechen  y  mortifiquen  en  cuanto  esté  á  su  al- 
cance.—En  efecto,  yo  pudiera  probar  y  probaré  en  su 
caso,  que  lleva  y  ha  llevado  con  él,  una  correspondencia 
dirigida  á  cansarme  la  paciencia,  originándome  cuantos 
males  y  perjuicios  puedan  imaginarse.  Hace  cuatro  años 
que  permanezco  en  la  finca  y  nunca  ha  sucedido  que  so- 
brevenga un  incendio;  pero  de  poco  tiempo  á  esta  parte 
tres  veces  continuas  ha  prendido  el  fuego  por  diversas 
partes,  y  a  no  ser  la  vigilancia  de  mi  familia  y  depen- 
dientes, que  están  fuera  de  la  influencia  del  Señor  Lar- 
rave, una  parte  de  la  finca  habría  perecido  ya,  devorada 
por  el  fuego.  Esto  parecerá  inconcebible;  pero  el  Señor 
Larrave  es  un  hombre  malo  y  no  temo  decirlo,  porque  á 
diferentes  personas  ha  manifestado  francamente  el  vivo 
deseo  que  tiene  de  arruinarme,  aunque  sea  sacrificando 
parte  de  sus  bienes. 

No  pudiendo  continuar  mi  familia  en  la  finca  porque 
no  la  he  juzgado  segura  allí  con  vista  de  esos  funestos  an- 
tecedentes de  que  he  hecho  relación,  dispuse  que  se  tras- 
ladara á  esta  capital;  y  así  porque  el  Señor  Larrave  ha 
usado  muchas  veces  de  mis  cosas  personales,  como  por 
que  el  ocupar  tres  carretas  para  la  conducción  de  mi  equi- 
page  era  una  cosa  leve  y  de  muy  poca  importancia,  y 
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mucho  mas  atendido  á  que  son  comunes,  no  pude  figu- 
rar que  la  maquiavélica  rapacidad  de  mi  socio  llegara 
hasta  el  punto  de  reclamar  sobre  una  cosa  tan  insignifi- 
cante. No  hay  tal  que  el  Señor  Larrave  hubiese  temido 
que  yo  vendiera  dichos  objetos,  porque  nunca  me  he 
propasado  á  estas  demasías,  y  porque  ademas  son  titiles 
de  que  se  tiene  hoy  una  urgente  necesidad  en  la  finca. 
El  Señor  Larrave  no  se  ha.  propuesto  otra  cosa  mas  que 
hostilizarme.  Tan  luego  como  supo  que  las  espresadas 
carretas  conducian  mi  equipage  para  esta  ciudad,  él  6 
alguno  de  sus  familiares,  por  su  órden,  cometió  la  villa- 
nía de  irme  á  delatar  en  la  administración,  asegurando 
que  se  trataba  por  mi  parte  de  defraudar  los  derechos  de 
la  Hacienda.  Y  porque  desgraciadamente  todo  se  presta 
muchas  veces  á  la  cobarde  malignidad,  obtuvo  que  el  ad- 
ministrador mandara  detenerlas  en  el  guarda  de  Buena- 
vista,  y  que  de  allí  fuesen  conducidas  al  edificio  del  ramo. 
Me  causó  este  disgusto:  la  vergüenza  de  que  fueran  re- 
gistrados hasta  los  trastos  de  cocina  y  hasta  la  ropa  de 
mi  Señora;  y  como  después  de  todo  esto,  visto  en  la  ad- 
ministración que  nada  habia  de  fraude,  debía  ser  todo  de- 
vuelto, pidió  al  Alcalde  2«  que  mandase  depositar  las  car- 
retas y  sus  aperos,  obteniendo  de  este  funcionario  una 
medida  arbitraria  y  escandolosa,  que  antes  no  habia  po- 
dido obtener  de  este  Tribunal. 

Y  para  que  se  juzgue  y  pueda  formarse  un  concepto 
cabal  de  la  diligente  buena  fé  con  que  procura  el  Señor 
Larrave  cuidar  de  los  intereses  del  fisco,  manifestaré: 
me  conservo  en  mi  poder  una  carta  del  17  de  Diciembre 
de  1857,  dirigida  por  su  sobrino  y  apoderado  el  Lic.  Don 
Nicolás  Larrave,  empicado  entonces  de  la  administración 
de  rentas,  en  la  cual  me  dice  que  se  ha  logrado  el  descar- 
go en  su  casa  de  dos  carretas  de  mercaderías,  sin  haber 
tenido  necesidad  de  presentar  las  guias  ni  de  pagar  de- 
rechos. 
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Por  la  ley  de  Hacienda  del  año  32,  el  empleado  del 
ramo  que  se  complique  en  cualesquiera  defraudación  fis- 
cal, pierde  su  destino,  queda  inhabilitado  para  obtener 
otro,  y  debe  condenársele  á  10  años  de  presidio.  A  to- 
das las  autoridades  manda  esa  ley  que  cuiden  y  vigilen 
los  intereses  fiscales,  y  en  vista  de  esta  denuncia,  el  Tri- 
bunal cumplirá  religiosamente  con  su  debe»-. 

En  virtud  de  lo  espuesto: 

Al  Tribunal  pido  se  sirva  declarar  que  es  incompeten- 
te para  conocer  de  este  negocio,  y  que  en  consecuencia 
se  remita  original  al  Señor  Juez  2°  de  la  Instancia  don- 
de penden  los  antecedentes.— Es  justicia  que  pido  con 
costas  y  el  juramento  necesario. 


Ocurso  de  hecho,  sobre  denegación  de  Justicia  del  Tribu- 
nal consular. 

Corte  Suprema  de  Justicia. 

Cipriano  Alvardo,  de  calidades  conocidas,  con  la  debi- 
da atención  y  respeto,  ante  esta  superioridad,  parezco  di- 
ciendo: que  en  virtud  de  la  facultad  y  deber  que  imponen 
las  leyes  á  este  supremo  poder  judicial,  para  que  vele  so- 
bre la  recta  y  pronta  administración  de  justicia,  y  la 
conducta  oficial  de  los  Jueces  y  Tribuales  de  la  Repúbli- 
ca, vengo  á  quejarme  contra  los  Señores  Don  Antonio  A- 
guirre  y  Licenciado  Don  Mariano  Rodríguez,  el  primero 
como  cónsul  del  Tribunal  consular,  y  el  segundo  que  de- 
sempeña la  asesoría  titular  del  mismo.  Las  causas  en 
que  se  funda  esta  queja,  son  las  siguientes:  1?  por  dene- 
gación de  justicia,  y  2?  por  personalidad  y  atentado.  An- 
tes de  entrar  en  la  demostración  de  los  cargos  preceden- 
tes, voy  á  hacer  una  ligera  reseña  de  la  causa  que  ha  da- 
do lugar  á  que  los  Señores  referidos  cometan  los  excesos 
que  motivan  mi  queja. 
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En  mala  hora  mi  apuro  pecuniario,  me  compelió  á  ce- 
lebrar una  sociedad  de  agricultura  con  el  Señor  Don  Ma- 
nuel Larrave,  cediéndole  una  parte  de  la  finca  de  mi  pro- 
piedad, que  cultivaba  en  Escuintla,  por  menos  de  la  mi- 
tad de  su  valor.  Porque  ¡si  bien  al  principio  de  la  com- 
pañía, y  antes  de  celebrarla,  mi  socio  observó  un  com- 
portamiento capaz  de  captarme  la  voluntad,  é  infundirme 
confianza,  eso  precisamente  fué  lo  que  ocasionó  mi  ruina. 
Me  obligó  á  ensanchar  la  empresa  mas  allá  de  lo  que  mis 
facultades  permitían,  y  confiado  en  sus  promesas  fe- 
mentidas y  lisongeras,  empeñé  también  la  asiduidad  de 
mi  trabajo.  Y  cuando  a  merced  del  tiempo  y  de  mi  infa- 
tigable laboriosidad,  llegó  La  finca  común  á  prometer 
grandes  utilidades,  con  algún  desembolso  á  que  mi  socio 
se  hallaba  obligado,  entonces  se  despertó  su  codicia,  ar- 
rojó la  máscara  con  que  había  logrado  fascinarme,  des- 
pués de  haberse  aprovechado  por  mucho  tiempo  de  mi 
servicio  personal  y  el  de1  mis  parientes,  en  favor  de  sus  in- 
tereses y  casa,  proyectó  introducir  la  discordia  en  la  so- 
ciedad buscando  fútiles  pretestos  y  calumnias  mendaces 
para  herirme  en  mi  delicadeza  y  reputación;  todo  con  el 
notable  objeto  de  salir  avante  en  sus  miras  de  ambición, 
para  quedarse  él  solo  con  la  finca  y  tomarse  mis  intereses 
y  trabajo  sin  recompensa  alguna.  Lus  Señores  Magistra- 
dos, que  conocen  muy  bien  al  Señor  Larrave,  apreciarán 
en  su  debido  valor  lo  que  á  su  respecto  se  refiere. 

Encendida  la  discordia,  porque  nadie  «e  deja  despojar 
de  sus  intereses  sin  reclamar  la  intervención  de  la  justicia, 
y  sin  hacer  cuantos  esfuerzos  estén  á  su  alcance  para  evi- 
tarlo, me  resistí  a.  sus  injustas  pretensiones,  y  en  la  firme 
creencia  de  que  su  riqueza  y  valimiento  no  bastaría  á 
torcer  el  fiel  de  la  justicia,  con  una  confianza  ciega,  en 
la  que  á  mi  me  asiste,  no  vacilé  un  momento  en  que  nues- 
tras i'^  ('encías  se  sometiesen  al  juicio  de  un  arbitrador, 
eligido  a  este  fin  al  Señor  Licenciado  Don  Antonio  Or- 
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tiz  Urrucla,  cuyos  precedentes  ignoraba  cuando  la  parte 
del  Señor  Larrave  me  lo  propuso  para  aquel  objeto. 

El  Señor  Ortiz,  como  ya  tuve  ocasión  de  manifestarlo 
al  Tribunal,  apartándose  del  espíritu  que  nos  guió  al  so- 
meternos á  su  juicio,  y  apartándose  también  de  la  letra 
de  la  escritura  de  compromiso,  no  solo  no  averiguó  la 
verdad,  esclareciendo  los  hechos  que  debían  demostrarla, 
sino  que,  traspasando  las  facultades  cometidas  y  aun  con- 
tra la  intención  manifestada  en  ellas,  pronunció  su  laudo 
injusto  y  nulo,  no  solo  dejando  sin  resolución  los  puntos 
cardinales,  que  se  discutían,  sino  decretando  la  disolu- 
ción de  la  compañía,  para  cohonestar  asi  la  parcialidad  y 
festinación  con  que  procedió. 

Por  esta  causa,  y  no  concibiendo  que  el  artículo  de  Ja 
ley  adicional  del  año  de  39,  sometiese  solamente  al  cono- 
cimiento de  este  Tribunal,  los  recursos  que  las  leyes  con- 
ceden contra  las  sentencias  pronunciadas  por  los  arbitros 
juris,  esclu  yendo  las  de  los  arbitradores  y  amigables 
componedores,  introduje  el  recurso  de  nulidad  ante  el  su- 
premo poder  de  la  justicia.  Mas  contra  las  convicciones 
que  he  referido,  se  dictó  la  declaratoria  de  incompeten- 
cia, y  en  el  procinto  de  que  se  ejecutase  el  laudo  mencio- 
nado, ocurrí  inmediatamente  al  Señor  Juez  primero  de 
Ia,  Instancia  á  introducir  el  propio  recurso;  pero  no  ha- 
biéndose aun  resuelto  sobre  su  procedencia,  mi  situación 
es  aflictiva,  la  de  la  contraria  preponderante,  y  el  Tribu- 
Da]  del  consulado  apura  aun  mas  todavia  lo  azaroso  de 
mi  espresada  situación. 

En  diezi*iete  de  Enero  último,  el  Señor  Larrave,  ig- 
noro si  verbal  ó  por  escrito,  solicitó  del  Tribunal  mercan- 
til que  se  me  mandasen  secuestrar  ciento  dos  cajas  de  vi- 
no, que  se  hallaban  á  la  sazón  en  Ja  Administración  ge- 
neral de  rentas,  asegurando  indudablemente  que  eran  de 
mi  pertenencia.  Cuando  esto  acaeció,  aun  no  se  había 
pronunciado  por  el  Juez  arbitrador,  el  laudo  que  garanti- 
za al  Señor  Larrave  las  miras  de  ambición  con  que  espe- 
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cula  sobre  la  subsistencia  de  mi  numerosa  familia.  Pues 
bien,  pendiente  esa  resolución,  de  la  cual  aun  no  podia 
emanar  un  derecho  claro  y  evidente  que  fundase  la  soli- 
citud de  mi  contrario,  dicho  Tribunal  cometió  el  atentado 
notable  de  acceder  á  ella,  sin  oírme  antes  sobre  el  parti- 
cular, y  sin  prueba  alguna  que  apoyase  la  justicia  de  su 
resolución.  Esto  parece  inconcebible,  y  solo  puede  espli- 
carse  por  la  prevención  y  parcialidad  de  los  Señores  A- 
guirre  y  Rodríguez,  si  se  atiende  á  la  razón  poderosa  que 
militaba  para  que  el  Tribunal  se  abstuviese  de  conocer 
en  cualquiera  cuestión  que  ocurriese  entre  el  Señor  Lar- 
rave  y  yo.  Porque  si  entrambos,  espontáneamente,  ha- 
bíamos consentido  en  que  nuestras  diferencias  se  decidie- 
sen por  un  Juez  arbitrador,  que  al  efecto  deputamos,  no 
cabe  duda  que  fué  nuestra  íntima  voluntad  inhibir  á  cual- 
quiera otro  Juez  ó  Tribunal  del  conocimiento  de  toda 
cuestión  que  hiciese  referencia  á  los  capítulos  principales 
del  arbitramento.  Y  esto  es  tanto  ma*<  ostensible  y  evi- 
dente, como  que  ningún  otro  Juez  ni  Tribunal,  podia  re- 
solver sobre  un  incidente  emanado  de  una  cuestión  que  le 
fuese  desconocida,  ya  que  hasta  entonces  solo  el  Juez  de 
la  causa  podia  juzgar  con  mas  acierto  sobre  el  caso. 

El  consulado  no  puede  alegar  ignorancia  sobre  estos 
antecedentes,  porque  él  mismo  fué  quien  nos  exitó  para 
que  sometiésemos  nuestras  cuestiones  á  un  compromiso, 
y  al  proceder  de  la  manera  irregular  y  arbitraria  que  que- 
da consignada,  contrajo  la  inevitable  responsabilidad  del 
cargo  que  forma  el  primer  punto  de  esta  queja.  Pero  no 
ha  parado  en  esto  solo:  cuando  tuve  noticia  privada  de 
aquella  providencia,  después  de  muchos  dias,  porque  has- 
ta ahora  aun  no  se  me  ha  notificado,  una  vez  que  por  un 
acto  de  hecho  se  habia  decretado,  por  otro  de  igual  natu- 
raleza, pedí  que  se  me  reparara  ¡admirable  conducta!;  en- 
tonces el  Señor  Aguirrc  me  manifestó,  que  no  podia  co- 
nocer de  mi  petición,  porque  era  íntimo  amigo  de  Larra- 
ve;  y  oido  esto  por  el  Señor  Asesor  titular,  acudió  en  su 
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auxilo,  pretestando  que  también  conceptuaba  necesario 
averiguar  antes  si  competía  ó  no  al  Tribunal  conocer  del 
negoeu>.  ¿Habrá  imparcialidad  y  rectitud  en  semejante 
conducta,  Señores  Magistrados?  El  Señor  Aguirre  es  a- 
migo  íntimo  de  Larrave  pira  denegarse  levante  el  em- 
bargo decretado  por  él  mismo,  porque  esta  medida  me 
era  favorable;  mas  cuando  se  trata  de  mi  perjuicio,  ese 
mismo  Señor,  no  tiene  escrúpulo  ni  delicadeza  para  acce- 
der a  la  solicitud  del  que  él  llama  su  amigo  íntimo.  El 
Señor  Rodríguez  no  dudó  tampoco  entonces  de  la  compe- 
tencia del  Tribunal,  y  á  mi  debe  suponerse  que  asesoró  la 
providencia,  pero  al  tratarse  ya  de  levantar  el  embargo 
decretado  en  ella,  es  preciso  que  se  ventile  antes  si  puede 
o  no  conocer  del  negocio,  porque  duda  que  esté  en  sus  fa- 
cultades hacerlo.  ¿No  se  advierte,  Señores  Magistrados, 
la  írregularida  de  esta  conducta  y  la  parcialidad  con  que 
se  conoce  de  mis  negocios?  ¿Tendré  razón  para  resistir 
que  estos  Señores  sean  mis  Jueces,  aun  suponiendo  que 
les  compitiese  serlo? 

En  efecto,  todas  las  cuestiones  que  se  promueven  entre 
el  Señor  Larrave  y  yo,  nacen  de  una  misma  causa,  cual 
es  la  sociedad  agrícola  de  que  he  hecho  relación;  y  en 
vista  de  que  esta  clase  de  negociaciones  no  está  calificada 
«•orno  una  operación  mercantil  y  sujeta  á  los  Tribunales 
del  ramo,  como  queda  consignado  ya  en  otro  lugar,  he  o- 
currido  á  un  Juez  ordinario  para  que  tome  conocimiento 
de  los  espresados  asuntos;  siendo  advertencia,  que  hasta 
ahora  no  he  consentido  en  uno  solo  de  los  actos  del  Tri- 
bunal consular,  y  antes  bien  he  protestado  contra  su 
competencia.  Por  estas  razones,  no  puede  ponerse  en 
duda  la  violencia  arbitraria  que  comete  el  Tribunal,  en 
avocarse  negocios  estraños  á  su  jurisdicción,  á  pesar  de 
mis  frecuentes  protestas,  no  obstante  la  disposiciou  de 
las  leyes,  y  el  hallarse  actualmente  sustanciándose  el  u~ 
curso  dirigido  al  Juez  ordinario,  quien  ha  pedido  los  au- 
tos al  mismo  Tribunal  para  resolver  sobre  la  procedencia 
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del  recurso  Introducido,  á  lo  cual  se  ha  negado  este,  ase- 
gurando que  se  está  ejecutando  el  laudo  contra  el  cual 
alego  de  nulidad. 

Este  proceder  induce  atentado  en  la  acción  legal  que 
lo  espresa  el  Señor  conde  de  la  Cañada,  en  razón  de  que 
el  mismo  Señor  Asesor  ha  puesto  en  duda  su  competen- 
cia, y  también  de  hallarse  pendiente  la  resolución  del  re- 
curso interpuesto.  ¡.Qué  admirable  es  el  empeño  con  que  el 
Tribunal  se  apresura  a  ejecutar  el  laudol  ¡Hace  poco, 
que  el  Señor  Aguirre  no  podia  conocer  en  ningún  nego- 
cio mió  y  de  mi  contraparte,  por  ser  íntimo  amigo  de  es- 
ta! ¡Hace  poco  que  el  Señor  Rodríguez  dudaba  de  la 
competencia  del  Tribunal! 

Y  es  tanto  mas  ilegítimo  este  procedimiento,  como  que 
a  él  se  le  da  audiencia  y  á  mí  se  me  deniega.  El  Sábado 
veinticinco  del  pasado  Febrero,  desde  las  doce  del  dia  es- 
tuve esperando  á  las  puertas  del  Tribunal  que  se  me  diese 
audiencia  para  presentar  un  escrito  y  pedir  verbalmente 
que  no  se  conociese  de  mis  negocios  mientras  estuviesen 
allí  presentes  los  Señores  Aguirre  y  Rodríguez,  en  virtud 
de  que  el  Tribunal  se  ocupaba  precisamente  de  eso,  con 
motivo  de  haber  presentado  el  Señor  Larrave,  ese  mismo 
diu,  varios  escritos,  y  llegaron  las  tres  y  media  de  la  tar- 
de, hora  en  que  salió  el  Tribunal,  y  nunca  la  puerta  se 
mando  abrir  para  mi.  Otra  cosa  sucedió  con  mi  coliti- 
gante: á  él  se  le  llamó  por  dos  veces,  sin  que  hubiese  pe- 
dido audiencia;  y  el  Tribunal  pasó  el  tiempo  ocupándose 
en  particular  de  sus  negocios  y  escuchando  sus  espliea- 
ir  iones  y  solicitudes.  Tal  es  la  senda  adoptada  en  todo  lo 
que  roe  conviene,  y  tal  será  la  suerte  indudable  del  éxito 
de  mis  negocios,  si  este  Supremo  Tribunal  no  toma  sobre 
sí  el  trabajo  de  velar  porque  se  me  administre  justicia! 
El  Señor  Larrave  es  hombre  de  influencia  por  sus  rela- 
ciones y  riqueza,  y  la  lucha  que  he  emprendido  con  élr 
me  será  en  estremo  desfavorable,  si  no  se  corta  el  abuso, 
que  él  hace  de  su  ventajosa  posición. 


—47— 

Exasperado  hasta  el  estremo  por  las  astucias,  intrigas 
y  malos  manejos  de  mi  contraria,  y  por  la  manera  irre- 
gular y  desarreglada  con  que  se  ha  conducido  el  Tribunal 
de  comercio  en  todo  lo  conducente  a  mis  asuntos,  for- 
mulé por  mi  mismo  el  escrito  que  respetuosamente  adjun- 
to coa  este,  diciendo  en  él  francamente  y  sin  embozo,  no 
solo  los  infames  procederes  de  mi  contrario,  sino  tam- 
bién la  irregularidad  del  procedimiento  del  Tribunal.  De- 
cir la  verdad  fué  mi  propósito  sin  pensar  en  que  pudiera 
dar  motivo  á  que  se  mostrase  ofendido  y  me  devolviese  el 
escrito  sin  proveído,  y  el  haberlo  dicho  en  esta  vez,  quh- 
y.á  aun  habrá  prevenido  mas  en  contra  mia  el  animo  de 
dicho  Tribunal.  Esto  lo  conceptúo  así,  porque  al  evacuar 
la  audiencia  pendiente  en  otros  términos,  pero  insistiendo 
siempre  en  la  incompetencia  alegada,  se  proveyó  que  se 
estuviese  á  lo  mandado  en  28  de  Febrero  último,  cuyo 
auto  manda  que  no  se  me  dé  apelación  a  otro  anterior 
que  ordena  pasen  los  autos  de  la  ejecución  del  laudo  con 
sus  antecedentes  al  Asesor.  Esto  confirma  aun  mas  la 
justicia  en  que  fundo  mis  reclamaciones. 

Por  tanto,  y  en  virtud  de  la  facultad  que  dan  las  leyes 
a  este  Supremo  Tribunal  para  que  vele  sobre  la  pronta  y 
cumplida  administración  de  justicia,  y  responsabilidad 
de  sus  empleados. 

Suplico  que  previo  informe  de  las  personas  contra 
quienes  procede  esta  queja,  con  su  resultado  y.  mérito,  se 
les  aperciba  seriamente  por  los  excesos  relacionados,  pre- 
viniéndoseles que  cumplan  con  su  deber,  arreglándose  á 
derecho  y  oyendo  con  mansedumbre  y  dignidad  las  peti- 
ciones de  las  partes.  Es  justicia  etc. — Cipriano  Alvarado. 

Proveído, 

Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  Marzo  nueve 
de  mil  ochocientos  sesenta. — Prevéngase  al  ocurrente  que 
para  obtener  la  justicia  que  solicita  presente  sus  escritos 
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con  el  comedimiento  y  respeto  correspondientes;  y  para 
que  el  Tribunal  mercantil  pueda  administrarla  pronta 
y  cumplidamente,  póngase  este  proveído  en  su  conoci- 
miento. Y  en  cuanto  á  la  denuncia  que  contiene  el  ante- 
penúltimo párrafo  del  escrito  acompañado,  saqúese  testi- 
monio de  ella  y  pásese  al  Señor  Fiscal  de  Hacienda  para 
lo  que  haya  lugar. — Arrivillaga.-- Molina. — Saravia. — Va- 
lenzuela. — Eseobedo. — J.  Domingo  Toriello. 


Señores  Prior  y  Cónsules. 

Cumpliendo  la  prevención,  que  se  me  hizo  en  la  au- 
diencia del  Mártes  próximo  pasado,  de  que  por  escrito  in- 
dicase las  razones  que  mi  abogado  alegó  in  voce  en  la 
vista  que  tuvo  lugar  el  Sábado  de  la  semaifa  anterior; 
vengo  á  verificarlo,  con  la  brevedad  posible,  en  razón  de 
las  pocas  horas  con  que  para  el  efecto  cuento. 

La  cuestión  sola  sobre  nulidad  del  laudo;  que  en  17  del 
último  Enero  profirió  el  Lic.  Don  José  Antonio  Ortiz 
Urruela,  como  arbitrador  nombrado  por  Don  Manuel 
Larra  ve  y  por  mí,  para  decidir  varias  cuestiones  sucita- 
das  entre  ambos  con  motivo  de  la  compañía  de  agricultu- 
ra, celebrado  para  la  plantación  y  cultivo  de  café  y  caña. 

Al  someter  dichas  cuestiones  al  juicio  del  arbitrador, 
no  hubo  otra  mira  que  la  de  terminarlas,  sin  disgusto,  ni 
escándalo;  con  cuyo  objeto  se  fijaron,  con  la  mayor  cla- 
ridad, en  la  escritura  de  compromiso  de  18  de  Noviem- 
bre del  año  anterior;  instrumento  que  suplico  se  Traiga 
á  la  vista.  Mas  no  tuvimos  cntónces  ánimo  de  que  la 
compañía  se  disolviese.  Por  el  contrarío,  cada  uno  de 
los  puntos,  consignados  en  el  compromiso,  manifiestan 
evidentemente  que  no  se  quería  la  conclusión  de  la  com- 
pañía mencionada. 

El  laudo  pues,  que  la  declara  disuclta,  es  nulo.  En  él 
se  procedió  ULTRA  PETITA.   En  él  se  decide  un  pun- 
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to,  de  que  no  habla  el  compromiso.  En  él,  últimamente, 
se  falla  sin  demanda,  sin  respuesta,  y  sin  haberse  oido 
de  ningún  modo  á  los  interesados:  por  lo  que  justamente 
he  intentado  uno  de  los  remedios  ó  recursos,  que  la  ley 
concede  al  (pie  se  sienta  agraviado  de  la  sentencia  arbi- 
tral. 

Es  verdad  que  en  la  escritura  de  que  he  hecho  refe- 
rencia, se  renunció  el  recurso  de  apelación.  Mas  esto  no  se 
hizo  con  el  que  nos  ocupa.  La  renuncia  precisábase  hu- 
biera hecho  espresa  y  claramente.  De  otro  modo,  es  una 
simple  fórmula;  y  aunque  así  no  fuera,  siempre  tendria 
lugar  por  haberse  fallado  en  punto  que  no  contiene  el 
compromiso:  razón  porque  las  leyes-3,  4  y  5  título  26 
partida  3^  permiten  que  en  cualquier  tiempo  se  introduz- 
ca ese  recurso,  siendo  tan  notorio,  como  sucede  al  pre- 
sente, la  nulidad  y  que  conste  á  primera  vista  de  autos. 

Los  recursos  de  nulidad,  reducción  y  apelación,  dice 
también  el  Señor  Evia  Bolaños,  en  el  número  27  capítu- 
lo 14  libro  2  de  la  Curia  Filípica,  tienen  lugar  amigue  en 
el  compromiso  hubiesen  hecho  las  partes  renuncia  jurada 
de  ellas,  si  la  sentencia  arbitral  contiene  injusticia  mani- 
fiesta, pues  se  supone  que  la  renuncia  se  hizo  en  la  con- 
fianza de  que  los  arbitros  ó  arbitradores  fallarían  el  plei- 
to con  equidad  y  moderación,  y  no  con  visible  iniquidad 
y  notable  exceso.  Doctrina  repetida  por  todos  los  juristas 
modernos,  y  que  ciertamente  es  racional,  equitativa  y 
fusta. 

Esto  supuesto,  el  recurso  de  que  vengo  hablando,  es  le- 
gal, y  no  imprudente  como  ha  sostenido  mi  adversario; 
de  manera  que  corresponde  tratarse  ya  de  la  nulidad  co- 
mo se  pidió  por  mi  abogado  en  el  dia  de  la  vista. 

Fijados  en  la  escritura  de  que  he  hecho  mención,  los 
puntos  que  se  controvertían,  el  arbitrador  solo,  con 
notoria  tenacidad  pudo  mandar  disolver  la  compañía. 
Efectivamente,  las  leyes  23  y  32  y  título  4»  part.  3»  ,  dis- 
ponen que  los  árbitros  y  arbitradores  conocerán  única- 
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mente  de  las  cosas  espresadas  en  el  compromiso.  Así,  no 
teniendo  el  arbitrad or  Ortiz  mas  autoridad  que  la  que 
le  conferimos,  ¿cómo  se  abrogó  la  de  disolueion  de  la 
compañía?  ¿cómo  lia  de  ser  justa  esta  declaratoria? 

Aunque  en  el  compromiso  >ío  se  prefijó  forma  alguna 
para  ventilar  las  cuestiones  surgidas  entre  los  socios;  y 
aunque  los  arbitradores  pueden  fallar,  siu  estrépito  ni 
figura  de  juicio,  esto  no  obstante  es  de  absoluta  necesi- 
dad oir  á  las  partes,  bien  de  palabra  ó  bien  por  escrito; 
de  suerte  q¡ie  habiéndose  hecho  esto,  respecto  de  los  pun- 
tos promovidos  por  ambos,  el  Juez  debió  limitarse  á  co- 
nocer de  ellos.  Lo  hecho  en  contrario  es  nulo.  La  injus- 
ticia de  este  procedimiento  es  pues,  harto  manifiesta. 

En  contra  lo  espuesto  no  se  alegue  el  auto  del  21  de 
Diciembre  último  en  la  parte  que  dice,  mientras  que  lie- 
gando  la  cuestión  principal  á  estado  de  determinarse,  se 
pronunciará  sobre  la  subsistencia  ó  disolución  de  la  com- 
pañía. No  porque  en  el  no  se  dice  que  el  arbitrador  seria 
el  llamado  á  hacer  esto;  y  porque  aun  cuando  lo  hubiera 
hecho,  como  sucedió,  estaba  sin  embargo  en  semejante 
ó  inesperado  caso  espedito  el  recurso  que  he  intentado,  y 
que  habría  sido  imprudente,  si  en  aquella  fecha  Jo  hu- 
biese promovido,  porque  el  auto  era  inapelable. 

Prueba  de  ello  es  que,  ni  antes  ni  posteriormente,  nin- 
guna de  las  partes  hicimos  la  menor  indicación  sobre  la 
subsistencia  ó  disolución  de  la  compañía. 

Prueba  de  ello  es  también  que  á  los  23  dias,  en  auto 
de  13  de  Enero  el  propio  Juez  dijo:  Por  tanto,  cítese  á  las 
partes  para  oir  sentencia  sobre  los  puntos  sometidos  á  la 
di  cisión  del  Juez  arbitrador. 

.Mi  conformidad  pues,  con  el  auto  que  se  invocó,  fue- 
nada  mas  que  en  cuanto  al  depósito  decretado  y  el  nom- 
bramiento de  Interventor.  Suplico  se  lea  el  escrito,  en 
que  hice  esta  manifestación.  Su  «cutido  no  es  otro;  y  el 
Señor  Larravc  !<•  ha  maliciosamente  trasdi  versado. 
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Menos  se  eche  en  olvido,  que  la  ley  14,  título  10  parti- 
da 5*  citada  por  el  arbitrador  no  es  aplicable.  Recuér- 
dese lo  que  sobre  el  particular  hice  presente  en  el  acto 
de  la  vista;  y  que  el  arbitrador  no  pudo  con  ningún 
pretcsto  aplicarla,  porque  tínicamente  debía  conocer  de 
las  cuestiones  á  él  sometidas,  y  menos  sin  tener  á  la  vista 
los  valuos  mandados  practicar  para  mejor  proveer. 

En  cuya  virtud,  y  reproduciendo  cuantos  escritos  be 
presentado  sobre  el  panto  en  cuestión,  ya  en  la  Corte,  ya 
en  el  juzgado  de  b\  instancia,  y  últimamente  en  este  Tri- 
bunal. 

A  los  SS.  Prior  y  Cónsules,  suplico  que,  en  haz  del 
Señor  Asesor,  se  sirvan  declarar,  cmi  especial  condena- 
ción de  cosías,  nulo  k  insubsistkñtb  el  laudo  de  que 
be  hecho  espresion,  pues  así  procede  de  justicia  que  im- 
ploro.  Cipriano  Alvahado. 


SS.  P.  y  CC. 

Tres  son  los  artículos  pendientes  en  estos  autos,  sujetos 
hoy  al  conocimiento  y  resolución  del  Tribunal;  a  saber: 
la  solicitud  de  Don  Manuel  Larrave  sobre  que  se  declare 
homologado  y  tenga  ejecución  el  laudo  pronunciado  en 
17  de  Enero  del  corriente  año,  por  el  Juez  arbitrador  Sr. 
Lic.  Don  Antonio  Ortiz  Urruela.  El  recurso  de  nulidad 
interpuesto  por  Don  Cipriano  Al  varado,  respecto  af  mis- 
mo laudo;  y  la  solicitud  últimamente  formulada  por  parte 
del  Señor  Larrave  sobre  que  se  mande  poner  en  depósito 
latinea,  objeto  principal  de  estas  cuestione». 

Habiendo  las  partes  espuesto  por  escrito,  y  alegado 
verbalmente  en  las  comparecencias  habidas  al  efecto, 
cuanto  han  ereido  convenirles  acerca  de  dichos  puntos» 
corresponde  determinarlos  á  la  vez,  tanto  por  ser  eonven- 
ciouados  cutre  sí,  como  por  deberse  proceder  con  la  seuci- 


—52— 

lies  y  brevedad  que  recomiendan  las  instituciones  consu- 
lares. 

No  es  necesario,  á  juicio  del  Asesor,  resolver  previa  y 
separadamente  sobre  si  haya  ó  nó  lugar  al  recurso  de  nu- 
lidad ya  mencionado;  por  cuanto  la  ley  4^  ,  tít°  17,  libro 
11  de  la  Novísima  Recopilación,  al  prevenir  se  presenten 
el  compromiso  y  sentencia  arbitral,  para  que  los  jueces 
ante  quienes  se  pide  la  ejecución,  los  examinen  al  efecto 
de  ver  si  la  resolución  se  halla  acorde  con  los  términos 
del  compromiso,  autoriza  implícita,  pero  necesaria  y  cla- 
ramente a  los  mismos  jueces,  para  conocer  y  resolver 
aun  de  oficio,  acerca  de  la  validez  ó  nulidad  del  laudo 
proferido. 

En  tal  concepto,  examinada  la  ejecución  que  hace  Don 
Cipriano  Alvarado,  como  fundamento  del  recurso  de  nu- 
lidad contra  el  laudo  de  que  se  trata,  es  de  considerarse. 
Que  si  bien  de  la  escritura  de  compromiso  no  aparezca 
fijado  con  claridad  como  uno  de  los  puntos  comprometi- 
dos el  de  la  disolución  de  la  compañía,  del  tenor  de  al- 
gunas de  las  clausulas  puede  esto  entenderse  naturalmen- 
te, y  asi  lo  entendió  el  Juez  arbitrador,  quien,  procedien- 
do en  tal  sentido  lo  anunció  á  las  partes  espresandolo  de 
una  manera  terminante  en  el  final  de  su  auto,  proveído 
con  fecha  21  de  Diciembre  de  1859,  que  se  registra  a  fo- 
jas 24  de  la  actuación  respectiva;  cuya  providencia,  noti- 
ficada á  las  partes,  fué  consentida  por  estas,  sin  que  se 
reclamase  de  ninguna  suerte,  como  habia  podido  hacerse, 
ó  bien  llamando  la  atención  del  mismo  Juez  arbitrador, 
ó  bien  interponiéndose  los  recursos  que  por  derecho  cor- 
respondieran. 

A  virtud  de  este  conocimiento  tácito  de  ambas  partes  y 
del  espreso  que  por  la  del  Señor  Alvarado  contiene  ade- 
mas, su  escrito  de  folios  30,  debe  entenderse  haber  queda- 
do otorgada  al  Juez  arbitrador,  la  facultad  de  resolver  a- 
cerca  del  mencionado  punto,  conformé  á  lo  dispuesto  por 
la  ley  I»  ,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que  con- 
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•signando  una  máxima  de  moral  ha  establecido  por  prin- 
cipio en  el  derecho  civil:  "Que  de  cualquiera  manera 
■"que  aparezca  que  un  hombre  quiso  obligarse,  quede  obli- 
"gado,  y  no  pueda  poner  excepción  que  no  fué  hecha  esti- 
mulación que  quiere  decir,  prometimiento  con  cierta  so- 
lemnidad de  derecho:"  principio  que  con  mas  razón  de- 
be aplicarse  y  servir  de  norma  en  los  negocios  que  se  tra- 
tan en  este  Consulado,  pues  conforme  á  las  prescripcio- 
nes de  las  leyes  mercantiles,  debe  obrar  atendida  la  ver- 
dad y  observada  la  buena  te.  Bajo  tales  supuestos,  no 
puede  estimarse  fundado  el  motivo  de  nulidad  que  se  ha 
opuesto  contra  el  referido  laudo;  el  cual  por  consiguiente, 
debe  tenerse  por  homologado.  En  tal  sentido,  y  com- 
prendiendo el  mismo  laudo,  como  una  de  sus  determina- 
clones,  el  depósito  de  la  tinca  se  hace  ya  innecesario  re- 
solver por  separado,  acerca  del  tercer  punto  que  sobre  el 
mismo  objeto  promovió  últimamente  la  parte  de  Don 
Manuel  Larrave. 

En  cuanto  a  las  fianzas  que  exije  Don  Cipriano  Alva- 
rado,  juzga  el  Asesor  que  no  es  el  caso,  ni  la  oportunidad 
¿Te  acordar  por  ahora;  1°  porque  respecto  a  este  punto 
nada  se  dice  en  el  laudo  citado,  de  cuya  homologación  y 
ejecución  se  trata  tan  solamente,  y  2»  porque,  al  cumpli- 
mentarse dicha  resolución,  ninguna  cantidad  va  A  entrar 
desde  luego  a  poder  de  Don  Mauuel  Larrave,  para  que 
pudiera  tener  lugar  la  devolución  ó  restitución  de  que  se 
habla,  y  con  el  objeto  que  previene  la  ley  4*  ,  til»  17,  li- 
bro 11  de  la  Novísima  Recopilación;  no  pudiéndose  tam- 
poco por  el  mismo  motivo  fijar  el  importe  de  la  caución 
fiduciaria. 

En  vista  de  lo  espuesto,  el  Asesor  es  de  parecer  que 
este  Tribunal  si  lo  tuviere  a  bien,  puede  servirse  decla- 
rar los  pinitos  siguientes:  Io  que  no  puede  estimarse  nu- 
lo el  laudo  pronunciado  con  fecha  17  de  Enero  del  cor- 
riente año  por  el  Juez  arbürador  Lie.  Don  Antonio  Ortiz 
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tímida,  nombrado  como  tal  por  las  partes  en  la  escritura 
de  compromiso  otorgada  en  18  de  Noviembre  de  1859, 
ante  el  Escribano  Don  Juan  Andreu: — 2»  Que  en  conse- 
cuencia queda  y  debe  tenerse  por  homologado:  3o  Que 
para  su  ejecución,  se  prevenga  á  las  partes  nombren  con- 
tadores para  la  liquidación  de  euentas  en  los  términos- 
que  espresa  el  citado  laudo,  y  que  se  libre  despacho  co- 
metido al  Señor  Juez  de  Ia  Instancia  de  Eseuintla  á  ha 
de  que  se  lleve  adelante  el  valuó  de  la  finca;  que  mientras 
esta  operación  se  verifica,  se  ponga  aquella  en  depósito, 
estando  nombrado  al  efecto  depositario  Don  Rafael  Ariza,. 
y  si  el  no  aceptare  el  cargo,  se  entenderá  nombrado  Don 
Javier  Du-Fell;  no  pudiéndose  estraer  nada  de  la  finca,  á 
no  ser  conocidamente  de  la  esclusiva  propiedad  de  los 
socios,  mientras  dure  el  depósito.  Que  hecho  el  valuó  se 
proeeda  á  la  división  de  la  finca  si  la  admite  material- 
mente cómoda,  y  en  caso  contrario,  que  se  venda  prefi- 
riendo á  los  socios  por  el  tanto,  y  si  los  dos  la  quisieren 
al  que  de  ellos  dé  mas:  encargándose  finalmente  al  Señor 
Juez  de  la  Instancia  baga  que  el  referido  depósito  de  la 
finca  se  verifique  por  inventario,  y  con  las  formalidades 
correspondientes:  49  Respecto  a  los  demás  puntos  que 
contiene  el  laudo,  debe  entenderse  ejecutable  á  virtud  de 
quedar  homologado  conforme  los  casos  y  circunstancias 
lo  exijan.  Esto  parece  al  Asesor,  pero  el  Tribunal  resol- 
verá lo  que  tenga  por  mas  conveniente.  Mayo  3  de  18(50. 
José  M.  Rodríguez. — Tribunal  de  Comercio  de  Guatema- 
la, Mayo  5  de  1860.  Vistos:  hágase  en  todo  como  lo  a- 
conseja  el  Señor  Asesor  en  su  dictamen  ulterior. — Ba- 
tres. — ELeltranena. —  vralcnzuela.--Juan  Andreu» 


Tribunal  del  Comerrio* 
Cipriano  Alvarado,  con  el  debido  respeto  y  como  me- 
jor lugar  hubiere,  espongo:  que  el  Sábado  de  la  semana 
anterior,  se  me  notificó  el  auto  asesorado  de  &  de  Di- 
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«•ieinbre  del  corriente,  en  que  SE  DECLARA:  que  no 
puede  estimarse  nulo  el  laudo  proferido  en  17  del  último 
Enero  por  el  Señor  Juez  arbitrador  Lic.  Don  Antonio 
Ortíz  Urrucla,  y  que  queda  y  debe  tenerse  por  homologa- 
do, con  lo  demás  que  espresa  el  dictamen  abierto  de  3 
del  «pie  cursa. 

No  se  me  oculta  la  repugnancia  con  que  acaso  los  Se- 
ñores Prior  y  Cónsules,  que  forman  este  Tribunal,  subs- 
cribirían dicho  auto,  por  no  poderse  reparar  de  él,  sin 
¡contraer  la  responsabilidad  personal  determinada  por 
las  leyes  vigente». 

Sin  embargo,  como  1 1  simple  lectura  del  dictamen  a 
<pie  me  refiero,  manifiesta  no  estar  arreglado,  ni  á  las  le- 
yes, ni  á  la  pr ática,  ni  á  la  razón,  me  importa  sobre  ma- 
nera protestar  desde  luego  solemne  y  formalmente,  como 
lo  bago,  una^dos  y  tres  y  las  mas  veces  necesarias,  pol- 
los daños  y  perjuicios  (pie  con  motivo  de  dicha  declara- 
toria se  me  sigan:  los  ofrezco  repetir,  como,  titíkndo,  en 
donde  ¡/  en  la  forma  que  me  convenga,  pues  al  presente 
es  visto  no  he  logrado  que  en  ningún  Tribunal  se  me 
administre  justicia,  habiéndoseme  por  el  contrario  dene- 
gado con  notoria  infracción  délas  leyes  citadas  en  mí 
defensa  y  especialmente  de  las  23  y  32,  título  4,  Partida 
3';  ,  (pie  dispone  que,  los  arbitros  y  arbitradores  no  )>uc~ 
dan  conocer  mas  qnt  de  lo  que  se  esjiresa  en  el  compromi- 
so.   Dicho  sea  esto  con  la  venia  debida. 

Como  u:>  obstante  eso,  el  art?  97,  sección  tínica,  capí- 
tulo 3o  del  Decreto  n^  73  de  5  de  Dicembre  de  1859, 
manda  que  de  cual-quiera  causa  ó  pleito  después  de  de/er^ 
minado,  deberá  darse  testimonio  ú  la  parte  ove  lo  pida,  d 
sm  costa,  sea  para  hnprivnl'to  ó  pora  otros  usos;  me  inte- 
resa se  certifiquen  ciertos  pasages  de  autos,  con  el  fin  de 
hacer  valer  oportunamente  mis  derechos,  y  con  el  de  que 
también  se  me  indemnice  de  cuantos  daños  se  toe  han  o» 
misionado  y  cu  lo  sucesivo  se  me  causen. 
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Los  documentos  que  para  el  indicado  efecto  conviene 
se  certifiquen  por  el  autuario,  con  inclusión  de  este  es- 
crito y  del  proveído  que  á  él  recaiga,  son:  la  escritura  de 
eouipaííia  fecha  29  de  Mayo  de  1857,  la  de  reconocimien- 
to de  11  de  Junio  de  1859  y  la  de  compromiso  de  18  de 
Noviembre  del  mismo  año.  Los  autos  proferidos  por 
el  arbitrador  en  21  de  Diciembre  de  1859,  y  en  13  y 
17  de  Enero  del  que  rige:  el  pronunciado  por  la  superio- 
ridad en  15  del  anterior  Febrero;  el  que  lo  fué  por  el  juz- 
gado 1°  de  h)  Instanc  ia  en  10  de  Marzo  siguiente;  y  úl- 
timamente el  dictamen  y  auto  asesorado,  de  que  he  he- 
rbó mérito. 

Las  costas  que  en  esa  compulsa  se  causaren,  serán  por 
a  liora  de  mi  cuenta.  También  de  ellas  deberá  á  su  tiem- 
po indemnizárseme;  y  con  esa  mira  las  repetiré  en  los 
términos  mencionados  de  la  protesta  sobre  lo  practicado: 
mas  como  consiguiente  á  la  declaratoria  de  que  he  hecho 
referencia,  con  la  cual  repito  no  estar  conforme  por 
ser  en  estremo  injusto  se  lleve  adelante  lo  determinado 
por  el  arbitrador,  manifiesto  que  en  los  nuevos  insiden- 
tes  que  puedan  ocurrir,  usaré  de  las  acciones  que  me 
competan  sin  que  por  esto  se  entienda  prescindo  de  las 
protestas  hechas,  pues  que  en  ello  no  llevo  otra  intención 
que  la  de  evitarme  mayores  males. 

En  cuya  virtud  y  reiterando  mis  respetos, 
Al  Tribunal  suplico  se  sirva  proveer  de  conformidad,  ha- 
biendo en  su  consecuencia  por  admitidas  las  mencionadas 
protestas,  y  mandando  se  compulse  y  dé  la  certificación 
cu  los  términos  que  he  pedido  y  es  de  justicia. 

A  este  escrito  se  proveyó  no  haber  lugar  á  dar  la  cer- 
tificación uue  se  pide,  pero  que  se  concedía  ta  apelación 
para  ante  el  Tribunal  de  Alzadas. 

Tribunal  de  Alzadas. 

Cipriano  A Ivarado,  en  la  forma  mas  respetuosa  y  que 
mejor  lugar  hubiere,  hago  presente:  que  el  auto  asesorado 


—57— 

que  en  5  del  que  rije,  se  sirvió  proferir  el  Tribunal  Con- 
sular, declarando  que  no  pvede  estimarse  nulo  el  laudo 
que,  el  17  de  Enero  último,  pronuncio  Don  José  Antonio 
Ortiz  Urruela,  en  concepto  de  arbitrador,  con  lo  demás 
que  espresa  el  dictamen  de  fojas  29  á  31,  no  lo  estimo  ar- 
reglado á  derecho;  y  es  por  esto  que  en  mi  escrito  de  fo- 
jas 35  interpuse  el  recurso  que  las  leyes  me  conceden,  y 
que  á  consecuencia  de  haberme  sido  otorgado,  paso  á  es- 
poner las  razones  que  me  asisten,  y  mediante  las  cuales 
insisto  de  nuevo  en  que  se  declare  nulo  el  citado  laudo. 

No  sin  sorpresa  se  lee  la  declaratoria,  de  que  he  hecho 
indicación.  Yo  confieso  la  tuve,  no  porque  me  afecte 
tanto  el  negocio  sobre  que  rola,  si  que  por  pugnar  abier- 
ta y  dianietralmente  con  leyes  espresas  y  terminantes, 
con  la  equidad  y  aun  con  el  sentido  común.  Esta  es  mi 
opinión.  Esta  es  también  la  de  todas  las  personas  que, 
sin  interés,  han  tenido  noticia  de  esa  declaratoria.  Y  no 
podia  ser  de  otro  modo.  El  dictamen  de  que  hablo,  asi 
lo  persuade.  Es  en  su  genero  una  obra  original.  Allí 
no  se  encuentran  convenientes  razones.  Parece  dictado 
por  la  parcialidad.  Permitidme  por  tanto  esponeros  bre- 
vemente los  fundamentos  de  mi  acertó. 

Habiendo  surgido  varias  diferencias  entre  Don  Manuel 
Larravc  y  yo,  con  motivo  de  una  compañía  de  agricultu- 
ra que  celebramos  en  29  de  Mayo  de  185/  para  la  planta- 
ción y  cultivo  de  café  y  caña  en  la  finca  llamada  Mode- 
lo, y  deseosos  de  terminarlas  sin  que  se  alterase  la  bue- 
na armonía,  en  que  antes  habíamos  estado,  las  sugeta- 
mos  del  mismo  modo  á  un  arbitramento. 

Hubo  mas:  para  evita/  lo  que  precisamente  por  desgra- 
cia ha  sucedido,  en  la  escritura  de  compromiso  con  tal 
objeto  se  estendió  y  fué  otorgada  á  18  de  Noviembre  del 
año  anterior,  ante  el  Escribano  Nacional  Don  Juan  An- 
dreu,  se  fijaron  circunstanciadamente  las  indicadas  dife- 
rencias. Véase  el  testimonio  de  dicha  escritura.  En  él 
se  encontrarán  consignadas  clara  y  categóricamente  di- 
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dichas  diferencias,  entre  las  cuales  no  figura  la  de  subsis- 
tencia ó  disolución  de  la  compañía. 

Consiguiente  a  esto  y  á  Ja  solicitud  articulada  por  mi 
contrario  en  su  libelo  de  folios  5,  el  Lic.  Ortiz  Ürruela 
aceptó  el  nombramiento,  y  refiriéndose  á  la  enunciada  es- 
critura, en  auto  de  14  de  Diciembre  próximo  pasado  dijo: 
en  la  cual  nombran  al  que  subscribe  para  que  en  calidad 
de  arhitrador  decida  las  diferencias  que  se  han  suscitado 
entre  ellos,  con  ocasión  de  la  compañía  de  agricultura  que 
celebraran  sobre  la  finca  denominada  Modelo. 

Demandado  pues  para  que  se  me  estrechara  á  poner  la 
mitad  de  Los  gastos  que  se  hacen  en  la  finca  y  para  que 
esta  pasase  á  la  administración  de  un  tercero,  conteste 
reconviniéndole  por  los  daños  y  perjuicios  que  se  me  han 
seguido  á  causa  de  sus  contraordenes,  como  todo  apare- 
ce en  mi  escrito  de  folios  104  á  109  del  cuaderno  3°  Así, 
y  cuando  el  arhitrador  debió  haber  resuelto  estos  puntos 
que  corresponden  a  los  3  primeros  fijados  en  el  instru- 
mento de  •compromiso  abrogándose  facultades  que  nun- 
ca se  le  dieron,  festinadamente  pronunció  el  laudo  fecha- 
do el  17  del  último  Enero  de  que  ya  hice  mención. 

En  61  hay  la  muy  remarcable  circunstancia  de  que  el 
punto  decidido  no  es  ninguno  de  los  que  contiene  la  no- 
minada antesdicha  escritura  de  arbitramento  y  que  lo  fue 
sin  demanda  ni  respuesta  y  sin  que  ninguna  de  las  partes 
hubiese  dicho  la  menor  palabra,  pero  ni  aun  hecho  la  mas 
ligera  indicación  acerca  de  la  subsistencia  ó  insubsistencia 
de  la  compañía. 

De  esta  suerte,  el  laudo  á  que  me  refiero  es  nulo.  Yo 
así  lo  he  creído.  No  obstante,  el  Tirbunal  mercantil  ha 
declarado  que  rio  puede  estimarse  nulo.  Veamos  pues»  los 
fundamentos  en  que  descansa  el  referido  auto  de  que  me 
alcé  y  cuyos  agravios  son  á  mi  ver  harto  manifiestos" 
bastando  para  conocerlos  un  mediano  sentido  común. 

El  Lic.  Don  José  .Mariano  Rodríguez,  como  Asesor 
titular  del  Tribunal  consular  abrió  el  dictamen  de  3  del 
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que  rige,  En  él  dice:  que  si  bien  de  la  escritura  de  com- 
promiso no  aparezca  Jijado  con  claridad  como  uno  de  los 
puntos  comprometidos  el  de  la  disolución  de  la  compañía 
del  tenor  de  algunas  de  sus  clausulas,  puede  esto  enten- 
derse naturalmente."  Este  concepto  es  equivocado. 

No  es  en  manera  alguna  cierto.  Pasma  como  lia  podido 
enunciarse,  pues  leídas  todas  y  cada  una  de  sus  clausulas 
de  que  se  haMa  se  vé,  que  lejos  de  haberse  tenido  ánimo 
de  disolver  la  compañía,  no  se  quiso  sino  terminar  las  di- 
ferencias en  ellas  sucitadas.  Efectivamente,  la  clausula  la 
sobre  que  los  gastos  sean  sufragados  por  mitad  durante 
el  tiempo  de  dicha  compañía,  ¿no  es  una  prueba  de  ello? 
la  segunda  y  cuarta  sobre  administración  de  la  finca  por 
el  tiempo,  á  la  mencionada  compañía  que  falta  ¿no  lo 
es  también?  Así,  lejos  de  ser  uno  délos  puntos  comprome- 
tidos el  de  subsistencia  ó  disolución  de  la  compafiia,  cla- 
ra, espresa  y  terminantemente  se  consignó  lo  contrario. 

Y  no  se  diga  que  del  tenor  de  las  otras  clausulas  se  de- 
duce naturalmente  tal  facultad.  Nó,  ellas  versan  sobre 
daños  y  perjuicios,  sobre  liquidación  de  cuentas  é  intere- 
ses y  sobre  que  no  estoy  obligado  á  pagar  a  mi  socio  Jos 
24,0008  de  la  escritura  de  reconocimiento  que  le  otorgué, 
sino  con  la  mitad  de  los  frutos  que  rinda  la  finca  deduci- 
dos sus  gastos.  Para  sentar  tal  especie  es  necesario  una 
lógica  muy  particular.  La  del  Asesor  lo  es  sui  geueris. 
Díganlo  .-i  i,.  haber  violentamente  de  permitir  faltas  que 
acüsa,  á  más  de  que  esa  consecuencia  no  es  lógica  ni  ra- 
cional. La  justicia  demanda:  lo  contrario.  Sum  quique. 
A  cada  uno  lo  suyo.  Este  precepto  no  se  ha  tenido  pre- 
sente. 

Continúa  diciendo,  y  asi  lo  entendió  el  Juez  arbitrado)-, 
quien  procediendo  en  tal  sentido,  lo  anunció  á  las  partes 
espresando  de  una  -nauera  terminante  en  el  final  de  su  au- 
to pror  ,  fecha  '21  de  Diciembre  de  859  que  se  regis- 
tra á  fojas  24  ae  ta  actuación  respectiva;  cuya  providen- 
cia notificada  á  las  partes,  fué  consentida  por  estas,  sin 
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que  se  reclamase  de  ninguna  suerte,  como  hcihria  podido 
hacerse,  ó  bien  llamándose  la  atención  del  mismo  Juez  ar- 
bitrado)', ó  bien  interponiéndose  los  recursos  que  por  dere- 
cho correspondieran.  He- aquí  uu  razonamiento  destitui- 
do de  apoyo,  que  pugna  con  la  verdad  y  que  puede  lla- 
mársele antilógico  6  impertinente.    Vamos  á  verlo. 

Suponiendo  (sin  concederlo)  que  el  Lic.  Ortiz  se  hubie- 
se propuesto  anunciar  la  disolución  de  la  compañía  al  fi- 
nal del  auto  de  21  de  Diciembre  anterior,  la  monea  inte- 
ligencia de  la  estensiou  de  sus  facultades  no  podía  en  nin- 
gún caso  invertirle  de  una  autorización  que  las  partes  no 
le  habían  conferido,  y  que  por  lo  mismo  las  leyes  se  la  de- 
negaban. Esa  mala  inteligencia,  ese  error  que  no  ha  po- 
dido servir  de  base  para  el  pronunciamiento  que  comba- 
to, menos  aun  puede  servir  también  para  justificarlo,  sos- 
teniendo que  el  laudo  no  contiene  en  si  nulidad:  Mas  el 
arbitrador  no  tuvo  entonces  la  mira  de  hacer  comprender 
a  las  partes  que  iba  á  conocer  de  la  cuestión,  de  su  subsis- 
tencia ó  insubsistencia  de  la  compañía,  pues  que  en  auto 
proferido  23  días  después,  esto  es,  el  13  del  siguiente  E- 
nero,  mandó  citar  á  las  partes  para  oír  sentencia  sobre  to- 
dos los  puntos  sometidos  á  la  decisión  del  Jue.z  arbitrador. 
Las  partes  tampoco  entendieron  que  el  Juez  intentaba 
excederse  de  la  órbita  trazada  en  el  compromiso  de  su 
encargo;  porque  hasta  en  aquella  fecha  no  se  había  pen- 
sado si  era  ó  nó  conveniente  la  disolución,  punto  sobre 
que  no  se  cuestionaba;  y  porque  sin  oírse  íí  los  socios  acer- 
ca de  él  y  pendientes  las  cuestiones  sometidas  ya  al  cono- 
cimiento judicial,  no  era  de  esperarse  se  prescindiese 
ríe  ellas  para  entrar  exabrupto  a  dirimir  un  punto  sobre 
que  no  habia  disputa. 

Si  estas  son  razones  concluyen  tes  y  que  están  fuera  de 
toda  duda  aun  para  la  mas  oscura  inteligencia,  ¿cómo  ha- 
bia de  presumirse  que  el  Señor  Lic.  Ortiz  las  descono- 
ccira?  É!  Señor  Ortiz  abogado  de  gran  nombradla  en  él 
foro  de  Guatemala,  -jomo  algunos  le  llaman,  consumado 


jurisconsulto  en  la  ciencia  de  todos  los  derechos  antiguos 
y  modernos:  retorico,  lógico  y  legista:  catedrático  en  es- 
tas y  otras  muchas  facultades,  y  últimamente  famoso  y 
acreditado  escritor  de  nuestros  dias,  en  que  victoriosa* 
mente  ha  batido  en  detal  á  todos  los  que  han  tenido  la 
audacia  de  tocar  cuestiones  opuestas  á  sus  creencias 
¿Quién  hubiera  pues  podido  esperar  que  interpelado  para 
dirimir  puntos  accidentales  que  alteraban  la  paz  de  ia 
compañía,  se  bubiese  lanzado  metiendo  su  hoz  en  mies 
agena,  á  complicar  el  negocio  poniéndolo  bajo  un  punto 
de  vista  que  no  se  habia  ni  aun  remotamente  col. imbrá'do? 
¿cómo  u<>  pudo  prcvcer  los  graves  daños  que  se  iban  á  se- 
guir á  mi  y  á  mi  familia,  como  preciso  resultado  de  un 
procedimiento  tan  inopinado  como  arbitrario?  ¿Y  cómo 
en  fin  pudo  olvidar  las  prescripciones  de  las  leye*.  que  le 
limitaban  á^resolvér  únicamente  lo  contenido  en  el  com- 
promiso, las  doctrinas  de  ios  doctores,  la  práctica  de  los 
Tribunales,  el  buen  nombre  de  su  instrucción,  y  hasta  la 
voz  de  su  conciencia? 

Pero  aun  prescindiendo  de  esto,  el  auto  que  se  cita  de  21 
de  Diciembre,  no  dice  que  el  arbitrador  se  anmncia-la  fa- 
cultad de  declarar  sobre  la  subsistencia  ó  disolución  de  la 
compañía.  En  él  solo  se  hicieron  ciertas  prevenciones, 
salvo  les  derechos  de  mi  adversario,  sobre  poner  á  su  cos- 
ta un  interventor  mientras  que  la  cuestión  principal  ¡lega- 
ba á  estado  de  determinarse.  Empero  esto  no  quiere  dc- 
<úr,  que  fuera  él  llamado  ¡i  hacerlo.  No,  ya  se  ha  di- 
cho cual  fué  la  inteligencia  que  se  dio  á  este  auto,  sin 
poderse  haber  comprendido  de  otro  modo. 

Por  esto,  cuando  se  hizo  saber,  no  se  interpuso  recurso 
alguno  contra  él.  Y  mal  podia  ser  porque  los  tres  que  la 
ley  concede  respecto  de  la  sentencia  arbitral,  dos  estaban 
expresamente  renunciados,  y  el  de  nulidad  solo  pudo  in- 
tentarse ya  causada  esta,  como  se  hizo  cuando  la  com- 
pañía se  mandó  disolver.  Tampoco  se  alegue  no  haberse 
llamado  sobre  el  particular  la  tención  del  arbitrador.  No, 
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esto  habría  sido  inútil.  Con  ello  no  se  habría  hecho  mas 
que  predisponerle,  apremiándole  á  que  por  obsequiar  á  mf 
consocio  fallara  contra  mis  derechos  las  7  cuestiones  su- 
getas  á  su  decisión,  sin  dejarme  en  ese  caso  recurso  algu- 
no legal  que  interponer. 

Si  no  ha  habido  consentimiento  tácito,  de  ningún  mo- 
delo lo  ha  (ludido  haber  espreso,  co/no  se  pretende  vio- 
lentando el  sentido  de  mi  escrito  de  folios  30.  En  él  ab- 
solutamente me  conformé  con  facultar  al  arbitrador  para 
decidir  la  cuestión  de  que  se  ha  hecho  mérito.  Mi  con- 
formidad fué  solo  con  la  prestación  de  la  mitad  de  gastos 
que  Larrave  debia  erogar,  y  con  la  entrega  de  la  mitad  de 
lo  producido  del  café  que  vendí.  No  convine  pues  eu 
que  se  abrogara  facultad  que  chocaba  con  las  clausulas 
de  la  escritura  de  arbitramento.  ¿De  donde  se  deduce 
mi  asentimiento?  ¿De  donde  haberlo  prestado  espresa- 
inente?  ¿De  donde  por  último  que  sea  conforme  á  lo  dis- 
puesto por  la  ley  Ia-  ,  título  10,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación? 

Esta  célebre  ley  no  es  aplicable  al  caso  que  nos  ocupa. 
Habla  de  contratos.  Por  ellas  fueron  abolidas  todas  las 
formalidades  que  exigía  la  legislación  de  partidas  de 
acuerdo  con  las  leyes  romanas.  Y  así  como  celebrándo- 
se privadamente  esponsales,  sin  escritura  pública  no  se- 
rian válidos,  de  igual  manera  el  arbitrador,  aun  median- 
te la  prevención  deesa  célebre  ley  citada,  no  podría  cono- 
cer, sino  únicamente  contenido  en  la  escritura  de  com- 
promiso. 

Ciertamente  la  ley  23  título  4»  de  la  partida  3a  dice,  y 
mas  e-presamente  la  32  del  mismo  título  y  partida  pre- 
viene. Ley  23,  título  4o  ,  partida  3>)  dice.  "E  desi  de- 
"beii  decir,  en  (pie  manera  otorgan  poderío  a  los  avenido- 
'  ícs,  que  delibren  estos  pleitos,  (pie  ponen  en  su  mano: 
"porque  ellos  non  han  poderío  de  oírlos  nin  de  librarlos, 
"sí  non  de  aquellas  cosas  é  en  aquella  manera,  (pie  las 
"partes  gelo  otorgaron;"  y  la  32  del  mismo  título  y  par- 


tida,  mas  claramente  previene:  "que  se  deben  mucho 
"guardar,  que  no  se  entremetan  de  librar  otro  pleito,  si 
"non  aquel  que  les  fué  encomendado.  Fueras  ende  en  razón 
"de  los  frutos  ó  de  la  renta  que  salió  de  aquella  cosa,  so- 
mbre que  es  la  contienda  entre  las  partes." 

Aunque  pudiera  pretestarse  que  esto  se  entiende  solo 
respecto  de  los  arbitros,  Gregorio  López  en  la  gl.  18  de  la 
ley  2-1  citada  dice.  Sostiene:  "  colige  hie  nulam  esse  di- 
"fferenciam  ínter  arbitrum  et  arbitratorem  ut  posint  ex- 
tendere niamis  ad  res  alias,  quain  de  quibus  fuit  eom- 
"promisum;  lieet  forfé  aliter  senscrit  Spccul"  qiie  vertido 
<tl.  castellano  dice:  "  infiérese  délo  dicho  aquí,  que  convie- 
nen los  M  bit  ros  y  los  arbitradorcs,  en  cuanto  no  pueden 
"absolutamente  estender  su  jurisdicción  á  otros  puntos 
"á  los  espresados  en  el  compromiso,  apesar  de  haber  pre- 
tendido lo  contrario  Spceul." 

Pudiera  aun  objetarse  que  tales  disposiciones  tienen 
por  objeto  reglamentar  bis  procedimientos  de  los  arbitres 
y  arbitradorcs  comunes,  y  que  ninguna  relación  tienen 
con  los  arbitros  mercantiles.    Mas  es  el  caso  que  no  hay 
leyes  especiales  referentes  á  estas  funciones,  y  que  en 
atención  a  ese  vado  se  previno  en  el  artículo  de  la  cédu- 
la de  erección.    Y  lo  "que  ni  en  ella  ni  en  dichas  orde- 
nanzas esté  prevenido,  se  decidirá  por  las  leyes  de  in- 
edias, ó  en  su  defecto  por  los  de  Castilla;  no  habiendo 
"pragmáticas,  reales  cédulas,  órdenes  ó  reglamentos  es- 
pedidos posteriormente  que  deban  gobernar  en  sus  res- 
pectivas materias."    El  Señor  Asesor  con  la  mira  muy 
laudable  de  conservar  su  crédito,  no  ha  querido  contra- 
decir en  un  solo  punto  la  opinión  del  ilustrado  Señor 
Ortiz. — Asi  era  de  esperarse  que  hasta  sin  haber  visto 
el  laudo,   habría  prorrumpido  enfático.    Dando  al  olvido 
el  Asesor  estas  razones,  no  quiso  contradecir  la  opinión 
del  ilustrado  Ortiz,  talvez  con  laudable  mira;  de  mane- 
ra que  aun  sin  haber  visto  el  laudo  lo  habría  tenido  por 
arreglado  á  derecho  y  prestádole  quizá  su  aprobación 
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aunque  de  ello  resultarán  loá  mayores  perjuicios.  Así? 
impuesto  de  él,  imaginativamente  ha  dicho  en  su  dicta- 
men que  en  tal  concepto  á  virtud  de.  .  .  .  bajo  tales 

supuestos.  .  .  .  por  consiguiente. .  .  .  en  tal  sentido.  .  .  .  y  en 
vista  de  ser  en  el  sentido  del  arbitrador  y  de  haberse  este 
entendido  facultado  para  disolver  la  compañía,  no  puede 
estimarse  fundado  el  motivo  de  nulidad  que  se  ka  opuesto 
contra  el  referido  laudo,  el  cual  por  consiguiente  debe  te- 
nerse por  homologado. 

No  obstante,  yo  pienso  haber  puesto  de  manifiesto  su 
nulidad  y  demostrado:  que  el  arbitrador  traslimitó  sus 
encargos,  abrogándose  facultad  que  jamas  se  tuvo  ánimo 
de  conferírsele:  que  en  el  pronunciamiento  del  laudo  hu- 
bo notable  exceso,  y  que  el  auto  de  que  me  alcé  es  noto- 
riamente injusto  por  pugnar  con  las  leyes  y  doc- 
trinas trascritas,  y  por  estar  ademas  en  diametral  oposi- 
ción con  los  principios  de  equidad  y  buena  fé  de  que  no- 
deben  prescindir  los  jueces. 

Aunque  fácil  me  seria  probar  también  que  la  ley  14  tí- 
tulo 10,  partida  5<*  que  el  Juez  Ortiz  cita,  es  fallo  inape- 
lable, entiendo  no  es  este  el  oportuno  tiempo  para  hacer- 
lo; por  lo  que  siendo  ademas  inútil,  pues  lo  alegado  bas- 
ta para  fundar  la  justicia  de  él,  reiterando  de  nuevo  la 
protesta  de  las  costas, 

Al  Tribunal  suplico  se  sirva  con  especial  condenación 
de  costas  revocar  el  auto  de  que  hecho  esposicion,  y  de- 
terminar de  conformidad  á  mis  escritos  de  folios  19  á  23 
y  á  los  demás  que  se  registran  en  la  propia  pieza  y  que 
en  todas  sus  partes  reproduzco,  pues  así  es  de  justicia 
que  imploro. 


Tribunal  del  Cosulado  de  Guatemala,  Agosto  diez  de 
mil  ochocientos  sesenta. — Dése  la  certificación  á  que  se 
refiere  el  solicitante  y  el  proveído  del  §¡r»  Juez  2»  de  1^ 
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Instancia  fecha  seis  del  corriente,  debiendo  verificarse  en 
papel  del  sello  que  corresponda  atendida  la  naturaleza  de 
este  Tribunal  y  sus  despachos,  con  citación  de  la  parte 
contraria.— Tejada.— Valenzuela,— Aguirre.-Juan  Andreu. 


Tribunal  del  Consulado  de  Guatemala,  Agosto  diezio- 
cho  de  mil  ochocientos  sesenta. — Vista  la  recusación 
puesta  por  Don  Cipriano  Alvarado  al  Asesor  titular  Lic. 
Don  José  Mariano  Rodríguez  en  el  otrosí  del  escrito  de 
fojas  o2,  sobre  que  se  reservó  proveer  el  Tribunal  en  su 
oportunidad,  cuyo  caso  estima  baber  llegado:  con  pre- 
sencia de  lo  dispuesto  en  el  artículo  diezisiete  de  la  ley 
de  veintitrés  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  cincuenta 
y  uno,  y  del  conocimiento  que  de  este  negocio  había  to- 
mado tiempo  ha  el  Señor  Rodríguez;  no  ha  lugar  la  recu- 
sación puesta  contra  dicho  Señor,  á  quien  se  pasarán  los 
autos  en  consulta,  con  citación. — Tejada. — Valenzuela. — 
Aguirre. — Juan  Andreu. 


Tribunal  del  Consulado  de  Guatemala,  Agosto  diezio- 
cbo  de  mil  ochocientos  sesenta. — Con  presencia  de  lo  re- 
suelto en  cinco  de  Mayo  y  treinta  y  uno  de  Julio  últimos, 
líbrese  el  exhorto  que  se  solicita,  cometido  al  Juez  de 
Ia  Instancia  de  Escuintla,  comprensivo  de  todos  los  pun- 
tos que  abraza  la  parte  respectiva  á  este  despacho  del 
dictamen  de  tres  del  mismo  Mayo;  y  estando  contenido 
en  ellas  lo  relativo  al  depósito  y  valuó  de  la  finca,  las  par- 
tes podrán  ocurrir  al  referido  juzgado,  a  usar  de  sus  de- 
rechos. En  cuanto  al  nombramiento  de  contadores,  no 
pudiéndolo  ser  el  Lic.  Don  Nicolás  Larrave  como  perso- 
nero  de  una  de  las  partes,  prevéngase  á  entrambos  nom- 
bren personas  espeditas  por  sus  respectivos  contadores 
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dentro  de  tercero  día. — Tejada. — Valenzuela. — Aguirre.- 
Rodríguez. — J  u a n  A  n  dr e  u . 


Señor  Lic.  Don  José  Mariano  Rodriguz. 

Casa  de  U.,  Agosto  23  de  1860. 

Apreciable  Señor. 

Me  tomo  la  libertad  de  dirijirme  á  U.  con  el  único  ob- 
jeto de  suplicarle  un  favor,  y  es  el  siguiente.  Que  tenga 
la  bondad  de  escusarse  en  el  conocimiento  de  mis  nego- 
cios como  Asesor  del  Tribunal,  ya  que  este  se  resiste  á 
inhibirlo  á  pesar  de  haberlo  pedido  yo  varías  veces,  pues 
será  un  favor  que  le  agradecerá  mucho  un  pobre  padre 
de  familia,  honrado  á  toda  prueba,  pero  que  la  perfidia, 
l;i  ingratitud  é  infamia  tle  un  hombre  perverso  lo  ha  que- 
rido calumniar,  para  vindicarse  de  su  felónica  ambición. 

El  Señor  Don  Mariano  me  dispsnsára  La  franqueza  y 
palabras  libres  con  que  me  espreso,  pero,  un  hombre  que 
está  agoviado  por  la  intriga  y  perversidad  de  su  enemigo 
y  herido  en  lo  mas  hondo  de  su  corazón,  puesto  que  no 
solo  se  le  arrebata  su  dinero,  su  trabajo  de  tanto  año,  si- 
no también  su  reputación  y  bienestar  presente  y  futuro, 
tiene  que  usar  de  aquellas  palabras  fuertes  y  enérgicas 
que  naturalmente  se  le  vienen  al  hombre  que  tenga  los 
sentimientos  puros  de  dignidad  que  he  dicho;  bajo  estos 
precedentes  cuento  con  la  indulgencia  del  Sr.  Rodríguez, 
sobre  lo  mal  que  pudiera  espresanne,  teniendo  en  conside- 
ración que  soy  un  hombre  que  no  be  tenido  mas  princi- 
pios (pie  los  del  trabajo  forzado,  á  impulsos  de  la  necesi- 
dad desde  la  edad  de  trece  años  basta  la  fecha;  sin  que 
jamás  tenga  un  solo  acto  de  mi  vida,  del  cual  me  pudiera 
avergonzar. 

Al  espresarme  y  tildar  de  mala  conducta  á  mi  adversa- 
rio, razón  tengo,  pues  los  hechos  son  bastantes  para  fuq- 
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darme  en  ellos;  y  para  satisfacer  al  Sr.  D.  Mariano,  bás- 
tele no  mas,  la  lectura  de  la  adjunta  carta,  que  es  copia 
fiel  de  la  que  el  Sr  Larrave  me  escribió  el  14  de  Marzo 
de  1858,  la  cual  fué  reconocida  en  unas  posiciones  que 
absolvió  el  Sr.  Larrave  ante  el  Sr.  Juez  2°  de  1?  Instan- 
cia de  esta  capital:  de  la  simple  lectura  de  ésa  carta  se  vé 
la  conducta  y  modo  de  proceder  del  Sr.  Larrave,  y  la  ma- 
nera con  que  el  cree  se  juzga  en  los  tribunales  de  este 
pais.  Asi  es  que,  de  allí  y  de  los  hechos  emana  la  des- 
confianza que  me  inspiran  los  tribunales,  y  en  particular 
el  del  Consulado.  El  nombre  que  aconseja  á  otro  no  o- 
bfe  de  buena  fé  y  con  lealtad,  ¿podrá  usarla  con  el  ene- 
migo á  quien  confesó  esta  debilidad?  Dejo  á  la  ilustra- 
ción del  Sr.  Rodrigue/,  todas  las  demás  consideraciones 
que  sobre  este  particular  pudiera  hacerle. 

Pasando  pues  á  las  causas  que  me  obligan  á  suplicar  al 
Sr.  Don  Mariano  se  escuse  de  conocer  en  .mis  negocios, 
debo  manifestarle:  I?  la  ocurrencia  del  vino  embargado 
por  el  Tribunal,  cuya  providencia  fué  asesorada  por  U., 
en  ¡a  cual  hice  declaratoria  formal  que  repetiría  los  da- 
ños y  perjuicios  contra  el  Sr.  Asesor  titular:  2?  la  queja 
que  formulé  ante  la  Suprema  Corte,  contra  U.  y  el  Se- 
ñor Don  Antonio  Aguirre,  por  la  cual  se  le  previno  es 
me  administrara  pronta  y  debida  justicia:  3°  la  declara- 
toria formal  que  he  hecho  ante  el  Tribunal  Mercantil  de 
que  no  le  tengo  confianza  al  Sr.  Asesor,  por  lo  cual  he 
promovido  formalmente  dos  veces  su  recusación:  4°  la 
crítica  que  hice  ante  el  Tribunal  de  Alzadas  de  su  dicta- 
men de  tres  de  Mayo  último,  sobre  el  huido  que  profirió 
Don  Antonio  Ortiz  Urruela:  5°   la  confesión  que  me 
hizo  U.  mismo  en  su  casa,  cuando  le  manifesté,  que  me 
habían  dicho  que  el  Sr.  Larrave  y  su  sobrino  se  dirijian 
por  U.  y  que  los  habían  visto  entrar  con  los  espedientes  éi 
su  casa,  á  lo  cual  no  se  pudo  negar  el  Sr.  Asesor  dicien - 
dome,  que  sí  habían  ido  con  esos  papeles  pero  á  suplicar- 
le el  pronto  despacho  de  un  negocio  mió  y  de  ellos  que 


tenían  en  asesoría:  6°.  y  por  último,  el  estilo  y  repugnan- 
cia con  que  me  mira  el  Sr.  Rodríguez  donde  quiera  que 
nos  vemos,  que  se  le  echa  de  ver  el  odio  que  me  tiene,  ¿po- 
dré yo  confiar  en  la  rectitud  é  ilustración  de  un  hombre 
que  está  revestido  de  pasiones  como  todos  con  estos  an- 
tecedentes? ¿podré  yo  confiar  el  buen  excito  de  mis  ne- 
gocios con  un  hombre  que  me  trata  de  esta  manera,  y 
que  ya  pudo  haberse  escusado  con  solo  las  manifestacio- 
nes que  he  hecho  de  que  no  conozca  en  mis  negocios? 
Póngase  por  un  momento  en  mi  lugar;  y  esto  baste  para 
que  el  Sr.  Don  Mariano  me  conceda  el  favor  que  le  pido. 

Soy  de  U.  con  toda  consideración  su  mas  atento  y  hu- 
milde S.  Q.  S.  M.  B. — Cipriano  Alvarado. 

Nota. — La  copia  de  carta  que  digo  que  acompaño  al  Sr.  Rodríguez,  es  la 
que  antes  se  ha  publicado,  por  lo  que  la  omito  hoy. 


Contestación  á  la  anterior  carta. 
Señor  Don  Cipriano  Alvarado. 

Casa  de  U.,  Agosto  23  de  1860. 

Muy  Señor  mió  que  aprecio. 

He  recibido  la  atenta  carta  de  U.  de  esta  fecha,  y  tan- 
to por  su  contenido  como  por  los  términos  en  que  se  ha- 
lla redactada,  habría  deseado  positivamente  que  estuviera 
en  mi  arvitrio  acceder  á  lo  que  U.  me  suplica. 

Pero  U.  se  servirá  considerar  que  como  Asesor  titular, 
es  de  mi  deber  asistir  al  Consulado  en  todos  los  asuntos 
que  el  Tribunal  quiera  y  determine  consultarme;  y  solo 
puedo  escusarme  cuando  hay  causa  de  impedimento  legal, 
el  que  no  he  tenido  en  los  asuntos  de  U.  con  el  Sr.  Lar- 
rave.  U.  debe  estar  seguro,  que  si  hubiera  intervenido 
el  mas  remoto  motivo  de  tal  naturaleza,  ó  siquiera  hu- 
biese esperimentado  alguna  indisposición  de  ánimo  hácía 
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ü.  que  pudiera  perturbar  la  imparcialidad  con  que  debo 
y  procuro  obrar  en  todo,  sin  necesidad  de  la  menor  indi! 
cacion  de  la,  partes,  lo  habría  hecho  presente  al  Tribunal 
paia  que  me  diera  por  escusado. 

Ya  que  por  las  razones  dichas  no  me  es  dable,  por  no 
serme  licito  acceder  al.deseo  de  U.  sobre  separarme  del 
conocimiento  de  sus  asuntos  como  Asesor,  deseo  poder 
e  cualquiera  otra  cosa  serle  útil,  quedando  á  su  disposi- 
C,°n  SU  ,nu>'  a*ent0  S-  Q-  B.  S.  M.-Jose  Mariaxó  Ro- 

DRIGUEZ. 


Tribunal  del  Consulado  de  Guatemala,  Agosto  23  de  1860. 

Agregúese  la  nota  remitida  por  el  Sr  Juez  2°  de  la 
instancia,  y  ofreciendo  duda  el  punto  á  que  se  contrae 

ln^de  I°Keníd0en  18  del  Uñente  con.' 
Sáltese  a]  Supremo  Gobierno,  dirijiéndose  la  nota  corres- 
pond.ente;  y  contestando  al  Señor  Juez  de  1*  Instancia 
inFormandole  de  este  acuerdo.-AoüiH^.^ArlxzS 
ljic,  Rodríguez.— Juan  Andreu. 


Tribunal  del  Consulado,  Agosto  23  de  1860. 

Mediante  que  la  providencia  solo  tiene  objeto,  cum- 
plimentar lo  determinado  en  5  de  Mayo  ejecutoriado  va 
por  resolución  del  Tribunal  de  Alzadas  de  12  de  Julio  11 
timo,  „o  ha  lugar  a  la  apelación  interpuesta,  entendiera 

C(^as'~^rAI'E!VZÜELA'    Aguirre. — Lic.  Ro- 
driglez. — Juan  Andreu. 


C.  S,  de  J, 


«J2£rÍ-an0  Alvarado>  Protestando  sinceramente  mis  con- 
gelaciones de  respeto  por  este  Supremo  Tribunal,  pa- 
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rezco  á  esponer:  que  á  consecuencia  de  actos  repetidos 
de  deprecion,  de  que  hasta  ahora  he  sido  víctima  en  el 
Tribunal  de  comercio,  me  presenté  ante  esta  superioridad 
el  dia  de  ayer  quejándome  de  aquel  Tribunal,  en  los  tér- 
minos enérgicos  que  demanda  el  apuro  de  mi  situación;  y 
esta  superioridad  desunes  de  haber  escuchado  con  la 
mansedumbre  y  benevolencia  que  acostumbra,  la  relación 
circunstanciada  del  motivo  de  mi  queja,  tuvo  á  bien  acor- 
dar, que  la  formulase  por  escrito  consignando  eu  ella  to- 
dos los  hechos  relacionados. 

No  cabia  esperar  otra  de  la  rectitud  é  ilustración  de 
este  Supremo  Tribunal,  el  primero  y  el  único  consuelo  de 
la  inocencia  y  de  los  derechos  mas  sagrados  que  et  hom- 
bre tiene  en  la  sociedad.  Asi  lo  espuse  de  viva  voz,  y  asi 
tengo  el  gusto  de  repetirlo  en  este  escrito,  porque,  fuera 
de  este  Supremo  Tribunal,  no  encuentro  refugio  en  nin- 
guna parte,  y  pobre  de  mi  situación  y  de  mi  porvenir,  si 
la  reparación  mas  justa  de  mis  derechos,  no  hubiera  de 
resolverse  por  un  Tribunal  tan  digno  y  tan  justificado. 

Perdonad  Señores  mis  repetidas  y  continuas  molestias, 
siquiera  porque  una  imperiosa  necesidad  me  obliga  á  dis- 
traer vuestra  alta  y  respetable  atención,  y  siquiera  por- 
que es  lo  mas  natural  que  busque  un  abrigo  allí  donde  se 
juzga  de  las  cosas  con  toda  madures  y  juicio,  y  allí  don- 
de la  maledicencia  y  la  calumnia  no  encuentran  eco,  y 
donde  la  justicia  se  muestra  inexorable  al  par  que  benéfi- 
ca según  la  natutaleza  de  los  asuntos. 

Yo  no  guardo  rencor  ni  conservo  odio  contra  persona 
determinada,  señalo  sí  los  actos  deprecivos  y  arbitrarios 
(¡iie  atentan  contra  mis  derechos,  y  levanto  la  voz  tan  al- 
eo cuanto  es  necesario,  para  que  llegue  su  espresion  has- 
ta este  íantiiario  augusto. 

El  Seftor  Don  Manuel  Larrave,  infiel  al  propio  país 
q-ie  le  alimenta,  escribe  contra  sus  propios  jueces  en  tér- 
minos altamente  ofensivos  a  la  moral  pública,  y  al  honor 
y  respeto  debidos  á  los  tribunales  de  justicia.  El  cree  que-» 


ftúOca  debe  el  hombre  proceder  con  rectitud,  y  que  el 
Fraude  y  la  muía  fé  deben  siempre  ser  los  regaladores  de 
SU  conducta.  El  espresa  también  la  convicción  que  tiene 
de  que  las  decisiones  judiciales  llevan  consigo  el  tirite 
vergonzoso  de  la  intriga  y  trapaseria,  y  bajo  este  falso  y 
temerario  supuesto,  no  tuvo  reparo  de  lanzarse  en  las 
contundas  mas  injustas  y  mas  inicuas,  que  jamas  pudo 
imaginar  la  petódia,  el  ínteres  ni  la  depravación. 

Estos  conatos  han  encontrado  un  eco  favorable  allá  ra 
el  Tribuna!  de  comercio,  como  vais  á  verlo  por  la  narra- 
ción que  puso  á  consignar. 

El  Señor  Don  Antonio  Aguirre,  acreedor  de  1^  orden 
contra  la  casa  de  Larrave,  y  muy  amigo  íntimo  de  este, 
fué  entre  otros  uno  de  los  jueces  que  tomó  conocimiento 
de  ñus  asuntos;  y  el  Señor  Lic.  Don  Mariano  Rodríguez, 
Asesor  titular  del  propio  consulado,  amigo  íntimo  de 
Larrave  y  director  de  sus  asuntos,  1.a  sido  y  es  actual- 
mente quien  dictamina  y  dirige  los  procedimientos  en  mis 
cuestiones  con  el  propio  Larrave.    Con  estos  precedentes 
este  Supremo  Tribunal  considerará  cuales  no  habrán  sido 
las  vejaciones  de  que  yo  he  sido  víctima  en  aquel  Tribu- 
nal.  En  efecto,  ya  antes  de  ahora  me  quejé  con  este  mis- 
mo motivo  á  esta  superioridad,  y  suplico  rendidamente 
que  se  digne  acordar  que  se  traiga  á  la  vista  aquel  escri- 
to con  el  objeto  de  que  se  acumule  al  presente,  para  con. 
siderarle  juntamente  con  este  al  tiempo  de  resolver  sobre 
mi  actual  queja.    En  Ja  confianza  de  que  se  me  otorgará 
esta  gracia,  me  eseuso  repetir  los  hechos  consignados  á 
ella,  y  voy  á  ocuparme  solamente  de  los  últimos  aconte- 
cimientos que  inducen  en  el  mas  alto  grado  la  parciali- 
dad y  prevención  del  referido  Tribunal. 

Una  de  Jas  cuestiones  que  se  halla  sut-juñs  es  la  de- 
manda que  instauré  contra  Don  Manuel  Larrave  para 
que  se  le  condene  al  pago  del  valor  de  la  máquina  que 
por  órden  suya,  fui  á  comprar  á  los  Estados  Unidos;  es- 
pecialmente por  su  cuenta  y  responsabilidad,  y  en  virtud 
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de  recomendación  que  dirigió  á  su  comisionista  el  Señor 
Don  Bartolomé  Blanco.  Y  no  mereciendo  mi  confianza 
el  Señor  Asesor  titular,  porque  sobrados  motivos  me  ha- 
bía dado  ya  hasta  entonces,  para  desmerecerla.  Al  instau- 
rar la  demanda  y  por  un  otrosí,  solicité  que  no  tomase 
conocimiento  de  aquel  asunto  y  se  deputase  otro  Asesor 
específico  para  el  electo;  y  cosa  digna  de  repararse:  dicho 
Asesor  deniara,  á  toda  luz  con  injusticia  que  no  ha  lugar 
á  su  separación,  por  no  haberse  hecho  uso  de  ese  dere- 
cho dentro  el  término  legal.  El  término  legal  es  el  de  10 
dias  según  la  ley  de  recusaciones,  y  como  antes  he  dicho 
la  recusación  se  opuso  por  un  otrosí  de  la  demanda;  pero 
el  Señor  Asesor  obstinado,  en  hacerme  sentir  eí  peso  de 
su  parcialidad,  cometiendo  un  verdadero  sofisma  quiso 
conceptuar  a  su  arbitrio,  que  aquel  juicio  se  habia  inicia- 
do desde  mucho  antes  por  el  Señor  Larrave.  Esto  se  in- 
fiere del  auto  de  denegación,  no  obstante  que  en  él  no  se 
esplica;  sin  embargo,  este  supuesto  es  erróneo  y  equívoco, 
('¡uno  aparece  de  los  propios  autos.  Nunca  el  Señor  Lar- 
rave me  habia  demandado  sobre  el  asunto  antes  que  yo 
le  demandase,  y  basta  ver  su  escrito  de  antecedentes  pa- 
ra convencerse  de  que  en  él  no  se  propuso  otra  cosa  que 
protestar  contra  aquel  adeudo  para  prevenir  una  respon- 
sabilidad que  su  propia  conciencia  le  persuadía  deberla. 
Esta  petición,  sui  generis,  no  constituye  una  demanda  en 
forma,  ni  un  punto  formal  de  controversia;  y  por  consi- 
guiente el  Señor  Asesor,  al  deducir  con  violencia  que  una 
circunstancia  semejante,  obstaba  á  su  separación,  come- 
tió un  absurdo  manifiesto,  y  un  acto  de  parcialidad  inca- 
lificable. ¿Pero,  para  qué  me  he  de  cansar  en  la  demos- 
tración de  este  aserto,  cuando  el  se  toca  con  evidencia  in- 
contrastable, vista  la  carta  que  le  escribí,  rogándole  que 
se  apartara  del  conocimiento  de  mis  asuntos,  la  carta  de 
contestación  y  los  dos  autos  asesorados  por  él  en  el  mis- 
mo día  del  acontecimiento? 

Cansad*»  Señores  Magistrados,  de  sufrir  la  violencia  de 
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la  arbitrariedad  que  me  sigue  en  el  Tribunal  Mercantil, 
<*eí  poder  evitarla,  diciendo  con  franqueza  al  Señor  Ro- 
dríguez las  causas  gravísimas  en  que  se  funda  la  justa 
sospecha  que  tengo  contra  él,  figurándome  que  aquel  len- 
guage  de  sinceridad,  hubiera  podido  bastar  para  inspirar- 
le un  sentimiento  de  delicadeza,  y  que  á  buenas  y  sin  es- 
trepito judicial  se  hubiese  espontáneamente  escusado  pa- 
ra conocer  en  los  repetidos  asuntos;  empero,  como  lo 
veis,  yo  padecí  una  notable  equivocación.  Este  Señor  me 
persigue  y  se  obstina  hondameute  en  perseguirme;  y  con 
las  mejores  maneras  del  mundo,  porque  es  un  hombre  a± 
mtenetado,  me  contesta:  que  siente  mucho  no  poder  ac- 
ceder a  mis  deseos,  pero  que  no  esta  en  sus  atribuciones 
el  bacerlo:  y  ese  mismo  dia,  como  para  burlarse  de  mi  y 
castigar  la  franqueza  de  mi  carta  asesora  las  providen- 
cias siguientes:  1"  denegando  la  recusación  á  que  antes 
me  be  referido  y  la  apelación  interpuesta  contra  este  pro- 
veído: 2°.  denegándome  también  el  recurso  interpuesto 
contra  el  auto  en  que  se  manda  ejecutar  el  laudo  pronun- 
ciado por  el  Señor  Juez  arbitrado!*;  y  3?  profiriendo  tam- 
bién otro  auto,  en  que  se  acuerda  consultar  al  Supremo 
Gobierno,  sobre  si  deben  ó  no  estenderse  en  papel  de  ofi- 
cio ciertos  pasages  de  autos  mandados  certificar  por  el 
Señor  Juez  2".  de  lí  Instancia,  que  deben  obrar  como 
parte  de  mi  prueba  en  la  causa  criminal  instruida  contra 
Don  Manuel  Larrave. 

Todos  estos  proveídos,  como  fruto  de  una  festinación  y 
parcialidad  harto  pronunciadas,  son  absurdos,  injustos  y 
agraviantes.  Relativamente  á  lo  primero,  ya  queda  de- 
mostrado cuan  temerario  es  el  auto  proferido.  Con  rela- 
ción á  lo  segundo,  me  permitiré  hacer  aquí  la  demostra- 
ción de  la  injusticia  que  envuelve;  y  seguidamente  im- 
pugnaré también  el  tercer  cargo  de  increpación. 

El  Señor  Lic.  Don  Agustín  Monzón,  con  poderes  am- 
plios y  especiales  del  Señor  Don  Saturnino  Tinoco  y  de 
mi  hermana  Doña  Juana  Chacón,  se  presentó  al  Señor 
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Juez  2o  de  1*  Instancia  demandándole  los  créditos  que 
contra  mí  tieneu  sus  poderdantes;  y  durante  el  curso  de 
estas  ejecuciones,  á  instancias  del  Señor  Larrave,  se  pu- 
so todo  en  conocimiento  del  Tribunal  de  comercio,  ade- 
lantando entre  tanto  los  procedimientos  ejecutivos  rela- 
cionados. En  su  consecuencia  se  trabó  ejecución  y  em- 
bargo en  la  finca  Modelo  por  la  mitad  que  en  ella  me 
corresponde:  se  nombró  depositario  y  previos  los  inven- 
tarios del  cuso  se  hizo  su  formal  entrega,  bailándose  ya  el 
asunto  en  estado  de  sentenciarse  de  remate,  y  pen- 
diendo solamente  su  despacho  de  que  vuelva  diligenciado 
el  exhortJ  que  se  dirigió  al  Señor  Juez  de  I»  Instancia 
de  Escuiutla  para  la  práctica  de  aquellas  diligencias. 

Conduce  esta  relación  á  demostrar  con  evidencia  el  a- 
gravio  notable  que  me  infiere  el  auto  en  que  se  manda 
ejecutoriar  en  esta  parte  el  laudo  tantas  veces  repetido. 
No,  ignoro,  que  el  Juez  de  la  causa  es  el  llamado  á  la 
ejecución  de  su  sentencia,  mas  sobre  el  caso  ocurrente 
hay  circunstancias  excepcionales  que  demandan  también 
un  procedimiento  excepcional.  En  virtud  de  la  sentencia 
proferida  por  el  Señor  Juez  arbitrador  se  declara  disuelta 
la  compañía  Larrave  y  Al  varado,  y  se  manda  que  la 
finca  de  ella  se  divida  entre  los  socios  ineorpüs,  caso  de 
admitir  cómoda  división;  y  si  no,  que  previo  valuó,  se 
venda  en  hasta  pública  para  dividir  su  precio,  teniendo 
cada  uno  de  los  comuneros  el  derecho  del  tanto  si  le  con- 
viniese quedarse  con  ella.  Con  estas  esplicaciones  fácil 
me  es  fijar  los  agravios  del  auto  precitado.  Me  agravia 
en  primer  lugar,  porque  siendo  la  mente  de  la  sentencia 
arbitral  el  que  se  realice  la  división  de  la  finca  menciona- 
da, queda  implícitamente  cumplido  aquel  acuerdo  por 
medio  de  los  procedimientos  ejecutivos  que  se  dirigen  al 
mismo  objeto;  pues  en  virtud  de  ellos,  la  finca  como 
untes  be  dicho,  está  embargada  y  depositada  y  muy  en 
breve  se  resolverá  su  enajenación;  y  hecha  esta,  la  com- 
pañía queda  virtualmente  disuelta  y  la  división  es  una 
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consecuencia  natural  que  debe  realizarse  seguidamente. 
¿Con  qué  objeto  pues,  reproducir  de  nuevo  diligencias 
que  ya  están  anticipadas,  cuando  bastaba  solamente  que 
el  Tribunal  de  comercio  se  cerciorase  de  la  realidad  de 
estos  actos?  ¿no  es  por  ventura  injusto  que  sobre  un  mis- 
mo asunto  se  moleste  á  una  misma  persona  en  diversos 
Tribunales?  ¿ó  se  me  opondrá  acaso  que  debo  solicitar  la 
acumulación  de  autos  ante  el  Tribunal  de  comercio  para 
evitarme  de  aquel  vejamen?  Pero  esto  no  puede  ser:  1° 
porque  la  ejecución  de  una  sentencia  ejecutoriada,  come- 
tida ó  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  no  constitu- 
ye una  controvercia,  una  cuestión  que  pueda  volver  ha- 
cia atrás  sobre  puntos  ya  juzgados  y  fenecidos.  Y  es 
consiguiente  que  teniendo  el  carácter  contencioso  las  e- 
jecuciones  á  que  me  refiero,  ellas  arrastren  mas  bien  al 
Tribunal  Común,  la  ejecución  de  una  sentencia  que 
coadyuva  perfectamente  el  último  fin  propuesto  en  la 
primera. 

Cuanto  he  dicho,  ha  sido  bajo  el  falso  supuesto  que  no 
admito,  de  que  el  laudo  repetido  estuviese  en  estado  de 
ejecutoriarse;  pero  hay  mas:  contra  él  interpuse  oportu- 
namente el  recurso  de  suplica,  y  aunque  no  se  ine  admi- 
tió por  el  Señor  Juez  de  Alzadas,  ocurrí  de  hecho  á  esta 
Superioridad  instando  por  su  admisión;  y  pendiente  aun 
el  informe  (pie  acordó  pedir  sobre  el  caso,  ha  sido  un 
atentado  verdadero,  una  obsecacion  incalificable,  proce- 
der por  el  Tribunal  de  Comercio  á  ejecutar  ese  laudo, 
hallándose  pendiente  de  la  resolución  superior  invocada 
por  mi  parte.  Y  no  solo  es  este  el  notable  agravio  que  se 
me  ha  inferido,  sino  que  cometiendo  absurdo  sobre  ab- 
surdo, é  injusticia  sobre  injusticia,  al  decretar  su  ejecu- 
ción dicho  Tribunal,  manda  desde  luego  embargar  y  enaje- 
nar dicha  finca,  sin  hacer  constar  antes  que  no  admite 
cómoda  división,  oque  los  socios  rehusan  este  medio  pre- 
venido de  antemano  por  el  laudo  de  'que  se  hace  mérito. 

Se  ha  prevenido  1°  ,  que  dirigiéndose  los  procedimien- 
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tos  ejecutivos  al  cumplimiento  de  esta  determinación,  es 
inútil  y  gravoso  reproducir  diligencias  que  ya  están  prac- 
ticadas y  que  bastaba  solamente  cerciorarse  de  su  exis- 
tencia y  progreso:  2?  que  pendiente  todavia  un  recurso 
contra  ese  laudo,  se  ha  cometido  un  verdadero  atentado 
procediendo  á  su  ejecución;  y  3°  que  aun  prescindiendo, 
caso  que  pudiera  prescindirse  de  estos  precedentes,  siem- 
pre induciría  arbitrariedad,  ligereza  y  contradicción,  el 
mandar  ejecutarle  sin  guardar  el  orden  prescripto  en 
el  mismo. 

Por  último,  el  Sr.  Lic.  Rodríguez  me  hace  apurar 
hasta  las  eses  la  copa  amarga  de  la  injusticia,  al  aconse- 
jar al  Tribunal,  que  consulte  al  Supremo  Gobierno  sobre 
un  punto  que  no  es  de  su  incumbencia.  Permitidme  Srs. 
que,  para  hacerme  comprender,  consigne  en  este  lugar 
la  relación  de  este  último  de  arbitrariedad  é  injusticia. 

En  el  Juzgado  2°  de  1^  Instancia  se  instruye  causa 
criminal  contra  Don  Manuel  Larrave,  por  injurias  graví- 
simas que  me  ha  inferido;  y  recibida  á  prueba,  en  parte 
de  la  que  á  mi  derecho  convenia  producir,  solicité  que 
previa  citación  contraria  se  mandasen  certificar  ciertos 
pasages  de  autos  pendientes  en  el  Tribunal  mercantil;  y 
proveído  de  conformidad  esta  petición  se  le  mandó  pasar 
original  para  el  efecto  espresado.  ¿Que  cumplia  que  el 
Consulado  hubiese  proveído  al  pié  de  la  comisión?  ¿nada 
mas  que  cumplimentarla'  al  pié  de  la  letra?  Pues  no, 
Srcs.,  imaginareis  lo  que  se  hizo?  dijo:  que  previa  cita- 
ción contraria  y  atendida  la  naturaleza  y  despachos  del 
Tribunal,  se  estendiese  la  certificación  prevenida  en  pa- 
pel del  sello  3?  .  Este  auto,  proferido  con  el  dictamen 
de  mi  Asesor,  la  aberración  mas  significativa  de  sus  pro- 
cedimientos, y  no  pudiendo  conformarme  con  la  ingrati- 
tud de  tamaña  injusticia,  presente  escrito  al  Sr.  Juez  2" 
denunciando  el  hecho  y  pidiéndole  que  reclamase  sobre  el 
particular,  con  los  fundamentos  que  aparecer»  en  él  con- 
forme a  derecho.  Pero  es  tal  la  influencia  (pie  ejerce  en  el 
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corazón  del  hombre  la  odiosidad  y  antipatía,  que  el  Sr. 
Rodríguez  aun  insistió  en  sostener  el  absurdo  de  su  con- 
sejo; y  cometiendo  todavía  mayores  desmanes,  en  el  apu- 
ro de  confesarse  vencido,  cediendo  á  la  instancia  del  Sr. 
Juez  2?  ,  escogitó  un  medio  que  á  par  que  ignorancia  en 
el  órden  del  procedimiento  en  materia  de  competencias, 
arguye  la  venalidad  parcial  que  apenas  se  puede  conce- 
bir. La  ley  de  la  materia  confiere  á  esta  superioridad  el 
derecho  de  dirimir  esas  disidencias,  ocurridas  de  vez  en 
cuando  entro  los  Tribunales:  esto  no  puede  ó  por  lo  me- 
nos no  debe  ignorar  el  Sr.  Asesor,  y  consultar  al  Supre- 
mo Gobierno  sobre  un  punto  judicial,  con  infracción  ma- 
nifiesta de  la  ley  de  los  Tribunales,  es  un  acto  sobresa- 
liente de  viva  responsabilidad. 

Los  actos  económicos  y  políticos  tienen  una  valla  di- 
visoria harto  sensible  y  harto  conocida;  y  confundir  las 
articulaciones  de  uno  y  otro  poder,  ó  es  ignorarlo  todo 
y  no  saber  nada,  ó  es  que  se  sacrifican  las  convicciones 
y  conocimientos  cuando  se  interponen  las  pasiones  y  la 
venalidad. 

Demasiado  he  molestado  ya  vuestra  atención,  respeta- 
bles Magistrados,  y  aunque  también  hubiera  podido  que- 
jarme de  muchos  ultrages,  y  muchas  injurias,  que  hasta 
on  persona  y  de  viva  voz  se  me  han  dirigido  en  el  misino 
Tribunal,  me  escuso  hacerlo  solo  por  la  consideración  de 
no  distraeros  de  las  altas  atenciones  que  os  ocupan;  pero 
básteme  lo  dicho  para  que  podáis  formar  un  juicio  recto 
de  los  motivos  imperiosos  que  me  traen  á  vuestra  pre- 
sencia, para  invocar  la  eficacia  del  poder  supremo  de 
que  disponéis,  y  en  virtud  del  cual  os  compete  velar  so- 
bre la  administración  de  justicia  confiada  á  vuestros  de- 
pendientes, que  os  deben  respetos  imprescindibles,  y  que 
quieran  ó  no,  han  de  someter  á  la  sabiduría  de  vuestras 
resoluciones.  Bajo  este  supuesto,  yo  no  dudo,  que  mis 
derechos  no  serán  justamente  atendidos  y  que  os  digna- 
reis acordar  en  su  remedio  las  providencias  mas  serias  y 
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eficases  que  pudiera  desear;  y  en  tal  virtud, 
A  la  Curte  Suprema  pido  se  digne  pedir  los  anteceden- 
tes á  que  me  refiero  en  este  escrito,  á  efecto  de  ver,  y  opor- 
tunamente acordar  y  determinar  sobre  todos  los  puntos 
de  mi  queja,  según  y  como  convenga  atendido  el  mérito 
de  la  justicia  que  me  asiste. — Juro  y  protesto  lo  necesa- 
rio, etc. 

Ciprianq  Alvaradq. 


En  11  de  Setiembre  del  mismo  ano,  compareció  Don 
Nicolás  Larrave  apoderado  general  de  Don  Manuel  Lar- 
rave,  y  dijo:  que  como  aparece  de  la  certificación  que 
presenta,  tanto  Don  Rafael  Ariza  como  Don  Javier  Du- 
Teill,  se  lian  escusado  de  bacerse  cargo  como  deposita- 
rios de  la  finca  Modelo:  que  el  Sr.  Du-Teill  se  encuen^ 
tra  en  esta  ciudad  enfermo,  y  no  piensa  admitir  la  comi- 
sión que  se  le  confiere  en  defecto  del  Sr.  Ariza;  por  lo 
que  pide  al  Tribunal  se  digne  nombrar  otro  depositario 
facultado  para  arbitrar  recursos,  para  atender  íi  los  tra- 
bajos urgentes  é  indispensables  que  demanda  la  finca: 
también  espuso,  que  conforme  esta  prevenido  en  auto  del 
Tribunal  de  18  del  pasado,  nombra  por  contador  al  Sr. 
Don  Miguel  Matbeu  y  suplica  al  Tribunal  se  sirva  nom- 
nombr&r  de  oficio,  la  persona  que  deba  representar  a  D» 
Cipriano  Alvarado,  que  se  ha  rehusado  hacer  el  nombra- 
miento que  le  corresponde  conforme  al  laudo  homologa- 
do. Esto  dijo  y  firmó,  de  que  doy  fé.- -Nicolás  Larra- 
ve. — Juan  Andreu. 


Tribunal  del  Consulado  de  Guatemala,  Setiembre  11  de 
1860.  Agregúese  el  documento  presentado  á  que  se  refie- 
re, la  diljencia  que  precede,  y  apareciendo  de  su  conte- 
nido no  poderse  hacer  ejecutivo  el  depósito  de  la  finca  de- 
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nominada  Modelo,  en  las  personas  designadas  en  el  lau- 
do pronunciado  en  el  asunto,  de  fluya  ejecución  se  trata, 
consultando  y  siguiendo  el  espíritu  del  mismo,  en  uso  de 
la  autorización  que  para  todo  lo  subsiguiente  debe  enten- 
derse reasumir  y  competir  á  este  Tribunal,  nómbrase  á 
Don  Lorenzo  Zepeda  por  depositario  de  la  misma  finca, 
quien  ejercerá  y  desempeñará  el  cargo  en  los  términos 
que  el  referido  laudo  espresa,  y  como  se  previno  en  reso- 
lución de  5  de  Mayo  último,  haciéndose  saber  a  las  partes 
esta  providencia. — Hace  por  nombrado  contador  a  Don 
Miguel  Matlieu  por  parte  de  Don  Manuel  Larrave,  y 
prevéngase  á  Don  Cipriano  Alvarado  nombre  al  que  le 
corresponded)  acto  de  la  notificación  ó  dentro  de  terce- 
ro día,  bajo  de  apercibimiento  que  de  no  hacerlo  se  le 
nombrará  de  oficio.  Para  evitar  confusiones,  sígase  en 
cuerda  por  separado  lo  conserniente  á  este  último  punto 
de  contadores,  á  cuyo  efecto  el  actuario  pondrá  copia 
certificada  de  la  parte  respectiva  de  esta  providencia  pa- 
ra encabezar  la  pieza  correspondiente. — Tejada. — Va- 
i.enzuela. — Aguí rre. — Rodríguez. — Juan  Andreu. 


Corte  Suprema  de  Justicia, 

Cipriano  Alvarado,  por  via  de  queja,  ocurso  de  hecho, 
ó  como  mejor  lugar  haya,  respetuosamente  ante  esta  Su- 
perioridad me  presento  y  digo:  que  hallándose  pen- 
diente aun  el  recurso  de  ¡suplica  que  interpuse  contra  la 
sentencia  proferida  por  el  Tribunal  de  Alzadas,  en  los 
autos  seguidos  en  él  Tribunal  mercantil  sobre  nulidad  de 
cierto  laudo  que  pronunció  Don  Antonio  Ortiz  Urruela, 
en  concepto  de  arbitrador,  dichos  autos  originales  fueron 
devueltos  al  Consulado,  y  allí  sin  embargo  de  no  ignorar- 
se el  recurso  pendiente  que  interpuse  ante  esta  Superiori- 
dad, se  procedió  á  proveer  sobre  la  ejecución  del  espre- 
sado pronunciamiento.    Entonces  interpuse  apelación 
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contra  este  proveído,  y  habiéndoseme  denegado,  formulé 
mi  ocurso  de  hecho  y  queja  en  un  largo  escrito  que  pre- 
senté ante  la  Suprema  Corte,  y  el  cual  no  ha  sido  proveí- 
do hasta  hoy,  ignoro  porque  causa.  Pero  el  Tribunal  de 
comercio  firme  en  su  propósito  de  proceder  arbitraria- 
mente y  no  perder  la  oportunidad  de  hacerme  sentir  el 
peso  de  la  injusticia,  me  ha  dado  nuevos  motivos  para 
que  insista  sobre  que  se  sustancie  mi  espresada  queja, 
acumulando  á  ella  los  hechos  que  paso  á  referir. 

Penden  ante  este  Tribunal  los  que  se  refieren  á  una 
competencia  absurda  que  el  Consulado  provoco  entre  él  y 
el  Señor  Juez  2(>  de  1*  Instancia,  nada  mas  que  por  es- 
torcionarme  haciéndome  erogar  gastos  indebidos.  Este 
asunto  presenta  el  rostro  de  la  parcialidad  y  obsecacion 
con  que  dicho  Tribunal  se  propone  causarme  graves  ma- 
les, y  basta  para  persuadirlo  la  simple  lectura  deJos  au- 
tos de  dicha  competencia,  en  los  cuales  aparece  que  has- 
ta se  ha  querido  confundir  lo  que  pertenece  al  dominio 
de  la  justicia  con  las  atribuciones  del  ejecutivo.  Sea 
referida  esta  incidencia  como  uno  de  tantos  motivos  en 
(pie  apoyo  la  queja  que  he  elevado  ante  esta  Superioridad, 
y  que  ahora  reproduzco  con  el  mayor  encarecimiento. 

Lo  que  hoy  me  pasa  en  el  mismo  Tribunal,  confirma  á 
toda  luz  la  parcialidad  y  prevención  de  que  tanto  me  he 
quejado,  y  demanda  que  ya  la  Córte  Suprema  vea  este 
asunto  con  la  atención  que  merece,  puesto  que  á  ella  in- 
cumbe velar  por  la  recta  administración  de  justicia  y  la 
imparcialidad  de  sus  decisiones. 

A  virtud  de  ejecución  que  contra  mí  sigue  el  apodera- 
do de  Don  Saturnino  Tinoco  ante  el  Señor  Juez  2°  de 
I  ;  Instancia,  se  me  mandó  embargar  la  parte  que  me 
corresponde  en  la  finca  denominada  Modelo.  Se  nom- 
bró depositario  de  ella  al  Sr.  Don  Javier  Du-Teill  y  se  le 
entregó  por  inventario  formal,  habiéndose  causado  un 
gasto  considerable  en  la  orática  de  todas  estas  diligen- 
cias y  sufrido  el  curso  del  juicio  una  considerable  demo- 
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ra.  Pero  concluir  la  prática  de  estas  diligencias  y  poner 
su  renuncia  el  Sr,  Du-Teill  todo  fué  uno;  porque  siendo 
este  íntimo  amigo  de  Larrave,  y  teniendo  éste  interés  en 
demorar  el  (tarso  de  la  ejecución  a  que  me  he  referido,  fá- 
cil le  fué  inducir  al  espresado  Du-Teill  para  que  renun- 
ciase, pues  le  importaba  el  tiempo  que  debia  perderse  en 
conocer  de  este  incidente,  el  que  se  empleara  en  el  nom- 
bramiento del  nuevo  depositario,  y  el  que  naturalmente 
debia  trascurrir  en  hacer  otra  vez  la  entrega  de  la  finca. 
En  efecto,  el  referido  Du-Teill  puso  su  renuncia  ante  el 
Señor  Juez  de  la  ejecución,  quien  mandó  oir  sobre  el  ca- 
so ¡í  los  interesados;  pero,  el  Señor  Larrave  apercibido 
de  que  no  era  de  esperarse  que  por  este  Juez  se  admitie- 
se la  renuncia,  antes  de  que  por  el  ejecutante  se  hubiese 
evacuado  la  audiencia  pendiente,  ocurrió  al  consulado 
para  que  allí  se  admitiera  la  renuncia  de  dicho  cargo;  y 
este  Tribunal  con  una  festinación  y  temeridad  palpables, 
admite  la  espresada  renuncia  sin  tomar  datos,  sin  oir  á 
los  interesados  y  sin  ninguna  formalidad  que  por  lo  me- 
nos diese  una  apariencia  de  legalidad  á  la  admisión  de  la 
renuncia.  Esto  envuelve  un  acto  parecido  y  muy  semejan- 
te al  que  antes  he  mencionado  sobre  la  competencia  que 
se  halla  á  la  vista  de  esta  superioridad;  pues  no  puede 
negarse  el  exceso  de  jurisdicción  que  comete  conociendo 
de  asuntos  que  no  se  hallan  bajo  el  dominio  de  sus  atri- 
bunciones,  y  que  sí  están  pendientes  ante  una  autoridad 
estraña  á  la  suya.  Este  es  el  resultado  mas  natural  de  la 
intervención  del  Asesor  titular  del  Consulado  y  de  uno 
de  los  individuos  del  mismo,  el  Señor  Don  Juan  Francis- 
co Aguirre.  El  primero  director  de  la  casa  de  Larrave, 
el  segundo  íntimo  amigo  y  acreedor  de  éste,  y  ambos  os- 
tensiblemente prevenidos  contra  mi  causa.  Peligroso  es, 
Señores  Magistrados,  que  un  pobre  litigante  se  vea  pre- 
cisado á  poner  su  patrimonio  y  acaso  su  reputación  y 
hasta  su  vida,  en  manos  de  personas  que  no  le  quieren 


y  conti'a  los  cuales  existen  tantos  antecedentes  que  ale» 
jan  toda  idea  de  rectitud  é  imparcialidad. 

Hasta  ahora,  yo  agoto  todos  los  medios  y  derechos  le- 
gales para  defenderme  con  arreglo  á  las  leyes  del  pais, 
porque  todavía  tengo  fijadas  mis  esperanzas  en  la  ilus- 
tración y  rectitud  de  esta  Superioridad,  y  porque  todavía 
es  preciso  que  sufra  y  tolere  mas,  antes  que  recurrir  á 
formalizar  una  queja  justificada  ante  el  Cónsul  de  mi 
nación,  para  fundar  las  mas  serias  reclamaciones  sohre 
mis  derechos  desatendidos  y  perjudicados  con  notahle 
agravio  de  las  leyes  y  del  honor  debido  á  los  Tribunales. 
Este  caso  llegara,  porque  no  pierdo  ni  uno  solo  de  los 
antecedentes  de  mi  asunto,  y  porque  de  todo  daré  opor- 
tuna cuenta  cuando  llegue  el  caso,  perdida  ya  toda  espe- 
ranza y  todo  medio  de  obtener  justicia.  * 

Por  ahora,  no  dudo  que  se  pedirán  al  Consulado  todos 
los  antecedentes  relativos  á  los  hechos  de  que  me  quejo, 
para  calificar  los  actos  del  Tribunal  y  tomar  en  su  vista 
la  providencia  que  sea  del  caso;  y  bajo  este  concepto, 
A  la  Corte  Suprema  pido  se  sirva  pedir  informe  con  jus- 
tificación al  Tribunal  repetido,  á  quien  se  prevendrá  sus- 
penda todo  procedimiento  en  todos  los  asuntos  de  que 
habla  mi  escrito  anterior  y  el  presente,  reservándome 
poner  en  el  acto  de  la  vista  otros  muchos  motivos  de  que- 
ja que  hasta  ahora  iio  he  consignado  por  escrito.  Es 
justicia  que  juro  etc. 

Cipriano  Alvarado. 


Señor  Juez  2o  de  1^  Instancia. 

Cipriano  Alvarado,  por  Via  de  queja,  ó  como  mejor 
lugar  hubiere,  ante  U.  digo:  que  con  motivo  de  que  mi 
familia  no  tenia  la  seguridad  necesaria,  durante  mi  au- 
sencia, para  continuar  habitando  en  la  finca  Modulo, 
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situada  en  la  jurisdicción  de  Escuintla,  que  cultivo  en 
compañía  con  Don  Manuel  Lar/ave,  que  frecuentemen- 
te ha  estado  amenazada  en  estos  últimos  dias  de  incen- 
dio, quien  sabe  si  por  una  mano  oculta  y  mal-intenciona- 
da, que  á  todo  trance  manifiesta  los  mas  empeñados  de- 
seos de  arruinar  mi  reputación  y  mis  intereses,  resolví 
su  traslación  á  esta  ciudad. — Y  en  efecto,  á  principio  de 
esta  semana  se  verificó  dicho  proyecto,  y  anteayer  á  las 
o.-lm  de  la  mañana,  al  llegar  al  guarda  de  buena  vista 
tres  carretas  que  conducían  mi  equipage,  el  receptor  de 
la  garita  que  seguramente  ya  tenia  la  orden  de  detener- 
las, lo  hizo  así  hasta  muy  tarde  del  dia  que  las  remitie- 
ron a  la  Aduana.   Allí  permanecieron  y  fueron  escrupu- 
losamente registradas  hasta  las  once  del  dia  de  ayer 
que  se  me  mandaron  devolver,  en  vista  de  no  haber  en- 
contrado objeto  alguno  de  contrabando  ó  defraudación; 
pero  al  salir  de  allí,  una  orden  del  Alcalde  2?    hizo  que 
fuesen  á  descargar  á  mi  casa,  y  que  las  carretas  y  los 
bueyes  quedaran  entre-dichos,  bajo  la  responsabilidad  de 
Don  Manuel  Monzón,  a  quien  se  nombró  depositario, 
con  prevención  de  que  lo  mantuviese  todo  á  la  órden  del 
Tribunal  del  Consulado. 

Sorprendido  con  una  providencia  tan  arbitraria  co- 
mo injusta  y  desatinada,  ocurrí  inmediatamente  al  pro- 
pio Alcalde  á  reclamar  contra  la  espresada  providencia; 
pero  este  funcionario  lejos  de  oírme,  lejos  de  atender  á 
mis  razones  y  á  la  demostración  manifiesta  de  la  temeri- 
dad de  su  procedimiento,  con  aquel  valor  con  que  fre- 
cuentemente se  reviste  la  autoridad  para  abusar  de  su 
propia  fuerza,  me  manifestó  abiertamente  que  no  retrac- 
taba sus  mandatos  y  que  usara  de  mi  derecho,  si  alguno 
podia  tener. 

Hecha  la  breve  relación  de  la  causa  en  que  voy  á  fun- 
dar el  presente  ocurrso,  permítame  el  Señor  Juez,  que 
antes  de  increpar  al  funcionario  contra  quien  vengo  a 
quejarme,  diga  alguna  cosa  con  respecto  á  la  posición 


en  que  hoy  me  encuentro  relativamente  á  los  Tribunales 
ante  quienes  he  representado  mis  derecho*.,  y  por  cues- 
tiones que  surgen  entre  Don  Manuel  Larrave  y  yo,  pro- 
cedentes de  la  compañía  de  que  he  hecho  indicación. 

Dichas  cuestioues  las  sometimos  á  la  decisión  de  un 
arbitramento:  sobre  ellas  se  pronunció  un  lando  injusto 
y  nulo,  y  habiendo  interpuesto  contra  él  el  recurso  de 
nulidad,  que  me  fué  denegado,  ocurrí  tic  hecho  á  la  C. 
S.  de  i.,  esperando  que  aüí  se  otorgara,  y  sucedió  que 
contra  todo  principio  de  derecho  y  de  justicia,  el  Tribu- 
nal se  declara  incompetente  para  conocer  del  negocio. 
Es  visto  pues  que  mis  quejas  no  encontraron  eco  en  di- 
cho Tribunal,  y  en  el  conflicto  de  que  se  ejecutoriara  el 
laudo  que  simboliza  mi  absoluta  ruin  a,  ocurrí  en  el  ac- 
to ante  el  Sr,  Juez  \°%  de  1»  Instancia,  haciendo  el  pro- 
pio ocurso;  pero  este  funcionario  no  acojió  mi  petición 
con  la  eficacia  debida,  y  sea  porque  estimara  el  caso  ocur- 
rente muy  difícil  y  complicado,  ó  porque  el  deseo  de 
acreditar  circunspección,  le  indugera  á  largas  y  deteni- 
das reflexciones  y  á  muchas  y  multiplicadas  consultas, 
sucedió  por  fin  que  no  solo  demoró  el  proveído,  sinó  que 
mandó  dar  audiencia  á  la  contraria,  siendo  así  que  no 
ofrecía  ningún  inconveniente  el  que  desde  luego  se  hu- 
biese llamado  al  Escribano  para  que  hiciera  relación. 
Y  ha  sucedido  mas,  que  evacuada  aquella,  ha  sido  nece- 
saria se  me  dé  otra;  y  mas  todavía,  que  entre  tanto,  el 
Sr.  Larrave  aprovechándose  de  la  ocasión,  me  instíngue 
de  todas  suertes,  me  vulnere  y  aflija,  tocando  todos  los 
resortes  de  intriga,  de  favor  y  de  calumnia.  Esto  lo 
prueba  el  procedimiento  indebido  del  administrador  ge- 
neral de  rentas,  la  orden  arbitraria  é  incalificable  del 
Alcalde  contra  quien  me  quejo.  ;Qué  es  eso  de  mandar 
secuestrar  los  bienes  de  una  persona  sin  que  preceda  su 
audiencia  ni  requisito  alguno  justificable?  ¡qué  es  eso  que 
un  Alcalde  se  entrometa  ¡i  conocer  de  negocios  de  mayor 
cuantía?   ¿Es  el  secuestro  acaso  un  acto  de  jurisdicción 


voluntaria?  ¿Ño  es  una  providencia  delicada,  como  que 
muchas  veces  causa  un  perjuicio  irreparable,  y  mucho 
mas  cuando  toca  á  la  vergiieza  y  al  honor,  para  dictarse 
así  no  mas,  y  por  una  autoridad  que  es  Incompetente?  ;Y 
qué,  tiene  facultad  el  alcade  para  poner  á  disposición  del 
Tribunal  de  comercio  \os  objetos  embargados,  sin  saber 
si  hay  ó  nó  demanda  pendiente  sobre  ellos,  y  si  es  ó  no 
á  quien  compete  su  conocimiento?  ¿O  será  que  el  Alcalde 
es  un  familiar  del  í5r.  Larrave,  y  que  obsequia  todos  sus 
deseos?  ¿Y)  será  que  yo  llevo  sobre  mí  una  maldición  pa- 
ra que  en  ninguna  parte  se  me  oiga,  y  para  que  todos  se 
conspiren  en  contra  mia?  El  Sr.  arbitrado!"  pronuncia 
una  sentencia  injusta  y  nula,  alego  de  nulidad,  y  no  me 
admite  el  recurso:  voy  á  la  Corte,  y  se  declara  incom- 
petente: ocurro  ante  el  Sr.  Juez  }»  y  el  tiempo  se  pasa 
en  trámites.  El  Sr.  Larrave,  favorecido  por  el  Juez  arbi- 
trador,  favorecido  en  el  ocurso  de  hecho,  favorecido  en 
tiempo  por  la  manera  con  que  se  ha  sustanciado  la  repe- 
tición de  ese  mismo  ocurso:  en  el  Consulado  encuentra 
siempre  disposición  á  otórgale  cuanto  pide,  y  finalmente 
hasta  el  Alcalde  2°  ,  que  nunca  me  imagine  que  pudiera 
conocer  de  un  negocio  de  esta  naturaleza,  también  me  ha 
cabido  en  suerte  que  tome  una  parte  muy  activa  en  coad- 
yuvar á  las  siniestras  intenciones  de  mi  contraria. 

Et  hombre  á  quien  se  acosa  por  todos  lados,  á  quien 
se  persigue  ea  su  reputación  y  en  sus  intereses:  que  no 
se  le  dá  tiempo  para  que  se  defienda  y  que  se  vó  en  una 
posición  difícil,  no  es  estraíío  que  use  de  un  lenguage 
enérgico  y  franco,  y  que  esprese  sus  sentimientos  con  la 
vehemencia  con  que  los  siente,  agotando  todos  los  me- 
dios legales  que  estén  á  su  alcance,  antes  que  tomar  un  í, 
providencia  estrema,  que  pudiese  calificarse  de  impru- 
dente. Por  eso  Sr.  Juez,  vengo  á  quejarme  ante  U.,  y 
no  dudo  que  examinará  el  punto  con  la  imparcialidad  é 
ilustración  que  le  son  notorias,  y  que  resolverá  en  justicia 
la  cuestión  que  motiva  el  presente  ocurso. 
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Y  protestando  daños  y  perjuicios  eontra  dicho  Alcalde, 
A  U.  pido  se  sirva,  con  vista  de  la  orden  certificada  que  a- 
compaño,  en  que  aparece  haberse  dictada  con  fecha  ante- 
datada, declarar  nula  la  indicada  orden  de  secuestro,  á 
que  me  refiero;  mandando  que  en  su  consecuencia  se  de- 
sembarguen y  entreguen  las  carretas  enunciadas  y  sus 
bueyes,  y  que  el  Alcalde  que  emitió  la  referida  orden  me 
pague  los  daños  y  perjuicios  inferidos,  ademas  de  impo- 
nérsele la  pena  á  que  se  hubiere  hecho  acreedor  por  el 
abuso  de  autoridad  de  que  hago  mérito,  pues  así  es  jus- 
ticia etc. 

Cipriano  Alvarado. 

Nota.— Después  de  una  larga  tramitación  de  informes  contra  informes,, 
declaraciones  etc.  recayó  la  sentencia  de  que  hago  mérito  en  mí  ocurso  á 
la  Suprema  Corte  cuando  el  Señor  Juez  2°  me  multó,  y  estando  estos  autos 
á  la  vista  hace  como  dos  meses,  no  he  podido  copiar  la  sentencia,  poro  co- 
mo debe  veuir  á  mis  manos,  entonces  la  copiaré  coa  lo  mas  que  haya  y  la 
mandaré. 


Corte  Suprema  de  Justicia. 

Cipriano  Alvarado,  protestando  mis  respetos,  ante  la 
Corte  Suprema  espongo:  que  habiéndoseme  denegado  en 
ambos  efectos  la  apelación  que  interpuse  de  un  auto  pro- 
ferido por  el  Juez  2°  de  1^  Instancia  de  este  departamen- 
to, vengo  á  ocurrir  de  hecho  ante  esta  Superioridad,  es- 
perando se  sirva  mandar  que  el  Escribano  venga  a  hacer 
relación,  trayendo  consigo  los  antecedentes  respectivos; 
y  en  su  vista,  y  con  el  mérito  de  lo  que  alegue  en  estra- 
dos, declarar  insubsistente  dicho  auto,  y  mandar  que  se 
provea  de  entera  conformidad  con  lo  que  se  pide  en  el 
escrito  en  que  aquel  recayó. 

Don  Manuel  Larrave  me  ha  calumniado  suponiéndome 
abusos  de  confianza  y  manejos  indebidos,  y  aun  otros  mu- 
chos actos  que  inducen  criminalidad  y  depravación.  A 
injurias  tan  calificadas  y  depresivas,  yo  no  podia  mos- 
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tranne  indiferente,  ni  tolerar  tampoco  que  así  se  estropee 
el  concepto  de  hombre  de  bien  que  hasta  ahora  he  conser- 
vado, dando  lugar  de  esta  suerte  á  que  se  tomase  en  el 
público  como  una  realidad  el  desahogo  punible  de  una 
pasión  iracunda  y  vengativa,  emanada  solamente  de  un 
sórdido  interés  y  de  la  defensa  con  que  he  resistido  el  des- 
pojo dé  mis  bienes. 

Por  esta  causa,  me  querellé  ante  el  Juez  ya  mencio- 
nado, pidiendo  una  satisfacción  cumplida  y  la  punición  y 
castigo  de  mi  detractor,  y  sustancía  lo  el  asunto  siguien- 
do un  procedimiento  ordinario  civil,  quien  sabe  por  que 
razón  y  causa,  llegado  al  fin  al  término  de  prueba,  en  uso 
de  mis  derechos,  pedí  al  Sr.  Juez  se  dignase  señalar  día 
y  hora  para  que  compareciese  ante  él  Don  Manuel  Lar- 
rave,  y  absolviese  las  posiciones  que  presentaría  escritas  en 
el  acto  de  practicarse  las  diligencias;  pero  el  precitado 
Juez,  quien  sabe  también  por  que  causa  ó  razón,  no  qui- 
so acceder  á  mi  solicitud  y  proveyó,  que  presentándose 
las  indicadas  posiciones  dictaría  la  providencia  convenien- 
te. 

Mil  hechos  pudiera  citar  que  acreditan  una  práctica 
contraria  seguida  constantemente  ante  los  tribunales;  pe- 
ro bástame  la  ilustración  de  los  Señores  Magistrados  y 
su  larga  esperiencia,  para  que  me  escuse  de  verificarlo. 
No  hay  ley  que  se  oponga  á  esta  costumbre,  ni  tampoco 
hay  razón  que  persuada  su  inobservancia.  La  ley,  apar- 
te de  otros  requisitos  que  establece,  quiere  que  el  interesa- 
do esté  presente  al  tiempo  de  exijirse  la  confesión  de  su 
Contendor,  y  la  práctica  admite  que  este  pueda  exijir  de 
viva  voz  la  confesión,  de  que  calificada  en  el  acto  por  la 
Autoridad  que  interviene,  la  conducencia  ó  inconducencia 
dé  las  preguntas  que  se  dirijan.  Esto  se  ha  practicado  fre- 
cuentemente ante  el  propio  Juez  que  hoy  se  muestra  ad- 
verso, se  ha  practicado  de  la  propia  suerte  en  todos  los 
demás  Juzgados,  y  hechos  recientes  han  acaecido  ante 
esta  Superioridad  que,  como  antes  he  dicho,  confirman  la 
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infalibilidad  de  la  regla.  Por  consiguiente  pues,  el  dene- 
gárseme á  mi  la  que  siempre  se  ha  concedido,  induce  la 
nota  de  parcialidad  y  prevención,  y  aparte  de  otros  moti- 
vos que  espondré,  funda  la  desconfianza  que  me  inspira  el 
el  Juez  de  la  causa;  desconfianza  que  dio  mérito  á  lo  que 
espuse  en  el  acto  de  la  notificación  en  el  proveído  citado. 

Se  ha  indicado  que  tengo  otros  motivos  para  sospechar 
de  la  integridad  del  Juez,  y  voy  á  esponerlos  al  Supremo 
Tribunal.  Los  hay  en  la  misma  causa  y  los  hay  fuera  de 
ella.  En  la  misma  causa.  Cuando  se  acusa  á  uno  crimi- 
nalmente, es  deber  del  Juez  examinar  el  libelo  de  quere- 
lla y  proveer  arreglado  á  derecho.  O  los  capítulos  de  a- 
cusacion  inducen  criminalidad  ó  nó:  sí  la  inducen,  debe 
adoptarse  el  procedimiento  criminal:  sino,  devolverse  el 
escrito  para  que  se  pida  en  forma,  si  el  derecho  fuere  de 
naturaleza  civil.  He  aquí  la  conducta  qne  el  Sr.  Juez 
debió  haber  guardado  en  la  espresada  acusación,  bajo  la 
pena  de  la  infracción  del  procedimiento.  Pues  bien,  le- 
jos de  obrar  de  esta  suerte,  confirió  traslado  de  mi  que- 
rella ú  la  parte  contraria,  y  ha  dado  al  procedimiento  la 
sustanciacíon  adoptada  y  prescripta  para  los  juicios  civi- 
les ordinarios.  Esto  es  inusitado:  no  sé  de  ley  ni  de  doc- 
trina que  lo  autorice,  y  he  dejado  pasarlo:  1?  porque  se- 
gún dice  el  Dr.  Alvarez  es  peligroso  pelear  con  los  Ma- 
gistrados: 2°  porque  si  se  quiere,  aun  me  es  mas  sa- 
tisfactorio vencer  a  mi  contraparte  por  un  medio  mas 
leal  y  franco. 

Además  de  esta  falta,  aun  voy  á  referir  otra  mas  nota- 
bíe  que  concurre  a  probar  el  propio  fin.  El  Sr.  Larrave 
me  col  ni  a  de  insultos,  á  cuales  mas  graves  y  ofensivos  en 
su  contestación  a  mi  querella,  y  yo  al  replicar,  no  hice 
mas  que  usar  del  legua  ge  vivo  y  enérgico  que  eumpila  á 
mí  posición  y  delicadeza.  Pretender  que  el  hombre  per- 
manezca frió  cuando  se  le  hiere  cu  lo  mas  hondo  del  co- 
razón, arrebatándole  su  crédito  y  su  honra  y  aun  su  por- 
venir y  su  fortuna,  es  pretender  un  imposible  y  exijir  una 
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temeridad.  Porque  si  esta  clase  de  sentimientos  se  aho- 
gan y  sofocan,  hasta  ese  punto,  el  hombre  degenera  de  su 
especie  y  se  prostituye  y  abandona.  La  vergüenza  y  amor 
propio  es  una  recomendación  por  mas  que  se  diga,  y  na- 
die se  ve  herido  en  esta  clase  de  sentimientos,  que'  pueda 
tulerarlu  con  impacibilidad,  si  en  efecto  abriga  en  su  pe- 
cho esas  dotes  inapreciables  que  caracterizan  su  especie. 
Pero  el  Sr.  Juez  sin  consideración  alguna  á  estos  prece- 
dentes, que  escusan  mi  lenguage  usado  en  aquel  escrito, 
no  solo  no  apercibió  á  mi  contrario  que  con  tanta  auda- 
cia me  provocara,  sino  que  haciéndose  el  desentendido, 
como  á  veces  se  dice,  nada  proveyó  para  reprimir  su  fal- 
ta, mostrándose  sí  muy  escrupuloso  y  diligente,  y  muy 
delicado  y  celoso  por  el  respeto  de  la  autoridad  que  ejer- 
ce, cuando  era  el  caso  de  tocar  con  mi  persona,  cuando 
llegaba  la  ocasión  de  abrumarme  también  él,  sobre  haber 
sido  víctima  de  las  mas  atroces  injurias  y  denuestos. 

Hay  mas.    El  Alcalde  2?  Municipal,  cediendo  á  la  in- 
fluencia de  mi  adversario,  cometió  un  abuso  de  autoridad 
y  una  infracción  de  ley  manifiesta, .  decretando  festinada- 
mente  el  secuestro  de  algunos  enseres  y  semovientes  per- 
tenecientes á  la  finca  en  compañía  con  Larrave.    Por  es- 
te motivo  le  acusé  de  infracción  de  ley  y  abuso  de  autori- 
dad ante  el  propio  Juez  de  esta  causa,  y  ¡cosa  in- 
concebible! pronuncia  sentencia  en  ella,  declarando:  que 
efectivamente  cometió  el  abuso  é  infracción  imputados, 
Pero-  en  cuanto  á  pena  nada  resuelve,  acreditan- 
do asi  de  la  manera  mas  manifiesta  y  evidente,  la  parcia- 
lidad de  su  pronunciamiento,  y  aun  acaso  también  su  nu- 
lidad; porque  según  la  ley,  es  nula  toda  sentencia  que  no 
contenga  condenación  ó  absolución.  Asi  lo  he  conceptua- 
do, y  en  este  sentido  me  espresé  al  notificárseme  dicho  fa- 
llo, 6  interpone  contra  él  el  recurso  de  apelación. 

Ademas  de  todo  lo  alegado,  si  este  Supremo  Tribunal 
se  digna  permitírmelo  en  el  acto  de  la  vista,  me  quejaré 
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con  mas  especificación  de  otros  muchos  actos  que  inducen 
la  parcialidad  del  Juez  aquo.  Y  por  tanto 
Suplico  rendidamente  á  este  Supremo  Tribunal  se  sirva 
proveer  como  lo  suplico  al  principio  de  este  escrito,  y  o- 
portunamente  revocar  en  todas  sus  partes  el  auto  apelado. 
Es  justicia  etc. 

A  este  escrito  recayó  el  auto  de  que  el  Sr.  Juez  infor- 
mase, y  habiéndolo  éste  verificado,  lo  hizo  de  la  manera  si- 
guiente. 

Corte  Suprema  de  Justicia. 

En  cumplimiento  de  lo  mandado  informa  el  Juez  que 
suscribe,  acompañando  originales  los  autos  á  que  se  refie- 
re el  escrito  anterior.  En  ellos  se  encuentran  las  provi- 
dencias que  se  lian  dictado  y  los  fundamentos  en  que  se 
apoyan.  En  ellos  se  verá  que  no  es  exacto  se  halla  nega- 
do la  apelación  en  ambos  efectos,  según  se  afirma  en  el 
anterior  escrito. 

Contrayéndose  el  que  habla  al  decreto  de  22  del  pasa- 
do, que  es  el  que  dio  origen  al  ocurso,  manifestará  á  la 
Superioridad  que  por  la  ley,  el  Juez  debe  calificar  las  pre- 
guntas que  se  hacen  á  la  parte  lo  mismo  que  al  testigo: 
que  esta  calificación  muchas  veces  no  es  posible  hacerla 
del  momento,  pues  es  necesario  examinar  con  cuidado 
y  detenimiento  el  interrogatorio,  lo  que  no  podrá  hacer- 
se si  este  se  produce  ya  en  el  acto  que  están  presentes  las 
partes;  y  que  si  entonces  el  Juez  calificase  de  incondu- 
cente alguna  de  las  preguntas,  como  esto  lo  haría  de  pa- 
labras, daria  lugar  á  que  la  parte  entrase  en  discusión 
con  el  Juez,  lo  que  es  muy  impropio  de  la  autoridad;  y  en 
el  caso  en  cuestión,  también  es  necesario  calificar  si  las 
preguntas  que  debe  absolver  Don  Manuel  Larrave;  han 
de  ser  bajo  juramento  ó  solo  amonestándole  para  que  ha- 
ble verdad. 

También  se  servirá  ver  el  Supremo  Tribunal,  que  sien- 
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do  repetidos  los  desacatos  que  Don  Cipriano  Alvarado  se 
permite,  ha  sido  necesario  llamarlo  al  orden  con  los  a- 
percibimientos  y  multa  decretados  en  obsequio  del  res- 
peto y  miramiento  con  que  es  debido  se  trate  á  la  auto- 
ridad de  que  es  depositario  el  que  habla. 

Ultimamente  se  servirá  ver  el  Supremo  Tribunal,  que 
cuando  á  consecuencia  de  desacuerdos  y  disputas  sobre 
intereses,  llegan  á  enconarse  los  ánimos,  los  litigantes 
no  acuden  á  los  Tribunales  en  demanda  de  justicia,  si- 
no con  el  designio  de  asociarlos  á  la  venganza  que  se  pro- 
ponen tomar  de  su  adversario,  como  no  es  posible  acceder 
á  estos  deseos,  porque  las  leyes  tienen  trazada  la  senda 
que  el  Juez  ha  de  seguir,  se  apela  á  las  injurias,  á  los 
ocursos  y  á  las  quejas. 

Nada  estraña  el  que  suscribe  las  inculpaciones  de  par- 
cialidad y  prevención  que  le  hacen  en  el  anterior  escrito, 
pues  pai  ece  que  Don  Cipriano  Alvarado  se  ha  propuesto 
en  sus  cuestiones  con  Don  Manuel  Larrave,  injuriar  ó 
por  lo  menos  censurar  amargamente  á  todas  las  autorida- 
des ú  personas  que  intervienen  en  sus  negocios;  así  es  que 
no  ha  perdonado  ni  al  Juez  arbitro,  ni  á  su  Escribano,  ni 
al  Alcalde,  ni  al  Juez  de  hacienda,  ni  al  Tribunal  del  Con- 
sulado, ni  á  su  Asesor,  ni  al  Sr.  Juez  1°  y  en  fin,  ni  á  ese 
Supremo  Tribunal;  y  aunque  sea  muy  ajeno  á  la  cues- 
tión, él  no  deja  de  criticar  al  funcionario  de  quien  está 
disgustado.  Asi  es  que  en  un  ocurso  que  puso  ante  el  que 
habla,  por  los  procedimientos  del  Alcalde  2°  censuró  al 
Sr.  Juez  1°  En  la  ejecución  que  el  Lic.  Don  Agustín 
Monsón,  como  apoderado  de  Don  Saturnino  Tinoco  y  Do- 
fia  Juana  Chacón,  siguen  contra  Don  Cipriano  Alvarado, 
este  buscó  ocasión  en  un  escrito  que  presentó,  para  cen- 
surar las  determinaciones  que  en  otros  asuntos  suyos  se 
ha  servido  emitir  la  Corte  Suprema  de  Justicia;  por  lo 
que  en  auto  de  26  de  Junio  se  le  amonestó  para  que  en  lo 
sucesivo  cuando  se  ocupasen  sus  solicitudes  de  las  rela- 
ciones de  los  Tribunales,  y  especialmente  de  los  superio- 
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res,  lo  verifique  con  el  comedimiento  y  respeto  que  pre- 
vienen las  leyes. 

Omite  el  que  suscribe,  hablar  respecto  á  lo  resuelto  en 
el  ocurso  de  hecho  contra  los  procedimientos  del  Alcalde 
2°  ,  pues  habiéndose  mandado  que  el  Escribano  vaya,  la 
Suprema  Corte  se  impondrá  en  los  autos  y  determinará 
lo  que  estime  de  justicia. 

Es  todo  lo  que  tengo  que  informar  en  cumplimiento  de 
lo  mandado. 

Dardos.  (Ojo,  cita  1.) 

En  7  de  Julio  de  1860.  La  Corte  Suprema  de  Justicia 
señaló  el  11  del  mismo  para  la  vista,  y  en  esa  fecha  se  ale- 
gó lo  siguiente. 

Corte  Supre?na  de  Justicia. 

Cipriano  Alvarado,  protestando  una  profunda  conside- 
ración y  respeto  hacia  al  Supremo  Tribunal  á  quien 
tengo  la  honra  de  dirigirme,  voy  a  usar  de  mis  derechos 
en  vista  del  informe  emitido  por  el  Sr.  Juez  2°  de  1» 
Instancia,  relativo  á  la  queja  que  formulé  contra  él,  por 
haber  dictado  el  auto  de  22  del  pasado,  en  los  que  sigo 
criminalmente  contra  Don  Manuel  Larra  ve  por  injurias 
graves  y  calumnias  atroces,  y  por  cuya  providencia  se 
denegó  mi  petición  sobre  que  este  Señor  absolviese  las 
posiciones  escritas  que  presentaría  en  el  acto  de  practi- 
carse la  diligeneia,  habiéndome  también  denegado  la  a- 
pclacion  en  el  efecto  suspensivo  y  no  admitiéndola  mas 
que  en  el  devolutivo,  según  él  mismo  lo  informa  y  consta 
de  los  presentes  autos. 

La  voz  del  pueblo  es  la  de  Dios,  dice  un  provervio  vul- 
gar, y  sinembargo  no  pocas  veces  se  desmiente  la  infali- 
bilidad de  esa  aserción,  que  ha  llegado  ¡í  tomarla  evi- 
dencia de  una  máxima.    De  vez  en  cuando  el  pueblo  se 


equívoca,  juzga  de  las  cosas  con  festinación  y  delirio,  y 
sacrifica  una  víctima,  movido  acaso  por  una  impresión 
violenta  y  engañosa,  hábilmente  preparada  por  la  ene- 
mistad y  la  perfidia.  No  obstante,  esa  impresión  se  ge- 
neraliza, toma  proporciones  imponderables  y  su  influen- 
cia magnética  y  prodigiosa  lo  abraza  todo.  Huye  la  luz 
V  vienen  las  tinieblas:  muere  la  razón  y  es  un  ínstrumen- 
to  eiego  el  agente  regulador  de  nuestra  conducta.  Tal 
me  sucede  á  mi,  Señores:  estoy  bajo  la  funesta  influen- 
cia de  ese  anatema  siniestro;  y  basta  que  yo  sea  quien 
pida,  basta  que  yo  sea  quien  hable,  basta  que  yo  sea  el 
interesado  en  este  asunto,  para  que  se  diga  que  mi  peti- 
ción es  injusta,  que  mis  palabras  son  ofensivas,  que  no 
tengo  derechos  que  deducir  ni  asuntos  que  tratar,  y  que 
acudo  ¡i  los  Tribunales  por  desahogar  mi  pasión,  vertir 
injurias  y  vengar  agravios. 

Ignoro  si  mi  calidad  de  estrangero  en  este  pais;  si  la 
influencia  de  mi  adversario  y  la  pobreza  de  mi  situación, 
influyen  tan  poderosamente  en  la  suerte  que  me  cabe;  pe- 
ro, sea  de  esto  lo  que  fuere,  lo  cierto  es  que  todos  los  es- 
fuerzos que  hago  por  defenderme  son  inútiles:  que  todos 
mis  pasos  se  censuran:  que  todas  mis  palabras  se  conde- 
nan; que  mis  intereses  se  pierden,  que  no  hago  ni  digo 
cosa  que  no  me  salga  mal.  Esta  situación  es  deserpera- 
da:  capaz  de  volverme  loco:  no  sé  que  hacer! 

Acaso  la  pintura  mas  viva  de  esta  situación,  se  refleja 
del  modo  mas  significativo  en  el  informe  á  que  he  aludi- 
do. Voy  á  ocuparme  de  él  sin  perder  ni  uno  solo  de  sus 
conceptos,  y  veréis  Señores,  que  en  todos  sus  estreñios 
me  son  adversos:  que  no  espresan  una  idea  ni  desenvuel- 
ven un  pensamiento  que  no  induzca  prevención  y  parcia- 
lidad: veréis  que  contra  los  preceptos  mas  claros  y  Jermí 
siantes  de  las  leyes,  se  prejuzgan  mis  cuestiones  de  un 
modo  que  ni  siquiera  ha  podido  disimularse:  veréis  que  al 
propio  tiempo  que  se  disimula  la  conducta  injuriosa  y  a» 
gresiva  de  mi  contraparte,  se  exajera  la  mia  hasta  pre- 


—94— 

sentarme  con  los  colores  mas  depresivos;  y  por  ultimo, 
que  se  sacrifican  eu  su  obsequio  todos  los  principios  de 
mesura  y  consideración  y  hasta  la  dignidad  sagrada  de 
la  justicia,  bien  que  para  sincerar  de  una  vez  los  actos 
mas  absurdos  y  arbitrarios.  El  Juez  no  está  tranquilo 
en  el  testimonio  de  su  conciencia:  si  lo  estuviera  no  bus- 
caria  con  tan  ávido  empeño  datos  que  no  existen  en  su 
despacho;  no  me  haría  increpaciones  ligeras  sobre  prece- 
dentes que  no  conoce  sino  por  informes  interesados  y  par- 
ciales; y  por  último,  no  pretenderia  abrumarme,  hasta 
provocar  en  contra  mia  el  enojo  de  esta  Superioridad. 

Ciertamente  fué  una  equivocación  el  decir  en  mi  escri- 
to de  queja,  que  se  me  había  en  ambos  efectos  denegado 
el  recurso  de  apelación  que  interpuse  contra  el  auto  pro- 
ferido el  22  del  pasado;  pues  fué  mi  intención  decir  que 
el  recurso  no  se  me  había  admitido  en  ambos  efectos  sinó 
en  uno  solo,  y  que  esto  motivaba  en  parte  el  ocurso  de  he- 
cho á  esta  Suprioridad.  Convenidos  en  cuanto  á  esta 
rectificación,  paso  á  ocuparme  del  2°  párrafo  del  informe 
que  me  propongo  impugnar. 

Dice  el  Sr.  Juez,  que  el  decreto  citado  se  funda  en  la 
disposición  de  la  ley,  que  difiere  en  la  autoridad  Ja  califi- 
cación de  las  preguntas  que  una  parte  hace  á  la  otra  por 
via  de  posiciones,  y  que  no  pudiéndose  hacer  esta  de  mo- 
mento, por  necesitarse  talvez  de  un  examen  detenido  del 
interrogatorio,  debe  presentarse  este  con  la  debida  anti- 
cipación. Este  argumento  carece  de  la  solidez  y  fuerza 
que  se  le  pretende  dar,  pues  esa  calificación  á  que  se  alu- 
de nunca  ha  ofrecido  inconveniente  alguno,  no  digo  pre- 
sentándose las  posiciones  escritas  cual  yo  lo  he  hecho,  pe- 
ro ni  aun  combinándose  de  viva  voz  en  el  propio  acto  de 
su  absolución,  y  prueba  irrefragable  de  estos  asertos  es, 
que  hasta  ahora  se  presenta  el  caso  sin  ejemplo,  de  que 
se  resista  la  práctica  de  esa  diligencia  en  la  forma  que  la 
tengo  solicitada.  Si  el  Sr.  Juez  ha  tenido  las  conviccio- 
nes que  ahora  emite,  y  ellas  son  arregladas  á  la  ley  á  que 
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se  refiere,  ¿porqué  antes  de  ahora  no  las  ha  puesto  en 
práctica?  ¿Porqué  antes  de  ahora  admitió  que  el  Lic.  D. 
Agustín  Monzón  interrogara  á  su  cuñado  Don  Bruno  Al- 
varado  sobre  una  causa  criminal,  de  viva  voz  y  por  via  de 
posiciones  combinadas  en  el  propio'  acto  de  dirijirlas? 
¿Porqué  el  Sr.  Juez  1?  permitió  también  al  Lic.  Don  An~  , 
tonio  Otiz  y  Urruela,  que  interrogase  de  la  propia  suerte 
a  Don  Manuel  Vega  Piloto?  ¿Y  porqué  finalmente,  este 
mismo  Tribunal  concedió  al  citado  Lic.  Monzón  que  tam- 
bién usara  de  ese  propio  derecho  en  el  pleito  que  siguió 
como  apoderado  de  Don  Manuel  Calvez  contra  D.  Fran- 
cisco Nagera? 

Hechos  son  estos,  Señores,  muy  recientes  y  que  no  de- 
ben haberse  olvidado  ya,  y  otros  muchos  pudiera  citar  en 
apoyo  de  esta  costumbre  adoptada  siempre  y  sin  ecep- 
cion  alguna,  y  llama  notablemente  la  atención,  que  hoy 
que  pido  yo  lo  que  otros  han  pedido  y  lo  que  á  nadie  se 
ha  negado,  mi  solicitud  se  halla  vuelto  un  objeto  de  dis- 
cusión, de  dificultades  y  de  increpaciones,  á  cuales  mas 
gratuitas  y  severas,  y  que  se  busquen  en  el  apuro  de  jus- 
tificar ese  procedimiento,  argumentos  falaces  y  especio- 
sos para  coartar  el  uso  libre  de  mi  defensa.  En  efecto, 
el  referido  Juez  produce  todavia  dos  argumentos  mas  en 
apoyo  de  su  providencia:  1°  que  muchas  veces  al  califi- 
car de  momento  la  conducencia  de  las  preguntas,  ofrece- 
ría el  inconveniente  de  que  la  parte  interesada  entrase  en 
discusión  con  la  autoridad  interventora,  lo  cual  no  sería 
digno  de  ella;  y  2?  que  en  el  caso  ocurrente  también  se 
hace  necesario  calificar,  si  las  posiciones  formuladas  por 
mí,  deben  ó  nó  absolverse  bajo  juramento  por  la  parte 
del  Señor  Larrave.  Lo  1°  no  tengo  noticia  de  que  ha- 
ya sucedido  hasta  ahora,  y  las  cosas  deben  hacerse  por  lo 
que  generalmente  sucede  y  no  por  los  casos  remotos  y 
excepcionales;  y  además,  no  admito  ni  aun  en  este  even- 
to, que  alguno  fuese  tan  atrevido  que  disputase  con  la 
misma  autoridad,  ni  que  esta  fuese  tan  condesendiente 
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que  se  deprimiese  en  una  discusión.  Ahora,  si  se  tiene 
presente  que  las  posiciones  que  quiero  absuelva  Larrave, 
debo  presentarlas  escritas,  aun  menos  dificultad  ofrece 
que  llegada  la  ocasión  de  hacerlas,  el  Juez  eseluya  todas 
las  que  no  crea  conducentes,  salvo  el  uso  legítimo  de  mis 
derechos.  Menos  fundado  es  aun  el  que  deba  preceder  la 
calificación  repetida,  para  saber  si  debe  exijirse  su  res- 
puesta bajo  juramento  ó  sin  él,  porque  al  hacerse  dichas 
preguntas  al  confesante,  el  Juez  examinará  si  inducen  ó 
no  criminalidad  de  parte  suya,  para  advertirle  cuando  es- 
tá obligado  á  responder  bajo  juramento,  y  cuando  simple- 
mente apercibido.  Hasta  aquí  el  punto  de  cuestión,  y 
hasta  aquí  la  línea  que  no  debió  haber  traspasado  el  Juez 
al  emitir  el  informe  que  este  Supremo  Tribunal  se  dignó 
pedirle-,  pero  el  orgullo  y  la  suceptibilidad  no  tienen  lími- 
tes, y  era  preciso  que  estas  pasiones  buscasen  un  desaho- 
go que  acreditase  la  poca  rectitud  con  que  se  juzga  de 
mis  asuntos,  y  la  prevención  remarcable  que  se  tiene  con- 
tra mi  persona. 

Continua  diciendo  dicho  Juez,  que  siendo  repetidos  mis 
desacatos,  le  fué  preciso  llamarme  al  órden  por  medio  de 
apercibimientos  y  multas,  para  obsequiar  el  respeto  y  mi- 
ramiento que  le  es  debido  en  virtud  de  la  autoridad  que 
ejerce.  La  justicia  nunca  debe  ver  á  las  personas  sitió  á 
las  cosas,  y  si  tal  hubiese  sido  la  conducta  del  Juez,  an- 
tes que  á  mí  habría  apercibido  á  la  otra  parte.  Ella  me 
insulta  con  una  atrocidad  inaudita  en  escritos  anteriores 
á  Jos  mios,  y  si  el  Juez  ha  leido  unos  y  o 'ros,  no  debió  ha- 
ber pasado  desapercibidos  los  injuriosos  denuestos  con 
que  se  me  denigra;  y  si  tan  celoso  es  por  el  respeto  y  mi- 
ramiento que  le  son  debidos,  cstraño  mucho  que  ninguna 
providencia  haya  dictado  para  reprimir  los  ultrages  diri- 
jidos  contra  mi  persona. 

Pero  !vi  esto  llama  notablemente  la  atención,  todavia  es 
mas  notable  el  párrafo  siguiente,  porque  el  Juez  se  olvida 
hasta  de  sus  mas  sagrados  deberes,  prejuzga  la  cuestión 
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de  la  manera  mas  decidida,  y  hace  que  se  toque  con  evi- 
dencia su  venalidad  y  prevención. 

Dice,  que  este  Supremo  Tribunal  se  dignara  reconocer, 
que  cuando  los  litigantes  ocurren  a  los  tribunales,  á  con- 
secuencia de  desacuerdos  y  disputas,  no  lo  hacen  movidos 
por  un  sentimiento  de  justicia  sino  por  vengar  una  pa- 
sión, y  con  el  designio  manifiesto  de  asociarlos  á  la  ven- 
ganza que  se  proponen  tomar  de  su  adversario;  y  que  co- 
mo es  posible,  que  los  tribunales  secunden  miras  seme- 
jantes, apelan  aquellos  á  las  injurias,  á  los  ocursos  y  á  las 
quejas. 

La  redacción  de  este  trozo  espresa  conceptos,  que  solo 
leyéndolos  puede  concebirse  que  hayan  sido  espuestos  por 
una  autoridad,  sobre  ser  falso  en  lo  absoluto,  que  las  cues- 
tioies  judiciales  no  tengan  mas  objeto  que  la  satisfacción 
de  una  venganza,  porque  ya  no  habría  pleito  que  no  se 
dirijiese  á  este  fin,  y  en  tal  caso  los  tribunales  serian  ab- 
solutamente inútiles  para  obtener  por  su  medio  la  satis- 
facción de  nuestros  derechos.  El  Juez  prejuzga  en  este 
párrafo  el  último  resultado  de  la  acusación  que  tengo  for- 
mulada contra  el  Sr.  Larrave,  pues  á  ser  cierto  como  él 
dice,  que  no  he  ocurrido  á  su  autoridad  para  obtener  jus- 
ticia sino  venganza,  es  consiguiente  que  le  absuelva  de 
mi  acusación,  pruebe  lo  que  probaré,  y  resulte  lo  que  re- 
sultare, puesto  que  los  tribunales  no  pueden  asociarse  á 
esas  miras  ni  a  esa  clase  de  sentimientos. 

En  este  asunto  no  parece  sino  que  el  mismo  Juez  se 
propone  hacer  mi  mejor  defensa  con  respecto  á  la  injusti- 
cia de  sus  propias  increpaciones,  y  de  la  injusticia  tam- 
bién de  la  desfavorable  impresión  que  han  producido  mis 
cuestiones  con  el  repetido  Sr.  Larrave. 

Ciertamente,  creo  que  no  hay  un  ejemplo  en  los  anales 
de  la  administración  de  justicia,  semejante  al  que  hoy  me 
pasa  con  el  Sr.  Juez  2°  Es  admirable  como  se  empeña 
en  desprestigiar  mi  causa  presentándome  como  un  hom- 
bre irrespetuoso  y  atrevido,  sin  derecho  alguno  y  digno 
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del  oprobio  de  la  justicia,  y  especialmente  indigno  de  la 
consideración  de  este  Supremo  Tribunal;  y  como  para  ob- 
tener su  objeto  me  incrimina  de  mil  maneras,  dice  que 
acusé  al  Sr.  Alcalde  2°  ,  que  sensuré  al  Sr.  Juez  \<]  ,  que 
acuse  al  Asesor  del  Consulado,  á  éste,  al  Administra- 
dor de  rentas,  al  Escribano  del  Juez  árbitfo.  y  por  último 
que  no  he  respetado  ni  la  dignidad  invulnerable  de  este 
Supremo  Tribunal. 

Si  es  cierto  en  parte  algo  de  lo  que  el  Sr.  Juez  afirma, 
esto  no  es  de  sn  cuenta,  porque  no  se  le  ha  pedido  infor- 
me sobre  mi  vita  et  mor  ¡bus  ni  trata  de  justificarse  si  soy 
un  santo  ó  un  perverso,  sino  si  mi  solicitud  sobre  que  se 
absuelvan  por  Larrave  ciertas  posiciones,  debe  admitirse 
ó  ser  desechada.  Pero  el  Sr.  Juez  traspasando  todos  los 
límites  de  la  moderación,  se  acusa  á  sí  mismo  de  la  jus- 
ticia de  la  desconfianza  que  me  inspira.  Cierto  es  que 
acusé  al  Sr.  Alcalde  2°  ,  pero  el  mismo  Juez  ha  declara- 
do haber  sido  justa  mi  acusación,  puesto  que  le  declara 
responsable  de  infracción  de  ley  y  abuso  de  autoridad. 
Cierto  es  también  que  me  quejé  contra  el  Administrador 
de  rentas;  pero  lo  es  asi  mismo  que  este  Supremo  Tribu- 
nal ha  reconocido  la  justicia  de  mi  queja. 

No  es  falso  que  también  usé  de  este  mismo  derecho 
contra  el  Asesor  del  Consulado  y  el  Cónsul  Don  Antonio 
Aguirre;  pero  amigos  ambos  de  mi  contraparte,  dieron 
motivo  justificado  para  que  yo  intentase  inhibirlos  del  co- 
nocimiento de  mis  asuntos.  Este  ocurso  fué  debidamen- 
te atendido  por  esta  Superioridad,  y  en  prueba  de  ello  fué 
que  dictó  una  providencia  dirijida  a,  que  se  me  admi- 
nistrase pronta  y  cumplida  justicia,  haciendo  comprender 
de  esta  suerte  que  no  carecía  de  razón  la  queja  elevada 
al  Supremo  Tribunal,  queja  que  no  formulé  Binó  cuando 
habia  apurado  todos  los  medios  de  lenidad  que  estuvieron 
á  mi  alcance,  reclamando  de  los  mismos  individuos  que 
procedieren  cu  mis  negocios  con  menos  parcialidad  y  pre- 
vención.   Ni  es  falso  tampoco  que  acusé  al  Escribano  del 
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Juez  arbitro,  pero  tuve  un  motivo  muy  fundado  para  ello. 
Pendientes  mis  recursos  interpuestos  contra  el  laudo  pro- 
ferido por  este  Juez,  sin  mandato  suyo  ni  citación  mia, 
el  dicho  Escribano,  sin  poner  ni  razón  en  los  autos,  esten- 
dió á  favor  de  Larrave  cuantas  certificaciones  quiso  pe- 
dirle del  laudo  referido;  y  habiendo  sucedido  por  medio 
di.'  este  abuso,  que  Larrave  comenzara  á  mortificarme  con 
las  repetidas  copias,  desde  luego  puede  calificarse  si  fué 
ó  uó  fundada  la  acusación  que  fulminé  contra  él. 

La  narración  de  estos  hechos,  prueba  lo  que  digo  en  el 
2<¡  párrafo  del  exordio  de  este  escrito,  á  saber,  que  Ja 
sociedad  se  equivoca,  muchas  ypces  juzgando  de  las  cosas 
en  virtud  de  la  primera  impresión  que  se  le  ha  hecho 
concebir  de  ellas,  y  que  ese  error  se  difunde  con  tal  ge- 
neralidad, que  muchas  ocasiones  penetra  hasta  el  fondo 
mismo  del  santuario  de  la  justicia;  que  es  precisamente 
esto  lo  que  pasa  conmigo,  y  que  generalmente  se  juzgan 
mis  cuestiones  con  el  Señor  Larrave  de  un  modo  favora- 
ble para  él,  y  de  un  modo  siniestro  para  mí.  Sin  embar- 
go, llegará  tiempo  en  que  esa  impresión  se  desvanezca 
como  la  sombra  que  escapa  al  reflejo  de  la  luz,  porque 
discutidos  y  comprobados  los  hechos  se  verá  con  eviden- 
cia que  soy  un  hombre  bien  portado:  que  mi  conducta 
ha  sido  pura  y  limpia,  y  que  si  alguna  vez  se  me  consi- 
deró indigno  de  la  reputación  de  hombre  de  bien  que 
siempre  he  disfrutado,  se  cometió  contra  mí  el  acto  mas 
calificado  de  injusticia. 

También  me  incrimina  el  Juez,  asegurando  que  yo  he 
censurado  la  conducta  de  todos  los  Tribunales,  y  cita 
como  casos  de  ejempo  al  Juez  arbitro,  al  Juez  1»  y  aun  a 
este  mismo  Supremo  Tribunal.  Estos  conceptos  son  en  su- 
mayor  parte  falsos,  y  solamente  es  escrito  que  he  conde- 
nado la  conducta  del  Juez  árbitro;  pero  no  solo  lo  he  he- 
cho sinó  demostradolo  de  una  manera  legítima  v  comedi- 
da; y  aunque  algo  hubiera  dicho  que  pudiera  considerar- 
se injurioso,  aun  para  eso  habría  tenido  sobrada  razón, 
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porque  de  su  mal  procedimiento  trae  orijen  de  toda  mi 
ruina  y  todo  el  peso  de  mi  posición  actual.  Respecto 
de  esta  Superioridad,  solo  me  he  permitido  conservar  mi 
opinión  sobre  que  á  ella  incumbía  conocer  del  recurso 
qne  interpuse  contra  el  laudo  pronunciado  por  el  Señor 
Juez  arbitrador;  pero  cada  uno  es  dueño  de  pensar  co- 
mo mejor  le  parece  sobre  asuntos  disputables,  y  esto 
nadie  puede  asegurar  que  en  manera  alguna  implica 
una  ofensa,  por  mas  que  una  opinión  esté  en  pugna  con 
el  modo  de  pensar  de  personas  ilustradas  y  acreedoras  a 
toda  especie  de  consideraciones. 

Para  concluir  sobre  este  penoso  negocio  manifestaré  por 
último  á  la  Corte  Suprema,  que  el  Señor  Juez  2°  ,  por  el  he- 
cho mismo  de  haberle  pedido  yo  que  señalase  dia  y  hora  pa- 
ra que  el  Señor  Larrave  compareciese  ante  él,  y  absolvie- 
se las  posiciones  escritas  que  presentaria  en  el  acto,  debió 
comprender:  que  esta  era  una  indicación  delicada  de  que 
no  merecia  mi  confianza;  y  en  tal  concepto  no  debió  ha- 
ber provocado  la  manisfestacion  franca  que  me  vi  obliga- 
do á  hacer,  en  vista  de  la  denegación  contenida  en  el  au- 
to que  motivó  mi  ocurso;  y  demostrados  como  lo  quedan 
los  sólidos  fundamentos  que  abrigan  mi  sospecha,  me  ca- 
be aun  que  hacer  presente  á  esta  Superioridad:  que  la 
causa  criminal  que  se  instruye  contra  Larrave,  es  una 
causa  de  vida  ó  muerte  para  mí;  porque  ó  se  prueba  en 
ella  la  limpieza  de  mi  conducta  en  la  administración 
de  la  compañía,  y  que  se  me  ha  difamado  eon  ingratitud  y 
con  injusticia,  y  entonces  Larrave  es  reo  de  calumnia  y 
consiguientemente  de  los  delitos  y  fraudes  de  que  me  acu- 
sa; ó  por  el  contrario  se  justifican  estos,  y  entonces  no  sola- 
mente pierdo  mi  reputación,  la  confianza  de  todas  las 
personas  que  pudieran  favorecerme,  echando  sobre  mi  fa- 
milia una  mancha  vergonzosa,  sino  (pie,  ademas  deberá 
inflingirseme  la  pena  correspondiente  á  la  comisión  de  las 
faltas  y  delitos  imputados.  En  este  conflicto  pues,  aun- 
que no  fuera  justificable  mi  reservada  desconfianza,  como 
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lo  es  en  vista  de  los  antecedentes  de  que  he  hecho  mérito, 
justicia  había  para  escusarme  de  esa  falta;  pero  el  Sr. 
Juez  tiene  íntima  amistad  en  la  casa  de  Larrave,  ha  vivi- 
do largo  tiempo  en  la  suya  propia  el  sobrino  de  este;  y 
aunque  fuera  muy  remoto,  que  por  su  medio  se  pudiese 
trascender  el  contenido  de  mis  posiciones,  nadie  dudará  el 
peligro  á  que  me  espondria  con  respecto  á  las  demás  per- 
sonas auxiliares  de  la  oficina;  y  para  salvar  todo  evento 
que  me  pudiera  perjudicar,  nadie  me  negará  tampoco  la 
razón  (pie  tengo  para  no  esponerme  sin  necesidad  á  un 
peligro  de  esa  naturaleza. 
Por  tanto, 

A  la  Corte  Suprema  pido  se  sirva  revocaren  todas  sus 
partes,  el  auto  apelado,  y  mandar  que  el  Sr.  Juez  provea 
de  entera  conformidad  á  la  solicitud  de  que  he  hecho  mé- 
rito, y  que  se  revoque  la  pena  pecuniaria  por  ser  en  un 
todo  injusta  como  lo  he  demostrado.    Es  justicia  etc. 

Cipriano  Alvarado. 

A  este  alegato  falló  la  Suprema  Corte  revocando  el  au- 
to del  Sr.  Juez,  cuanto  á  que  se  recibieran  las  posiciones, 
V  dice  asi:  "Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatemala,  Ju- 
lio 26  de  1860.  Vistos  los  proveídos  de  veintidós  y  vein- 
ticinco del  próximo  pasado  Junio,  en  el  1"  de  los  cuales 
el  Juez  2*¡  de  Ia  Instancia  de  este  Departamento,  previe- 
ne á  Don  Cipriano  Alvarado  presente  las  posiciones  que 
pretenda  absuelva  Don  Manuel  Larrave  para  proveer 
acerca  de  ellas,  y  en  el  2°  declara  incurso  al  enunciado 
Alvarardo  en  la  multa  de  diez  pesos,  por  los  términos 
irrespetuosos  de  qiie  hizo  uso  al  notificársele  la  primera 
de  dichas  providencias.  Considerando:  que  no  hay  ley 
que  prohiba  la  admisión  de  posiciones  presentadas  en  el 
acto  de  ir  á  absolverlas,  y  mas  bien  se  deduce  lo  contra- 
rio de  la  que  establece  esta  clase  de  prueba,  por  lo  que 
mas  de  una  vez  se  ha  practicado  así  ante  este  Supremo 
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Tribunal:  que  en  canta  á  la  imposición  de  multa,  aparece 
justa  y  arreglada,  por  la  manera  descomedida  é  irrespe- 
tuosa con  que  Alvarado  se  espresó  en  la  enunciada  noti- 
ficación, estando  ya  apercibido  de  antemano  por  igual 
falta,  se  revoca  por  tanto  el  lo  de  dichos  proveídos,  en 
el  concepto  de  que  presentadas  por  escrito  ó  de  palabra 
las  posiciones  que  Alvarado  solicita,  el  Juez  para  admi- 
tirlas ó  desecharlas,  calificará  previamente  su  pertinen- 
cia ó  inconducencia:  quedando  confirmado  el  2°  de  di- 
chos proveídos  por  lo  relativo  a  la  multa  y  las  preven- 
ciones que  contiene,  y  devuélvanse  los  autos  con  eertifi- 

Casion.-MOLINA.-VALKNZÜELA.-ESCOVKDO.-TORIULLO. 


José  Doningo  Torieüo,  primer  Escribano  de  Cámara, 
Secretario  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Repú- 
blica de  Guatemala. 

Certifico:  que  á  este  Supremo  Tribunal  fué  presentado 
el  escrito  que,  asi  como  su  proveído,  son  como  sigue. — 
"C.  S.  de  J. — Cipriano  Alvarado,  respetuosa  y  atenta- 
mente digo:  que  el  auto  de  26  del  que  rije,  no  lo  creo  jus- 
to, en  cuanto  á  la  multa  de  diez  pesos,  que  sin  motivo  al- 
guno me  impuso  el  Señor  Juez  2o  de  l';1  Instancia  de  este 
Departamento;  solo  porque  le  manifesté  que  no  tenia  con- 
fianza en  él.  En  los  estrados  de  este  Tribunal  entiendo 
haber  demostrado  que  esa  desconfianza  no  era  capricho- 
sa. Efectivamente,  la  carta  que  exhibí  el  día  de  la  vista 
asi  lo  persuade,  y  yo  no  podía  dudar  de  tal  especie,  cuan- 
do en  mi  calidad  de  estrangero  no  conozco  á  la  mayor 
parte  de  las  personas  de  este  país.  También  estoy  segu- 
ro de  haber  probado  la  parcialidad  con  que  respecto  de 
mí  procede  el  Señor  Juez  2°  Al  menos  asi  lo  manifies- 
ta la  mala  tramitación  dada  á  todos  mis  negocios,  espe- 
cialmente á  éste,  y  aun  el  informe  emitido  en  que  sepa- 
rándose de  la  cuestión,  se  ocupa  únicamente  de  personall- 
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dades:  cosa  impropia  del  carácter  de  uu  funcionario  y  na- 
da digno  del  lenguaje  comedido  que  debe  siempre  em- 
plear, y  mas  al  dirijirse  á  la  Superioridad. — Pero  sea  de 
esto  lo  que  fuese,  si  el  exceso  que  se  me  increpa  fuera  de 
malicia,  justo  parecía  reprenderme  y  aun  castigarme. 
Mas  si  no  es  asi,  si  yo  no  he  tenido  ánimo  de  injuriar,  si- 
no solo  de  sostener  mis  derechos,  y  si  al  hacerlo  no  me 
espresé  con  la  propiedad  debida  en  Ja  notificación,  equi- 
vocando el  precepto  fastUer  in  re,  suaviter  m  modo,  ¿por- 
qué se  me  pena  con  una  inmerecida  multa?  ¿porqué,  cuan- 
do esto  im  se  hace  corrientemente  con  todos?  {Gur  tan 
varié}  Poco  ha  el  Lic.  Don  Raimundo  Arroyo  prorrum- 
pió en  tremebundas  injurias:  este  Tribunal  le  multó  por 
eso  en  cincuenta  pesos,  y  después  le  alzó  la  multa  y  dió  por 
libre,  y  esto  cuando  no  se  le  podia  considerar  afectado  de 
sus  intereses,  no  siendo  sino  un  simple  defensor  del  Co- 
ronel Guillermo  Kuoth,  cuando  como  Abogado  no  tenia 
escusa  de  haberse  servido  de  un  lenguaje  acre,  ofensivo  é 
irrespetuso,  y  cuando  tampoco  tuvo  los  particulares  moti- 
vos que  yo,  para  temer  que  se  cometiese  una  injusticia. 
Debido  es  pues,  que  asi  como  el  Lic.  Arroyo  se  salvó  de 
una  inmerecida  multa,  se  haga  lo  mismo  conmigo.  El 
procedimiento  debe  ser  uno,  porque  la  ley  es  la  misma 
para  todos;  y  porque  como  llevo  dicho,  si  en  mí  hubo  fal- 
ta, no  fué  de  malicia,  sino  consecuencia  del  calor  con  que 
hago  mi  defensa,  disimulable  sinembargo  atendhlas  to- 
das y  cada  una  de  las  circunstancias  mencionadas.  En 
cuya  virtud: — A  la  Corte  suplico  se  sirva  proveer  de  con- 
formidad; declarando  con  tal  objeto  insubsistente  el  auto 
á  que  me  refiero  en  la  parte  indicada,  ó  lo  que  parezca  al 
Tribunal.  Pero  si  no  se  accediese  á  mi  solicitud,  suplico 
igualmente  se  mande  compulsar  y  darme  certificación  de 
este  escrito  y  su  proveido:  del  auto  en  que  se  le  exhoncró 
de  la  multa  impuesta  al  Lic.  Arroyo,  para  hacer  valer 
mis  derechos  como,  cuando  y  en  donde  me  convenga.  Asi 
como  lo  pido,  procede  de  justicia  que  imploro  etc. — Ci- 
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priano  AI  varado. — Corte  Suprema  de  Justicia,  Guatema- 
la Julio  treinta  y  uno  de  mil  ochocientos  sesenta. — No 
ha  lugar  á  la  declaratoria  de  insubsistencia  de  la  providen- 
cia a  que  esta  parte  se  refiere:  désele  la  certificación  que 
solicita  de  su  anterior  escrito  y  del  presente  proveído,  en- 
tendiéndose á  su  costa;  y  por  lo  relativo  a  la  pretensión 
del  mismo  Al  varado,  sobre  que  se  le  dé  también  del  a- 
cuerdo  en  que  el  Supremo  Tribunal  mandó  alzar  una  mul- 
ta al  Lic.  Don  Raimundo  Arroyo,  traígase  con  lo  que  es- 
te diga  en  el  acto  de  la  notificación,  ó  por  separado  den- 
tro de  tercero  dia. — Molina. —  Valenzttela. — Escohedo. — 
./.  Domingo  Toriello. — Igualmente  certifico:  que  habien- 
do insistido  el  Sr,  Al  varado  en  que  se  le  diese  certifica- 
ción del  acuerdo  á  que  se  refiere  el  auto  inserto,  para  lo 
cual,  según  dijo,  no  estimaba  necesario  que  precediese  la 
citación  del  Sr.  Lic.  Arroyo,  pero  que  sise  creia  indispen- 
sable este  requisito,  solicitaba  se  verificase  por  medio  de 
despacho  a  causá  de  hallarse  el  propio  Señor  Arroyo 
en  la  Antigua  Guatemala;  este  Supremo  Tribunal  con  fe- 
cha trece  del  corriente,  se  sirvió  proveer  lo  que  sigue. — 
Mediante  á  que  Don  Cipriano  Al  varado  no  es  ni  ha  sido 
parte  en  el  espediente  relativo  a  la  imposición  y  levanta- 
miento de  la  multa  al  Lic.  Arroyo,  circunstancia  por  la  que 
se  ha  estimado  necesario  el  que  se  le  cite  para  poder  ó 
nó  dar  la  certificación  que  se  pide,  líbrese  despacho  ai 
Juez  de  Sacatepequez,  entendiéndose  á  costa  del  solici- 
tante. Hay  tres  rubricas. — J.  Domingo  Toriello" — Y  e- 
vacuada  en  esta  Capital,  por  el  Sr.  Lic.  Arroyo,  la  au- 
diencia que  se  le  dió  en  treinta  y  uno  de  Julio  próximo 
anterior;  esta  Superioridad  se  sirvió  dictar  el  auto  que  al 
pié  de  la  letra  diee:-"Corte  Suprema  de  Justicia,  Guate- 
mala, Agosto  dieziocho  de  mil  ochocientos  sesenta.  Con 
lo  espuesto  por  el  Lic.  D.  Raimundo  Arroyo,  y  en  aten- 
ción á  (pie  Don  Cipriano  Alvarado  no  es  parte  en  el  ne- 
gocio sobre  multa  impuesta  y  mandada  alzar  a  aquel  por 
el  Tribunal  pleuo;  uo  ha  lugar  la  solicitud  del  mismo  Al- 
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var.ulo,  contraída  á  que  se  le  mande  dar  copia  certificada 
(te  dicha  providencia-  debiendo  el  solicitante  pagar  las 
costas  de  ¡a  articulación.— Molina.— Valenzuela.— Es- 
cobedo. — J.  Domingo  To  riel  lo." 

V  en  cumplimieiitp  de  lo  man  dado,  pongo  la  presente  en 
Guatemala,  á  veintidós  de  Agosto  de  mil  ochocientos  se- 
senta.— J.  Domingo  Toriello. 


Juzgado  J<;  de  Ja  Instancia.  Guatemala,  Mayo  4  de  1860. 

Vistos:  Don  Cipriano  Alvarado  el  14  de  Diciembre  del 
año  próximopasado,  se  presentó  á  este  Juzgado  solici- 
tando una  medida  precautoria  respecto  al  Lic.  Don  Ni- 
colás Larrave,  con  quien  dijo,  había  pasado  lo  que  con- 
tiene el  papel  de  fojas  1?  ,  y  habiéndose  llamado  á  este 
se  le  amonestó  en  los  términos  convenientes;  mas  después 
Alvarado  ha  venido  acusando  á  Larrave  de  desafio  y  de 
lo  demás  que  espresa  en  su  declaración:  concluido  como 
lo  está  el  sumario  tan  solo  resulta  contra  Larrave  el  cargo 
de  conatos  de  riña,  manifestado  con  palabras  de  injurias  y 
con  portación  de  arma  prohibida,  aunque  sin  uso  ni  ex- 
hibición de  ella  el  que  no  merece  un  proceso  en  juicio 
escrito,  y  acerca  del  cual  hay  el  esclarecimiento  necesa- 
rio para  resolver  desde  luego,  sobreseyendo  al  mismo 
tiempo  en  la  acusación  de  desafio,  con  arreglo  á  la  reso- 
lución de  Cortes  de  18  de  Julio  de  1820.  Considerando 
que  dicho  cargo  es  muy  diferente  del  desafío  en  el  senti- 
do de  las  leyes  del  título  20  de  la  Novísima  Recopilación, 
pues  ademas  de  que  no  hay  prueba  que  Larrave  desafiase 
á  Alvarado;  aun  cuando  se  hubiesen  cruzado  palabras  de 
desafío  entre  las  demás  que  profirieron,  no  por  eso  de- 
biera estimarse  que  hubo  un  formal  duelo  á  muerte;  sinó 
mas  bien  una  provocación  á  riña,  pues  afortunadamente 
el  duelo  repugna  á  las  costumbres  del  pais,  y  si  en  tiem- 
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pos  de  barbarie  tuvo  el  carácter  de  un  juicio  de  Dios,  pa- 
ra suplir  las  pruebas  judiciales,  cuando  la  legislación  y 
Autoridad  pública  apenas  existían,  y  después  se  conside- 
ró como  un  privilegio  de  la  nobleza,  entonces  casi  inde- 
pendiente y  soberana,  por  lo  cual  pasó  al  estado  llano, 
y  de  cuyo  abuso  se  siguieron  gravísimos  males  que  de- 
ploraron y  trataron  de  reprimir  las  leyes  del  citado  títu- 
lo de  la  Novísima;  estos  inconvenientes  no  se  efectuaron 
en  este  pais  en  donde  el  buen  sentido  de  sus  moradores  ha 
estimado  el  duelo  como  un  rasgo  ridículo  de  quijotería,  y 
este  modo  de  verlo,  ha  impedido  su  uso  de  una  manera 
mas  eficaz,  que  no  la  infamia  legal  que  pesa  sobre  los 
duelistas,  ni  las  demás  penas  de  excepcional  severidad  que 
les  imponen  las  leyes,  particularmente  la  pragmática  de 
27  de  1816:  así  pues,  ese  aborto  de  la  barbarie  y  de  una 
ferocidad  brutal  es  una  plaga  que  no  ha  hecho  sentir  sus 
estragos  en  Guatemala,  de  manera  que  la  legislación  re- 
lativa á  tal  delito  sirve  únicamente  para  instrucción  his- 
tórica; y  en  atención  á  esto,  el  caso  de  que  se  trata  mas 
bien  esta  comprendido  en  los  artículos  51  y  52  de  la  ley 
de  29  de  Marzo  de  1826,  que  hablan  de  la  responsabilidad 
del  que  provoca  á  riña  ó  pelea  en  el  acto  de  una  injuria 
ú  ofensa,  ó  sin  mediar  estas  cosas:  considerando  que  si 
bien  Larrave  no  ha  podido  acreditar  que  Alvarado  lo  hu- 
biese provocado,  el  mismo  día  del  acontecimiento  que  dió 
lugar  á  esta  causa,  vertiendo  contra  su  tio  espresiones 
ofensivas,  sí  resulta  del  careo  de  fs.  Y]  vt.°  que  precedie- 
ron entre  ellos,  palabras  de  disgusto  de  las  cuales  aquel 
se  consideró  agraviado,  lo  que  dió  lugar  á  (pie  fuese  á  ca- 
sa de  Alvarado  a  pedirle  esplicaciones,  originándose  así, 
el  suceso  de  la  acusación:  que  en  cuanto  la  portación  de 
arma  prohibida  debe  tenerse  presente,  que  no  hubo  a- 
prehencion  ni  uso  de  dicha  arma,  y  que  actualmente  son 
conmutables  las  penas  en  que  se  incurre  por  delitos  con- 
sumados y  de  mas  importancia  (pie  la  portación  de  arma 
prohibida,  a  cerca  de  lo  cual  se  ha  introducido  una  tole- 
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rancia  tan  general,  que  si  no  es  un  argumento  para  dedu- 
cir su  licitud,  si  es  circunstancia  que  manifestando  el  po- 
co vigor  de  las  leyes  y  reglamentos  penales  que  existen 
sobre  el  [(articular,  autoriza  para  la  lenidad  del  castigo, 
mientras  ese  ramo  de  legislación  no  se  ponga  en  conso- 
nancia con  la  practica  y  las  costumbres;  por  tanto  y  en 
vista  de  lo  demás  que  resulta  del  sumario,  se  impone  á 
Don  Nicolás  Larrave  por  el  cargo  que  se  ha  referido,  la 
pena  correccional  de  15  $  de  inulta,  y  en  su  defecto  otros 
tantos  dias  de  arresto,  declarándose  que  en  nada  ha  des- 
merecido el  concepto  de  Alvarado  por  las  espresiones  in- 
juriosas que  le  dijo  aquel,  y  se  sobreseé  en  la  presente  a- 
cusacion  respecto  al  carácter  grave  de  desafio  con  que 
fué  presentada,  previa  consulta  de  la  Suprema  Corte  de 
Justicia. — Estrada. — Juan  Vicente  de  León. 

En  7  del  mismo  que  se  me  hizo  saber  esta  sentencia  a- 
pelé  de  ella  diciendo:  que  por  no  estar  arreglada  á  dere- 
cbo  ni  habérseme  dado  audiencia,  y  habiendo  sido  admi- 
tida dicha  apelación,  y  de  haberse  dado  la  tramitación 
corres[»omlieiite  ante  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  se 
dieron  los  fallos  siguientes. 

Corte  Suprema  de  Justicia.  Guatemala,  Agosto  14  de 
1860. — Vistos  y  considerando:  que  el  auto  de  4  de  Mayo 
último,  mandando  sobreseer  en  la  causa  instruida  contra 
el  Lic.  Don  Nicolás  Larrave,  por  agresión  con  arma  pro- 
hibida y  desafio  de  que  le  acusa  Don  Cipriano  Alvarado, 
fué  proferido  sin  audiencia  de  este,  apesar  de  que  el  ca- 
rácter con  que  gestiona,  es  el  de  acusador:  que  en  tal 
virtud  tal  pronunciamiento,  debe  estimarse  prematuro, 
por  haberse  dictado  sin  audiencia  de  parte  legítima;  y  por- 
que además,  siendo  la  acusación  incoada,  de  agresión  con 
arma  prohibida  y  de  desafio,  la  oportunidad  de  calificar 
estos  delitos  y  las  circunstancias  que  puedan  agravar  ó 
disminuir  la  delincuencia  del  procesado,  ó  su  absoluta 
inocencia,  no  es  ni  puede  ser  otra  que  aquella  en  que  la 


verdad  sea  esclarecida  cumplidamente,  y  no  cuando  tan 
solo  se  ha  instruido  una  parte  del  sumario.  Por  tanto, 
se  reroca  el  auto  apelado  de  que  se  ha  hecho  mérito- 
debiendo  en  consecuencia,  continuarse  el  procedimiento 
con  arreglo  á  derecho.    Molifiqúese  v  devuélvase  con  eer* 

íihcacion.—  Arrivíllaga.  Sarabia.— Escobedo.— J. 

Domingo  Tohiello. 

Y  habiendo  interpuesto  el  Procurador  de  pobres  el  re- 
curso de  suplirá  por  el  auto  anterior  y  sustanciado  el  ar- 
ticulo, se  proveyó  el  auto  siguiente,  en  el  cual  me  imponen 
la  multa  de  cinco  pesos  por  solo  haber  ridieulisado  los  dos 
dictámenes  de!  Fiscal,  según  se  ve  del  escrito  número  que 
sigue,  el  cual  recayó  en  razón  del  escrito  dicho  que  antecede. 

Corte  Spma,  de  Justicia.  Guatemala,  Setiembre  \o  dé  lüffi. 

Vistos:  atendida  la  naturaleza  del  auto  proferido  por 
esta  Superioridad  en   14  de  Agosto    próximopasado,  y 
con  presencia  de  lu  dispuesto  en  el  artículo  25  de  la  lev 
de  5  de  Diciembre  ,1c  839,  se  declara  sin  lugar  el  recurso 
«fe  suplica  interpuesto  por  el  procurador  de  pobres;  y  me- 
diante á  que  Don  Cipriano  Alvarado,  en  el  escrito  que 
antecede  se  ha  espresado  con  referencia  al  Sr.  Fiscal  en 
términos  descomedidos  é  irrespetuosos,  se  le  condena  en 
la  multa  de  cinco  pesos,  debiendo  la  Escribanía  de  Cá- 
mara copiar  los  párrafos  2?  y  3  ?  de  dicho  escrito  y  re- 
servar el  contenido  de  ellos  en  lo  secreto,  y  verificados 
tacharlos  en  el  original:  se  previene  igualmente  á  Don 
Cipriano  Alvarado  que  en  lo  sucesivo  no  presente  sus  es- 
critos sin  la  firma  del  Letrado  que  le  dirige.  Notifíquese 
y  devuélvase  la  causa  como  está  mandado.— Armvilla- 
ka.— S  ar  AVI  a.— Escobedo.— J.  D.  To  úkllo. 

Nota  — No  se  puede  multar  á  ninguno,  sin  hallarse 
sustanciados  los  autos  y  justificado  el  delito.— Cédula  de 
17  de  Diciembre  de  1740. 
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En  Seguida  proveyó  el  Juez  de  la  causa  que  se  tomase 
confesión  con  cargos  al  reo,  y  tomada  esta  proveyó  que 
se  le  hiciese  saber  al  acusador  el  estado  de  la  causa  parí* 
q  ie  dentro  de  tercero  dia  formalizase  su  acusación,  c! 
cual  después  de  haberse  impuesto  de  la  causa  presentó  el 
(escrito  siguiente, 

Señor  ,/ucz  1.»  de  1;>  Instancia. 

Cipriano  Al  y  arado,  ante  U.  en  la  mejor  furnia  espongo: 
que  antes  de  formalizar  mi  acusación  contra  Don  Nico- 
lás Larrave,  por  haberme  desafiado,  creo  conveniente 
recordar  al  Señor  Juez  que  ya  debió  haberse  dictado  el 
auto  de  prisión  formal  contra  el  espresado  St\;  porque  el 
Supremo  Tribunal  asi  lo  ordena  al  decir  que  se  proceda 
conforme  á  derecho;  porque  la  ley  2  título  20  libro  12  de 
la  Novísima,  no  requiere  mas  que  indicios  y  congetu- 
ras  para  probar  e)  delito  que  tengo  acusado;  porque  el 
decreto  de  Cortes  de  11  de  ¡Setiembre  de  1820,  dice  en  sa 
artículo  1°  ,  que  para  proceder  á  la  prisión  de  cualquie- 
ra español,  previa  siempre  la  información  sumaria  del  iic- 
cho,  no  se  necesita  que  esta  produzca  una  prueba  plena 
ni  semi-plena  del  delito,  ni  de  quién  sea  el  verdadero  de- 
íi licítente;  porque  el  mismo  decreto  en  el  artículo  20  dice 
así:  "Solo  se  requiere  que  por  cualquier  medio  resulte  de 
,,  dicha  información  sumaria:  1°  el  haber  acaecido  un  he- 
M  cho  que  merezca  según  la  ley,  ser  castigado  con  pena 
.,  corporal,  y  2?  que  resulte  igualmente  algún  motivo  ó 
;,  indicio  suficiente,  según  las  leyes,  para  creer  que  tal  ó 

tal  persona  ha  cometido  aquel  hecho.";  y  en  fin,  porque 
de  la  sumaria  aparecen  las  pruebas  siguientes: — á  fojas  3 
vto.  y  5,  dice  el  Lic.  Don  Antonio  Cruz,  que  Larrave  me 
asechaba  en  la  puerta  de  mi  casa;  y  que  con  palabras  in- 
juriosas me  obligaba  á  aceptar  el  desafio.  La  Sra.  Juana 
Dia?,  á  fojas  6  vto.  y  7,  asegura  que  yo  líame  testisgos, 
para  que  presenciaran  el  atentado  de  Larrave;  y  que  el 
Lic.  Cruz  mediaba  entre  los  dos,    A  fojas  siete  vuelto  es- 
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pone  Trinidad  Contreras:  que  Larrave  estaba  armado  dis- 
putando conmigo.'  Vicenta  Domínguez  á  fojas  8  vto.,  di- 
ce lo  mismo.  Dolores  Andrino  a  fojas  19  vto.  y  20:  que 
Larrave  me  trató  de  sinvergüenza  y  cobarde,  dieiendome 
que  saliera  á  la  calle  si  era  hombre;  y  últimamente  el 
mismo  reo  ha  confesado:  que  me  aseché  en  la  calle  del 
comercio,  y  que  después  fué  á  mi  casa  á  injuriarme,  ar- 
mado de  un  revólver.  Me  parece  Señor  Juez,  que  estas 
pruebas  son  mas  que  suficientes;  y  por  tanto, 
A  U.  suplico  se  sirva  decretar  el  auto  de  prisión  formal 
contra  el  Sr.  Larrave,  y  mandar  que  se  me  den  los  autos- 
para  pedir  lo  que  convenga  á  mi  derecho.  Es  justicia  etc. 

Aun  no  sé  que  se  preverá  de  este  escrito,  pero  debe  ad- 
vertirse que  cuando  á  un  pobre  jornalero  ó  infeliz  desva- 
lido se  le  coge  en  la  calle  con  un  cuchillo  ó  machete  que 
talvez  lo  lleva  para  su.  trabajo,  que  son  brutos  y  no  sa- 
ben ni  lo  que  hacen,  ni  conocen  las  penas  que  les  impone 
la  ley,  y  cae  en  manos  de  la  justicia  aunque  no  haya  o- 
fendido  en  nada  á  ninguna  persona,  en  un  abrir  y  cerrar 
de  ojos  se  le  mete  á  la  cárcel  y  se  le  impone  la  pena  de 
3  ó  4  dias  de  cadena;  y  si  le  va  bien,  tiene  quien  se 
empeñe  por  él,  y  no  ha  vertido  palabras  injuriosas  contra 
alguno,  á  mucho  trabajo  sale  ese  infeliz  pagando  cinco 
pesos  de  multa,  que  por  lo  menos  le  cuesta  un  mes  de  tra- 
bajo para  ganarlos;  y  si  esto  le  cuesta  á  un  infeliz  igno- 
rante, ¿qué  merecerá  un  Abogado  que  conoce  las  leyes  y 
las  penas  rigurosas  que  imponen  á  los  que  cometen  se- 
mejantes faltas,  y  que  tienen  la  obligación  de  dar  ejemplo 
;'t  la  sociedad,  y  tanto  mas  este  que  en  ese  tiempo  era  Re- 
gidor de  la  Municipalidad,  no  sé  que  cosa  del  Hospital 
y  Secretario  del  Ilustre  colegio  de  Abogados?  pero  asi 
son  las  cos;is. 

(jo  que  oeiirra  sobre  esta  causa  y  sobre  todas  las  de- 
más te  daré  oportuno  aviso,  mandándote  copias  de  los 
autos  que  recaigan,  y  de  los  escritos  que  se  crucen. 


Corte  Suprema  de  Justicia. 


Cipriano  AI  varado  en  la  crimina)  instruida  contra  el 
Lic.  Don  Nicolás  Larrave,  por  los  delitos  de  desafío  y 
agresión  eon  arma  prohibida,  como  mejor  lugar  hubiere, 
impetuosamente  ante  la  Superioridad  espongo:  que  ha- 
biendo suplicado  el  prevenido  del  auto  de  14  del  que  rige, 
se  mandó  traer  con  lo  que  diga  el  Sr.  Fiscal,  y  yo  como  a- 
cusador.  Mas  evacuada  dicha  audiencia  por  el  primero,  en 
el  dictamen  (pie  precede,  paso  á  verificarlo  en  la  parte 
que  me  toca. 

Si  el  Sr.  Fiscal  no  se  opone  al  otorgamiento  del  indi- 
cado recurso  interpuesto,  yo  sí,  aunque  no  caprichosa- 
mente, como  acaso  suponerse  pudiera,  sino  fundado  en 
los  principios  que  siempre  he  sostenido  y  en  la  firme 
creencia  de  que  como  dice  Fr.  Antonio  Montiel. 

Las  leyes,  sin  cuidado   de  zelarlas, 
Es  mejor  no  ponerlas,  que  olvidarlas. 

Ni  de  esperarse  era  otra  cosa  del  Sr.  Fiscal,  quien 
contrariando  los  principios  de  esta  Superioridad,  resiste 
abiertamente  todo  cuanto  de  alguna  manera  tiende  á  fa- 
vorecer á  los  infelices  y  no  se  opone  á  las  pretensiones  de 
los  poderosos,  aunque  sean  injustas,  so  pretesto  de  que 
importa  no  fomentar  la  excitación  de  los  ánimos,  ni 
ocasionar  gastos,  ni  perder  tampoco  el  tiempo  en  los  es- 
trados de  los  Tribunales. 

Empero,  si  ese  funcionario  se  muestra  tan  filantrópico 
y  lleno  de  tantas  contemplaciones  solo  para  que  no  se 
proceda  á  la  averiguación  y  castigo  de  los  delitos  cometi- 
dos por  dicho  Lic.  Larrave,  cambiando  así  ¡quién  lo  cre- 
yera! su  pa(>el  de  Fiscal  en  el  de  Procurador  de  pobres,  yo 
gustoso  en  esta  vez  tomo  sobre  mí  el  desempeño  de  las 
altas  funciones  de  su  ministerio,  porque,  como  él  mismo 
dice,  cuando  las  partes  se  extravian,  ó  hay  temor  de  que 
lo  hagan,  debe  hacérselas  volver  al  buen  camino. 

El  auto  de  sobreseimiento,  como  el  de  que  hablo,  es  in- 
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suplicable.  Así  se  ha  estimado  siempre.  Esta  es  la  doc- 
trina que  ensenan  los  criminalistas  antiguos  y  modernos, 
entre  los  cuales  Eseriehe  dice:  "Recibida  en  la  audien- 
cia la  causa  original  ó  el  testimonio  espresado  con  el 
auto  de  sobreseimiento  que  se  consulta,  se  oye  al  Fiscal* 
quien  dá  su  dictamen  de  palabra  ó  por  escrito,  y  sin  mas 
trámites,  ni  necesidad  de  vista  formal,  se  da  desde  lue- 
go la  determinación  que  fuere  del  caso,  de  la  cual  no 
hay  lugar  a  súplica." 

Es  verdad  que  la  ley  que  esc  escritor  cita  no  está  en 
práctica  en  nuestro  foro;  sinembargo,  consideraciones  al- 
tamente hacen  que  aparezca  esa  opinión,  como  la  mas 
cierta  y  segura,  y  de  consiguiente  la  que  no  hay  duda  de- 
be adoptarse. 

Ademas  se  convendría  conmigo,  que  aun  prescindiendo 
de  eso,  el  auto  de  sobreseimiento  no  puede  calificarse  sino 
de  interlocutorio.  Al  menos  este  es  el  sentir  de  los  Doc- 
tores Gómez  de  la  Serna  y  Montalvan,  en  el  párrafo 
2?  ,  sección  5*  ,  título  5?  ,  libro  4»  de  su  Tratado  acadé- 
mico forence  de  procedimientos  judiciales,  y  el  de  los  SS. 
Garcia  Goyena  y  Aguirrc,  quienes  dicen:  "Por  otra  par- 
te, cuando  al  Juez  se  le  coloca  en  la  posición  de  tener 
que  reconocer  los  autos  con  la  misma  escrupulosidad  y  de- 
tenimiento que  para  pronunciar  la  sentencia,  puesto  que 
el  juicio  que  lia  de  formar  sobre  los  mismos  estreñios  en 
que  está  fundada,  ¿qué  término  se  le  concede  para  este 
acto  tan  sério  é  interesante?  Indudablemente  el  peculiar 
de  ■  •>>  autos  interlocutorios,  porque  á  esta  clase  pertene- 
ce el  de  soltura.  Y  siendo  así,  ;  no  es  la  mayor  anoma- 
lía (pie  para  dos  cosas  que  ¿raigan  trabajos  iguales,  una 
misma  dase  de  estudio,  y  sobre  una  misma  cosa  se  con- 
cedan términos  tan  desiguales  como  de  tres  y  ocho  dias? 
Verdad  es  que  el  fallo  definitivo  se  va  á  decidir  de  la 
suerte  del  encausado,  y  (pie  por  lo  mismo  necesita  ronce- 
derse  al  Ju<  z  un  término  suficiente  para  pensar  sobre  el 
resultado  de  los  autos;  pero  también  es  cierto  que  en  la 
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providencia  de  libertad,  se  va  á  consignar  un  precedente 
que  indirectamente  obliga  á  llevarle  adelante  en  la  sen- 
tencia." 

Ahora  bien,  como  en  el  artículo  25,  sección  4*  ,  capítu- 
lo 1?  de  la  ley  de  5  de  Diciembre  de  1839,  se  dispone:  que 
no  haya  súplica  de  los  autos  interlocutorios  pronunciados 
por  la  Corte,  aun  cuando  tengan  fuerza  definitiva,  ó  sean 
pronunciados  por  ella  originalmente,  siendo  interlocuto- 
rio  el  de  4  de  Mayo  último,  que  mandó  sobreseer  en  el 
procedimiento  contra  el  susodicho  Lic.  Larrave;  también 
lo  es  el  de  14  del  que  rije,  en  que  este  Supremo  Tribunal 
se  dignó  revocar  aquel  ;luego  es  insuplicable,  que  era  lo 
que  me  proponía  demostrar.  En  cuya  virtud," 
A  la  Corte  Suprema  encarecidamente  pido,  se  sirva,  ha- 
biendo en  estos  términos  por  evacuado  el  referido  tráiga- 
se, declarar  sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  el  procu- 
rador de  pobres,  á  nombre  y  representación  del  Lic.  Don 
Nicolás  Larrave,  y  además  condenar  especialmente  á  és- 
te á  que  pague  las  costas  ocasionadas  con  motivo  de  tan 
temeraria  como  improcedente  solicitud;  pues  cuanto  su- 
plico es  de  justicia  que  imploro. 


A  consecuencia  de  la  causa  que  se  le  sigue  al  Licen- 
ciado Don  Nicolás  Larrave  por  defraudación  a  la  renta 
pública  en  ocasión  que  era  empleado  de  Aduana,  y  por 
motivo  de  haber  sido  denunciado  por  mí  el  hecho  á  la 
Corporación  del  Consulado,  no  haber  esta  admitido  mi 
escrito,  ocurrí  de  hecho  á  la  Corte  Suprema  quien  ordenó 
se  hiciese  el  uso  correspondiente  de  mi  aviso,  y  en  razón 
de  haber  tratado  en  la  Aduana  de  salvar  al  reo  á  todo 
trance,  y  por  haber  conseguido  del  Fiscal  un  pedimento 
en  que  se  me  complicase  a  mí  en  la  defraudación  única 
mira  que  desde  su  principio  se  propuso  Larrave  para  sal- 
varse, y  habiendo  puesto  un  auto  el  Juez  de  Hacienda 
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mandando  se  cumpliese  el  pedimento  Fiscal,  apelé  de  él, 
y  luego  que  se  señaló  día  después  de  hecha  la  relación  a- 
legué  lo  siguiente. 

Corte  Suprema  de  Justicia. 

La  relación  que  acaba  de  hacerse  de  la  causa  criminal 
instruida  contra  el  Licenciado  Don  Nicolás  Larrave,  por 
el  delito  de  defraudación  de  los  derechos  fiscales,  cometi- 
do á  la  sazón  que  se  hallaba  de  empleado  en  la  misma  A- 
duana,  dá  una  idea  exacta  del  orden  que  se  ha  guardado 
en  el  procedimiento,  del  notable  interés  que  se  muestra 
allí  en  la  misma  Administración,  por  sacarle  avante  de  la 
grave  responsabilidad  contraída;  cuyo  interés,  si  se  quie- 
re, aun  se  representa  de  una  manera  mas  sensible  en  la 
conducta  del  propio  Ministerio  Fiscal,  que  con  la  saga- 
cidad que  acostumbra,  ha  torcido  también  por  su  parte 
ei  orden  de  proceder  mudando  el  aspecto  de  la  causa, 
complicándome  á  mí  en  su  resultancia,  y  haciendo  como 
que  se  olvida  de  que,  lo  que  caracteriza  mas  la  criminali- 
dad imputada  al  Sr.  Larrave,  no  es  tanto  que  hubiese  de- 
fraudado los  intereses  públicos,  sinó  que  lo  hubiese  hecho 
¡sendo  un  empleado  de  la  misma  hacienda. 

Si  yo  me  quejo,  Señores  Magistrados,  de  la  falta  de 
rectitud  é  imparcialidad  con  que  se  ha  conocido  de  mis 
asuntos,  razón  tengo,  ya  lo  veis.  Por  mas  que  no  quiera 
decirlo,  la  riqueza  y  la  influencia  personal  se  abren  una 
brecha  espaciosa  aun  en  el  lugar  sagrado  de  la  justicia. 
Y  no  solo  se  atrepellan  mis  derechos  en  obsequio  suyo, 
sinó  que  se  atropellan  también  los  intereses  públicos  y 
el  defensor  de  ellos,  infringe  á  su  vez  sus  deberes,  trai- 
ciona el  ministerio  augusto  de  su  destino,  y  convierte  en 
contra  mia  las  propias  constancias  que  condenan  á  mi 
adversario. 

Todos  estos  puntos  que  he  tocado  con  harta  generali- 
dad, me  propongo  demostrarlos  en  el  presente  escrito, 
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con  una  evidencia  palmaria,  y  con  tal  objeto  voy  á  divi- 
dir la  cuestión  en  dos  partes:  1  ?  sobre  la  irregularidad 
con  que  se  ha  procedido  en  la  causa;  2  ?  sobre  la  injus- 
ticia y  parcialidad  del  pedimento  fiscal  que  ha  motiva- 
do el  recurso  de  la  apelación.  Y  demotrado  uno  y  otro, 
deduciré  en  seguida  la  inconsecuencia  del  propio  pedi- 
mento citado. 

Consta  á  esta  misma  Superioridad  que  la  causa  se  ini- 
ció a  consecuencia  de  haberse  denunciado  por  mí,  la 
existencia  en  mi  poder  de  ana  carta  en  que  aparece  que 
el  Licenciado  Don  Nicolás  Larrave  hizo  descargar  en  su 
casa  varios  objetos  de  comercio,  sin  previo  aviso  de  la 
Administración,  y  consiguientemente  sin  cubrir  los  dere- 
chos fiscales.  Digo  que  consta  esa  especie^  por  que  preci- 
samente fué  por  este  Supremo  Tribunal  que  se  acordó  se 
trascribiese  al  Ministerio  público  la  relación  del  hecho 
denunciado,  para  que  en  su  vista  pidiera  lo  conveniente. 
Pues  bien,  sucedió  que  esta  providencia  pudo  trascender- 
se y  llegar  á  oidos  del  Sr.  Larrave;  quien  se  anticipó  en- 
tonces a  imanar  por  la  mano,  presentando  escrito  a  la  Ad- 
ministración de  rentas  para  que  siguiese  una  información 
sobre  el  particular.  Iniciada  así  la  causa  y  acumulado  á 
ella  el  antecedente  de  que  he  hecho  mérito,  á  mí  se  me 
tomó  declaración  sobre  varios  puntos  propuestos  por 
Larrave;  y  como  se  dignará  observarlo  el  Supremo  Tri- 
bunal, él  se  propuso  probar  dos  estreñios:  1  ?  que  los  e- 
fectos  dé  que  se  viene  haciendo  mérito,  eran  de  mi  eschi- 
siva  pertenencia,  y  2  ?  que  la  defraudación  de  sus  dere- 
chos, se  habia  realizado  por  el  Sr.  Larrave  en  ocasión 
que  ya  no  tenia  destino  en  el  ramo  de  rentas.  Estas  dos 
proposiciones  son  en  lo  absoluto  falsas,  como  voy  á  dc- 
inostralo. 

Del  documento  folio  33,  resulta  probado,  que  Don  Gil 
Chacón  mi  hermano,  y  Don  Manuel  Larrave,  tio  del  pre- 
venido, tenian  celebrada  una  sociedad  de  comercio,  en  la 
cual  se  consignó,  sin  contar  previamente  con  mi  asentí- 
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miento,  que  yo  intervendría  en  liquidaciones  de  cuentas 
y  en  la  entrega  de  los  retornos  consignados  por  mi  her- 
mano á  su  socio  Don  Manuel  Larrave.  En  este  solo  con- 
cepto fué  que  yo  tomé  á  mi  cargo  la  remisión  á  que  se 
contraen  los  autos  criminales  de  que  se  hace  mérito;  y 
prueba  evidente  de  esíos  asertos  es,  la  carta  de  envío  di- 
rigida por  mí  al  Sr.  Larrave,  cuando  le  remití  los  objetos 
que  introdujo  clandestinamente  á  su  casa  su  sobrino 
Don  Nicolás.  Realmente  ¿  A  qué  venia  que  yo  le  diese 
cuenta  de  los  vinos  averiados  que  se  enagenaron  por  mí 
en  Escuiutla,  si  estos  eran  mios  y  no  tenia  ningún  inte- 
rés en  ellos  el  Sr.  Larrave  ?  ¿  Porqué  especificarle  los 
precios,  designarle  la  persona  compradora,  y  darle  aviso 
de  que  esta  debia  cubrirle  a  él,  el  valor  total  de  ellos  ? 

Con  el  designio  de  insistir  mas  atribuyéndome  la  pro- 
piedad de  los  efectos  repetidos,  el  Sr.  Larrave  se  empeña 
en  sostener  que  el  buque  conductor  era  de  mi  propiedad, 
que  dichos  objetos  vinieron  á  mi  cargo,  y  que  en  el  sentido 
de  pertenecerme,  hube  de  enajenar  el  resto  de  existencias 
al  Lic.  Don  José  Lara;  pero  todo  esto  voy  á  esplicarlo,  a- 
poyado  en  las  propias  constancias  de  la  actuación.  Cons- 
ta por  esta  y  el  documento  que  antes  he  citado,  que  el 
buque  referido  pertenecía  esclusivamente  á  mi  hermano, 
y  no  hay  constancia  alguna  de  que  fuese  mió.  Prueba 
de  esto  es,  que  enajenado  que  fué,  las  letras  de  su  precio, 
se  consignaron  á  favor  del  Sr.  Larrave  por  cuenta  del 
saldo  que  mi  hermano  le  quedó  debiendo  por  resultas  de 
la  mencionada  Compañía.  Ahora  (pie  estas  letras  se  hu- 
biesen endosado  después  á  mi  favor  por  el  referido  Lar- 
rave, nada  prueba  contra  lo  que  queda  asentado;  porque 
dicho  endoso  tuvo  origen  en  la  disolución  de  la  Compa- 
ñía de  Larrave  y  Chacón,  y  de  la  responsabilidad  que  yo 
contraje  á  favor  de  éste,  respondiendo  del  alcance  contra 
mi  hermano. 

Pero  aun  suponiendo  que  dicho  buque  me  hubiese  per- 
tenecido, eso  no  probaria  de  ninguna  manera  que  fuesen 


—117— 

míos  los  objetos  que  él  condujo;  y  mucho  menos,  constan- 
do como  consta,  que  pertenecían  á  la  Compañía  Larrave 
y  Chacón. 

Que  hayan  venido  a  mi  cargo  los  artículos  menciona- 
dos, menos  prueba  la  propiedad  que  de  ellos  se  me  atri- 
buye; pues  si  esto  fué  asi,  como  antes  lo  he  dicho,  los 
Señores  Larrave  y  Chacón  me  hicieron  á  su  voluntad  su 
mandatario,  y  me  confirieron  el  cargo  de  intervenir  con 
sus  asuntos;  y  esto  toma  mayor  evidencia,  si  se  tiene  pre- 
sente, que  en  esa  época  yo  me  encargaba  corrientemente 
de  los  intereses  de  Larrave,  administrándolos  y  dispo- 
niendo de  ellos  según  me  parecía,  todo  en  virtud  de  am- 
plias facultades  de  que  me  tenia  revestido.  Y  si  como 
en  este  caso  obré  por  mandato  precedente  de  ambos,  no 
lo  hubiese  hecho,  sinó  en  virtud  de  las  facultades  que  me 
tenia  conferidas  Larrave,  ni  asi  podria  deducirse  la  con- 
secuencia violeuta  de  la  repetida  propiedad  con  que  se 
pretende  exculpar  un  delito,  cuya  comisión  yo  mismo  he 
denunciado.  Se  concluye  de  lo  dicho  lo  inconducente  de 
los  argumentos  que  he  combatido.  Veamos  ahora  que 
puede  deducirse  de  la  venta  que  hice  del  último  resto  de 
vinos  que  se  alega.  Si  vendí  al  Sr.  Don  José  Lara  el  re- 
ciduo  de  la  especie  que  se  menciona,  eso  consistió  en  que 
disuelta  en  Mayo  de  58  la  Compañía  Larrave  y  Chacón, 
yo  arreglé  las  cuentas  respectivas  y  contraje  la  respon- 
sabilidad del  adeudo  de  mi  hermano  á  favor  de  Larrave, 
según  consta  de  la  razón  consignada  en  el  libro  de  éste, 
y  en  tal  concepto  tomé  á  mi  cargo  aquellas  existencias. 
Prueba  también  de  esto  es,  que  el  precio  de  los  repetidos 
vinos  lo  cosigné  á  la  casa  de  Larrave,  quien  percibió  una 
parte  de  dicho  precio,  que  pagó  el  Sr.  Lara. 

Probado  hasta  aquí  el  falso  supuesto  de  juzgarme  due- 
ño de  las  mercaderías  á  que  se  contrae  este  escrito,  es  del 
caso  hacer  notar  la  irregularidad  del  procedimiento  adop- 
tado. En  primer  lugar,  lo  1°  que  advierto  es  la  falta  de 
sigilo  que  se  guarda  en  las  oficinas  sobre  los  actos  de  jus- 
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ticia;  aun  no  se  había  trascrito  al  final  del  párrafo  de  mi 
demanda  contenido  en  el  libelo  que  presente  á  esta,;  Su- 
perioridad, y  ya  el  Sr.  Larrave  advertido  de  aquella  pro- 
videncia, ocurre  al  Juez  de  Hacienda  pidiéndome  una  sa- 
tisfacción. Este  funcionario  acoje  la  solicitud  con  mar- 
cada benignidad  y  con  un  empeño  indecible  para  since- 
rar la  reputación  de  Larrave.  En  2°  lugar,  cuando  el 
superior  mandato  le  obliga  á  instruir  la  cania,  entonces 
procurando  llenar  la  forma  del  procedimiento,  llama  al 
acusado  para  tomarle  declaración  indagatoria,  aunque  de 
ella  resulta  su  criminalidad,  puesto  que  no  pudo  dejar  de 
reconocer  la  carta  que  me  escribió  dándome  noticia  de 
haber  introducido  fraudulentamente  los  efectos  remitidos,, 
no  se  dicta  contra  él  auto  motivado  de  prisión,  y  se  con-, 
tiniía  el  procedimiento  de  un  modo  irregular  y  contra  de- 
recho. 

Yo  no  sé  de  ninguna  ley  que  autorice  semejante  conduc- 
ta, ni  que  establezca  un  orden  de  proceder  diferente  del 
común,  cuando  sean  personas  de  categoría  las  que  moti- 
van el  cncausamiento.  Veo  sí  que  las  leyes  de  defraudación 
y  de  contrabando,  caen  á  tajo  sobre  el  infeliz:  que  apenas 
se  dice  que  uno  está  fabricando  aguardiente  clandestino 
en  dos  ó  tres  ollas  de  barro,  cuando  ya^ap  la  policía  sobre 
él,  y  en  un  abrir  y  cerrar  de  ojos  se  fulmina  el  auto  de  bien 
preso:  que  seguidamente  se  provee  la  escarcelacion  bajo 
de  fianza,  y  que  no  pasa  mucho  tiempo  siu  dictarse  una 
sentencia  condenatoria,  en  la  cual  se  imponen  tantos  días 
de  cárcel  conmutables  con  tantos  pesos  de  multa.  ¿Por- 
qué será  esto  Señores?  ¿Porqué  será  que  contra  Don  Ni- 
colás Larrave  no  se  ha  procedido  de  esa  misma  suerte? 
¿hay  proporción  entre  la  falta  cometida  por  un  ignorante 
6  por  un  infeliz,  (pie  obra  á  impulsos  de  la  necesidad,  con 
h>  que  cómele  un  hombre  de  Ierras,  de  riqueza  y  de  posi- 
ción social,  y  (pie  al  propio  tiempo  es  empleado  en  la  ca- 
sa del  mismo  á  quien  defrauda?  De  ninguna  manera:  si 
el  uno  merece  conmiseración  y  lástima,  el  otro  es  digno: 
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de  la  mayor  severidad  y  de  la  aplicación  mas  rigorosa  del 
derecho. 

En  cuanto  al  Sr.  Jaez  de  Hacienda,  de  lo  actuado  has- 
ta aquí,  le  resulta  una  responsabilidad  muy  grave.  El  ha 
•traicionado  sus  deberes  en  concepto  de  defensor  público; 
ora  torciendo  el  curso  del  procedimiento  con  sus  peticio- 
nes indebidas  y  maliciosas,  y  ora  serrando  la  puerta  á  es- 
te de  un  modo  ilegal  y  ostensiblemente  intencionado  en 
favor  de  la  contraria. 

Ha  hecho  lo  1»  ,  ya  solicitando  que  informe  el  Admi- 
nistrador de  Escuiutla  sobre  si  es  cierto  que  efec- 
tivamente yo  le  di  aviso  de  la  venta  de  los  vinos  ave- 
riados á  cpie  se  refieren  los  autos;  y  ya  pidiendo  que  se  a- 
verigüe  si  Don  Nicolás  Larrave  gozó  ó  nó  de  sueldos  du- 
rante el  tiempo  que  trascurrió  desde  la  fecha  en  que  se  le 
permitió  una  licencia  en  su  destino;  y  en  fiu  ha  hecho  lo 
2°  y  partiendo  de  los  fundamentos  que  suministra  la  prác- 
tica de  las  diligencias  anteriores,  para  pedir  que  se  liqui- 
de el  valor  de  los  objetos  cuyos  derechos  se  defraudaron 
para  que  estos  se  pagasen  entre  Larrave  y  yo. 

VA  haber  pedido  el  informe  dicho  al  Administrador  de 
Escuiutla,  sin  recojer  los  datos  necesarios  para  que  aquel 
no  hubiese  podido  caer  en  una  equivocación  al  emitirlo, 
constituye  una  falta  de  gravedad  y  trascendencia,  bajo 
cualquiera  aspecto  que  se  considere.  El  actual  Adminis- 
trador no  se  hallaba  desempeñando  aquel  destino  cuando 
pasó  el  hecho  á  que  yo  me  refiero,  y  por  eso  no  pudo  in- 
formar con  certeza,  sin  haber  antes  especificadole  las  cir- 
cunstancias esenciales  del  hecho.  De  aquí  resultó,  como 
era  natural,  que  dijera  que  era  absolutamente  falso  lo  que 
yo  aseguraba,  siendo  así  que  de  ninguna  manera  lo  es, 
como  estoy  pronto  á  probarlo,  rectificándose  el  menciona- 
do informe  con  presencia  de  los  datos  que  se  ven  consig- 
nados en  el  escrito  que  últimamente  he  presentado  al  Sr. 
Juez  de  Hacienda,  de  que  se  ha  hecho  relación. 

Aparte  pues,  de  que  esta  dilijencia  se  practicó  sin  cb- 
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tacion  mia  y  sin  los  datos  previos  para  que  hubiese  podi- 
do obtener  por  ella  la  averiguación  de  la  verdad,  adolece 
ademas  de  la  nota  de  inconducente,  al  propio  tiempo  que 
revela  de  un  modo  muy  significativo  la  intención  torcida 
del  ministerio  fiscal. 

Confuso  Don  Nicolás  Larrave,  en  haber  hecho  la  de- 
fraudación que  motiva  el  proceso,  puesto  que  esa  confe- 
sión consta  en  su  carta  que  constituye  mi  denuncia  ¿A 
qué  conducía  averiguar  de  quienes  eran  los  objetos  de  la 
defraudación?  Esta  la  cometió  él,  y  nadie  duda  que  él  de- 
be pagarla:  lo  demás  ni  poco  ni  nada  le  interesaba  al  fis- 
co; luego  se  signe  de  aquí  que  fué  de  un  todo  inconducen- 
te la  práctica  de  la  repetida  diligencia. 

Ahora,  no  solo  se  demuestra  por  esto  la  mala  inten- 
ción que  dictó  esa  providencia,  sinó  también  por  los  he- 
chos ulteriores  que  la  confirman.  Mala  intención  hubo  en 
esto,  porque  desde  luego  se  trasluce  que  el  Sr.  Fiscal  ha 
tenido  el  ánimo  de  complicarme  en  la  defraudación,  pues 
no  podía  dirijirse  á  otro  objeto,  no  habiendo  como  no  ha- 
bía hasta  entonces  un  fundamento  de  donde  deducir  mi 
complicidad,  ni  motivo  para  enervar  de  esta  suerte  la 
violencia  de  la  acusación  fulminada  contra  Larrave,  pero 
según  queda  dicho,  los  actos  ulteriores  del  ministerio  Fis- 
cal confirman  de  un  modo  inevitable  la  infracción  mani- 
fiesta de  sus  deberes. 

¿A  qué  venia  pedir  se  hiciese  constar  si  Don  Nicolás 
(labia  ó  no  percibido  sueldos  durante  la  ausencia  de  su 
destino,  hasta  la  fecha  en  que  se  admitió  la  renuncia  de 
él?  i  hay  por  ventura,  alguna  ley  que  establezca  que  el  em- 
pleado que  se  halla  con  licencia,  pueda  durante  ella  de- 
fraudar impunemente  los  derechos  del  Estado  ?  ¿contie- 
nen una  excepción  semejante  los  artículos  conducentes 
de  la  ley  de  la  materia  ?  Pero  es  donoso  ver  pomo  infor- 
man á  pedir  de  boca  los  funcionarios  de  la  Administra- 
ción respecto  de  este  asunto.  Partiendo  del  falso  princi- 
pio establecido  por  el  ministerio,  de  que  era  necesaria  la 
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concurrencia  de  aquel  requisito  para  que  el  empleada 
Larrave  hubiese  caído  eti  la  pena  de  la  ley,  todos  correa 
deshalados  á  decir  que  los  sueldos  de  su  cofrade  se  repar- 
tieron entre  sus  demás  cofrades;  empero,  ellos  han  sufri- 
do una  notable  equivocación  y  al  propio  tiempo  que  han 
traicionado  sus  deberes,  no  lograrán,  no,  el  objeto  de  su 
mira  piadosa  y  compasiva.  Aunque  Larrave  no  hubiese 
percibido  sueldos,  era  empleado;  y  "el  empleado  que  por 
su  negligencia,  omisión  ó  ineptitud,  ocasionare  la  usurpa- 
ción de  los  derechos  ó  intereses  del  erario;  sera  castigado 
con  la  destitución  de  su  destino  y  la  inhabilitación  perpe- 
tua para  obtener  otro,  sin  perjuicio  de  la  pena  que  se  im- 
pondrá al  usurpador."  Sin  embargo,  en  el  libro  de  Teso- 
rería corre  k  los  folios  342  y  3G8  del  año  de  1857,  y  9,  28 
y  53  del  año  de  1858,  las  partidas  de  recibo  del  sueldo 
correspondiente  al  empleo  de  Don  Nicolás  Larrave,  con 
su  nombre,  apellido  y  rúbrica;  y  en  esto  está  muy  lejos 
de  demostrar  lo  que  se  asevera  por  sus  compañeros. 

Me  resta  decir,  que  si  el  Sr.  Fiscal  conceptuó  desde  el 
principio  de  la  causa,  que  el  Sr.  Juez  de  Hacienda  no  era 
competente  para  conocer  del  procedimiento  criminal  con- 
tra Larrave,  no  debió  pedir  diligencia  alguna  que  se  diri- 
jiesc  al  esclarecimiento  de  si  aquel  era  ó  no  empleado  al 
tiempo  de  la  defraudación,  puesto  que  esta  circunstancia 
no  podia  castigarse  por  el  Sr.  Juez  de  Hacienda,  y  puesto 
que  tampoco  influía  respecto  de  la  reparación  de  los  inte- 
reses defraudados.  Se  sigue  de  esto  que  la  conducta  del 
Sr.  Fiscal  ha  sido  inconsecuente  é  indebida,  sea  cual  fue- 
re el  color  que  quiera  dársele.  Mas  yo  no  admito,  que  el 
Sr.  Juez  de  Hacienda  no  sea  competente.  Todos  los  dias 
se  ve  que  procesa  y  castiga  por  delitos  de  contrabando; 
¿Porque  seria  incompetente  para  castigar  á  Don  Nicolás? 
Estraña  es  esta  conducta,  no  necesita  de  comentarse.  Es- 
te Tribunal  la  sabrá  calificar  en  lo  que  vale. 

El  Sr.  Fiscal  salta  sobre  todo:  deduce  consecuencias 
contrarias  á  las  constancias  del  proceso:  guarda  silencio 
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sobre  aquellas  especies  cuya  justificación  he  pedido  sin 
éxcito  alguno;  y  para  que  todo  quede  en  el  Limbo,  con- 
cluye por  fin  por  pedir  de  un  modo  en  que  la  causa  con- 
cluya sin  sentencia  y  consiguientemente  sin  pena  al  reo 
de  ella.  He  aquí  la  capacidad  y  el  talento  empleados  en  favor 
de  la  impunidad.  ¡  Lástima  de  esa  antorcha  luminosa  que 
procura  esconderse  entre  las  tinieblas  para  causar  el  mal, 
para  ahogar  la  ley  y  los  deberes  y  para  burlar  los  desig- 
nios de  la  justicia  y  el  interés  de  la  sociedad  !  ¡Arma  de 
dos  filos  que  hiere  donde  le  conviene  y  no  donde  la  ley  le 
manda,  y  que  pára  los  golpes  de  esta  cuando  á  su  interés 
conviene  hacerlo ! 

También  es  digno  de  notarse  que  el  Sr.  Fiscal,  sin  fi- 
jar á  quien  pertenece  1  a  propiedad  de  los  efectos  de  la  de- 
fraudación, me  condena  á  mí  á  satisfacer  por  mitad  el 
duplo  de  ellos  en  consorcio  con  Don  Nicolás  Larrave. 
De  autos  resulta  probado  que  el  propietario  de  dichos  e- 
fectos  lo  era  Don  Manuel  Larrave  y  que  consiguiente- 
mente él  fué  quien  se  aprovechó  de  la  defraudación;  y  á 
mi  juicio,  partiendo  de  este  antecedente,  á  él  solo  tam- 
bién debió  condenarse  al  pago  del  duplo  de  los  repetidos 
derechos.  Ahora,  el  procedimiento  criminal  contra  su 
sobrino  D.  Nicolás,  debe  considerarse  bajo  otro  aspecto; 
él  se  basa  en  el  prevaricato  que  cometió  haciendo  directa- 
mente la  defraudación,  siendo  un  empleado  de  Hacienda; 
de  manera  que  justificado  este  hecho,  de  él  debieron  de- 
ducirse dos  consecuencias:  1  ?  la  existencia  efectiva  de  la 
defraudación,  para  el  efecto  de  indemnizar  al  Pisco  de  e- 
sa  pérdida  y  castigar  al  aprovecbado  con  el  pago  del  du- 
plo; y  2  ?  condenar  á  Don  Nicolás  Larrave  á  la  pena 
que  se  hizo  acreedor  como  instrumento  de  la  defrauda- 
ción, pero  estas  dos  deducciones  tan  naturales,  estuvo 
muy  lejos  el  Sr.  Fiscal  de  sostenerlas,  y  lejos  de  eso,  em- 
brollando de  diferente  manera  el  negocio,  concluye  con 
la  solicitud  mas  injusta  y  descabellada  que  se  puede  ima- 
ginar. 
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Es  notable  también,  que  resultando  de  los  propios  au- 
tos, que  Don  Manuel  Larrave  era  el  dueño  de  los  efectos, 
no  haga  el  Sr.  Fiscal  indicación  alguna  sobre  el  caso,  di- 
rigiendo sus  peticiones  de  un  modo  tan  estraño  y  tan  ir- 
regular respecto  de  una  persona  como  yo,  que  ni  remo- 
tamente aparezco  complicado  en  el  delito  de  que  se  ocu- 
pa, haciéndolo  nada  mas,  que  por  obscurecer  la  realidad 
en  favor  de  su  cliente. 

El  Sr.  Administrador  de  rentas,  también  ha  procedido 
en  este  asunto  con  marcada  parcialidad;  pero  sírvale  de 
escusa  su  calidad  de  lego,  al  propio  tiempo  que  esa  mis- 
ma esculpacion,  sea  un  cargo  gravísimo  contra  el  Asesor, 
pues  es  á  éste  á  quien  debe  imputarse  la  infracción  de  las 
leyes  del  procedimiento  y  su  aquiesencia  criminal,  en 
haber  por  resoluciones  los  pedimentos  Fiscales;  por  que 
haciendo  de  parte  el  Ministerio  publico,  nadie  ha  dicho 
que  sus  solicitudes  sean  sentencias  ni  que  se  tengan  por 
tales,  ni  que  deba  siempre  diferirse  á  lo  que  éste  pida, 
pues  esto  sería  convertir  al  Fisco  en  Juez  y  parte;  pero 
á  tal  estremo  ha  llegado  el  abuso  y  la  incuria  del  Asesor, 
que  cuando  se  juzga  comprometido  y  desea  esquivar  una 
resolución  directa,  consulta  al  Fiscal  para  que  su  pedi- 
mento sea  la  sentencia.  El  recurso  no  es  malo,  por  su 
medio  se  escusa  el  trabajo  y  se  salva  toda  responsabili- 
dad; pero  es  humilde,  infeliz  y  harto  vergonzoso. 

Además  de  todo  lo  dicho,  y  para  probar  la  conocida 
parcialidad  con  que  se  ha  obrado  en  el  asunto,  véase  que 
habiéndose  limitado  el  Fiscal  á  pedir  que  se  hiciese  cons- 
tar si  Don  Nicolás  Larrave  había  ó  no  percibido  sueldos 
durante  su  licencia,  en  vez  de  satisfacer  á  esta  pregunta 
haciendo  certificar  las  partidas  respectivas  del  libro  de 
Tesorería,  en  que  consta  que  si  percibió  sus  sueldos  du- 
rante dicho  tiempo,  se  pidieron  informes  para  ocultar  por 
este  medio  la  verdad,  y  no  comprometer  su  conducta 
guardada  sobre  el  particular.  En  efecto,  el  artículo  250 
de  la  ley  del  año  32  previene:  que  cuando  se  conceda  li~ 
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cencía  á  un  empleado,  que  exeda  de  ocho  días  debe  nom- 
brarse una  persona  que  le  sustituya,  el  cual  llevará  la  mi- 
tad del  sueldo,  sin  que  la  sustitución  ni  licencia  puedan 
exeder  de  dos  meses  en  un  año.  El  Si\  Larra  ve,  no  dejó 
sustituto,  tardó  seis  meses  fuera  de  su  destino,  y  durante 
cinco  meses  percibió  sueldo.  Así  consta  del  libro  de  Te- 
sorería y  en  los  recibos  que  cubren  su  firma,  ¿que  podran 
decir  contra  esto  los  empleados  de  Hacienda  ?  ¿  qué  po- 
dran decir  contra  esa  infracción  de  ley  que  induce  su  res- 
ponsabilidad ?  Dicen,  es  cierto  que  los  espresados  suel- 
dos se  repartieron  entre  los  empleados  en  ejercicio;  pero 
esto  no  lo  prueban  ni  lo  fundan  mas  que  en  su  dicho,  pe- 
ro este  no  merece  fé  ni  crédito,  porque  se  dirije  á  salvar- 
se a  si  mismo,  y  en  el  rigor  de  la  ley,  aparte  de  imponerles 
una  demostración  severa,  debería  condenárseles  á  que  pa- 
garan sueldo  á  libra,  las  pensiones  percibidas  en  fraude 
«leí  erario.  Sino  se  observan  con  rigor  las  leyes,  Señores 
Magistrados,  la  pureza  de  la  administración  peligra,  y  el 
respeto  á  la  ley  será  ninguno.  ¿Queréis  el  desórden?  Fa- 
voreced la  impunidad.  ¿Queréis  que  no  se  os  respete? 
componed  las  cosas  á  estilo  de  política  y  eludid  el  cum- 
plimiento del  derecho. 

Se  ha  probado  en  este  escrito:  1«  que  el  órden  con  que 
se  ha  procedido  en  la  causa  criminal  contra  Don  Nico- 
lás Larrave,  no  está  arreglado  á  derecho;  2°  que  el  Señor 
Fiscal,  infringiendo  sus  deberes  como  defensor  público, 
ha  contribuido  también  por  su  parte  á  entorpecer  el  or- 
den de  proceder,  manifestándose  con  parcialidad  en  favor 
de  mi  contrario;  3»  que  es  el  colmo  de  la  injusticia  el  com- 
plicarme a  mí  en  la  comisión  de  un  delito  en  que  no  tuve 
participio  alguno;  4?  que  se  han  omitido  en  el  curso  de  la 
causa  varias  diligencias  muy  importantes  para  el  esclare- 
cimiento de  la  verdad;  tales,  como  haber  hecho  reconocer 
los  documentos  que  exhibí  para  probar  (pie  Don  Manuel 
Larrave  era  dueño  de  los  efectos  que  su  sobrino  introdu- 
jo á  su  casa  fraudulentamente;  5°  que  otras  diligencias 


que  se  mandaron  recibir,  no  se  recibieron  cuando  debía; 
tales-,  como  haber  pedido  informe  al  Sr.  Administrador 
de  Éseuintla  sin  mi  citación  ni  audiencia,  y  sin  determi- 
nar las  fechas  ni  las  circunstancias  del  acontecimiento 
que  se  deseaba  averiguar,  ñor  lo  cual  el  espresado  fun- 
cionario emitió  un  informe  festinado  y  erróneo,  y  por  lo 
cual  se  hace  indispensable  la  rectificación  de  esta  diligen- 
cia; y  tales  como  no  haber  certificado  las  partidas  respec- 
tivas del  libro  de  Tesorería,  sn  las  que  aparece  que  el  Sr. 
Larra  i  e  no  solo  percibió  sueldos  durante  su  licencia,  sinó 
que  desviándose  del  medio  natural  con  que  se  debió  ha- 
ber  satisfecho  la  solicitud  de  la  representación  del  Fisco, 
Jos  coempleados  del  reo,  oficiosamente  informan  con  fal- 
sedad y  mentira,  tanto  por  favorecer  al  prevenido,  como 
por  salvar  ellos  mismos  su  responsabilidad,  por  haber  in- 
fringido la  ley  que  manda  que  ningún  empleado  pueda  ob- 
tener licencia  por  mas  de  dos  meses  durante  un  año,  ni 
percibir  sueldos  mas  alia  de  este  término;  y  por  cuya  in- 
fracción resulta  que  se  han  defraudado  los  intereses  pú- 
blicos, y  que  en  la  defraudación  han  tenido  participio 
muy  directo  los  informantes;  6°m  que  si  se  conceptúa  in- 
dispensable averiguar  á  quien  pertenecían  los  efectos  pa- 
ra condenar  á  su  propietario  al  pago  de  los  derechos  de- 
fraudados, el  Sr.  Fiscal  debió  haber  examinado  este  pun- 
to con  mayor  detenimiento,  y  reconocido  que  resulta  en 
la  causa  que  la  espresada  propiedad  pertenecía  á  Don 
Manuel  Larrave,  para  pedir  que  este  fuese  el  satisfactor 
de  ellos;  y  respecto  de  su  sobrino,  limitarse  solamente  á 
Ja  culpabilidad  criminal  que  le  resulta  por  haber  sido  él 
el  instrumento  directo  de  la  defraudación,  en  cuyo  senti- 
do cae  sobre  el  mismo  la  pena  fulminada  por  el  artículo 
respectivo  de  la  ley  de  la  materia;  y  7°  que  la  falta  de 
rectitud  y  buena  fé,  tanto  del  ministerio  fiscal  como  del 
mismo  Juez  de  Hacienda,  se  demuestran  con  la  mayor 
evidencia,  por  el  hecho  de  pedir  el  primero  y  á  sentir  el 
segundo  en  que  la  causa  se  fenecía  sin  dictar  sentencia 
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sobre  los  pantos  controvertidos,  para  terminar  de  esta 
suerte  el  procedimiento  sin  lesión  alguna  del  Sr.  Larrave, 
burlar  las  disposiciones  de  la  ley  y  sacrificarme  á  mí  en 
obsequio  de  su  venalidad. 

Por  tanto,  y  probados  los  estreñios  que  preceden, 
A  la  Corte  Suprema  suplicóse  sirva  declarar  la  nulidad 
de  todos  los  autos  hechos  contra  la  espresion  terminante 
de  las  leyes,  mandando  que  se  repongan  á  costa  de  los 
culpados,  á  quienes  se  apercibirá,  sériamente  por  la  in- 
fracción mas  manifiesta  de  sus  deberes  y  la  complicidad 
evidente  en  que  han  incurrido.  Es  justicia  que  imploro 
con  el  juramento  necesario  etc. — Cipriano  Alvarado. 


Guatemala,  13  de  Jimio  de  1859; 
Señor  Don  Cipriano  Alvarado* 

Presente. 

Muy  Señor  mió. 
Por  la  presente  autorizo  á  U.  para  contratar  el  café  y  a- 
zúcar  que  puedan  producir  las  cuatro  fincas,,  de  cuyos 
productos  puedo  disponer  en  Escuintla,  bajo  la  limita- 
ción del  cálculo  adjunto. 

Las  bases  para  estos  contratos  son  las  siguientes: 
]a  Puede  tomar  anticipaciones  hasta  50,0008  para  pro- 
veer la  finca  de  algunos  útiles  que  necesita  en  todo  el  año 
presen  te. 

2'\  Para  esto  la  casa  prestamista  puede  nombrar  un 
agente  que  venga  á  reconocer  las  fincas,  y  á  asegurar  la 
contrata  en  vista  de  ellas. 

3*  La  misma  casa  puede  nombrar  un  agente  que  reci- 
ba los  frutos,  prefiriendo  para  esto  una  persona  inteligen- 
te en  el  manejo  de  ingenios  de  caña,  ó  maquinista  a  quien 
se  abonará  el  sueldo  correspondiente  á  su  trabajo,  además 
del  que  tenga  por  su  comisión  de  recibo.- 
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4a  EJ  reembolso  de  los  fondos  anticipados  se  hará  a- 
bonando  basta  un  6  por  ciento  anual  en  café  y  azúcar, 
puestos  en  el  puerto  á  un  precio  cómodo  para  remitirlo 
ó  por  cuenta  y  mitad,  ó  por  mi  sola  cuenta  ó  por  la  sola 
cuenta  de  la  casa,  para  abonarme  su  producto  al  reali- 
zarse dichos  frutos  en  los  dos  primeros  casos,  ó  al  entre- 
garlos si  va  por  cuenta  de  la  casa. 

5*  Conociendo  U.  los  costos  de  uuo  y  otro  fruto,  dejo 
á  su  prudencia  el  precio  que  se  estipule,  asi  como  las  de- 
más  circunstancias  que  puedan  servir  para  la  realización 
de  un  contrato,  como  interesado  que  es  U.  en  una  de  las 
fincas  que  tiene  en  sociedad  con  su  atento  S.  Q.  B.  S.  M, 

Manuel  Larrave. 


Productos  de  cuatro  fincas  en  las  inmediaciones  de  Es- 
cuintla,  en  la  costa  del  Sud  de  Guatemala. 

AÑOS  DE-      1858         1859  1860  1861 

Quintales,  café,  azúcar,  café,  aziícar.  café,  azúcar,  café,  azúcar. 
Santa  Elena.  ., 
Modelo.  C*  L.  y  A. 
Musunga.  Quintales 
Concepción.  ,, 


370 
230 

700    |  500 
3,000  1  „ 
.,     1  650 

2,000 
1.200 
4.000 

„     1  3,000 
1,000  1  1,500 

„  5,000 
1,500  1  ., 

1,500 
4,000 

6,000 
1,500 
5,000 

600 

3,700  1,150  7,200    2,500  10,500 

5,500  12,500 

Cafe. 


Azúcar. 


coger  en 

1859. 

1,150. 

3,000. 

„  en 

1860. 

2,500 

10,000. 

„  en 

1861. 

5,500 

12,000. 

Total, 

quintales.— 

-9,150.    . .  . 

25,000. 

Estos  productos  se  calculan  por  la  cantidad  de  café 
planteado  y  la  caña  sembrada;  se  pueden  doblar  los  de 
caté  y  triplicar  los  de  azúcar,  en  proporción  que  se  facili- 
te y  asegure  la  esportacion,  salvando  los  casos  fortuitos 
de  incendio  y  plaga  de  langosta. 

Guatemala,  Junio  13  de  1859. 
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Guatemala,  13  de  Junio  de  1859. 
Señor  Don  Bartolomé  Blanco. 

Nueva-  York. 

Muy  Señor  mío. 

Me  tomo  la  libertad  de  presentar  al  conocimiento  y  a- 
mistad  de  U.  al  Sr.  Don  Cipriano  Alvarado,  portador  de  la 
presente.  Dicho  Señor  es  socio  mió  en  una  linca  de  azúcar 
y  café,  formada  en  la  Costa  de  Escuintla,  y  se  dirije  á  la 
Havana  y  á  los  Estados  Uuidos,  con  el  objeto  de  obser- 
var las  maquinas  é  instrumentos  que  se  usan  en  los  inge- 
nios de  azúcar,  cultivo  y  beneficio  del  café,  y  traer  los  que 
crea  mas  apropósito. 

Lleva  el  Señor  Alvarado  unos  tercios  de  grana,  para 
cuya  realización  suplico  a  U.  lo  auxilie. 

También  he  autorizado  al  espresado  Señor  para  arre- 
glar con  alguna  de  las  casas  de  ese  pais  relacionadas  con 
la  California,  cualquier  negocio  sobre  los  frutos  de  dicha 
finca  y  otras  tres  que  me  pertenecen  de  café  y  caña  en  la 
misma  Costa,  para  lo  cual  si  fuere  necesario  suplico  á  U. 
tenga  la  bondad  de  dar  conocimiento  de  mi  casa. 

Sírvase  U.  tomar  nota  de  la  firma  del  Señor  Alvarado 
que  va  á  la  vuelta,  y  cualquier  servicio  que  U.  se  digne 
prestar  á  mi  socio  recomendado,  lo  agradeceré  como  si  ío 
recibiese  su  atento  servidor  Q.  B.  S.  M. 

(Firmado.)    Manuel  Larra  ve. 


Id. 


Cipriano  Alvarado. 


POR  HABERSE  NEGADO,  EN  EL  JUZGADO 
í      DE   1.a  INSTANCIA  DE* SAN  MIGUEL,  LA 
EXCARCELACION  BAJO  DE  FIANZA  DE 


ni  jóse  ni  ni.  ? 

V  ■  y. 


3T| 

)>£LtL  honor  pone  la  pluma  en  mi  mano  y  me  obliga  a 
dirijirme  al  publico  para  que  juzgue  de  los  procedimien- 
tos judiciales  que  voy. -a  manifestar.  No  me  propongo 
ofender  en  nada  al  Señor  D.'  Gregorio  López,  por  que  soy 
respetuoso,  como  el  que  mas,  á  la  autoridad,  y  ademas 
creo  que  le  adornan  las  mejores  calidades,  que  no  es  mi 
ánimo  mancillarlas. 

Sin  embargo,  con  las  mas  puras  intenciones  puede 
causarse  un  nial.  También  es  fácil  sufrir  equivocaciones 
en  la  aplicación  de  la  ley. 

En  el  hecho  que  espondré,  el  Juez  ó  yo  estamos  equi- 
vocados, y  quiero  que  juzgue  el  Público,  que  es  el  Tri- 
bunal mas  severo  e  incorruptible,  mas  justo  y  acertado, 
por  que  la  luz  de  la  razón  ilumina  á  todo  nombre  y  la 
naturaleza  misma  le  ha  gravado  profundamente  en  el  co- 
razón el  sentimiento  de  lo  justo  y  de  lo  injusto,  y  le 
ha  dotado  del  buen  sentido  y  de  la  intelijencia  para  dis- 
cernir la  verdad. 

En  el  Juzgado  de  1.a  Instancia  de  esta  Cié  '  I,  que 
sirve  el  Señor  Licenciado  López,  se  sigue  causa  contra 
Don  José  Manuel  Muñoz  por  haberle  acusado  Don  An- 
drés Bacaro  de  que  ha  ocultado  y  fabricado  el  Libio  .Ma- 
yor de  la  sociedad  Bacaro  y  Muñoz,  y  por  lesiones  hechas 
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ú  Antonio  Colindres  y  un  tiro  de  escopeta  que  no  lo  da- 
ñó. Elevada  la  causa  á  plenario,  yo,  como  defensor,  pedí 
la  escarcelacion  del  inculpado,  y  á  mi  pedimento  se  pro- 
veyó eu  SQ  de  Setiembre  último  el  auto  siguiente  :  Me- 
reciendo los  delitos  por  que  se  procede  contra  el  reo  José 
Manuel  Muñoz,  pena  corporal  y  mas  que  correccional,  de 
coíiíonnidad  con  el  artículo  1.086  del  Código  de  Procedi- 
mientos no  ha  lugar  á  la  escarcelacion  bajo  de  fianza  de 
la  haz  que  se  ofrece." 

En  mi  escrito  en  que  pedí  la  escarcelacion  he  de- 
mostrada,  a  mi  entender,  que  Muñoz  no  ha  cometido  ios 
delitos  de  falsificación  y  ocultación  :  que  por  las  lesiones 
v  el  tiro  no  merece  la  pena,  ó  cuando  mas  pudiera  apli- 
cársele alguna  correccional. 

Mi  defendido  ha  sufrido  mucho  desde  que  en  19  de 
Agosto  último  se  decretó  su  prisión  pernumente  por  las 
lesiones  y  el  tiro  de  escopeta,  pues  se  le  puso  en  lascar- 
celes  infectas  y  mal  sanas  confundido  con  todos  los  redi? 
de  graves  delitos,  cuyas  costumbres  y  educación  son  bien 
notorias,  precediéndose  en  esto  contra  la  práctica  obser- 
\  ada  en  estos  Juzgados  de  poner  en  piezas  separadas  á 
los  presos  de  ciertas  calidades  que  distinguen  á  los  hom- 
bres y  les  hacen  acreedores  á  la  estimación  pública,  y  que 
no  la  desmerecen  por  la  desgracia  de  haber  cometido  un 
delito,  ó  de  que  se  les  envuelva  en  él;  aunque  es  ver- 
dad que,  después  de  trascurridos  treinta  dias,  el  Juez  mo- 
deró su  severidad  y  puso  á  Muñoz  en  dichas  piezas. 

Esta  práctica  es  laudable,  por  que  todo  apremio  ó 
tortura  que  no  sean  necesarios  para  mantener  en  segu- 
ridad á  la  persona,  es  atroz  y  cruel  y  no  debe  consen- 
tirse, según  el  artículo  79  de  la  Constitución;  y  sin  que 
preceda  sentencia  que  declare  la  existencia  del  hecho  cri- 
minal, no  es  justo,  no  es  posible  que  se  condene  á  al- 
guno á  sus  consecuencias. 

Espliearé  los  fundamentos  en  que  apoyé  mi  solicitud 
para  que  se  escarcelara  al  Señor  Muñoz.  Su  inocencia  es 
p  ira  mi  tan  clara  como  la  luz  meridiana,  y  asi  me  pa- 
rece lo  juzgarán  los  Jurisconsultos  y  todas  las  personas 
ile  instrucción  ó  de  buen  sentido. 

Don  Andrés  Bacaro  acusó  á  Muñoz  en  9  de  Diciem- 


hrp.  de  ISiíl  de  haber  falsificado  los  libros  en  tjue  se  lle- 
vaban las  cuentas  de  la  casa  durante  el  tiempo  dé  la. 
sociedad  (Bacaro  y  Muñoz)  presentando  otros  muy  diver- 
sos; y  para  justificarlo  se  le  admitió  una  información  de 
testigos,  que  pidió  con  un  largo  interrogatorio,  que  en  lo 
sustancial  y  conducente  se  reduce  á  que  declaren :  que 
han  visto,  como  dependientes  de  la  compañía,  el  Libro 
Mayor  en  que  llevaba  las  cuentas  de  ella  Muñoz;  que  en 
el  mencionado  Libro  estaban  todas  las  mentas  de  la  casa  im 
aun  tras  otro  desde  1857  hasta  1860;  y  que  no  han  visto 
nunca  en  la  casa  los  tres  Libros  de  cuentas  corrientes  ni 
el  de  caja  que  presentó  Muñoz  en  lugar  del  Mayor,  ni 
han  oído  decir  que  existieran  en  ó  fuera  de  ella, 

Loa  testigos  Don  Gabriel  Bertrán,  Don  Ramón  Las- 
tra, y  Don  Juan  Llaguno  declaran  de  absoluta  conformi- 
dad/Las deposiciones  de  otros  tres  testigos,  aunque  no 
son  contrarias  á  las  de  los  tres  primeros,  tampoco  están 
de  acuerdo  en   lo  principal. 

Los  Señores  Bertrán,  Lastra  y  Llaguno  no  fueron, 
como  dicen,  dependientes  de  la  compañía  Bacaro  y  Mu- 
ñoz, que  según  la  escritura  pública  de  su  establecimien- 
to comenzó'  el  dia  1.  °  de  Agosto  de  1857  y  terminó  en 
el  mismo  ¿ia  y  mes  de  1860,  en  que  se  cumplieron  los 
tres  años  estipulados  para  su  duración.  Serian  dependien- 
te* del  Señor  Bacaro  con  posterioridad. .  También  no  es 
verdad  que  la  casa  llevara  Libro  Mayor  en  que  estubie- 
sen  sus  cuentas  desde  1857  hasta  1860,  como  lo  han  de- 
clarado. 

No  dudo  de  que  en  el  término  probatorio  se  justi- 
ficará plenamente  que  se  ha  faltado  á  la  verdad  en  aque- 
llas declaraciones. 

Muñoz  llevaba  un  libro  sin  nombre  para  su  uso  par- 
ticular, en  el  que  apuntaba  algunas  partidas;  y  no  per- 
tenecía á  la  sociedad.  He  presentado  este  libro  al  Juz- 
gado, a"  el  acusador  ha  reconocido  judicialmente  que  es 
el  que  denomina  Libro  Mayor. 

Este  hecho  nos  ha  colocado  en  una  situación  venta- 
josa, por   que  el  mismo  Libro  demostrará  que  no  es  el 
Mayor  de  una  casa,  de  comercio  en  la  forma  que  se  a  eos 
tumbra  y  prescriben  los    artículos  34  y  36  del  Código 
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de  Comercio,  y  que  en  él  no  están  todas  las  cuentas  de 
la  sociedad  Bacaro  y  Muñoz:. que  faltan  nmch.^:  y  (|ue 
easi  todas  están  incompletas;  y  de  consiguiente  m  puede 
ser  un  Libro  Mayor 

El  Señor  Muñoz  formó  tres  Libros  con  el  titulo  de 
Cuentas  Corrientes,  uno  de  facturas  vendidas  y  otro  de 
Caja,  de  acuerdo  con  Don  Andrés  Búcaro,  cuantío  termi- 
nó la  compañía,  para  liquidar  sus  cuentas  y  distribuir  el 
caudal  entre  los  socio»,  conforme  a  la  escritura  mencio- 
nada. Cuando  -  empezó  á  escribirlos  no  hubo  motivo  para 
hacer  constar  por  escrito  el  acuerdo  de  ambos  socios,  ni 
para  que  lo  presenciasen  testigos;  pero  procuraremos  pro- 
barlo ■  Mas,  sino  lo  logramos  nada  importa,  por  que  la 
cuestión  principal  es  si  Muñoz  ha  cometido  el  delito  de  fal- 
sificación en  Ion  cinco  Libros  de,  cuentas  corrieufe-s>  de  caja 
y  de  facturas  vendidas,  los  cuales,  dice  el  acusador,  que  hi- 
zo y  presentó  Muñoz  en  lugar  del  Mayor. 

Ya  he  referido  lo  que  han  declarado  los  testigos  del 
acusador;  y  obsérvese  que  no  dicen  que  Muñoz  haya  su- 
plantado partidas  en  los  cinco  libros  mencionados,  pues 
solo  aseguran  que  vieron  el  Libro  mayor  y  en  él  esta- 
ban todas  las  cuentas  de  la  sociedad;  y  que  nunca  vie- 
ron los  Libros  nuevos. 

Desde  16  de  Setiembre  se  abrió  la  causa  á  prueba  y 
hasta  hoy  el  acusador  no  ha  producido  ninguna  acerca 
de  la  falsificación;  y  Muñoz  asegura  que  nunca  'ía  justificará. 

Búcaro  asevera-  que  el  delito  es  comprendido  en  el 
artículo  ¡228  d¡el  Código  Penal,  y  en  el  acto  de  la  confesión 
el  Juez  hizo  cargo  aireo  de  la  culpa  que  le  resulta,  con- 
i orine  al  mismo  artículo:  á  la  sección  1.a  del  Capítulo 
4.o  .  Título  4.o  ,  Libro  2  o  del  mismo  Código.  El  artículo 
T¿§  pena  las  falsedades  designadas  en  el  articulo  2'27, 
que  se  cometieren  en  documentos  mercantiles.  Muñoz  no 
lia  contra -hecho  ó  fin j ido  letra,  firma  ó  rúbrica  en  los 
eineo  Libros  referidos:  ni  ha  supuesto  en  un  acto  la  in- 
tervención de  personas  que  no  la  han  tenido;  ni  ha  ut  ri- 
lando ¡í  las  que  lian,'  intervenido  declaraciones  ó  manifes- 
taciones diferentes  de  las  (pie  hubieren  hecho:  no  ha  fal- 
tado a  la  verdad  en  la  narración  de  los  hechos,  ni  al- 
terado las  fecha     verdaderas  ni  ha  hecho  lo  que  esi  . 


los  números  fto  y  fto  del  mismo  artículo.  Los  testigos  no 
declaran  que  Muñoz  cometiera  alguna  de  dichas  falseda- 
des; ni  existe  sobre  ello  ninguna  "prueba  legal. 

La  acusación  de  Bacaro  es  indefinida.  No  es  bastan- 
te que  afirme  que  Muñoz  falsificó  los  Libros:  es  necesario 
que  efepresamenté  demarque  partidas  ó  asientos  ciertos  v 
señalados  en  que  conste  alguna  de  las  falsedades  enu- 
meradas eti  el  articulo  227,  que  son  las  únicas  que  vie  - 
nen al  caso,  por  que  fuera  de  ellas  y  de  las  otras  de- 
terminadas en  el  titulo  4.o.  lib.  2.°,  del  Código  Penal, 
no  hay  otros  actos  que  la  ley  declare  delitos  'de  false- 
dad; ni  es  atribución  de  los  Tribunales  clasificarlos  ca- 
sos en  que  se  perpetra. 

El  Código  Penal,  artículo  2. 0  dice :  „No  .serán  cas- 
tigados otros  actos  ni  omisiones  que  los  que  la  ley  con 
anterioridad  haya  calificado  de  delitos  ó  faltas,"  El  Códi- 
go no  ha  calificado  de  delito  de  falsedad  la  formación  de 
Libros  nuevos,  y  de  consiguiente  no  puede  ser  castigada, 
salvo  que  sé  justifique  que  contienen  partidas  falsas. 

Los  Tribunales  no  podrán  ejercer  otras  funciones  que 
las  de  juzgar  y  hacer  que  se  ejecute  lo  juzgado.  La  po- 
testad de  aplicar  las  leyes  en  las  causas  civiles  y  crimi- 
nales pertenece  esclusivamente  á  los  Tribunales.  Artículos 
242  v  24Ó  de  la  Constitución  española  de  1812,  que  es 
la  ley  3;»  ,  Tít,  1.°,  Lib,  1,°,  Recopilación  del  Salvador, 
Lo  espuesto  prueba  que,  fuera  de  las  falsedades  de- 
terminadas en  el  artículo  227  del  Código  Criminal,  no 
puede  el  Juez  en  el  caso  de  que  tratamos  inventar  ó 
clasificar  otras  y  castigarlas  con  las  penas  del  citado  ar- 
ticulo, sino  violando  el  2,  0  del  mismo  Código,  y  la  Cons- 
titución española,  artículo  242  y  245. 

Estás  disposiciones  legales  son  conformes  con  los  prin- 
cipios sostenidos  por  los  autores  mas  sabios  que  han  es- 
crito sobre  la  lejislacion  civil  y  penal :  principios  recono- 
cidos y  adoptados  en  los  Códigos  de  todas  las  naciones 
cultas.  Seijas  Lozano,  Teoría  de  las  instituciones  judicia- 
les, Tomo  2.  c  ,  Sección  1.a,  Título  único.  Capitulo  f>.  z  , 
dice  :  ..No  pertenece  á  la  Teoría  del  procedimiento  señalar 
la  índole  diferencial  de  los  actos  humanos  y  las  distintas 
causas  que  influyen  para   su  calificación.  ílecouoeidíi  la 
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n^cesidHd  (fe  la  penalidad  éé  fi&gtmbp,  ahora  por  cxijn  ia 
lá  justicia,  aliora  por  demandarla  el  orden  social  y  la  se- 
guridad de  los  derechos  individuales,  la  Up  de  he  clasi- 
ficarlos, estatuir  una  escala  racional  y  filosófica  de  los  he- 
chos punibles  y  otra  de  las  penas  correspondientes  a  los 
mismos." 

En  el  mismo  Capítulo,  impugnando  el  absurdo  de 
que  todos  los  delegados  de  la  autoridad  pública  en  mayor 
ó  menor  grado  tengan  la  facultad  de  prohibir  y  corve] ir 
ciertos  actos  á  su  voluntad,  declararlos  no  lícitos  y  pe- 
narlos, dice  el  mismo  autor:  „Necesaru>  es  que  la _  doc- 
trina levante  su  voz  contra  tan  detestable  abuso,  incul- 
cando los  sanos  principios  que  pueden  poner  á  cubierto 
al  derecho  ele  ataques  violentos  y  tiránicos  i  necesario  es 
que  la  lev  sea  tan  espresiva  y  terminante  cual  requiere 
la  estirpacion  de  inveterados  males.  Sin  esto  la  libertad 
civil  desaparecerá,  la  seguridad  será  una  palabra  vana, 
sin  realidad  y  sin  existencia.  A  la  ley  sola  toca  el  ve- 
dar ciertos  actos :  los  que  ella  no  prohibe  son  lícitos,  y 
su  ejecución  no  puede  erijirse  en  delito;  pero  si  a  cual- 
quier depositario  de  la  autoridad  se  le  permite  su  ea  al- 
eación, indudablemente  la  esfera  de  aquellos  se  ensancha- 
rá á  placer  de  estos  encargados,  y  jamas  podra  el  indi- 
viduo estar  Seguró  de  la  irresponsabilidad  de  sus  actos. 

Esta  doctrina  tan  luminosa  y  las  leyes  citadas,  hal- 
dadas en  principios  filosóficos,  deben  servir  de  guia  a  los 
Tribunales  para  no  declarar  ilícitos  y  penar  aquellos  ac- 
tos que  la  ley  no  ha  calificado  espesamente  de  delitos. 
Así  un  Juez  no  puede  clasificar,  juzgar  y  castigar  en  con- 
cepto de  falsedades  otros  hechos  sino  solo  los  compren- 
didos en  el  Tít.  4.°,  Lib.  m  M  <'<>digo  ÍW.  Si  lo 
hace,  obra  hiera  de  los  límites  de  su  ministerio  y  usur- 
pa el  Pb'áfer  Lejislativo. 

El  Código  de  Comercio  artículo  58  puede  dar  lugar 
á  equivocaciones;  y  no  falta  quien  sostenga  que  cahhea 
de  delito  de  falsedad  la  formación  de  Libros  nuevos  JNm- 
gün  Jurisconsulto  que  merezca  justamente  este  titulo,  a- 
doptará  opinión  tan  absurda;  sin  embargo,  liare  Mf&¡¡* 
explicaciones.  El  articulo  en  lo  conducente  dice:  JU  U>- 
mcrciante  que  omita    en  su  contab;,;dad  alguno  de  los  li- 


foros  de  que  habla  el  artículo  34,  ó  que  oculte  o  forme 
otros  nuevos  que  presente  cuando  se  les  mande  su  exhi- 
bición, en  ia  forma  y  casos  prevenidos  por  derecho,  in- 
currirá por  cada  Libro  que  deje  de  llevar  ó  exhibir  ó  que 
haya  tbrniado  de  nuevo  para  mostrarlo,  en  una  multa  . 

sin  perjuicio  de  la  pena  que  por  el  crimen 
dé  robo  ó  falsedad  que  resulte,  se  le  imponga  por  el  Juez 
competente*  ..."  I  El  artículo  manifiesta  claramente  que 
impone  pena  pecuniaria  al  Comerciante  que  no  lleva  los 
libros  que  ordena  éj  articulo  34,  ó  los  oculta,  ó  hace 
otros  nuevos,  por  sola  la  omisión  ó  por  solo  el  hecho  de 
haberlos  ocultado  ó  formado  otros  nuevos  para  presentarlos 
6  mostrarlos  en  el  caso  de  que  el  Juez  le  mande  leji- 
tiiuameiite  su  exhibición,  aunque  no  se  cometa  robo  ó  fal- 
sedad, pues  no  siempre  se  forman  libros  nuevos  suplan- 
tando partidas  con  el  fin  de  robar  ó  defraudar. 

Los  Comerciantes  á  veces  no  llevan  los  Libros  de  su 
contabilidad  dia  por  dia  y  con  los  requisitos  que  ordenan 
los  artículos  34>  30,  36  y  48  del  Código  de  Comercio,  sino 
libros  o  cuadernos  auxiliares  ó  apuntamientos,  y  cuando 
lo  exijo  la  necesidad,  ó  dan  lugar  los  trabajos  y  ocupa- 
ciones de  la  casa,  trasladan  a  los  libros  las  operaciones  y 
asientos  en  la  lbrma  debida,  sin  faltar  á  la  verdad,  sin 
falsificar  partidas  sin  defraudar  cosa  alguna. 

Sin  embargo,  el  articulo  03  pena  la  omisión  de  no 
haber  llevado  Los  libros  en  la  forma  prevenida,  por  que 
la  lev  quiere  que  todas  las  operaciones  que  haga  el  co- 
merciante en  su  tráfico,  se  asienten  en  los  libros  según 
el  orden  con  (pie  se  vayan  efectuando,  en  el  mismo  dia 
en  que  se  hacen,  sin  alterar  sus  fechas :  todo  con  el  ob- 
jeto de  evitar  fraudes  :  que  los  comerciantes,  á  punto  de 
hacer  quiebra;,  formen  nuevos  libros  ó  quiten  algunas  f  i- 
jas para  librarse  de  las  inducciones  que  resultan  de  los 
Verdaderos;  ó  que  se  escriban  negociaciones  ó  pagos  que 
no  se  lian  verificado;  y  para  asegurar  el  crédito  y  buen 
nombre  de  los  comerciantes  en  los  casos  de  quiebra  por 
insolvencia  fortuita  é  inculpable. 

Mas,  también  es  posible  que  el  comerciante  oculte 
los  libros  verdaderos,  ó  forme  otros  nuevos  poniendo  en 
ellos  partidas,  operaciones  ó  asientos  que  contengan  algu- 


na  falsedad  de  las  señaladas  en  el  artículo  227  del  Có- 
digo Penal.  En  este  casó  el  Juez  de  comercio  juzgaba  y 
castigaba  la  omisión  con  la  multa  de  ley  y  remitía  ú  la 
jurisdicción  ordinaria  el  conocimiento  de  la  causa  para 
qué  decidiera  sobre  el  delito  de  falsedad.  Esto  era  cuan- 
tío existia  el  Tribunal  de  comercio  que  crió  el  Código,  por 
que  aquel  carecía  de  jurisdicción  criminal  y  no  podia  im- 
poner otras  penas  que  las  pecuniarias  y  la  correccional; 
articulo  1128  del  mismo  Código.  El  autor  de  la  obra  ti- 
tulada Código  de  Comercio  estractado,  con  la  esplicacion  al 
pie  de  cada  artículo,  de  los  fundamentos  de  sus  disposi- 
ciones, estracta  los  artículos  43  y  44  del  Código  español 
de  24  de  Julio  de  1830,  distinguiendo  claramente  el  de- 
lito de  no  llevar  los  libros  con  las  solemnidades  prescri- 
tas por  la  ley,  ó  de  hacer  en  ellos  lo  .que  prohibe,  del 
crimen  de  suplantar  alguna  partida  que  sea  falsa  en  todo 
ó  en  parte. 

Escriche,  Diccionario  de  Lejislacion;  articulo  Libros  de 
Comercio)  distingue  también  el  crimen  de  suplantar  en  ellos 
partidas  falsas,  de  él  de  llevarlos  con  los  defectos  ó  vicios 
que  prohibe  el  Código  de  comercio,  ó  no  tenerlos  en  la 
forma  que  ordena. 

El  mismo  Código,  artículo  52  señala  claramente  la 
diferencia  entre  los  dos  delitos  de  que  ha  hablado,  y  dis- 
pone, que  del  uno  juzgue  el  Tribunal  privativo  de  comer- 
cio y  del  otro  el  Juez  competente,  que  pudiera  ser  el 
ordinario,  el  militar  ú  otro. 

Lo  espuesto  es  suficiente  para  que  se  distinga  que  el 
comerciante  que  hace  nuevos  Libros  puede  incurrir  en  dos 
delitos :  el  de  su  formación  ú  omisión  y  el  de  falsedad; 
pero  que  el  primero  no  supone  necesariamente  la  exis- 
tencia del  segundo,  sino  que  deSe  probarse  la  suplanta- 
ción de  partidas  falsas  en  todo  ó  en  parte. 

El  acusador  no  ha  justificado  hasta  este  dia  ninguna 
falsedad  cometida  en  los  cinco  Libros  nuevos  menciona- 
dos. De  consiguiente,  el  Señor  Muñoz  no  es  reo  de  fal- 
sificación, ni  su  honor  esta  mancillado  con  ese  abominable 
crimen. 

Después  de  elevada  la  causa  á  plenario,  se  le  ha 
hecho  cargo  de  la  culpa  que  le  resulta  por  haber  oculta- 
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do  el  Libro  Mílvor. 

Ciertamente  no  descubro  en  el  proceso  ningún  i'un- 
danientn  razonable  para,  este  eárgo.  No  he  visto  ni  tengo 
noticia  de  alguna  ley  que  caliliquc  de  delito  la  simple 
ocultación  cuando  el  Juez  no  ha  mandado  la  exhibición 
de  los  libros.  He  repasado  cuidadosamente  el  Código  Pe- 
nal, y  solo  en  el  articulo  442  encuentro  castigada  con  las 
penas  del  articulo  438  la  sustracción  ú  ocultación  de  pro- 
ceso, espediente,  instrumento  público  ó  privado,  ú  otro 
p;ipel  de  cualquiera  clase  que  se  cometiere  para  defrau- 
dar. El  articulo  488  pena  la  ocultación  espresada,  según 
es  el  valor  ó  la  cantidad  defraudada.  De  manera  que,  para 
castigar  á  Muñoz  y  aplicarle  alguna  de  las  penas  desig- 
nadas en  los  tres  números  del  citado  artículo  por  la  su- 
puesta ocultación  del  Libro  Mayor,  es  indispensable  que  se; 
justifique  que  ha  defraudado  alguna  cantidad  determina- 
da: 

Baearo  no  solo  no  ha  comprobado  que  Muñoz  de- 
fraudara ó  intentase  defraudar,  ocultando  el  Libro  Mayor, 
una  oantidad  cierta  y  señalada,  sino  que  no  ha  dicho  si- 
quiera cuanto  ó  ipie  valor  determinado  ha  usurpado  o 
«pieria  usurpar.  Yo  deseo  que  el  acusador,  ó  el  Juez  so- 
líale el  articulo  del  Código  Penal,  ó  la  ley  especial  que 
declara  delito  la  ocultación  hecha  sin  daño  do  tercero  y 
no  para  defrauda]-,  o  Guando  no  lia  precedido  mandato  del 
.lúe/,  para  exhibir  los  Libros  de  comercio. 

Se  dirá  que  el  artículo  5o  del  Código  de  Comercio 
pena  la  simple  ocultación  de  Libros,  pero  esto  no  es  exac- 
to, por  que  claramente  aparece  en  su  texto  que  habla  de! 
caso  en  que  el  comerciante  oculta  los  Libros  cuando  el 
Juez  le  manda,  su  exhibición,  en  la,  forma,  y  casos  preve- 
nidos por  derecho;  y  así  lo  entienden  los  autores :  Eseri- 
che  en  el  lugar  citado,  dice:  ,.No  se  puede  hacer  pesqui- 
sa de  oficio  para  averiguar  si  un  comerciante  lleva  sus 
libros  arreglados;  pero  si  en  el  caso  de  que  se  le  mande 
su  exhibición  los  oculta  ó  le  falta  alguno,  ademas  de  in- 
currir por  cada  Libro  que.  dejare  de  llevar  en  una  mul- 
ta etc."'  El  autor  del  Código  de  Comercio  estraetndo  «  - 
plica  en  iguales  áérminos  el  artículo  45.  Por  ultimo  el 
misino  articulo  45  del  Código  de  Comercio  Español 
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parte  conducente  dice :  ,,E1  comerciante  que  omita  alguno 
de  los  libros  .  .  ,  ó  que  los  oculte  siempre  que  se  le  mande  su 
exltwdm  en  la  forma  y  casos  prevenidos  por  -.derecho,  incur- 
rirá por  «ada  Libro  que  dejaré  de  llevar  eii  una  multa  .  .  "  , 

El  medio  mas  seguro  para  interpretar  bien  y  enten- 
der las  leyes  «s  conocer  su  orijen,  espíritu  y  fundamen- 
to^ .y  é!  sentido  en  que,  sin  contradicción,  las  espliean 
los  actores  clásicos  Por  esta  razón  hago  las  citas  prece- 
dentes por  que  todos  saben  que  el  Código  de  Comercio 
de  España  es  el  del  Salvador,  adoptado  con  algunas  di- 
ferencias y  modificaciones  :  de  modo  que  las  disposiciones 
-  de  este  deben  entenderse  en  los  términos  que  se  inter- 
pretan las  de  aquel.  Así,  para  que  la  ocultación  sea  de- 
lito son  esenciales  tres  circunstancias  :  La  que  el  Juez  de-* 
érete  la  exhibición  de  los  Libros  :  2.a  <pie  este  la  mande 
en  la  íbrma  y  casos  prevenidos  por  derecho;  y  3.a  que  el 
comerciante  no  cumpla  la  orden  del  Juez: 

El  Juez  no  mandó  á  Muñoz  que  exhibiera  el  supues- 
to, sin  serlo,  Libro  Mayor,  ú  otros  libros;  y  yo  por  or- 
den de  Muñoz  lo  he  presentado  voluntariamente  para  que 
se  vea  qüe  no  es  tal  Libro  Mayor,  y  para  desvanecer  la 
acusación  de  Bacaro,  quien  ha  reconocido  judicialmente 
este  libro, 

De  lo  dicho  se  infiere  q^e  Muñoz  no  ha  cometido 
el  delito  de  ocultación,  y  que  no  es  aplicable  al  cásri  cues- 
tionado el  artículo  53  del  Código  de  Comercio^ 

Para  que  se  juzgue  con  mas  acierto  manifestaré  lo 
siguiente:  Don  Andrés  Bacaro  en  2  de  Julio  de  1861  pidió 
al  Juez  de  í',a  Instancia  que  Muñoz  entregara  los  libros 
y  demás  documentos  de  la  sociedad  Bacaro  y  Muñoz,  y 
que  se  custodiasen  en  el  archín  del  Juzgado.  El  Juez 
dió  traslado  á  Muñoz,  y  este  en  8  del  mismo  mes  con- 
testo <pie  los  Libros  no  son  propiedad  esclusiva  de  Ba- 
caro, por  que  pertenecen  á  la  sociedad,  y  de  consiguien- 
te á  los  dos  socios,  y  que  sin  embargo  exhibía,  y  en  elec- 
to exhibió  tres  libretas  en  que  la  casa  apuntaba  sus  ope- 
raciones y  los  otros  cinco  Libros  mencionados.  En  11  del 
mismo  Julio  el  Juez  proveyó  el  auto  que  dice  :  „Cusló- 
dicnsé  en  el  archivo  los  Libros  preservados  por  el  Señor 
Don  Manuel    Muñoz,  cuyo    número  de  folión  está  exac- 
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to, etc." 

Este  auto  se-  notificó  á  Bacaro,  y  con  su  conocimien- 
to, y  sin  ninguna  contradicción,  de  su  parte,  .so  cu.. loria- 
ron los  libros  cu  el  archivo.. 

Antes  de  pasar  adelante  observaré  :  que  del  2  de  .U 
lio  en  que  Bacfiro  pidió  los  Libros,  al  8.  del  propio  rae; 
en  que  los  entregó  Muñoz,  solo  mediaron  (3  días;  y  que 
no  era  posible  que  en  ese  pequeño  término  una  sola  ma- 
no escribiera  en  ellos  500  fojas  que  poco  mas  ó  menos 
aparecen  escritas  de  letra,  de  Muñoz..  De  esto  se  deduce 
fine  no  se  (orinaron,  de  intento,  después  de  la  demanda 
de  Bacaro,  para  mostrarlos  al  Juez  y  ocultar  los  verda 
deros. 

Bacaro,  en  su  demanda,  no  enumeró  detalladamente 
los  Libros  y  documentos  cuya  entrega  reclamaba:  no  es- 
presó  los  nombres  ni  el  número.'  de  los  primeros,  ni  cuan- 
to- eran  los  segundos  :  no  los  describió  por  sus  señales  ó 
circunstancias;  y  en  fin,  no  hizo  la  demanda  con  los  re- 
quisitos de  ley. 

Después  de  la  exhibición,  de  los  Libros,  Bacaro  per- 
maneció eit  silencio,,  y  todos  conocerán,  que,  natural  era 
que,  interesándole  tanto  para  asegurar  su  honor  y  su  cau- 
dal, inmediatamente  hubiera  manifestado  al  Juez,  cuantos 
y  cuales  Ijdtaban,  y  que  los  tres  de  cuentas  corrientes, 
el  de  caja  y  el  de  facturas  vendidas  entregados  por  Mu- 
ñoz no  pertenecían  á  la  sociedad  y  contenían  partidas  la! 
sas;  designándolas  espresamente.  Este  procedimiento  era 
además  necesario,  por  que  Bacaro  ya  se  había  presenta- 
do en  quiebra,  y  sin  libros  no  era  posible  liquidar  bis 
cuentas  de  la  sociedad  y  la  particular  de  cada  uno  de 
los  acreedores.  A  pesar  de  esto  guardó  silencio;  y  hasta 
después  de  trascurridos  cinco  meses  de  estar  los  Libros 
en  el  Juzgado,  y  sin  haber  nunca  pedido  judicialmente 
que  Muñoz  exhibiera  el  Libro  Mayor,,  lo  acusó  en  9  de 
Diciembre  de  18G1  por  haber  falsificado  los.  Libros,  cor 
antes  lie  dicho;  y  la  acusación  estuvo  reservada  hasta  el 
18  de  Agosto  último  en  que  se  tomó  declaración  inda- 
gatoria á  Muñoz,  cuyo  arresto  provisional  se  decretó  el 
11  del  mismo  mes. 

Asi  es  que  no  habiéndose  pedido  legítimamente  la  ex- 
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hroicjpn'.d'el  llamado  Libro  Mayor  ni  mandadola.  el  Juez, 
y  estando  presentado  espontáneamente  por  Muñoz,  es  ab- 
surdo sostener  que  ewte  es  reo  de  ocultación,  conforme  al 
articulo  o,'7,  del  Código  de  Comercio. 

Muñoz  exhibió  voluntariamente  los  Libros:  y  dudo  que 
el  Juez,  si  aquel  no  lo  hubiera  hecho,  ordenara  la  en- 
trega para  custodiarlos  en  el  Juzgado,  por  que  á  este  fin 
no  puede  decretarse,  por  no  ser  de  los  casos  en  que  tie- 
ne lugar,  según  los  artículos  57,  58  y  59  del  Código  de 
Comercio,  pues  por  razón  de  la  quiebra  aun  no  era  tiem- 
po oportuno  de  pedirlos. 

Todo  lo  espuesto  prueba  con  evidencia  :  1.  °  que  el 
cuerpo  de  los  delitos  de  falsificación  y  de  ocultación  no 
está  comprobado  suficientemente,  pues  no  aparece  acerca 
de  ellos  prueba  ninguna  plena,  semiplena,  ó  de  presun- 
ciones.: 2.°  que  no  ha  podido  continuarse  la  instrucción, 
pena  de  nulidad,  ni  elevarse  la  causa  á  plenario,  en  la 
cual  ha  debido  sobreseerse,  como  disponen  los  artículos 
1140  y  1222  del  Código  de  Procedimientos;  y  o.  °  que 
se  han  infrinjido  los  artículos  150,  158  y  ICO  de  la  Cons- 
titución Federal,  ley  2.a,  tit.  1.°,  lib,  1.  c  ,  Recopilación 
del  Salvador :  el  156  que  dice  :  ,,No  se  podrá  librar  orden 
de  prisión  sin  que  preceda  justificación  de  que  se  ha  co- 
metido un  delito  que  merezca  pena  mas  que  correccional; 
y  sin  que  resulte,  al  menos  por  el  dicho  de  un  testigo, 
quien  es  el  delincuente."  YA  158  (pie  prohibe  que  la  de- 
tención dure  mas  de  48  horas,  y  manda  que  durante  este 
término  deberá  la  autoridad,  que  la  haya  ordenado,  prac- 
ticar lo  prevenido  en  el  articulo  150,  y  librar  por  escrito 
la  orden  de  prisión  ó  poner  en  libertad  al  detenido;  y 
el  ICO  que  obliga  al  Juez  á  decretar  la  libertad  del  pre- 
so ó  su  permanencia  cu  la  prisión,  según  el  mérito  de 
lo  actiudo,  dentro  de  tres  días  naturales,  es  decir,  den- 
tro de  72  horas.  Se  ha  infrinjido  igualmente  el  Código  de 
Procedimientos  en  los  artículos  que  tratan  del  arresto  pro- 
visional y  de  la  prisión.  Es  verdad  que  no  se  ha  .decre- 
tado la  prisión  permanente  por  los  referidos  delitos  sino 
el  arresto  provisional;  pero  no  se  lia  levantado  desde  1  l 
de  Agosto  último,  como  lo  manda  la  ley.  y  lo  exijo  la 
justicia  para  reparar,  y  no  continuar  vulnerando  el  honor 


•  leí  inculpado.  De  suerte  que  siempre  se  lian  violado  los 
milenios  citados  de  la  Constitución  Federal  y  del  Código 
de  Procedimientos,  que  garantizan  el  honor,  la  libertad  y 
la  seguridad  de  las  personas. 

P<>r  filtimo,  se  ha  faltado  á  la  lev;  y  si  esta  no  es 
irrisoria,  todo  lo  actuado  en  el  plenario  respecto  de  fal- 
sificación y  ocultación  es  nulo. 

Soy  amigo  de  la  verdad  y  nunca  la  niego.  Diré,  pues 
<pic  el  Señor  Juez  Licenciado  Don  Gregorio  López  hablo 
conmigo  acerca  de  la.  acusación  de  falsedad  y  las  decla- 
raciones de  los  testigos  producidos  para  justificarla.  Yo.  sin 
haber  vistolas,  le  manifesté  entonces,  que  de  pronto  me 
parecía  probada  la  falsedad  :  que  meditaría  y  estudiaría  el 
caso;  y  le  daría  mi  opinión  resolutiva;  por  que  cuando  tra- 
tamos del  asunto,  comenzaba  á  entrar  la  noeho  y  yo  no 
podía  leer.  Al  día  siguiente,  el  inculpado  solicitó  mi  pro- 
tección para  defenderse,  y  se  la  ofrecí,  y  en  el  mismo 
referí  al  Juez  esta  circunstancia  y  me  abstuve  de  darle 
mi  parecer,  por  que  ciertamente  no  lo  tuve  ni  pedia  te- 
nerlo seguro  sin  haber  visto  el  sumario,  y  hasta,  que  lo 
leí.  .me  convencí  de  que  no  estaban  probadas  la  falsifi- 
cación y  ocultación. 

Pasaré  á  tratar  de  las  lesiones  y  del  tiro  de  esco- 
peta. Del  sumario  aparece  que  Antonio  Colindres,  según 
su  declaración,  al  tiempo  del  hecho  era  sirviente  de  Mu- 
ñoz; y  por  las  declaraciones  de  los  testigos  resulta  que 
en  la  hacienda  Moropala,  en  la  mañana  del  20  de  Julio 
último,  Colindres  dió  golpes  á  Tiburcia  Rosales  cocinera 
de  Muñoz,  de  los  cuales  cayó  tendida  en  el  suelo,  y  enton- 
ces dijo  uno  en  voz  alta:  ,.ya  la  mató-':  que  Colindres  in- 
mediatamente se  vino  de  la  cocina  á  la  casa  principal  pro- 
firiendo a  gritos,  al  atravesar  el  patío,  bravatas  insolentes 
y  provocativas,  que  omito  referir,  y  se  metió  en  el  cuar- 
to donde  se  guardan  herramientas,  y  allí  se  armo  con  uu 
machete  corbo  :  que  á  los  gritos  salió  luego  Muñoz  de  su 
habitación  con  una  espada,  dirijiendose  adonde  estaba  Co- 
lindres, le  mandó  que  rindiera  el  arma;  y  ("orno  se  re- 
sistió, le  dió  de  cinchazos  hasta  que  lo  desarmó,  y  Colin- 
dres quedó  con  dos  pequeñas  heridas  :  que  después  de  esto 
Muñoz '  regresó  á  su  cuarto,  y  Colindres   fué  á  sentarse 
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pn  wk  hm\oQ  de  carpintería,  (¡iic  estaba  al  frente  do  aquel 
en  el  trtirpeftor  de  la,  casa;  y  <pie  desde  jiIIi  sigj«¿4>  pro- 
vocando á  MuüOZ  con  i az<tii;i mientos  ofensivos,  hasta  que 
este  salió  de  nuevo  con  la  espada,  y  una  escopeta  :  <pie 
huyó  CoIindreSj  lo  persiguió  Muño/;  hasta  l;i  esquina  del 
corredor  de  la  casa;  y  cuando  Colindres  iba  ¡i  distancia, 
de  mas  de  una  cuadra,  Muñoz,  hizo  un  tiro  con  la  esco- 
pe! a  y  se  volvió  á  la  casa. 

Los  facultativos  que  reconocieron  las  heridas,  declara- 
ron que  sanarían  entre  ocho  dias  y  el  paciente  no  que- 
dara impedido. 

De  consiguiente,  las  lesiones  son  comprendidas  en  el 
nnmero  0.  ?  del  artículo  472  del  Código  Penal  y  las  pe- 
nas son  arresto  menor  y  multa,  de  0  a  2  ó  pesos.  El  ti- 
ro tiene  pena  de  arresto  mayor  y  caución  de  conducta, 
contórme  al  artículo  481.  Esto  es,  suponiendo  que  las  le- 
giones y  el  tiro  sean  delitos;  pero,  á  mi  entender,  no  lo 
son. 

Fundaré  mi  opinión.  Moropala  pertenece,  según  es- 
critura pública,  á  Don  José  Manuel  Muñoz  y  ¡í  Don  An- 
drés Bacaro,  por  que  ambos  la  compraron  al  Señor  Don 
Antonio  Urúe.  Así,  Don  José  Manuel  Muñoz  es  uno  de 
los  dueños  de  aquella  hacienda,  y  goza  en  ella  de  todo 
el  poder  y  facultades  que  la  ley  garantiza  al  propietario 
y  al  padre  de  familia,  para  conservar  el  orden  y  la  mo- 
ralidad en  su  casa,  y  defender  sus  derechos.  Colindres  co- 
ínetió  faltas  muy  graves  dentro  de  la,  casa,  en  el  campo, 
en  la  cual  no  existe  autoridad  pública  sino  solo  la,  do- 
méstica. No  había  otro  remedio  para  contenerlo  que  em- 
plear la  fuerza,  supuesto  que  no  quiso  desarmarse  é  hizo 
resistencia.  El  Señor  del  fundo,  al  reprimir  á  Colindres, 
ejerció  el  derecho  natural  y  lejítimo  do  correjir  y  evi- 
tar las  faltas  de  familia,  y  los  delitos  que  se  cometen 
dentro  de  la  casa,  La  autoridad  domestica  es  natu- 
ral y  necesaria  para  la  conservación  de  las  familias  y 
de  los  individúen  :  es  el  ájente  y  auxiliar  mas  activo,  vi- 
gilante y  celoso,  mas  pronto,  enérjico  y  poderoso  de  la  au- 
toridad pública  (pie  no  puede  por  si  sola  inspeccionar  y 
cuidar  en  todos  los  lugares  y  tiempos  las  personas  y  pro- 
piedades y  todo  cuanto  interesa  á  los  asociados,  que  están 
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Dftjo  su  tutcl;)  y  es  Ofcsfógadtt  a,  protejer  y  asegurar.  Sin  la. 
aiítífridwd  doitiéstiéá  el  pode*  público  seria  absolutamen  = 
te  nulo  o  impotente.  Por  tan  sólidas  razones  toda  lejis- 
¡tijtfoii  debe  protejerla,  auxiliarla  y  robustecerla  cuando  no 
éS  bastante  fuerte  para  llenar  su  mísiom 

El  hogar  privado  es  sagrado  é  inviolable,  y  dentro  de 
su  recinto  el  ¿Ftífe  ó  padre  de  la  familia  es  un  soberano 
independiente.  Solo  la  autoridad  pública  puede  rejistrar- 
lo  ó  allanarlo  de  lít  manera  espresameilte  determinada 
por  la  lev.  Los  particulares  no  pueden  introducirá  ni  ejer- 
cer eti  él  los  actos  que  son  propios  del  Señor  sin  su  con- 
sentimiento, y  menos  ofender  á  las  personas,  ó  dañar  las 
propiedades.  Eh  el  pacte  de  asociación  la  socidad  se  com- 
promete á  guardar  al  individuo  asociado  distintos  dere- 
chos, á  protejerle  contra  todo  ataque  ilejitimo,  ¡i  velar 
por  el  en  donde  quiera  que  se  encuentre,  á  emplear  to- 
das las  fuer«as  ríe  l¡t  asociación  para  ampararle  contra  las 
agresiones  interiores  y  exteriores^ 

Es  sumamente  importante  el  punto  de  que  trato  y 
conviene  ilustrarlo  y  entenderlo  perfectamente,  y  para 
ello  véase  loque,  como  otros  autores,  enseña  Seijos  Lo- 
zano, Teoría,  de  las  Instituciones  Judicisiles,  Tomo  2,  ° , 
Sección  L¡i ?  Lib,  único,  Capítulo  8. o  ,  9.°  ,  1L«  ¡  lo>  j 
y  otros. 

Las  leyes  vigentes  establecen  la  patria  potestad,  el 
poder  marital,  la  tutela  y  curaduría  de  los  menores  y 
de  ÍOdos  los  incapaces  de  gobernarse  cual  conviene  al 
orden  social,  y  aseguran  de  todos  modos  la  autoridad  do- 
méstica. 

La  Constitución  de  la  República,  artículos  08.  71, 
76  y  77,  terminantemente  sanciona  y  garantiza  los  de¿ 
rechos  del  propietario  y  del  padre  de  familia;  y  de  ellos 
emana  la  facultad  incuestionable  que  tiene  todo  amo  o 
dueño  de  casa  ú  otro  predio  para  castigar  y  mrrejír  las 
faltas  familiares,  y  para  contener  y  repeler  con  la,  fuerza 
al  injusto  agresor  que  le  invada  é  intente  golpear,  herir, 
matar,  ó  causar  daño  si  su  persona,  á  cualquiera  de  su 
familia,  ó  al  estraño  que  esté  en  ella. 

El  Código  Penal,  artículo  9,  concede  espresamenfe  el 
derecho  referido  y  desarrolla  y  espííca  en  esa  parte  las 
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liaran t ins  constitucionales  en  los  números  4,°  -k"  •»."  y 
12,"  v  el  anticuo  Código  Penal  Recopilado  lo  estableció 
igualmente  y  ambos  eximen  de  toda  pena  al  que  ejer- 
ce aquel  derecho  en  los  casos  y  con  las  condiciones  que 
lo  conceden,  por  (pie  la  defensa  de  la  .propia  vida,  déla,' 
familia,  de  nuestros  semejantes,  de  la  propiedad,  y  de 
todos  los  derechos  contra  el  injusto  agresor  es  natural  y 
permitida  por  el  derecho  divino  y  humano.  Véanse  los 
artículos  GoG,  Go7,  üoS,  070  y  071  del  Código  recopilado 
para  la  mavor  y  mas  clara  intelijencia  de  los  números 
4"  ,  ó"  ,  (jo* ,  y  12»  ,  articulo  í).  del  Código  vijente.  Véan- 
se también  las  leyes  y  2*  ,  Tit.  8"  ,  Partida  7:l  , 
en  que  el  Roy  Don  Alonzo  el  Sabio  esceptuó  de  toda 
pena  el  homicidio  cometido  ejerciendo  la  lejitima  defensa; 
hiendo  notable  que  en  la  primera  dice  :  que,  para  matar 
al  agresor  el  agredido,  non  ha  de  esperar  que  el  otro 
Je  fiera  primeramente.  "  Por  último  es  tan  lejitima  y  na- 
tural la  defensa  que  los  Teólogos  mas  eminentes  enseñan: 
que  no  es  pecado  herir,  ó  matar  en  el  caso  de  agresión 
i  lejitima  y  de  no  haber  otro  medio  para  impedirla. 

El  Señor  Muñoz  usó,  pues,  de  un  derecho  lejitimo 
reprimiendo  á  su  sirviente  Antonio  Colindres;  y  si  por 
eso  fuera  castigado  se  autorizaría  á  los  sirvientes  para 
que  no  respetaran,  y  para  que  atropellaran  ásm  amos  cuando 
quisieran;  vsedariaá  entender  que  no  es  licito  al  Señor 
evitar  y  coirejir  las  faltas  y  excesos  domésticos,  y  repe- 
ler o  refrenar  al  que  invada  su  casa  ó  posesión  ó  ata- 
que las  personas  y  propiedades. 

Para  juzgar  acertadamente  el  hecho  de  Muñoz,  cada 
uno  póngase  en  la  situación  en  que  él  se  encontró,  y  con- 
sulte', á  su  corazón  loque  haria  en  •  igual  lance.  La  lev- 
asegura  las  personas,  la  propiedad  y  todos  los  objetos  que 
interesan  al  individuo  asociado;  pero  no  siempre  la  autori- 
dad pública  puede  ocurrir  con  la  puntualidad  necesaria  para 
hacerlos  guardar  y  respetar;  y  el  hombre  ac metido  vio- 
lenta y  repentinamente  por  el  que  trata  de  robar,  ó  da- 
ñar á'las  perdonas  y  propiedades,  por  un  impulso  natural 
e  instintivo,  y  sin  pensar  ni  relieccionar,  se  irrita,  y  poseí- 
do de  arrebato  y  obsecacion  se  defiende  .-con'.; la .c.^tBOi^í 
recbaza  al  agresor:  y  ninguna  ley  seria  bastante  poderosa 
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para  obligarlo  en  semejantes  casos  á  sufrir  humildemente 
\  sin  cfoftmdérse  los  ataques  de  un  malvado. 

.Muñoz  obró  ejerciendo  un  derecho  natural  que  la  ley 
asegura  al  padre  de  familia;  y  lo  exime  de  responsabilidad 
criT.iiual  el  articulo  9,  números  4.°,  5.°,  G.  °  y  12  del 
Código  Penal,  según  el  mérito  de  lo  actuado.  De  modo  que 
no  es  culpable  de  lesiones  sino  se  quiere  anonadar  la  au- 
toridad domestica  y  la  defensa  licita, 

Dentro  del  término  probatorio  he  justificado  con  mas 
de  cuatro  testigos,  inclusos  los  del  sumario  ratificados  has- 
ta ahora,  que  la  espada  de  Muñoz  de  un  lado  tenia  un 
cordón  redondo  y  de  otro  el  grueso  de  3  á  4  líneas, 
piales  aun  no  se  le  habia  afilado,  y  así  no  era  cortante.  Es- 
ta circunstancia,  la  de  haber  dado  á  Colindres  solo  de  plan 
y  no  de  filo,  y  la  de  dejarlo  en  paz  después  que  lo  des- 
armó indican  que  Muñoz  no  tuvo  intención  de  herirle. 

Respecto  del  tiro  manifestaré  que  ningún  testigo  en 
el  sumario  ha  dicho  que  Muñoz  enderezó  la  puntería  á 
Colindres,  y  todos  ellos,  escepto  uno  que  no  ha  compa- 
recido, en  sus  ratificaciones  han  depuesto  que  no  vieron 
si  dirijió  rectamente  el  tiro  á  Colindres,  y  que  solo  oye- 
ron el  estampido.  También  he  probado  con  dos  testigos 
que  Muñoz  en  los  momentos  del  suceso  estaba  limpian- 
do la  escopeta  :  que  le  habia  estraido  las  postas  y  muni- 
ciones antes  del  tiro  mencionado;  y  que  cuando  iba  á  sa- 
car la  pólvora  se  quebró  la  baqueta.  Asi  es  que  hizo  el 
tiro  con  solo  la  pólvora.  Los  mismos  dos  testigos  y  uno 
del  sumario  declaran  que  apuntó  en  dirección  distinta  de 
la  que  llevaba  Colindres;  y  tanto  los  de  la  instrucción 
como  los  producidos  en  defensa  afirman  que  Colindres  iba 
á  mas  de  una  cuadra  de  distancia  del  lugar  en  que  es- 
taba Muñoz  cuando  hizo  el  tiro.  Está,  pues;,  comproba- 
do (pie  no  lo  hizo  voluntaria  y  maliciosamente,  ó  con  in_ 
tención  de  dañar,  como  requieren  los  artículos  1.°  y  341 
del  Código  Penal  para  que  haya  delito.  El  1.  °  dice  :  „Es 
delito  ó  falta  toda  acción  ú  omisión  voluntaria  penada  pol- 
la ley."  „Las  acciones  ú  omisiones  penadas  por  la  ley  se 
reputan  siempre  voluntarias,  á  no  ser  que  conste  lo  con- 
trario." Ln,  palabra  voluntaria  en  aquel  articulo  significa, 
que  la  acción  se  ejecute  libre  y  espontáneamente:  que  el 
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m  Vá  ejecuta  tenga  la  voluntad  ó  la  intención  de  cau- 
sar ú  daño  que  se  propone;  y  que  sepa  á  ciencia  cierta 
el\nal  que  vá  á  hacer,  y  que  viola  la  ley.  En  esto,  tér- 
minos la  interpretan  los  autores;  y  son  los  mismos  con 
que  el  Código  Penal  Recopilado,  articulo  1.  ©  define  el  de- 
lito 

1  c'  De  lo  expuesto  resulta  demostrado  evidentemente  que 
Muñoz  no  tuvo  intención  de  dañar  á  Colindres  con  el  ti- 
ro ni  con  los  cinchazos,  V  que  únicamente  quizo  y  se 
propuso  desarmarlo,  reprimirlo,  é  intimidarlo  para  evitar 
que  sigüierál  cometiendo  excesos,  y  para  que  guardase  el 
órden  y  los  respetos  debidos  la  Señor  de  la  casa  a  quien 
s.-rvia/De  modo  que,  conforme  al  articulo  1.  -  citauo,  los 
actos  de  Muñoz  no  son  voluntarios  en  la  acepción  legal: 

no  son  delitos.  . 

Mas,  suponiendo  que  lo  sean  las  lesiones  y  el  tiro, 
las  penas  de  este  son  arresto  mayor  y  caución  de  con- 
ducta, y  las  de  aquellas  arresto  menor  y  multa  de  o  a 
25  pesos,  conforme  á  los  artículos  341  y  471  del  vxuhgo 
Penal,  por    ser  las  lesiones  comprendidas  en  el  numero 

5.°  del  artículo  472.  ,    .„    ,  , 

El  mismo  Código,  artículo  25,  ha  clasificado  las  penas, 
v  entre  las  correccionales  pone  el  arresto  mayor,  y  entre 
l  is  leves  el  arresto  menor.  A  la  ley  toca  clasificar  las  pe- 
nas Es  atribución  del  Poder  Legislativo  decretar  los  Có- 
digos de  Procedimientos,  Civil  y  Penal  para  toda  clase  de 
personas  y  delincuentes;  artículo  20  de  la  Constitución  de 
la  Ilepública.  / '«■"■!' 

Los  Tribunales  y  Jueces  solo  tienen  la  potestad  de 
aplicar  las  leves  y  no  la  de  darlas,  ó  de  reformar -ó  mo- 
dificar sus  disposiciones.  Artículos  242,  245  y  MMtoto 
Constitución  Española,  ó  ley  8jí  j  Tít.  1.  °  ,  Lib.  1.  ,  Re- 
copilación del  Salvador.  [ 

Si  la  ley  ha  declarado  pena  correccional  el  arresto 
mayor,  es  muy  claro  que  el  Poder  Judiciario  no  puede 
aplicarlo  en  otro  concepto :  no  puede  ni  debe  calificarlo 
con  circunstancias   mas   agravantes,  ó  tenerlo  por  pena 

aflictiva.  ... 

Algunos  Jueces,  olvidándose  de  los  principios  en  que 
está  cimentada  la  lejislacion  criminal  y  penal,  quieren. que 


—in- 
necesariamente haya  una  clase  ríe  penas  que  ellos  llaman 
titos  <¡m  correccionales,  y  á  su  arbitrio  y  sin  ra>.on.  quie- 
ren Judiarlas  entre  las  que  el  Código  'designó  como'  cor- 
reccionales :  tal  suponen  el  arresto  mayor;  y  con  este  ca- 
rácter, traspasando  los  límites  de  su  ministerio,  y  arrobán- 
dose facultades  que  no  les  confiere  la  ley,  aplican  el  ar- 
resto mayor  en  sus  decisiones  y  procedimientos  judicia- 
les. No  me  consta  que  haya  incurrido  en  tan  ge  uve  ex- 
ceso algún  Majistrado  ó  Juez  de  esperiencia  y  ciencia,  ni 
es  posible,  por  que  estos  saben  muy  bien  que  las  pala- 
bras pknas  aJHcüvas  del  Código  Penal.,  artículo  20,  com- 
prenden no  solo  las  que  los  criminalistas  llaman  aflicti- 
vas y  corporales,  sino  también  las  mas  que  correcciona- 
les; v  ademas  conocen  perfectamente  hasta  donde  se  es- 
tiende  la  esfera  de  las  atribuciones  indiciarías :  que  no  les 
es  dado  variar  la  escala  de  penas  estatuida  por  el  Legis- 
lador; y  que  carecen  de  poder  lejitimo  para  establecer, 
que  las  penas  que  la  ley  declaró  correccionales  ó  leves 
sean  mas  graves  :  mas  que  correccionales,  aumentándolas 
con  todo  el  exceso  que  dá  á  estas  y  significa  el  adver- 
bio comparativo  mas  respecto  de  aquellas. 

El  articulo  1087  del  Código  ele  Procedimientos,  an- 
terior al  Penal  vigente,  corrijió  y  aclaró  el  artículo  31 
del  recopilado,  calificando  de  penas  mas  que  correccionales 
las  de  infamia,  de  inhabilitación  para  ejercer  empleo,  pro- 
les ion  ó  cargo  público,  de  privación  y  suspensión  de  los 
mismos,  tpie  el  nuevo  Código  articulo  20,  pone  entre  las 
aflictivas,  excepto  la  infamia  por  ser  abolida,  la  de  pri- 
vación por  ser  accesoria,  y  la  de  suspensión  que  es  cor- 
reccional. El  articulo  1087  hizo  la  espresacla  aclaratoria 
con  el  objeto  único  de  fijar  los  casos  en  que  tiene  lugar 
la  excarcelación  del  indiciado,  y  determinar  que  no  lo  hay 
cuando  es  merecedor  de  alguna  de  aquellas  cuatro  penas. 

El  artículo  1086  del  Código  de  Procedimientos  man- 
da, que  se  otorgue  al  procesado  la  libertad  bajo  de  fian- 
za de  la  haz,  si  el  delito  por  que  se  le  juzga  no  mercv 
pena  mas  que  correccional;  y,  el  artículo  1087  declara  que 
las  penas  no  corporales  señaladas  en  el  artículo  ol  del 
Código  Recopilado  desde  el  número  0.°  inclusive  hasta, 
el  i:¡.  son  correccionales.  El  arresto  es  designado  cutre  ellas 
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en  el  número  ó.  °  ]  y  por  consiguiente,  o*  pona  correccio- 
nal; conforme  al  articulo  1087  citado. 

No  sé  de  donde  nazca  el  pensamiento  de  que  el  ar- 
resto no  es  correccional,  por  que  el  articulo  M  no  lo'  po- 
ne entre  las  penas  corporales  ni  en  ios  primeros  cuatro 
números  de  las  no  corporales  que  el  referido  articulo  IOS 7 
clasifica  de  mas  que  correccionales.  Sin  duda  se  funda  en 
el  artículo  162  de  la  Constitución  Federal;  pero  obsérve- 
se :  1.  °  que  siendo  una  disposición  legal  secundan;),  la  han 
podido  derogar  ó  reformar  las  Legislaturas  ordinarias,  co- 
mo lo  han  hecho;  y  2.  °  que  el  articulo  .lt>2  limita  el 
arresto  correccional  á  un  mes;  mas  no  determina  qne,  si 
excede  de  este  término,  sea  pena  corporal,  aílietiva,  ó  mas 
que  correccional;  y  los  Jueces  deben  aplicar  la  ley  según 
su  sentido  literal,  pues  les  es  prohibido  hacer  distinciones 
que  ella  no  hace. 

El  Código  Penal  recopilado,  .artículo  608  imponía  por 
el  tiro  hecho  a  una  persona  para  herirla  6  matarla,  pero 
que  no  le  causó  daño,  un  arresto  de  ocho  dias  á  seis  me- 
ses. Nadie  dudara  de  que,  según  los  artículos  1080  y  10S7 
del  Código  de  Procedimientos,  tendría  lugar  la  encarce- 
lación en  el  caso  del  artículo  608,  que  es  el  mismo  en 
que  se  supone  esta  comprendido  Muñoz,  por  que  el  Pe- 
nal anticuo  no  estableció  varios  arrestos  sino  solo  el  de- 
signado  en  el  número  5í  °  de  que  he  hablado.  El  vigen- 
te, artículo  27,  inciso  8.  °  ,  da  al  arresto  mayor  la  dura- 
ción de  dos  á  ocho  meses,  modificando  en  esa  parte  el  ar- 
tículo 668  citado;  pero  no  le  quitó  el  carácter  de  correc- 
cional que  le  dió  el  Código  de  Procedimientos,  y  lo  de- 
signó expresamente  entre  las  penas  correccionales.  Asi, 
prescindiendo  de  cnanto  demuestra  que  Muñoz  no  ha  co- 
metido los  delitos  de  lesiones  y  del  tiro,  lo  que  se  de- 
cidirá en  la  sentencia  definitiva,  ha  debido  excarcelársele 
bajo  de  fianza  de  la  haz  con  arreglo  a  los  artículos  29f) 
y  206  de  la  Constitución  Española,  que  mandan  que  no 
sea  llevarlo  á  la  cárcel  el  que  dó  fiador  en  los  casos  en 
que  la  ley  no  prohibe  espresamente  que  se  admita  la  lian- 
za; y  que  en  cualquier  estado  de  la  causa,  que  aparez- 
ca qué  no  puede  imponerse  al  preso  pena  corporal,  se  le 
ponga  en  libertad  dando  fianza,  cuyas  disposiciones  repro- 
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duren  el  Código  do  Procedimientos,  arderlos  1086.'  10*7 
v   1093,  y    la  Constitución  do  l;i  .  Uepubliea,  articulo  86. 

Algunos  profesores  de  derecho,  por  un  error  imper- 
donable, ereen  que  en  todo  caso  es  extemporánea  la  so- 
licitud do  la,  soltura  ó  de  la  encarcelación  del  preso,  bo- 
cha durante  el  sumario  ó  en  el  plenario;  y  otros  sostie- 
nen que  en  ningún  tetado  de  la  causa  puede  decretar-e 
la  eseareelacion  del  inculpado  bajo  de  fianza  cuando  el  de- 
lito de  que  se  trata  merece  pena  aflictiva,  por  que  se  an- 
ticipa un  juicio  que  lo  califica  antes  de  la  sentencia  de- 
finitiva en  (pie  puede  juzgarse  de  otro  modo.  He  visto 
muchos  escritos  y  dictámenes  de  Letrados  fundados  en 
esas  opiniones  tan  opuestas  á  lá  letra  y  al  espíritu  de  la, 
ley,  y  á  la  libertad  y  segundad  individual,  que  es  la  ba- 
se de  todos  los  derechos  del  hombre,  en  la  que  se  apoya, 
su  existencia  y  se  afianza  su  ejercicio.  Dichas  opiniones 
manifiestan  el  atraso  de  la  jurisprudencia,  6  mejor  cure, 
la  poca  instrucción  de  algunos  Abogados.  Los  límites  de 
este  escrito  no  me  permiten  estenderme  sobre  esta  mate- 
ria tan  interesante,  y  solo  espondré  lo  siguiente  : 

Uno  de  los  medios  mas  seguros  para  entender  la  ley- 
penal  y  aplicarla  rectamente  es  suponer  algunos  delitos 
con  circunstancias  que  aumentan  ó  disminuyen  su  grave- 
dad, 6  eximen  al  autor  de  responsabilidad,  criminal.  Si- 
guiendo esta,  regla,  supóngase  que  un  hombre  mató  á  pu- 
ñaladas a  otro  que  estaba  dormido;  y  que  se  le  aprehende 
infraganti  y  se  le  encarcela.  He  aquí  un  asesinato,  á  que 
impone  el  Código  Penal,  articulo  325,  la  pena  de  muerte. 
Pero  en  el  sumario  un  pariente  del  reo  justifica  con  tes- 
tigos que  cometió  el  hecho  en  estado  de  demencia,  y  des 
facultativos,  previo  reconocimiento,  informan  que  está  de- 
mente, y  además  el  Juez  se  persuade  de  ser  verdad.  ¡  Se- 
ria conforme  á  la  ley,  seria  justo  mantener  en  prisión  al 
homicida  solo  por  que  cometió  un  acto  que  aparentemente 
es  asesinato,  y  merece  pena  de  muerte?  Es  claro  que  u<<. 

La  acción  no  fué  voluntaria  en  el  sentido  legal,  poi- 
que su  autor  no  conoció  el  mal  que  hacia  con  violación 
de  la  ley,  por  estar  fuera  de  su  juicio,  no  obstante  haber- 
la ejecutado  libre  y  espontáneamente  y  con  intención  de 
matar.  No  hay.  pues,  delito,  y  debe  decretarse  la  soltura, 
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del  preso,  aunque  se  continúe  la  causa  por  alguna  razón 
legal. 

imajínese  que  alguno  en  defensa,  de  su  persona  y  de 
su  propiedad  mata  á  uno  de  los  ladrones  que  le  acome- 
ten violentamente.  La  policía  aprehende  al  homicida  y  lo 
lleva  á  la  prisión:  se  justifica  el  cuerpo  del  delito  y  quien 
es  el  delincuente;  y  en  este  estado  el  Juez  provee  el  au- 
to de  prisión  permanente.  En  seguida  el  encausado  com- 
prueba que  invadió  su  casa  una  cuadrilla  de  salteadores 
armados  con  el  objeto  de  robar  :  que  fué  necesario  repe- 
lerla á  balazos;  y  que  de  parte  de  él  no  hubo  provocación. 
Esta  acepción  le  favorece,  según  el  número  4.  ®  ,  artículo 
0  del  Código  Penal;  y  pide  su  escarcelacion.  ¿Se  le  ne- 
gará por  que  la  pena  del  homicidio  es  la  de  reclusión  tem- 
poral en  los  casos  del  número  2.  0  ,  artículo  325  del  Có- 
digo/ Es  indudable  que  debe  concedérsele  por  que  usó  del 
derecho  natural  de  defensa  que  la  ley  le  asegura. 

Figúrese  el  incendio  de  un  buque  ó  de  un  edificio 
en  la  Union,  y  que  los  testigos  deponen  que  vieron  con 
la  mecha  encendida  dándole  fuego  en  cierto  y  determina- 
do dia  á  una  persona  que  designan  por  su  nombre  y  ape- 
llido, y  aseguran  haber  conocídola;  pero  ésta  á  los  séis 
dias  de  prisión  presenta  un  instrumento  público  ó  una  eje- 
cutoria del  Tribunal  superior  en  que  consta  que  el  indi- 
ciado se  hallaba  en  San  Salvador,  á  distancia  de  50  le- 
guas, en  el  mismo  dia  del  incendio,  ¿continuará  preso,  por 
que  el  incendio  está  penado  con  cadena  perpetua/  De  este 
modo  supónganse  otros  muchos  hechos  castigados  con  pe- 
nas aflictivas;  pero  que  ciertas  excepciones  justificadas  exi- 
men al  autor  de  responsabilidad,  ó  le  hacen  acreedor  á 
alguna  correccional  ó  leve. 

En  semejantes  casos  nadie,  bien  instruido  en  las  cien- 
cias forenses,  desconocerá  que  no  puede  decretarse  legal- 
mente la  prisión  si  en  el  sumario  mismo  resultan  proba- 
das circunstancias  que  eximan  al  presunto  delincuente  ele 
toda  pena  ó  de  pena  aflictiva,,  ó  que  justificadas  después 
de  estar  detenido  ó  preso,  el  Juez  debe  acceder  á  la  sol- 
tura ó  excarcelación,  y  aun  proveerla  de  oficio,  por  que  el 
Juez  es  la  ley  viva,  y  la  ley  protejo  á  la  inocencia  y 
prohibe  reagravar  la  pena  que  ella  establece. 


Seria  inicua  la  ley  qué  declarase  lícitos  ciertos  actos 
éTirresponsable  de  ellos  al  individuo,  ó  que  por  razones 
justas  no  impusiera  penas  á  los  hechos  prohibidos  en  ca- 
sos determinados  espresamente,  si  permitiera  ó  mandara 
que  el  que  los  ejecutare  sea  conducido  á  la  cárcel  y  su- 
fra prisión  y  todas  sus  funestas  consecuencias  que  tanto 
dañan  á  él,  como  ¡i  su  familia  é  intereses.  Tal  ley  no  seria 
protectora  de  la  inocencia  y  la  atacaría  con  escándalo  é 
injusticia. 

Los  ejemplos  referidos  y  los  razonamiento»  espuestos, 
tan  sólidos  y  luminosos,  persuaden  que  ya  en  el  sumario, 
ya  en  el  plenario,  en  cualquier  estado  de  la  causa,  y  en 
cualquier  tiempo  durante  su  curso,  puede  tratarse  de  la 
soltura  <)  esearcelacion  del  preso  bajo  de  fianza,  sea  cual 
fuere  la  naturaleza  del  delito  porque  se  le  juzga,  sin  es- 
cepcion  alguna:  y  que  se  debe  decretar  concediendo  ó  ne- 
gando, según  el  mérito  de  las  pruebas. 

La  base  fundamental  del  sistema  penal  es  que  las 
penas  sean  proporcionadas  á  la  gravedad  del  crimen :  que 
no  sean  atroces  y  crueles,  ni  trascendentales  y  retroac- 
tivas: y  que  no  se  apliquen  sin  un  juicio  previo  seguido 
en  la  forma  legal. 

La  ley  divide  y  clasifica  las  penas  considerando  prin- 
cipalmente el  tiempo  de  su  duración,  la  restricción  de  la 
libertad  del  individuo,  los  padecimientos  personales,  las 
penas  accesorias  (pie  llevan  consigo  las  principales,  los  tra- 
bajos mas  ó  menos  duros  y  penosos  que  debe  sufrir  el 
condenado  á  ellas,  los  lugares  y  establecimientos  destina- 
dos para  su  cumplimiento,  el  réjimen  disciplinal  á  que  se 
someten  los  penados,  la  obligación  de  trabajar  forzosamen- 
te en  provecho  del  Estado,  ó  para  la  utilidad  particular 
de  los  condenados,  y  otras  muchas  circunstancias.  Sobre 
esta  base  el  Lejislador  forma  una  escala  de  penas  diver- 
sas bien  estensa  y  graduada  para  poder  aplicar  la  que  sea 
mas  proporciona^  á  la  naturaleza  de  cada  uno  de  los 
delitos  y  taitas,  cuya  multitud  y  variedad  es  ilimitada, 
pues  no'  es  justo  castigar  con  unas  mismas  penas  delitos 
ó  faltas  que  se  diferencian  infinitamente  con  muchas  cir- 
cunstancias, causando  mas  ó  menos  mal  á  la  sociedad  y 
á  los  individuos  ofendidos. 


No  puede  ser  castigado  el  inocente  :  el  que  fijo  ha  co- 
metido acto  ú  omisión  calificado  de  delito  o  falta  ñor  ja 
lev;  y  la  pena  debe  ber  proporcionada  al  crimen  ó  «-•on- 
t  ra  vención.  De  estos  principios  sancionados  por  la  Cons- 
titución se  sigue:  que  no  debe  ni  puede  reducirse  á  pri- 
sión, ó  permanecer  en  ella  todo  el  tiempo  que  dure  la  se- 
cuela de  la  causa,  la  persona  que  conste  en  la  forma 
legal  que  no  ha  delinquido,  ó  que  solo  es  responsable  de 
un  acto  castigado  con  pena  correccional  ó  leve,  por  que 
en  ía  sentencia  definitiva  se  le  absolvería  en  el  primer 
caso  de.  todo  cargo,  y  en  el  segundo  podría  suceder,  co- 
mo ha  sucedido  algunas  veces,  que  se  le  condene  á  una 
peua  que  dure  menos  tiempo,  que  el  que  ha  estado  pre- 
so antes  de  la  sentencia.  La  ley  quiere  evitar  todo  mal 
innecesario,  los  grandes  perjuicios  consiguientes  á  la  pri- 
sión, y  la  injusticia  irreparable  que  se  baria  al  proce- 
sado, y  con  este  fin  manda  la  soltura  ó  excarcelación  en 
los  casos  que  ella  no  lo  prohibe  espresamente;  sin  perjui- 
cio del  resultado,  ó  sentencia  final. 

La  frase  :  ,yEn  cualquier  estado  de  la  causa"  contenida 
en  loa  artículos  290  de  la  Constitución  Española  y  1003 
del  Código  de  Procedimientos  claramente  indica  y  ordena: 
que  en  el  sumario  ó  en  el  plenario,  antes  ó  dentro  del 
término  probatorio,  ó  en  cualquiera  de  todas  las  estacio- 
ne- del  proceso,  puede  y  debe  decretar  el  Juez  la  ex- 
carcelación bajo  de  lianza,  cualquiera  que  sea  el  delito, 
público  o  privado,  .siempre  que  aparezca  que  no  puede  im- 
ponerse al  preso  pena  corporal,  ó  aflictiva. 

Lscriche,  Diccionario  de  Lejislacion,  artículo,  Juicio 
Criminal,  Párrf.  75  sobreseimiento  de  la  cansa  y  soltura  del pro- 
r»,/do,  dice  en  resumen :  „No  siempre  se  sigue  el  juicio 
criminal  por  toctos  sus  trámites  hasta  sentencia  definiti- 
va, pues  algunas  veces  tiene  que  proveer  el  Juez  un  auto 
en  que  manda  cesar  ó  suspender  los  procedimientos.  Es- 
t  i  cesación  ó  suspensión  se  llama  sobreseimiento >,  y  tiene 
lugar,  mire  otros  rasos,  cuando  principiada  la  sumaria,  no 
iv  uha  La  preexistencia  del  delito;  esto  es,  no  se  obtiene 
la  comprobación  de)  hecho  criminal,  pues  falta  entonces  el 
fundamento  en  que  debe  estribar  todo  el  proceso;  y  cuan- 
do, terminado  el  sumario,  viere  el  Juez  (pie  no  hay  mé- 


rito  para  pasar  mas  adelante,  ó  que  el  procesado  no  re- 
sulta acreedor,  sino  á  alguna  pena  leve  que  no  pase  de 
reprensión,  arresto  ó  multa.  En  el  mismo  párrafo  enseña 
el  autor,  qué  el  sobreseimiento  y  soltura  tienen  lugar  en 
los  casos  referidos,  ya  sea  el  delito  público,  ya  privado. 

En  el  Párrafo  77  el  mismo  autor  enseña !  que  aun- 
que no  haya  lugar  al  sobreseimiento,  y  haya  de  llevarse 
adelante  la  cansa,  por  resultar  acreedor  el  procesado  á  una 
pena  mayor  que  la  de  reprensión,  arresto  por  pocos  dias, 
ó  multa  poco  importante;  sin  embargo,  si  ya  en  el  sumario 
ó  en  cualquier  otro  estado  de  los  procedimientos  apare- 
ciere que  si  bien  no  es  inocente,  no  es  tampoco  reo,  se- 
gún las  leyes,  de  pena  corporal,  deberá  serle  concedida  la 
libertad,  pero  con  costas  y  bajo  fianza  suficiente)  por  que 
ni  puede  ser  llevado  á  la  cárcel  ni  permanecer  en  ella  el 
que  no  sea  digno  de  pena  corporal,  con  tal  que  diese  fian- 
za; artículos  295  y  296  de  la  Constitución  Española. 

El  mismo  autor,  en  el  Párrafo  81  dice  :  que  si  el  mi- 
nistro fiscal¡  después  de  haber  examinado  los  autos,  cre- 
yese que  ño  hay  lugar  á  la  acusación  contra  el  proce- 
sado, ya  poí  que  este  ño  es  acreedor  á  pena  alguna  por 
los  hechos  que  se  le  imputañ,  ya  por  que  aquellos  no  ar- 
rojañ  datos  suficientes  para  perseguirle,  ni  resta  ya  que 
practicar  otras  dilijencias  que  le  descubran,  puede  enton- 
ces pedir  su  absolución  ó  el  sobreseimiento  en  la  causa, 
por  que  si  bien  por  una  parte  debe  emplear  todo  sü  ce- 
lo y  actividad  para  que  ño  quede  impune  ningún  delito, 
tiene  obligación  por  otra  de  defender  ó  prestar  su  apoyo 
á  la  inocencia,  y  de  hacer  que  ñuñca  se  trate  al  proce- 
sado sino  conforme  á  lo  que  la  verdad  y  la  justicia  re- 
quieran. 

El  autor  trata  de  los1  delitos  públicos,  pues  Solo  de 
ellos  se  da  vista  al  ministerio  fiscal. 

La  ley  de  17  de  Febrero  de  1858,  artículo  17,  im- 
ponía al  Fiscal  las  mismas  obligaciones  de  que  habla  Es- 
criche,  y  al  presente  están  reasumidas  por  los  Tribuna- 

IfcíS   y  JtlGCCS 

El  Código  de  Procedimientos,  artículo  1008  designa 
la  excarcelación  del  preso  como  uno  de  los  artículos  que 
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distraen  de  la  causa  principal,  y  que  deben  seguirse  en 
ella  misma.  Muy  bien  se  comprende  que  ha  de  tratar- 
se de  la  excarcelación  durante  el  curso  de  la  causa,  y  no 
antes  de  incoarla  ó  después  de  fenecida,  pues  pensar  lo 
último  seria  estupidez  imperdonable,  y  sin  embargo,  es  con- 
siguiente de  la  opinión  que  voy  impugnando. 

En  fin  :  „las  palabras  de  la  ley,  se  entenderán  en  su 
sentido  natural  y  obvio,  según  el  uso  jeneral  de  las  mis- 
mas palabras."  Articulo  20,  Código  Civil;  y  Azevedo  en  la 
ley  2.a  tit.  1.  c,  lib.  5.  ° ,  Nueva  Recopilación,  núm.  1.  ° 

Las  palabras  ^cualquier,  cualquiera"  significan  lo  mismo 
que  alguno  indeterminadamente,  según  el  Diccionario  de  la 
lengua  castellana  por  la  Academia  Española;  y  en  ese  sen- 
tido debe  entenderse  en  los  artículos  290  de  la  Consti- 
tución Española  y  1093  del  Código  de  Procedimientos,  con- 
forme al  Código  Civil  y  autor  citados. 

Yo  quisiera  que  los  que  sostienen  la  opinión  que  he 
impugnado,  esplicaran  claramente  como  entienden  la  fra- 
se :  „cn  cualquier  estado  de  la  causa"  en  los  dichos  artículos 
de  la  Constitución  Española  y  del  Código  de  Procedimien- 
tos, y  en  que  tiempo,  en  que  estado,  y  en  que  casos  pue- 
de pedirse  y  decretarse  la  excarcelación  del  reo.  Yo  me 
inclino  mas  bien  á  creer  que  la  tal  opinión  nace  de  un 
celo  mal  entendido  para  no  dejar  impunes  los  crímenes, 
por  que  la  experiencia  demuestra  los  gravísimos  males  que 
se  siguen  de  reunirse  en  un  misino  Delegado  de  la  au- 
toridad pública  las  funciones  do  acusar  y  perseguir  los 
delitos  públicos,  representando  la  vindicta  pública  :  de  ins- 
truir la  justificación  ó  las  dilijencias  necesarias  para  ¿justi- 
ficar el  hecho  criminal  y  quien  sea  el  delincuente;  y  de 
juagar  y  decidir  si  realmente  el  acto  es  delito,  si  está  jus- 
tificado en  la  forma  legal,  y  si  el  procesado  es  el  verda- 
dero delincuente  y  que  pena  merece. 

En  tolos  los  actos  judiciales  es  necesaria  la,  impar- 
cialidad de  los  Jueces;  y  mucho  mas  debe  serlo  en  las  cau- 
sas criminales  en  que  se  interesan  la  vida,  el  honor,  la 
propiedad  y  la  existencia  social  del  individuo  inculpado  y 
de  su  familia.  La  potestad  de  acusar  y  la  de  juzgar  np 
pueden  fácilmente   ejercerse  con  imparcialidad,  pues  son 


esencialmente  incompatibles  :  el  acusador  y  el  abusado  sé 
ponen  de  frente  y  se  rebaten,  y  en  esa  lucha  el  Jaez  de- 
be ser  un  espectador  imparcial,  justo  é  impasible  para  dar 
la  justicia  al  que  la  merezca,  al  acusador  si  justifica  el 
delito,  ó  al  acusado  si  prueba  su  inocencia  ó  aquel  no  de- 
muestra su  culpabilidad.  Si  el  Juez  se  constituye  acusador 
desnaturaliza  su  carácter,  se  despoja  de  su  impasibilidad 
y  se  reviste  dé  la  pasión  del  que  acomete  y  desea  ven- 
cer á  su  enemigo,  y  se  hace  á  un  mismo  tiempo  Juez  v 
parte  en  una  misma  causa. 

Ya  que  toco  esta  materia,  y  cuando  actualmente  se 
trata  de  reformar  el  Código  de  procedimientos,  me  pare- 
ce conveniente  insertar  lo  que  ¡Seijas  Lozano,  en  la  obra 
y  tituló  citados,  cap..  4.  °  enseña  sabiamente  :  ,,Nada,  di- 
ce, puede  ser  mas  perjudicial  en  el  procedimiento  que  el 
que  la  Magistratura  que  debe  decidir  las  contiendas  inter- 
venga en  la  investigación  de  los  crímenes,  en  aquella  com- 
probación preparatoria  que  debe  preceder  al  ejercicio  de  la 
acción.  La  ciencia  nos  hizo  ver  que  nada  mas  monstruo- 
so, nada  mas  absurdo  que  el  que  los  mismos  funcionarios 
encargados  de  pesquisar  el  crimen,  de  averiguar  los  hechos, 
y  de  reunir  los  comprobantes,  fuesen  los  depositarios  de 
la  justicia,  los  que  debian  decidir  si  el  perseguido  era  o 
no  criminal,  merecedor  de  esta  ó  de  otra  pena.  Partes  y 
Jueces  á  la  vez  no  habia  que  esperar  í'a  impasibilidad  : 
ellos  no  juzgaban  a  un  hombre  ni  un  acto,  sino  ¿  su  he- 
chura, al  producto  de  su  trabajo  la  parcialidad  era  né-3- 
césaria,  imprescindible,  aun  suponiendo  que  él  ri©  crease 
al  crimen,  que  no  formase  al  delincuente.  La  historia  no 
nos  engaña  en  este  punto,  las  esperiencias  tampoco  son  tas 
lejanas.  No  se  adquiría  la  reputación  de  un  Juez  por  su 
impasibilidad,  por  sus  luces,  por  su  justificación;  la  des- 
treza y  la  astucia  le  calíicaban :  el  que  con  mas  tino  in- 
vestigaba era  el  mejor,  el  que  aseguraba,  la  ¡a  na  á  un 
hecho  cometido  era  el  mas  recomendable;  pero  ¿quien 
juzgaba  si  el  verdadero  criminal  era  el  perseguido,  ri  el 
crimen  estaba  ó  no  realmente  descubierto?  El  mismo  Juez, 
el  interesado  en  adquirir  nombre,'  en  estendcr.su  repu- 
tación, en  abanzar  en  su  carrera,  para  lo  que" no  tenia  oim 
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medio  que  hacer  patentes  los  efectos  de  su  persecución. 
La  facultad,  pues,  de  perseguir  á  los  criminales,  de  reu- 
nir las  pruebas  y  de  entregar  aquellos  á  la  acción  de  la 
justicia,  debe  circunscribirse  á  funcionarios  determinados, 
á  la  policía  judicial  que  nunca  debe  determinar  el  proce- 
so,  fallarlo,  ni  decidir, 

Es  sensible  que  en  nuestra  República  aun  se  sufran 
los  males  que  censura  aquel  autor.  El  que  asiste  con  fre- 
cuencia á  los  Juzgados  de  paz  y  de  l,a  Instancia  conoce 
que  lauchas  veces  los  Jueces  se  afectan  en  favor  ó  en  con- 
tra del  procesado ;  que  creen  adquirir  reputación  de  rec« 
tos  y  justicieros,  tratando  con  severidad  y  dureza  á  los 
inculpados,  y  que  demuestran  en  su  semblante  y  en  sus 
acciones  cuan  sensible  les  es  que  se  les  escape  la  pre^a 
cuando  justifica  su  inocencia  el  supuesto  delincuente,  si 
están  prevenidos  contra  él;  y  que  cuando  se  inclinan  á  su 
favor  ó  son  realmente  imparciales,  toleran  abusos  mons- 
truosos, como,  por  ejemplo,  que  el  mismo  Juez  de  Paz  que 
instruyó  el  sumario  sea  nombrado  defensor  del  reo,  y  ejer- 
za sus  funciones  en  el  plenario,  pues  así  lo  he  visto, en 
estos  dias. 

Con  todo  lo  expuesto  he  demostrado  con  evidencia: 
que  ilegalmente  está  preso  Don  José  Manuel  Muñoz  ;  que 
se  ha  negado  su  excarcelación  bajo  de  la  fianza  de  la  haz 
traspasando  las  leyes :  que  su  honor  no  está  manchado  con 
los  delitos  de  que  se  le  acusa ;  que  sufre  la  prisión  sin 
merecerla;  y  que  yo,  como  su  defensor,  he  cumplido  mi 
deber  y  he  pedido  con  arreglo  á  derecho, 

Por  último,  antes  de  concluir  este  escrito  manifesta- 
ré que  su  objeto  es  el  que  expuse  al  principio;  y  no  el 
de  dañar  la  reputación  del  Señor  Juez  Licenoiado  Don 
Gregorio  López,  pues  creo  que  es  honrado,  iniparcial  y 
recto,  estudioso  y  consagrado  exclusivamente  al  desempe- 
ño fie)  y  exacto  de  sus  funciones;  y  aunque  tengo  la  con- 
vicción de  que  en  el  artículo  de  excarcelación  de  Muñoz 
no  ha  juzgado  conforme  á  las  leyes,  lo  imputo  solo  a 
un  error  de  buena  fe. 

Mi  honor  como  Abogado,  y  el  de  mi  cliente  me  han 
obligado  ¡ i   hacer  esta  exposición  exacta  y  fiel.  Juzgue  el 
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Tribunal  de  la  opinión  pública. 

Q-n  Miguel,  Octubre  16  de  1862. 

\ 

José  M.  Silva. 


El  26  del  corriente  concluyó  el  término  probatorio  de  la 
causa  de  que  he  tratado  en  este  escrito.  Según  manifes- 
té, Bacaro  acusó  á  Muñoz  de  haber  falsificado  los  Libros 
de  la  sociedad  Bacaro  y  Muñoz,  haciendo  Libros  nuevos, 
que  presentó  al  Juzgado  en  lugar  del  Libro  Mayor,  apo- 
yando la  acusación  con  las  declaraciones  de  Don  Juan  Lla- 
guno,  Don  Gabriel  Bertrán,  y  Don  Ramón  Lastra,  los  que 
depusieron  que  conocen  él  Libro  Mayor  en  que  llevaba 
Muñoz  las  cuentas  de  la  casa  por  haberlo  visto  y  tenido 
en  sus  manos  repetidas  veces,  como  dependientes  de  la 
casa;  que  es  de  igual  color  y  triple  voluminoso  que  el 
de  caja  formado  por  Muñoz;  y  que  es  cierto  que  en  el 
Libro  Mayor  están  todas  las  cuentas  de  la  casa  un  año 
tras  otro  desde  1857  hasta  1860.  En  el  plenario,  Llaguno 
y  Bertrán  ratificaron  sus  declaraciones  del  sumario;  pero 
repreguntados  por  mi,  „si  en  el  Libro  Mayor  de  que  habían 
hablado  cu  sus  declaraciones  están  todas  las  cuentas  de  la 
sociedad  Bacaro  y  Muñoz  desde  1.  °  de  Agosto  de  1857 
hasta  último  de  Julio  de  1860  ;  si  están  todas  completas,  ó 
si  hay  algunas  incompletas;  y  si  faltan  enteramente  otras'1. 
respondieron  que  ignoran  el  contenido  de  la  pregunta.  El 
mismo  acusador,  en  posiciones  que  absolvió,  contestó  á  igual 
pregunta ;  que  ignora  si  están  todas  ó  faltan  algunas  cuen- 
tas, por  que  no  ha  examinado  ó  rejistrado  el  libro;  pero 
que  ha  visto  incompletas  algunas. 
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El  Libro  Mayor  y  el  de  caja  no  son  de  un  mismo 
color,  y  aquel  no  es  triple  voluminoso  que  este,  como  lo 
demuestra  su  simple  vista;  y  así  lo  declararon  los  pon- 
tos nombrados  para  el  reconocimiento  de  todos  los  libros. 

No  era  posible  que,  estando  en  el  acto  de  las  rati- 
ficaciones á  la  vista  el  tal  Libro  Mayor,  ya  reconocido 
judicialmente  por  el  acusador,  los  testigos,  que  también  lo 
reconocieron,  al  responder  á  las  repreguntas,  se  atrevieran 
á  faltar  á  la  verdad  que  patentiza  el  misino  Libro,  eri 
él  cual  faltan  muchas  cuentas,  entre  ellas,  la  de  Don  To- 
mas Manning  y  Compañía,  que  aparece  con  el  crédito  de 
$  1300,  y  mas  en  la  lista  de  acreedores  que  acompañó 
Don  Andrés  Bacaro  cuando  se  presentó  en  quiebra;  y  otras 
apenas  están  abiertas,  v.  g.  la  del  mismo  Bacaro,  que  solo 
tiene  cargadas  dos  partidas  que,  unidas,  valen  79  pesos, 
y  en  el  haber  no  consta  siquiera  el  capital  que  aportó  á 
la  sociedad. 

Los  peritos  calificaron  dicho  Libro  de  un  borrador  de 
cuentas  incompleto  y  abandonado;  y  declaran :  que  éste  y 
todos  los  demás  Libros  presentados  por  el  acusador  y  el 
acusado  al  Juez  no  han  sido  llevados  en  la  forma  y  con 
las  solemnidades  prescritas  en  el  Código  de  Comercio,  ar- 
tículos 34,  35,  3G,  43,  48  y  49  :  que  el  llamado  Mayor  no 
lo  es;  y  que  el  diario  no  merece  ese  nombre. 

Ni  en  el  acto  de  reconocer  los  peritos  todos  los  Li- 
bros, ni  en  el  término  probatorio,  el  acusador  designó  en 
los  Libros  nuevos  partida  falsa  en  todo  ó  en  parte,  y  solo 
observó  que  se  le  han  cargado  en  su  cuenta  particular 
partidas  que  corresponden  á  los  gastos  de  la  sociedad,  y 
otras  que  dijo  no  haber  recibido;  pero  los  peritos  esclare- 
cieron, que  ciertamente  se  habían  entregado  por  cuenta 
de  su  pupilo  Don  Pedro  Soto,  y  ya  no  hubo  contradic- 
ción por  ser  la  verdad.  En  fin,  todo  el  informe  de  los 
peritos  se  reduce  sustancialmentc  á  lo  que  he  dicho :  a 
que  todos  los  Libros  son  informales  :  que  han  sido  lleva- 
dos con  descuido  y  abandono;  y  que  seria  necesario  mu- 
chísimo tiempo  para  arreglar  las  cuentas;  pero  no  dicen 
(pie  han  advertido  defraudación  ó  falsedad,  pues  claramen- 
te indican    lo  contrario. 


Con  cinco  testigos  de  yista  idóneos  ry  uniformes  lie 
justificado  que  Don  Andrés  Baearo  veia  'y  leia  en  casa  de 
Muñoz  ios  tres  Libros  de  cuentas  corrientes,  el  de  caja, 
y  el  de  facturas  entregadas  ó  vendidas,  y  que  éste  es- 
cribía en  ellos  á  presencia  de  aquel;  siendo  notable  que, 
habiendo  estado  dichos  Libros  y  otros  custodiados  en  el 
Juzgado  de  1.a  Instancia  quince  .meses  contados  de  8  de 
Julio  de  18G1  á  lo  del  corriente,  no  los  lian  visto  en  to- 
do ese  tiempo  mis  testigos;  y  sin  embargo,  en  el  acto  de 
declarar  les  ordenaba  el  Juez :  que,  entre  muchos  libros 
que  estaban  sobre  una  mesa,  designaran  los  que  veian  leer 
en  .casa  de  Muñoz  a  Don  Andrés  Bacaro,  y  en  los  cuales 
aquel  escribía  á  presencia  de  éste,  y  sin  equivocarse  nin- 
guno de  ellos  sacaban  de  entre  todos  los  Libros  los  cin- 
co espresados,  y  de  ese  modo  señalaron  todos  los  otros 
Libros  que  habían  conocido  en  casa  de  Muñoz,  haciéndo- 
lo todo  con  presteza  y  desembarazo.  Con  estos  datos,  y 
tomando  en  consideración  todo  cuanto  he  manifestado,  juz- 
gúese si  los  testigos  Llaguno,  Bertrán  y  Lastra  dijeron  la 
verdad  en  el  sumario,  y  si  la  acusación  deberá  calificarse 
de  falsa  y  calumniosa. 

No  hago  mención  de  otras  muchas  pruebas,  pues  las 
he  producido  superabundantes,  incluyendo  instrumentos  pú- 
blicos y  privados,  por  que  las  referidas  son  suficientes. 

El  acusador  no  ha  producido  pruebas  en  el  plenario; 
y  su  testigo  Don  Ramón  Lastra  no  ha  comparecido  á  ra- 
tificarse después  de  haber  sido  llamado  y  citado  varias 
veces  por  el  Juez  :  primero  dijo  que  estaba  enfermo,  y  se 
le  veia  en  las  calles,  después 'hizo  viaje  á  la  Union,  y  por 
último  á  San  Vicente:  ¿será  que  no  quiere  contradecirse, 
como  habrá  de  hacerlo  necesariamente? 

¡San  Miguel,  Octubre  30  de  1862. 


Silva, 


SUPREMA  CORTE  DE  JUSTICIA. 


uis  Carrillo  de  Albornoz,  en  represen 
tacion  de  las  Señoras  mi  madre  y  tias,  en 
los  autos  seguidos  contra  mi  tio  Don  José 
Nájera,  a  consecuencia  del  reclamo  de  responsa- 
bilidades deducidas  contra  el  segundo,  como 
albacea  de  mi  abuelo  Don  Buenaventura  Nájera, 
protestando  á  la  Sala  mis  respetos,  me  presento  á 
articular  ante  ella  los  agravios  que  á  la  parte  actora 
hiñere  la  sentencia  en  que  el  J uzgado  2?  de  esta 
capital  absuelve  del  reclamo  al  demandado.  Al  efecto 
procurare  fundar:  1"  que  el  pronunciamiento  es  nulo 
é  insubsistente,  y  que  en  tal  concepto  debe  mandarse 
reponer  la  actuación  á  su  estado:  2?  que,  si  á  esto  no 
hubiere  lugar,  á  pesar  del  vicio  que  hace  nugatorio 
el  fallo,  debe  revocarse  éste  como  injusto. 

II. 

Ko  pueden  violarse  las  formas  establecidas  pol- 
la ley  sin  quebrantarse  el  método  que  la  misma  ha 
canonizado  como  único  capaz  de  producir  la  verdad. 
Los  jueces  no  son  arbitros  para  buscarla  por  éste  ó  por 
aquel  camino.  En  la  estricta  observancia  del  orden 
estatuido  páralos  procedimientos  judiciales  consisten 
las  garantías  de  los  interasados  en  todo  juicio.  En 
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estos  principios  sé  apoya  la  lógica  presúnsión  de  que 
cuando  las  foripas  se  alteran,  se  ha  estraviado  la 
verdad  jurídica.  En  ellos  se  fundan  los  recursos  que 
tienen  por  objeto  que  se  restablezca  la  tramitación, 
anidando  cuanto  se  liaVa  obrado  con  infracción  de 
sir  reglas.  Todo  vicio  que  afecta  el  procedimiento 
product  una  ofensa  á  la  ley  y  á  los  litigantes.  Así 
es  que  la  inmediata  consecuencia  de  cualquiera  trans- 
gresión ó  error  en  la  tramitación  de  la  instancia  debe 
>er  el  subsanarlo.  lie  aquí  lo  que  se  está  hoy  en 
el  caso  de  mandarse,  respecto  á  la  sentencia  pro- 
brida en  el  presente  negocio,  mediante  los  hechos 
que  paso  á  indicar* 

El  termino  probatorio  feneció  el  o  ele  Mayo,  por- 
que la  cacase  abrió  á  prueba  el  4  de  Marzo  por 
treinta  días  yol  29  del  mismo  Marzo  se  prorrogó 
á  otros  treinta  dias.  Como  se  vé  á  fojas  50  y  vuelto, 
<d  í:>  de  Mayo  se  mandó  hacer  y  el  dia  siguiente 
iízo  publicación  de  probanzas.  El  21  del  propio 
-  se  agregaron  á  la  actuación  las  únicas  pruebas 
oportunamente  producidas,  que  fueron  las  que  yo 
aduje,  y  al  entregárseme  los  autos  para  alegar  puso  . 
ei  -actuario  la  razón  que  se  registra  al  reverso  del 
citado  folio  g$  Los  saqué  el  mismo  dia  en  que  se 
puso,  reduciendo  mi  escrito  de  buena  prueba  á  las 
únicamente  producidas  por  mí,  que  son  las  que  pun- 
tualiza la  oficina  en  la  razón  citada.  No  me  contraje 
•  i  [mde  eoíitraermc  á  probanza  alguna  aducida  pol- 
la parte  demandada,  porque  no  se  había  producido 
ninguna  durante  el  término  probatorio, 

Ki  seis  de  Junio,  que  devolví  la  actuación,  se 
dio  traslado  de  mi  alegato,  mandándose  agregarlas 
posiciones  que  á  él  acompañé,  y  ahora  veíigo  á 
ver  que  el  7  del  misino  mes  agregó  el  actuario  los 
documentos  del  demandado,  que  corren  de  fojas  114  - 
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;i  150.  Digó'que  hasta  ahora  vengo  á  verlo,  pues 
ya  no  volví  á  ver  los  autos;  porque  al  devolverlos 
la  contraria  con  su  contestación  á  m  alegato,  pro- 
veyó) el  juez  el  decreto  citando  para  sentencia  y  en 
seguida  pretirió  ésta. 

El  hecho,  pues,  que  hoy  aparece  demostrado  en 
la  actuación  es  que  la  prueba  de  la  parte  demandad;! 
se  presentó  el  20  de  Mayo,  siete  dias  después  de 
mandada  hacer  la  publicación  de  probauzas.  Que 
el  juez  no  me  dió  traslado  de  los  documentos  pro- 
ducidos, consta  igualmente  en  autos.  Resta  demos- 
trar que  uno  y  otro  fué  indebido,  y  que  descansan- 
do la  sentencia  en  tales  recados,  es  nula;  porque  no 
habiéndoseme  dado  conocimiento  de  ellos,  importa 
una  declaración  proferida  contra  inauditain  partan. 

No  es  necesario  citar  á  los  tratadistas  para  con- 
vencer con  demostración  cuanto  es  el  inllujo  que 
tiene  el  curso  del  tiempo  en  los  negocios  judiciales 
cuando  las  leyes  lo  señalan  para  que  pasados  los  tér- 
minos se  entienda  prohibido  lo  que"  dentro  de  ellos 
se  podría  hacer.  No  es  necesario  citar  las  leves  para 
recordar  que  el  término  probatorio  es  el  únicamente 
hábil  para  producir  las  probauzas:  que  las  del  jénero 
instrumental  ó  documental  deben  presentarse  con  la 
demanda  y  contestación  respectivamente,  y  ajo  mas 
tarde  dentro  del  citado  término:  que  el  espíritu  de  la 
ley  de  Partida  y  la  letra  de  la  recopilada  están  de 
acuerdo  en  prohibir  que  hecha  publicación  puedan 
admitirse  pruebas,  sino  es  respecto  á  menores  por  vía 
de  restitución;  y  que  si  después  de  conclusa  la  causa 
puede  aducirse  prueba  escrituraria,  ha  de  contener  el 
preciso  requisito  de  haber  venido  nuevamente  á  no- 
ticia de  quien  la  produce;  comprobándose  esto  con 
el  juramento  del  caso.  En  el  presente  negocio  se  han 
lecho  valer  documentos  después  de  la  pübBeaeion 
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y  después  de  haber  alegado  la  parte  contra  quien  se 
aducen,  y  documentos  que  no  han  llegado  reciente- 
mente á  conocimiento  de  quien  los  presenta;  pues  á 
la  vista  está  que  en  su  poder  han  permanecido  siem- 
pre. Por  consecuencia,  no  se  han  hecho  ni  podían 
hacerse  valer  con  el  juramento  de  ley. 

Concediendo,  sin  embargo,  que  fuera  lícita  la 
admisión  de  tales  pruebas  en  la  oportunidad  eti  que 
se  presentaron,  el  juez  debió  darme  traslado,  y  nunca 
pudo  fundar  en  ellas  su  sentencia  sin  tan  indispensable 
requisito.  Terminante  es  la  doctrina  de  los  tratadistas 
sobre  este  punto,  como  aparece  del  capítulo  11?  pri- 
mera parte  del  Conde  de  la  Cañada  y  del  título  17? 
libro  4?  del  Febrero  por  Caravantes.  El  autor  de. 
las  notas  al  primero  de  los  citados  espositores  sostiene 
que  desde  que  aparezca  (como  aquí  aparecía)  que  tal 
prueba  obraba  con  anterioridad  en  poder  de  la  parte, 
no  se  debe  admitir,  por  mas  que  se  acompañe  conju- 
ramento. No  obstante,  y  suponiendo  por  un  momen- 
to que  pudiera  aquí  haberse  admitido,  el  juez  no  de- 
bió considerarla  en  el  fallo  sin  darme  antes  conoci- 
miento de  ella. 

El  no  haberlo  hecho  vicia  "el  pronunciamiento; 
pues  es  una  doctrina  umversalmente  reconocida  la  que 
funda  Ja  procedencia  del  recurso  de  nulidad  cuando 
se  apoya  en  defecto  de  citación  ó  de  traslado;  y,  en- 
tre las  causas  que  hacen  insubsistente  la  sentencia, 
está  admitida  por  todos  los  autores  la  falta  de  cual- 
quiera solemnidad  trascendental.  La  importancia  que 
tienen  en  el  procedimiento  las  formas  judiciales  está 
demostrando  que  no  pueden  omitirse  según  plazca  ó. 
no  á  los  funcionarios.  Por  eso  la  ley  ha  establecido 
las  regias  que  les  trazan  el  camino  que  han  de  seguir 
en  la  indagación  de  la  verdad  jurídica,  dado  que  en 
la  observancia  de  tales  realas  se  libran  las  sarán* 
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tías  del  derecho  de  las  partes.  Cuando  la  violación 
ha  recaído  sobre  un  trámite  esencial,  dice  Seijas 
Lozano,  el  recurso  de  casación  es  indispensable  y  sus 
efectos  no  pueden  ser  otros  que  los  de  anular  el 
procedimiento  desde  el  acto  que  se  cometió  la  trans- 
gresión.^ Entonces,  como  que  faltó  ó  se  vició  uno  de 
los  vehículos  establecidos  para  obtener  la  verdad, 
no  puede  decirse  que  ésta  existe,  en  todo  ni  en  parte, 
aunque  el  fallo  se  haya  pronunciado.  La  ley  no 
puede  reconocer  verdad  en  donde  se  han  alterado 
los  medios  únicos  de  alcanzarla,  que  por  únicos  debe 
reputar  los  que  la  misma  ley  establece.  Por  con- 
siguiente, la  sentencia  fundada  en  pruebas  no  solo 
admitidas  fuera  de  su  término  sino  inadmisibles,  por- 
que carecían  del  requisito  de  haber  sido  nuevamente 
encontradas,  y  pruebas  de  que  no  se  me  dio  traslado, 
es  nula  e  insubsistente  y  debe  mandarse  reponer. 
Admitiendo  que  así  no  fuera,  y  para  el  inesperado 
evento  de  que  la  Sala  se  sirva  formar  distinto  con- 
cepto, paso  ahora  á  fundar  que  aunque  el  pronun- 
ciamiento sea  subsistente,  es  injusto  y  debe  revocarse. 

III. 

Los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada,  que 
son  los  mismos  que  importan  las  escepciones  opues- 
tas por  el  demandado,  pueden  reducirse  á  tres:  prime- 
ro, que  las  operaciones  del  albacea  y  la  división  y 
adjudicaciones  consiguientes  quedaron  aprobadas  pol- 
la escritura  otorgada  en  25  de  Octubre  de  182(í:  se- 
gundo, que  desde  esta  fecha  hasta  que  se  inició  la 
presente  .demanda  ha  trascurrido  el  tiempo  necesario 
para  que  se  tengan  por  prescritas  las  acciones  dedu- 
cidas; y  tercero,  que  aun  cuando  así  no  fuese,  no  son 
fundadas  las  objeciones  que  se  han  hecho  á  la  adju- 
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dicacion  de  la  hacienda  del  Sitio. 

Los  argumentos  hechos  contra  la  fuerza  que  se 
atribuye  á  la  escritura  de  182(3,  y  á  la  subsiguiente  de 
11  de  Mayo  de  1839,  no  quedan  refutados  con  decir 
que  el  marido  de  una  de  las  coherederas  ratificó  las 
operaciones  que  comprende  la  primera  escritura,  por- 
que en  un  simple  papel  de  resguardo  se  diese  por  re- 
cibido de  la  cantidad  que  tocó  á  su  esposa  en  con- 
cepto de  lejítima  paterna;  pues  el  documento  de  fojas 
149  no  ha  podido  tenerse  como  aprobatorio  de  pro- 
cedimientos que  le  fueron  posteriores.  El  lleva  la 
fecha  de  11  de  Abril  de  1825,  y  está  estendido  diez 
y  ocho  meses  y  medio  antes  que  el  instrumento  que 
comprende  la  división  de  los  bienes  de  la  testamen- 
taría de  mi  abuelo,  y  catorce  años  y  un  mes  antes  que 
la  escritura  de  partición  de  la  herencia  de  mi  abuela, 
que  se  supone  haber  venido  a  ratificar  la  aprobación, 
que  jamas  se  ha  exhibido  y  que  se  dice  dada  desde 
1820  á  las  cuentas  del  albaeeazgo.  El  documento 
justificativo  de  una  cantidad  recibida  no  puede  tenerse 
por  renuncia  de  derechos  que  con  conocimiento  de 
causa  pudiesen  posteriormente  reclamarse.  Para  que 
pudiera  decirse  otra  cosa  respecto  á  la  escritura  de 
1 82(3,  habría  sido  necesario  que  mi  tio  político  Don 
Miguel  Saravia  consignase  con  posterioridad,  en  un 
documento  igualmente  publico,  su  ratihabición  en 
(•uanto  á  lo  obrado  sin  concurrencia  suya  ni  autoriza- 
ción judicial  por  su  esposa.  No  encuentro,  por  lo 
demás,  como  encontró  el  juez  a  quo  que  en  su  cor- 
respondencia se  refiera  mi  nominado  tio  á  las  ope- 
raciones del  testamentario,  como  una  prueba  de  que 
estaba  impuesto  dé  ellas.  Lijos  de  eso,  en  la  carta 
escrita  cu  Madrid  á.  26  de  Mayo  de  1837,  que  pre- 
senta la  contraria  a  lujas  130  y  131,  rehusa  espesa- 
mente, dar  su  opinión  en  cuanto  á  las  operaciones 
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practicadas  en  la  testamentaría  de  mi  abuela,  y  da 
la  razón:  porque  no  le  era  posible  decir  nada  con 
rmi/mnza  de  acierto  h  tal  distancia  y  por  falta  de 
datos. 

Así  es  que  si  la  ley  de  Toro  permite  al  marido 
ratificar  lo  obrado  por  su  mujer,  la  ratificación  debe 
referirse  a  los  actos  que    comprende  *y  no  puede 
preceder  sinosucederles.    Por  eso  dice  el  derecho- 
'tiicforitasadhibrta  posl  actum  censetur  in  tpso  acta 
<ullubtta>    Por  consiguiente,  insisto  en  que  la  escri- 
tura de  1826  no  es  válida  por  la  falta  de  autorización 
que  para  celebrarla  tenia  mi  tia  Doña  Concepción 
Aajera,como  no  lo  es  la  de  1839  por  la  renuencia 
de  mi  tío  Don  Manuel  Francisco  Nájera  á  concur- 
rir á  su  otorgamiento.    Destituidas  de  aquella  autori- 
zación la  primera,  y  de  esta  firma  la  segunda,  no  pue- 
den invocarse  como  sanción  de  los  procedimientos 
del  a Iba cea,  aun  cuando  estos  no  fuesen  ipso  jure 
nulos  ó  aun  cuando  en  la  divisoria  de  los  bienes  de 
mi  abuelo  no  hubiera  mediado  error:    puntos  ambos 
que  luego  fundaré.    Y  digo  que  no  pueden  invocarse, 
porque  lo  que  á  todos  toca  por  todos  debe  aprobarse, 
según   un-  principio  de  jurisprudencia:  quod  omnes 
tañgü  ab ^  ómnibus  approbari  debet;  y  porque  no  so- 
lo á  mi  tia  y  tio  debe  aprovechar  su  falta  de  partici- 
pación en  las  escrituras  de  182(3  y  1839,  sino  á  to- 
dos sus  coherederos;  supuesto  que  teniendo  todos  un 
derecho  en  común  con  aquellos  dos,  todos  deben  par- 
ticipar de  los  efectos  del  derecho  de  estos  dos:  cu- 
jus  effectus  ómnibus  prod&st,  ejm  et  partes  ad  om- 
nes pertjnmL    Pasemos  ahora  á  la  principal  obje- 
ción que  se  ha  opuesto  á  la  demanda:  la  prescrip- 
ción de  las  acciones  deducidas. 


10 


IV. 

Que  después  de  doce  anos  de  administración,  y 
á  pesar  de  Ser -menores  de  edad  algunos  de  los  here* 
deros,  se  practicaron  sin  el  debido  aprecio  de  peritos 
los  inventarios,  y  sin  la  necesaria  aprobación  judicial 
la  divisoria  de  los  bienes,  es  un  hecho  confesado  al 
pié  del  folio  154  por  la  parte  á  quien  perjudica. 
Son  también  hechos  constantes  en  autos  que  el  alba- 
cea  tomó  á  su  cargo  la  administración  sin  previo 
inventario  y  la  manejó  durante  tantos  años  sin  cuenta 
ni  razón;  presentando  hoy  cortadas  en  sus  libros  las 
cuentas  de  los  años  transcurridos  entre  1805  y  180(J 
y  entre  LSI 4  y  1820:  que  durante  su  albaceazgo 
enajenó  las  haciendas  de  Punían  de  Arrivillaga  y 
Laguna  de  Ayarza,  sin  la  precedencia  de  las  forma- 
lidades jurídicas,  siendo  asi  que  eran  á  la  sazón  me- 
nores algunos  de  los  herederos:  que  sin  embargo  de 
tales  ventas,  y  al  hacerse  la  nómina  y  partición  pri- 
vada de  1820,  el  albacca  cargó  en  la  partición  los  re- 
ditos  de  los  capitales  que  reconocía  la  segunda  de 
dichas  haciendas,  resultando  bajados  del  acervo  cinco 
años  después  de  qüe  tales  capitales  estaban  traspa- 
sados al  comprador;  que  ni  la  parte  cobrada  del 
precio  de  una  de  las  haciendas  vendidas  ni  el  de  las 
partidas  de  ganado  estraidas  de  las  que  no  se  ven- 
dieron figuran  en  el  inventario;  y  que  por  consiguiente 
se  ocultaron  en  la  división  tan  considerables  canti- 
dades, quedando  en  ella  sin  partir  el  importe  de  las 
deudas  activas  y  resultando  que  por  consecuencia 
de  tales  ocultaciones  han  sido  defraudadas  de  su  im- 
porte las  Señoras  a  quienes  represento,  después  de 
haberse  hecho  pesar  sobre  ellas  el  quebranto-  que 
significó  la  adjudicación  déla  hacienda  del  Sitio,  que 
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tomó  para  sí  el  albacea,  sin  otro  aprecio  que  el  que 
le  plugo  darla. 

De  tales  procedimientos,  en  los  cuales  se  obró 
contra  leyes  espresas,  como  desarrollé  en  mi  último 
alegato  de  1?  Instancia,  nacen  acciones  que  no  pue- 
den tenerse  por  prescritas:  primero,  porque  lo  que 
se  hace  contra  la  ley  lleva  imbíbita  una  nulidad 
imprescriptible;  y  segundo,  porque  aun  cuando  así  no 
sea,  las  particiones  que  comprenden  ocultación  de 
bienes  suponen  necesariamente  dolo  por  una  parte, 
é  ignorancia  y  error  por  la  otra;  y  en  lo  que  media 
error,  no  comienza  á  correr  la  prescripción  sino  desde 
el  dia  en  que  éste  se  descubre. 

V. 

Todo  lo  que  se  hace  contra  la  ley  se  tiene  poí- 
no hecho,  dice  Vinnio  en  la  primera  de  sus  Cuestiones 
Selectas;  y  no  solo  es  ipso  jure  nulo  lo  que  se  hace 
contra  la  espresa  prohibición  de  la  ley  sino  contra  su 
mente  y  espíritu,  aunque  no  estuviere  espreso  en  sus . 
palabras. — Hay  nulidad,  dice  Escriche,  cuando  el 
acto  está  tocado  de  un  vicio  radical  que  le  impide 
producir  efecto  alguno. — «Si  el  derecho  exije  la  cele- 
bración de  un  acto  con  ciertas  solemnidades,  faltando 
ellas  será  nulo,  dice  Gregorio  López.— 8on  nulos 
desde  su  origen  los  actos  á  obligaciones  destituidos 
de  alguna  circunstancia  esencial,  dice  Domat,  llamado 
por  Boileau  el  restaurador  de  la  razón  en  la  juris- 
prudencia, y  por  Daguesseau  el  jurisconsulto  de  los 
magistrados.  Lo  son,  añade,  ora  la  nulidad  pueda  re- 
conocerse desde  luego,  ora  aparezca  producir  sus 
consecuencias  la  obligación.  Si  las  particiones  son 
nulas  por  derecho  se  deben  hacer  de  nuevo,  dice  Fe- 
brero; porque  lo  que  de  derecho  es  nulo  se  estima  por 


12 


no  hecho  y  ningún  efecto  surte. 

Si,  pues,  nulo  es  e  insubsistente  lo  que  no  ti^ne 
fuerzo,  para  obliffnr  a  producirlos,  por  carece  de  las 
■solemnidades  que  sé  requieren  en  la  sustancia  ó  en 
el  mod  >,  como  lo  definen  todos  los  tratadistas,  pare* 
ce  evidente  que  la  contravención  del  derecho,  que 
envuelven  los  procedimientos  del  albaeea,  escluye  la 
prescripción  del  .reclamo*  que  cu  ellos  se  funda.  De 
otra  suerte  no  tendría  aplicación  ni  aun  significado 
el  principio  jurídico  de  que  lo  que  se  hace  contra  la 
ley  debe  tenerse  por  no  hecho:  Quce  contra  jas  fiunt 
debenl  utiqiie  pro  infecHs  haheri. 

Díeese,  en  apoyo  de  la  prescripción,  que  el  be- 
neficio público  la  ha  establecido  para  conservar  á  las 
familias  en  paz;  y  que  de  lo  contrario  todos  estarían 
siempre  espuestos  á  que  se  les  suscitasen  cuestiones. 
Suponer  que  el  interés  de  la  causa  pública  exija  el 
perjuicio  del  individuo,  citando  del  abuso  6  del  dolo 
proviene  la  lesión  de  sus  derechos,  seria  un  contra- 
sentido; porque  las  leyes  están  precisamente  estable- 
cidas para  garantir  tales  derechos  contra  ese  mismo 
dolo,  contra  ese  propio  abuso.  El  precepto  legal  no 
favorece  la  prescripción  cuando  se  trata  de  nulidades 
que  ha  declarado  de  antemano  insubsanables.  La 
jurisprudencia  no  la  acepta  sino  respecto  á  los  netos 
válidos  en  sí,  y  no  la  opone  sino  á  la  neglijencia 
del  que  pudiendo  reclamar  contra  ellos  no  lo  ha  he- 
cho durante  cierto  lapso  de  tiempo. 

Pero  quiero  suponer  que  en  interés  público  pu- 
diera estatuirse  que  la  prescripción  comprenda  las 
acciones  que  se  promueven  contra  lo  que  el  derecho 
ha  preconstituido  como  ipso  jure  nulo,  y  que  en  tal 
concepto  el  transcurso  de  treinta  y  cinco  años,  que 
han  pasado  sobre  la  escritura  de  182í5,  inhabilite  á. 
las  Señoras  Nájerapara  reclamar  l'1  contra  la  omisión 
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del  inventario,  que  dentro  de  su  termino  debió  hacer- 
se: 2'1  contra  la  falta  de  aprecio  con  que  se  partieron 
los  bienes,  doce  años  después  de  muerto  su  padre:  o- 
contra  la  enajenación  de  íineas  sin  autorización  judi- 
cial ni  subhasta,  cuando  algunos  de  los  herederos 
eran  menores  de  edad:  41'  contra  la,  arbitraria  admi- 
nistración de  tantos  años,  cuyas  cuentas  están  corta- 
das en  dos  periodos,  uno  de  ellos  del  albaceazgo;  y 
-V  y  por  último,  contra  la  adjudicación  que  el  alba- 
rea  se  hizo  de  la  mejor  de  las  haciendas,  por  menos 
.le  su  valor,  siendo  asi  que  admitía  división.  Aun 
en  tal  hipótesis,  no  puede  decirse  que  este  prescrita 
la  acción  que  nace  de  las  ocultaciones  1"  de  una 
parte  del  preeio  de  las  haciendas  realizadas,  2''  del 
valor  de  las  negociaciones  de  ganado  hechas  por  el 
albacea,  o-  de  los  productos  de  los  bienes  durante  los 
diez  años  trascurridos  entre  1805  y  9  y  entre  1814  y 
20,  4'-'  del  monto  de  réditos  indebidamente  carga- 
dos y  5"  del  importe  de  las  deudas  activas,  que  se 
omitió  partir.  Y  no  está  prescrita  tal  acción,  porque 
estas  ocultaciones  suponen  dolo  en  el  albacea  6  igno- 
rancia de  lo  que  dejaba  de  colacionarse  en  los  par- 
tícipes. Aun  cuando,  pues,  la  escritura  del  año  de 
26  fuese  una  sanción  de  los  procedimientos  de  la  mor- 
tual, esa  escritura  envolvió  error  de  los  hechos,  des- 
cubiertos el  año  próximo  pasado,  y  todavía  no  está 
prescrita  la  acción  para  impugnarla. 

VI.  . 

La  ignorancia  ó  el  error  importa  defecto  de  con- 
sentimiento dice  el  comentador  ingles  Biackstone: 
pues  obrando  separadamente  el  hecho  y  la  voluntad, 
no  existe  entre  uno  y  otra  la  unión  que  la  constituye. 
Están  sujetas  á  anulación,  dice  üomat,  las  obligaciones 
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en  que  las  personas  mas  capaces  de  contraer  no  lian 
tenido  conocimiento  de  lo  que  era  preciso  que  supiesen 
para  formar  su  compromiso,  y  en  tal  concepto  está  equi- 
parado en  derecho  el  error  á  la  violencia.  El  error 
basta  para  anular  la  obligación,  dice  mas  adelanto; 
pues  no  solamente  carece  de  causa,  sino  que  tiene 
por  fundamento   una  causa  falsa. 

Estos  principios  están  fundados  en  el  derecho 
romano,  fuente  de  la  sabiduría  y  de  jurisprudencia 
universal.  Si  error  aliquis  intervenit,  ut  cdiud  sentiat, 
puth  qui  emit,  aut  qui  conducit,  cdiud  qui  cuín  Iris 
contra/iit,  nihil  váht  quod  acti  sit.  (Ley  del  Dijesto.) 
Si  post  divisionem  fcictam  testamentó  vitium  in  lucem 
emerserit,  ex  his  quce  per  ignorantiam  confecta  sunt, 
prce  judicium  tibi  non  comparabitur.  (Ley  del  Códi- 
go.) Los  propios  principios  están  consignados  en  nues- 
tra lejislacion.  En  ellos  está  fundada  la  nulidad  de 
la  venta  en  que  interviene  error,  de  la  obligación  con- 
traída por  error  y  del  pago  hecho  por  error,  á  que 
se  refieren  las  leyes  vijésima-prima  del  título  quinto, 
y ij ¿sima-octava  del  undécimo  y  vijésima-octava  del 
décimo-cuarto  en  la  Partida  quinta,  cuyo  Código  enu- 
mera una  ley,  según  la  cual,  cuando  el  obligado  á 
rendir  una  cuenta,  el  coheredero  ó  el  socio  encu- 
briere alguna  cosa,  no  surte  efecto  alguno  la  apro- 
bación que  alcance  la  cuenta  mientras  se  ignore  lo 
ocultado. 

De  lo  espuesto  se  deduce  que  aun  cuando  las 
escrituras  de  182(5  y  18?>í)  contuviesen  espresa  renun- 
cia de  las  acciones  que  descansan  en  nulidad  ó  error, 
no  por  eso  podrian  dejar  de  incoarse  cuando  una  ü 
otro  se  descubriese.  Los  actos  ó  contratos,  que  la 
Jey  declara  insubsistentes,  no  dejan  de  serlo  por  las 
cláusulas  que  en  ellos  se  introduzcan,  aun  cuando 
éstas  tengan  por  objeto  renunciar  las  acciones  en 
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que  se  funde  tal  insubsisteneia,  cosió  dice  el  Articulo 
1469  del  Código  de  Chile.  Enumerando  Febrera  las 
causas  porque  pueden  impugnarse  en  cualquier  tiem- 
po las  particiones,  coloca  entre  las  mas  justificables 
las  que  se  funden  en  nulidad,  dolo  ó  error,  y  des- 
arrollando esta  doctrina  dice:  Procede  esto  aunque 
la  partición  esté  aprobada  por  las  partes,  porque  tal 
aprobación  se  presume  falaz  y  hecha  sin  voluntad 
ni  conocimiento  y  no  impide  su  retractación  siempre 
que  se  advierta;  pues  con  el  mismo  error  con  que  se 
hicieron  el  cálculo  y  la  división  se  entienda  dada  su 
aprobación.  Lo  mismo  se  entiende  cuando  por  error, 
olvido,  engaño  ú  ocultación  se  dejó  de  colacionar  y 
dividir  alguna  cosa  de  la  herencia,  y  esto  aun  cuando 
en  el  compromiso  se  pusiese  pena  contra  el  que  im- 
pugnare la  partición.  Y  si  no  se  omitieron  por  error 
ó  ignorancia  sino  por  ocultación,  mucho  menos  se 
llevará  á  efecto  el  pacto  de  no  impugnar  la  división; 
pues  en  todo  negocio  y  contrato  que  se  celebre  con 
las  palabras  mas  amplias  se  entiende  exceptuado 
el  dolo. 

He  anulan,  pues,  en  cualquier  tiempo  que  se 
descubra  el  error,  las  particiones  en  que  ha  inter- 
venido el  dolo  que  envuelve  toda  ocultación  y  la  ig- 
norancia de  lo  ocultado  que  supone;  y  esto  aun  cuan- 
do por  un  instrumento  público  se  renuncie  al  dere- 
cho de  reclamar  contra  semejante  ocultación  y  error. 
En  vano,  pues,  se  invocan  contra  las  Señoras  ISTájera 
las  escrituras,  aun  cuando  contuviesen  renuncia  de 
sus  derechos,  mientras  tales  derechos  los  iimorascn. 
Qui  per  fallüciam  coeheredis,  ignorans  universa  qua¡ 
in  vero  errant,  instrumentuni  transactionis,  mine  Aqm-r 
lina  stipulafione  interposuit,  non  tcun pascisitur,  cuam 
decipitur,  dice  una  ley  de  las  Pandectas. 

Si  el  que  había  adquirido  por  testamento  un  de- 
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vclio,  que  ignoraba,  lo  pierdo  poruña  transición  con 
el  heredero,  esta  queda  sin  efecto  desde  que  se  des- 
cubre el  testamento.  Cuando  el  deudor  de  una  su- 
cesión paga  una  deuda,  que  ignoraba  haberle  sido 
remitida  por  el  testador,  ó  cuando  el  legatario  ó 
fideicomisario  transige  respecto  á  un  derecho  que  se  le 
aseguraba  en  un  codicilo,  se  rescinde  la  obligación 
desde  que  se  .descubre  el  error;  pues  ni  el  testamento 
ni  el  codicilo  pierde  sus  efectos  por  una  obligación 
fundada  en  error  de  la  verdad.  De  his  controvertís 
quw  ex  testa  Diento  pro  fiéis  cundir,  ñeque  tanszgl,  ñeque 
exqiúrí  üéri/as  editen  potest,  quani  inspeciis,  connitis- 
que  ver  bis  testa  oten  ti. 

Examinando  Vinnio  en  sus  Consultas  la  cuestión 
de  si  prescriben  las  acciones  llamadas  dobles,  esta- 
blece que  ni  por  medio  de  espresa  obligación  puede 
pactarse  contra  el  derecho  de  depararse  de  la  comunión 
de  bienes,  y  que  lo  que  no  puede  hacerse  por  medio 
de  una  convención,  tampoco  está  sujeto  al  lapso  del 
tiempo,  añadiendo  que  en  este  caso  no  interviene  ne- 
glijencia.  que  es  en  lo  que  se  funda  la  prescripción, 
según  la  ley  primera  del  titulo  vijésimo-nono,  Parti- 
da tercera.  Arguyendo  con  tal  doctrina  (si  no  la.  hu- 
biese mas  directa)  podría  decirse  que  no  prescriben 
las  acciones  que  nacen  de  dolo  6  de  error  (mientras 
no  se  descubra)  no  solo  porque  ningún  pacto  podría 
motivar  la  renuncia  del  reclamo,  sino  porque  mien- 
tras se  ignore  el  dolo,  mientras  dure  el  error  no  pue- 
de decirse  que  medie  neglijencia. 

En  efecto,  no  comienza  á  correr  el  tiempo  de  la 
prescripción  en  osle  caso  sino  desde  el  día  que  recibe 
fundamento  la.  acción.  Si  los  vicios  de  las  obligacio- 
nes son  oirás  lautas  causas  de  nulidad,  dice  Domat, 
el  que  ha  contratado  por  error,  por  dolo,  por  sor- 
presa ó  por  violencia,  puede  reclamar  contra  la  obli- 
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gacion.    El  tiempo  señalado  para  pedir  la  anulación, 
m  caso  de  engaño  cometido  por  uno  de  los  cantra- 
yentes,  no  comienza  á  correr  sino  desde  el  din  en 
que  el  error  ha  sido  descubierto.     Este  principio, 
desairo  lado  por  e    mas  profundo  de  ios  civilistas 
en  el  libro  4-'  titulo  (V  sección  g?  a?  4?  de  su  in 
mortal  obra,  está  adoptado  en   todos  los  céd!*©s 
l¿a  prescnpeion  contra  la  acción  de  nulidad  ó  resci- 
sión ue  las  obligaciones  110  corre,  en  el  caso  de  fuerza 
amo  desde  el  día  en  que  ha  cesado  ésta,  en  el  caso 
de  error  ó  de  dolo  sino  desde  el  día  en  que  han  sido 
descubiertos,  dice  el  código  civil  de  Francia  en  s 
articulo  1304.    El  tiempo  para  anular  ó  rescindir  Uu 
contrato  no  comienza  acorrer,  en  los  casos  de  violen- 
cia, error  6  dolo,  sino  desde  el  dia  en  que  ha  cesado 
la  primera  o  se  han  desméierto  los  segundos-,  dice 
en  su  articulo  1258  el  código  civil  de  las  Dos  Oicilias, 
tan  ponderado  por  Heijas  Lozano. 

VIL 

Demostrado  que  eí  error  vfáá  la  escritura  de 
1626,.  la  cual  comprende  una  partición  en  que  se 
omitió  dividir  las  deudas  activas  y  en  que  se  dejó 
de  colacionar  el  importe  délas  ocultaciones  que  se 
han  comprobado  en  autos,  y  demostrado  que  la  ac- 
ción no  está  prescrita,  puesto  que  hasta  ahora  han 
tenido  conocimiento  mis  representadas  de  hechos  que 
pasaron  lejos  de  ellas,  durante  su  minoridad,  alo-unos 
de  los  cuales  solo  lian  podido  descubrirse  por  ^exhi- 
bición de  los  libros  del  aíbacea,  no  me  detendré  en 
demostrar  que  no  pesa  sobre  la  parto  actoru  la  obli- 
gación de  probar  la  ignorancia  ni  el  error;  porque 
éste  se  presumiría  por  si  solo  en  el  presente  caso 
atendidas  las  circunstancias,  y  porque,  prescindiendo 
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de  estas,  se  presumiría  siempre  en  favor  de  mis 
constituyentes,  conforme  al  espíritu  de  las  leyes  sesta 
del  titulo  décimo-cuarto  Partida  tercera  y  vijesima- 
noná  del  décimo-cuarto  Partida  quinta,  aun  cuando 
la  ignorancia  de  hechos  ágenos  no  debiese  por  punto 
general  suponerse  mientras  no  se  pruebe  lo  contrario, 
con  arreglo  á  un  conocido  principio  de  jurisprudencia 
canónica:  prcesurriiiur  ignorantla,  ubi  scientia  non 
probatur. 

Sien  tela  de  justicia  pudiera  justificarse  loque 
se  ha  hecho  en  la  testamentaría  de  mi  abuelo,  por 
encima  de  las  leyes  que  garantizan  los  derechos  in- 
dividuales, nadie  podría  ya  tenerse  por  seguro  ele  no 
sufrir  nunca  las  consecuencias  del  cálculo  ageno  o 
del  error  propio,  siempre  inculpable.  ¿Y  con  qué  tí- 
tulo se  canonizarían  aquí  como  legítimos  los  hechos 
pasados?  La  prescripción  es  una  de  las  materias  en 
que  la  legislación  eclesiástica  ha  pasado  á  la  juris- 
prudencia común,  en  que  la  Iglesia  ha  sobrepuesto 
la  conciencia  á  las  formulas  legales,  no  menos  cuando 
se  trata  de  las  cosas  que  de  los  derechos  y  acciones, 
según  AValter  y  los  canonistas.  Asi  es  que  el  prin- 
cipio en  que  se  funda  la  ley  decima-cuarta  del  título 
de  prescripciones  en  las  Partidas  y  la  disposición  del 
Fuero  Real,  recopilada  en  el  título  octavo  libro  nudo-' 
cimo  de  la  Novísima,-  establece  indistintamente  que  no 
favorezca  la  cscepcion  principal  que  se  ha  opuesto  á 
esta  demanda  al  que  descanse  en  tan  viciados  títulos 
como  los  que  alega  el  demandado. 

VIII. 

Habiéndome  estendido  demasiado  en  sostener 
que  no  están  prescritas  las  acciones  deducidas,  no 
abusare  de  la  indulgencia  del  Tribunal  al  combatir  la 
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adjudicación  de  la  hacienda  del  Sitio,  bastante  obge- 
tada  en  otra  instancia.    No  basta  para  legitimarla  la 
cualidad  de  heredero  en  el  adjudicatario,  por  las 
razones  que  estensamente  desarrollé  en  mi  último 
alegato.    Si  el  objeto  de  la  ley  de  Castilla,  en  él 
citada,  es  evitar  los  abusos  de  que  fueron  víctima 
los  coherederos  del  albacea,  y  si  su  espíritu  la  hace 
estensiva  á  toda  adquisición  que  adolezca  de  los  de- 
fectos de  la  adjudicación  de  que  se  trata,  es  necesa- 
rio reconocer  que  ésta  no  puede  sostenerse  contra  la 
prohibición  de  aquel  precepto  legal.     Los  Señores 
Majistrados  saben  que  la  interpretación  de  las  leyes 
antes  debe  hacerse  con  arreglo  á  su  mente  ó  inten- 
ción que  conforme  á  sus  palabras:  que  obra  contra 
ellas  el  que  hace  lo  que  prohiben  y  en  fraude  de  ellas 
el  que  elude  su  sentido,  el  que  combate  su  verdadero 
espíritu.    Contra  legan  facit,  qui  id  facit,^  qkod  lex 
proídbet:  in  fraudan  verá,  qui  salvis  verbis  legis  sai- 
temtiam  ejus  circumvenit,  dice  el  Dijesto.    Non  est 
dubium  conimitere  in  legan,  qui  verba  legis  amplexus, 
contra  legis  nititur  volumtatem;  neo  pamas  insertas  ¡ 
legibus  evitacit,  qui  se  contra  juris  sentemtiam,  salva' 
prerogativa  verborum,  fraudidenter  excusat,  dice  el 
Código. 

IX. 

Véome,  á  mi  pesar,  precisado  á  negar  de  nuevo 
los  oficios,  que  sin  fundamento  tornan  á  eeharse  en 
cara  á  mi  Señora  madre  y  tias.  Básteme  reiterar  que 
nada  deben  á  su  hermano  para  que  se  sobreponga  sen- 
timiento ó  consideración  alguna  á  lo  que  se  deben  a 
sí  propias  desde  que  el  tiempo  ha  venido  á  descubrir 
lo  que  en  su  daño  se  hizo.  Hay  algunos  que  cuando 
han  cumplido  las  formalidades  que  exige  el  bien  pa- 
recer juzgan  haber  hecho  sus  debeivs:    paréceles  bggj 
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tante  manifestar  algún  interés;  pero  pareceríales  de- 
masiado si  mostrasen  el  suficiente.  Ño  debiendo  á 
nadie  cuenta  de  sus  acciones  creen  que  jamás  han 
dejado  de  ser  justos,  y  que  reconocer  sus  errores 
serviría  de  irrefragable  prueba  contra  la  integridad 
que  se  atribuyen.  Esto  es  tan  palpable  como  la  dife- 
rente posición  que  respectivamente  ha  tocado  á  las 
Señoras  y  al  Señor  N  ajera. 

Por  lo  demás,  si  el  fallo  de  1?  Instancia  ha  ve- 
nido á  formular  un  argumento  contra  la  lójica  cer- 
tidumbre del  derecho,  yo,  al  venir  ante  este  Tribunal 
á  sostenerla,  cuento  con  que  sus  dignos  ministros  se 
harán  superiores  á  la  influencia  de  ciertas  considera- 
ciones, que  en  favor  de  la  parte  demandada  se  han 
hecho  valer  sin  reboso  en  este  asunto,  como  es  pú- 
blico. Si  la  justicia  no  es  digna  de  su  nombre,  como 
dice  Macarel,  mientras  no  importen  notoria  indepen- 
dencia y  reconocida  imparcialidad  sus  decisiones,  el 
mas  alto  Tribunal  de  la  República  no  ha  de  querer 
hacerse  instrumento  del  valimento  y  los  empeños,  para 
que  la  sentencia  que  profiera  en  este  asunto  no  se 
*  presente  sino  á  cubierto  de  toda  sospecha  de  influjo 
estraño. 

Bajo  el  de  las  consideraciones  estensamente 
desarrolladas   y   fundadas    en    este  alegato; 

A  LA  SALA  PIDO 
se  sirva  declarar  nula  6  insubsistente  la  sentencia  ape- 
lada, mandándola  reponer;  y,  si  á  ello  estimare  que 
no  ha  lugar,  revocarla  como  infundada  é  injusta,  esta- 
bleciendo los  derechos  de  la  parte  actora  sobre  los 
diversos  puntos  y  en  los  términos  deducidos  y 
probados  en  1?  instancia,  como  es  justo  y  procedente. 


Ltic,  Gómez. 


JLniv  Carrillo  de  .llbornoz. 


ESTRICTO 


LA  CAUSA  CRIMINAL 

INSTKUIDA 

CONTRA  EL  LIC.  DON  IGNACIO  GONZALEZ  SARAVIA, 

CORREGIDOR,  COMANDANTE  GENERAL  T  JUEZ  DE  Ia  INSTANCIA. 

QUE  FUÉ  DEL  DEPARTAMENTO  DE  SOLOLA, 

por  adulterio  y  otros  cargos  graves. 

SEGUIDA 

ANTE  (LA  ©©RTI  tWiRKKDA  «flPSITflgaA 

DE  LA 

TilepuGfica  íe  Cjuatemafa 

e\  atvo  de 

Y  TERMINADA 

c¿e  fftíé. 


SAN  JOSÉ  DE  COSTARICA. 


Imprenta  de  la  Paz,  Calle  de  la  Laguna. 

-1866.- 


Penoso  es  al  hombre  verse  en  la  estrecha 
necesidad  de  recurrirá  las  prensas  extrangeras, 
para  informar  al  público,  de  un  hecho  judicial 
que  por  su  naturaleza  es  de  interés  particular; 
mas  habiéndose  hecho  un  tanto  célebre  en  fuer- 
za de  algunas  circunstancias  excepcionales,  me 
he  visto  obligado  á  imprimir  varias  de  las  pie- 
zas de  la  causa  que  el  Superior  Tribunal  se 
sirvió  sentenciar  en  última  instancia. — No  es 
el  pueril  deseo  de  hacer  ruido  ni  de  que  suene 
mi  humilde  nombre;  no  es  la  satisfacción  de 
vengar  ofensas  que  se  me  hicieron  alevemente; 
ni  ménos  el  de  censurar  las  dos  sentencias  que, 
aunque  las  respeto  por  haberlas  pronunciado  la 
autoridad  legítima  de  mi  patria,  no  han  satis- 
fecho en  el  todo  la  justicia  que  me  ha  asistido 
y  pedí  respetuosamente  se  me  administrase; 
sino  tan  solo  el  de  refutar  especies  alteradas  y 
difundidas  por  mis  enemigos.  No  haré  comen- 
tario alguno  sobre  los  documentos  transcritos 
á  continuación:  ellos  harán  formar  un  juicio 
claro  á  los  que  tuvieren  la  paciencia  y  la  bon- 
dad de  leerlos. 

Concluido  definitivamente  este  proceso,  yo 
me  había  propuesto  relegar  al  olvido  asunto  tan 
odioso,  para  no  volverlo  a  tocar  jamas,  aun  des- 
pués de  los  agravios  que  sucesivamente  se  me 
infirieron,  y  los  daños  y  perjuicios  que  por  la 
conducta  de  mis  ofensores  se  me  han  ocasiona- 
do en  mis  intereses.  Pero  estos  mismos,  por 
sí,  y  por  medio  de  sus  agentes,  han  continuado 


aquellos,  alterando  la  verdad  de  los  hechos,  ó 
fingiendo  otros  que  falsifican  la  sustancia  del 
proceso  criminal,  fiados  en  que  no  todos  están 
al  cabo  de  lo  positivo,  porque  no  todos,  tampo- 
co pueden  ni  quieren  ojear  la  voluminosa  y  har- 
to árida  actuación  judicial. 

Hay  también  que  observar:  que  en  el  exte- 
rior no  se  tienen  ideas  exactas  del  régimen  in- 
terior de  mi  pátria,  cuya  administración  públi- 
ca, la  han  pintado  sus  enemigos,  con  falsos  y 
desfavorables  colores.  Y  era  preciso  vindicarla 
de  tales  acusaciones.  El  hecho  solo  de  haber 
el  ministerio  respectivo  de  aquel  Gobierno, 
puesto  al  acusado  á  la  disposición  délos  Tribu- 
nales de  justicia  para  que  ejerciesen  libremen- 
te sus  augustas  funciones;  el  de  haberse  conti- 
nuado la  causa  con  toda  regularidad  por  los 
mismos  Magistrados  que  dignamente  rigen  hoy 
Jos  destinos  de  la  República,  justifican  lo  con- 
trario. 

Disimúleme  el  ¡lustrado  público,  si  en  algo  hu- 
biese importunado  su  atención.  Disimúleme  le 
suplico,  atendido  el  objeto  que  me  obligó  a  di- 
rigirme á  él  fiado  en  la  bondad  de  que  siem- 
pre está  animado. 

San  José  de  Costa  Rica,  Agosto  31  de  18GÍ> 


José  María  Po^ge. 


— 3— 


Escrito  de  querella. 

Corte  Superior  de  Justicia. — Jo«é  M.  Ponce, 
mayor  de  edad,  vecino  de  la  Villa  de  Sololá,  ante 
la  Corte  Suprema  con  el  mas  profundo  respeto,  y 
en  la  vía  y  forma  que  mejor  haya  lugar  en  derecho 
digo:  Que  sin  desconocer  las  azarosas  dificultades 
de  que  abundan  las  contiendas  judiciales,  y  los  es- 
collos con  que  en  el  trascurso  de  un  proceso,  es  in- 
dispensable tropezar,  luchando  contra  simpatías  é 
influencias  que  ejercen -ciertas  personas,  á  quienes 
la  caprichosa  fortuna  ha  colocado  en  una  posición 
ventajosa  en  la  sociedad;  sin  olvidar,  digo,  lo  desi- 
gual de  esta  lucha,  mas  confiado  en  la  justicia  que 
me  asiste,  y  en  la  rectitud  del  Tribunal  a  quien  me 
dirijo;  vengo  á  esta  Capital  con  la  firme  resolución 
de  acusar  formalmente  al  Sr.  Comandante  Gral., 
Corregidor  y  Juez  de  Ia  Instancia  del  Departamen- 
to de  Sololá  Ldo.  Bou  Ignacio  G.  Saravia,  por  el 
delito  de  adulterio,  cometido  en  complicidad  de  mi 
esposa  Doña  Margarita  García. 

Expondré  los  hechos,  con  toda  verdad  y  sencillez, 
tales  como  pasaron,  Exijiendo  mis  intereses  mer- 
cantiles ausentarme  con  frecuencia  de  Sololá,  lugar 
de  mi  residencia,  tuvo  ocasión  el  Sr.  Saravia  de 
emprender  criminales  y  lascivas  relaciones  con  mi 
esposa,  abusando  del  influjo  y  poder  que  le  daba 
su  empleo  y  la  autoridad  pública,  valiéndose  de  la 
mediación  de  un  Capitán  y  un  Teniente  de  aquella 
guarnición,  de  mi  doméstico  Sebastian  García  y  o- 
tros  muchos  de  que  él  se  valia  para  corromper  el 
tarazón  de  mi  esposa,  hasta  el  extremo  de  hacerla 


olvidar  sus  deberes  y  de  entregarse  sin  reserva  á 
su  seductor;  relaciones  que  ambos  criminales  tuvie- 
ron la  funesta  fortuna  de  conservar  ocultas  por  espa- 
cio de  año  y  medio.  Al  cabo  de  ese  tiempo  llegué  á 
descubrirlas  (el  20  de  Febrero  próximo  pasado)  por 
haberse  evadido  ríii  esposa,  silenciosamente,  de  mi 
casa,  y  trasladádose  á  la  del  Corregidor  Saravia, 
quien  le  habia  sugerido  el  designio  de  que  diera  se- 
mejante paso.  Al  saber  Saravia  que  yo  la  buscaba, 
tuvo  la  audacia  de  hacerla  trasladar  á  otra  casa,  en- 
comendando estos  manejos  á  su  Secretario  y  confi- 
dente', por  cuya  causa  y  para  evitar  la  repetición 
de  tales  crímenes  y  escándalos,  ordené  conducirla 
ti  Villanueva,  alejándola  así  de  su  seductor.  Por 
desgracia  esta  medida,  así  como  sus  promesas  de 
enmienda,  no  duraron  sino  unos  pocos  días,  por  ha- 
ber vuelto  á  sus  culpables  relaciones,  con  mas  ar- 
dor que  antes,  hasta  el  estremo  de  venirse  á  retra- 
tar a  esta  capital,  de  orden  de  su  cómplice. 

Superabundantes  y  competentes  pruebas  rendiré 
ante  esta  Suprema  Corte,  acerca  de  la  perpetra- 
ción de  tan  escandaloso  y  horrendo  delito,  por- 
que sobre  habérmelo  declarado  y  confesado  ambos 
delincuentes,  [as  cartas,  retratos  y  anillos  que  de- 
bidamente acompaño  y  exhibo  ante  esta  Suprema 
autoridad,  confirman  mis  asertos.  Ellas  denuncian 
de  una  manera  clara  y  terminante  dichas  relacio  • 
nes,  y  la  punible  conducta  de  un  funcionario  públi- 
co, que,  ahogando  los  sentimientos  de  pundonor, 
ha  sumido  en  la  miseria  a  toda  una  familia  inocen- 
te y  pacífica,  profanando  los  deberes  conyugales» 
por  ser  él  casado:  ha  herido  mi  buen  nombre  y  re< 


potación,  privándome  con  ruin  alevosía  de  la  quie- 
tud y  segundad,  á  que  tenia  derecho  de  aspirar  en 
mi  hogar  doméstico  y  en  los  vínculos  de  mi  matri- 
monio, y  derramando  en  mi  corazón  la  amargura 
que  lleva  en  sí,  una  afrenta  atroz  de  esta  natura- 
leza. 

Si  este  delito  es  grande  en  la  escala  social,  en  el 
presente  caso  es  mucho  mas,  por  la  inmerecida  cate- 
goría que  gozaba  oficialmente  el  Sí.  Saravia,  obli- 
gado á  velar  por  la  seguridad  pública  y  por  ia  pri- 
vada de  todos  los  habitantes  del  Departamento, 
que  en  mala  hora  tuvo  el  Gobierno  la  generosidad 
de  encomendar  al  cuidado  de  un  mal  funcionario; 
dando  este  último  un  ejempio  funestísimo  de  des- 
moralización, por  la  publicidad  y  el  descaro  con  que 
se  presentaba  con  su  cómplice,  envaneciéndose  de 
sus  punibles  hazañas  y  haciendo  alarde  de  su  con- 
quista. 

Este  funcionario  delincuente,  no  satisfecho  con 
tales  atentados,  y  con  el  de  haber  profanado  mi 
hogar  doméstico  y  el  de  haber  seducido  y  cor- 
rompido á  mi  esposa,  concibió  el  criminal  desig- 
nio de  asesinarme;  proyecto  horrible  que  mi  mis- 
ma  esposa  me  reveló;  y  por  habérmelo  ocultado 
durante  un  mes,  la  conceptúo  cómplice.  Por  estas 
razones  y  otras  que  espondré  de  palabra,  al  ratifi- 
car el  presente  escrito  de  querella: 

A  la  Corte  suplico  se  sirva:  Io  tenerme  por  acu- 
sador del  Licdo.  Saravia  y  de  mi  esposa  Dña.  Mar- 
garita García,  por  el  delito  de  adulterio  cometido 
por  ellos  v  de  que  he  hecho  mención:  2"  mandar  re- 
bir  la  información  correspondiente:  3o  que  las  car- 
tas y  prendas  que  he  exhibido  permanezcan  reser- 


varias,  hasta  el  momento  de  la  declaración  ad  in- 
quirendum,  á  fin  de  que  al  reo  principal  se  le  pon- 
gan de  manifiesto  para  su  reconocimiento:  4U  que 
Verificado  todo,  prestando  mérito  suficiente,  se 
proceda  a  la  suspensión  y  prisión  formal  del  indi- 
cado Saravia  y  de  mi  muger,  como  su  cómplice,  y 
á  ponerla  causa  en  plenario,  para  proseguir  el  cur- 
so de  mi  derecho.    Es  justicia  que  pido  y  juro  etc. 

José  M.  Ponce. 


Pedimento  Fiscal  de  25  de  ¿Ig-osto  de  1864  por 
el  Señor  Licdo.  Don  Manuel  Ubico, 

Tribunal  Supremo  de  Justicia.— En  virtud  de 
\o  pedido  por  este  ministerio  en  respuesta  de  14 
del  próximo  pasado  Julio,  este  Supremo  Tribunal 
se  sirvió  ordenar  se  librase  nuevo  despacho  come- 
tido al  Alcalde  i?  de  Solóla  para  que  hiciese  saber 
al  Corregidor  y  Juez,  Licdo.  Don  Ignacio  Saravia, 
se  constituyese  en  esta  capital  con  el  objeto  acor- 
dado de  2  de  Jimio  ultimo,  bajo  el  concepto  de 
precederse  ad  ulteriore  si  no  lo  verificaba  dentro 
de  ocho  días. 

Resalta  del  mérito  de  las  diligencias  que  el  Li- 
cenciado  Saravia  mancillando  la  autoridad  que  allá 
ha  ejercido  por  algunos  años  como  Corregidor,  co- 
mo juez  y  como  Comandante  General,  y  estiman- 
do en  ménos  su  buen  nombre  y  su  dignidad  personal 
se  ha  entregado  á  relaciones  criminales,  cometien- 
do un  doble  adulterio,  pues  que  él  también  es  (ra- 
sado: ha  dado  un  gran  escándalo  y  uu  ejemplo  in- 


mora)  á  sus  gobernados;  ha  estínguírio  la  fe  y  roto 
los  vínculos  de  Ja  unión  conyugal;  y  todavía,  in- 
ferior y  capitulado,  conculca  los  actos  del  superior, 
negándole  hasta  la  competencia  para  asegurar  las 
resultas  del  juicio,  decretando  la  prisión  de  los  a- 
cusados;  negación  que  entraña  tantas  otras  y  de 
tanta  importancia  en  lo  judicial,  que  era  preciso 
aceptándolas,  convenir  en  la  absoluta  nulidad  del 
primer  tribunal  de  la  República,  y  al  que  la  ley  ha 
cometido  las  supremas  funciones  de  la  justicia ," 

El  hecho  de  que  está  acusado  el  Licdo.  Saravia, 
intrínsecamente  considerado,  es  por  sí  solo  un  de- 
lito, y  un  delito  grave  en  la  calificación  legal.  El 
escándalo  que  ese  hecho  ha  producido  es  otro  deli- 
to que  la  ley  manda  castigar,  muy  especialmente 
en  los  funcionarios  públicos,  con  la  pena  de  destitu- 
ción é  inhabilitación:  espresamente  lo  comprenden 
para  el  efecto  de  la  responsabilidad  oficial,  el  de- 
creto de  Cortes  de  24  de  marzo  de  813  y  el  de  la 
A.  C.  de  31  de  octubre  de  839.  Así  pues,  por  el  car- 
go de  adulterio,  aun  cuando  quedare  sin  efecto  por 
las  eventualidades  del  juicio,  como  por  la  escanda- 
losa conducta  del  Juez  Corregidor,  la  declaratoria 
de  este  Supremo  Tribunal  para  precederse  a.  for- 
marle causa,  seria  en  todo  caso  procedente  y  eficaz 
y  es  la  que  demanda  la  justieia. 

Por  tanto  y  en  conclusión,  el  Fiscal  pide  que  el 
Supremo  Tribunal  se  sirva  ordenar  formación  de 
causa  al  Licdo.  Saravia  por  los  cargos  enunciados, 
quedando  en  tal  virtud  suspenso  en  el  ejercicio  de 
los  destinos  de  Corregidor,  .Juez  y  Comandante  Ge- 
neral de  Solóla,  de  los  cuales  se  encargará  la  per- 


sona  designada  en  el  acuerdo  del  S.  G.  de  4  de  ju- 
nio liltimo,  mientras  aquella  Suprema  Autoridad 
nombra  al  que  interinamente  deba  subrogar  al  ca- 
pitulado, á  cuyo  efecto  y  á  los  demás  que  proceden 
de  tal  declaratoria,  se  trascribirá  al  Sr.  Ministro 
de  Justicia;  y  finalmente  que  por  despacho  dirijido 
al  Alcalde  1?  de  Sololá,  se  emplace  al  mismo  Ldo. 
Saravia  para  que  dentro  del  término  de  seis  dias, 
comparezca  en  esta  ciudad  á  estar  á  derecho  en 
el  Juicio,  quedando  desde  ahora  sujeto  á  la  com- 
petencia de  la  Corte  de  Apelaciones  á  la  que  se 
dará  cuenta  con  la  resolución  de  los  autos  que  la 
motivan  para  que  proceda  a  lo  que  en  justicia  cor- 
responda.— Guatemala  agosto  25  de  1864. — Ma- 
nuel Ubico.  _________ 

Auto  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  10  de 
Setiembre  de  1864. 

Redúzcase  á  prisión  formal  al  Licdo.  Don  Igna- 
cio Saravia,  por  el  delito  de  adulterio,  pudiendo  re- 
conocer como  lugar  de  prisión  el  recinto  de  la  casa 
que  habita  en  esta  capital,  siempre  que  presente 
fiador  abonado,  que  caucione  su  responsabilidad 
con  la  suma  de  $500;  y  en  su  caso  otorgue  la  es- 
critura correspondiente  ante  el  primer  escribano 
de  cámara;  y  verificado  pase  la  causa  al  Sr.  Fiscal. 
— Molina. — Dardon .— Batres. 


Cargos  hechos  al  Licdo.  Saravia  por  el  Sr.  Fiscal 
Doctor  Don  Andrés  Andrea  en  su  pedimento 
de  15  de  Marzo  de  1865. 


1  Cargo.— Don  José  AI.  Ponce  se  presentó  ante 
el  Tribunal  Superior  de  Justicia  en  Junio  último, 
acusando  al  Licdo.  Saravia  de  haber  cometido  a- 
dulterio  con  Dona  Margarita  Garcia,  su  esposa 
legítima,  presentando  dos  cartas  y  varios  objetos 
en  comprobación  de  su  dicho.    El  Fiscal  no  puede 
formular  directamente  contra  el  capitulado  el  car- 
go de  adulterio,  porque  esta*  acción  compete  al 
marido  de  la  García;  pero  comprobado  el  delito 
como  está,  él  importa  el  grave  cargo  de  conducta 
escandalosa  de  un  funcionario  público  colocado  en 
el  estricto  deber,  no  solo  de  prevenir  y  castigar  los 
delitos,  sino  de  dar  ejemplo  de  moralidad  y  honra- 
dez á  los  pueblos  que  le  estaban  encomendados. 
En  la  cabecera  del  Departamento  de  Solóla  eran 
públicas  las  relaciones  del  Corregidor  con  la  Gar- 
cía, causando  semejante  conducta  el  escándalo  que 
era  natural.    En  este  sentido  formula  pues  el  Fis- 
cal el  cargo,  reservando  a  Don  José  Ponce  su  de- 
recho para  que  use  de  él  de  la  manera  que  le  com- 
peta.   Por  esta  salvedad  el  Fiscal  no  analiza  la 
prueba  que  existe  en  autos  contra  el  capitulado, 
por  que  lo  hará  el  principal  acusador. 

2.  Cargo.— Dilapidación  de  los  fondos  públicos. 
Muchos  hechos  sellan  denunciado  contra  ni  Licdo. 
Saravia  de  los  cuales  aparece,  que  abusando  de  la 
autoridad  que  ejercia,  tomaba  dineros,  sin  saberse 
con  qué  objeto,  de  los  fondos  de  propios  de  los 
pueblos,  que  no  aparece  hayan  sido  devueltos.  Del 
pueblo  de  Panajachel  turnó  cien  pesos  según  apa- 
rece de  la  declaración  de  D.  Ramón  Corso  (fojas 
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11);  de  los  fondos  de  Sta.  Lucía  tomó  los  vales  que 
se  les  dieron  en  pago  del  préstamo,  que  el  Pueblo- 
hizo  para  la  guerra  del  Salvador  y  aunque  aseguró 
que  se  habían  vendido  al  cincuenta  y  cinco  por 
ciento,  aquel  pueblo  solo  recibió  la  mitad  del  valor 
de  los  vales.  Asi  aparece  de  las  declaraciones  de 
f  45,  55,  y  57.  También  aparece  en  ellas  que  al 
mismo  pueblo  pidió  Jiadas  diez  fanegas  de  trigo, 
de  cuyo  valor  aun  adeuda  seis  pesos. 

De  las  declaraciones  del  Administrador  de  ren- 
tas de  Soíolá  (f  59  vuelto)  y  de  1).  Estevan  Montoya 
(f  72)  aparece  que  estos  entregaron  al  Licdo.  Sa- 
ravia  $800,  reunidos  para  la  guerra  del  Salvador,  y 
de  los  cuales  solo  entregó  en  la  Tesorería  General 
$500,  teniendo  que  responder  de  los  $300  restan- 
tes. 

De  la  declaración  del  mismo  Administrador  de 
Rentas  de  Solóla  (f  95)  resulta,  que  el  capitulado 
tomó  cien  pesos  del  pueblo  de  Sta.  Lucia;  igual 
su  nía  del  pueblo  de  Patulul  según  consta  del  oficio 
de  f  101  y  declaración  de  f  102,  sobre  cuya  suma 
hace  reclamos  enérgicos  la  Municipalidad,  y  otros 
cien  pesos  del  de  S.  Antonio  Palopoc,  apareciendo 
en  las  declaraciones  del  mismo  Administrador  y  de 
los  documentos  respectivos,  que  la  suma  no  ha  sido 
pagada;  corroborándose  este  cargo  con  las  decla- 
raciones «leí  Alcalde  y  del  Secretario  de  Palopoc 
(f  108  y  109) 

ÍJ.  Carc  o. — Debe  hacérsele  cargo  al  capitulado 
del  repartimiento  de  cien  barretas  que  distribuyó 
en  los  pueblos  del  Departamento  a  uu  precio  exor- 
bitante, percibiendo  el  valor  de  las  barretas  y  no 
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remitiendo  muchas  de  ellas  á  los  pueblos  res- 
pectivos. Este  cargo  tiene  varios  capítulos  por  los 
cuales  debe  formularse:  1?  el  repartimiento  arbi- 
trario á  ios  pueblos  de  instrumentos  que  no  pedían 
y  que  acaso  no  necesitaban:  2  el  excesivo  precio 
de  diez  pesos  por  barreta  y  3n  el  haber  recibido 
su  valor  de  muchos  pueblos,  y  no  haber  remitido 
las  que  les  correspondían.  Este  cargo  aparece  ple- 
namente probado  con  las  declaraciones  de  Juan 
Antonio  Rivera  (f  41)  D.  Inocente  ©baile  (f  45) 
D.Manuel  de  León  y  D.  Martin  Fuentes  (f  55) 
Rafael  Chitil  (f  57  vuelto)  José  Antonio  Ralon 
(f59)  D.  Hermenejildo  González  (f  59  y  f  138 
vuelto  á  142)  D.  Manuel  García  (f  77)  nota  de  fo- 
jas 101,  Matías  Díaz  (119)  Matías  González  (136) 
Inés  Mota  (135  vuelto)  y  con  informes  de  f  165  á 
175. 

4.  Cargo. —  Estafas.  Son  varias  de  las  que  es 
sindicado  el  Sr.  Saravia.  l*en  862  falleció  en  So- 
lóla Dña  Sotera  Burgos:  se  mandaron  inventariar 
sus  bienes  y  en  plata  efectiva  se  encontraron 
$  1,119  4|-  r',  de  los  cuales  puso  en  depósito  del 
administrador  de  rentas  D.  Hermenejildo  Gonzá- 
lez $  700,  y  de  ellos  tomó  $  240  que  no  consta  ha- 
ya devuelto.  Asi  aparece  de  la  declaración  del 
mismo  Gonzales  de  f  59  vuelto  y  de  los  documen- 
tos en  ella  transcritos.  Este  hecho  causó  escándalo 
en  Solóla  y  aparece  referido  por  varios  testigos.  2o 
El  Licdo.  Saravia,  como  Corregidor  de  Solóla  in- 
tervino en  la  testamentaria  del  R.  P.  Fray  Vicente 
Hernández,  Cura  de  Santa  Catarina  Iztahuacau. 
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Entre  los  papeles  del  párroco  existia  el  cuadrante 
del  curato  que  tomó  del  capitulado;  y  habiendo  en 
trado  á  servir  aquella  parroquia  el  Presbo.  D.  An- 
drés Goicolea,  le  ofreció  devolver  aquel  documento  si 
el  daba  $200;  así  aparece  de  la  declaración  de  f  158 
vuelto  aunque  la  estafa  no  se  consumó,  por  la  razón 
que  espresa  el  referido  Presbo.;  el  Tribunal  sabrá 
apreciar  la  gravedad  de  este  cargo  para  formularlo 
en  los  términos  convenientes.  3"  Del  huérfano  Juan 
Limón  tomó  100  suponiéndose  autorizado  para 
ello,  los  cuales  aun  no  ha  devuelto.  Aunque  en  au- 
tos no  hay  todavia  una  prueba  decidida  de  este 
hecho,  es  tan  grave  que  necesita  comprobarse.  A 
mas  de  la  declaración  de  Don  Pedro  Latour  que 
existe  a  f  92,  puede  examinarse  en  esta  Capital  al 
Licdo.  D.  Gabriel  Santa  Cruz,  que  ha  dado  algu- 
nos pasos  para  la  devolución  de  este  dinero;  al 
mismo  Juan  Limón,  doméstico  del  Licdo.  D.  José 
Mariano  Rodríguez  y  á  este,  citado  por  D.  P.  La- 
t  >ur  en  la  declaración  referida.  Con  lo  que  estos 
testigos  espongan  el  Fiscal  formulará  el  cargo  de 
la  manera  que  corresponda.  4a  A  varias  personas 
es  deudor  el  Capitulado  de  sumas  cuya  devolución 
no  han  podido  obtener;  entre  otras  aparecen  Doña 
Josefa  Guerra,  Dña.  Gertrudis  de  León,  D.  Ga- 
briel Afre,  I).  Luciano  Mota  etc.  etc.  No  es  delito 
el  que  un  Corregidor  tojne  dineros  prestados;  pero 
sí  prueba  mucha  falta  de  circunspección  y  de  deli- 
cadeza el  solicitarlos  valiéndose  de  la  posición  que 
ocupa  y  no  devolverlos  con  puntualidad.  En  este 
sentido  formula  el  cargo  el  Fiscal. 

Hay  otros  hechos  do  la  misma  naturaleza,  pero 
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^l  Fiscal  no  se  ocupa  de  ellos,  por  no  haber  prue- 
bas suficientes,  ó  por  no  constar  mas  que  del  dicho 
de  los  interesados, 

5.  Cargo. — Falta  de  Administración  de  Justicia, 
Al  Tribunal  le  es  notorio  este  cargo.  El  pequeñísi- 
mo número  de  procesos  despachados  por  el  Juez 
de  Solóla  durante  el  largo  periodo  de  su  mando, 
demuestra  de  una  manera  general  la  falta  de  Ad- 
ministración de  justicia  en  un  Departamento  tan 
vasto  y  en  el  que  existiendo  tantos  pueblos  de  in- 
dios, han  debido  cometerse  muchos  delitos,  y  segu- 
ramente estos  han  quedado  impunes  por  falta  de 
Juez.  Compárese  el  despacho  de  los  antecesores 
del  Sr.  Sara  vi  a  en  Solóla  y  se  verá  la  enorme  dife- 
rencia que  hay  del  trabajo  de  este  con  el  de  aque- 
llos. Durante  la  pesquisa  se  denunciaron  muchos 
procesos  mal  instruidos  por  el  Lic<lo.  Saravia,  y 
en  algunos  de  ellos  se  notan  faltas  graves.  Se  han 
acumulado  varias  y  el  Fiscal  pasa  á  notar  lo  que 
aparece  en  ellos  mas  reparable. 

SEGUNDA  SERIE. 

Primero.  —Mortual  de  Solera  Burgos, — Falleció 
intestada  y  sus  bienes  fueron  inventariados  dos  ve- 
ces de  orden  del  Juzgado  de  Ia  Instancia.  Solo  la 
partida  de  dinero  efectivo  constante  á  f  H  vuelta 
importó  $1,1 19.  4^  r";  de  estos  el  Administrador 
de  rentas  recibió  en  depósito  solo,  7^0  ¿Qué  se  hizo 
lo  demás  y  los  otros  bienes  de  la  casa?  El  Admi- 
nistrador dice  que  entregó  algunos  al  marido  de  la 
Burgos  qne  también  murió.  ¿De  orden  de  quien 
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se  hizo  esta  entrega  y  con  que  titulo  los  recibió 
aquel?  Nada  de  esto  consta  en  el  espediente,  y  ve- 
rificado el  embargo  de  orden  del  juzgado,  solo  por 
orden  de  él  justificada  han  debido  entregarse  los 
bienes.  Es  pues  notable  la  falta  del  Juez  en  este 
asunto. 

Segundo. — Causa  de  Estanislao  Arteaga.— Es- 
te individuo  hirió  de  gravedad  en  4  de  octubre  de 
1858  á  Manuel  de  León  y  después  fué  complicado 
en  un  juego  prohibido  con  otros  reos.  El  Juez  se 
limitó  á  tomar  declaración  á  ¡os  prevenidos  y  a. 
ponerlos  bajo  de  fianza.  La  última  providencia  fué 
dictada  el  nueve  de  diciembre  del  mismo  año  de 
58,  sin  que  en  el  proceso  aparezca  el  mas  leve  mo- 
tivo que  esculpe  el  abandono  que  el  Juez  hizo  de 
esta  causa. 

Tercero. — Causa  contra  el  Capitán  Don  Venan- 
ció  Mejicano. — Fué  acusado  por  Antonia  Letona 
de  haber  cometido  incesto  con  su  hija  Margarita 
y  por  Lorenzo  Zuñiga  de  heridas  graves  que  le 
causó.  El  proceso  se  inició  en  G  de  Junio  de  857 
y  el  reo  fué  escarcelado  bajo  de  fianza  el  6  de  Julio 
del  mismo  año,  sin  que  desde  entonces  se  haya  da- 
do plumada  en  el  proceso. 

Cuarto — Causa  contra  el  Oficial  Don  Francisco 
Corso. — Fué  procesado  en  setiembre  de  862  por 
heridas  ú  Miguel  Molina  y  á  los  dos  dias  escarce- 
lado  bajo  de  fianza:  estando  en  esta  situación  agre- 
dió  la  casa  de  Vicenta  Montalvan  é  insultó  á  la 
justicia,  no  obstante  esto  volvió  á  ser  puesto  en  li- 
bertad bajo  de  fianza,  marchando  este  proceso  con 


tanta  lentitud  que  lleva  dos  años  y  no  se  lia  fene- 
cido. 

Quinto. — Causa  de  Pedro  Gómez,  Diego  Zaca- 
rías y  Manuel  Canis. — Esta  causa  se  inició  por  a- 
bijeato  desde  Julio  de  859  y  ha  venido  a  terminarse 
hasta  el  19  de  Abril  de!  año  pasado,  sin  que  haya 
sido  elevada  en  consulta  á  la  superioridad.  Sin  du- 
da por  no  haberse  notificado  la  sentencia  á  los  reos 
escarcelados  bajo  de  ftanza;  pero  el  Juez  ha  debido 
activar  la  recaptura  de  aquellos  y  condenar  á  los 
fiadores  al  pago  de  la  multa  áque  se  comprometie- 
ron. Nada  de  esto  aparece;  y  el  Juez  de  Ia  Ins- 
tancia es  responsable  de  esta  falta  y  del  gran  re- 
traso del  proceso. 

Cruz  Rivera:  vecino  del  Quiche  presentó  algu- 
nos escritos  durante  la  pesquisa,  imputando  al  Lie- 
do.  Saravia  haber  puesto  en  libertad  á  Canis,  por 
dinero;  pero  el  Fiscal  en  el  proceso  no  encuentra 
prueba  de  esta  aserción  que  aparece  desecha  tam- 
bién, por  no  haber  dato  en  el  proceso  de  la  culpa- 
bilidad del  reo. 

Bajo  los  números  6o  y  7°  están  acumuladas  á  la 
pesquisa  las  causas  instruidas  contra  Luis  Alonso 
por  herida  á  Gerónimo  Alyarado  y  contra  Bernabé 
Alonso  por  hurto,  á  causa  de  haber  dicho  varios 
testigos  que  el  Juez  capitulado  dejó  impunes  á  los 
acusados.  La  primera  causa  fué  instruida  por  el 
Alcalde  1"  en  Solóla  sin  saber  por  qué  motivo;  y 
fallada  con  notable  lenidad,  en  21  de  diciembre 
de  801,  cuyo  fallo  no  fué  consultado  á  la  superiori- 
dad, ni  hay  constancia  de  que  el  reo  haya  cumplido 
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ninguuo  de  los  términos  de  la  condena.  Este  reo 
es  sirviente  del  Capitulado  y  sindicado  como  cóm- 
plice de  varios  hechos.  ¿Por  qué  el  Juez  propieta- 
rio no  ha  dado  cuenta  con  este  proceso  en  tres  años 
y  medio  que  hace  se  pronunció  el  fallo?  Esto  llama 
la  ateneion  y  aquel  es  responsable.  Bernabé  Alon- 
so fué  procesado  por  hurto;  y  en  9  de  marzo  de  64 
el  fiscal  de  la  causa  mandó  sobreseer  en  ella,  sin  dar 
cuenta  con  su  resolución  ¿Pot*  qué  el  Comandante 
General  no  cuidó  de  que  el  proceso  siguiera  su 
curso  y  se  terminara  conforme  á  ordenanza?  Es 
responsable  también  de  esta  falta. 

Tal  es  el  resultado  que  dan  los  siete  procesos 
acumulados  por  el  Juez  pesquisidor.  Poco  tiempo 
ántes  que  se  recibiera  la  pesquisa  mandada  ins- 
truir á  Solóla,  la  Corte  habia  mandado  pasar  al  Fis- 
cal varios  procesos,  pedidos  al  Juez  de  aqnel  De- 
partamento á  virtud  de  las  faltas  que  manifestaban 
los  estados  mensuales  de  aquel  juzgado.  El  que  sus- 
cribe ha  examinado  ahora  dichos  procesos,  las  fal- 
tas que  en  ellos  se  notan  reagravan  el  cargo  de  que 
se  trata;  pues  se  vé  con  claridad  la  negligencia  y 
poco  estudio  del  funcionario  encargado  de  adminis- 
trar justicia,  á  tantos  y  tan  numerosos  pueblos. 

Primero. — A  Juan  Morales  se  procesó  por  cona- 
tos de  estupro  violento  en  Rosa  Pérez,  concluida 
la  causa,  la  falló  el  Juez  de  Solóla  en  28  de  Junio 
de  1863,  declarando  que  el  reo  habia  purgado  su 
delito  con  la  prisión  padecida.  Esta  sentencia  se 
ejecutó  sin  haberse  consultado. 

Segundo.— El  Alcalde  de  Santa  Lucia  instruyó 
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eausa  á  los  indígenas  José  Domingo  Ulano,  Mi- 
guel Mendoza  y  José  Ordoñez,  por  hurto  de  tres 
novdlos  en  que  están  conformes  y  convictos;  y  con- 
tra Buenaventura  Ovalle  por  complicidad,  pues  a- 
quellos  aseguran  que  este  les  instigó  al  hurto  y  Ies 
compró  los  novillos  por  bajo  precio,  él  los  vendió 
por  mayor  suma  h  Nicolás  Juárez.  El  alcalde  re- 
dujo á  prisión  á  los  cuatro  y  dio  cuenta  con  ellos  y 
las  diligencias  al  Juez  de  Solóla.  Este,  sin  tomar 
confesión  ni  llevar  la  causa  adelante,  pronunció  au- 
to en  29  de  Mayo  de  1863,  condenando  enjuicio 
verbal  á  sufrir  cada  uno  un  mes  de  servicio  en  las 
obras  públicas  y  dando  por  purgado  á  Ovalle  con 
la  prisión  padecida.  Este  fallo  se  ejecutó  sin  con- 
sulta. 

Tercero. — A  Sebastian  González   y  ¡í  Maria 
Hernández  se  procesó  por  adulterio  y  por  heridas 
que  el  primero  le  dio  á  José  Simón,  marido  de  Ja 
última.      Inmediatamente  que  el  Preventivo  de 
Santo  Tomas  Chiehjeatenango  dio  cuenta  con  las 
diligencias  practicadas,  el  Juez  proveyó  auto  en  19 
de  Marzo  de  863,  mandando  sobreseer  respecto  al 
adulterio  é  imponiendo  á  González,  por  las  heridas, 
seis  meses  de  servicio  en  las  obras  publicas.  Este 
auto  tiene  las  faltas  siguientes:  1°  que  no  consta  el 
perdón  del  marido  que  sirve  de  base  para  el  sobre- 
seimiento: 2°  que  este  se  llevó  á  efecto  sin  consul- 
ta ni  aprobación  de  la  Corte;  y  3o  que  el  cargo  de 
heridas  no  se  hallaba  aun  en  estado  de  tallarse  y  el 
Juez  no  pudo,  por  una  especie  de  providencia  eco- 
nómica, imponer  pena  de  seis  meses  ¡i  obras  públi- 
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cas; pues  para  aplicarse  el  procedimiento  debió  ser 
por  escrito  y  con  todas  las  formalidades  de  dere- 
cho. 

Cuarto. — A  .Tose  María  Herrera  se  procesó  por 
heridas  á  su  hermano  Cornelio;  ía  causa  se  siguió» 
por  todos  los  trámites  del  juicio  escrito,  y  en  20  de 
Junio  de  1862  se  falló  imponiendo  al  reo  seis  meses 
de  obras  publicas  conmutables  con  $60;  dicho  fa- 
llo se  llevó  á  efecto,  sin  consulta,  ni  aprobación 
Superior. 

Quinto. — En  la  causa  de  Juan  C áceres  por  pre- 
sunciones de  homicidio  en  Valentín  López,  el  Juez 
omitió  proceder  á  la  averiguación  de  los  hechos  y 
excesos  que  el  acusador  asegura  á  f.  10  y  11;  se 
mandó  á  fojas  17  que  un  Cirujano  reconociera  á* 
Marcela  Martínez,  muger  del  reo,  y  aunque  aquel 
calificó  de  gravedad  una  de  las  heridas  de  la  Mar- 
tínez, no  se  examinó  a  este,  ni  menos  se  averigua- 
ron tales  hechos.  Esto  no  es  un  verdadero  cargo, 
pero  sí  manifiesta  descuido  y  negligencia. 

Sesto. — A  Nicolás  Mendizábal  se  redujo  á  pri- 
sión por  heridas  a  José  Ramón  Pacheco,  el  15  de 
Octubre  de  861;  y  aunque  en  el  misino  acto  se  le 
mandó  tomar  confesión,  se  ignora  por  qué  motivo 
tal  diligencia  se  practicó  hasta  el  20  de  Junio  de 
862,  es  decir  a  los  ocho  meses  largos,  sin  haber  ha- 
bido después  de  la  confesión  y  auto  de  cargo  y  cul- 
pa otra  cosa  que  la  defensa,  se  falló  la  causa  hasta 
el  22  de  abril  de  864:  no  hay  nada  que  pueda  esca- 
sar tan  indebida  demora. 

El  examen  anterior  manifiesta  no  solo  la  falta, 
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sino  la  mala  administración  de  justicia  durante  el 
tiempo  que  fué  Juez  el  Liedo.  Saravia.  El  Fiscal 
no  puede  ménos  que  formular  este  cargo  con  toda 
severidad;  porque  si  bien  es  cierto  que  el  funcio- 
nario encargado  délos  diversos  mandos  de  un  De- 
partamento se  vé  precisado  á  dividir  su  atención 
y  le  falta  tiempo  para  el  desempeño  de  sus  deberes, 
también  lo  es  que  el  hombre  probo  que  se  siente 
incapaz  de  llevar  la  carga  que  se  le  ha  impuesto, 
debe  en  conciencia  renunciar  el  destino;  pues  el 
mucho  y  variado  trabajo  disculpa  faltas  leves,  pe- 
ro no  graves  y  sustanciales. 

Sétimo  Cargo.— Destierro  de  Eusebia  España. 
— Esta  muger  fué  acusada  de  adulterio  no  por  su 
marido,  sino  por  la  muger  de  su  cómplice;  y  por 
esta  acusación,  sobre  la  cual  no  se  instruyó  causa, 
fué  desterrada  aquella  al  pueblo  de  San  Lucas  To- 
Jiman.  Así  consta  de  las  declaraciones  de  f.  146 
y  147.  Obsérvese  (pie  la  España  es  madre  de  Ge- 
rónimo Alvarado  á  quien  hirió  Luis  Alunzo,  criado 
<lel  capitulado  y  de  quien  reclamaba  los  daños  y 
perjuicios  ocasionados  á  su  hijo  y  cuyo  proceso 
corre  bajo  el  numero  6.  Debe  pues  formularse  el 
cargo  por  la  infracción  de  las  leyes  y  arbitrariedad 
con  que  procedió,  el  Corregidor  en  la  condena  de 
dicha  muger. 

Tales  son  ¡os  cargos  principales  que  el  Fiscalba 
podido  deducir  de  tan  voluminosa  y  complicada  ac. 
tuacion  que  tiene  ala  vista.  Hay  varios  hechos  gra- 
vísimos que  se  han  imputado  al  Licdo.  Saravia, 
pero  por  los  cuales  no  puedo  hacerle  cargo  por  fal- 
ta de  prueba. 
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Tal  es  la  opinión  del  Fiscal,  quien  espera  que  la 
Corte  disculpar??  lo  informe  de  este  trabajo  cuando 
tenga  a  la  vista  la  cantidad  de  materiales  de  donde 
he  tenido  «pie  cstractar  en  medio  de  las  muchas  a- 
tenciones  de  mi  destino.  Mas  la  misma  Corte  dic- 
tará la  resolución  que  sea  de  justicia  para  suplir  las 
faltas  que  en  la  presente  se  encuentran. 

Andrés  Andreu. 
Guatemala,  15  de  Marzo  de  1865. 


CONFESION  CON  CARGOS  AL  LICDO.  SARAVIA. 

Concluidas,  como  están,  las  reconvenciones,  se 
hacen  al  capitulado  Saravia  los  cargos  si- 
guientes. 

PRIMERA  SE  RIE. 

1"  Adulterio  con  Doña  Margarita  García  esposa 
legítima  de  Don  José  M.  Ponce. 

2"  El  mismo  delito  con  Isidra  Barrios  esposa  de 
D.  D.  Rivera,  concurriendo  en  este  cargo  y  en  el 
anterior  las  circunstancias  que  se  espresaron  en  las 
respectivas  reconvenciones, 

3"  Haber  maltratado  y  puesto  indebidamente  en 
prisión  á  Miguel  Letona,  solo  porque  fué  a  recla- 
mar la  libertad  de  un  hermano  suyo. 

4"  Haber  puesto  igualmente  en  indebida  prisión 
á  la  Municipalidad  de  Sololá,  porque  no  pagó  á  la 
preceptora  un  sueldo  anticipado,  y  obligado  á  la 
misma  Corporación  á  hacer  gastos  ¡legales. 
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5"  Por  haber  tenido  á  su  servicio  particular  á  va- 
rios individuos  los  que  á  pretesto  de  ser  militares 
eran  pagados  por  la  hacienda  pública. 

6o  Por  haber  tenido  á  Eulogio  Mirón  disfrutan- 
do simultáneamente  los  sueldos  de  Alcaide  y  sol- 
dado. 

7°  Por  las  exacciones  indebidas  de  maiz  que  en 
beneficio  del  confesante  ejecutó  el  Preventivo  Pa- 
redes; y  por  cuyo  motivo  no  procedió  contra  el  úl- 
timo corno  debió  hacerlo  el  confesante  á  la  averi- 
guación de  los  hechos  de  que  se  acusaba  al  referi- 
do Paredes. 

8°  Por  haber  recibido  un  sobresueldo  mensual 
de  los  asentistas  del  ramo  de  aguardiente. 

9U  Por  haber  ofrecido  en  venta  ai  Presbítero  Goi- 
colea,  y  por  la  cantidad  de  $200  el  cuadrante  de 
la  Parroquia  de  Santa  Catarina  Iztahuacan. 

10  Haber  exijido  noventa  pesos  de  los  fondos 
que  había  depositados  de  la  pertenencia  de  un 
huérfano,  cuya  cantidad  aun  no  ha  devuelto. 

11  Haber  obligado  á  los  pueblos  del  Departa- 
mento á  que  le  llevasen  presentes  y  regalos. 

12  Haber  tomado  $100  de  los  fondos  Munici- 
pales de  Solóla. 

13  Haber  tomado  y  dispuesto  de  las  certificacio- 
nes que  por  el  préstamo  para  la  guerra  de  Nicara- 
gua se  dieron  al  pueblo  del  Quiche. 

14  Haber  tomado  para  lucrar  las  certificaciones 
que  por  el  préstamo  para  la  guerra  del  Salvador 
se  dieron  al  Pueblo  de  Santa  Lucia,  y  pedido  á  los 
fondos  de  comunidad  del  mismo  pueblo  diez  fane- 


gas  He  trigo  de  las  que  aun  debe  seis  pesos. 

15  No  haber  entregado  á  la  Municipalidad  de 
Patulul,  la  cantidad  de  #100  pesos  que  para  sus 
fondos  jé  dio  J)n.  Rafael  Girón. 

10  Haber  tomado  #100  (pie  pertenecientes  á  la 
Municipalidad  de' Santa  Lucia  se  hallaban  de  orden 
del  confesante  depositados  en  el  Admor.  de  Solóla, 

17  Haber  tomado  para  sí  los  #100  que  pago  D. 
Ramón  Aguirre  por  arrendamiento  de  un  terreno 
déla  Municipalidad  de  San  Antonio  Palopó. 

18  Haber  pedido  para  sí  #80  de  los  fondos  de  la 
Municipalidad  de  Santa  Barbara,  y  consentido  que 
Paredes  tomase  de  los  mismos  fondos  otros  #15  pa- 
ra encargos  del  confesante. 

19  No  haber  enterado  en  esta  Administración 
General  por  cuenta  del  empréstito  para  la  guerra 
del  Salvador  mas  que  quinientos  pesos,  cuando  en 
la  de  Solóla  se  entregaron  por  tal  motivo  #800. 

20  Haber  confinado  al  pueblo  de  San  Lucas  To- 
liman  á  Eusebia  España  sin  que  previamente  se  le 
instruyese  la  causa  que  correspondía. 

21  Haber  intentado  seducir  á  Luis  de  León  pa- 
rí que  retractara  su  declaración. 

22  Haber  obligado  á  D.  Romualdo  Fuentes  ü. 
que  le  regalase  un  caballo  alazán. 

28  Haber  tomado  #MÍ)  deTdcpósito  en  que  se 
hallan  los  fondos  pertenecientes  á  la  mortual  de 
Sotera  Burgos,  faltando  así  á  sus  deberes  (romo 
Juez. 

24  Por  haber  repartido  en  los  pueblos  del  De- 
partamento de  Solida  una  cantidad  de  barretas,  o- 
bligandolúsá  tomarlas  por  un  precio  crecido  y  con  la 
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eircunstnacia  de  que  aun  no  ha  entregado  las  que 
les  corresponden  sin  embargo  de  tenerlas  pagadas, 
pues  faltan  5  de  Santo  Tomas,  3  al  Quiche,  2  á  S. 
Lucas,  3  á  Sta.  Bárbara,  2  á  Patulul,  2  á  S.  .Juan 
de  los  Leprosos,  2  á  Sta.  Lucia  y  1  á  San  Pedro. 

25  Por  no  haber  cuidado,  como  era  de  su  estricto 
deber,  que  todas  las  Municipalidades  del  Departa- 
mento que  estaba  á  su  cargo,  rindiesen  anualmen- 
te cuentas  de  la  Admiuistracion  de  sus  respectivos 
fondos. 

SEGUNDA  SERIE. 

•Así  mismo  se  le  liaren  ademas  los  siguientes 
cargos  al  capitulado. 

1'  No  haber  procesado  en  juicio  escrito,  como 
correspondía,  á  los  oficiales  Escanden  y  Porres  por 
el  delito  que  cometieron  golpeando  en  despoblado 
á  Ventura  de  León,  á  quien  también  tiraron  un  ti" 
ro  de  pistola. 

2"  Haber  dejado  paralizada  la  causa  de  Juan 
Limón,  pues  según  el  confesante  asegura  se  halla 
en  poder  del  defensor  D,  Miguel  Oliva. 

3°  No  haber  procedido,  como  correspondía  y  era 
de  su  deber,  contra  el  oficial  Escanden  por  el  deli- 
to que  cometió  hiriendo  á  Isidoro  López. 

4°  No  haber  continuado  la  causa  de  Miguel  Gi- 
rón por  hurto  de  un  macho,  pues  luego  que  se  le 
escárcelo  no  solo  no  se  ha  seguido  la  causa,  sitió 
que  ha  desaparecido. 

5°  Haber  dejado  complétame!) te  paralizada  la 
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causa  de  Valentina  Gil  por  herida  a  Sabina  Cabre- 
ra, al  estremo  que  no  se  encuentra  dicho  proceso. 

6o  Haber  dejado  también  paralizada  y  abando- 
nada la  causa  de  Hijinio  López  por  homicidio,  pues 
escarcelado  el  año  de  1857,  no  solo  no  se  ha  prac- 
ticado la  menor  diligencia  sino  que  ha  desapareci- 
do el  proceso. 

7°  Haber  dejado  en  suspenso  la  causa  de  Ve- 
nancio Mejicano  por  incesto  con  su  hija  y  herida  á 
Lorenzo  Zuñiga,  pues  escarcelado  en  Junio  de  857, 
no  se  volvió  á  practicar  diligencia  alguna,  sin  em- 
bargo que  Mejicano  murió  hasta  21  de  Julio  de  861, 
por  lo  que  se  vé  hubo  mas  que  el  tiempo  necesario 
para  finalizar  la  causa  por  todas  sus  instancias, 

8o  Haber  dejado  impune  á  Simón  Samayoa  que 
hirió  gravemente  á  Anastasio  Artiaga. 

9o  Haber  dejado  en  suspenso  la  causa  de  Esta- 
nislao Artiaga  procesado  por  juego  prohibido,  y 
herida  muy  grave  á  Manuel  de  León,  pues  desde 
que  se  le  escárcelo  bajo  fianza  en  20  de  Diciembre 
de  1858,  no  se  ha  practicado  ninguna  otra  diligen- 
cia. 

10°  Por  el  notable  retraso  y  demora  que  se  nota 
en  el  curso  de  la  causa  de  Manuel  Canis  y  cómpli- 
ces por  abijeato. 

11  Por  la  lentitud  con  que  llevó  la  causa  del  Ofi- 
cial Francisco  Corso  por  herida  á  Miguel  Molina 
y  agresión  á  la  casa  de  Vicenta  Montalvan. 

12°  Haber  ejecutado  sin  previa  consulta  de  la 
Superioridad  la  sentencia  que  pronunció  en  18  de 
Junio  de  (»«'>,  en  la  causa  instruida  contra  Juan  Mo- 
rales por  conatos  de  estrupo  violento  cu  Rosa  Pérez. 
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13°  Haber  continuado  y  fallado  en  juicio  verbal 
¡a  causa  instruida  á  José  Domingo  Ulano,  Miguel 
Mendoza  y  José  Ordoñez  por  hurto  de  tres  novi- 
llos, y  contra  el  cómplice  Buenaventura  O  baile, 
pues  con  arreglo  á  derecho  y  por  la  naturaleza  del 
delito  debió  haberse  procedido  por  escrito  y  con. 
sultádosé  el  fallo  antes  de  su  ejecución. 

14"  Haber  ejecutado  sin  previa  consulta,  como 
era  debido,  el  auto  en  «pie  mandó  sobreseer  en  la 
causa  instruida  á  Sebastian  González  v  María  Her- 
nández por  adulterio,  dando  por  fundamento  que 
el  marido  José  Simón  los  perdonó;  circunstancia 
que  no  consta  en  el  sumario.  Haber  en  el  mismo 
auto  condenado  á  González  á  seis  meses  de  servi- 
cio en  obras  públicas  por  herida  ai  espresado  Si- 
món, pena  que  cumplió  y  que  no  podía  ni  debia  a- 
plicarse  sino  en  juicio  escrito  y  con  las  demás  for- 
malidades de  ley. 

15°  Haber  ejecutado  sin  previa  consulta  de  la 
Superioridad  la  sentencia  que  pronunció  en  20  de 
Julio  de  18(>2,  condenando  á  José  M.  Herrera  por 
heridas  á  su  hermano  Cometió  á  seis  meses  de  ser- 
vicio en  obras  públicas  conmutables  con  $b'0. 

16°  Por  la  considerable  demora  (pie  tuvo  la  cau- 
sa de  Nicolás  Mendizabal  á  quien  se  redujo  a  pri- 
sión en  15  de  octubre  de  1801,  y  aunqueen  el  mis- 
ino auto  se  le  mandó  tomar  confesión,  tal  diligen- 
cia no  se  verificó  sino  hasta  el  20  de  Julio  de  1882, 
sin  que  haya  motivo  que  escuse  semejante  retraso. 

1J  Haber  escarcelado  sin  consulta  superior  á  E- 
ligio  Santiago  procesado  por  asalto  á  la  hacienda 
íle  Chuacorral. 

(4) 
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Haciéndose  constar  al  fin  de  esta  confesión,  que 
el  capitulado  ha  dictado  por  sí  misino  y  con  entera 
libertad,  todas  sus  contestaciones;  firmó  con  el  Si\. 
Magistrado  Don  Marcelo  Molina. — Doy  fe. — Fer- 
mín Armas. — Sara  vía. 


Escrito  de  formal  acusación  (le  D.  José  M.  Ponce 
contra  los  reos  de  adulterio  Licdo.  Don  Ignacio  G. 
Sáravia,  y  su  cómplice  Margarita  García. 

Corte  de  Apelaciones. — José  Maria  Ponce  na- 
tural y  vecino  de  esta  ciudad;  esposo  legítimo  de 
Margarita  García,  ante  este  Supremo  Tribunal  con 
el  mas  profundo  respeto  y  como  mejor  hubiere  lu- 
gar en  derecho  expongo: — Que  estando  ya  conclui- 
da la  sumaria  mandada  instruir  contra  los  reos 
de  adulterio,  González  Saravia  y  mi  infiel  esposa 
V  estando  tomada  al  primero,  la  confesión  con  car- 
gos de  los  infinitos  que  le  han  resultado;  al  fin  es- 
ta Suprema  Corte  se  ha  servido  proveer  en  auto  de 
26  del  próximo  pasado  Mayo  y  consta  á  f.  258  vta. 
de  la  pieza  2*  que  se  me  entregue  esta  causa,  para 
<pic  en  la  parte  (pie  á  mí  me  concierne,  evacúe  y 
formalice  la  acusación. 

Procuraré  cumplir  lo  mandado,  pues  siendo  tan 
angustiado  el  término  de  seis  días  que  se  me  seña- 
la, deberá  haber  necesariamente  omisión  en  la  com- 
paración y  puntualidad  de  pasajes  de  autos.  Pero 
obligado  á  obedecer,  procederé  a  esponer  lo  qne 
me  convenga,  fiado  en  que  la  bien  reconocida  ilus- 
tración de  tan  dignos  Magistrados  sabrán  suplir,  en 
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favor  de  Injusta  causa  que  promuevo,  todo  cuanto 
se  escapare  á  mí  muy  limitada  inteligencia. 

La  necesidad  de  no  aparecer  ante  ei  público  de 
mi  patria,  comió  insensible  á  los  ultrajes  que  el  ci- 
tado Saravia  me  había  inferido  alevemente,  abu- 
sando del  triple  poder  de  que  estaba  revestido,  me 
obligó  á  ocurrir  el  Io  de  Junio  del  año  próximo  pa- 
sado, buscando  el  amparo  legal  ante  esta  Suprema 
Corte,  último  recurso  de  los  perseguidos.  En  mi 
escrito  de  querella  de  fojas  4  hice  una  breve  rela- 
ción del  modo  como  llegué  á  descubrir  el  horrendo 
delito  cometido  por  mi  criminal  esposa,  seducida 
por  el  primer  funcionario  del  Departí) mentó. 

Para  comprobar  mi  aserción  acompañé  dos  car- 
tas originales  escritas  de  puño  y  letra  del  susodi- 
cho González  Saravia,  las  cuales  vinieron  á  poner 
en  evidencia,  como  cuerpo  de  delito,  las  relaciones 
criminales  de  esos  desgraciados  reos,  y  obran  á  la 
cabeza  del  primer  cuaderno  del  proceso. 

Ahora  voy  á  hacer  un  análisis  del  voluminoso 
proceso,  instruido  no  tan  solo  a  consecuencia  de  mi 
queja  como  marido  ofendido,  y  de  la  que  por  igual 
delito  elevó  también  Don  Dionisio  Rivera,  sino  por 
los  de  estafa,  de  peculado,  de  cohecho  y  soborno, 
por  los  de  haber  dejado  impunes  á  las  delincuen- 
tes atroces,  por  abandono  de  justicia,  etc.,  etc.  Y 
aunque  sea  cierto  que  esos  otros  delitos  no  tienen 
una  relación  directa  con  el  de  adulterio,  y  los  ¡Sres. 
Fiscales  los  perseguirán  por  su  oficio  de  represen- 
fcintes  de  la  vindicta  pública;  pero  ellos  dan  una  i- 
clea  clara  de  la  conducta  inmoral  y  corrompida  del 
procesado,  de  sus  manejos,  de  su  carácter  y  de  lo 


qi,e  podik  esperarse  de  semejante  nombre  corno  lo 
da  á  entender  el  n,uy  limpio  y  digno  Magtstra- 
(|o  D.  Marcelo  Molina  en  los  cuarenta  y  dos  ca.gos 
qUe  al  fin  de  la  confesión  le  formuló  y  corren  des- 
«  e  f  240  á  258;  v  como  lo  han  reconocido  asi  mismo 
los  ¡lastrados  y*  honrados  Señores  Fiscales  de  este 
alto  Tribunal  Licdo.  D.  Manuel  Ubico  y  Dr.  D. 
Andrés  Andrea  en  sus  diversos  pedimentos,  con  es- 
pecialidad ios  de  fecha  25  de  Agosto  del  ano  prox.- 
L  pasado,  en  los  escritos  51  V  siguiente,  y  en  e  de 
15  de  Marzo  del  corriente  ano  desde  t.  Enasta 

19í;.e-o  que  este  Supremo  Tribunal  juzgó  pru- 
dente mandar  instruir  una  sumaria  avenguaciona- 
¿erca  de  los  hechos  criminales  cuya  noticia  había 
Iletrado  a  sus  oídos,  se  sirvió  dictar  las  primeras  or- 
denes previniendo  que  el  acusado  se  presentase  en 
esta  capital  a  contestar  cargos.    Mas  este  astuto 
en  eludir  v  burlar  la  vigilancia  de  la  autoridad  con 
pertinacia,  intentó  quedarse  en  aquel  teatro  de  sus 
Untaras:  de  modo  que  habiéndosele  comunicado 
orden  por  el  Ministerio  de  justicia  desde  4  de  Ju- 
nio no  se  logró  ,p,e  compareciese  sino  hasta  el  9  de 
Setiembre,  nnjiendo  adolecer  de  enfermedades  h- 

'barcia  dio  su  declaración  en  nueve  de  Junio 
ffoias  T2  á  Kí)  ante  el  muy  integro  Sr,  Magistrado 
D.  José  María  Saravia.  En  ella  refirió  con  toda 
clarida(,  y  menudencia  el  origen  y  resultados  cri- 
smales de  su  trato  ilícito  reconociendo  la  autenti- 
cad de  las  (.artas  que  se  le  mostraron,  del  pqno 
v  letra  del  citado  cómplice,  así  como  también  el 
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relicario  de  los  retratos  y  los  anillos  etc.  Confe- 
só que  el  21  de  Febrero  descubrí  yo  tales  relacio- 
nes de  la  manera  ya  espresada,  y  que  habiéndola 
mandado  para  Villanueya  acompañada  de  mi  sue- 
gra Martina  Ramírez,  Saravia  su  cómplice,  sin  res- 
peto á  mis  legítimos  derechos,  sin  miramiento  al  pú- 
blico todo,  que  era  testigo  de  sus  criminales  livian- 
dades y.  del  suceso  en  cuestión,  sin  considerar  sus 
obligaciones  contraidas  para  con  la  sociedad  entera, 
para  con  el  Supremo  Gabierno  y  este  Tribunal  de 
Justicia,  que  lo  habían  nombrado  funcionario  pú- 
blico, colocándolo  en  puestos  que  otros  han  sabido 
honrar  y  desempeñar;  sin  juicio  ni  pudor  para  a- 
tropellar  lo  mas  sagrado  y  respetable  que  los  pue- 
blos tienen;  este  mismo  Corregidor  ciego  y  frené- 
tico, abandonando  sus  obligaciones  oficiales  y  su 
Departamento,  se  lanzó  al  camino  tras  su  misera- 
ble amante;  y  apenas  llega  al  pueblo  de  San  Andrés 
Metabag  le  pone  en  la  noche  la  carta  del  26  de  Fe- 
brero, toda  ella  de  su  puño  y  letra:  esa  letra  tan 
conocidaty  característica,  llena  de  fogosas  espre- 
siones que  ahogaban  su  pecho  tierno  y  enamora- 
do cual  si  fuera  un  niño  travieso  de  quince  años  de 
edad,  sin  embargo  de  ser  ya  hombre  maduro.  Y 
lo  que  apenas  puede  creerse,  que  este  Coronel  á 
quien  suponiéndole  una  mediana  moralidad  se  le 
habían  encomendado  los  destinos  de  aquel  Depar- 
tamento, se  atreve  á  profanar  y  blasfemar  el  nom- 
bre de  Dios,  pues  en  uno  de  los  párrafos  de  esa  car- 
ta dice:  pero  en  fin,  Dios  está  en  todo  y  ?ws  verá  y 
nos  ayudará,  etc.,  etc.  ¿Será  lícito  que  un  hombre 
que  está  cierto  que  ha  cometido  un  delito,  que  ha 
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quebrantado  los  mandamientos  del  decálogo  y  las 
leyes  humanas,  invoque  su  Santo  nombre  para  se- 
guir en  tan  triste  carrera? 

El  Sr.  Magistrado  que  examinó  á  la  adultera,  lle- 
no de  previsión,  la  preguntó  dijese  de  una  manera 
categórica  si  ella  daba  su  declaración  con  esponta- 
neidad, ó  si  acaso  alguna  persona  la  había  inducido 
y  respondió  con  franqueza  que  nadie  la  había  a- 
consejado  ni  amenazado,  sion  que  ella  venia  á  dar- 
la con  toda  su  voluntad,  por  lo  que  en  señal  de  ser 
así  la  firmaba  con  el  Sr.  Magistrado  y  escribano  de 
Cámara. 

Hasta  la  foja  55  vta.  y  en  9  de  Setiembre  si- 
guiente se  pudo  lograr  que  el  reo  Saravia  se  pre- 
sentase ante  este  Supremo  Tribunal  á  evacuar  la 
declaración  indagatoria.  En  las  dos  primeras  pre- 
guntas respondió  negativamente,  desconociendo  las 
cartas  que  él  escribió  de  su  puño,  sin  diferenciar  la 
forma  de  su  bien  conocida  letra,  ni  su  carácter  per- 
sonal allí  pintado.  Desconoció  los  anillos  y  retra- 
tos etc,  Y  en  lo  general  se  redujo  á  negar  con  ad- 
mirable audacia  todos  los  hechos  que  aparecen  bien 
comprobados  y  ;i  despreciar  el  dicho  de  los  testigos 
idóneos  y  mayores  de  toda  excepción,  los  cuales 
bajo  la  religión  del  juramento  han  declarado  la 
verdad  de  los  hechos,  fijándose  siempre  el  capitula, 
do  en  los  servicios  (pie  dice,  prestó  en  Solóla  duran- 
te el  tiempo  que  el  gobernó,  como  para  exhonerar- 
se  por  los  méritos  adquiridos  de  los  delitos  que  co- 
metió. 

He  aquí  lo  que  resulta  del  proceso  en  cuanto  á 
la  comprobación  de  haber  cometido  Saravia  el  ne- 
gro delito  de  adulterio.  Tiene  circunstancias  agrá- 
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vantes  porque  el  seductor  y  corruptor  de  mi  espo- 
sa estaba  á  la  sazón  revestido  de  la  autoridad  polí- 
tica, militar  y  judicial  de  uno  de  los  principales  De- 
partamentos de  los  Altos  como  es  Solóla.  Estaba, 
como  están  los  de  su  categoría,  no  solo  obligado  á 
guardar  y  cumplir  en  lo  individual  las  leyes  y  á  vi- 
vir sosegado  y  decentemente,  manteniendo  la  paz 
y  orden  público  y  dar  ejemplo  práctico  á  los  habi- 
tantes del  Departamento  de  honradez  y  moralidad. 
Así  lo  ha  reconocido  el  inmaculadoFiscal  de  lo  del 
«rimen  Sr.  Licdo.  D,  Manuel  Ubico,  cuando  en  u- 
no  de  sus  pedimentos,  cpie  es  el  de  25  de  Agosto 
del  año  próximo  pasado  dice  á  fojas  51  de  la  prime- 
ra pieza  entre  otras  cosas  lo  que  sigue: — "El  Lie, 
Saravia  mancillando  la  autoridad  que  allá  ha  ejei- 
cido  por  algunos  años  como  Corregidor,  como  juez 
y  como  Comandante  General,  y  estimando  en  menos 
su  buen  nombre  y  su  dignidad,  se  ha  entregado  a  re- 
laciones criminales,  cometiendo  un  doble  adulterio, 
pues  que  él  es  también  casado:  ha  dado  un  gran  es- 
cándalo y  un  ejemplo  inmoral  á  sus  gobernados',  ha 
extinguido  la  fe  y  roto  los  vínculos  déla  unión  con- 
yugal; y  todavía,  inferior  y  capitulado,  conculca  los 
actos  del  Superior,  negándole  hasta  sa  competencia 
para  asegurar  los  resultados  del  juicio  decretando 
la  prisión  de  los  acusados;  negación  que  entraña 
tantas  otras  y  de  tanta  importancia  en  lo  judicial, 
que  era  preciso  aceptándola,  convenir  en  la  absolu- 
ta nulidad  del  primer  Tribunal  de  la  República,  i/ 
al  que  la  ley  ha  cometido  la*  supremas  funciones  de 
la  justicia." 

El  Sr.  Fiscal  Dr.  Andreu  tan  ilustrado  y  escru- 
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puloso  como  el  anterior,  consideró  estos  hechos  de 
mucha  gravedad,  especialmente  con  respecto  al  de- 
lito de  adulteriojy  de  la  mala  conducta  del  Corregi- 
dor Saravia;  pues  en  uno  de  los  párrafos  de  su  es- 
tenso pedimento  de  lfí  de  Marzo  del  corriente  a- 
ño  á  f.  182  del  cuaderno  2o  dice  entre  otras  cosas: 
"Comprobado  el  delito  como  lo  está  (el  adulterio) 
"él  importa  el  grave  cargo  de  conducta  escandalo- 
sa de  un  funcionario  público  colocado  en  el  estric- 
to deber,  no  solo  de  prevenir  y  castigar  los  delitos, 
"sino  de  dar  ejemplo  de  moralidad  y  honradez  á  los 
"pueblos  que  le  estaban  encomendados,  etc.  etc." 

Y  el  Sr.  Magistrado  D.  Marcelo  Molina  que  ha 
seguido  la  sumaria,  al  hacer  cargo  al  procesado  en 
la  infinidad  de  gravísimos  que  en  esta  causa  le  re- 
sultaban, por  lo  relativo  al  adulterio  lo  verificó  á  f, 
242  y  243  del  segundo  cuaderno  de  este  modo: 
"que  conforme  á  Jos  declaraciones  y  al  documento 
"de  f.  105  que  tiene  reconocido  y  le  fueron  ¡eidos, 
"aparecen  justificadas  dichas  relaciones  con  las  cir- 
"cunstaneias  de  ser  ambos  casados,  de  haber  pro- 
"creado  una  hija:  de  que  siendo  el  confesante  el  pri- 
"mer  funcionario  del  Departamento  estaba  obligado 
"«  dar  buen  ejemplo  de  moralidad  y  buenas  cos- 
"tumbres,  y  no  á  escandalizar  con  su  coduncta,  ha- 
"riendo  alarde  de  tales  relaciones,  sacando  públi- 
"camente  á  la  Garda  d  pasear  en  carruaje,  acom- 
"pañada  de  Escandan  ú  otros  oficiales,  de  ocupar  d 
Wos  soldados  de  la  guarnición  en  que  espiasen  la  lle- 
"gada  de  Ponre  á  Solóla:  de  haber  mandado  sacar 
"ú  ta  Gareia  de  la  pieza  donde  estaba  con  su  mu- 
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"rido:  de  haber  proyectado  asesinar  al  último:  de 
"haber  continuado  sus  relaciones  sin  embargo  de 
"estar  ya  encausado,  y  de  haber  hecho  á  la  García  el 
"escrito  en  que  pedia  se  le  pusiese  en  libertad,  etc. 
"ete," — Tal  es  el  juicio  que  tan  dignos  y  justifica- 
dos jurisconsultos  han  formado  del  mérito  déla 
presente  causa. 

Véase  lo  que  dijeron  los  miembros  de  la  Municipalidad  de  la 
cabecera  de  Solóla  en  31  de  Octubre  de  1SG4,  compuesta  de 
los  Señores  D.  Francisco  Irnere,  D.  Agustín  Girón,  D.  To- 
ribio  Cabrera,  D.  Fablo  Mendía,  D.  Gerónimo  Sánchez,  D. 
Feliciano  Archiia,  D.  José  Miguel  Letona  y  autorizada  por 
su  Secretario  Licdo.  D.  J.  Gabriel  Suasnavar. 

"Inoficiosas  son  las  pesquisas  é  indagaciones  que 
se  practican  contra  la  primera  autoridad;  y  cuanto 
mayor  haya  sido  el  despotismo  de  esta,  tanto  me- 
nores efectos  deben  esperarse  de  aquellas.  ¿Quien 
se  atreverá  á  levantar  la  voz  contra  el  gobernante, 
sabiendo  que  revestido  poco  después  de  la  misma 
autoridad,  dejará  caer  todo  su  peso  sobre  los  que 
contra  él  hayan  depuesto?  Esta  es  la  situación  de 
todos  los  pueblos  de  este  Departamento  en  la  pre- 
sente ocasión  y  mucho  mas  del  de  la  cabecera:  de 
modo  que  esta  .Municipalidad  se  persuade  que  no 
habrá  un  pueblo  solo,  y  acaso  ni  un  individuo,  que 
tenga  valor  de  dar  un  informe,  una  declaración 
desfavorable  al  Señor  Suravia,  tanto  mas  cuanto 
que  se  han  hecho  correr  las  voces  de  que  está  reelec- 
to por  otros  cinco  años,  ardid  con  que  se  nos  infun- 
de el  temor,  ya  de  que  se  nos  persiga  en  su  regreso, 
ya  de  que  nos  obligue  á  ir  á  declarar  ante  ta  Corte 
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Suprema  de  Justicia,  etc." 

Estando  comprobado  plenamente  como  el  dere. 
cho  lo  requiere:  que  Saravia,  abusando  de  a  posi- 
ción que  ocupaba  en  Solóla  en  concepto  de  Corregi- 
dor, Juez  de  1'  Instancia  y  Comandante  Gral.  de  a- 
quel  Departamento,  me  infirió  la  atroz  injuria  de 
seducir  y  corromper  á  mi  esposa:  constando  en  es- 
te proceso  que  dicho  funcionario  en  vez  de  cumplir 
con  el  .juramento  de  desempeñar  bien  y  fielmente 
tales  destinos,  en  beneficio  público,  por  lo  cual  la 
Nación  le  honraba  y  remuneraba  con  grandes  suel- 
dos y  emolumentos:  constando  de  estos  autos  que 
encenagado  en  estas  torpezas  sedujo  a  otra  casada, 
lsidra  Barrios,  y  se  entró  una  noche  montado  a 
caballo,  hasta  la  sala  del  convento  de  Panajachel  en 
estado  de  ebriedad  en  busca  de  la  joven  Luz  Mesa, 
como  lo  declaran  bajo  de  juramento  los  testigos 
examinados.    Estando  comprobado  que  sobre  ha- 
berme inferido  dicho  ultraje  intentó  quitarme  la 
vida  por  medio  de  sus  'agentes,  tales  como  su  a- 
sistenteLuis  Alonso,  y  otros  reos  de  anteriores 
crímenes;  v  teniendo  como  tengo  el  derecho  de  pe- 
dir el  desagravio  de  tan  enormes  ofensas;  acuso  en 
debida  forma  á  los  dos  mencionados  reos  del  delito 
de  doble  adulterio  que  deliberada  y  criminalmente 
consumaron  desde  que  contrajeron  tan  ilícitas  y  es- 
candalosas relaciones  hasta  el  cabo  de  ano  y  medio 
en  que  fueron  descubiertas. 

'  En  virtud  de  cuanto  dejo  espuesto:  A  la  Corte 
de  Apelaciones  suplico  se  sirva  haber  por  formali- 
zada la  acusación  contra  dichos  reos  González  Sara- 
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via  y  la  García,  imponiéndoles  el  castigo  convenien- 
te conforme  á  las  leyes  de  la  materia:  que  se  pro- 
ceda respecto  del  tercero  D.  F.  Márquez  como  hu- 
biere lugar  en  justicia,  y  como  lo  ha  pedido  el  Sr. 
Fiscal  Dr.  D.  Andrés  Andreu  en  su  ultimo  v  severo 
pedimento.  Y  respecto  á  los  demás  cargos  por  o- 
tras  gravísimas  faltas  en  ei  desempeño  de  sus  fun- 
ciones oficiales,  no  correspondiéndome  á  mí  el  acu- 
sarlas, como  no  las  acuso,  esta  Superioridad  se  ser- 
virá resolver  lo  que  fuere  de  justicia  que  es  Ja  que 
yo  imploro,  jurando  no  proceder  de  malicia,  ni  por 
el  gusto  de  molestar  á  mis  ofensores,  sino  en  uso 
de  mis  derechos,  y  lo  necesario  etc. 

Guatemala,  Junio  6  de  1865. 

José  M.  Ponce. 


Alegato  de  bien  probado  de  José  M.  Ponce. 

Corte  de  Apelaciones. — José  M.  Ponce  de  es- 
te vecindario,  de  generales  conocidas,  con  el  res- 
peto debido  y  como  mejor  hubiere  lugar  en  dere- 
cho, ante  esta  Superioridad  digo:  que  habiendo  el 
reo  Saravia  devuelto  los  autos  que  separadamente 
se  le  han  seguido  por  el  delito  de  adulterio  y  por 
los  otros  cuarenta  y  uno  mas  que  le  han  acusado 
los  pueblos  y  autoridades  del  Departamento  de  So- 
lóla, se  me  han  entregado  ahora  á  fin  de  que  ale- 
gue de  bien  probado.  '  En  su  consecuencia  paso  á 
exponer  lo  que  sigue. 

No  se  trata  ahora  de  comprobar  si  el  Licdo.  Si*. 


Saravia,  hallándose  en  Solóla  desempeñando  las 
funciones  de  Juez  de  Ia  Instancia,  de  Corregidor 
y  de  remandante  General,  cometió  el  delito  de  a- 
dulterio,  porque  ya  lo  está  plenamente  en  las  dos 
primeras  piezas  de  autos,  compuestas  de  455  fojas 
xítiles.    Ahora  solo  se  trata  de  averiguar  sí  reinci- 
dió en  él:  esto  me  parece  estar  competentemente 
probado  y  como  el  derecho  lo  requiere,  con  las  de- 
claraciones que  bajo  juramento  se  tomaron  en  el 
término  probatorio  á  los  siguientes  testigos  Sras. 
Juana  Flores,  Simona  Rodríguez,  Doña  Jesús  Sa- 
mayoa  y  Rita  Guerra;  y  á  los  Sres.  Don  Pompi- 
lio  Velazco,  Francisco  Urrutia,  Don  Eduardo  Zen- 
teno  y  los  serenos  José  M.  Gal  vez  y  José  ¡VI.  Agui- 
lar.    El  Supremo  Tribunal  ha  visto  que  estos  tes- 
tigos, que  bajo  la  sagrada  religión  del  juramento 
han  declarado  la  verdad  de  los  hechos  condenando 
al  Sr.  Saravia  y  a  su  cómplice  Margarita  García, 
son  personas  formales,  verídicas  y  mayores  de  toda 
excepción.    Para  el  delito  de  adulterio  cuya  prue- 
ba es  privilegiada,  á  falta  de  las  comunes,  bastan 
las  vehementes  sospechas,  como  lo  enseñan  algu- 
nos autores,  entre  ellos  Tapia.  (Feb.  Novísimo  juic. 
criminal  etc  ) 

Mas  aquí  sobran  las  de  testigos,  confesiones,  ins- 
trumentos literales,  alhajas  é  indicios  vehementes^ 
por  donde  los  jueces  puedan  formar  un  juicio  cla- 
ro y  exacto  de  los  fundamentos  de  mi  queja. 

Hecha  la  publicación  de  probanzas,  pidió  el  acu- 
sado se  le  entregasen  los  autos  para  tacharlos  tes- 
tigos que  lo  han  condenado,  declarando  la  verdad 


de  los  hechos  que  presenciaron;  anunció  que  tenia 
que  alegar  sobre  esto;  mas  habiéndolos  tenido  en 
su  poder  el  tiempo  necesario,  los  devolvió  con  es- 
crito de  2  del  que  rige,  diciendo  vagamente  que  ya 
no  les  ponia  tachas  ningunas,  como  antes  había 
pensado. 

Pero,  permítaseme  que  ántes  haga  observar 
brevemente  la  conducta  de  mi  ofensor  en  el  curso 
de  este  proceso.  Solicitó  que  se  declarase  no  es- 
tar él  obligado  á  responder  á  la  acusación  del  de- 
lito de  adulterio,  trayendo  como  fundamento  de  su 
intención,  lo  dispuesto  en  las  leyes  7  y  8,  tít.  17  de 
la  part.  T  Jas  cuales  hablan  de  los  casos  en  que  los 
maridos,  ó  bien  perdonan  y  sus  ofensores,  ó  bien  a- 
bandonan  el  juicio  intentado  contra  estos.  De  ma- 
nera que  defendiéndose  y  apoyándose  en  tales  dis- 
posiciones ha  confesado  plenamente  que  perpetró  el 
delito.  Mas  finjiendo  creer  qne  yo  he  remitido  la 
ofensa,  quiso  impropiamente  hacer  valer  dichas  le- 
yes. Y  habiéndoseme  dado  audiencia  procuré  des- 
vanecer tan  infundada  solicitud  y  tuve  el  gusto  de 
ver  mi  impugnación  sostenida  por  el  ilustrado 
Sr.  Fiscal  Dr.  Andreti,  en  su  pedimento  de  30  de 
.Tu  nio,  f.  35,  y  sancionada  por  auto  de  ese  Supremo 
Tribunal  de  fecha  Io  del  siguiente  Julio,  declaran- 
do ademas,  que  el  Dedo.  Saravia,  en  lo  sucesivo 
arreglase  sus  solicitudes  á  derecho.  Notificado  el 
Sr.  Saravia  dio  el  escrito  de  4  del  mismo  renuncian- 
do el  traslado.  Al  siguiente  día  (f.  40)  presentó  otro 
tan  demasiadamente  lacónico,  que  rayó  en  oscuro 
é  insustancial  al  grado  que  dicho  Sr.  Fiscal  en  o- 
tro  pedimento  del  8  dijo:  "el  Licdo.  D.  Ignacio  G* 
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Saravia  con  sus  escritos  va%os  y  sin  precisión,  con- 
funde el  curso  que  debe  darse  á  su  causa  y  entor- 
pece su  término:  que  ni  por  su  propio  interés  estu- 
dia lo  que  debe  pedir,  etc,  etc." 

Está,  pues  completamente  probado  que  el  Sr- 
Saravia  ha  reincidido  en  el  delito  de  doble  adulte- 
rio con  mi  aleve  esposa  después  que  han  sido  en- 
causados, el  primero  ante  la  Suprema  Corte  de 
Justicia  por  haber  sido  funcionario  público  en  So- 
lóla, y  la  cómplice  ante  el  Juez  de  Ia  Instancia  de 
aquella  Villa. 

Está  bien  probado  que  ellos,  desobedeciendo  el 
precepto  judicial,  no  han  vacilado  en  infringirlo,  ha- 
ciendo burla  de  la  prisión  que  se  les  impuso,  vL 
viendo  el  uno  en  su  posada  y  la  cómplice  bajo  de 
fianza,  en  casa  de  un  vecino  particular  de  esta  ciu- 
dad: una  prisión  no  apropiada  á  reos  de  semejante 
delito,  y  sin  embargo  de  ser  tan  ece&ivamente  be- 
nigna y  equitativa,  la  han  quebrantado,  cuando  o- 
tros  reos  acaso  no  tan  culpables,  han  sufrido  ó  su- 
fren la  prisión  en  los  lugares  comunes  destinados 
al  efecto;  porque,  como  es  sabido,  nuestra  ley  fun- 
damental no  reconoce  privilegios  odiosos  siendo  y 
debiendo  ser  igual  para  todos,  ya  premie,  ó  ya  cas- 
tigue, según  los  principios  enseñados  y  general- 
mente reconocidos. 

Está  probado  que  durante  la  secuela  de  esta  cau- 
sa no  han  dejado  de  escribirse  recíprocamente  to- 
do genero  de  cartas,  cultivando  sus  criminales  re- 
laciones, viéndose  con  mucha  frecuencia;  pasando 
á  visitarse  el  uno  al  otro,  aprovechando  las  tínie- 
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blas  de  la  noche. 

Está  probado  así  mismo,  que  yo  no  he  desampa- 
rado el  juicio  que  entablé  y  que  ni  directa  ni  indi- 
rectamente he  remitido  jamas  tan  grave  ofensa. 

Está  probado  también  que  el  Licdo.  Saravia  por 
si  mismo  y  por  medio  de  sus  agentes,  ha  intentado 
sobornar  y  corromper  á  los  testigos  míos,  á  fin  de 
que  no  declarasen  ante  la  autoridad,  ó  lo  hiciesen 
falsamente,  induciéndolos  de  este  modo  á  incurrir 
en  el  delito  de  perjurio. 

Está  probado  que  sus  pocos  testigos  son  tacha- 
bles y  que  por  los  vicios  que  los  inhabilitan  son  in- 
dignos de  fé. 

No  fuera  tan  grave  la  ofensa  que  se  me  ha  infe- 
rido, si  esta  hubiera  provenido  de  un  vecino  parti- 
cular: entonces  yo  habría  hallado  en  mi  mano,  los 
medios  de  alcanzar  pronto  la  satisfacción,  Pero 
con  el  que  tenia  la  autoridad  en  las  suyas,  era  muy 
arriesgado,  pues  me  hallaba  en  Solóla  en  un  vecin- 
dario desconocido  para  mí.  Ademas  oia  contar 
generalmente  cosas  horribles,  ocurridas  en  dicha 
Villa,  tal  como  el  asesinato  y  desaparecimiento 
misterioso  del  infeliz  ingeniero  alemán  Mr,  Wil- 
hem  Hcyliger,  conocido  generalmente  por  el  Mos- 
quito, según  se  vé  en  las  declaraciones  del  Subte- 
niente D.  Luis  de  León  (f.  28  vta. )  y  del  anciano 
propietario  D.  Luciano  Mota  (f.  103)  del  cuaderno 
2"  de  estos  autos.  Y  es  tanto  mas  fundado  ese 
justo  horror,  cuanto  que  un  hecho  tan  misterioso, 
se  ha  quedado  impune,  no  apareciendo  mas  que  el 
relox  de  bolsillo  del  infeliz  alemán. 

No  me  ha  movido  nunca  el  deseo  innoble  de  la 
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venganza:  no  me  ha  guiado  tampoco  el  espíritu  de 
la  enemistad  ni  ménos  el  capricho  de  molestar  por 
gusto  á  mis  ofensores.  Yo  habría  perdonado  cual- 
quiera otra  falta,  de  cualquier  género  que  hubiese 
sido,  ménos  esta;  porque  por  su  calidad  y  naturale- 
za, se  hace  imperdonable  conforme  á  la  ley  y  al  es. 
píritu  de  las  gentes.  No  abrigo  rencor  ni  odio  al- 
guno en  mi  pecho:  no  tengo,  ni  he  tenido  nunca 
placer  de  hacer  daño  a  mis  gratuitos  enemigos^ 
Mas  si  hoy,  á  pesar  mió,  me  veo  sosteniendo  con- 
tra ellos  una  acusación  justa,  legal  y  fundada  an- 
te los  Tribunales  de  la  República,  si  después  que 
formalicé  la  acusación  he  llenado  mis  deberes  pre- 
sentando las  pruebas  suficientes,  cuales  requieren* 
1  ts  leyes,  y  si  ahora  por  obedecer  el  auto  de  esa 
Superioridad,  estiendo  mi  alegato  de  bien  probado; 
declaro  que  lo  hago  con  positiva  repugnancia,  y  tí- 
nicamente para  demostrar  que  tuve  derecho  de 
quejarme  y  iundamento  para  hacerlo. 

Yo  suplico  a  la  Corte,  que  es  el  primero  y  el  Su- 
premo Tribunal  de  la  Nación,  tenga  á  bien  escu- 
charme  con  su  acostumbrada  benevolencia  y  disi' 
mular  el  desaliño  de  mi  discurso,  perdonándome  así 
mismo  cualesquiera  espresiones  duras  é  impropias 
(pie  el  dolor  de  la  ofensa  que  me  han  hecho  los  cul- 
pables, me  hayan  obligado  á  pronunciar;  recono- 
ciendo que  estos  me  han  agraviado  en  lo  mas  sen- 
sible que  todo  hombre  tiene  en  esta  vida,  y  que  no 
me  quedaba  otro  recurso,  sino  acusarlos  pidiendo 
su  castigo.  Por  lo  tanto,  estos  mismos  son  los 
que  han  creado  tan  lamentable  proceso,  y  tan  so- 
lo á  ellos  debe  culparse  de  sus  consecuencias;  pues 
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es  bien  sabido  que  quien  es  causa  de  la  causa,  es 
causa  de  lo  causado. 

Propio  y  muy  propio  es  de  ías  almas  dulces  y 
sensibles  interesarse  en  favor  de  los  perseguidos,  y 
el  de  facilitar  á  estos  los  medios  de  librarse  y  salvar- 
se; pero  también  es  cierto  que  debe  mirarse  ante 
todas  cosas  la  Justicia  que  es  'una  virtud  mas  sii-. 
blirne  y  superior  que  la  mridad  y  compasión  mal 
entendidas.  Al  procesarse  á  un  reo  de  delitos 
bien  comprobados,  se  compadece  á  este,  que  es  el 
único  que  se  tiene  á  la  vista;  mientras  que  se  olvi- 
da y  se  descuida  ver  los  males  que  este  procesado 
infirió  á  sus  semejantes.  Se  considera  al  verdugo 
y  no  á  la  victima  de  aquel,  por  su  mal  proceder. 
Recapitulando  lo  expuesto  resulta  de  autos. 

Y  Que  el  Licdo.  Saravia,  bailándose  en  Solóla 
desempeñando  los  destinos  ya  espresados  y  abu- 
sando de  la  autoridad  que  el  Supino.  Gobierno  ha- 
bía depositado  en  sus  manos,  sedujo  y  corrompió 
á  mi  esposa  Margarita  García  para  consumar  el 
grave  delito  de  adulterio, 

2o  Que  estando  ya  procesados  han  reincidido  v 
continuado  en  el  propio  delito,  tratándose  de  pa- 
labra y  por  escrito,  según  aparece  bien  comprobado* 

3o  Que  han  sobornado  á  varios  testigos  para  que 
no  fuesen  á  declarar  á  ese  Tribunal,  ó  lo  hiciesen 
falsamente. 

4°  Que  por  mi  parte  he  cumplido,  produciendo 
plenas  y  abundantes  pruebas,  como  las  (pie  ¡a  ley 
requiere,  las  cuales  son  bastantes  para  fundar  una 
sentencia  condenatoria  contra  los  acusados,  sin  per- 
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juicio  de  la  pena  á  que  sea  acreedor  el  Sr.  Saravíai 
por  los  demás  delitos  de  que  es  responsable;  sobre 
cuyos  puntos  los  Sres.  Magistrados  Fiscales  pedi- 
rán lo  que  hallaren  por  conveniente. 

Por  tanto,  y  reproduciendo  mi  escrito  de  formal 
acusación  antes  mencionado: 

A  la  Corte  de  Apelaciones  suplico  se  sirva  decla- 
rar conforme  á  lo  que  llevo  espuesto  en  los  puntos 
antecedentes  de  mi  referido  escrito  de  acusación, 
que  pido  se  tenga  como  parte  integrante  de  este  a- 
legato,  condenando  al  capitulado  en  las  penas  á 
que  según  la  prudencia  y  sabiduría  de  este  alto 
Tribunal  se  haya  hecho  merecedor,  como  también 
á  todos  los  daños  y  perjuicios  que  por  su  culpa  se 
me  han  originado  desde  que  sus  hechos  me  obliga- 
ron á  abandonar  mis  negocios  entablados  en  Solo- 
lá:  que  el  referido  Sr.  Saravia  sea  condenado  espe- 
cialmente en  todas  las  costas  causadas  y  que  hasta 
su  fin  se  causaren;  que  así  es  de  justicia  que  imploro, 
jurando  no  proceder  de  malicia,  como  tampoco  en 
haber  puesto  tachas  á  los  testigos  contrarios,  etc. 

Guatemala,  Setiembre  13  de  1865. 

José  M.  Ponce. 


Pedimento  Fiscal  pena  la  definitiva  pidiendo 
el  castigo  de  los  culpables. 

Corte  de  Apelaciones. — El  Fiscal,  en  cumpli- 
miento de  su  deber,  viene  á  pedir  para  definitiva 
en  la  causa  instruida  ante  esa  Superioridad  contra 
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<el  Corregidor,  Comandante  General  y  Juez  de  Ia 
Instancia  de  Solóla  Licdo.  D.  Ignacio  Saravia  pro- 
cesado por  diferentes  cargos  que  se  formularon  en 
su  oportunidad.  Es  penosa  la  situación  del  que  sus- 
cribe en  este  negocio.  Las  circunstancias  del  acu- 
sado y  de  su  familia:  la  «poca  en  que  delinquió  y  lo 
voluminoso  del  proceso,  forman  un  conjunto  que 
presenta  mucha  dificultad  para  el  desenlace.  Son 
muchos  los  cargos  que  se  han  hecho  al  capitulado 
y  muy  varia  la  prueba  que  á  cada  uno  correspon^ 
<le,  y  aunque  el  que  suscribe  ha  seguido  la  causa 
paso  á  paso  y  la  ha  estudiado  de  nuevo,  no  se  li- 
sonjea de  presentar  un  trabajo  satisfactorio.  Hará 
tmanto  esté  de  su  parte  para  facilitar  al  Tribunal 
Ja  resolución  que  debe  dar  en  justicia. 

Después  de  haberse  tomado  confesión  con  car- 
gos al  capitulado,  la  causa  se  recibió  á  prueba  y  las 
partes  produjeron  las  que  estimaron  convenirles. 
Hecha  la  publicación  de  ellas,  se  mandó  entregar 
la  causa  a  D.  José  M.  Ponce,  principal  acusador  del 
Lic.  Saravia,  por  el  delito  de  adulterio  con  Doña 
Margarita  García,  y  aquel  ha  alegado  ya  de  buena 
prueba,  limitando  su  escrito  á  solo  el  delito  por  que 
se  mostró  parte,  y  dejando  al  Fiscal  considerar  los 
demás  cargos.  Mas  como  el  Fiscal  debe  conside- 
rarlos todos  aun  cuando  haya  acusador  particular, 
pasa  á  emitir  su  opinión  acerca  de  todo  lo  que  en  • 
cuentre  en  el  proceso  en  pro  y  en  contra  del  capi- 
tulado. 

El  Lic.  Saravia  no  se  ha  penetrado  de  la  gra- 
vedad de  los  heehos  que  se  le  imputan  en  la  pre- 
sente causa.    Hasta  ahora  no  ha  visto  el  que  sus- 
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críbe,  un  descariño  sólido,  ni  en  las  contestaciones 
de  la  confesión  con  cargos,  ni  en  el  último  escrito 
presentado  por  el  acusado.  En  lo  general  est?  se 
ha  limitado  á  negar  los  hechos,  á  dar  contestacio- 
nes evasivas,  ó  á  despreciar  el  dicho  de  los  testigos, 
fijándose  siempre  en  los  servicios,  que  dice,  prestó 
en  el  Departamento  de  Solóla  durante  el  periodo 
que  él  gobernó,  como  para  exhooerarse  por  los 
méritos  adquiridos  de  los  cargos  que  se  le  formu- 
laron. 

El  Fiscal  no  puede  admitir  estos  servicios  con 
excepción  de  hechos  graves  que  traen  consigo  la 
responsabilidad  del  funcionario  que  los  comete.  La 
mejora  de  los  caminos  públicos;  la  construcción  de 
edificios  de  utilidad  pública,  son  deberes  anexos  al 
Gobierno  de  ¡os  Departamentos,  y  ciertamente  es 
digno  de  elojio  el  funcionario  que  los  llena  cumpli- 
damente, y  acaso  de  premio;  pero  no  puede  servir 
de  excepción  á  delitos  graves  que  se  cometen  en  el 
ejercicio  de  la  autoridad.  El  Gobierno  Supremo 
que  está  al  cabo  de  todas  las  operaciones  de  sus 
funcionarios  subalternos,  debe  premiar  su  mérito  y 
retribuirles  sus  servicios  de  la  manera  conveniente. 
Al  Poder  Judicial  no  pertenece  mas  que  juzgar  los 
hechos  y  castigar  los  delitos  aplicando  las  penas  se- 
gún las  personas  y  circunstancias  en  que  se  come- 
ten. Así,  el  Corregidor  que  ha  formado  caminos, 
fuentes  públicas,  establecido  escuelas,  etc  ,  no  se  le 
absolverá  de!  cargo  de  los  delitos  oficiales  ó  comu- 
nes que  cometa.  Por  el  cohecho,  el  soborno,  el  mal 
ejemplo,  etc.,  se  tendrá  en  cuenta  el  mérito  de  la 
persona  para  la  aplicación  de  la  pena  común  y  na- 
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da  mas.— Bajo  este  punto  de  vista  es  como  consi- 
dera el  Fiscal  las  áléfcaciotiea  que  ha  hecho  hasta 
ahora  en  su  favor  el  capitularlo.  Ojalá  que  en  el 
alefato  que  debe  estender  á  la  contestación  ó  á  la 
acusación  se  exhonere  de  ella;  manifieste  su  inocen- 
cia, y  recobre  su  buen  nombro  mancillado  por  esta 
cansa.  Estos  son  los  ardientes  deseos  del  Fiscal 
que  tiene  el  sentimiento  de  manifestar  á  la  Supe- 
rioridad que  en  su  concepto  el  Licdo.  Saravia  es 
culpable  por  los  hechos  que  separadamente  pasa  a 
especificar. 

1*  ADULTERIO. 

Este  delito  cometido  con  Doña  Margarita  Gar- 
da, cuando  el  capitulado  era  Corregidor  de  Solóla 
dió  origen  á  que  se  iniciara  la  presente  causa  por 
acusación  que  introdujo  ante  el  Tribuna  Superior 
de  Justicia,  D.  José  M.  fcFoace  marido  de  aquella- 
La  prueba  producida  contra  el  cap.tu  ado  es  su- 
perabundante en  el  proceso.    El  Fiscal  en  su  res- 
puesta de  15  de  Marzo  del  año  comente,  constan- 
te a  f.  181  de  la  segunda  pieza,  manifestó  la  mane- 
ra con  que  en  razón  de  su  oficio,  debía  formular  es- 
te car<>  o.  El  importa  el  de  conducta  escandalosa  de 
„„  funcionario  público,  porque  sus  relaciones  con 
a  Gareia,  fueron  públicas  en  Solóla  V  P-d«cm« 
necesariamente  el  escándalo  consiguiente  a  ellas. 
K«  este  sentido  ni  en  ningún  otro  se  ha  producido 
prueba  contra  la  acusación.    La  única  excepción 
alegada  por  Saravia  es  que  Ponee  perdono  a  su  e  - 
nos!»     Pero  esta  excepción  ha  sido  destruida  du- 
rante el  término  probatorio,  porque  el  marido  ha 
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comprobado  que  dichas  relaciones  han  continuado 
durante  este  encausamiento,  visitando  de  noche  el 
acusado  á  su  cómplice  y  esta  á  aquel  en  la  casa  de 
Corso  y  en  la  suya  propia.  Lia  prueba  sobre  este 
hecho  está  analizada  en  los  escritos  del  acusador 
de  f .  4  y  alegato  de  buena  prueba  que  corre  suelto 
con  fecha  13  de  Setiembre.  Nada  tiene  el  Fiscal 
que  agregar  al  análisis  indicado  y  lo  reproduce  en 
todas  sus  partes. 

El  cargo  pues,  de  adulterio  cometido  en  Sololá 
está  probado:  lo  está  la  continuación  de  este  deli- 
to en  esta  ciudad  al  estremo  de  haberse  precisado 
la  Corte  á  sacar  á  la  García  de  casa  de  Llerena  y 
trasladarla  á  Sololá  para  evitar  el  delito  y  el  escán- 
dalo que  estaba  ya  produciendo.  Cree  por  tanto 
el  que  suscribe  que  el  Lic.  Sara  vía  se  ha  hecho 
acredor  á  que  se  le  imponga  la  pena  correspon- 
diente. 

2°   DILAPIOACION   DE   FONDOS  PUBLICOS. 

Este  cargo  que  el  Fiscal  formuló  áf.  182  vto.  de 
la  pieza  2\  subsiste  contra  el  capitulado.  Consiste 
en  que  tomó  varias  cantidades  de  los  fondos  de  pro- 
pios de  algunos  pueblos  y  está  bien  comproba- 
do, y  no  lo  está  el  que  dichos  fondos  hayan  venido 
á  poder  del  acusado  de  una  manera  legal.  Para 
exhonerarse  de  este  cargo  era  necesario  que  se  pre- 
sentaran documentos  bastantes  por  los  cuales  se 
justificara  que  las  sumas  percibidas  se  habian  in- 
vertido en  beneficio  de  los  pueblos  á  quienes  per- 
tenecían, ó  que  se  habian  dado  en  pago  al  Corregí- 
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dor  por  haber  adelantado  los  fondos.  Es  verdad 
que  en  varios  documentos  presentados  por  el  capi- 
tulado aparece  que  de  su  propio  peculio  dio  algu- 
nas sumas  para  obras  públicas;  pero  haber  tomado 
fondos  de  los  pueblos  para  pagarse  de  una  manera 
indebida,  y  sin  las  comprobaciones  necesarias,  deja 
el  cargo  en  pié,  y  hasta  ahora  importa  una  respon- 
sabilidad administrativa  contra  el  Corregidor,  y 
una  salvedad  de  derechos  civiles  en  favor  de  los 
pueblos  á  quienes  pertenecen  los  fondos  ocupados 
y  que  en  la  sentencia  deberán  especificarse  con  to- 
da claridad.  Otro  hecho  se  imputó  al  capitulado  en 
la  confesión  con  cargos.  El  Administrador  de  ren- 
tas de  Solóla,  y  D.  Estévan  Montoya  declaran  ha- 
ber entregado  al  Sr.  Saravia  ochocientos  pesos  de 
contribución,  reunidos  en  aquellos  pueblos  para  la 
guerra  del  Salvador,  y  en  la  Administración  Gene- 
ral de  rentas  solo  aparece  que  se  entregaron  qni' 
nientos  pesos.  ¿Qué  se  hicieron  los  otros  trescien- 
tos? Sobre  esto  no  se  ha  dado  una  contestación 
satisfactoria.  Los  testigos  especifican  con  claridad 
la  entrega  del  dinero,  y  el  capitulado  no  esplica  con 
satisfacción  la  manera  con  que  hizo  el  entero  en 
esta  Administración;  el  cargo,  por  tanto,  subsiste 
en  toda  su  fuerza. 

El  que  se  formuló  al  capitulado  del  repartimien- 
to forzoso  de  cien  barretas  á  los  pueblos  de  su  De- 
partamento no  aparece  desvanecido. 

3°  ESTAFAS. 


Este  cargo  que  bajo  el  número  4  dedujo  el  Fis 
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cal  á  f.  183  vto.  de  la  pieza 21  tampoco  está  desva- 
necido. Está  probado  que  á  la  Administrarían  de 
rentas  de  Solóla  entraron  setecientos  pesos  perte- 
necientes á  la  mortual  do  Sotera  Burgos,  y  que  de 
ellos  tomó  el  capitulado  doscientos  cuarenta,  no  ha- 
biendo tampoco  justificado  respecto  á  la  ¡ijereza 
con  que  se  siguieron  los  autos  de  dicha  mortual  y  cu- 
yo testimonio  aun  se  ignora.  La  Corte  esta  i m pues, 
ta  en  el  expediente  respecta  o  y  obra  entre  los  an- 
tecedentes de  este  proceso,  y  ellos  forman  el  mejor 
comprobante  de  este  cargo.  Lo  niega  el  capitula- 
do y  asegura  que  la  suma  á  que  se  refiere  el  Admi- 
nistrador de  rentas  procedía  de  cuentas  particula- 
res que  con  él  tenia.  Pero  esta  excepción  no  está 
probada,  mientras  que  el  quedan  transcrito  en  la 
declaración  de  ü.  Hermenegildo  González  está  vi- 
gente y  no  desvanecido,  por  consiguiente  no  lo  es- 
tá el  cargo. 

Tampoco  lo  está  el  que  se  le  formuló,  respecto 
á  los  cien  pesos  pertenecientes  al  huérfano  Juan  Li- 
món, de  que  el  capitulado  tomó  noventa  pesns  per- 
tenecientes á  este;  lo  demuestra  evidentemente  su 
confesión  y  la  copia  del  recibo  de  f.  194.  que  esta 
suma  aun  permanece  en  su  poder  y  aparece  de 
las  diversas  reclamaciones  que  se  le  hicieron  para 
que  la  devolviese  que  eludió  el  pago,  suponiendo  no 
lutber  recibirlo  el  dinero,  está  demostrado.  No  hay 
que  ver  sobre  esto  mas  que  la  declaración  del  Lic. 
Sara  vía  y  el  recibo  ántes  citado  y  la  carta  del 
mismo  Sara  vía  presentada  por  el  Lic.  Di  Gabriel 
Santa  Cruz  que  obra  á  fojas  197  pieza  2"    En  es- 
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ta¿  cuya  fecha  es  de  25  de  Junio  de  64  asegura  que 
el  dinero  estaba  en  poder  de  D.  llamón  Corso, 
mientras  que  del  recibo  aparece  que  hacia  año  y  me- 
dio que  lo  tenia  en  su  poder.  Aquí  hay  un  hecho 
cierto  y  bien  comprobado  y  falta  de  delicadeza  del 
que  debía  de  ejercer  la  autoridad  en  favor  de  un 
huérfano, 

4°   FALTA  DE  ADMINISTRACION  DE  JUSTICIA. 

El  Fiscal  en  su  respuesta  ántes  citada  de  15  de 
Marzo,  formuló  este  cargo  con  los  espedientes  en 
la  mano,  y  con  mayor  especificación  lo  hizo  el  Sr. 
Magistrado  que  tomó  la  confesión  con  cargos.  I- 
mítil  será,  por  tanto,  repetir  cada  una  de  las  faltas 
que  se  han  imputado  al  capitulado,  puesto  que  es- 
tán referidas  de  una  manera  clara  en  la  espresada 
confesión  y  respuesta  fiscal.  Los-  pocos  procesos 
remitidos  á  la  Superioridad  durante  el  largo  perio- 
do que  la  Adinon.  de  Justisiadel  Departamento  de 
Solóla  estuvo  á  su  cargo,  y  las  faltas  que  se  notan 
en  las  causas  acumuladas,  no  se  han  desvanecido. 
¿Qué  excepción  ha  opuesto  el  Licdo  Saravia  á  es- 
te grave  cargo?  Que  tenia  mucho  que  hacer;  que 
las  atenciones  del  Corregimiento  y  Comandancia 
General  del  Departamento  llamaban  su  atención 
y  le  obligaban  á  salir  de  la  cabecera  con  frecuencia, 

V  que  por  lo  mismo  no  le  era  posible  darle  el  lleno 
á  la  Administración  de  Justicia.  Cierto  es  que  el 
capitulado  ejercía  los  tres  destinos  de  Juez,  Co- 
mandante y  Corregidor;  cierto  es  que  las  diversas 
atenciones  de  estos  destinos  se  complican  á  veces 

V  un  hombre  acaso  no  es  capaz  de  llenarlas.  Pero 

17) 


-SO- 


la  Corte  se  servirá  resolver  la  debilidad  de  la  excep- 
ción.   El  Liedo.  Saravia  aceptó  voluntariamente 
el  cargo,  y  con  la  misma  voluntad  lo  ejerció  duran- 
te diez  años:  gozó  el  favor  del  primer  Gete  de  la 
República,  y  en  el  ejército  obtuvo  un  grado  eleva- 
do; y  aunque  se  le  denegó  el  aumento  de  sueldo 
que  una  vez  solicitó,  se  le  hizo  una  asignación  ex- 
traordinaria del  Tesoro  público  que  igualaba  su 
pensión  á  la  de  los  Sres.  Ministros.    Estaba  pues 
recompensado  como  ningún  empleado  subalterno 
de  administración  publica.    Sus  rentas  y  los  favo- 
res de  que  disfrutaba  aumentaban  en  él  la  obliga- 
ción de  sacrificarse  por  cumplir  su  deber.  El  Tribu- 
nal se  servirá  observar  que  esto  no  lo  ha  hecho  cum- 
plidamente en  el  ramo  deque  se  trata.    Por  con* 
siguiente  el  cargo  subsiste  en  toda  su  fuerza.  Sobre 
él  reproduce  el  que  suscribe  lo  espuesto  de  f.  184 
á  f.  188  y  lo  constante  en  la  confesión  relativa  á 
este  cargo. 

Estando  con  anterioridad  especificados  los  he- 
chos que  han  dado  mérito  al  encausamiertto  del 
Liedo.  Saravia,  el  Fiscal  en  la  presente  respuesta 
no  se  ha  propuesto  mas  que  presentar  las  diferen- 
tes clases  de  faltas  que  ha  cometido  aquel,  y  por 
las  cuales  se  ha  heeho  culpable.  Justo  es  que  tam- 
bién se  examinen  aquellos  hechos  (pie  se  le  han 
imputado,  y  de  los  cuales  debe  ser  absuelto. 

Sea  el  Io  el  adulterio  con  la  muger  de  Dionisio 
Rivera,  porque  este  lo  acusó.  Desde  un  principio 
manifestó  el  Fiscal  que  este  delito  no  estaba  bien 
comprobarlo;  mas  cuando  hubiera  estado,  la  sepa- 
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ración  del  marido  de  la  acusación,  ha  dejado  este 
punto  completamente  fenecido  é  indemne  al  capi- 
tulado. 

El  2o  de  que  debe  absolverse  á  este  es,  el  de  la 
estafa  que  se  propuso  cometer  vendiendo  al  Pres- 
bítero D.  Andrés  Goicolea  el  cuadrante  del  cura- 
to de  Santa  Catarina  Ixtahuacan.  Aunque  la  de- 
claración de  dicho  Presbítero  hace  mucha  fuerza 
por  lo  caracterizado  del  testigo,  no  obstante,  no  es 
suficiente  prueba  en  derecho  para  establecer  la  cul- 
pabilidad de  un  acusado. 

3  También  debe  ser  absuelto  del  rapto  de  Luz 
Meza;  este  hecho  está  completamente  desvanecido 
con  la  declaración  de  la  misma  que  se  dice  ofendida. 

4°  También  debe  ser  absuelto  de  haber  sido  su  b- 
vencionado  por  la  compañía  de  aguardiente  para 
que  con  mas  actividad  persiguiese  el  contrabando. 
Kste  hecho  aparece  sin  la  suficiente  prueba,  y  de- 
be ser  absuelto  el  capitulado- 
Tales  son  los  hechos  mas  notables  que  el  Fiscal 
encuentra  en  este  proceso.  De  toda  la  prueba  que 
en  él  aparece,  el  Sr.  Magistrado  que  ha  seguido  la 
causa,  formuló  los  cargos  que  estimó  fundados» 
aun  en  la  declaración  de  un  solo  testigo;  y  al  capitu- 
lado corresponde  defenderse  cumplidamente,  como 
el  Fiscal  espera  lo  hará  en  su  correspondiente  alega- 
to. Por  lo  que  hace  al  que  suscribe,  tiene  un  verdade 
ro  pesar  en  no  encontrar  purificada  la  conducta  del 
Licdo.  Sai-avia  cual  quisiera  para  pedir  su  comple- 
tj^absolucion.  Pero  su  deber  lo  obliga  á  establecer 
la  culpabilidad  en  los  puntos  que  él  cree  clara  y 
bien  comprobada,  v  pedir  su  castigo  sin  desaten* 


<W  su  posición,  los  destinos  que  ha  ocupado  y  la 
época  en  que  él  gobernó  el  Departamento  de  Solo- 
la. 

Pide  por  tanto:  que  al  Licdo.  D.  Ignacio  G.  Sa- 
ravia  se  le  absuelva  de  los  carges  últimamente  in- 
dicados; y  que  por  el  adidterio  cometido  con  Doña 
Margarita  García  y  escándalo  que  este  delito  pro- 
dujo, y  por  los  demás  cargos  de  que  se  ha  hecho 
mérito,  se  le  imponga  la  pena  de  un  año  de  prisión 
al  Castillo  de  San  José  conmutable  con  doscientos 
pesos  de  multa,  quedando  destituido  de  los  desti- 
nos de  Corregidor,  Comandante  General  y  Juez  de 
1"  Instancia  de  Sololá,  y  dejando  salvos  los  dere- 
chos á  las  Municipalidades  y  particulares,  de  cuvns 
fondos  dispuso  indebidamente  para  que  los  deduz- 
can coniorme  á  derecho.  Tal  es  la  opinión  del  que 
suscribe,  la  Corte  resolverá  lo  que  estime  de  justi- 
cia; y  por  citado. 

Guatemala,  11  de  Noviembre  de  1865. 

Anches  Andrea. 


Alegato  verbal  de  Ponee  el  día  de  la  vista  de  la 
causa  en  V  Instancia. 

Señores  Magistrados  que  componéis  el  Su- 
premo Tribunal  de  Justicia.  —  Habiéndoos  dig- 
nado concederme  una  última  audiencia  personal, 
ahora  que  vais  á  ver  los  voluminosos  autos  crimi- 
nales instruidos  contra  el  Lic.  D,  Ignacio  Sarav^TJ 
acusado  de  muchos  cargos  de  gravedad,  por  su 
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conducto  ofioial  y  privada,  durante  sus  funciones 
públicas  en  Solóla;  suplico  respetuosamente  os  sir- 
váis escuchar  unas  breves  y  ligeras  reflecciones 
que  sobre  este  asunto,  vengo  á  hacer  el  dia  de  hoy, 
confiado  en  vuestra  conocida  benignidad. 

El  acusado  no  ha  desvanecido  ni  uno  solo  de  los 
graves  cargos  que  se  le  han  hecho,  porque  no  ha 
podido  objetar  las  pruebas  concluyentes  que  se  han 
producido  en  su  contra.  Al  Sr.  Ministro  Fiscal,  le 
ha  parecido  reducir  á  solo  cuatro  los  cuarenta  y  dos 
cargos  que  conforme  á  lo  actuado  se  hacen  al  Lie- 
do.  Sara  vía,  manifestando  que  otros  no  están  toda- 
vía bien  comprobados,  y  pasando  en  silencio  algu- 
nos de  los  mas  graves,  tales  como  los  de  las  falsifi- 
caciones de  cartas  de  Eulogio  Mirón  y  de  Dionisio 
Rivera.  Estos  se  hallan  bien  comprobados.  Los 
cuatro  de  que  el  Sr.  Fiscal  le  hace  cargo  son  gra- 
vísimos. 

Con  uno  solo  de  ellos  habría  mérito  mas  que  su- 
ficiente para  imponer  al  culpable  una  pena  cinco 
veces  mayor  que  la  que  el  Sr.  Fiscal  pide  se  le  a- 
plique;  y  eso,  opinando  que  se  le  conceda  la  gracia 
de  conmutarla  con  la  mezquina  cantidad  de  dos- 
cientos pesos  de  multa,  cuya  percepción  y  uso  no 
redundaría  por  cierto,  en  beneficio  ni  en  parte  de 
reparación  de  tantos  perjuicios  ocasionados  por  el 
reo  á  las  personas  ofendidas,  sino  que  tal  vez  apro- 
vecharía tan  solo  á  otras  estrañas  y  distintas.  Es- 
to no  parece  justo  (hablo  con  el  respeto  debido)  tra- 
tándose en  la  actualidad  de  castigar  legalmente  á. 
^  los  reos  de  delitos  de  trascendencia  pública  y  de 
perjuicio  de  tercero,  con  multas  pecuniarias.  So- 
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bre  esta  materia  de  reducir  a  dinero  los  delitos  y 
Jas  penas  corporales  se  ha  escrito  ya,  mucho  y  bue- 
no, por  eminentes  autores;  porque  da  lugar  á  se- 
rias consideraciones,  que  la  delicadeza  del  asunto 
no  permite  examinar  con  entera  libertad. 

El  Sr.  Ministro  Fiscal  no  tuvo  á  bien  hacer  men- 
ción de  algunas  circunstancias  de  la  causa.  Ellas 
dan  idea  de  la  conducta  escandalosa  del  capitula- 
do. Hay  en  autos,  declaraciones  irrecusables,  de 
la  desaparición  misteriosa  del  extranjero  prusiano 
Wilhelm  Heiliger.  Basta  leer  las  deposiciones  del 
oficial  militar  D.  Luis  de  León  (f.  28)  y  del  ancia- 
no respetable  D.  Luciano  Mota  f.  103  del  cuaderno 
2o  Tampoco  dijo  cosa  alguna  respecto  del  pago  de 
costas  de  este  odioso  proceso,  no  obstante  haber 
asegurado  que  Sara  vía  es  reo  convicto  y  confeso  de 
varios  delitos  graves,  cuya  perpetración  se  halla 
plenamente  comprobada.  Parecía,  pues,  cosa  na- 
tural sacar  por  consecuencia  lógica,  que  conforme 
;i  la  ley,  y  á  la  práctica  invariable  de  los  tribunales 
se  le  condenara  á  pagarlas. 

Aféaos  habló  el  Sr.  Fiscal  del  derecho  que  indis- 
putablemente me  asiste  de  ser  indemnizado  de  los 
daños  y  perjuicios,  que  el  reo  me  ha  causado,  es- 
pontánea y  maliciosamente  así  en  mis  negocios  en- 
tablados en  Solóla,  como  en  la  permanencia  en  es- 
ta ciudad,  haciendo  mil  sacrificios,  para  subvenir  á 
tanto  gasto  (pie  por  la  culpa  y  mal  proceder  del  reo, 
y  como  consecuencia  precisa  se  me  han  originado. 
¿Hay,  por  ventura,  justicia  en  este  proceder? 

La  infeliz  adúltera,  por  muy  culpable  que^Ila 
sea,  como  sin  duda  lo  es,  pues  cometió  tan  grave 


falta,  traicionando  la  fé  jurada  á  su  marido,  y, es- 
poniéndolo  a  fatales  resultas,  inherentes  á  semejan- 
tes hechos;  es  necesario  reconocer  que  esta,  solo 
es  responsable  de  aquel  único  delito,  y  que  a  pesar 
de  esto  ella  ha  estado  presa  dos  veces  en  íacarcel 
de  su  sexo;  ha  estado  también  reclusa  en  casas  par- 
ticulares, aun  cuando  por  instigaciones  de  su  cóm- 
plice haya  quebrantado  el  depósito.  Por  úitimo, 
ha  sido  remitida  presa  á  Solóla  por  orden  de  este 
Tribunal,  poniéndola  á  disposición  de  aquel  Juzga- 
do en  cuya  cárcel  existe;  mientras  que  su  cómplice, 
primer  móvil,  y  causa  de  tantos  delitos  y  escánda- 
los, hombre  malicioso,  que  siendo  Juez,  Corregidor 
y  Comandante  General,  la  sedujo,  la  corrompió  y 
la  engañó,  deslumhrando  su  ignorancia  y  debilidad 
con  el  aparato  y  el  oropel  que  ostentaba:  que  sobre 
este  delito  ha  añadido  otros  muchos  de  diferente 
género,  tales  como  los  de  estafas  á  las  rentas  pú- 
blicas, escándelos,  falta  de  cumplimiento  en  sus  de- 
beres oficiales:  que  abuso  de  su  autoridad  dando, 
lugar  con  esto  a  que  se  formase  mala  idea  de  la 
Administración  pública  por  el  vulgo  ignorante  y 
suspicaz;  pues  á  este  propio  reo  afortunado  que 
durante  el  proceso  ha  andado  libre  por  todas  par- 
tes se  le  quiere  casi  absolver,  pues  la  pena  que 
se  pide  para  que  satisfaga  a  la  vindicta  pública,  y 
los  agravios  de  los  particulares  á  quienes  indebida- 
mente ha  ofendido,  es  tan  leve,  (pie  puede  decirse 
equivale  a  establecer  la  impunidad.  El  tiempo  de 
prisión  por  solo  un  año  en  el  Castillo  y  la  conmu- 
tación de  ella  con  doscientos  pesos,  la  destitución 
del  Juzgado  de  1*  Instancia  y  del  Corregimiento  de 
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Solóla,  sin  hacer  estensiva  la  pena  para  no  optar 
iguales  cargos  en  otros  Departamentos,  y  alejarlo 
tan  solo  del  teatro  de  sus  punibles  hazañas  ¿es  aca- 
so proporcionada  á  la  enormidad  de  sus  delitos? 
¿Puede  acaso  dejar  vengada  la  majestad  de  las  le- 
yes? ¿Es  por  ventura  algún  correctivo  suficiente, 
ni  conforme  á  las  miras  del  legislador,  consignadas 
en  la  ley  de  residencias,  del  año  de  839,  ni  á  la  de 
24  de  Marzo  de  1813  de  las  Cortes  española*? 

Esta  misma  Corte  acaba  de  dar  un  ejemplo  de 
su  imparcialidad  y  justificación.  A  un  reo  de  a- 
duíterio  ignorante  y  desvalido,  oscuro  y  miserable 
á  quien  parece  que  un  Sr.  Garnica  acusó  como 
cómplice  de  su  esposa  Ramona  Aloran;  ese  tribu- 
nal le  ha  reagravado  la  pena,  á  que  el  Juez  de  V 
Instancia  le  habia  condenado,  declarando  que  no 
pueda  conmutarse  con  dinero,  y  le  duplicó  el  tiem- 
po de  su  condena  en  la  cárcel  pública  donde  á  la 
sazón  se  halla,  lo  mismo  que  la  cómplice.  ¿Y  qué 
comparación  podrá  haber  entre  el  delito  de  aquel 
reo  con  los  de  el  de  esta  causa?  Ninguna  por  cierto. 
Porque  aquel,  solo  cometió  un  único  adulterio  y  no 
dos  dobles,  ni  reincidió  en  él,  después  de  acusado, 
ni  ha  abusado  de  ninguna  autoridad  pública  co- 
mo dicho  reo  Saravia  quien  se  hace  acreedor  á  do- 
ble castigo,  porque  es  un  abogado,  y  como  tal, 
sabia  las  consecuencias  que  acarreaban  los  delitos 
que  cometía;  como  Coronel  del  ejército  aunque 
nunca  ha  militado  habría  visto  talvez  las  ordenan- 
zas de  este  que  imponen  penas  muy  severas  á  los 
reos  de  su  clase.  ¿Que  motivos  justificables  de 
consideración  encuentra,  pues,  el  Sr.  Fiscal  para 
con  el  capitulado? 


El  Sr.  Ministro  Fiscal,  cuya  ilustración  no  puerto 
menos  de  reconocer,  dice.-  que  no  habiéndose  des- 
cargado el  Licdo.  Saravia  de  los  principales  capí- 
tulos, tenia  la  esperanza  de  que  en  su  alegato  de 
buena  prueba,  lograría  desvanecerlos.  Pero  como 
lo  estáis  viendo,  Jueces  Superiores,  sucedió  todo  lo 
contrarío.  El  capitulado,  confesando  el  delito  de 
adulterio  en  su  último  alegato,  ha  llevado  á  tal  pun- 
to su  desvergonzada  audacia,  siempre  creciente, 
hasta  estamparen  su  libelo  las  siguientes  palabras, 
que  literalmente  copio:  J^^delito  de  que  pudiera 

hacerse  cargo  d  muchas  funcionarios,  d  caso  de  mas 
categoría,  y  a  quienes  no  se  persigue  tal  acción  com  o 
común  en  el  dia;  porque  las  leyes  son  comunmente 
como  se  dice,  telas  de  tirana  que  detienen  á  los  mos  ■ 
quitos  y  dejan  pasar  á  tos  moscardones ¡Que 
inmoralidad!    ¿Y  se  tiene  el  atrevimiento  de 

PRODUCIR  SEMEJANTE  CALUMNIA  EN  EL  SANTUARIO 
MISMO  DE  LA  JUSTICIA?  ¿Y  ESTA  BLASFEMIA  SE  OYE 
DE  LA  BOCA  DE  UN  CRIMINAL? 

En  la  escala  de  categoría  de  los  funcionarios,  so- 
lamente los  Sres.  Ministros  del  Supremo  Gobierno 
y  los  SS.  Magistrados- del  Supremo  T.  de  Justicia, 
son  de  mas  categoría  que  un  Corregidor  y  Juez  de 
Ia  Instancia;  luego,  según  dice  el  Sr,  Saravia,  se 
deduce  que  á  muchos  de  tan  respetables  funciona- 
rios no  se  les  hace  cargo  de  tal  delito,  según  Ih  o- 
pinion  que  el  reo  estampa,  como  común  en  el  rtia. 
Permítame  este  augusto  Tribunal,  hacer  de  paso 
una  observación.  Si  así  se  espresa  el  capitulado, 
contra  sus  Jueces  Superiores  que  están  conociendo 
de  su  causa;  que  le  han  guardado  tantas  considera- 
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ciones  durante  este  encausamiento,  y  se  atreve  á 
desafiarlos,  y  á  poner  en  paralelo  la  conducta  cri- 
minal de  él  con  la  ríe  los  altos  funcionarios  á  quie- 
nes gratuitamente  trata  de  injuriar  ¿qué  duda  pue- 
de caber  sobre  todos  los  cargos  consignados  en  eí 
odioso  proceso  que  os  ocupa?  ¿De  qué  no  es  capaz 
este  hombre?    ¿Qué  no  habrá  hecho  contra  mí? 

Yo  no  tengo  odio  alguno  al  Sr.  Saravia.  No  m& 
mueve  rencor  ni  la  pasión  de  la  venganza.  Pero 
la  clase  de  agravios  que  me  ha  inferido,  es  de  a- 
quellos  que,  por  la  ley,  por  la  razón,  y  por  la  opi- 
nión del  público  sensato,  no  admiten  disimulo.  Y 
s»i  guardara  silencio,  me  haría  yo  indigno  de  la  con- 
sideración de  vosotros,  ilustres  y  augustos  Jueces 
de  tan  alto  Tribunal:  me  haría  despreciable  á  los 
ojos  de  mis  conciudadanos,  y  seria  la  befa  del  mun- 
do entero.  Por  esto  he  obrado  en  la  causa  sin  des- 
canzar,  y  he  sufrido  las  penalidades  y  molestias 
consiguientes  á  la  triste  posición  de  todo  solicitan- 
te en  ios  Tribunales  de  justicia,  y  de  un  litigante 
contrariado  en  todos  sus  pasos,  que  ha  tenido  la 
penosa  necesidad  de  luchar  brazo  á  brazo,  contra 
los  obstáculos  que  constantemente  se  le  han  opues- 
to, hasta  en  los  actos  mas  sencillos  y  naturales  de 
«pie  se  han  valido  sus  enemigos  para  burlar  los  e- 
efectos  de  la  justicia.  Me  fué  necesario  combatir, 
á  pesar  de  la  pequenez  y  la  debilidad  de  mi*  fuer- 
zas y  de  mis  escasos  recursos,  contra  poderosas  in- 
fluencias de  sus  protectores,  parientes  y  amigos, 
que  han  unido  su  acción  para  abrumarme,  y  que 
fuese  burlada  mi  justa  pretensión  ante  los  Tribuna- 
les.   Y  por  úitimo,  como  casi  siempre  sucede,  me 
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ha  sido  indispensable  hacer  frente  a  las  envejeci- 
das preocupaciones,  y  áln  piedad  y  caridad  mal  en- 
tendidas, con  menosprecio  de  la  virtud  que  llama- 
mos Justicia,  en  que  solo  se  vé  un  lado  déla  meda- 
lla sin  ver  el  otro;  en  que  se  tiene  compasión  á  un 
reo  acusado  y  procesado  por  sus  faltas  voluntarias, 
y  no  á  las  víctimas  de  su  mal  proceder. 

El  Sr.  Fiseal  se  olvida  también  de  otra  cir- 
cunstancia que  no  debe  desatenderse.  Es  la  de 
que  el  Sr.  Saravia  encargado,  en  mala  hora,  de  re- 
gir  los  pueblos  de  un  vasto  Departamento,  envile- 
ció su  profesión  vendiendo  la  justicia,  según  está 
comprobado.  ¿Y  será  prudente  ni  justo  permitirle 
que  siifa  llevando  el  título  de  Abogado?  ¿Se  le  dio 
éste  acaso  para  hacer  mal  uso  de  él?  Nada  puede 
ser  ya  respecto  de  las  leyes,  qnhn  las  ha  desprecia- 
do y  violado;  antes  por  el  contrario,  solo  merece  un 
severo  castigo  este  hombre  en  quien  no  ha  logra- 
do causar  impresión  ni  la  generosidad  de  sus  Jue- 
ces. 

La  causa  que  os  ocupa,  no  solo  es  extraordinaria 
por  su  volumen,  sino  también  por  fos  hechos  en  e- 
lla  consignados.  Y  á  pesar  de  las  deposiciones  de 
muchos  testigos  respecto  de  la  artificiosa  conducta 
del  capitulado  en  las  cuestiones  locales  y  sangrien- 
tas de  los  indígenas  de  Santa  Catarina  Ixtahuacan, 
el  Sr.  Ministro  Fiscal  no  tuvo  á  bien  ocupar  su  a- 
tencion  oficial  sobre  tan  grave  negocio.  ¿Podrá  ne- 
garse, ni  aun  por  los  mas  amigos  del  culpable  Cor- 
regidor, que  este  es  la  causa  eficiente  «le  todos  los 
desastres  ocurridos  entre  aquellos  infelices  habi- 
tantes? 
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ÍÜ1  Sr.  Fiscal  por  un  exceso  de  conmiseración, 
aunque  en  otras  circunstancias  muy  laudable  y  no 
en  lo  oficial,  ejerciendo  su  terrible  ministerio  de 
acusador  público,  dice:  que  lia  considerado  para  dar 
el  fallo  circunstancias  de  familia  en  el  acusado.  ¡Ah 
Señor!  Desgraciado  el  pais  donde  no  la  fuerza  de 
la  razón  y  de  la  justicia,  no  el  cumplimiento  de  las 
leyes,  si  fio  privadas  consideraciones  de  familia, 
mueven  á  los  Jueces,  ú  otros  funcionarios,  á  mode- 
rar en  unas  y  á  apurar  en  otras  el  rigor  de  esas 
propias  lei/es  y  de  esa  propia  justicia,  inclinándola- 
arbitrariamente  á  un  lado,  ú  á  otro,  conforme  á  la 
fortuna  y  familias  de  los  encausados  ¿Adon- 
de iríamos  á  parar  si  se  tomaran  como  circunstan- 
cias atenuantes  ó  agravantes  las  familias  de  los 
reos?  ¿Qué  seria  de  las  sociedades,  si  los  malhecho- 
res pudieran  acojerse  á  esta  salvaguardia  inicua  y 
excepcional? 

Confio,  por  tanto,  ilustrados  é  integérrimos  Ma- 
gistrados de  este  Supremo  Tribunal,  que  sabréis 
y  querréis  dictar,  un  fallo  justo,  severo  y  propor- 
cionado al  delito  de  ese  desgraciado  delincuente, 
cuyo  voluminoso  y  ruidoso  proceso  nada  común, 
tenéis  ahora  á  la  vista.  Que  como  lo  he  solicitado  en 
todos  mis  escritos  desde  el  de  querella»  y  de  formal 
acusación,  hasta  el  de  alegato  de  buena  prueba,  y 
conforme  á  1<>  que  resulta  competentemente  justifi- 
cado, os  sirváis  pronunciar  vuestro  imparcial  y  tre- 
mendo fallo.  Sí  Señores.  Un  fallo,  que  deje  sa- 
tisfecha la  vindicta  pública:  que  desagravie  la  atro- 
císima ofensa  (pie  el  Licdo.  Saravia,  gratuita  y  ale- 
vemente me  ha  inferido  en  io  particular.  Un  fallo 
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cjue  modifique  hasta  lo  justo,  la  sencilla  petición  del 
Sr.  Ministro  Fiscal,  que  casi  es  una  absolución  fa- 
vorable del  reo  principal  de  la  causa;  y  que  para 
lo  sucesivo  sirva  de  freno,  de  temor  y  de  escar- 
miento á  otros  funcionarios,  que  quieran  ver  en  el 
ejercicio  de  su  autoridad,  no  el  del  cumplimiento 
de  las  leyes,  sino  el  de  la  arbitrariedad  y  del  mas 
punible  extravio,  en  agravio  de  los  asociados. 

Concluyo,  pues,  dignos  Jueces  Supremos,  supli- 
cándoos disimuléis,  con  vuestra  acostumbrada  be- 
nignidad, cualesquiera  faltas  5  deslices  en  que  yo 
hubiese  incurrido,  aunque  involuntariamente;  y 
que  os  dignéis  mandar  agregar  la  presente  esposi- 
cion  al  cumulo  de  los  autos. — Guatemala  Diciem- 
bre 9  de  1865. 

.Tose  María  Ponce. 


Sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  en  V  Instancia 
de  la  cual  suplicaron  ambas  partes. 

Corte  de  Apelaciones. — Guatemala  febrero  diez 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis. — Visto  el  proce- 
so que  se  ha  instruido  á  virtud  del  auto  de  veinti- 
siete de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cua- 
tro, en  que  el  Tribunal  Superior  de  Justicia  dispu- 
so la  detención  y  enjuiciamiento  del  Lic.  D.  Igna- 
cio G.  Saravia,  Corregidor,  Comandante  General 
y  Juez  de  Ia  Instancia  del  Departamento  de  Solóla, 
por  los  cargos  de  adulterio  y  conducta  escandalosa, 
á  los  que  se  han  acumulado  en  el  curso  del  juicio 
todos  los  demás  (pie  se  espresan  y  puntualizan  en 
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la  confesión  que  se  registra  de  fojas  240  á  258,  de 
la  segunda  pieza. —  Considerando,  en  cuanto  á  la 
primera  serie  de  cargos  de  que  se  ocupa  la  ya  men- 
cionada confesión:  que  el  de  conducta  escandalosa 
y  adulterio  con  Doña  Margarita  García,  muger  de 
Don  José  M.  Ponce,  no  solo  está  suficientemente 
probado,  sino  también  que  en  su  ejecución,  con- 
currieron las  circunstancias  de  que  se  hace  mérito 
en  la  referida  diligencia,  con  excepción  de  las  de 
conato  de  asesinato  á  Ponce,  y  de  haber  hecho  á  su 
mujer  un  escrito  respecto  del  cual  solo  consta,  que 
tuvo  el  borrador  en  su  poder  y  lo  enseñó  á  varias 
personas;  y  aunque  el  Lic.  Saravia  ha  procurado 
excepcionarse,  alegando  que  Ponce  después  que 
trajo  de  Solóla  á  su  mujer  y  la  llevó  á  Escuintla 
hizo  vida  maridable  eon  ella,  no  ha  justificado  tal 
hecho,  y  sí  lo  está  que  eon  posterioridad  á  quella 
época,  y  aun  durante  el  encausamiento,  el  capitu- 
lado continuó  sus  relaciones  con  la  García,  lo  que 
por  sí  solo  es  suficiente  para  anular  cualquier  per- 
don  tácito  ó  espreso  que  hubiese  otorgado  el  mari- 
do, sin  qué  pueda  olvidarse,  que  siendo  el  acusado 
el  Jefe  Superior  de  un  Departamento  importante, 
tenia  mas  obligación  que  un  simple  particular  de 
dar  buen  ejemplo  y  de  observar  un  comportamien- 
to irreprensible  y  ejemplar  cual  correspondía  á  las 
funciones  que  desempeñaba;  que  por  lo  que  hace 
á  los  cargos,  cuarto,  undécimo,  duodécimo,  déci- 
mo cuarto,  décimo  sesto,  décimo  séptimo,  décimo 
octavo  y  vigésimo  quinto,  aparece  que  no  cumplió 
con  los  deberes  que  como  Corregidor  le  imponen 


las  leyes  de  cuidar  de  que  los  fondos  municipales 
de  los  diferentes  pueblos  de  su  Departamento  se 
recaudasen  y  administrasen  con  la  pureza  que  cor- 
responde, y  que  se  rindiesen  cuentas  con  la  puntua- 
lidad debida;  sino  que  por  el  contrario,  disponía  ar- 
bitrariamente de  dichos  fondos,  haciendo  que  se 
invirtiesen  en  objetos  ágenos  y  aun  contrarios  á 
aquellos  para  que  están  destinados,  y  disponiendo 
de  algunos  en  provecho  propio,  sobre  lo  cual  debe 
quedar  sujeto  á  las  responsabilidades  pecuniarias 
á  que  haya  lugar:  que  fué  indebido  que  tuviese  á 
su  servicio  varias  personas,  que  en  concepto  de  a- 
sistentes  eran  pagados  por  la  hacienda  publica,  lo 
mismo  que  el  haber  hecho  que  el  Alcaide  de  la  cár- 
cel de  Solóla  disfrutase  simultáneamente  el  sueldo 
de  tal  oficio  y  el  de  soldado:  que  el  hecho  de  haber 
tomado  noventa  pesos  del  menor  Juan  Limón,  no 
importa  un  verdadero  cargo,  pero  sí  demuestra 
poca  pureza  en  retener  dicha  suma,  sobre  lo  cual 
deben  quedar  salvos  los  derechos  del  interesado: 
que  no  está  bien  esclarecido  si  fueron  efectivamen- 
te ochocientos  pesos  los  que  por  el  empréstito  para 
la  campaña  del  Salvador  se  remitieron  de  la  admi- 
nistración de  Solóla  para  enterarlos  en  la  General 
de  Rentas,  por  lo  que  tan  solo  el  capitulado  debe 
quedar  sujeto  á  la  responsabilidad  pecuniaria,  que 
en  su  caso  le  resulte  á  favor  de  la  hacienda  públi- 
ca: que  subsiste  el  cargo  por  haber  tomado  doscien- 
tos cuarenta  pesos,  del  fondo  que  de  la  mortual  de 
Sotera  Burgos  se  mando  depositar  por  providencia 
judicial,  pues  aunque  el  acusado  ha  pretendido  sos- 
tener, que  el  quedan  transcrito  en  la  declaración 


—64— 


del  Administrador  Don  Hermenegildo  González, 
proviene  de  otro  negocio,  hasta  ahora  no  ha  produ- 
cido la  mas  ligera  prueba  para  justificar  tal  aserto, 
y  que  conforme  á  lo  dispuesto  en  las  leyes,  es  mo- 
tivo de  responsabilidad  el  que  los  jueces  tomen  6 
dispongan  en  su  provecho  de  los  fondos  que  deben 
permanecer  en  depósito:  que  está  bien  justificado 
que  en  los  pueblos  del  Departamento  de  Solóla, 
hizo  Saravia  un  repartimiento  forzoso  de  cantidad 
de  barretas  de  las  cuales,  aunque  recibió  anticipa- 
damente su  precio  aun  no  ha  entregado  veinte  de 
ellas  á  las    poblaciones  que  se  puntualizan    en  la 
confesión  á  fojas  254  vuelto,  por  cuyas  barretas 
o  su  precio  debe  responder  personalmente  á  los 
respectivos  pueblos:  que  el  segundo  cargo  ha  que- 
dado eliminado  á  virtud  del  desistimiento  de  Don 
Dionisio  Rivera:  que  no  están  comprobados  cual 
corresponde,  los  cargos,  tercero,  sétimo,  octavó, 
noveno,  decimotercio,  decimoquinto,  vigésimo  pri- 
mo y  vigésimo  segundo:  que  en  cuanto  á  la  se- 
gunda serie  de  cargos,  el  octavo  está  campleta- 
ínente  desvanecido  con  la  certificación  que  esten- 
dió la  Escribanía  de  Cámara  á  fojas  148  vuelto  de 
la  tercera  pieza:  que  el  capitulado  faltó  a  su  deber 
de  Juez,  no  procediendo  á  la  averiguación  que 
correspondía  por  los  hechos  á  que  se  refieren  los 
cargos  primero  y  tercero:  que  las  razones  alega- 
das, no  escusan  en  manera  alguna  la  indebida  de- 
mora que  han  tenido  las  causas  que  se  mencionan 
en  los  cargos  segundo,  cuarto,  (plinto,  sesto,  séti- 
mo, noveno,  décimo  y  undécimo:    que   la  manera 
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con  que  procedió  en  los  diferentes  procesos  á  que  se 
contraen  los  cargos  duodécimo,  décimo  tercio,  dé- 
cimo-cu:n*fco,  décimo  quinto,  décimo  s-esto  y  décimo 
sétimo,  !o  mismo  que  en  tu  escarcelaeion  bajo  de 
fianza  de  Eüjio  Santiago  encausad.»  por  asalto,  y 
que  ejecutó  sin  previa  consulta  de  la  Superioridad, 
es  contraria  á  las  terminantes  disposiciones  de  las 
leyes  y  la  práctica  de  los  Tribunales:  que  confor- 
me á  derecho,  la  desidia  en  el  desempeñe»  de  las 
funciones  judiciales,  los  abusos,  Ja  lentitud  y  desa- 
ciertos, son  motivo  de  efectiva  responsabilidad:  que 
habiendo  terminado  en  Agosto  último  el  periodo  de 
Corregidor,  Juez  y  Comandante  General  de  Solóla 
para  que  fué  nombrado  el  Licdo.  Saravia,  no  pue- 
de tener  ya  lugar  la  destitución  de  aquellos  desti- 
nos que  pide  el  Sr.  Fiscal  y  señalan  las  leyes  para 
los  capitules  de  que  se  ha  hecho  mérito:  (pie  sí 
debe  tenerse  en  consideración,  que  el  Licdo.  Sara- 
via lleva  cerca  de  dieziocho  meses  de  estar  restrin- 
gido en  su  libertad,  y  suspenso  en  el  ejercicio  de 
sus  empleos,  y  en  consecuencia  privado  del  goce 
del  sueldo  que  le  correspondía  hasta  la  terminación 
de  sus  funciones.  Por  tanto,  con  vista  del  mérito 
del  voluminoso  proceso,  de  lo  alegado  por  las  par- 
tes, pedido  por  el  Señor  Fiscal  y  dispuesto  en  las 
leyes,  especialmente  en  la  de  veinticuatro  de  Marzo 
de"  mil  ochocientos  trece,  LA  CORTE  DE  A PE- 
LACIOJVES  absuelve  al  Licdo.  Don  Ignacio  Gon- 
zález St  ravia,  de  los  cargos  segundo,  tercero,  séti- 
mo, octavo,  noveno,  décimo,  décimo  tercio,  décimo 
quinto,  décimo  nono,  vigésimo,  vigésimo  primo  y 


vigésimo  segundo  de  la  primera  serie  de  la  confe- 
sión y  del  octavo  de  la  segunda;  y  por  los  demás* 
de  que  se  ha  hecho  mérito,  le  condena  á  dos  años 
de  prisión  en  el  Castillo  de  San  José,  pudiendo  con- 
mutar uno  de  ellos  con  doscientos  pesos,  á  cinco  a- 
años  de  inhabilitación  para  ejercer  destinos  de  la 
naturaleza  de  los  que  ha  desempeñado,  á  devol- 
ver al  depósito  los  doscientos  cuarenta  pesos  que  to- 
mó de  la  testamentaria  de  Sotera  Burgos  y  al  pago 
de  costas  procesales  i¡  personales:  le  deja  responsa- 
ble á  satisfacer  á  las  Municipalidades  del  De- 
partamento de  Solóla,  las  cantidades  que  se  acredi- 
te haber  tomado  6  dispuesto  indebidamente,  á  entre" 
gar  las  veinte  barretas  que  aun  debe  á  las  poblacio- 
nes de  que  se  ha  hecho  mención,  ó  á  devolver  la  su- 
ma que  por  precio  de  ellas  recibid:  se  dejan  así  mis- 
mo salvo?  los  derechos  de  la  hacienda  pública  por 
la  cantidad  que  resultare  haberse  dejado  de  enterar 
por  razón  del  empréstito  que  se  hizo  en  Sololá  pura 
la  campaña  del  Salvad  rr,  y  los  del  menor  Juan  Li- 
món por  sus  noventa  pesos.  Prevéngase  al  Coman- 
dante General  de  Solóla,  proceda  á  lo  que  haya  lu- 
gar contra  los  oficiales  D.  Juan  Eseandon  y  Elijio 
Porres,  á  ambos  por  el  de'ito  de  golpes  en  despo- 
blado a  Ventura  de  León,  y  al  primero  por  heridas 
á  Isidoro  López,  y  dígase  al  Juez  del  propio  De- 
partamento continúe  con  todo  empeño  y  actividad 
las  causas  de  Juan  Limón,  ¡Miguel  Girón,  Higinio 
López,  Estanislao  Artiaga  y  Francisco  Corso,  á  cu- 
yo efecto,  se  devolverán  las  de  los  dos  últimos,  que 
se  han  traido  á  la  vista.  Notifiquese. — Marcelo 
Molina.— Manuel  J.  Dardon. — Cayetano  Batres, 
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Escrito  de  Ponce  en  que  expresa  los  agravios  que 
le  injiere  la  sentencia  anterior. 

Tribunal  Superior  de  Justicia. — José  María 
Ponce  de  generales  conocidas,  con  el  mas  profun- 
do respeto  y  como  mejor  hubiere  lugar  en  derecho, 
ante  esa  Superioridad  expongo:  que  habiendo  la 
Corte  de  apelaciones  pronunciado  sentencia  defini- 
tiva en  diez  del  próximo  pasado  contra  Don  Igna- 
cio G.  Saravia;  y  habiéndosele  condenado  á  sufrir 
algunas  penas  corporales  y  á  la  devoiucion  de  las 
cantidades  pecuniarias  que  se  tomo  contra  la  vo- 
luntad de  sus  dueños,  se  le  notificó  el  dia  de  su  pro- 
nunciamiento, y  de  la  cual  suplicó. 

Vi  que  el  reo  había  interpuesto  el  recurso  de  sú- 
plica para  ante  ese  Superior  Tral.;  y  cierto  como  yo 
lo  estaba,  que  necesariamente  Habría  de  otorgárse- 
le el  recurso,  me  adherí,  una  vez  que  la  corte  de 
apelaciones,  cuya  aetoridad  respeto  y  acato,  y  cu- 
ya ilustración  de  sus  miembros  admiro  y  venero, 
no  creyó  deber  «tenderme  en  algunas  de  mis  jus- 
tas peticiones,  pasando  en  silencio  varios  puntos 
que  exijian  resolución,  en  una  sentencia  definitiva. 
Estas  como  es  sabido,  deben  ser  el  acabamiento 
de  toda  disputa  y  litigio  y  el  alejamiento  de  otros 
que  por  omisión  ú  olvido  pudieran  nacer,  con  do- 
ble perjuicio  de  las  partes. 

Yo  me  he  adherido  a  ¡a  súplica  porque  (hablan- 
do con  la  venia  judicial)  se  me  ha  desatendido  en 
varias  de  las  justas  solicitudes  que  entablé  durante 
el  curso  de  la  causa  criminal,  pertinentes  á  ella. 
Juzgo  que  Ijs  ilustres  Magistrados  de  la  Corte 
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de  apelaciones,  deseando  tal  vez  templar  la  severi- 
dad de  las  leyes  penales  establecidas  para  el  casti- 
go de  los  reos,  con  el  sentimiento  de  sn  natural 
clemencia,  mejor  quisieron  excederse  en  el  ejerci- 
cio de  esa  virtud  respecto  del  capitulado. 

Al  adherirme  a  la  súplica,  no  he  sido  arrastrado 
por  un  espíritu  de  odio  ni  de  rencor:  no  me  mueve, 
ni  rae  ha  movido  nunca  el  deseo  de  la  venganza» 
pues  no  quiero  el  daño  ageno,  sino  el  que  á  mí  no 
se  me  haga  ni  se  me  agrave  ei  cumulo  de  males  fí- 
sicos y  morales  que  me  ha  ocasionado  el  reo  prin- 
pal  de  este  odioso  proceso:  he  querido  demostrar 
que,  como  hombre,  no  he  sido  insensible  a  los  ul- 
trajes que  esos  delincuentes  me  han  inferido,  ni  á 
la  afrenta  que  han  querido  imprimirme  á  los  ojos 
de  la  culta  y  honrada  sociedad  de  mi  patria:  he 
querido  que  se  vea  que  no  en  vano  hay  establecidas 
en  ella  leyes  justas  y  sabias  contra  el  crimen,  y 
tribunales  í  ítegros  que  saben  y  deben  aplicarlas. 
Y  si  á  ellos  he  acudido  de  preferencia  es  por  que 
entre  los  caminos  que  pude  haber  tomado,  bien  fue- 
se la  decisión' de  los  jueces  nacionales  ó  bien  to- 
marme por  mí  mismo  la  satisfacción  de  tantas  o- 
fensas  que  los  reos  y  sus  auxiliadores  me  han  infe- 
rido, elegi  el  mas  dispendioso  y  dilatado,  pero  tara* 
bien  el  que  estarnas  conforme  con  la  ilustración 
del  siga). 

No  me  opongo  á  la  totalidad  de  la  sentencia  no 
obstante  ser  tan  benigna  y  favorable  al  reo  de  esta 
cansa  y  tan  onerosa  para  mí;  supuesto  que  al  me- 
nos contiene  una  cosa  útil,  cual  es  la  de  sentar  co- 
mo cierto  que  Don  Ignacio  Sara  vía  cometió  los  de- 
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jitos  por  los  cuales  se  le  ha  instruido  este  proceso: 
que  se  hallan  bien  comprobados:  que  se  ha  hecho 
merecedor  de  las  penas  señaladas  por  las  leves,  y 
que  debe  sufrirlas.  Lo  demás  es  secundario:  es 
decir,  se  le  hace  una  gracia  en  no  sujetarlo  a  su  ri- 
gor, como  acaso  se  habría  hecho  en  otras  circuns- 
tancias respecto  de  los  delincuentes  desvalidos  que 
no  tienen  á  su  favor  como  éste,  los  medios  de  mo- 
derarlas. 

Por  la  lev  1*  tit.  40  lib.  12  de  la  Novis.  Recopil. 
creo  que  se  puede  imponer  á  los  reos  de  ciertos  de- 
litos multa  6  pena  pecuniaria  en  conmutación  de 
las  corporales;  adviniendo,  dice,  '  que  no  se  haga 
perjuicio  a  las  partes  querellosas",  como  en  el  oaso 
presente.  La  razón  de  la  ley  y  la  que  dan  sus  co- 
mentadores parece  bien  filosófica,  porque  de  otro 
modo  desnivela  su  castigo  en  casos  iguales;  resul- 
tando que  alienta,  que  estimula  y  provoca  á  los  ri- 
cos ó  poderosos,  á  entregarse,  llenos  de  confianza, 
á  la  disolución  y  á  los  excesos  mas  criminales:  los 
incita  á  vejar,  á  ofender  y  á  atacar  á  los  que  poco 
valen,  porque  en  Ja  sociedad  carezcan  de  influencia 
y  de  participio;  ahogando  el  derecho  de  estos  con 
un  puñado  de  monedas  que  quieran  y  puedan  de- 
sf  mbolsar  á  beneficio  de  penas  de  Cámara.  Esto 
es  inicuo;  porque  el  pobre  de  cuyo  resentimiento 
ineficaz  nada  se  teme  ni  se  espera,  sufre  en  reali- 
dad y  de  verdad  el  efecto  de  las  leyes  penales.  So- 
bre esta  mataría  se  ha  escrito  mucho.  VA  Sr  Ca- 
nónigo Martínez  Marina,  en  su  obra  del  Ensayo 
histórico  crítico,  al  hacer  el  análisis  de  las  antiguas 
leyes  generales  y  fueros  municipales  de  España, 
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respeeto  á  la  imposición  de  penas  pecuniarias  dices 
que  llegó  á  tal  estremo  la  corrupción  y  venalidad 
de  los  jueces  en  aquellos  remotos  tiempos  bárba- 
ros, que  hasta  el  delito  de  homicidio  se  purgaba 
con  multas  6  penas  pecuniarias  (Caloñas);  costum- 
bre inicua  derivada  de  los  pueblos  feroces  del  nor- 
te; "de  aquí  nació,  (dice  el  Sr.  Marina)  que  la  ley 
dejaba  la  venganza  de  la  sangre  en  manos  de  los 
parientes  y  herederos  del  muerto  y  los  autorizaba 
para  perseguir  al  delincuente." 

El  Sr.  Lardizábal  en  su  Discurso  sobre  las  penas, 
del  cual  ha  copiado  el  Sr.  Tapia  varios  capítulos, 
y  los  insertó  en  el  lugar  conveniente  de  su  Tratado 
deljaicio  criminal,  se  dice  textualmente  lo  que  si- 
gue,  y  suplico  á  ese  alto  Tribunal  tenga  la  bondad 
de  permitirme  que  yo  reproduzca  aquí,  por  pare- 
verme  oportuno:  "Asi  como  la  pena  pecuniaria  se- 
rá siempre  "desproporcionada  para  castigar  el  ho- 
micidio y  otros  delitos  atroces  que  perturban  la  se- 
guridad pública  ó  individual,  porque  no  tienen  ana- 
logía con  ellos  ni  se  deriva  de  su  naturaleza,  podrá 
ser  al  contrario  útil  para  reprimir  el  orgullo  de  los 
poderosos,  que  fiados  en  sus  riquezas,  atrepellan 
al  desvalido,  ó  menosprecian  las  leyes;  para  casti- 
gar al  magistrado  ü  otro  empleado  público  que  se 
deje  sobornar,  6  no  tenga  la  integridad  correspon- 
diente; para  contener  las  transgresiones  que  se  co- 
metan contra  las  Ordenanzas  de  policía  y  en  otras 
designadas  por  nuestras  leyes.    Mas  para  que  es- 
tas penas  no  sean  infructuosas,  de  modo  que  el  ri- 
co se  burle  de  ellas,  convendría  que  no  se  impusie- 
se por  pena  una  cantidad  fija,  sino  una  parte  ó  cuo- 
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ta  del  haber  del  delincuente.  De  este  modo  habrá 
cierta  Igualdad  en  el  castigo  para  el  pobre  y  para 
el  rico  etc.  etc." 

En  otra  ley  bien  sabida,  del  año  de  1803,  dada 
para  el  régimen  y  administración  de  los  fondos  de 
penas  de  cámara,  se  manda  que  puedan  imponer- 
se penas  pecuniarias  á  los  reos  de  culpas  leves,  pe- 
ro no  á  los  de  delitos  graves,  como  lo  es  el  de  adul- 
terio, de  estafa  6  peculado,  etc.  como  los  que  per- 
petró el  reo  de  esta  causa,  y  le  declara  responsa- 
ble la  Corte  de  Apelaciones.  ¿Quien  podrá  rielar 
que  estos  no  son  leves  sino  de  los  reputados  legal- 
mente por  gravísimos?    El  de  adulterio,  era  anti- 
guamente castigado  con  la  pena  capital,  pero  hoy 
con  cierto  tiempo  de  prisión  y  con  las  circunstan- 
cias agravantes  de  ser  cometido  por  la  persona  que 
ejercia  en  el  Departamento  una  triple  autoridad 
pública  que   era  la  ordinaria  judicial,   la  políti- 
ca gubernativa  y  la  militar,  debía  por  consecuencia 
precisa  sufrir  doble  castigo.    Tan  es  grave  dicho 
delito,  que  la  ley  orgánica  de  Tribunales  de  1839  al 
tratar  en  el  artículo  39  de  la  escarcelacion  de  los 
reos  bajo  de  fianza,  coloca  entre  losjeseluidos,  al 
de  adulterio,  enumerándolo  y  equiparándolo  con  los 
de  traición,  homicidio,  asalto  en  despobtado,  etc. 
según  se  vé  alli  mismo.    Y  el  decreto  de  2  de  Di- 
ciembre de  1851,  espedido  por  la  Cámara,  bajo  el 
número  69  coloca  á  los  reos  de  adulterio  entre  los 
de  delitos  atroces,  excluyéndolos  de  la  gracia  del 
indulto,  y  equiparándolos  á  los  de  homicidio,  asal- 
tos, incendios,  etc. 
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En  cuanto  al  delito  de  peculado  ó  defraudación 
de  rentas  publicas  de  la  Nación  ó  de  las  Municipa- 
lidades, tanto  las  leyes  antiguas  del  tiempo  del  Go- 
bierno Colonial  de  España  como  las  decretadas  des- 
pués de  nuestra  independencia,  por  las  autoridades 
patrias,  clasifican  aquel  como  uno  de  los  mas  gra~ 
ves  y  dignos  de  severo  castigo.  El  artículo  203  de 
la  ley  orgánica  de  hacienda  pública,  de  Io  de  Agos- 
to de  1832,  prescribe  lo  siguiente:  "El  que  hurta- 
re caudales  de  la  hacienda  pública,  siendo  el  hurto 
simple  y  no  pasando  la  cantidad  de  $30,  debe  ser 
castigado  con  trabajos  en  presidio  6  prisión  por  un 
tiempo  que  no  exceda  de  tres  años.  Si  la  cantidad 
ascendiese  á  mas  del  valor  de  $30  el  castigo  no  ba- 
jará de  dos  años,  ni  pasará  de  cuatro,  sin  perjuicio 
del  reintegro  de  lo  hurtado." 

¡  í  El  Sr.  Saravia  en  concepto  de  Corregidor  De- 
partamental, era  subdelegado  6  intendente  de  ha- 
cienda y  estaba  obligado  á  velar  por  la  seguridad 
de  los  intereses  de  la  hacienda  pública.  La  Corte 
de  Apelaciones  declara  en  su  sentencia,  que  está 
comprobado  que  él  es  responsable  a  la  devolución 
de  trescientos  pe^os,  resto  de  los  ochocientos  que 
recibió  en  Solóla  y  (pie  debió  haber  entregado  ca- 
bales en  la  Tesorería  General  de  esta  capital. 

El  ilustrado  Sr.  Fiscal  Dr.  Andrea,  analizando 
los  cargos  que  contra  ei  reo  resultan  bien  compro- 
bados, dice  á  f.  43  vta.  de  la  pieza  4?  de  estos  au- 
tos; "que  Saravia  recibió  los  ochocientos  pesos  sa- 
cados fie  contribución  á  los  habitantes  de  los  pue- 
blos de  aquel  Departamento,  para  la  guerra  del 
Salvador,  y  que  en  la  Administración  General  tau 
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solo  entregó  el  capitulado  quinientos  pesos.  El  Sr. 
Fiscal  pregunta  de  un  modo  lacónico,  pero  muy 
propio,  sutil  y  significativo;  ¿qué  se  hicieron  los  o- 
tros  trescientos?  "  ¿  Y  seria  político,  serio  jus- 
to, que  mientras  los  ilustres  Generales,  Jefes,  Ofi- 
ciales y  tropa,  dignos  blasones  y  honra  de  nuestra 
República,  luchaban,  con  los  enemigos  de  la  patria 
en  los  campos  de  batalla,  sufriendo  hambres,  mise- 
rias y  todo  género  de  calamidades  para  dar  seguri- 
dad y  gloria  á  nuestra  patria  y  afianzar  su  inde- 
pendencia y  respetabilidad;  solo  Sarama  retraído 
al  cuarto  de  la  salud,  libre  y  exento  de  peligros  y 
fatigas  en  medio  de  los  deleites  y  comodidades  se- 
aproveeha  hasta  de  las  contrihu&iones  que  los  pue- 
blos aprontaban  para  el  socorro  de  nuestros  vállen- 
les guerreros?  Parece  dudoso,  pero  es  una  reali- 
dad. 

Me  ha  sido  preciso  decender  á  estas  reílecciones 
para  demostrar  que  los  delitos  cometidos  por  el  ca- 
pitulado, y  por  los  cuales  se  le  eneausó  y  condenó, 
son  bien  graves,  y  que  no  son  de  las  culpas  leves 
que  pueden  ser  conmutadas  con  penas  pecuniarias 
conforme  á  la  ley  de  la  Novísima  Recopilación  que 
dejo  citada;  ni  menos  debe  ser  perjudicado  el  dere- 
cho de  los  querellosos  según  la  propia  ley.  Porque 
seria  inicuo  que  al  paso  (pie  el  reo  podia  librarse 
de  la  pena  corporal  con  la  multa  monetaria,  nada 
pereibiese  la  parte  ofendida  y  perjudicada  en  sus 
intereses,  como  á  mí  me  ha  sucedido  con  Saravia, 
el  cual  según  dice,  tendría  dinero  tan  solo  para 
comprar  la  libertad  ó  impunidad  y  no  ir  al  «'astillo 
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de  San  José  á  purgar  sus  delitos;  pero  supondría 
pobreza  de  solemnidad  para  no  verificar  la  devolu- 
ción de  las  diversas  cantidades,  que  conforme  á  la 
sentencia  de  la  Corte,  deberá  reintegrar  en  la  teso- 
rería general,  y  devolver  a  las  Municipalidades  y 
á  los  particulares  las  que  se  tomó  abusando  de  la 
autoridad  que  ejercía. 

En  la  sentencia  no  se  manda  que  se  me  indemni- 
ce de  los  daños  y  perjuicios  que  me  ha  ocasionado 
el  reo  de  esta  causa,  y  á  lo  cual  está  obligado;  por 
que  abusando  de  la  autoridad  publica  que  ejercía, 
me  infirió  alevemente  el  peor  de  los  insultos,  la 
mas  odiosa  de  las  ofensas  que  al  hombre  se  le  pue- 
den hacer,  ¿Qué  me  tocaba  hacer?  ¿Debía  yo,  por 
ventura,  sufrir  con  indolencia  tamaño  ultraje?  ¿O 
debía  venir  yo  á  esta  Capital  á  quejarme  ante  los 
tribunales  llamados  por  la  ley  á  conocer  de  los  de- 
litos del  reo  y  castigarlo?  Lo  primero  no  era  po- 
sible. Debí,  pues,  hacer  lo  segundo.  Esa  fué  una 
obligación  que  me  imponía  la  iey  natural  sancio- 
nada por  la  civil.  De  consiguiente,  ese  propio  reo 
hov  dia  declarado  culpable  y  condenado  á  sufrir  va- 
rias penas,  ha  sido  la  causa  primera  y  directa  de 
la  ruina  de  mis  intereses.  Basta  para  valorar  mi 
situación  y  mi  justicia,  que  los  jueces,  ó  cualquier 
marido  honrado,  se  pongan  en  mi  lugar  por  un 
momento. 

Es  verdad  que  en  la  sentencia  de  la  Corte  de  A- 
pelaciones,  dice  "que  á  Saravia  se  le  condena  á  las 
nenas  allí  enumeradas,  conforme  á  la  ley  de  24  de 
Marzo  de  1813  espedida  por  las  Cortes  de  España; 
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nu\s  juzgo  en  medio  de  mi  ignorancia  que  las  pre- 
misas no  guardan  armonía  lógica  con  la  consecuen- 
cia que  de  ella  se  saca.    Porque  reconociéndose  en 
todo  el  contesto  de  la  parte  expositiva,  y  como  tam- 
bién lo  reconoce  y  asegura  el  Sr.  Ministro  Fiscal 
en  su  respuesta  de  11  de  Noviembre  último,  dicien- 
do que  están  bien  comprobados  en  la  causa  los  car- 
gos hechos  al  capitulado,  no  se  aplica  la  ley  que  se 
cita,  como  fundamento  de  la  condenación.  Esta  di- 
ce literalmente  lo  que  sigue  en  el  art.  I "  del  cap.  2" 
*iLos  empleados  públicos  de  cualquiera  clase,  que 
como  tales  y  a  sabiendas  abusen  de  su  oficio  para 
perjudicar  á  la  causa  pública,  ó  á  los  particulares, 
son  también  prevaricadores,  y  se  les  castigará  con 
la  destitución  de  su  empleo,  inhabilitación  perpetua 
para  obtener  cargo  alguno,  y  resarcimiento  de  to- 
dos los  perjuicios;  quedando  ademas  sujetos  á  cual- 
quiera otra  pena  mayor  que  les  esté  impuesta  por 
¡as  leyes  especiales  de  su  ramo." 

En  la  dicha  ley  se  previene  que  los  funciona  ríos 
delincuentes  «pie  perjudicaren  ;1  los  particulares  de- 
ben indemnizarlos.  El  Sr.  Saravia  me  lia  perjudi- 
cado á  mí,  á  sabiendas;  mas  en  la  sentencia  no  se 
declara  así,  apesar  de  haber  invocado  la  dicha  ley. 

La  misma  impone  inhabilitación  perpetua  (como 
también  lo  mandan  otras  leyes  del  caso)  lo  cual  se 
entiende  en  lo  absoluto  para  obtener  cargo  alguno; 
pero  en  la  sentencia  se  le  impone  una  inhabilitación 
por  cinco  años,  limitándola  únicamente  a  los  desti- 
nos de  La  naturaleza  de  los  (pie  ejerció  en  Solóla. 
De  consiguiente  podrá  ser  nombrado  desde  luego, 
según  la  referida  sentencia,  Regente  de  la  Corte 
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de  Justicia,  Ministro  Decano,  Magistrado  de  las 
salas,  Fiscal,  Administrador  ó  Contador  general 
etc.  y  solo  no  podra  ser  Corregidor  y  Juez  de  I" 
Instancia  de  un  Departamento.  Y  esto  no  parece 
conforme  al  espíritu  de  la  ley  que  se  cita;  por  lo  cual 
convendría  que  se  aclarase  el  de  la  sentencia,  á 
fin  de  quitar  dudas,  y  cerrar  la  puerta  á  las  intri- 
gas (pie  su  literal  contesto  probablemente  va  á 
producir,  para  burlar  la  ejecución  de  la  propia 
sentencia. 

En  virtud,  pues,  de  lo  antedicho — Al  Supremo 
Tribunal  pido  y  suplico  se  digne  adicionar,  acla- 
rar ó  reformar  la  sentencia  pronunciada  por  la 
Corte  de  Apelaciones,  en  la  parte  que  lo  requiera: 
1°  Previniendo  que  el  Lic.  Saravia  recoja  á  su  hija 
adulterina  llamada  Octavia,  para  que  no  perjudi- 
que ni  en  lo  moral  ni  en  lo  pecuniario  á  mi  hijo  le- 
jílimo  Eduardo.  2°  Que  el  capitulado  me  indemni- 
ce délos  daños  y  perjuicios  que  por  su  culpa  (sufi- 
cientemente probada  y  reconocida)  se  me  han  ori- 
ginado desde  el  día  que  descubrí  su  crimen  en  So- 
lóla; entendiéndose  los  que  he  sufrido  en  la  secue- 
la del  proceso  IV  Que  se  declare  terminantemente 
la  obligación  de)  capitulado  á  reponer  el  papel  co- 
mún de  la  cansa  al  del  sello  tercero  de  conformi- 
dad con  lo  dispuesto  en  la  ley  de  la  materia.  4" 
Que  conforme  á  la  Y  tít.  40  lib.  12  de  la  Novísima 
Recopilación  no  ha  lugar  a  la  conmutación  en  el 
«•aso  presente,  de  la  pena  de  prisión  en  el  Castillo 
de  S.  José,  en  pecuniaria.  5'  Que  conforme  el  art. 
Y  cap.  2°  de  la  ley  de  24  de  marzo  de  1313,  espe- 
dida por  las  cortes  Españolas  sobre  rcspowsabi- 


Hilad  de  los  funcionarios  públicos  y  en  la  cual  se  ha 
fundado  la  Corte  de  apelaciones  la  inhabilitación 
sea  perpetua;  y  no  tan  solo  respecto  de  los  tres 
destinos  que  ha  ejercido  e!  capitulado,  sino  gene- 
ral como  la  dicha  ley  manda,  y  otras  que  del  mis- 
mo punto  hablan,  para  la  satisfacción  de  la  vindic- 
ta publica,  y  buen  nombre  del  Gobierno  que  nos 
rige.  6°  Que  se  haga  estensiva  la  condenación  á 
los  cómplices  que  le  auxiliaron  como  mensajeros 
ó  rufianes,  según  esíá  bien  comprobado  en  los  au- 
tos y  lo  pidió  el  Sr.  Fiscal.  Y  respecto  á  los  demás 
puntos  que  dicha  sentencia  contiene  relativos  á 
condenar  al  capitulado  a  que  devuelva  al  tesoro 
nacional,  á  las  Municipalidades  y  personas  parti- 
culares las  sumas  de  dinero  que  se  tomó  y  retie- 
ne hasta  el  día;  no  siendo  de  mi  incumbencia  par- 
ticular, sino  la  de  los  Señores  Fiscales  el  pedir: 
ese  Superior  Tribunal  fallará  como  creyere  conve- 
niente. Es  justicia  que  imploro  jurando  no  proce- 
der de  malicia  y  lo  necesario  etc. — Guatemala 
marzo  9  de  1866, 

José  M.  Ponce. 


Copia  certificada  de  la  sentencia  definitiva  pronunciada 
por  el  Tribunal  Superior,  compuesto  de  los  Señores 
Regente  Don  José  Antonio  Azniitia  y  Magistra- 
dos D.  José  M.  Saraviay  D.  Rafael  Escobedo. 

J.  Domingo  Toriello,  primer  Escribano  de  Cá- 
mara, Secretario  del  T/ibunal  Saperior  de  Justi- 
cia y  Corte  de  Apelaciones  de  la  República  de  Gua- 
temala.—Certifico:  que  en  la  pieza  seguida  en  el 
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Tribunal  Superior  de  Justicia,  referente  á  la  causa 
de  responsabilidad  instruida  contra  el  ex-Corregi- 
dor,  Comandante  y  Juez  de  Io  Instancia  de  Solóla, 
Licdo.  Don  Ignacio  González  Saravia;  se  registra 
el  fallo  que  al  pié  de  la  letra  dice: — "Tribunal  Su- 
perior de  Justicia.  Guatemala,  (Junio  trece  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  seis. — Vistas  las  diversas  pie- 
zas de  autos  que  forman  el  proceso  instruido  con- 
tra el  Coronel  D.  Ignacio  Gonzales  Saravia,  por  a- 
dulterio)y  por  otros  capítulos  que  se  le  han  formula- 
do en  concepto  de  Corregidor,  Comandante  Gene- 
ral y  Juez  de  F  Instancia  del  Departamento  de  So- 
lóla: vista  igualmente  la  sentencia  que  la  Corte  de 
Apelaciones  profirió  en  diez  de  Febrero  último,  ab- 
solviendo al  capitulado  de  Jos  cargos,  segundo,  ter- 
cero, sétimo,  octavo,  noveno,  décimo,  décimo  ter- 
cio, décimo  quinto,  décimo  nono,  vigésimo,  vigési- 
mo primo  y  vigésimo  segundo  contenidos  en  la  pri- 
mera serie  de  la  respectiva  confesión,  y  del  octavo 
de  la  segunda;  y  en  que  por  los  demás  de  que  en 
ella  se  hace  mérito,  le  condena  á  dos  años  de  pri- 
sion  en  el  fuerte  de  San  José,  de  los  cuales  podrá 
conmutar  uno  con  doscientos  pesos,  á  cinco  años 
de  inhabilitación  para  obtener  destinos  de  la  natu- 
raleza de  los  que  ha  desempeñado,  á  devolver,  al 
depósito  en  que  se  hallaban,  doscientos  cuarenta 
pesos  que  tomó  de  la  mortual  de  Sotera  Burgos  y 
al  pago  de  costas  personales  y  procesales,  dejándo- 
le igualmente  responsable  a  satisfacer  á  las  Muni- 
palidades  del  Departamento  de  Solóla,  las  cantida- 
des que  se  acredite  haber  tomado  ó  dispuesto  in- 
debidamente, á  entregar  veinte  barretas  que  debe 
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á  poblaciones  del  mismo  Departamento  ó  á  devol- 
ver la  sama  que  por  precio  de  ellas  recibió;  y  re- 
servando, ademas,  los  derechos  de  la  Hacienda  pú- 
blica, por  la  cantidad  que  resultare  haberse  dejado 
de  enterar  por  razón  del  empréstito  hecho  en  la  ju- 
risdicción del  capitulado  para  el  sostenimiento  del 
ejército  en  la  campaña  con  la  República  del  Sal- 
vador, y  los  del  menor  Juan  Limón  por  noventa 
pesos  que  aquel  ha  retenido.    Teniendo  en  consi- 
deración: que  á  pesar  de  lo  voluminoso  de  los  au- 
tos, ci  Tribunal  de  primera  Instancia  ha  apreciado 
y  depurado  cumplidamente  lo*  diversos  hechos  qne 
motivaron  el  procedimiento,  estableciendo  la  res- 
ponsabilidad que  de  ellos  se  deriba  contra  el  capi- 
tulado: que  esto  no  obstante/es  deficiente  la  prue- 
ba en  que  descanzan  los  capítulos  décimo  sesto  y 
décimo  octavo,  mientras  que  por  el  contrario,  de- 
be estimarse  bastante  la  que  apoya  el  cargo  vigé- 
simo: considerando  igualmente,  que  si  bien  es  jus- 
to, que  Saravia  sea  condignamente  castigado,  pa- 
ra satisfacer  cual  cumple  á  la  causa  pública  y  si  los 
particulares  ofendidos;  con  todo,  no  puede  dejar 
de  reconocerse  que  establecido  por  varios  facultati- 
vos el  concepto  de  hallarse  gravemente  afectado  en 
su  salud  por  una  dolencia  de  difícil  y  rara  curación, 
V  atendido  ademas  el  mal  estado  de  las  prisiones, 
no  seria  justo  someterle  absolutamente  «i  una  pena 
que  pudiera  causarle  la  muerte,  cuando  por  idéntica 
razón  se  conmutan  aun  las  condenas  de  presidid 
contenidas  en  sentencias  ya  ejecutoriadas:  atendien- 
do así  mismo,  á  que  aunque  el  acusador  ha  preten- 
dido se  declare  la  paternidad  de  la  niña  llamada 
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Octavia,  que  se  dice  fué  fruto  del  adulterio,  compe 
liendo  á  Saravia  a  recogerla,  tal  declaratoria  no 
pertenece  al  presente  juicio,  ni  puede  hacerse  sin 
Ja  ventilación,  en  el  que  corresponde,  de  las  diver" 
sas  cuestiones  de  hecho  y  de  derecho  (pie  deben 
precederla;  y  hallando  finalmente,  que  al  designar- 
se el  periodo  del  tiempo  que  Sáravia  debe  sufrir 
de  prisión,  la  Corte  de  Apelaciones  ha  procedido 
con  alguna  lenidad,  aun  tomando  en  cnenta  la  res- 
tricción personal  que  aquel  ha  sufrido  durante  el 
procedimiento;  el  Tribunal  Superior  de  Justicia  de 
la  República,  con  presencia  de  lo  pedido  por  el  Sr. 
Fiscal  y  de  lo  alegado  por  el  acusador  y  por  el  ca- 
pitulado, aumenta  la  condena  de  este,  a  tres  añas 
de  prisión  en  el  fuerte  de  San  José,  conmutable 
proporcionalmente  con  la  cantidad  de  quinientos 
pesos,  confirmando  e)  fallo  suplicado  en  todo  lo  de- 
más que  establece,  bajo  el  concepto  de  que  la  inha- 
bilitación por  cinco  años  allí  espresada,  deberá  en- 
tenderse de  todo  cargo  público.    Nolifíquese,  y 
para  su  ejecución  devuélvase  á  la  Sala  respectiva 
el  proceso,  haciéndolo  al  Juzgado'dé  Solóla  con  las 
causas  acumuladas  que  le  pertenecen,  y  á  quien 
corresponda,  las  alhajas  que  existen  depositadas. — 
Azmttia.—  Saravia.—  Escobedo. — J.  Domingo  To- 
riello." — Y  á  solicitud  de  Don  José  María  Ponce  y 
por  disposición  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
pongo  la  presente  en  Guatemala  á  veinte  de  Junio 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis. — J.  Domingo 
Toriello. 


-81— 


CONCLUSION. 

Tal  ha  sido  el  principio  y  origen  de  este  célebre 
proceso  criminal:  tal  el  curso  que  llevó,  y  tal  ha  si- 
do su  final  desenlace.    El  lector  imparcial  decidirá 
con  su  acostumbrado  y  sano  criterio,  de  parte  de 
qnien  ha  estado  la  justicia  y  la  razón;  y  si  habién  • 
dola  demostrado  con  toda  claridad  y  de  haberla  re- 
conocido y  confesado  los  Tribunales,  se  ha  obrado 
con  estricta  y  lógica  consecuencia.  La  tercera  y  ul- 
tima instancia  es  v  será  el  público  ilustrado  de 
nuestro  tiempo,  así  como  el  de  la  inexorable  poste- 

1  'yo  jamas  habría  vuelto  á  decir  sobre  esto,  una 
sola  palabra,  y  habría  sepultado  en  el  polvo  del  ol- 
vido el  cúmulo  da  agravios  que  gratuitamente  se 
,„e  han  hecho,  si  no  fuera  que  se  ha  querido  des- 
fignrar  totalmente  los  pasajes  de  este  odioso  asun- 
to—No hago  aquí  comentarios:  no  me  he  propues- 
to  adornar  ni  revestir  los  hechos  con  las  galas  de  la 
retórica,  para  entretener  ó  engañar  al  público.  Por 
desgracia  mía  carezco  de  imaginación  y  de  los  ata- 
víos de  la  elocuencia,  y  porque,  ademas,  un  proce- 
so de  la  naturaleza  del  presente  no  lo  permite. 

¡Ojalá  «pie  mi  constante  ofensor  no  me  hubiese 
forzado  á  volver  á  tomar  la  pluma  para  defender- 
me! Ojola  que  él  hubiese  tenido  el  necesario  tino 
para  no  causar  pesadumbres  á  sus  honrados,  pacífi- 
cos é  ilustrados  parientes,  con  su  ulterior  conducta 
respecto  de  mí!  Yo  protesto  mil  veces  que  ral  ob- 
5eto  no  es  otro  sino  ,1  de  aclarar  la  verdad  y  refu- 
tar falsas  aserciones  que  tercamente  se  es^rzan  ea 
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propagar,  así  el  referido  mi  ofensor,  como  algunos 
de  sus  adherentes,  queriendo  echar  sobre  mí  lo  mas 
lastimoso  de  la  cuestión.  No  me  remito  á  mis  ene- 
migos, porque  ellos  por  el  hecho  de  serlo  cerrarán 
los  ojos  sobre  la  luz  de  la  justicia  queme  asiste; 
me  dirijo  á  los  hombres  imparciales  de  cualquier 
categoría  que  sean,  porque  unos  la  reconocerán  de 
un  modo  esplicito  y  los  otros  con  su  silencio  la  reco- 
nocerán tácitamente. 

San  José  de  Costa  Rica,  Agosto  31  de  1866. 

José  ¡VI.  Pon  ce. 
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